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PRELIMINAR 


Con este volumen se inicia, stricto sensu, la historia de las actitudes del libe¬ 
ralismo hacia la Iglesia española, obra que he titulado El liberalismo y la Iglesia. 
Historia de una persecución. No obstante, anteriormente dediqué dos estudios a 
sus prolegómenos, que bajo ese mismo título genérico, denominé Antecedentes , rela¬ 
tivo a los reinados de Carlos III y Carlos IV (1), y El reinado de Fernando VII, 
a su vez dividido en El rey intruso (2) y En espera de las Cortes (3). Como sólo el 
primero fue un libro considero esta obra que ahora ve la luz el volumen II de 
esa Historia. 


(1) El liberalismo y la Iglesia española. Historia de una persecución. Antecedentes, Speiro, 
Madrid, 1989, 328 págs. 

(2) «El liberalismo y la Iglesia española. Historia de una persecución. El reinado de Fer¬ 
nando VII: El rey intruso», Verbo, núm. 289-290, octubre-noviembre-diciembre 1990, 
págs. 1239-1300. 

(3) «El liberalismo y la Iglesia española. Historia de una persecución. El reinado de 
Fernando VII: En espera de las Cortes», Verbo, núm. 293-294, marzo-abril 1991, págs. 445-516. 
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CAPITULO I 


TANTEANDO EL TERRENO 


Consideraciones previas 

Las Cortes de Cádiz supusieron la quiebra de la tradicional constitución política 
española y dieron paso a la instauración del liberalismo. No respondió dicho cambio 
a unos anhelos del pueblo, sino a la voluntad decidida de una minoría que supo 
aprovechar unas circunstancias que propiciaron su actuación, no siempre sincera 
y leal. Y no podía haber sido de otra manera, pues, de seguirse la voluntad del 
pueblo, la tan invocada soberanía nacional, no se hubiera producido en esa ocasión 
el cambio radical que las Cortes de Cádiz significaron en nuestra historia. 

Hemos hablado ya de la misteriosa ocultación del documento que convocaba 
a los estamentos privilegiados, que hubieran hipotecado gravemente, si no anulado, 
el incipiente liberalismo. La Regencia, presionada por la Junta de Cádiz y por los 
diputados de las otras Juntas en aquella ciudad, que algún historiador confunde 
con los diputados a Cortes, convocó, precipitada y confusamente, un Congreso 
cuya legitimidad al instalarse era más que discutible (1). Y no sólo porque se 
convocó al margen de toda la legislación patria sino, sobre todo, porque no repre¬ 
sentaba al pueblo español. 

La urgencia de la reunión, impuesta a los regentes, hizo que el 24 de sep¬ 
tiembre de 1810 se congregase una tercera parte de los diputados llamados a 
representar a la nación que tomaron ese mismo día la resolución más importante 
de cuantas se adoptaron en el Congreso gaditano: la proclamación de la soberanía 
popular. 

Y si es grave en sí que tan trascendental declaración se hubiera hecho al margen 
de toda mayoría, salvo la de los presentes, el panorama se ensombrece aún más 
si consideramos que casi la mitad de los congregados carecían de toda represen¬ 
tación nacional, pues habían sido designados no por las provincias, o por las ciu¬ 
dades con voto, o por las Juntas que habían sido llamadas a enviar sus represen- 


(1) Suárez, Federico: El proceso de la convocatoria a Cortes. Eunsa, Pamplona, 1982, 
págs. 439 y ss.; Suárez, Federico: Las Cortes de Cádiz, Ediciones Rialp, S. A., Madrid, 1982, 
págs. 11 y ss.; Ramos, Demetrio: «Las Cortes de Cádiz y América», en Revista de Estudios 
Políticos , noviembre-diciembre, 1962, págs. 436 y ss. 
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tantes, sino por un grupo de personas reunidas en Cádiz que no tenían más 
calificación para ello que el hecho fortuito de encontrarse en la ciudad sitiada. 

Buen número de las provincias españolas estaban invadidas y no podían rea¬ 
lizar las elecciones de diputados. Las americanas estaban en plena insurrección o 
tan lejanas que era imposible que con la urgencia requerida pudiesen enviar a 
Cádiz sus diputados. Es obvio que era necesario atender a la situación que las 
dificilísimas circunstancias que atravesaba el país planteaban a la reunión de Cortes. 
Pero cabían soluciones mucho más democráticas que la que se adoptó. 

Una demora en la reunión del Congreso, de tres o seis meses, además de per¬ 
mitir una más preparada instalación de las Cortes, hubiera conseguido la presencia 
de muchos más diputados titulares, tanto de la España europea como de la ameri¬ 
cana. El llamamiento de suplentes, que en algunos casos podía ser conveniente, 
aunque no necesario, pues los diputados normalmente elegidos podían suplir a 
los de las provincias invadidas hasta que en ellas se pudieran celebrar las elec¬ 
ciones, admitía otras posibilidades que hubieran potenciado su representatividad. 
Por ejemplo, que las Juntas existentes en las regiones invadidas hubieran designado 
diputados interinos hasta que se pudieran elegir libremente sus representantes en 
el Congreso. 

Lo cierto es que el sistema adoptado, y creemos que con toda intención, primó 
al liberalismo de tal forma que le entregó las Cortes en contra de lo que era el 
sentimiento popular. Y como consideramos muy grave esta afirmación, que debe 
salir, de una vez ya, de invocaciones partidistas e interesadas, procuraremos de¬ 
mostrarla de forma que quede firmemente asentada, aun reconociendo las dificul¬ 
tades que ello encierra. 

Dichas dificultades provienen de que aun hoy, casi a los doscientos años de 
las Cortes de Cádiz, sabemos muy poco de sus diputados. Incomprensiblemente 
faltan estudios sobre la mayoría de ellos. Hasta tal extremo que, de bastantes, 
apenas conocemos su nombre y aun éste se confunde no pocas veces. 

Nuestra historia está reclamando a gritos un estudio, que por increíble que 
parezca aún no existe, sobre los diputados gaditanos; fecha de incorporación; ads¬ 
cripción ideológica; sustituciones; fallecimientos; carácter de propietario o de su¬ 
plente, distinguiendo entre estos últimos a los que fueron legalmente elegidos 
suplentes por las provincias y que sustituyeron a uno que falleció, no acudió o 
fue invalidado posteriormente (Caro, Tenreiro, Esteban y Gómez...), de los su¬ 
plentes elegidos por sus compatriotas reunidos en Cádiz; ausentes por licencia con¬ 
cedida por las Cortes, que llegaron a alcanzar un número realmente sorprendente 
hasta el punto que Dérozier, en una de sus múltiples afirmaciones totalmente gra¬ 
tuitas, llegó a ver en ello una maniobra de los conservadores contra la existencia 
misma de las Cortes... 

Naturalmente cae fuera del propósito de este trabajo intentar una profundiza- 
ción del tema que, repetimos, nos parece insoslayable para toda aproximación a 
las Cortes gaditanas. Pero, al menos, intentaremos acercarnos a él desde la insu¬ 
ficiencia de los datos que hoy poseemos y las consecuencias serán reveladoras aunque 
provisionales. 
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Por imposible que parezca, aún no sabemos hoy cuántos diputados de las 
Cortes fueron eclesiásticos. Cosa que no debe sorprendernos si tenemos en cuenta 
que también es discutido el número de quienes asumieron la representación na¬ 
cional. 

El Indice de los Diarios de Sesiones (2) da cuenta de 302 diputados admitidos 
que prestaron el preceptivo juramento (3). Federico Suárez, que sigue sustancial¬ 
mente esa lista, nos da el mismo número (4). La relación de diputados del Diario 
no incluye a José Roa y Fabián, representante del Señorío de Molina, que aparece 
entre los nombres que da Suárez (5). El catedrático de Navarra omite, en cambio, 
al diputado peruano Francisco Salazar y Carrillo (6). El Indice adolece de notables 
errores. Confunde a Francisco López Pelegrín con Ramón (7), de donde viene 
sin duda el error de Suárez; hace a Mejía Lequerica diputado por Cuba (8), error 
rectificado por Suárez (9), así como el de hacer a Samartín diputado por Sevilla (10), 
a Valcárcel Dato por Lugo (11), lo era por Salamanca, y a Valcárcel Saavedra por 
Salamanca (12), cuando lo era por Lugo. Ambas listas incluyen al diputado suplente 
por la Serranía de Ronda, Joaquín García Urrego, que tal vez no haya llegado a 
tomar asiento en las Cortes. El Diario de las discusiones y actas de las Cortes (13) 
dice que el 31 de enero de 1811 se aprobaron sus poderes como suplente y que 
sus dos compañeros titulares por la Serranía juraron y tomaren asiento. Luego 
parece que él no. De todas formas si llegó a existir, no supuso nada para las Cortes 
ni para ninguno de sus dos partidos. Chávarri tampoco le tiene por diputado (14). 

Ramón Solís (15) da, según Suárez, la cifra de 291, que procede de sumar los 
que resultan de las distintas profesiones (16). No sabemos de dónde sale ese nú¬ 
mero, pues sumando las cifras que da Solís resultan algunos más. Si hubieran sido 
90 los eclesiásticos, que fueron más, 56 los abogados, 39 los militares, 14 los aris- 


(2) En adelante citaremos el Diario de las discusiones y actas de las Cortes, Cádiz, Im¬ 
prenta Real, 1811-1813 por DD; el Diario de sesiones de las Cortes generales y extraordinarias, 
Madrid, 1870, por DS; el Indice del Diario de sesiones de las Cortes generales y extraordina¬ 
rias, Madrid, 1874, por IDS; las Actas de las sesiones secretas de las Cortes generales y extra¬ 
ordinarias, de las celebradas por la Diputación permanente de Cortes y de las secretas de las 
Cortes ordinarias, Madrid, 1874, por ASS; las Actas de las sesiones de la legislatura ordina¬ 
ria de 1813, Madrid, 1876, por ASL013 y las Actas de la legislatura ordinaria de 1814, 
Madrid, 1876, por ASL014. 

(3) IDS, págs. 180-185. 

(4) Suárez: Las Cortes.,., págs. 28-46. 

(5) Suárez: Las Cortes..., pág. 31. 

(6) IDS, pág. 184. 

(7) IDS, pág. 182. 

(8) IDS, pág. 183. 

(9) Suárez: Las Cortes..., pág. 45. 

(10) IDS, pág. 184. 

(11) IDS, pág. 185. 

(12) IDS, pág. 185. 

(13) DD, III, pág. 171. 

(14) Chávarri Sidera, Pilar: Las elecciones de diputados a las Cortes generales y extraor¬ 
dinarias (1810-1813), Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1988, pág. 241. 

(15) Solís, Ramón: El Cádiz de las Cortes, Alianza Editorial, Madrid, 1969. 

(16) Solís: Op. cit., págs. 221-222. 
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tócratas, 15 los catedráticos, un médico, un arquitecto, un bachiller y dos escritores, 
más ocho comerciantes y 20 sin profesión, que alguna tendrían aunque Solís la 
ignore, y 49 adscritos a la Administración, si no fallan las matemáticas la cifra 
resultante es de 296. Cierto que al eclesiásticos De la Torre lo incluye entre los 
catedráticos, pero como no sabemos si lo había contado entre los primeros no 
cabe restarlo (17). 

La lista de Solís es meramente aproximativa y no cabe darle otro valor. Sí hay 
que darlo, en cambio, y negativo, a la siguiente afirmación del historiador de las 
Cortes: «Ante estas cifras, que representan un 30 por 100 de los diputados (para 
los eclesiásticos), no puede decirse, como tantas veces se ha afirmado, que el Con¬ 
greso gaditano sea anticlerical y enemigo de la Iglesia» (18). Pensamos que de la 
lectura de nuestro trabajo resultará todo lo contrario. 

Según el mismo Suárez, Belda y Labra (19) citan a 303 diputados como asis¬ 
tentes al Congreso gaditano (20). 

Más difícil es precisar la cifra de los diputados que fueron eclesiásticos. Según 
Suárez, Belda y Labra hablan de 97. Que es la cifra que asume Dérozier (21). 
Solís, ya lo hemos dicho, cita a 90 (22). El catedrático de la Universidad de Na¬ 
varra, en una útil lista, a la que cabría hacer alguna puntualización, enumera 92 (23), 
si bien, por lo menos, hay que añadir a Ramos Arispe, a Bermúdez, a Victoriano 
Sánchez y a Trigueros, de los que no da referencia eclesial, y eliminar a Calello 
y a Llarena. Con lo que tendríamos 94. Esta cifra coincide con la que da Morán (24) 
y no discrepamos con ninguno de los que él cita. 

Creemos que los diputados Francisco y Juan Nieto Fernández, citados por 
Suárez, son una misma persona. Con lo que habría un diputado menos en el cómputo 
general, aunque no en el eclesiástico, pues a Francisco Nieto no le hace tal. Abriga 
nuestra sospecha el constamos de Francisco Nieto, por testimonio del Diario (25), 
que era capellán mayor de La Carlota. Cesa en la diputación el 14 de marzo 
de 1813 por anulación de las elecciones (26). Juan Nieto llega al Congreso el 
22 de junio de 1813, representando también a Córdoba (27) y, según Suárez, 
era «cura de La Carlota» (28). Lo más probable es que se tratara del mismo 


(17) Al utilizar una edición posterior del libro de Solís no sabemos si en la primera 
contiene datos que permitan la reducción que hace Suárez pero, al parecemos de escaso valor 
su aportación en este campo, no hemos consultado la edición de 1958. 

(18) Solís: Op. cit., pág. 221. 

(19) Sin referencia de la obra. 

(20) Suárez: Las Cortes ..., pág. 46. 

(21) Dérozier, Albert: Escritores políticos españoles, 1780-1854, Ediciones Tumer, Madrid, 
1975, pág. 39. 

(22) Solís: Op. cit., pág. 221. 

(23) Suárez: Las Cortes..., págs 28-46. 

(24) Morán, Manuel: «Los diputados eclesiásticos en las Cortes de Cádiz: Revisión crítica», 
Hispania Sacra, 85, 1990, págs. 46-60. 

(25) DD, XVIII, pág. 487. 

(26) DD, XVIII, pág. 429. 

(27) DS, pág. 5539. 

(28) Suárez: Las Cortes..., pág. 30. 


20 




sujeto que vuelve a ser elegido y tal vez se llamara Juan Francisco o Francisco Juan 
y en una ocasión figura con un nombre y después con otro. 

El libro citado de Pilar Chávarri disipa toda duda, si alguna pudiera caber, 
sobre el Nieto o los Nietos, al decimos que Juan Nieto y Fernández, presbítero, 
fue elegido en 1812 y después en 1813 (29). Aunque cuando nos encontramos 
que a González Peinado le llama González Reinado (30), que a Juan Clímaco 
Quintano le llama Juan Climacao, que ya extraño apellido (31), que hace al 
estrafalario Domingo García Quintana presbítero, sin serlo (32), a Cortiñas, Cor¬ 
tinas (33), a Freire Castrillón, nada menos que general del Ejército (34), a Veladíez 
o Beladíez, Velandier (35), a Lasauca, Lasanca (36), a Llarena, clérigo, que tam¬ 
poco lo era (37), al marqués de Espeja, del Espejo (38), a Ramón Montero, 
canónigo electoral, dignidad desconocida en nuestros cabildos (39), sin duda quiso 
decir lectoral, a Ric, Rich (40), a Aguiriano, Aquiriano (41), a Santalla, Satalla (42), 
y algún otro error o errata más que se nos habrán pasado, hace que casi dudemos 
de lo que nos parece claro: que sólo hubo un Nieto. 

Lo que nos viene confirmado por el importante trabajo de Morán, que cita 
también solamente a Juan Nieto, «vicario foráneo de La Carlota; Capellán Mayor 
por S. M. de las Poblaciones de Andalucía, admitido el 15 de junio de 1813, 
jura el 22 de junio de 1813, firma el acta de clausura» (43). Si bien nada dice 
de su anterior etapa de diputado. 

Siguiendo la lista de Suárez podemos precisar que Andalucía, de 51 diputados 
(50, si los dos Nieto fuesen uno y 49, si García Urrego no llegó a las Cortes. 
Morán, pese a hablar de un solo Nieto, si bien él solo relaciona a los eclesiásticos, 
sigue diciendo que hubo 51 diputados andaluces) (44), envió al Congreso 18 ecle¬ 
siásticos, de los cuales sólo uno era suplente, aunque cuando se pudieron celebrar 
las elecciones en Sevilla, este último fue elegido en propiedad (45). Aragón, de 
18 diputados, mandó cinco eclesiásticos, todos titulares (46). Asturias, dos de cinco, 
pues Francisco del Calello no era canónigo de Oviedo, como nos dice Suárez (47). 


(29) Chávarri: Op. cit., págs. 61-62. 

(30) Chávarri: Op. cit., págs. 39, 275. 

(31) Chávarri: Op. cit., pág. 39. 

(32) Chávarri: Op. cit., pág. 55. 

(33) Chávarri: Op. cit., pág. 55. 

(34) Chávarri: Op. cit., pág. 56. 

(35) Chávarri: Op. cit., pág. 57. 

(36) Chávarri: Op. cit., pág. 59. 

(37) Chávarri: Op. cit., 59. 

(38) Chávarri: Op. cit., pág. 61. 

(39) Chávarri: Op. cit., pág. 62. 

(40) Chávarri: Op. cit., pág. 68. 

(41) Chávarri: Op. cit., pág. 68. 

(42) Chávarri: Op. cit., pág. 69. 

(43) Morán: Op. cit., 47. 

(44) Morán: Op. cit., pág. 41. 

(45) Suárez: Las Cortes..., págs 28-31; Morán: Op. cit., págs. 46-48. 

(46) Suárez: Ims Cortes..., pág. 31; Morán: Op. cit., págs. 48-49. 

(47) Suárez: Las Cortes..., pág. 31. 
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Alvarez Cascos (48) le hace «abogado de los Reales Consejos y Comandante general 
de Alarma por el partido de Salas». Miguel Angel González Muñiz, en su libro 
El clero liberal asturiano (49), no hace referencia a él y Morán dice que es un 
error tenerle por eclesiástico (50). 

Baleares envió tres de cinco, propietarios todos (51). Canarias, tres de cuatro, 
todos en propiedad (52). No es eclesiástico el Fernando Llarena y Franchy que 
Suárez hace «presbítero». Castilla, por lo menos 10 de 35, uno de ellos su¬ 
plente (53). Pero hay siete diputados de los que no es fácil saber lo que eran. 
Cataluña, siete de 22. Todos titulares (54). Extremadura, cuatro de 11, titulares 
también (55). Galicia, cinco de 25, todos en propiedad (56). León (donde in¬ 
cluimos a Valladolid, Palencia, Toro, Zamora y Salamanca), cuatro de 18, uno 
de ellos suplente (57). La Mancha, uno de cuatro, en propiedad (58). Murcia, 
cuatro de 10, propietarios todos (59). Navarra, ninguno. Valencia, dos de 20, 
propietarios (60). Y las Vascongadas, ninguno de los tres diputados que envió a 
las Cortes. En la España peninsular e islas adyacentes hubo, por lo menos, 68 dipu¬ 
tados eclesiásticos sobre unos 233. 

La proporción es aún mayor en la España americana. El virreinato de Buenos 
Aires envió a las Cortes un diputado, en propiedad, eclesiástico, de cuatro (61). 
La Capitanía general de Caracas, ninguno de tres. Chile, ninguno de dos. La Capi¬ 
tanía general de Guatemala, tres de 10 (62). A uno de ellos, Robles, Suárez, que 
dice representaba a «Ciudad Real de Chiapa», le sitúa como diputado del Perú. 
Siendo diputado por Chiapas podría caber la duda con Méjico, pero nunca con el 
virreinato que había conquistado Pizarro. El virreinato de Nueva España, es decir, 
Méjico, 14 de 21 (63). El virreinato del Perú, seis de 14 (64). Ya hemos dicho 
que el catedrático de Navarra había incluido en su relación peruana a Mariano 
Robles Domínguez de Mazariegos. Omitió, en cambio, a Francisco Salazar y 
Carrillo, del que consta su diputación por la ciudad de los Reyes. El virreinato 


(48) Alvarez Cascos, Francisco: Los parlamentarios asturianos en el reinado de Fernan¬ 
do VII, pág. 28, Asturias, 1985. 

(49) Ayelga Ediciones, Gijón, 1976. 

(50) Morán: Op. cit,, pág. 37. 

(51) Suárez: Las Cortes..., pág. 32; Morán: Op. cit., págs. 49-50. 

(52) Suárez: Las Cortes..., pág. 32; Morán: Op. cit., págs. 50-53. 

(53) Suárez: Las Cortes..., págs. 32-34; Morán: Op. cit., págs. 50-51. 

(54) Suárez: Las Cortes..., págs. 34-35; Morán: Op. cit., págs. 52-53. 

(55) Suárez: Las Cortes..., págs. 35-36; Morán: Op. cit., págs. 53. 

(56) Suárez: Las Cortes..., págs. 36-38; Morán: Op. cit., págs. 53-54. 

(57) Suárez: Las Cortes..., pág. 38; Morán: Op. cit., págs. 54-55. 

(58) Suárez: Las Cortes..., pág. 39; Morán: Op. cit., pág. 55. 

(59) Suárez: Las Cortes..., pág. 39; Morán: Op. cit., pág. 55. 

(60) Suárez: Las Cortes..., págs. 40-41; Morán: Op. cit., pág. 56. 

(61) Suárez: Las Cortes..., págs. 41-42; Morán, pág. 56. 

(62) Suárez: Las Cortes..., pág. 44; Morán: Op. cit , págs. 56-57; Rieu-Millan, Marie Lau- 

re: Los diputados americanos en las Cortes de Cádiz, pág. 42, CSIC, Madrid, 1990. 

(63) Suárez: Las Cortes..., págs. 43-44; Morán: Op. cit., págs. 57-59. 

(64) Suárez: Las Cortes..., pág. 44; Morán: Op. cit., pág. 59. 
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de Santa Fe, ninguno de cuatro. Cuba, uno de cuatro (65). Puerto Rico, ninguno, 
pues no era eclesiástico el único diputado que envió. Santo Domingo, ninguno 
de dos. Y Filipinas, uno de tres (66). En total, 26 de 68. 

No seguimos la calificación de Joaquín Varela (67) por ser mucho más po¬ 
lítica y geográfica que «filosófica», aunque señalamos algunas discrepancias con su 
calificación. 

De los 49-51 diputados andaluces, ya hemos dicho que nos inclinamos por 49, 
podemos adscribir 27 al grupo tradicional, mientras que apenas cinco militan 
abiertamente en el bando liberal. A los restantes sería muy arriesgado apuntarlos 
a uno u otro sector por la ausencia de manifestaciones que permitan adivinar su 
ideología. Uno de ellos, Morales Gallego, fue bastante contradictorio, pues si bien 
comenzó como tradicionalista, votando contra la libertad de imprenta, fue evolu¬ 
cionando después hacia posiciones liberales. 

Todos los eclesiásticos, que eran 18, figuran en el bando tradicionalista, excepto 
el beneficiado de Carmona, Juan José Freire, diputado por Sevilla, y el sacerdote 
diputado por Jaén, Tomás Tauste, de quienes carecemos de datos para opinar. 
El único que tuvo una posición ambigua, mucho más por sus silencios que por 
sus manifestaciones, fue el diputado por Granada, Pedro Ignacio Bejaranó, obispo 
de Sigüenza. Solo de él puede discutirse el alineamiento con los tradicionalistas, 
aunque no cabe en modo alguno adscribirle a los liberales. 

Algunos de ellos fueron figuras destacadísimas en el campo tradicional como 
el párroco de Cuevas de Vera y diputado por Granada, Antonio Alcaína, el dipu¬ 
tado por Sevilla, Basilio Alajá, el prebendado de la catedral de Córdoba y diputado 
por aquella provincia, Manuel Jiménez Hoyo, Francisco de Sales Rodríguez de 
la Bárcena, diputado por Sevilla, y el cura de Algeciras y diputado por Cádiz, 
Vicente Terrero, que, si bien muy avanzado en cuestiones puramente políticas, 
fue fidelísimo a la Iglesia casi siempre que sus derechos se pusieron en cuestión. 

Tradicionalistas manifiestos, aunque de menor peso en las Cortes, fueron el 
Lectoral de Málaga y diputado por Sevilla, Antonio Calderón y Sarria, el Racio¬ 
nero de la catedral de Córdoba y diputado por aquella provincia, José Cevallos 
(o Ceballos), los sacerdotes diputados por la Serranía de Ronda, Francisco Garcés 
y Barea (o Varea) y Juan de Salas, el canónigo diputado por Granada, Nicolás 
González Briceño, el Arcipreste de Málaga, también diputado por Granada, Sebas¬ 
tián González López, el canónigo diputado por Sevilla, Agustín Moreno y Garino, 
el cura de La Carlota, Nieto Fernández, y el catedrático de Teología, Martiniano 
Juan de la Torre. 

De los no eclesiásticos no hubo figuras liberales. Entre los tradicionalistas hay 
que mencionar a dos de los principales diputados de este sector en las Cortes, 


(65) Suárez: Las Cortes..., pág. 45; Moran: Op. cit., pág. 60. 

(66) Suárez: Las Cortes..., pág. 46; Morán: Op. cit., 60. 

(67) Varela Suárez-Carpegna, Joaquín: La Teoría del Estado en los orígenes del constitu¬ 
cionalismo hispánico (Las Cortes de Cádiz), págs. 10 y ss. Centro de Estudios Constitucionales, 
Madrid, 1983. 
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ambos diputados por Sevilla, Francisco Gómez Fernández y José Pablo Valien¬ 
te (68). 

De los 18 diputados aragoneses, 14 militaron abiertamente en el bando tra¬ 
dicional y sólo tres, ninguno eclesiástico, en el liberal. Entre los tradicionalistas, el 
tnás destacado fue el canónigo penitenciario de Teruel, Vicente Pascual. Los otros 
fueron el obispo de Ibiza, Blas Beltrán, los sacerdotes José Duazo y Lorenzo 
Ruiz y el canónigo de Valencia, José Roa y Fabián, que representaba al Señorío 
de Molina. 

Entre los tres liberales estaba una de las figuras más destacadas de las Cortes, 
que llegó incluso a oscurecer, desde su tardía llegada, al mismo Argüelles: Isidoro 
de Antillón. Los otros, figuras menores, fueron Juan Polo Catalina y Francisco 
López Pelegrín, no Ramón, como dicen tanto el Indice (69) como Suárez (70), 
que de allí lo toma. Ramón López Pelegrín fue diputado en las Cortes ordinarias 
como titular, lo que hacía imposible que lo fuera también en las extraordinarias 
por imperativo legal. 

Asturias, con mucha menor representación, pues tuvo sólo ocho diputados, 
se inclinó decididamente por los liberales, siendo de este partido seis de ellos, 
entre los cuales destacan Agustín Argüelles, cabeza indiscutida del grupo, que 
según Suárez era «miembro importante ya entonces de la masonería» (71), aunque 
Alcalá Galiano, contemporáneo y correligionario, tanto en política como en la 
secta, retrasa la fecha de su incorporación a la organización secreta (72), y el conde 
de Toreno, a quien las Cortes admitieron en su seno pese a no cumplir los requi¬ 
sitos que establecían las instrucciones de convocatoria, ya que no tenía la edad 
señalada para ser elegido diputado (73), instrucciones que se habían aplicado a 
rajatabla con otros diputados como el tradicionalista Tenreiro (74). 

Los tradicionalistas fueron los canónigos Inguanzo y Cañedo Vigil. Calello, al 
que Suárez equivocadamente hace canónigo, militó con los liberales. 

Baleares se inclinó por el tradicionalismo, al que podemos adscribir a tres 
de sus cinco diputados. Los sacerdotes Llaneras y Ribes (o Rivas) y Salas Boxadors. 
El otro eclesiástico, el obispo de Mallorca, Bernardo Nadal y Crespí, debe ser 
situado en el otro campo, si bien con un liberalismo moderado. Fue el único obispo, 
de entre los diputados, que se inclinó a aquel partido. 

Mayoría, en cambio, liberal en la representación canaria. Tres de sus cuatro 
diputados —dos de ellos eclesiásticos— fueron inequívocamente liberales: Gordillo, 
Llarena y Ruiz de Padrón. Key fue tradicionalista. 


(68) Por error tipográfico, ya que en otras ocasiones figura como José Pablo, Suárez, en 
la lista a la que nos venimos refiriendo, le llama Juan Pablo. 

(69) IDS, pág. 182. 

(70) Suárez: Las Cortes ..., pág. 31. 

(71) Suárez: Las Cortes..., pág. 89. 

(72) Alcalá Galiano, Antonio: Recuerdos de un anciano, págs. 92, 167, 170, BAE, Ma¬ 
drid, 1955. 

(73) DD, III, págs. 317-318; IV, pág. 239. 

(74) DD, II, págs. 151, 257. 


24 




De los 35 diputados castellanos hay un gran número, 19, que no nos es 
posible adscribir a ningún bando, casi en todos los casos porque su tardía llegada 
a las Cortes, bastantes de ellos no estuvieron ni un mes en ellas, impidió que se 
manifestaran en un sentido o en otro. 

Entre ellos estaban el inquisidor Gómez Ibar (por Soria), los canónigos Miralles 
(o Mirallas) y Montero (por Cuenca y Madrid), si bien este último, si como 
creemos fue el que posteriormente Fernando VII promovió al arzobispado de 
Hierópolis, in partibus y a Abad de La Granja (1826-1830) y después a la sede 
de Coria (1830-1847), e Isabel II a la de Burgos, aunque falleció antes de tomar 
posesión, dio como obispo sobradas pruebas de antiliberalismo. 

Los restantes eclesiásticos fueron el obispo de Calahorra, Aguiriano y Gómez 
(diputado por la Junta de Burgos), el canónigo Andrés Esteban Gómez (diputado 
por Guadalajara y cuya diputación terminaría invalidándose al declararse nula la 
elección de Guadalajara el 20 de julio de 1812 (75), ambos figuras destacadas 
del tradicionalismo. Fueron eclesiásticos también y militaron en el mismo campo, 
aunque con intervenciones menos destacadas, el obispo de Plasencia, Lorenzo 
Igual de Soria, que representó a Toledo, Cristóbal Romero, diputado por Guadala- 
iara, y Jerónimo Ruiz, que era suplente por Segovia. En total, los tradicionalistas 
fueron por lo menos 11 y los liberales seis. Entre éstos hay que destacar a García 
Herreros, suplente por Soria, y a José Zorraquín, suplente por Madrid^ 

Quince de los diputados catalanes, de un total de 22, fueron tradicionalistas, 
cinco liberales y a dos no podemos adscribirlos a ninguno de los dos bandos. 
De los siete eclesiásticos, seis fueron tradicionalistas (Aytés, Creus, Dou, Liados, 
Morros y Papiol) y uno, Espiga, liberal. De los no eclesiásticos hay que destacar 
a Aner entre los tradicionalistas, aunque creemos que el calificativo de conser¬ 
vador le conviene más (76) y a Capmany entre los liberales, si bien fue siempre 
persona de carácter bastante independiente que, en los últimos días de las Cortes, 
aue fueron también los de su vida, matizó un tanto su anterior declarada mili tanda 
liberal. Creemos que el estudio sobre su persona y sus ideas, que hemos publicado 
en colaboración con Estanislao Cantero (77), excusa más comentarios sobre su 
figura. 

De los 11 diputados extremeños, dos fueron tradicionales y nueve liberales. 
Los tradicionalistas eran dos de los cuatro clérigos diputados, el obispo prior de 
San Marcos de León, José Casquete de Prado, y el inquisidor Riesco. Los otros 
dos fueron destacadísimas figuras liberales: Diego Muñoz Torrero y Antonio Oli¬ 
veros. También hay que destacar entre los liberales a Calatrava, que sustituyó al 
obispo de Orense, y a Golfín. 


(75) DD, XV, págs. 204-209. 

(76) Fernández de la Cigoña, Francisco Tose: «Liberales, absolutistas y tradicionales», en 
Verbo , núm. 157, julio-agosto 1977, págs. 965 y ss. 

(77) Fernández de la Cigoña, Francisco José, y Cantero Núñez, Estanislao: Antonio de 
Capmany (1742-1813). Pensamiento, obra histórica, política y jurídica. Fundación Francisco Elias 
de Tejada y Erasmo Pércopo, Madrid, 1993. 
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Galicia, que suele venir presentada como el bastión reaccionario de la época, 
y no sin razón, presenta, si la juzgamos por sus diputados, un balance menos 
nítido. De 25 diputados, 12 pueden ser calificados de tradicionalistas, siete de 
liberales, cinco son de muy difícil adscripción a uno u otro campo, pues no 
se manifestaron en ningún sentido y algunos incluso apenas pisaron las Cortes, ya 
que las ausencias gallegas fueron especialmente llamativas, y uno, el extravagante 
García Quintana, fue una pura y permanente contradicción. 

Entre los sacerdotes fueron tradicionales Ros, Bernardo Martínez y Abadín, 
con mucho más peso los dos primeros que el tercero, Suárez de Riobóo perteneció 
a aquel grupo del que nada podemos decir por carecer de datos, y Rivera fue 
liberal. De los no eclesiásticos destacan Freire Castrillón y Benito Ramón Hermida, 
ambos tradicionalistas. 

De los 18 diputados del reino de León, seis son tradicionalistas, ocho liberales 
y cuatro de difícil adscripción. Fueron eclesiásticos cuatro diputados, de los que 
Aparicio Santín (o Santiz), deán de Ciudad Rodrigo, y González Colombres, canó¬ 
nigo de As torga, eran tradicionalistas, y Juan Nicasio Gallego (suplente por Zamo¬ 
ra) y Goyanes Balboa, liberales. Figuras destacadas del liberalismo fueron Joaquín 
Díaz Caneja, diputado por León y Evaristo Pérez de Castro, suplente por Va- 
lladolid. 

Tres de los cuatro diputados manchegos, entre ellos él sacerdote Juan Lera 
y Cano, militaron en el campo tradicionalista, mientras que el cuarto, Giraldo, 
fue inclinándose cada vez más decididamente al liberalismo. 

De los 10 diputados murcianos, tres fueron tradicionalistas, cuatro liberales, 
y los tres restantes de no fácil adscripción. Cuatro fueron clérigos. Uno de ellos, 
Simón López, fue el constante defensor de los derechos de la Iglesia en las Cortes, 
dos son del grupo de los no significados (Hidalgo y Sánchez Andújar), y Alfonso 
Rovira, canónigo de Cartagena, liberal. De los seglares quizá el más destacado 
fue el general Pedro González Llamas, decidido campeón del tradicionalismo. 

El único diputado navarro no fue eclesiástico y sí bastante contradictorio. 
Podemos dejarle en un liberalismo moderado. 

En Valencia, 10 de sus 20 diputados fueron tradicionalistas, seis liberales y a 
cuatro no los calificamos. Los dos eclesiásticos, Villanueva y Serra, se alinearon 
con los liberales. De los seglares destacaron más los tradicionalistas con la gran 
figura de Borrull y las también importantes, aunque menos, de Andrés y Som- 
biela. 

De los diputados por las Vascongadas ninguno fue eclesiástico y dos fueron 
liberales y uno tradicional. 

Sin duda al lector no le casarán las cuentas. Si de los 233 diputados de la 
península e islas adyacentes más de 110 eran tradicionales frente a alguno menos 
de 70 liberales no se entiende lo que ocurrió en Cádiz. La explicación estuvo 
en los diputados americanos, que se volcaron con el liberalismo. 

De los cuatro diputados por el virreinato de Buenos Aires, tres fueron liberales, 
entre ellos el único eclesiástico Zufriategui. Lo fueron también los tres diputados 
venezolanos, los dos chilenos, siete de los de Guatemala y de los tres restantes 
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sólo uno puede adscribirse al campo tradicional, el canónigo Larrazábal, y ello si 
consideramos sólo la etapa de las Cortes extraordinarias, pues en las ordinarias 
votó con los liberales. El otro eclesiástico, Florencio Castillo, fue liberal. 

En Méjico encontramos a cinco tradicionalistas entre 21. Lo fueron los canó¬ 
nigos Foncerrada, Guereña, Antonio Joaquín Pérez, Samartín y Uría. Fueron libe¬ 
rales los clérigos José María Couto, Máximo Maldonado y Ramos Arispe. No ads¬ 
cribimos a ningún sector a Beye ni a Moreno. Guridi, en cuestiones religiosas, solía 
estar con los tradicionales, aunque discrepaba de ellos en otras materias. Como 
mínimo, ocho diputados fueron abiertamente liberales. 

De los 14 peruanos, siete fueron liberales, cuatro tradicionalistas, uno contra¬ 
dictorio y a dos no los calificamos. De los seis sacerdotes, tres fueron tradicionales: 
Ostolaza, García Coronel y Rodríguez Olmedo; uno liberal: Andueza, y a Alcaraz 
y a Bermúdez no los situamos. 

De los cuatro diputados de Santa Fe, tres son liberales y uno dudoso, al igual 
que ocurrió con los cuatro cubanos. De los que no hay duda es de que el eclesiástico 
O’Gavan era liberal. También lo fue el único diputado que representó a Puerto 
Rico y el canónigo Couto, suplente por Filipinas. De los otros dos diputados por 
estas islas y de uno de Santo Domingo nada diremos. El otro diputado por esta 
última isla era tradicional. 

En resumen, de 68 diputados americanos fueron inequívocamente liberales 38 
y tradicionalistas sólo 14. El peso americano fue importantísimo. 

Avancemos un paso más. Ya hemos dicho que al instalarse las Cortes se 
sentaron en ellas una serie de suplentes que no habían sido elegidos diputados por 
las provincias, sino por grupos de refugiados en Cádiz. Esos diputados, tan poco 
representativos y presentes en Cádiz desde el primer día fueron decisivos en los 
comienzos de la andadura de las Cortes. Su trayectoria fue diversa. Alguno fue 
luego confirmado como titular por la elección de las provincias como Argüelles 
o Rodríguez de la Bárcena. Otros abandonaron las Cortes cuando después llegó el 
propietario. Y la mayoría continuó hasta el final de las Cortes e incluso pasaron, 
también como suplentes, a las Cortes ordinarias de 1813. 

Pues bien, examinados 54 diputados suplentes presentes en Cádiz en septiembre 
de 1810, que, repetimos, no deben confundirse con los elegidos como suplentes 
por las provincias y que acudían al Congreso en sustitución de un titular fallecido 
o que no pudo acudir por enfermedad u otros motivos, 36 fueron liberales, 11 tra¬ 
dicionalistas y siete de más difícil ubicación. Una mayoría de 25 diputados, en la 
que estaban figuras tan decisivas como Argüelles, Mejía Lequerica, Zorraquín, 
Juan Nicasio Gallego, García Herreros, Pérez de Castro..., prácticamente toda la 
jefatura del partido liberal en aquellos días, tuvo un peso extraordinario. 

Y aún cabe otro modo de acercarse al tema que, insistimos, es provisional 
por los escasos datos y la dificultad de encajar a algunos en los dos sectores que 
venimos considerando y que nos ha hecho dejar a varios diputados en un tercer 
grupo sin calificación ideológica. Si bien esas personas, de escasa personalidad, 
suelen tender a inclinarse con la mayoría del momento. 
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En 1810 llegaron a las Cortes bien porque estaban ya en Cádiz o porque se 
incorporaron en los tres últimos meses de aquel año, 159 diputados, de los cuales 
127 eran europeos y 32 americanos. 

Los europeos estaban realmente equilibrados, pues 55 eran tradicionalistas, 
53 liberales y 19 de dudosa adscripción. Los americanos desequilibraron totalmen¬ 
te la balanza a favor del liberalismo, pues de los 32 presentes, 22 eran liberales, 
cuatro tradicionales y seis de difícil clasificación. Y todos, o casi todos, suplentes, 
nombrados por paisanos que entonces se encontraban en Cádiz. 

Al año siguiente, 1811, se presentaron 54 diputados, que no se pueden sumar 
sin más a los ya existentes, pues alguno había sido excluido de las Cortes (el tra- 
dicionalista Tenreiro) y otros habían ya fallecido como el canónigo Miralles (22 de 
octubre de 1810) (78) y el diputado tradicionalista catalán Sans y Barutell (6 de 
noviembre de 1810) (79). Además de las licencias para ausentarse, que ya habían 
comenzado. De esos 54, 29 eran europeos y 25 americanos. Los europeos podemos 
distribuirlos en 19 tradicionales, nueve liberales y uno sin adscribir. Los america¬ 
nos se inclinarán de nuevo decididamente por el bando liberal, al que pertenece¬ 
rán 11 diputados, mientras que cinco serán tradicionalistas y nueve de dudosa ads¬ 
cripción. 

Eran aún insuficientes para alterar la situación de las Cortes. Estos diputados 
serán los que preparen la Constitución. Se incorporaron figuras relevantes del Con¬ 
greso. Por los liberales, el conde de Toreno, Zumalacárregui, hermano del que 
luego sería glorioso general carlista, v el sacerdote canario Ruiz de Padrón. Por los 
tradicionalistas el diputado por Sevilla Francisco Gómez Fernández y el canónigo 
asturiano Pedro Inguanzo, que terminaría sus días como cardenal primado. El más 
importante de los americanos fue el canónigo Larrazábal Arrivillaga. 

En 1812 llegan 20 diputados, 10 europeos y 10 americanos. De los europeos, 
siete pertenecen al sector tradicionalista, dos al liberal v de uno no podemos opinar. 
De los americanos, cinco son liberales, dos tradicionalistas y tres sin fácil adscrip¬ 
ción. La ventaja tradicional es de nuevo reducida por el peso americano. Ese año 
fallecen Aner, Morales Duárez, Samper y tal vez el gallego Abadín, que no sabemos 
exactamente si murió a finales de ese año o a comienzos del siguiente. El año an¬ 
terior había fallecido el mejicano Moreno. Las muertes seguían favoreciendo a 
los liberales, que eran más jóvenes que los tradicionalistas. Dos de los muertos 
eran significados adversarios del liberalismo: Aner y Samper. Abadín era tradicio¬ 
nalista, pero de escasa significación. Y los dos americanos pertenecían al grupo 
de los no calificados. 

En 1813, cuando las provincias liberadas pueden realizar sus elecciones, se pro¬ 
duce un vuelco espectacular. Llegan 70 nuevos diputados, 68 europeos y dos 
americanos. De los europeos, 33 son tradicionalistas y sólo dos liberales, aunque 
uno de estos fuera tan importante para el partido como Isidoro Antillón. A 33 no 
podemos adscribirlos, ya que al no haber prácticamente intervenido en el Congreso 

(78) DD, IV, pág. 432;.Villanueva, Joaquín Lorenzo: Mi viaje a las Cortes, pág. 112, BAE, 
Madrid, 1957. 

(79) Villanueva: Op. cít., pág. 32. 
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nada sabemos de sus ideas. Hay que tener en cuenta que hubo diputado que liego 
a las Cortes el día antes de su disolución. Pero todo hace suponer que en su 
inmensa mayoría serían contrarios al liberalismo. Hasta los dos americanos que se 
incorporaron eran tradicionalistas. 

Estas, que aún no eran las Cortes verdaderas, pues todavía pesaban en ellas 
numerosos suplentes americanos, fueron las que realmente representaban al pueblo 
español. Y eran las que temían los liberales, que apresuraron decretos antes para¬ 
lizados, como el de abolición de la Inquisición, por miedo a que fueran rechazados 
por los diputados que iban a llegar a Cádiz. 

Creemos que el apunte que hemos hecho, y que evidentemente necesita más 
profundizaciones, era necesario para pasar a estudiar la política religiosa de las 
Cortes de Cádiz realizada por unos diputados que no respondían a la voluntad 
nacional. 

La trágica situación que atravesaba nuestra patria permitió a un grupo decidido 
y cohesionado, formado en buena parte artificialmente, imponer sus ideas a la 
nación española, que las rechazaba mayoritariamente. La derogación de la obra de 
las Cortes fue realmente lo democrático si entendemos por tal lo que quería el 
pueblo. Fernando VII lo hizo por un decreto emanado de su soberanía absoluta 
recuperada. Si lo hubiera hecho con unas Cortes, incluso convocadas por el sistema 
instaurado por la Constitución, hubiera obtenido el mismo resultado y por una 
gran mayoría de diputados. 


La soberanía nacional 

El 24 de septiembre de 1810 se instalaron al fin las Cortes, que no se puede 
decir fueran rechazadas entonces por el pueblo español. Ni las Juntas provinciales, 
ni la Suprema Central Gubernativa del Reino, ni el Consejo de Regencia habían 
conseguido nada frente al francés. Solo derrotas, pues Bailen, pese a la indiscutible 
importancia que tuvo para levantar el espíritu nacional, apenas sirvió más que para 
eso. Cualquier institución que respetase a la religión y al rey iba a ser bien acogida. 
Y las Cortes lo fueron. 

Ciento dos diputados, de los que 46 eran suplentes, prácticamente la mitad, se 
reunieron el citado día en la Real Isla de León (80). Miguel de Lardizábal (81) 
refiere, desde una perspectiva sin duda interesada pero absolutamente contemporá¬ 
nea, lo que fueron aquellas juntas de electores de suplentes (82). 

En la sesión de ese mismo día, el diputado extremeño Diego Muñoz Torrero, 
una de las cabezas del que enseguida sería partido liberal, «expuso cuán conve- 

(80) DD, I, págs. 1-3. 

(81) Lardizábal y Uribe, Miguel: Manifiesto que presenta a la nación el consejero de Estado 
D. Miguel de Lardizábal y Uribe. Uno de los cinco que compusieron el Supremo Consejo de 
Regencia de España e Indias, sobre su conducta política en la noche del 24 de setiembre de 1810. 
Junta para la ampliación de estudios e investigaciones científicas. Centro de Estudios Históricos, 
Madrid, 1918, págs. 296-329. Citamos por esta edición. 

(82) Lardizábal: Op. cit., págs. 306-307. 
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niente sería decretar que las Cortes generales y extraordinarias estaban legítima¬ 
mente instaladas. Que en ellas reside la soberanía. Que convenía dividir los tres 
poderes, legislativo, ejecutivo y judicial, lo que debía mirarse como base fundamen¬ 
tal al paso que se renovase el reconocimiento del legítimo rey de España el señor 
don Fernando VII, como primer acto de soberanía de las Cortes. Declarando al 
mismo tiempo nulas las renuncias hechas en Bayona, no sólo por falta de libertad, 
sino muy principalmente por la de consentimiento de la, nación. Desenvolvió estos 
principios con muchos y sólidos fundamentos sacados del derecho público y de la 
situación política de la monarquía, los cuales fueron después ilustrados por muchos 
señores diputados. Concluyó manifestando que uno de los diputados traía prepa¬ 
rado un trabajo sobre este importante asunto, que podía mirarse como una minuta 
del decreto que convenía sancionar sobre estos puntos» (83). 

Y las Cortes, tan apresuradamente e informalmente convocadas, con absoluta 
falta de quorum de diputados y en las que la mitad eran tan poco representativos 
del pueblo español como los suplentes, con una mayoría liberal arbitrariamente 
formada, «convinieron» (84) en la propuesta de Muñoz Torrero. 

Que hubo concierto entre Muñoz Torrero y Lujan, diputado también por Ex¬ 
tremadura y desde este momento unidos siempre en cuanta iniciativa liberal se 
propuso en las Cortes, parece evidente. Que a ellos estuvieran unidos otros muchos 
liberales no es arriesgado suponerlo, aunque no consten documentalmente las 
pruebas de ello. 

Lo cierto es que Lujan leyó su «papel» (85) y que «discutióse prolijamente 
sobre cada uno de los puntos que comprendía. El primero declaraba hallarse los 
diputados que componen éste Congreso, y que representan la nación, legítimamente 
constituidos en Cortes generales y extraordinarias, en quienes reside la soberanía 
nacional. Quedó aprobado» (86). 

Este primer punto alteraba sustancialmente la constitución política tradicional 
de la monarquía española y Jovellanos, años antes, lo había expuesto desde sus 
profundos conocimientos de la materia (87). Desgraciadamente no nos queda cons¬ 
tancia de la discusión parlamentaria y no sabemos qué diputados apoyaron la pro¬ 
puesta que se aprobó y cuáles se opusieron a ella. 

Como el segundo punto «reconocía y proclamaba al señor rey D. Fernando VII 
y se declaraba nula la cesión de la corona que se dice hecha en favor de Napo¬ 
león» (88), sin duda se tranquilizaron los diputados tradicionadistas que pudieran 
haberse alarmado por la proclamación de la soberanía popular. 

Este punto, que parece exclusivamente político, hipotecó para el futuro la acti¬ 
tud religiosa de las Cortes. El Congreso era soberano y podía decidir lo que tuviese 
a bien, incluso en materias eclesiásticas. Y los españoles no tenían más alternativa 

(83) DD, I, pág. 6. 

(84) DD, I, pág. 6. 

(85) DD, I, pág. 6. 

(86) DD, I, pág. 6. 

(87) Jovellanos, Gaspar Melchor: Consulta sobre la convocación de las Cortes por esta¬ 
mentos (21 de mayo de 1809). En Obras, BAE, XLVI, Madrid, 1963, págs. 597-600. 

(88) DD, I, pág. 6. 
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que acatar reverentemente esas decisiones, cualesquiera que fuesen. Aunque ecle- 
sialmente resultaran inadmisibles. 

El principio de la soberanía nacional circunscrito a ciertos límites no se opone 
a la doctrina de la Iglesia. Pero ilimitado ha de chocar pronto con la institución 
eclesial. Al menos para rechazar sus consecuencias. Si la ley es la expresión de la 
voluntad popular, cualquiera que sea ésta, y dicha expresión se manifiesta por la 
declaración de los diputados, no puede extrañar que la Iglesia rechace esa voluntad 
si proclama que Dios no existe, que las órdenes religiosas deben ser expulsadas, 
que el aborto es un bien o asistir a misa un delito. 

Y los liberales no sólo la proclamaron, sino que obligaron a jurarla. Con ello 
se produjo el primer incidente de las Cortes con la Iglesia. 


El juramento del obispo de Orense 


Lo que la mayoría de los diputados aprobó tuvo enseguida una resonante opo¬ 
sición. Decretaron las Cortes que acudiera la Regencia a prestar juramento de reco¬ 
nocer la soberanía nacional (89) y pese a «estar muy adelantada la noche» (90), 
se les mandó venir a jurar. «Llegó el Consejo de Regencia cerca de la medianoche. 
Pero sólo vinieron cuatro de sus cinco individuos, es a saber, los señores don Fran¬ 
cisco de Saavedra, don Javier de Castaños, don Antonio de Escaño y don Miguel 
de Lardizábal y Uribe, quedando en su casa por lo intempestivo de la hora y lo 
delicado de su salud el señor Presidente obispo de Orense» (91). 

Juraron los cuatro regerentes (92) y quedó pendiente el del obispo (93). No fue 
belicoso Quevedo y rehuyó todo enfrentamiento. Al día siguiente presentó su 
renuncia al cargo de regente y al de diputado, para el que había sido elegido por 
su Extremadura natal, y solicitó regresar a su diócesis «en atención a sus achaques 
y avanzada edad» (94). 

No cabía mayor discreción por parte del obispo, aunque no le hubiera servido 
de mucho porque, a propuesta de otro diputado, eclesiástico como Muñoz Torrero, 
que curiosamente también lo era por Extremadura como aquél y Luján, Antonio 

(89) DD, I, pág. 7. 

(90) DD, I, pág. 8. 

(91) DD, I, pág. .8. 

(92) Lardizábal: Op. cit., págs. 313-314; DD, I, pág. 8. 

(93) López-Aydillo, Eugenio: El Obispo de Orense en la Regencia de 1810 , Madrid, 1918, 
passim; Fernández de la Cigoña, Francisco José: «El valor de un juramento. Pedro de 
Quevedo y Quintano, obispo de Orense», en Verbo, enero-febrero 1975, núms. 131-132, 
págs. 165-238; Toreno, conde de: Historia del levantamiento, guerra y revolución de España, 
BAE, Madrid, 1953, págs. 289, 293-294; Villanueva: Op. cit., págs. 22-23; Argüelles, Agus¬ 
tín: Examen histórico de la reforma constitucional que hicieron las Cortes generales y extra¬ 
ordinarias desde que se instalaron en la Isla de León, el día 24 de setiembre de 1810, hasta 
que cerraron en Cádiz sus sesiones en 14 del propio mes de 1813. Iter Ediciones, S. A., Madrid, 
1970, págs. 143-146; Villapadierna, Isidoro de: «El episcopado español y las Cortes de Cádiz», 
en Hispania Sacra, 2.° semestre, 1955, núm. 16, págs. 292-293; Morán Ortí, Manuel: Poder y 
gobierno en las Cortes de Cádiz (1810-1813), Eunsa, Pamplona, 1986, págs. 70 y ss. 

(94) ASS, pág. 1. 
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Oliveros, se había sancionado que «todos los jefes y autoridades civiles, militares 
y eclesiásticas residentes en las provincias hiciesen allí el reconocimiento y jura¬ 
mento prescrito en el decreto del día anterior» (95). Que era el de la soberanía 
nacional. 

Las Cortes eran desconfiadas y «algunas expresiones de esta Memoria (del 
obispo), que se conserva en el Archivo de las Cortes, llamaron la atención de éstas; 
y habiéndose hablado algo sobre el asunto, se acordó que se trataría en secreto al 
día siguiente sobre la contestación que convendría dar al señor Obispo» (96). 

Tratado el tema en la sesión secreta del día siguiente, en el que se «discutió 
largamente», «algunos diputados hicieron la observación de que no había aún 
prestado el juramento prescrito en el decreto del 24 de septiembre; otros revelaron 
ciertas expresiones de su Memoria, que daban a entender que no se hallaba muy 
dispuesto a prestarle; el señor Oliveros dijo que había visto por la mañana al 
señor Obispo y le había encontrado poco dispuesto a jurar por ahora, en conse¬ 
cuencia de sus opiniones escolásticas. Esta especie de oposición del señor Obispo 
excitó serias reflexiones de varios diputados, entre otros el señor Argüelles; pero al 
fin, tomando las Cortes en consideración el crédito y reputación del señor Obispo, 
las razones de edad avanzada y achaques que alegaba, y que en su Iglesia prestaría 
el juramento por la regla general establecida, se decidieron a concederle lo que 
pedía, a cuyo fin se sentaron por uno de los secretarios las dos siguientes propo¬ 
siciones para ser votadas: 

¿Se admite la renuncia que hace el obispo de Orense de la dignidad de miembro 
de la Regencia, en atención a su avanzada edad y achaques que alega? 

Se votó que se aprobaba esta cláusula. 

¿Se le concede la licencia que solicita para retirarse a su obispado, quedando 
sin efecto el nombramiento que tiene de diputado en Cortes por la provincia de 
Extremadura, en atención a su edad y achaques? 

Se votó que se aprobaba también esta cláusula» (97). 

Tampoco conocemos las intervenciones de los diputados —sólo sabemos que 
habló Argüelles—, y ello nos impide saber hasta qué punto estaba ya caldeado 
el ambiente en estos primeros días de la Isla de León. Pero lo que sí estaba claro 
es que las Cortes se deshacían de un peligroso enemigo, tanto en su condición de 
regente como en la de diputado, al que se reconocía «el crédito y reputación» 
de que gozaba. 

Y no cedían en nada sus exigencias respecto al juramento que habría de prestar 
en su diócesis, pues así se había establecido por regla general. La renuncia de su 
cargo de diputado les vino a los liberales como anillo al dedo. Se libraban así 
de la figura más prestigiosa del sector tradicional que habría podido congregar 
en torno suyo a otros diputados que en los primeros días se encontraban confusos 


(95) DD, I, pág. 10: 

(96) ASS, pág. 1. 

(97) ASS, pág. 2 (26-9-1810). 
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y dispersos. Y fue sustituido por un conspicuo liberal, José María Calatrava, que 
era el suplente (98). Un tradicionalista menos y un liberal más y ambos muy 
notables. Aunque entre uno y otro medie un abismo. Y no sólo ideológico. 

En la sesión del 4 de octubre se lee una nueva Memoria del obispo «dirigida 
a impugnar el decreto de instalación de las mismas (Cortes) que declara residir en 
ellas la soberanía nacional». A consecuencia de lo cual se impide la salida del obispo 
de Cádiz ordenándosele que permanezca en la ciudad hasta nueva orden al tiempo 
que se nombra una comisión para examinar dicha Memoria (99). 

No nos detendremos en examinar los contenidos políticos de esa Memoria, 
representación o protesta, cuyo texto puede encontrarse en López-Aydillo (100). 
Nos limitaremos a las consideraciones religiosas. Para el Obispo, «tomar parte y 
lugar entre los diputados de Cortes bajo tales principios sería participar y hacerse 
cómplice en lo que considera ser contra todo derecho, razón y justicia, y expuesto 
a consumar la ruina de la nación, y aun ofender a la religión» (101). 

Sin duda la recia personalidad de Quevedo, que ya había dado muestras de 
no doblegarse ni ante Carlos IV (bienes de la Iglesia, decreto cismático de Urquijo), 
ni ante Napoleón, debió sentirse incómoda ante la retirada que alguno podría 
tomar como rendición incondicional o tal vez quisiera no posponer el juramento, 
o su negativa, que como hemos dicho se imponía a todas las autoridades, á la 
lejanía de Orense, y quisiera resolver su causa en Cádiz, con su presencia y ante 
los mismos liberales. 

Y así se dirige a los diputados: «El obispo, por todo lo que precede y ser 
fiel a Dios, al Rey y a la Nación, habiendo expuesto en su primer escrito a las 
Cortes generales que su avanzada edad, achaques y debilidad de salud le movían 
a pedir se le libertase de la Regencia y de la diputación de Cortes, añadió que el 
decreto y juramento exigido en él eran para estos encargos un obstáculo insuperable. 
No ha parecido conveniente a las Cortes exigir manifestarse en qué se fundaba o 
por qué se explica en estos términos. Lo esperaba para pasar con su permiso a la 
Sala de Cortes y de palabra decir cuanto le pareciese oportuno; y a lo menos para 
dirigir un escrito como el presente, que suplicase su presentación y exposición 
verbal» (102). 

Pasamos por alto las consideraciones sobre la soberanía de Fernando VII, que 
tantas coincidencias tenían con las que había expresado Jovellanos. Pero sí debemos 
dejar constancia de su denuncia de la. similitud de la nueva situación con la 
de la Francia revolucionaria: «llegar a igualar y aun superar si es posible los 
delirios y atentados de los revolucionarios franceses, cuyas máximas y principios 
parece haber penetrado y prevalecido en algunos españoles ignorantes, vanos y pre- 

(98) En nuestras consideraciones anteriores sobre los suplentes no lo consideramos tal, pues 
suponemos que fue elegido como tal por su provincia y no por los Comités de Cádiz. 

(99) ASS, pág. 9. 

(100) López-Aydillo: Op. cit., págs. 214-225. 

(101) Quevedo y Quintano, Pedro: Protesta del 340-1810, en López-Aydillo: Op. cit., 
Pág. 218. 

(102) Quevedo: Op. cit., págs. 218-219. f 
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ciados de sabios políticos por la lectura sola de libretos franceses y de gacetas 
y papeles públicos prodigados en consonancia con los falsos filósofos y publicistas 
de éste y el siglo anterior, por lo general anticatólicos» (103). 

Desde el inicio mismo de las sesiones de las Cortes se denuncia la dependen¬ 
cia de sus ideas de las de los revolucionarios franceses. Lo que después será 
leit motiv de los escritores contrarrevolucionarios, era puesto de manifiesto, a 
menos de dos semanas de la instalación del Congreso, por el Obispo de Orense. 

Que quiere dejar claro que no es su salud, sino la soberanía nacional la causa 
de su dimisión: «Quien ningún provecho o particular interés ha podido tener y 
ha trabajado y obrado solo por lo que debe a Dios, a su Rey y a su Patria, no 
se negaría a continuar un corto tiempo estando ya en los lugares, en las ocupaciones 
y fatigas que pudieran convenir a su servicio y bien espiritual y material de la 
Nación. Su renuncia misma ha , nacido de creer hacía mayor servicio a Dios y a 
toda España negándose a pasar por lo acordado en el decreto de las Cortes y a un 
juramento contrario al dictamen de su conciencia y a obligaciones a que nunca 
puede renunciar» (104). 

Y concluye repitiendo literalmente los argumentos de Jovellanos: «No ha sido 
convocado (el Congreso) para crear nuevas formas de Gobierno, o hacer nueva 
Constitución, sino para restablecer la antigua, dando vigor a leyes anticuadas que 
convenga renovar; para hacer en las que rijan la variación que en algunas de 
ellas pida la necesidad y el bien común de la nación. Para aclarar y añadir algunas 
otras por el mismo fin y motivo. Y la principal, a más de los medios para atender 
a los gastos de una guerra dispendiosa, estando ya los pueblos y contribuyentes 
luchando con la miseria, y necesitando auxilios en lugar de darlos, formar una 
Regencia de una o más personas conforme a la ley, que tenga vigor y estabilidad; 
y cuyo Gobierno no pueda ser debilitado por cavilaciones u oposiciones de los 
que deban obedecerlo» (105). 

No podía ser más claro el Obispo y este escrito era natural que conmocionara 
a las Cortes. A la ya citada orden del Congreso de que permaneciera en Cádiz (106), 
responde el Obispo con un simple enterado (107). 

En la sesión secreta de la mañana del 17 de octubre de 1810 «se pasó a leer, 
por el señor Leyva, el informe de la comisión de justicia sobre la última repre¬ 
sentación del Rdo. Obispo de Orense, que también se leyó por el señor Leyva. 

Habló el señor Villagómez, abriendo parecer sobre que no convenía sofocar o 
dejar dormido este negocio y que debía dársele el curso correspondiente, seña¬ 
lando el tribunal que debía conocer. 

El señor Argüelles manifestó los gravísimos inconvenientes que se seguían de 
dejar este negocio sin la determinación correspondiente. 


(103) Quevedo: Op. cit., pág. 220. 

(104) Quevedo: Op. cit., pág. 222. 

(105) Quevedo: Op. cit., págs. 223-224. 

(106) López-Aydillo: Op. cit., pág. 226. 

(107) López-Aydillo: Op. cit., pág. 226. 
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El señor García Herreros expuso que se rectifiquen las ideas, de suerte que 
resulten los hechos ciertos que hayan ocurrido, y que se mande a la Regencia que 
remita una exposición que le ha hecho el Obispo. 

Discutióse prolijamente este asunto con diversidad de dictámenes y pareciendo 
por los debates ser la opinión más general que se disponga por el Consejo de 
Regencia que el Obispo de Orense haga el reconocimiento y juramento en manos 
del cardenal Arzobispo de Toledo, se preguntó al fin: 

¿Se pasará orden a la Regencia para que disponga que el Rdo. Obispo de 
Orense haga el reconocimiento y juramento en manos del Muy Rdo. cardenal 
Borbón? 

Se votó que se pase la orden para ello; lo que quedó a cargo de los secre¬ 
tarios. 

Se opinó y discutió también si convendría manifestar al obispo el desagrado 
de las Cortes, haciéndoselo entender por el mismo medio, y se propuso: 

Que se prevenga al Rdo. Obispo el disgusto con que las Cortes han visto 
su papel, y la extrañeza que ha causado que lo firme un prelado de quien se 
debían esperar los sentimientos de orden y de sumisión que han manifestado las 
autoridades eclesiásticas y seculares. Que se abstenga de expresar por escrito, o 
de palabra, especies ofensivas a la Nación, que debe amar y respetar, representada 
por sus diputados; y que no se admita al Rdo. Obispo escrito o petición alguna 
que no se dirija a manifestar el cumplimiento de lo que se le previene y sin lo 
cual no podrá salir para su Obispado. 

Esta proposición, a la que se dio toda esta extensión para comprender todas 
las especies que se habían desenvuelto en las diferentes opiniones que merecieron 
más aceptación, fue discutida de nuevo y al fin se preguntó: 

¿Se aprueba esta proposición, o no? 

Se votó que se aprueba, y quedó a cargo de los secretarios comprenderla en 
el oficio a la Regencia, lo que ejecutaron» (108). 

No se conocen las intervenciones de los diputados y por tanto no sabemos 
quiénes se manifestaron a favor o en contra del Obispo ni en qué términos. Pero 
lo que sí resulta evidente es el liberalismo de las Cortes, que no permitían a 
nadie expresar una opinión contraria a las mismas y que exigían con juramento la 
aceptación de sus decretos, aunque repugnaran a la conciencia de quien tuviera 
que prestarlo. Quien, además, no podría escribir y ni siquiera hablar sobre la 
cuestión. El proceder se parecía tanto al de la Inquisición que bien podemos pensar 
que los padres del liberalismo no tenían nada de liberales, al menos en el sentido 
que se le viene dando a la palabra. Eran tan absolutistas como sus adversarios. 

Pero, si ni las Actas de las sesiones secretas ni el Diario de las públicas han 
reflejado aquella discusión, nos quedan algunas referencias de la misma por un 
discurso de Capmany pronunciado con motivo de la negativa del Obispo a jurar, 

(108) ASS, pág. 24. 
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dos años más tarde, la Constitución. En él recordó aquellas primeras interven¬ 
ciones: 

«En la sesión en que se ventiló el primer incidente altamente ofendidos del 
insultante y sedicioso oficio del Obispo, unos diputados proponían confinarle en 
Malvinas, otros en Ceuta, otros encerrarle en una estrecha celda por toda su 
vida sin tinta ni papel y algunos hasta decapitarle» (109). 

El impresionante testimonio no es una exageración de absolutistas partidarios 
del Obispo, sino expresión de un diputado liberal que lamenta la blandura em¬ 
pleada en 1810 por las Cortes. Realmente produce sonrojo ver a unos liberales 
proponer decapitar a un Obispo porque no era partidario de la soberanía nacional. 
No es de extrañar que Vélez escribiera: «Al ilustrísimo señor Obispo de Orense 
se le prohibió hasta que tomase la pluma y que pudiese escribir en su propia 
causa y defensa. Esto no se oyó jamás, ni aun en el país de los turcos» (110). 

El cardenal Borbón, quizá procurando deshacerse del embarazoso encargo, co¬ 
municó que no podría verificarlo por hallarse enfermo en cama «y me ha parecido 
que no es decente recibir en este estado un acto tan solemne» (111). 

Puesto por el ministro el hecho en conocimiento de las Cortes, «se discutió 
sobre la providencia que debía tomarse y se presentó esta proposición (112): 

Que se diga al cardenal Borbón por la Regencia, que aun enfermo como se 
halla, cite sin pérdida de momento al obispo de Orense para intimarle lo que se 
ha prevenido por las Cortes y para que haga en sus manos el reconocimiento y 
preste el juramento que ha hecho el mismo cardenal» (113). 

El obispo contestó al cardenal el día 21: «He protestado y protesto aun contra 
el decreto y juramento de las Cortes de la noche del 24 anterior, y estoy resuelto 
a no conformarme ni hacer el juramento a menos que se me permita explicar el 
sentido en que puedo hacerlo sin perjuicio de mi conciencia y de mis más estrechas 
obligaciones; o las Cortes mismas lo exponen y declaran. Porque las palabras son 
como las expresiones tan generales e ilimitadas que parecen presentar un sentido 
a que nunca podía conformarme. En consecuencia V. Erna, me dispensará y tendrá 
a bien no pase a su casa a prestar el juramento el día de mañana a las once, como 
lo ejecutaría gustoso siéndome practicable» (114). 

El cardenal pensaba trasladar el disgusto de* las Cortes con el Obispo y la 
prohibición de escribir y hablar sobre la cuestión una vez recibido el juramento. 


(109) DD, XIV, pág. 401. 

(110) Vélez, Rafael de: Apología del Altar y del Trono, I. Apología del Altar, Madrid, 
1818, pág. 197. 

(111) Oficio del cardenal al ministro de Gracia y Justicia, en López-Aydillo: Op. cit, 
pág. 228. 

(112) En la sesión secreta de la mañana del 20 de octubre. Como se ve no se dejaba 
pasar ni un día. 

(113) ASS, pág. 28. 

(114) López-Aydillo: Op. cit., pág. 230. 


36 






Al no producirse éste comunicó aquellos extremos a Quevedo que el día 22 en¬ 
viaba el enterado (115). El Arzobispo de Toledo se apresura a dar traslado de 
todo ello al ministro ese mismo día (116). 

En esa misma fecha, 21 de octubre, en que el Obispo contestaba al cardenal 
escribía también al ministro de Gracia y Justicia la más clara y rotunda expresión 
de sus principios. 

Su representación, modelo de dignidad y firmeza, merece ser reproducida: 

«Habiendo renunciado a la presidencia del Consejo y al cargo de diputado en 
Cortes por no acceder a ello, el concepto de obispo, lejos de facilitarme este acto, 
me acuerda y estimula a llenar la obligación que como obispo tengo de hablar con 
una libertad cristiana, y la constancia y firmeza que exige el celo por la religión, 
por los derechos del rey y felicidad de la nación. Y si ha sido efecto de él mi 
conducta anterior en tan grave negocio, es consiguiente sostenerla y no des¬ 
mentirla. 

No puedo desnudarme del concepto de Obispo, pero puedo sufrir cuantos 
sacrificios exige la constancia episcopal. Si el presente Gobierno quisiere impedir 
la residencia en mi diócesis, Jesucristo, el bueno y universal Pastor, velará sobre 
ella y no me faltará su asistencia y consuelo en una privación tan dolorosa. Si se 
me confina a cualquier paraje, nada me será intolerable. Y si se quiere salga de 
todos los dominios de España, enviándome el pasaporte necesario, solicitaré sin 
dilación una simple acogida en cualquier país, que no sea del dominio de la Francia, 
y arrostrando a la pobreza, y aun a la más completa mendicidad, podré llegar a 
decir con el Apóstol: Scio et humillare; scio et abundare... et pénuriam pati. Por 
último, porque no hay que añadir, estoy dispuesto y preparado a morir antes que 
prestar el reconocimiento y juramento con la ilimitación que está prescrito. 

Sin embargo de todo esto, si por lo menos se me permite explicar el sentido 
en que se ejecute el reconocimiento y juramento; o declaran las Cortes el que 
debe ser (y explico con cuanta claridad puedo en el papel adjunto firmado de mi 
mano), no me negaré a cuanto permitan la conciencia y la justicia» (117). 

Habían llegado sin duda al Obispo las intervenciones de la sesión secreta en 
la que se pidió el confinamiento en las Malvinas o Ceuta, la prisión en un con¬ 
vento y hasta la pena capital. Y, aunque Capmany no lo recordara en 1812, el 
destierro de España. Hace referencia a todo ello en un tono verdaderamente apos¬ 
tólico, resignándose con todo y sin protestar de ello. Da la impresión por sus 
palabras que incluso no le importaba demasiado. A lo que no estaba dispuesto 
era a obrar contra su conciencia. 

En el papel adjunto explica con meridiana claridad sus razones: 

«Primero: ¿Reconocéis la soberanía de la Nación representada por estas Cortes 
generales y extraordinarias? 


(115) López-Aydillo: Op. cit., pág. 230. 

(116) López-Aydillo: Op. cit., págs. 229-231. 

(117) López-Aydllo: Op. cit., págs. 231-232. 
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Si se quiere reconozca el Obispo de Orense una verdadera soberanía e indepen¬ 
dencia de la nación de toda otra dominación extranjera, y que ella con su rey 
es verdaderamente soberana, uno y otro está pronto a reconocerlo y defenderlo 
cuanto pueda y le sea practicable. Y conviene también y reconoce que el ejercicio 
de la soberanía, Ínterin el rey no pueda tenerlo, está en toda la nación española; 
y en las circunstancias actuales en las Cortes generales y extraordinarias, a quienes 
se han sometido el Consejo de Regencia y los demás tribunales y estado militar 
de Cádiz y la Isla. 

Si se pretendiese que la soberanía está absolutamente en la nación; que ella 
es soberano de su mismo soberano; o que el Estado y la sucesión de la monarquía 
depende de la voluntad general de la nación, a quien todo debe ceder; esto ni lo 
reconoce ni lo reconocerá jamás el Obispo de Orense. 

Segundo: ¿Juráis obedecer sus decretos, leyes y Constitución que se establezca, 
según los santos fines para que se han reunido, y mandar observarlos y hacerlos 
ejecutar? 

Sin perjuicio de reclamar, representar y hacer la oposición que de derecho quepa, 
a lo que crea contrario, y no conducente al bien del Estado, de la nación misma, 
disciplina, libertad e inmunidad eclesiástica, a fin de que no subsistan decretos o 
leyes de esta naturaleza. En tal caso podrá el Obispo hacer este juramento, aunque 
tan indefinido y de cosas futuras. 

Pero si se exige una ciega obediencia a cuanto resuelvan y quieran establecer 
los representantes por sola la pluralidad de votos, no podrá hacer este juramento 
el Obispo. Y ¿por qué tantos juramentos? Sin embargo de ser solo diez los man¬ 
damientos de la Ley de Dios y de obligar por sí mismo y la divina autoridad, 
¿sería conveniente que todos los cristianos jurasen guardarlos y hacerlos guardar? 
¿Y cuántos decretos y leyes podrán salir del Congreso nacional? Esto podría pedir 
toda la reflexión y circunspección de los legisladores. 

Si se pide un reconocimiento y un juramento como va expresado, el Obispo 
de Orense se prestará a hacerlo. Si se insiste en que lo ejecute ilimitado y suscep¬ 
tible del sentido, que no puede dejar en su conciencia de reprobar, esta misma 
le estrecha a resistirlo. No lo causa tenacidad alguna de juicio. Es efecto del con¬ 
vencimiento y de una obligación a que no puede faltar. En lo que resta del jura¬ 
mento, todo es llano y sin dificultad. Pedro, Obispo de Orense» (118). 

Apenas necesitan comentario las palabras del Obispo, tan claras y terminantes. 
Su primer punto, exclusivamente político, es tal vez más discutible, aunque con 
el obispo estaban la tradición y la constitución política de España, sus juramentos 
anteriores y el convencimiento de que aquél era el mejor sistema político para 
gobernar el Estado, si bien admitía, lo hemos visto, correcciones y modificaciones 
para mejorarlo. 


(118) López-Aydillo: Op. cit., págs. 232-233. 
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El segundo es inobjetable para un Obispo. O cree lo que es y representa y 
entonces no cabe otra posición, o se trata de un impostor dispuesto a cualquier 
concesión con tal de mantener su cargo. 

Y aun hay que reconocer que era mucho más dúctil el Obispo que las Cortes 
liberales . Estas representaban el más absoluto totalitarismo. De aceptarse las tesis 
del prelado, si se quiere con alguna matización al primero de los puntos de su papel , 
que tal vez él mismo hubiera aceptado o se hubiera conseguido que su oposición 
no fuera tan radical, las Cortes de Cádiz no hubieran supuesto la quiebra de España 
en dos partidos inconciliables que hicieron del siglo xix en nuestra patria una época 
de sangre y lágrimas. 

La lectura en las Cortes de este escrito «excitó vivísimos debates y al cabo se 
presentó la siguiente proposición: 

Que se pase esta Memoria con todos los antecedentes de este expediente a la 
comisión de Justicia para que informe en su vista a las Cortes. 

Enseguida se preguntó: 

¿Se pasará a la comisión de Justicia todo este expediente para que informe, 
o no? Se votó que se pasase a la comisión el expediente para este fin, y así se 
hizo» (119). 

Tampoco conocemos los detalles del vivísimo debate , aunque por el citado 
discurso de Capmany sabemos que hubo eclesiásticos contrarios al Obispo. No nos 
sorprende en Muñoz Torrero y sus correligionarios, pero cabe también que algunos 
tradicionalistas no se hubieran dado cuenta en esos días iniciales de lo que se 
estaba dilucidando y se mostrasen contrarios a Quevedo. Nos consta, por ejemplo, 
del canónigo compostelano Ros (120) que terminaría sufriendo en su persona, por 
defender las ideas tradicionales, una persecución semejante a la del Obispo. Hay que 
reconocer que titular auriense fue mucho más clarividente y a él corresponde como 
a nadie el título de primer contrarrevolucionario en las Cortes de Cádiz. 

En la sesión secreta del 31 de octubre de 1810 se «dio cuenta del informe de 
la comisión de Justicia sobre el asunto del Obispo de Orense, se abrió la sesión 
por la lectura de la primera representación del Obispo y de la segunda en la que 
hace la explicación y modificaciones del juramento y se dio cuenta de todos los 
trámites de este incidente, todo para ilustración señaladamente de los señores dipu¬ 
tados que han venido posteriormente de Levante» (121). 

Quedó la cuestión pendiente para dos días después por decisión del presidente, 
el gallego Luis Rodríguez del Monte, diputado ambiguo que unas veces votaba 
con los liberales y otras con los tradicionalistas (122), aunque alguno de los levan¬ 
tinos recién llegados, González Llamas, intentó diferir la resolución (123). 


(119) ASS, pág. 32 (23-10-1810). 

(120) Toreno: Op. cit., pág. 293; Villanueva: Op. cit., pág. 144. 

(121) ASS, pág. 40. 

(122) DD, I, pág. 49; III, págs. 32 y 55-56; IV, págs. 145 y 265-266; VI, págs. 76 
y 115; VIII, págs. 348-349 y 352-353; IX, pág. 310. 

(123) ASS, pág. 40. 
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La determinación, que era benévola, no resolvía nada, pues el Obispo estaba 
del asunto del Obispo de Orense» (124). Se presentaron tres proposiciones. La más 
benévola fue la de la comisión de justicia, cuyo dictamen manifestaba que «extra¬ 
ñándose al Sr. obispo su conducta en este particular se le prevenga por el Sr. car¬ 
denal de Borbón que preste lisa y llanamente el juramento prescrito para no 
dar lugar a que se tomen con él providencias más serias» (125). 

La sesión secreta de la noche del 2 de noviembre fue «destinada a tratar 
dispuesto a arrostrar esas serias providencias. Joaquín Lorenzo Villanueva, adalid 
de los jansenistas en las Cortes, partido que se integró totalmente en el liberal, 
propuso que «se le ponga en una reclusión monástica» (126). El liberal Pérez de 
Castro, suplente por Valladolid, presentó una tercera alternativa: 

«Que se encargue al Consejo de Regencia nombre inmediatamente un tribunal 
de nueve individuos, que hayan de ser de los ministros de mayor experiencia, 
escogidos de cada uno de los Consejos Supremos, y además que se hallen entre 
ellos algunos eclesiásticos de carácter, ciencia y virtud, que hayan ya prestado el 
juramento y reconocimiento a las Cortes. Que este tribunal forme causa al Obispo 
de Orense, con audiencia del fiscal del Consejo Real y del Obispo mismo, para lo 
cual se le pasarán todos los antecedentes que existen; y que consulte a las Cortes 
por medio del Consejo de la Regencia su sentencia, teniendo presentes los dos 
decretos de las Cortes de 24 y 25 de septiembre, y remitiendo todo el expediente. 
Que la Regencia presente a las Cortes previamente la lista de los nueve sujetos que 
nombre para componer el tribunal; y asimismo que el Consejo de Regencia prevenga 
al Obispo de Orense que se abstenga de hablar ni escribir una palabra sobre el 
particular de sus opiniones, permaneciendo en Cádiz hasta nueva orden» (127). 

Si hemos dicho que el dictamen de la comisión de Justicia no conducía a nada, 
las otras dos proposiciones son atroces desde un punto de vista liberal , aunque las 
propusiera el liberalismo. La del clérigo Villanueva porque suponía la prisión con¬ 
ventual del Obispo sin juicio ni defensa, lo qué no ocurría ni con la denostada 
Inquisición. Y la dé Pérez de Castro porque implicaba la violación de todos los 
principios de división de poderes que los liberales habían proclamado v decían 
defender. El judicial quedaba absolutamente sometido al legislativo que tenía que 
aprobar tanto el tribunal como la sentencia. 

Conservamos el resultado de la votación nominal que nos permite saber lo 
que votaron los diputados presentes que fueron 106, cifra muy inferior a la de la 
mitad de las Cortes e incluso baja para los que ya estaban en Cádiz. 

La proposición de Villanueva, de la que él a última hora se descolgó para votar 
la de Pérez de Castro, la votaron 10 diputados. Entre ellos estaban tres de los 
más destacados liberales: Arguelles, Díaz Caneja y Fernández Golfín. No había 

(124) ASS, pág. 43. 

(125) ASS, pág. 43. 

(126) ASS, pág. 43. 

(127) ASS, pág. 43. 
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entre ellos ningún eclesiástico una vez separado de ella su proponente Villanueva. 
Los restantes eran los gallegos García Quintana, Rodríguez del Monte y Becerra, 
el mejicano Obregón, el valenciano Villafañé, el diputado por Puerto Rico Power 
y uno de los dos Llano que representaba a Guatemala. Era la más dura de todas, 
pues condenaba sin juicio alguno. Los principios que Argüelles proclamaba todos 
los días, en esta ocasión se los saltó olímpicamente. 

La de Pérez de Castro, que se impuso por 61 votos, tuvo a su favor los res¬ 
tantes del partido liberal y, sorprendentemente, los de algunos tradicionalistas que 
aún no se habían enterado de lo que se estaba jugando. Extraño encontrar entre 
liberales tan notorios como García Herreros, Mejía Lequerica, Calatrava, que cu¬ 
riosamente era el suplente que había ocupado el escaño que los extremeños habían 
otorgado al Obispo, Muñoz Torrero, Feliú, Zorraquín y otros, los votos de Cañedo, 
Ros, Aner, Rodríguez de la Bárcena, Terrero, Garoz o Eguía. Varios de ellos 
eclesiásticos. 

Con el dictamen de la comisión de Justicia, el más benévolo, que tuvo 35 
votos estuvo la mayoría de los tradicionalistas y algún liberal como Oliveros, que 
pasaba por amigo de Quevedo. 

El 5 de noviembre de 1810 aprueban las Cortes el tribunal que entendería 
en la causa del Obispo. Figuraban en él eclesiásticos como el cardenal Borbón, el 
vicario capitular de Cádiz Mariano Martín Esperanza, el magistral de aquella iglesia 
Cabrera y el canónigo de San Isidro, liberal y jansenista, Martín González de Na¬ 
vas (128). Pese a la inclusión de Navas, el tribunal no era demasiado sectario. 

De esa misma fecha es un comunicado del Obispo en el que expresa que su 
«resistencia al reconocimiento y juramento no son efecto de opinión alguna espe¬ 
culativa. He procedido según me ha parecido ser de mi obligación y como lo exige 
el servicio de Dios, el del Rey nuestro Señor y el bien espiritual y temporal de la 
nación, no cediendo en el amor y respeto a ella al que se crea mirarla con más 
amor.y respeto» (129). En el mismo escrito declara que se resigna a no salir de 
Cádiz para su diócesis y manifiesta que no habla ni escribe contra lo ordenado por 
las Cortes (130). 

En la sesión secreta de la noche del 7 de noviembre se da cuenta a las Cortes 
de ese escrito por el que «el Rdo. Obispo de Orense ha respondido que ni por 
sí ni por otra persona ha persuadido ni escrito cosa alguna sobre el juramento 
prescrito por las Cortes y que tiene tanto amor y respeto al Rey como otro cual¬ 
quiera» (131). 

La transcripción que hacen las Actas, como se ve, no refleja exactamente 
lo que dice eí Obispo. Amor y respeto al rey no tenía como otro cualquiera, 
sino mucho más que los diputados liberales de Cádiz. El había dicho que no cedía 
a ninguno en amor y respeto a la nación. 


(128) ASS, pág. 47. 

(129) López-Aydillo: Op. cit., pág. 237. 

(130) López-Aydillo: Op. cit., págs. 236-237. 

(131) ASS, pág. 51. 
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El 22 de noviembre, también en sesión secreta, «se leyó el oficio del ministro 
de Gracia y Justicia remitiendo a las Cortes la representación del Obispo de 
Orense, que pide a la Regencia se le permita volver a su diócesis, ofreciéndose a 
prestar el juramento según la fórmula prescrita. 

Suscitóse la duda de si era claro el ofrecimiento del Obispo a jurar lisa y 
llanamente. Discutióse esto y muchos diputados opinaron que su ofrecimiento era 
claro, lo que apoyaron los dos diputados eclesiásticos Ros y Oliveros, anunciando 
saber por cartas y antecedentes, originales del mismo Obispo, que se allana a 
prestar el juramento según la fórmula. Siguió la discusión. 

Después de varios debates, se propuso: 

Que se devolviese al Consejo de Regencia la representación del Rdo. Obispo 
de Orense, de 19 del corriente noviembre para que la pase a la Junta que entiende 
en la formación de la causa a dicho Rdo. Obispo, a fin de que haga de ella el uso 
que sea conducente en justicia. 

Y se preguntó: 

¿Se hará así, o no? 

Se votó que se hiciese así; y quedó a cargo de los secretarios pasar el oficio 
correspondiente» (132). 

Puede extrañar este empecinamiento de las Cortes en perseguir al Obispo y 
el cambio de opinión de este que ahora se ofrecía a jurar según la fórmula recha¬ 
zada. ¿Qué había ocurrido? En realidad nada nuevo. Las dudas de algunos dipu¬ 
tados tenían su fundamento. Y posiblemente los diputados tradicionales, que en 
este caso también contaron con el apoyo de Oliveros, mientras que Ros debía 
haber recapacitado sobre su posicionamiento anterior contrario al Obispo, quisieron 
favorecer a Quevedo acabando con esa especie de semiprisión o semilibertad vigi¬ 
lada que a muchos parecía injusta y que estaba minando la credibilidad de las 
Cortes. Pero esos muchos diputados que opinaron que su ofrecimiento era claro 
no consiguieron imponerse a los liberales, si bien de las Actas parece deducirse 
que éstos ganaron por corto número. Conjetura que no tiene otra base que la 
imprecisión del término muchos. 

¿Qué había ofrecido el Obispo en su citado escrito?: «En consecuencia de dos 
oficios de V. E. de 4 del próximo pasado y 3 del* corriente de orden del Consejo 
de Regencia en fuerza de providencia de las Cortes generales y extraordinarias, me 
hallo confinado si no preso en esta ciudad; y pasa de mes y medio que cesó toda 
ocupación y motivo para dejar de residir en mi diócesis. Esta obligación tan 
estrecha y tan sagrada me precisa a este recurso que por V. E. hago al Supremo 
Consejo de Regencia. 

Pido al Consejo me deje en la libertad que necesito para transferirme a mi 
obispado. No puede haber causa justa que lo impida; y si es un obstáculo la falta 

(132) ASS, pág. 68. 
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de reconocimiento y juramento prescrito en el día 24 de septiembre por el decreto 
de las Cortes generales y extraordinarias, habiendo manifestado ya cómo puede 
verificarse, no tengo que añadir sino que estoy pronto a hacerlo según la fórmula 
prescrita; y puede también tener lugar en Orense. 

Sírvase V. E. hacerlo presente al Consejo de Regencia, cuya pronta resolución 
espero. Mi edad, la debilidad de mi salud, una ausencia tan dilatada, gastos inso¬ 
portables y perjudiciales a los pobres de mi obispado, a más de donativos y con¬ 
tribuciones a que ha estado y está sujeta la corta renta de aquella mitra y el rigor 
del invierno inminente pueden exigir esta gracia* que parece de rigurosa jus¬ 
ticia» (133). 

Quevedo y Quintano si no cedía un ápice de sus convicciones —habiendo ma¬ 
nifestado ya cómo puede verificarse (el juramento)—, ofrece no insistir en sus 
reservas por entender que subsisten las ya hechas. Era una fórmula conciliadora 
que muchos diputados se apresuraron a dar por buena. 

Pero la intolerancia liberal no lo permitió y continuó ensañándose con un 
anciano de más de setenta y cuatro años —había nacido en 1736 (134)—, de 
delicada salud y que era la primera figura de la Iglesia española por su autoridad 
moral y sus virtudes apostólicas. Porque Quevedo no fue sólo un gran patriota. 
Fue sobre todo un gran obispo. Los testimonios que nos dan sus principales bió¬ 
grafos, ambos liberales, Bedoya y López-Aydillo, permiten comprender la afirma¬ 
ción del nuncio Giustiniani de que murió en concepto de santidad (135). La España 
liberal iniciaba sus días hostilizando a la Iglesia al ensañarse con su más insigne 
prelado. Y a causa de una simple opinión. La libertad de pensamiento y de expre¬ 
sión que, en teoría, era lo que proclamaba el liberalismo desde el primer momento 
fue una farsa. Ya entonces era verdad aquéllo de «el pensamiento libre / proclamo 
en alta voz, / y muera el que no piense / igual que pienso yo». 

A un obispo se le impedía gobernar su diócesis. Se iniciaba así un expediente 
en el que iba a ser pródigo el liberalismo español. Hasta llegar a épocas en que 
España apenas tuvo obispos que no estuvieran impedidos. Aunque esto es adelan¬ 
tar acontecimientos. 

En la sesión secreta del 2 de enero de 1811 —llevaba el prelado más de tres 
meses en su confusa situación—, «se dio cuenta de la representación del Rdo. Obispo 
de Orense, dirigida por la Regencia, en que ofrece prestar el juramento y reco¬ 
nocimiento con arreglo a la fórmula prescrita, solicitando se le permita pasar a su 
diócesis; y habiéndose discutido este punto largamente, se resolvió: Que se remita 
la representación a la comisión que conoce de la causa, por medio del Consejo 
de Regencia, a fin de que haga de ella el uso que sea conducente en justicia y 
según se dispuso con la representación que anteriormente hizo con igual solicitud; 


(133) López-Aydillo: Op. cit., págs. 237-238. 

(134) Fernández de la Cigoña: El valor..., pág. 169; Quintano Ripollés, Alfonso: Un linaje 
burgalés: la casa de Quintano y sus enlazados, pág. 363, Madrid, 1967. 

(135) Cárcel, Vicente: Política eclesial de los Gobiernos liberales españoles (1830-1840), 
pág. 406, EUNSA, Pamplona, 1975. 
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manifestando ser la voluntad de las Cortes que dentro del preciso término de 
un mes se sustancie, determine y consulte el expediente» (136). 

López-Aydillo no publica esta representación del obispo, de fecha 31 de diciem¬ 
bre de 1810, seguramente porque no la ha encontrado en el Archivo Histórico 
Nacional. Suponemos que su contenido sería muy parecido al de la anterior, ya 
que la resolución de las Cortes fue la misma. La única novedad es la urgencia 
que se exige a la comisión. 

En la sesión secreta de la noche del 29 de enero de 1811 «se dio cuenta 
de la determinación y consulta de la Junta creada para entender en la causa del 
reverendo Obispo de Orense; y después de haberse leído uno y otro, e igual¬ 
mente la larga exposición del fiscal del Consejo Real don Antonio Cano Manuel, 
se reservó para otro día el resolver sobre este grave asunto» (137). 

Llegado a este punto López-Aydillo comienza a patinar. «Esta famosa causa 
que tanto ponderan los historiógrafos para hacernos ver la enérgica actitud de las 
Cortes frente a la obstinada rebeldía del obispo, como tal causa o procedimiento 
judicial articulado, armónico, no ha existido nunca» (138). Entonces, ¿qué fue lo 
que la Junta sometió a las Cortes y se leyó el 29 de enero de 1811? 

Pero es que, además, los papeles que López-Aydillo no encontró y por lo 
que, contra toda evidencia, decidió que nunca habían existido, están, según nos 
refiere Morán Ortí (139), en el Archivo de las Cortes. 

El dictamen del tribunal fue benévolo. Que el obispo jurase y quedase en 
libertad, siendo apercibido como proponía el fiscal. Cuatro de los nueve miembros 
de la Junta, comisión o tribunal disintieron en un sentido más favorable al obispo 
por entender que sobraba el apercibimiento. Fueron Lasauca, Duque de Estrada, 
Riega y el Magistral Cabrera. 

Si tenemos en cuenta que con la mayoría de cinco estaban el cardenal Borbón, 
el vicario capitular de Cádiz Martín Esperanza y el canónigo Navas nos parece 
mucho más digna la posición de los seglares que la de los eclesiásticos. La esper- 
péntica figura del cardenal Borbón, que pareció empeñado en pasar por la vida 
enfangando su memoria y no con grandes maldades, pues parecía incapaz de 
cualquier cosa grande incluso en el mal, sino con pequeñas cicaterías rastreras, 
tal vez consecuencia de ser «su cortedad tanta» (140), hace que no nos sorpren¬ 
damos de verle figurar entre los partidarios de la severidad. Ni tampoco que con 
ellos esté Martín González de Navas. Extraña más la vinculación a la mayoría 
de Mariano Martín Esperanza que en 1813 pagará con creces este equivocado 
alineamiento cuando él mismo sea encausado por su oposición a la lectura en las 
iglesias del decreto de abolición de la Inquisición. 

El hecho en sí es menor. El fallo del tribunal no era grave —para ese viaje 
no se necesitaban alforjas—, pero en esos tres clérigos, dos de ellos bastante 


(136) ASS, pág. 122. 

(137) ASS, pág. 164. 

(138) López-Aydillo: Op. cit., pág. 98. 

(139) Morán: Op. cit., pág. 78. 

(140) Toreno: Op. cit., pág. 451 
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indignos, está reflejada la obsequiosidad de una parte de la Iglesia, afortunada¬ 
mente muy minoritaria, antes las exigencias del poder en contra de sus mismos 
hermanos. 

En la sesión secreta de la noche del 31 de enero «se entró en discusión 
acerca de la causa del reverendo Obispo de Orense. Hablaron los señores dipu¬ 
tados García Herreros, Aner, Morales Gallego, Argüelles, Cañedo, Gutiérrez de 
la Huerta y otros. Habiéndose declarado que esta materia estaba bastante discu¬ 
tida, se procedió a votar la determinación definitiva consultada, y leída por tres 
veces, no llegó a votarse; y para la resolución que se había de tomar, se adoptó 
el medio de que se deliberasen las dos proposiciones siguientes: 

¿Se mandará que el Rdo. Obispo de Orense cumpla inmediatamente en pres¬ 
tar el juramento, según la fórmula prescrita por las Cortes categóricamente, como 
ofreció en su representación de 31 de diciembre del año pasado, o no? Se votó 
que se aprobaba, y así quedó resuelto. 

Seguidamente se preguntó: ¿Prestará el juramento en las Cortes, o no? Se votó 
que viniese a prestarlo a las Cortes. 

Enseguida propuso el señor Obregón que se señalase el domingo próximo, 
a las doce de la mañana, para que el señor Obispo prestase el juramento, y así 
quedó acordado» (141). 

El 2 de febrero, cuando ya había cumplido setenta y cinco años, comunica el 
Obispo: «pasaré a esa Isla (queriendo Dios) el día de mañana para prestar el 
juramento y reconocimiento según la fórmula prescrita lisa y llanamente, como 
se previene, sin variación o alteración alguna» (142). 

En el acta de la sesión secreta del 4 de febrero de 1811 se expresa: «Los 
secretarios presentaron la certificación relativa a la prestación del juramento de 
fidelidad y reconocimiento hecho a las Cortes por el Rdo. Obispo de Orense, lisa 
y llanamente, según la fórmula prescrita por Reales decretos en la sesión pública 
de la mañana de ayer a las doce, hora anteriormente prefijada para el acto. 
Enseguida se acordó: que se sobresea este expediente; que se archive en las 
Cortes y que se permita al Rdo. Obispo de Orense el trasladarse a su diócesis, 
proporcionándole buque seguro para ello» (143). 

La versión coincide con la del Diario de sesiones: El 3 de febrero, «el reveren¬ 
do Obispo de Orense, en virtud de orden que se le tenía comunicada con ante¬ 
rioridad, se presentó en el salón a prestar el juramento de fidelidad y reconoci¬ 
miento a las Cortes, ^ lo prestó lisa y llanamente según la fórmula prescrita por 
las mismas» (144). 

Según López-Ay dillo con el Obispo «se ensayó este procedimiento del te¬ 
rror» (145), que terminó doblegando al anciano. «El Obispo, rendido, angustia- 


(141) ASS, pág. 168. 

(142) López-Ay dillo: Op. cit., págs. 240-241. 

(143) ASS, pág. 171. 

(-144) DD, III, pág. 229... 

(145) López-Ay dillo: Op. cit., pág. 101. 
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do, dedicóse entonces a poner término a tan humillante situación» (146). Y a con¬ 
tinuación las malévolas insinuaciones del historiador: 

«¿Cómo es posible? Si no hace muchos días, apenas dos meses, el Obispo 
hablaba de morir mártir antes de prestar tal juramento lisa y llanamente, ¿cómo 
es posible esta claudicación inesperada e inexplicable? ¿Y la entereza de su carác¬ 
ter, y la tenacidad de sus opiniones? Sin duda alguna, el editor del Diario de 
Sesiones ha incurrido en un error lamentable. 

Mas he aquí que el afamado papel El Conciso nos espeta en uno de sus 
números de aquel mes de febrero este sueltecito: 

«El ministro de Gracia y Justicia avisó haber comunicado la orden para que 
el señor Obispo de Orense se presentase a jurar lisa y llanamente a las doce, en 
sesión pública, lo cual se verificó así.» 

Y aun otro papel público de Cádiz, el Semanario Patriótico, nos refiere des¬ 
concertantes detalles que acentúan el allanamiento inaudito de Su Uustrísima. 

«El ex regerente, Obispo de Orense, se presentó a jurar: hízolo en la forma 
acostumbrada, y habiendo preguntado antes si tenía algo más que hacer, se retiró. 
Este paso mismo, dado el 24 de septiembre, hubiera ahorrado al señor Obispo, 
al Congreso y al público mucho tiempo y muchos sinsabores.» 

De modo que el buen Obispo no sólo transigió con el lisa y llanamente que 
tanto repugnaba su conciencia, sino que aún pregunta si hay «algo más que hacer». 
Verdaderamente bien merecido tiene el discreto, pero duro comentario, que le 
dedica el editor de El Semanario Patriótico » (147). 

No puede aceptarse la interpretación de López-Aydillo ni la del periódico de 
Quintana (148). El Obispo manifestó desde el primer momento en qué sentido 
podía prestar el juramento prescrito y que de esa manera lo haría lisa y llana¬ 
mente. Sin duda estaba plenamente convencido, por la resonancia de su caso, 
que sus reservas eran ya conocidas de todo el mundo en Cádiz. Y de esa forma 
juró. Antes no le habían permitido prestar el juramento y ahora, después del 
fallo del tribunal que al efecto se constituyó y que fue una desautorización de 
las Cortes, pues coincidía con el voto de la minoría tradicionalista que se había 
rechazado, se lo permitían. Juró como proponía en su representación de noviem¬ 
bre. Sin hacer mención en el juramento de sus reservas pero dándolas por senta¬ 
das. Jugaron todos a la ambigüedad pero mucho más las Cortes que el Obispo. 
Siendo públicas y notorias sus reticencias, las Cortes le debieron preguntar: ¿Ju¬ 
ráis, dando por nulas vuestras reservas anteriores...? Y si el Obispo en ese caso 


(146) Lope 2 -Aydillo, Op. cit., pág. 105. 

(147) López-Aydillo: Op. cit., págs. 105-106. 

(148) Dérozier, Albert: Quintana y el nacimiento del liberalismo en España, págs. 603-604, 
Turner, Madrid, 1978. 


46 






hubiese jurado cabrían todas las consideraciones de López-Aydillo y del Sema¬ 
nario. 

Pero es que aún hubo algo más. Antes de prestar el juramento el Obispo 
acudió a la Regencia y ante los tres componentes de ella, Blake, Agar y Ciscar y 
el secretario de Estado Bardají, manifestó expresamente que iba a jurar en el 
sentido que reiteradamente había declarado poder hacerlo. Lo que consta en el 
manifiesto de Lardizábal (149) y en el del propio Obispo (150). Protesta que 
asimismo dirigió al Consejo de Castilla (151). 

Por los motivos que fuere, que desconocemos, ni los regerentes, ni el secre¬ 
tario de Estado, ni el decano del Consejo de Castilla, Colón, juzgaron oportuno 
advertir a las Cortes de la protesta del Obispo sobre su juramento. Lo que dice 
ya bastante de la opinión que sobre el asunto tenían estas personas de cuyo 
liberalismo, salvo en el caso de Colón, no es posible dudar. 

Las que dudaban eran las mismas Cortes que el 4 de febrero de 1811 refle¬ 
jaban lo siguiente: «Después se resolvió nombrar una comisión para que proponga 
y presente a la aprobación de las Cortes sus ideas sobre el modo con que se 
hayan de anunciar al público las ocurrencias acaecidas en este asunto» (152). 
Se ve que no bastaba con dar cuenta del hecho del juramento. Y a eso responden 
los textos citados del Concho y del Semanario que entusiasmaron a López- 
Aydillo. 

«La comisión encargada de proponer el modo de anunciar al público la ocu¬ 
rrencia y su final resultado sobre la prestación del juramento de fidelidad y reco¬ 
nocimiento del Rdo. Obispo de Orense, presentó el papel de anuncio que fue 
aprobado y se mandó pasar al Consejo de Regencia para su impresión y publi¬ 
cación en la Gaceta » el 8 de febrero (153). Estaba dicha comisión formada por 
dos notorios liberales, Muñoz Torrero y Juan Nicasio Gallego, y un tradiciona- 
lista, Gutiérrez de la Huerta (154). 

El texto apareció en la Gaceta el 12 de febrero y decía así: «En la sesión 
pública que celebraron las Cortes en la mañana del domingo 3 del corriente fue 
admitido el Rvdo. Obispo de Orense a prestar en manos del señor presidente 
del Congreso el reconocimiento y juramentos prevenidos en el decreto del 24 de 
septiembre del año último. Este prelado, que en 3 de octubre del mismo, cediendo 
sin duda a los primeros impulsos de su escrupulosa conciencia, había manifestado 
a las Cortes cierta oposición de concepto a los principios sancionados por ellas 
en el día de su instalación y provocando con este paso necesidad de cometer 
a una Junta de ministros eclesiásticos y seculares escogidos por el Consejo de 
Regencia la calificación de sus opiniones; previno oportunamente el curso de la 
discusión judicial dirigiendo motu proprio al mismo Consejo de Regencia dos 

(149) Lardizábal: Op. cit, págs. 321-323. 

(150) López-Aydillo: Op. cit., pág. 108. 

(151) López-Aydillo: Op. cit., págs. 245-246. 

(152) ASS, pág. 171. 

(153) ASS, pág. 176. 

(154) ASS, pág. 172. 
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representaciones con fechas de 19 de noviembre y 31 de diciembre último, en 
los que manifestaba hallarse pronto y llano a prestar el juramento insinuado con 
arreglo en todo a la fórmula prescrita. Enteradas las Cortes de dichas protestas 
y de lo consultado acerca de ellas por la Junta de ministros con audiencia del 
fiscal de S. M. previo el reconocimiento de sus firmas por el Rvdo. Obispo, 
no pudiendo dudar de la sinceridad de este reiterado llamamiento, vinieron en 
señalar el expresado día 3 para la prestación del juramento; y habiéndose veri¬ 
ficado así en la forma y con las solemnidades acostumbradas, acordaron que 
haciendo constar en el expediente se sobreseyese en su continuación y se archi¬ 
vase; enterado el Rvdo. Obispo por medio del Consejo de Regencia, de la liber¬ 
tad en que estaba de restituirse a su diócesis cuando lo tuviera por conveniente; 
y al público por la Gaceta del Gobierno del resultado de este negocio, desagra¬ 
dable en un principio y satisfactorio en su conclusión» (155). 

Dicho comunicado, que por lo expuesto vemos que contenía notoria falsedad, 
indignó al Obispo, según nos refiere Lardizábal: «Sin embargo, este buen prelado 
tuvo el disgusto y gran pesar de haber visto la Gaceta de la Regencia de 12 de 
febrero de este año, por cuya relación todo el mundo ha creído que al fin él 
había caído de su burro, como suele decirse, y se habían retractado allanándose 
a hacer lisa y llanamente lo que con tanta firmeza había resistido. Yo no he 
tratado un hombre más despreciador de sí mismo que el Obispo de Orense. 
En haciendo lo que le parece justo, que es lo que hace siempre, nada le importa 
su opinión entre los hombres ni hace caso de ella, y así nada ha sentido las 
injurias que le han hecho ni la poca consideración que se le ha tenido. Nada se 
la ha dado de que por esa Gaceta digan que es débil, que es inconsecuente o lo 
que quieran, pero le llegó muy a lo vivo el ver que su autoridad y su nombre 
puedan ser ocasión de que muchos incautos o poco instruidos sigan un ejemplo 
que él no ha querido dar y hagan lo que él en su conciencia reprueba, porque 
tratándose de un acto de religión como es el juramento, ¿quién será en España el 
buen cristiano que no tenga por bueno y por seguro hacer lo que hizo el Obispo 
de Orense? Por eso, a fin de que nadie pueda engañarse fue en ánimo, según 
me dijo, de publicar en Galicia toda su correspondencia sobre el juramento» (156). 
Ese mismo año de 1811 se publicó el Manifiesto de Lardizábal, que dejó bien 
claro cuál era la opinión de Quevedo. Sucesos posteriores, de los que daremos 
cuenta, la confirmarán. 

Una vez prestado el juramento, un diputado,* creemos que Oliveros, le agra¬ 
deció el ejemplo dado a la nación. «Le contestó que ese ejemplo le había dado 
desde el primer día, si las Cortes hubieran querido, pues él no había jurado 
sino en el sentido que desde el principio dijo que lo haría» (157). Lardizábal y el 
nuncio le disuadieron de que enviase la carta que ya tenía escrita. Sin duda qui¬ 
sieron evitarle la reapertura del proceso y nuevas dificultades con las Cortes. 
Fue el primer enfrentamiento con la Iglesia. Como se verá no iba a ser el 
único. 
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La libertad de imprenta 

También en los primeros días de las Cortes, con escasísimo número de dipu¬ 
tados, y suplentes muchos de ellos, tuvo lugar el debate sobre la libertad de 
imprenta, que era otra de las aspiraciones de los liberales. 

La situación de censura previa de todo lo que se había de publicar, que era 
el régimen habitual del absolutismo, no era un sistema deseable. Hemos visto 
cómo lo padecieron el jerónimo Zevallos (158) y los jesuitas Hervás y Gustá (159). 

Durante la Junta Central se hicieron intentos en favor de la libertad de 
imprenta por parte de los sectores liberales. La postularon Calvo de Rozas (160), 
el vizconde de Quintanilla (161), José Isidoro Morales (162), Alvaro Flórez de 
Estrada (163)... La postura de Jovellanos era mucho más matizada y nos hemos 
referido a ella en otro trabajo (164). En la Memoria sobre los espectáculos y 
diversiones públicas (165) se muestra decidido partidario de la censura previa. 
El texto más extremado en favor de la libertad de imprenta aparece en las Bases 
para la formación de un plan general de Instrucción pública , de 16 de noviembre 
de 1809 (166). Más tarde, incluso una vez aprobado el decreto, se multiplican 
las reservas. Citemos alguna de ellas. 

En la Memoria en defensa de la Junta Central escribe: «Porque siendo tan 
peligroso el abuso como provechoso el buen uso de esa libertad, y siendo mayor 
aquel peligro en sus principios, cuando no sólo la malicia, sino también la teme¬ 
ridad, la ligereza, la instrucción superficial y la ignorancia hacen que el primer 
uso de ella decline hacia la licencia y corra desenfrenadamente por ella, la sana 
razón y la sana política aconsejaban que no se anticipase este peligro en una 
época en que las asechanzas de los enemigos exteriores y de los agitadores y 
ambiciosos internos, fomentando el hervor de las pasiones, podían extraviar las 
opiniones y las ideas, y exaltar en demasía los sentimientos del público; y que 
por tanto no convenía aventurar tan grave providencia hasta que con madura y 
tranquila deliberación se hubiese asegurado una buena y sabia reforma constitu¬ 
cional» (167). 

(157) Lardizábal: Op. cit., pág. 322. 

(158) Fernández de la Cigoña, Francisco José: El liberalismo y la Iglesia española. Historia 
de una persecución. Antecedentes, págs. 25-26, Speiro, Madrid, 1989. 

(159) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., págs. 284-285 y 288. 

(160) Suárez: El proceso..., págs. 277-278 y 373. 

(161) Suárez: El proceso..., pág. 307. 

(162) Suárez: El proceso..., pág. 373. 

(163) Moreno Alonso, Manuel: La generación española de 1808, pág. 252, Alianza Edito¬ 
rial, S. A., Madrid, 1989; Dérozier: Op. cit., págs. 618-619. 

(164) Fernández de la Cigoña, Francisco José: Jovellanos, ideología y actitudes religiosas, 
políticas y económicas, págs. 57-60, IDEAS, Oviedo, 1983. 

(165) BAE, XLVI, págs. 480-502. 

(166) BAE, XLVI, págs. 275-276. 

(167) BAE/XLVI, pág. 556. 
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En sus cartas a Lord Holland, que era un decidido campeón de dicha libertad 
hasta el punto de parecer que el único objeto de su vida era que la instauráramos 
en España (168), Jovellanos, que le demostraba enorme amistad, se muestra bas¬ 
tante reticente aun sabiendo que había de desagradar al amigo. En carta de di¬ 
ciembre de 1810 le dice que aunque todavía no sabe cómo el decreto está 
concebido, sus reservas son notables y le parece «resolución muy precipitada» (169). 

Es preciso recordar una vez más que no puede juzgarse el ayer con los cri¬ 
terios de hoy. Entonces era opinión generalizada que la libertad de imprenta, o 
los excesos de la misma, habían sido una de las principales causas de la caída 
de Luis XVI (170). Y no iban en ello muy desencaminados. 

El juicio de la Iglesia sobre la misma era francamente negativo. Citemos al 
respecto unas palabras de la encíclica Mirari Vos, de Gregorio XVI, de 15 de 
agosto de 1832, es decir, veintidós años posterior al decreto que se iba a promul¬ 
gar en Cádiz: 

«Aquí corresponde hablar de aquella horrible y nunca bastante execrada y 
detestable libertad de la prensa, por cuyo medio se publican todo linaje de escri¬ 
tos, y la cual tienen algunos el atrevimiento de pedir y promover con grande 
clamoreo. Nos horrorizamos, Venerables Hermanos, al considerar cuánta extra¬ 
vagancia de doctrinas, o mejor, cuán estupenda monstruosidad de errores se di¬ 
funden y siembran en todas partes por medio de innumerable muchedumbre de 
libros, opúsculos y escritos pequeños en verdad por razón dél tamaño, pero gran¬ 
des por su enormísima maldad, de los cuales vemos no sin muchas lágrimas que 
sale la maldición y que inunda toda la haz de la tierra» (171). 

La doctrina de la Iglesia, al menos la de aquellos días, se oponía a la difu¬ 
sión del error. De lo que ella consideraba error. Para evitarlo se valía de la censura 
eclesiástica en las obras que se referían a la religión y del tribunal del Santo Oficio 
donde existía. Rechazaba asimismo los errores sociales, al menos los que ella enten¬ 
día como tales, porque se oponían tanto al orden que Dios había querido para 
la sociedad —lo que podríamos llamar doctrina social de la Iglesia, mucho antes 
de que fuera proclamada como tai, o derecho público cristiano, deducido de la 
Sagrada Escritura, de los Padres y Doctores de la Iglesia, de la enseñanza que 
se había venido elaborando a través de los siglos—, como a la sociedad y a la 
Iglesia misma. 

Se pensaba que la perdición de las almas, el pecado, eran males gravísimos 
que no podían fomentarse desde libros, periódicos o folletos. Para las restantes 
obras no había el menor inconveniente en la más amplia libertad. Pero la libertad 
que se quería era precisamente aquélla. La otra no preocupaba a nadie. Un tratado 


(168) Fernández de la Cigoña: Jovellanos..., pág. 59. 

(169) BAE, LXXXVT, pág. 471, 

(170) Muriel, Andrés: Historia de Carlos IV, I, págs. 19-20, BAE, CXIV, Madrid, 1959. 

(171) Colección de las alocuciones consistoriales, encíclicas y demás letras apostólicas diadas 
en la Encíclica y el Syllabus del 8 de diciembre de 1864, con la traducción castellana hecha 
directamente del latín , págs. 230-231, Imprenta de Tejado, a cargo de R. Ludeña, Madrid, 1865 
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de matemáticas, un libro de botánica, la reedición del Quijote o de las comedias 
de Lope era indiferente que precisaran o no la censura real. Lo que se quería 
publicar era el Diccionario crítico-burlesco, La Inquisición sin máscara , las poesías 
anticatólicas de Quintana o las traducciones de Pereira, Tamburini, Rousseau y 
Voltaire. Y desde los primeros días gaditanos, mejor dicho todavía isleños, se 
preparó ese decreto. 

El 27 de septiembre de 1810, a los cuatro días de la instalación de las Cortes, 
tuvieron lugar las primeras escaramuzas. «El Sr. Mejía propuso que mientras lle¬ 
gaba el caso de pensar sobre la libertad que convendría dar a la imprenta, y 
para suplir por ahora la luz que debía esperarse de aquella libertad bien enten¬ 
dida, convenía establecer que se recibiesen en las Cortes por medio de los señores 
secretarios todas las memorias y escritos que se presentaren, los que deberían estar 
firmados por sus autores, a quienes se podría dar un papel por donde constase 
que habían tenido el honor de presentar la memoria o escrito. Este pensamiento 
fue adoptado en cuanto a que se admitiesen las memorias o escritos que se pre¬ 
sentasen. 

Tomó entonces la palabra el señor Argüelles, y habló sobre la importancia 
y necesidad de pensar en el punto de la libertad de la imprenta, aunque con los 
límites que fuesen convenientes para contener su abuso. Añadiendo que cuando 
llegase el caso de tratar sobre la materia, debería nombrarse una comisión que 
propusiese a las Cortes sus meditaciones acerca de dichos límites. 

El señor Pérez de Castro dijo que, pues, el preopinante le había prevenido 
en este pensamiento, se contentaría con dar un paso más, pidiendo que desde 
luego se nombrase la comisión que debería encargarse de este trabajo. 

El señor Zorraquín apoyó la proposición, y la apoyaron también otros muchos 
diputados. Alguno de ellos la contradijo y el señor Terrero la sostuvo alegando 
varias razones» (172). De los cinco diputados que acabamos de nombrar, cuatro 
eran suplentes. 

Se resolvió nombrar la comisión pedida, que quedó compuesta por 11 con¬ 
gresistas: «Hermida, Oliveros, Torrero (173), Argüelles, Pérez de Castro, 
Vega (174), Capmany, Couto (D. José María), Gallego, Montes (175) y Pala¬ 
cios (176) (177)». De ellos eran tradicionalistas Hermida y Vega Sentmenat, libe¬ 
rales Oliveros, Muñoz Torrero, Argüelles, Pérez de Castro, Capmany, Couto, Gallego 
y Palacios y de dudosa adscripción Rodríguez del Monte. Eran suplentes Argüelles, 
Pérez de Castro, Couto y Palacios. Americanos, Couto y Palacios. Y clérigos, 
Oliveros, Muñoz Torrero y Gallego. 

La comisión se apresuró a elaborar un proyecto de decreto sin esperar escritos 
ni memorias, ya que el 14 de octubre «se anunció que iba a hacerse la primera 

(172) DD, I, págs. 18 y 19. 

(173) Muñoz Torrero. 

(174) Vega Sentmenat. 

(175) Rodríguez del Monte. 

(176) Esteban de Palacios. 

(177) DD, I, pág. 19. 
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lectura del proyecto sobre la libertad de imprenta. Algunos señores diputados ma¬ 
nifestaron una oposición más o menos decidida, apoyándola en varios fundamen¬ 
tos, que otros rebatieron abogando por la libertad de la imprenta. Señaladamente 
el señor Tenreiro dijo que se oponía a que se tratase de esta materia hasta que 
llegasen los diputados que se esperaban de las provincias de Levante. Después de 
haberse discutido con bastante calor sobre este asunto en general, al fin se procedió 
a la lectura del citado proyecto de ley. Enseguida tomó la palabra el señor Argüelles 
y discurrió sobre la libertad de imprenta en general, exponiendo en un animado 
discurso las ventajas que en su opinión debían resultar de esta libertad política 
bien entendida» (178). 

Los calificativos de libertad bien entendida, con los límites que fuesen conve¬ 
nientes, etc., hay que entenderlos como un disimulo frente a los tradicionalistas 
y la opinión, pues, no podría pasar una libertad de imprenta ilimitada en la 
España de 1810. 

El día 15 continuó la discusión, pronunciándose en favor de la libertad Terrero, 
García Herreros, González Peinado, Argüelles por dos veces, Oliveros, Gallego, 
Mejía y Luján y en contra Rodríguez de la Bárcena. Intervinieron también otros 
diputados que no se nombran en el Diario (179). 

Al día siguiente (16 de octubre) «tomó la palabra el señor Presidente (180), 
discurriendo sobre los graves inconvenientes que se seguirían de la ley» (181). 
Se pronunciaron a favor Gallego, Morales Duárez, Pérez de Castro, Oliveros, Leyva 
y Mejía (182). 

Los argumentos muchas veces eran especiosos y destinados solamente a alcanzar 
el objetivo aun a sabiendas de su falsedad. Así, Pérez de Castro expuso que «la 
libertad de la imprenta es el único medio seguro de conocer la opinión pública, 
sin la cual no es posible gobernar bien, ni distinguir y dirigir convenientemente 
el espíritu público; y que sin esa libertad no podía jamás la nación que es el 
comitente de las Cortes, rectificar las ideas de sus diputados, dirigirlos en cierto 
modo y manifestarles su opinión» (183), lo que se compadece mal, por citar solo 
un ejemplo, con la prohibición de alterar la Constitución en el plazo que se señaló. 
¿Y si la opinión pública quisiese modificarla? Para eso ya no era comitente de 
las. Cortes. 

Más sofísticos son todavía los de Oliveros cuando afirma que «desde que 
la imprenta no es libre en Francia han pesado todos los males sobre aquella 
nación» (184) o que es buena para la religión, «ya que sus verdades triunfan 
infaliblemente del error desde que pueden publicarse libremente» (185). Como si 
las que estuviesen coartadas fuesen sus verdades y no los errores. 



(178) 

DD, I, 

pág. 43. 

(179) 

DD, I, 

pág. 44. 

(180) 

Hermida. 

(181) 

DD, I, 

pág. 45. 

(182) 

DD, I, 

págs. 45-46. 

(183) 

DD, I, 

pág. 45. 

(184) 

DD, I, 

pág. 45. 

(185) 

DD, I, 

págs. 45-46. 
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Siguió la discusión el 17 de octubre. García Quintana y González Peinado 
pidieron que se pasase a la votación (186). Creus, en una prudente intervención 
llena de buen sentido, «leyó un papel de observaciones en que establecía que era 
muy conveniente dejar expeditos todos los medios de ilustrar a la nación y de 
conocer la opinión pública. Que no debían sufrirse las trabas que hasta aquí 
habían sujetado la imprenta arbitrariamente. Pero que debería preceder a la im¬ 
presión alguna censura para examinar si el escrito contiene alguno de los delitos, 
difamaciones o errores que no deban correr según las leyes. Pues conviene más 
impedir los males que remediarlos después de sucedidos» (187). La proposición, 
teniendo en cuenta los días que corrían y la mentalidad de la época era bastante 
constructiva y, de haberse adoptado, con los retoques que fuesen convenientes se 
habría evitado el enfrentamiento radical que luego sobrevino. 

Muñoz Torrero peroró en favor de la libertad con argumentos análogos, y 
que después se revelaron tan falsos, a los que hemos expuesto de Pérez de Castro 
y concluyó con un demagógico final: Fernando VII no hubiera sido sometido 
a prisión con motivo de la conspiración de El Escorial ni Godoy hubiera podido 
ejercer su despotismo de haber existido la libertad de imprenta (188). Como se 
ve, se sigue queriendo vender el producto a la España tradicional. Hablaron 
también a favor Rodrigo, Dueñas de Castro, Cea, Manuel Llano, Oliveros, Leyva 
y Mejía Lequerica y en contra Llaneras (189). 

El 18 de octubre se manifestaron en contra Llamas y Tenreiro (190). Creus 
convino «en que hubiese libertad o amplitud, pero algo limitada, con cierta ins¬ 
pección previa» (191). García Herreros, Argüelles, Golfín y Muñoz Torrero la 
defendieron (192). «La discusión fue vivísima, hablaron muchos más señores en 
pro y en contra. Finalmente se declaró casi por unanimidad que el primer artículo 
del proyecto estaba suficientemente discutido» (193). 

Ya desde los primeros días del Diario se observa que dedica mucha más aten¬ 
ción a las intervenciones de los liberales que a las de los tradicionalistas. Contra 
esa parcialidad del órgano de las Cortes del que era responsable el dominico Jaime 
Villanueva, hermano del diputado Joaquín Lorenzo, reclamaron repetidamente nu¬ 
merosos tradicionalistas (194). 

El 19 de octubre tuvo lugar la votación que aprobó el artículo l.° del decreto 
sobre la libertad de imprenta que quedó establecido en los siguientes términos: 
«Todos los cuerpos y personas particulares, de cualquiera condición y estado que 

(186) DD, I, pág. 46. 

(187) DD, I, págs. 46-47. 

(188) DD, I, pág. 47. 

(189) DD, I, págs. 47-48. 

(190) DD, I, pág. 48. 

(191) DD, I, pág. 48. 

(192) DD, I, pág. 48. 

(193) DD, I, págs. 48-49. 

(194) Velez: Apología..., I, págs. 197-199; Morán: Op. cit., págs. 34-36; Villanueva: 
Op. cit, pág. 178; Gil Novales, Alberto: Diccionario biográfico del Trienio liberal, pág. 688, 
Madrid, 1991. 
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sean, tienen libertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas políticas sin nece¬ 
sidad de licencia, revisión o aprobación alguna anteriores a la publicación, bajo 
las restricciones y responsabilidades que se expresará en el presente decreto» (195). 
Sesenta y ocho diputados se pronunciaron a favor y 32 en contra. 

La primera división traumática de las Cortes se había producido y ante un 
decreto que tendría importantísimas consecuencias religiosas y políticas. Conviene, 
pues, que analicemos la votación. 

Los 32 diputados tradicionalistas constituyen el núcleo de la oposición frente 
a los liberales. Fueron Rodríguez de la Bárcena, Ros, Villagómez, Abadín, Pardo, 
Papiol, Vega Sentmenat, Bernardo Martínez, González Colombres, Morales Gallego, 
Santalla, Montoliú, Amat, Sans, Utgés, Calvet, Hermida, Liados, Tenreiro, Lla¬ 
neras, Francisco Riesco, el obispo Prior, Creus, Aytés, Morros, Mosquera, Castro 
Lavandeira, Vázquez de Parga, Valcárcel Saavedra, Vinyals, López del Pan y 
Dou (196). 

Entre ellos sólo había un suplente y, curiosamente, ningún americano. Casi 
todos se mantendrán en el tradicionalismo, si bien es difícil de calificar a Santalla. 
Morales Gallego y Utgés evolucionaron después hacia posiciones liberales, sobre 
todo el último. 

Y comienza ya a producirse un fenómeno que será constante en toda la tra¬ 
yectoria de las Cortes. Los liberales fueron mucho más asiduos concurrentes que 
los tradicionalistas. Dan la impresión de un partido cohesionado que obedece a 
unas directrices. Sus adversarios faltan a muchas sesiones importantes en número 
muy considerable. Parecen mucho más independientes y menos dirigidos. En esta 
sesión se notó la ausencia, por ejemplo, de Aznares, Ric, Gutiérrez de la Huerta 
y Jerónimo Ruiz. 

Entre los 68 que votaron -a favor de la libertad de imprenta (197) hubo tam¬ 
bién algunos que después cambiaron de bando. O, mejor dicho, enseguida. Terrero, 
en cuestiones religiosas y no en las políticas, Vera, Garoz, Samartín, Eguía y López 
Lisperguer. Aquí estaban, salvo error u omisión, todos los americanos, 25, y 38 eran 
suplentes. Si contáramos los votos sólo de aquellos que habían sido llevados a las 
Cortes por la voluntad de las provincias hubiera ganado la opinión tradicional 
por 31 votos a 30. Creemos que el recuento dice bastante. 

No seguiremos el decreto artículo por artículo (198). Mencionaremos sólo al¬ 
gunos. El 6.° se aprobó así: «Todos los escritos sobre materias de religión quedan 
sujetos a la previa censura de los ordinarios eclesiásticos, según lo establecido 
en el Concilio de Trento» (199). Mejía Lequerica «pidió que se ampliase la liber¬ 
tad de imprenta aun a las obras religiosas» (200). A lo que se opuso Muñoz 
Torrero (201). El artículo 14 del proyecto, que será el 12 del decreto, se refiere 

(195) DD, I, pág. 50. 

(196) DD, I, pág. 49. 

(197) DD, I, págs. 49-50. 

(198) DD, I, págs. 50-54, 56, 58, 59, 65, 66, 72-75 y 77. 

(199) DD, I, pág. 52, 

(200) DD, I, pág. 52. 

(201) DD, I, pág. 52. 
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a los que contravengan el 6.° antes citado (202). El que será artículo 14 del 
decreto establece que en la Junta Suprema de Censura habrá tres eclesiásticos y 
dos en cada una de las provincias. Minoría importante de los nueve y cinco miem¬ 
bros que las compondrán (203). Es un artículo que en principio parece favorable 
a la religión. Pero ya veremos en qué se tradujo. 

El 5 de noviembre de 1810 se discutieron los dos últimos artículos del decreto. 

Y el regalismo, que siempre estuvo presente en las Cortes, salió a relucir. El 19 
dirá: «Aunque los libros de religión no pueden imprimirse sin licencia del ordi¬ 
nario, no podrá éste negarla sin previa censura y audiencia del interesado» (204). 
No deja de ser curioso el que las Cortes decidan sobre la conducta que deben 
observar los obispos y sobre materia tan importante de su ministerio como maestros 
en la fe. 

El segundo Concilio Vaticano ha venido a confirmar la decisión gaditana. 

Y no negaré que en muchos casos sea conveniente la audiencia del censurado, que 
podrá expresar aclaraciones o admitir rectificaciones que puedan cambiar la cen¬ 
sura del obispo. O simplemente conocer las causas del juicio desfavorable. Pero 
esto, en sí deseable, sólo sirve en aquellos casos en los que existen leves discre¬ 
pancias, matices dudosos o ambigüedades discutibles. ¿De qué servirá la entrevista 
entre el ordinario y el escritor que negara la existencia de Dios, la divinidad de 
Cristo o cualquier otro dogma semejante? 

El artículo siguiente, y último, es mucho más grave: «Pero si el ordinario 
insistiese en negar su licencia podrá el interesado acudir con copia de la censura 
a la Junta Suprema, la cual deberá examinar la obra, y si la hallase digna de apro¬ 
bación, pasar su dictamen al ordinario, para que más ilustrado sobre la materia, 
conceda la licencia a fin de ejecutar recursos ulteriores» (205). 

No se entiende bien el sentido de la palabra ejecutar, que tal vez sea una errata 
de imprenta. Pero lo cierto es que las Cortes establecen a seis seglares y tres ecle¬ 
siásticos jueces de los mismos obispos en cuestiones religiosas. Tal monstruosidad 
era tan evidente que «en la discusión pidieron algunos señores individuos de la 
comisión que extendió el proyecto que al fin del artículo podía decirse «conceda 
la licencia si le pareciere». Con esta adición quedó aprobado este último artículo 
del proyecto y terminada enteramente la discusión de esta ley» (206). 

Se había salvado el sentido católico, al menos en lo sustancial, pero con una 
notable desautorización del Obispo, pues eso suponía el dictamen de la Junta 
Suprema, desfavorable a la censura episcopal y para su ilustración. Ello iba a ser, 
además, una fuente constante de problemas en un sistema en el que el regalismo 
y los recursos de fuerza eran el pan de cada día. 

Ya teníamos libertad de imprenta, que también se había proclamado en los 
artículos 45, 46 y 47 de la Constitución de Bayona, aunque con menos extensión. 
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Soberanía nacional. División de poderes. Verdaderamente en poquísimos días se 
estaba alterando de modo sustancial la configuración política de España. 

Aunque de modo diametralmente opuesto al que se verificó en la nación vecina 
pocos años antes. Aquí no había agitación popular, desórdenes ni sangre. Nadie 
pedía ni celebraba lo que se estaba legislando. Todo era obra de una pequeña 
minoría compacta y decidida que se encontraba sitiada en una ciudad de provincias. 
Esta circunstancia fue determinante para el éxito de lo que se intentó. Podríamos 
decir que la revolución política española fue un experimento de laboratorio. Todo 
se hacía en el reducido recinto de las Cortes sin pueblo aue obedeciese, aclamase o 
protestase. Salvo el pequeño numero de los asistentes a las tribunas a las que, por 
cierto, se prohibió desde el primer momento, 26 de septiembre de 1810, la entrada 
de las muieres (207), aun como simples espectadoras. El liberalismo de los padres 
de la patria no era ciertamente feminista. 

En virtud del decreto recién aprobado se procedió a elegir la Junta Suprema 
de Censura, aue tuvo lugar el 9 de noviembre de 1810 (208). Resultaron nom¬ 
brados el Obispo de Sigüenza. Pedro Inocencio Bejarano, que obtuvo 46 votos, 
el canónico de San Isidro, Martín González de Navas, con 47 y el cura del Sagrario 
de la catedral de Cádiz, Femando Alba, que obtuvo 34 votos tras un desempate 
con Frav Pablo de la Concepción, entre los eclesiásticos. Seglares fueron elegidos 
Andrés Lasauca, conseiero de Castilla, con 76 votos; Antonio Cano Manuel, fiscal 
de aanel Conseio, con 87; Manuel Fernando Ruiz del Burgo, consejero de Guerra, 
con 57; Bernardo Riega, también conseiero de Castilla, con 39; Ramón López 
Pelegrín, con 52, y Manuel José Ouintana, con 50. 

Esta Tunta ha sido denostadísima por Dérozier: «El balance de la actuación 
de esta primera Junta Suprema (1810-1813) no es sólo negativo, sino nefasto» (209). 
Según el historiador francés, «gracias a maniobras políticas se han introducido en 
este importante organismo una mayoría de moderados y de reaccionarios» (210). 

No deja de ser interesante la perspectiva de Dérozier, que todas las veces en 
aue alguna cosa sale contraria a lo que hubiera sido de su gusto es siempre a 
causa de oscuras maniobras y conciliábulos de los reaccionarios, mientras que cuando 
ocurre lo contrario, que fue en casi todas las ocasiones, no hay nunca manejos, 
directrices ni acuerdos previos. Sin embargo, los hechos demuestran todo lo con¬ 
trario. Las Cortes fueron manipuladas y dirigidas por el partido liberal, que provocó 
votaciones cuando los tradicionalistas estaban ausentes, adelantó o retrasó los es¬ 
crutinios según sus conveniencias, preparó el ambiente desde la prensa adicta que 
dirigían los diputados y sus amigos y era mayoritaria en Cádiz y utilizó las tribunas 
en apoyo de sus individuos y descrédito de los contrarios. Habrá que esperar a 
las Cortes ordinarias y a su instalación en Madrid para observar lo mismo en el 
sector tradicional que entonces ya era mayoritario. El sectarismo de Dérozier alcanza 
cotas realmente descalificadoras. 


(207) ASS, pág. 2. 

(208) DD, I, pág. 82, 

(209) Dérozier: Op. cit., pág. 629. 

(210) Dérozier: Op. dt., pág. 622. 
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Según este manipulador de la historia, «los dos únicos liberales auténticos, 
Quintana y Martín de Navas, estarán siempre en minoría» (211). Y es cierto que 
lo estuvieron pero no eran dos, sino tres, pues negar a Antonio Cano Manuel, 
uno de los personajes más detestados por los tradicionalistas, esa condición es 
incomprensible. 

El obispo Bejarano fue uno de los prelados más moderados de la época y se 
distinguió —dudosa distinción— en la camarilla del cardenal Borbón cuando su 
oposición al nuncio (212). Fernando VII no le promocionó a su regreso v falleció 
en 1818 c^mn obispo seguntino. El cura del Sagrario no se distinguió especialmente 
por su ideología. 

Andrés Lasauca, consejero de Castilla desde 1802, fue uno de aquellos dignos 
magistrados que demostrando una independencia encomiable y un valor a toda prue¬ 
ba frente a Godoy declararon inocentes a los implicados en la causa de El Esco¬ 
rial (213). Cuando el regreso de Fernando VII se le pide que informe sobre los 
diputados liberales elude la delación alegando que era corto de vista y no había 
podido ver bien quiénes atentaban contra la soberanía regial (214). Era un aragonés 
entero y cabal, de arraigadas convicciones tradicionalistas de las que dejó constancia 
durante su breve dinutación en Cortes (215). También fue uno de los cuadro disi¬ 
dentes del tribunal encargado de encausar al obispo de Orense que se había mos¬ 
trado más benévolo que la mayoría, que, por otra parte, tampoco había sido 
extremada. 

Del otro consejero de Castilla, Bernardo Riega y Solares, poco podemos decir, 
salvo que coincidió con Lasauca en el asunto del obispo de Orense. Debemos con¬ 
siderarlo también, a reserva de nuevos datos, como del sector tradicional. 

Poco conocemos de Ruiz del Burgo. Que firme más tarde la felicitación a las 
Cortes por la Constitución del Consejo Supremo de Guerra y Marina, al aue per¬ 
tenecía (216), no quiere decir gran cosa, pues era un acto institucional y obligado. 

Ramón López Pelegrín, salvo su discutida actuación en la prisión de Calvo de 
Rozas (217), que tanto irritó a los liberales, no destacó especialmente por sus 
ideas. ¡ 

Si en la Junta había una mayoría moderada, eran de más peso los liberales. 


(211) Dérozier: Op. cit., pág. 622. 

(212) Villapadierna: Op. cit., pág. 295. 

(213) Escóiquiz, Juan: «Memorias», BAE, XCVII, en Memorias de tiempos de Fernan¬ 
do VII, I, págs. 52-53, Madrid, 1957. 

(214) Pintos Vieites, María del Carmen: La política de Fernando VII entre 1814 y 1820, 
pág. 171, Pamplona, 1958. 
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La marginación de los religiosos 

Entre el casi centenar de clérigos que acudieron a las Cortes de Cádiz no había 
ningún religioso, pese al enorme influjo que ejercían en España, a su decidida 
conducta antifrancesa y al gran número de sus miembros. No puede achacarse esa 
ausencia al liberalismo, sino a que estaban excluidos de la convocatoria. Su renuncia 
al mundo les apartaba de la política y ello no era nuevo en España. La influencia 
que tuvieron, y a veces notabilísima, fue generalmente por medios indirectos. Como 
confesores reales, inquisidores, predicadores, etc. Aunque en ocasiones, como en 
el caso del franciscano Cisneros, llegaran a ocupar las más altas magistraturas del 
Estado. 

Algún ingenuo tal vez pensase que al triunfar las ideas liberales cesaría esa 
situación y los regulares serían reintegrados a la plenitud de sus derechos civiles, 
aunque algún canon o las constituciones de las distintas órdenes se opusieran a 
ello. La recién nacida soberanía nacional bastaba y sobraba para remover esos 
obstáculos. Como no vacilaron en saltarse otros. 

Evidentemente no eran ésas las intenciones liberales. El 12 de octubre de 1810 
el P. Traggia, hermano del marqués del Palacio y que, más tarde, adquirirá notable 
fama entre los escritores contrarrevolucionarios «presentó una memoria sobre que 
se admitan los regulares a la representación nacional. Se habló algo sobre el asunto, 
sin llegarse a leer la memoria; y al fin se resolvió que por ahora no se leyese, ni 
se admitiese la propuesta» (218). 


El cambio de Regencia y la insistencia en los juramentos 

Aunque se trata de una cuestión meramente política hemos de hacer referencia 
al cambio de gobierno que se produjo en los primeros días de las Cortes. Pese a 
que el Consejo de Regencia se había doblegado a todas las pretensiones de convo¬ 
catoria y en el sentido más revolucionario —no estamentales, con suplentes, insta¬ 
ladas con un reducido número de diputados...— y pese a que habían jurado lo 
que se les dijo, con la excepción del obispo de Orense, que se había apresurado a 
dimitir su cargo —también ofrecieron la dimisión los otros corregentes—, las 
Cortes miraban con desconfianza al Gobierno y pronto procedieron a sustituirlo 
por otro que consideraban más propicio, integrado por tres mediocridades o, con 
gran benevolencia, por dos. Fueron los nuevos regerentes Blake, Agar y Ciscar. 
Como dos de ellos estaban ausentes se nombraron hasta su llegada, y en calidad 
de suplentes, al marqués del Palacio y a José María Puig de Samper. 

Parecía que se contaba ya con un Gobierno dúctil e influenciable cuando uno 
de los suplentes, el marqués del Palacio, llegado el momento de jurar lo hizo «sin 
perjuicio de los muchos juramentos de fidelidad que tenía prestados al señor D. Fer- 
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nando VII» (219). Comenzó entonces un calvario para el marqués (220) que es 
ajeno a nuestro propósito referir, pero que confirma el escaso liberalismo de los 
liberales españoles. 


Disponiendo de los bienes de la Iglesia 

Las necesidades del Estado eran apremiantes. Los escasos recursos que podían 
reunirse en la España no ocupada y los procedentes de América, que en buena 
parte estaba sublevada también contra el Gobierno, eran insuficientes para cubrir 
los mínimos de subsistencia del ejército. 

El 27 de noviembre de 1810 Arguelles hace las siguientes proposiciones: 

«Primera. Que no se provea por el real patronato, ni por los ordinarios ecle¬ 
siásticos, prebenda alguna que esté vacante o vacare en adelante, durante las pre¬ 
sentes circunstancias, así en las iglesias catedrales como colegiales de estos reinos 
y de las Indias, siempre que queden las indispensables y precisas para el culto 
divino, poniéndose por los cabildos en tesorería su producto para aplicarlo a las 
urgencias del Estado. 

Segunda. Que se haga lo mismo con los beneficios simples que estén vacantes 
o que vaquen; sin diferencia de que sean del real patronato, de provisión ordinaria 
o patronato laical. 

Tercera. Que de todos los beneficios curados que en lo sucesivo vacaren; de 
cualquiera calidad que sea su patronato o provisión, se pague una anualidad para 
los gastos de la guerra, a similitud de lo que estaba prevenido en las prebendas 
y beneficios no curados. 

Cuarta. Que las pensiones impuestas sobre las mitras, cuyo destino no tenga 
en el día efecto, tenga la misma aplicación para los gastos de la guerra, aprontán¬ 
dose por los arzobispos y demás dignidades todo lo que no tengan pagado desde 
que empezó la revolución. 

Quinta. Que todas las rentas eclesiásticas que se hallen en ecónomo y sean 
pertenecientes a piezas vacantes, de cualquier manera que sean, las pongan sus 
administradores o depositarios en tesorería, abonándoseles un dos o tres por ciento 
a lo más. 


(219) DD, I, pág. 60. 
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Sexta. Que la mitad de los diezmos pertenecientes a prelados, cabildos y comu¬ 
nidades religiosas, sobre que se ha expedido orden por la última Regencia, sin 
haberse llevado a efecto, se apliquen igualmente a las actuales urgencias, como 
el medio único de asegurar su goce en adelante, librándolos de ser la presa del 
enemigo» (221). 

A nadie le cabía la menor duda de que la Iglesia estaba obligada a colaborar 

en la guerra contra los franceses. Y los testimonios de la época dan fe de la 

generosidad eclesial en la lucha por la independencia nacional que era, para esa 
Iglesia, además una lucha religiosa. Ni siquiera discutimos la propuesta de Ar- 
güelles, que podía ser una fórmula adecuada. Lo que es sorprendente es la dispo¬ 
sición de esos bienes como propios, el ordenar, por propia autoridad, que los obispos 
no provean las vacantes. El considerarlos como simples funcionarios a los que se 
envían instrucciones que simplemente han de obedecer y ejecutar. 

La propuesta de Argüelles podría ser aceptable con unas leves modificaciones. 

Que se pida a los obispos que no provean las vacantes. Que se les pidan las 
rentas que vaquen en el futuro para atender los gastos de una guerra en la que 
la Iglesia estaba tan interesada... Pero eso es lo que no aceptaba Argüelles. 
Dispongo de lo que considero mío en virtud de la soberanía nacional que me ha 
elegido diputado, aunque en su caso fuese sólo suplente y nombrado por los 
asturianos que residían en Cádiz, no por Asturias. Al menos hasta que después 
le confirmaran como diputado titular. 

El 1 de diciembre de 1810 se discutieron las anteriores proposiciones de 
Argüelles (222). El debate fue animado y es lástima que no conozcamos los 
discursos de los diputados sino sólo breves referencias de algunos de ellos. 

Cañedo Vigil exnuso la verdadera doctrina: «que no había facultad en los 
reves para suprimir las prebendas v piezas eclesiásticas sin consentimiento de la 
misma Iglesia o del pontífice» (223), a lo que «manifestó el señor Argüelles la 
verdadera potestad de los reyes, y dijo: que ésta era una medida que pertenecía 
al Estado» (224). 

No podía expresarse mejor el fondo ideológico del liberalismo. Prácticamente 
todo era competencia del Estado —la famosa disciplina externa—, salvo los dogmas 
y el fuero interno. Que posiblemente a Argüelles le tenían absolutamente sin 
cuidado. 

De las poquísimas informaciones que nos da el D tarto parece deducirse que se 
opusieron a la forma del decreto Creus y Dou. Y seguramente Ros y tal vez Lera. 

Oliveros tuvo una intervención que merece figurar en los anales del libera¬ 
lismo: «los clérigos no debían disputar, sino decir: aquí está cuanto tenemos 
y así que no se tratase de cuestiones de derecho, sino de hecho. Que San Agustín 
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vendió hasta los vasos sagrados, aunque entonces no había una urgencia tan terrible 
como la del día» (225). 

La diferencia estaba en que San Agustín vendió y ahora se ordenaba a los 
obispos que vendiesen. Las Cortes se habían convertido en San Agustín, o en los 
obispos. Ellas eran quienes tenían la autoridad y la competencia. Era, como se ve, 
sui generis este liberalismo . Y aun si eso se hubiera dicho de todos los españoles... 
En las presentes urgencias queda abolida en España la propiedad. Todos los bienes 
estarán al servicio del Estado para concluir la guerra. Pero no. Sólo los sacerdotes 
eran los que no tenían más derecho que el de ser despojados de lo que poseían. 
Si esto no era una guerra a la Iglesia no sabemos cómo debe llamársele. 

Un seglar, el diputado gallego Freire Castrillón, «leyó una memoria en que, 
después de establecer que las Cortes representan al rey (lo que impugnaría Muñoz 
Torrero), se propuso probar que no era conveniente para socorrer las urgencias del 
día echar mano de las rentas de la Iglesia» (226). Pero no era esto lo que sostenían 
los diputados tradicionalistas. Estaban conformes en que los bienes eclesiásticos 
se aplicaran a la guerra. Sólo se oponían al modo en que se disponía de ellos. 

El presidente, que a la sazón lo era José Morales Gallego, propuso que se 
nombrase una comisión para examinar «este negocio» y «proponer a las Cortes 
la regla que debe seguirse pasándose hoy mismo orden a la Regencia para que 
se suspenda la provisión de prebendas, de cualquier clase que sean, a excepción 
de las prebendas de oficio y de cura de almas, poniéndose en tesorería las rentas 
que produzcan, y entendiéndose que la suspensión debe ser con responsabilidad 
y nulidad de los nombramientos que se hagan, de cualquier clase que sean los 
beneficios o prebendas que se provean, comunicándose para ello la orden corres¬ 
pondiente a los muy reverendos arzobispos, reverendos obispos, cabildos, comuni¬ 
dades particulares, de patronato laical y de cualquier condición y clase que sean; 
previniéndose que los reverendos obispos suspendan igualmente las provisiones en 
los meses ordinarios, y que todo esto se entienda por ahora, y con extensión a 
España e Indias. Quedó aprobada en todas sus partes esta proposición» (227). 

Argüelles se había salido con la suya e incluso se habían agravado sus pro¬ 
puestas. A los obispos se les ordenaba y se les advertía de su responsabilidad. 

Si bajo el absolutismo monárquico habían visto coartada su libertad en el 
gobierno de la Iglesia estaban comenzando a enterarse de lo que aquello iba a ser 
con el liberalismo. 

Al día siguiente se nombró la comisión referida que compusieron Cañedo, 
Ros, Rovira, Argüelles y García Herreros. Tradicionalistas los dos primeros y 
liberales los tres últimos. 

A esa Iglesia que se quería sometida por otra parte se la necesitaba. Y este 
mismo día «se leyó el decreto mandado expedir en la sesión de ayer sobre que los 
reverendos obispos y demás eclesiásticos prediquen contra los que intenten probar 
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que la dinastía de los Napoleón debe reinar en España, y sobre que se manden 
hacer oportunas rogativas. Y quedó aprobado» (228). El pueblo tenía que seguir 
creyendo que la Iglesia estaba con las Cortes. 


La influencia francesa 

Hemos hablado ya en varias ocasiones de las influencias francesas en nuestros 
liberales que algunos historiadores han querido negar. Sin pretender hacer un estu¬ 
dio exhaustivo de la cuestión vamos a citar dos intervenciones de estos días. Una, 
de la cabeza indiscutida del liberalismo: Argüelles. La otra, de uno de sus más 
importantes corifeos: Mejía Lequerica. 

El 16 de diciembre de 1810 decía Argüelles en un importante discurso: «En los 
primeros momentos de aquella memorable convulsión política (se está refiriendo 
a la Revolución francesa), no se puede negar que se promovieron reformas muy 
saludables en las provincias» (229). Tan memorable convulsión fue sin duda exce¬ 
lente, «no en los tiempos del terror, sino cuando aún no se había extraviado, pues 
se respetaba y obedecía al Rey constitucional» (230). 

No vamos a decir nada sobre aquella obediencia y respeto, remitiendo a los 
lectores a cualquier libro sobre la Revolución, pero conviene dejar constancia 
de las simpatías del asturiano. 

Mejía fue si cabe más claro: «se habla de revolución; y eso se debe desechar. 
Señor, yo siento, no el que haya de haber revolución, sino el que no la haya 
habido. Las palabras revolución, filosofía, libertad e independencia son de un mis¬ 
mo carácter. Palabras que los que no las conocen las miran como aves de mal 
agüero, pero los que tienen ojos, juzgan. Yo juzgando digo, que es un dolor que 
no haya en España revolución. La revolución se reduce (quiso definirla, hubo 
desorden y se sentó)» (231). 

A confesión de parte huelgan más pruebas. No sería justo extender a todos 
los diputados liberales estas ideas. Seguro que entre los que protestaron a Mejía 
había no pocos de ellos. Pero lo cierto es que en sus simpatías revolucionarias se 
unieron, con cuatro días de diferencia —la intervención de Mejía tuvo lugar el 
20 de diciembre—, el jefe del partido liberal y el más inteligente de sus segui¬ 
dores americanos. 


Los nombramientos eclesiásticos 

El 21 de diciembre se discutió el párrafo primero del artículo 7 del Reglamento 
de la Regencia que decía así en el proyecto presentado: «El Consejo de Regencia 
nombrará todos los empleados civiles y eclesiásticos, a excepción de aquellos cuya 
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provisión se hubiese suspendido o se prohibiese por decreto de las Cortes» (232). 

Hasta un clérigo liberal y jansenista como Espiga lo encontró desorbitado: 
«El contenido de este artículo no me parece arreglado a las leyes canónicas. Las va¬ 
cantes eclesiásticas no deben proveerse por el rey. Este no tiene más que el derecho 
de presentación, previa la consulta de la cámara» «y no en todas las piezas ecle¬ 
siásticas tiene el rey este derecho; sino solo en las que llaman y son de patronato 
real» (233). 

Hay que reconocer que otros liberales secundaron a Espiga. Así Dueñas (234) 
y Mejía (235), aunque fue su correligionario Leyva quien mejor precisó la cuestión: 

«Los reyes no tienen la facultad del nombramiento de las piezas eclesiásticas, 
sino únicamente el derecho de presentar, y ésta es una de las mayores regalías, 
y un don muy particular que la Iglesia les ha concedido; por el cual presentan 
al Sumo Pontífice, los obispos, arzobispos, etc. Este don es el máximum de las 
regalías que tienen los reyes como soberanos... Lo más que pudiera decirse es 
que las Cortes conceden al Consejo de Regencia el ejercicio de la facultad de pre¬ 
sentar las piezas eclesiásticas, no de proveerlas. Hay mucha diferencia entre proveer 
y presentar...» (236). 

La respuesta de la comisión que se veía acorralada hasta por sus propios 
amigos ideológicos fue de una notable hipocresía. Argüelles dijo: «conozco la 
diferencia que hay entre estas cosas *—y tanto que la conocía si había sido hasta 
secretario del obispo de Barcelona Díaz Valdés (237), aparte de que no encerraban 
misterio alguno—; pero suelen confundirse y a la comisión no le ha parecido 
necesario hablar con tanta precisión» (238). Y a ver si colaba. 

Muñoz Torrero fue todavía más peregrino en su explicación: «El objeto de 
la comisión ha sido que las Cortes no diesen empleo alguno. Esta es la interpre¬ 
tación» (239). Que evidentemente no interpreta nada más que la embarazosa situa¬ 
ción en que se encontraron. 

Curiosamente en esta discusión no intervinieron apenas los tradicionalistas. 
Es como si, con buen criterio, hubiera decidido reservarse, ya que los mismos 
liberales les estaban sacando las castañas del fuego. 

Cuando ya parecía resuelta la cuestión, Traver plantea una nueva dificultad 
siempre en el sentido intervencionista que caracterizó a los liberales. 

«He notado también en este reglamento que el nombramiento que haga el 
Consejo de Regencia de los generales en jefe, virreyes, capitanes generales, etc., 
debe hacerlo saber a las Cortes en sesión secreta antes de su publicación. ¿Por qué 
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no ha de ser lo mismo en los nombramientos de obispos, arzobispos y otras 
dignidades eclesiásticas de alta jerarquía, siendo éstas de tanta importancia e 
influjo para con la nación, y acaso mayor que las otras? El nombramiento, pues, 
o presentación de aquellas dignidades, debe notificarse a V. M. antes de su publi¬ 
cación, y así pido que se añada esto al artículo» (240). 

La petición de Traver alteraba profundamente el concepto de real patronato. 
Lo que según la Iglesia era una concesión pontificia a los reyes por los servicios 
prestados a la misma de presentar los candidatos a los obispados, canonjías, etc., se 
ampliaba ahora a una inspección por las Cortes de dicha presentación sin que el 
concedente tuviera en ello la menor intervención. Además de suponer una notable 
ingerencia del legislativo en el ejecutivo en contra de la recién proclamada división 
de poderes. Implicando también una desfavorable nota para los candidatos que se 
verán sometidos a un juicio público y multitudinario, aunque fuese en sesión secre¬ 
ta, sobre su conducta, ideas, virtudes, etc. 

La propuesta de Traver fue bien acogida. El suplente por Perú, Vicente Mo¬ 
rales Duárez, la apoya con calor (241). Villanueva opone algunos reparos (242) 
que Traver intenta rebatir (243). Mejía, Argüelles y Zorraquín (244) sostienen 
con matizaciones la propuesta. Y es particularmente significativa la intervención 
del último, suplente por Madrid, como también eran suplentes Mejía y Argüelles. 
Según Zorraquín de lo que se trata es de ver «si el sujeto que se destina para tal o 
cual ministerio llena o no las miras políticas de V. M.» (245). 

Por supuesto que ello estaba implícito en la presentación real. El monarca no 
deseaba obispos que fueran adversarios políticos. Pero el modo de buscar candi¬ 
datos por el rey y su cámara era un procedimiento discreto y normativizado mucho 
menos expuesto a hacer de los obispos unos agentes políticos que el que ahora 
se propugnaba en ese prurito intervencionista de las Cortes que haría de su esquema 
utópico un régimen inviable. 

Y ahora comienzan las intervenciones tradicionalistas que no rechazan la pro¬ 
puesta de Traver. Así Creus (246) y sobre todo Valiente (247). Oliveros, del 
que recordamos su condición de clérigo, tuvo una de sus sonadas intervenciones 
que eclesialmente era revolucionaria: «Apoyo todo lo que han dicho los señores 
preopinantes, pues me parece muy conforme al derecho canónico que el pueblo 
intervenga en el nombramiento de los pastores de la Iglesia» (248). 
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Argüelles (249) y Leyva (250) comienzan a preocuparse de que se esté vulne¬ 
rando gravemente la división de poderes. El tradicionalista Villagómez expresa 
también sus reservas, pero desde el punto de vista, mucho más sólidamente basado 
en la historia, de la prerrogativa real (251). 

Morales Duárez vuelve a intervenir para descubrir con ingenuidad el punto 
de vista liberal: «en los empleados eclesiásticos —el nombre ya lo dice todo, 
apostillamos— deben considerarse dos cosas: aptitudes eclesiásticas que les habi¬ 
litan para sus empleos y aptitudes políticas que les habilitan para su representa¬ 
ción. La cámara y el Consejo de Regencia examinarán lo primero y V. M. deter¬ 
minará acerca de sus aptitudes políticas; esto es, verá si tiene noticia de que sea 
un sujeto patriota, que tenga ideas contrarias al interés nacional, que haya impreso 
algunos papeles que no convengan, etc. Las Cortes no entrarán a hacer el examen 
del por menor de sus servicios eclesiásticos,, ni de su poca o mucha literatura, 
etcétera. Así, pues, los diputados del Congreso no serán unos camaristas, ni entra¬ 
rán en el examen de las calidades del nombrado más que en la parte política» (252). 

No puede caber duda de los obispos que nos esperaban. Serían Oliveros, Vi- 
llanueva, Gordillo, Muñoz Torrero... En el Trienio se intentará, aunque la cerrada 
oposición de Roma dio al traste con el deseo y demostró en la práctica la invia¬ 
bilidad del camino proyectado. Roma quería obispos y el liberalismo empleados. 
Cabían acomodaciones puntuales, pero lo que era imposible es que globalmente 
funcionase el sistema. 

López Pelegrín tuvo una intervención llena de buen sentido (253) que, lo 
decimos con sorpresa, es apoyada por Gordillo (254). García Quintana sostiene 
a Traver (255). Y, con más sorpresa todavía vemos a Ostolaza, recién llegado al 
Congreso y sin haberse enterado aún de lo que allí pasaba, recomendando la pro¬ 
puesta del diputado liberal por Valencia (256). Al igual que el también tradicio¬ 
nalista Gómez Fernández (257). 

Dueñas de Castro, con matices, apoya también la proposición de Traver (258) 
y con él coincidió Capmany, que propone un sistema análogo al derecho de exclu¬ 
siva que tenían las monarquías católicas en el cónclave (259). El tradicionalista 
Cañedo, cuyos inicios en las Cortes fueron más bien confusos, defiende que «es 
incontestable el derecho que tiene la soberanía de intervenir en los nombra¬ 
mientos de los empleos eclesiásticos» (260). 
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Por fin se aprobó el artículo del siguiente modo: «El Consejo de Regencia 
pondrá en noticia de las Cortes, antes de su publicación, la presentación que 
hiciere en ambos hemisferios de los arzobispos, obispos y prelados mitrados con 
jurisdicción episcopal o cuasi episcopal» (261). Estaba terminando el año 1810 y 
las perspectivas no eran halagüeñas para la Iglesia española. 


Lo que Dios ha unido podrán separarlo las Cortes 

Se estaba discutiendo un asunto de enorme importancia política pero muy ajeno 
a nuestro tema. La nulidad de los actos del rey prisionero (262). Y, en concreto, 
la posibilidad de que Fernando VII contrajese matrimonio a gusto de Napoleón. 

El inefable Oliveros, canónigo de la colegiata de San Isidro de Madrid, de la 
camarilla del cardenal Borbón al que animaba en 1809 a asumir la concesión de 
dispensas ante la imposibilidad de comunicar con Roma (263), manifiesta el 29 
de diciembre de 1810: 

«Puede, pues, V. M. declarar nulos los matrimonios hechos sin su consenti¬ 
miento, como un impedimento que los haga inválidos» (264). No es de extrañar 
que ante tamaña barbaridad eclesial en boca de un canónigo —otra cosa sería si 
hubiese dicho que no se reconocerá como rey al que contraiga matrimonio sin 
consentimiento de la nación, que no se reconocerá políticamente tal matrimonio 
o cualquier otra consideración de ese tipo—, consigne el Diario: «Interrumpió con 
emoción el señor Morrós. Señor, pido que se haga callar al orador. Sus proposi¬ 
ciones son contrarias al espíritu de la sana Teología. El señor Oliveros: Reclamo 
el orden, Señor; éste es un asunto que se halla tratado hasta en los libros más 
triviales. El señor Presidente: Esto se ha reservado para cuando se trate de la 
Constitución. El señor Gallego (otro eclesiástico): Si se tratase ahora, demostraría 
las verdades que ha sentado el señor Oliveros, apoyado en los cánones, no los 
apócrifos, sino los verdaderos. Sosegada la agitación que produio este incidente, 
continuó su discurso el señor Oliveros » (265). 

No insistiremos en esto que creemos, por otra parte, suficientemente claro. 
La soberanía nacional iba a permitir hasta anular matrimonios válida y canónica¬ 
mente contraídos. En el supuesto de que Fernando VII lo contrajese libremente, 
pues si faltaba esa libertad claro que sería nulo, pero no porque lo declarasen las 
Cortes. 


(261) DD, II, pág. 81. 

(262) DD, II, págs. 153 y ss. 

(263) Martí Gilabert, Francisco: La Iglesia en España durante la Revolución francesa . 
pág. 92, EUNSA, Pamplona, 1971. 

(264) DD, II, pág. 166. 

(265) DD, II, págs. 179-180. 
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Siguen siendo codiciados los bienes de la Iglesia 

El 19 de enero de 1811 el abogado mejicano Mariano Mendiola Velarde, que 
acababa de llegar a las Cortes como diputado por el cabildo de la ciudad de 
Santiago de Querétaro, pues juró el 15 de enero de 1811 (266), tras una intro¬ 
ducción llena de excusaciones que anunciaban ataques a la Iglesia —«siento que 
podrá ser la proposición dolorosa a los cabildos eclesiásticos de América, pero me 
parece justa» (267)—, propone la aplicación de una parte de los diezmos «para 
acudir a los gastos de la presente guerra» (268). 

Algunos diputados, entre ellos el liberal Villanueva (269) y el tradicionalista, 
y también mejicano, Antonio Joaquín Pérez (270) pusieron algunos reparos tras 
de los que Mendiola «protestó su buena intención y que sus palabras no se 
dirigían a rebajar en manera alguna el bien adquirido concepto que gozaban los 
eclesiásticos en España, y particularmente en América, ni menos ofender las prác¬ 
ticas y loables costumbres de la Iglesia, quedando en traer por escrito su pro¬ 
posición» (271). 

Los bienes de la Iglesia seguían siendo el fácil recurso para atender a las 
necesidades del día. Una vez descubierta la vía los liberales la seguirán hasta el 
final, aunque en estos primeros tiempos se mostrasen todavía relativamente mo¬ 
derados. 


Las Cortes contra los jesuítas 

El 9 de febrero de 1811 «fue desechada casi unánimemente» la siguiente pro¬ 
posición: «reputándose de la mayor importancia para el cultivo de las ciencias y 
para el progreso de las misiones que introducen y propagan la fe entre los indios 
infieles la restitución de los jesuítas, se concede por las Cortes para los reinos 
de América» (272). 

Pese al rechazo casi unánime , y es lástima que una vez más no conozcamos 
el resultado de la votación excepto en su sentido, creo que tiene importancia el 
que, a más de cuarenta años de la expulsión de los jesuítas, algunos siguieran 
pensando que para el cultivo de las ciencias y el progreso de las misiones convenía 
su restauración. 


(266) 

DD, 

II, pág. 401. 

(267) 

DD, 

III, pág. 

35. 

(268) 

DD, 

III, pág. 

36. 

(269) 
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III, pág. 

36. 

(270) 
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III, pág. 

36. 

(271) 
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La religiosidad de las Cortes 

Habían dado ya las Cortes muestras, sinceras o fingidas, y nosotros creemos 
que sinceras al menos en la mayoría de los diputados, de religiosidad. Se acababan 
de trasladar a Cádiz desde la Isla de León cuando el diputado gallego García 
Quintana, sin duda el personaje más extravagante del Congreso y tan contradic¬ 
torio que no podemos calificarle de tradicionalista ni de liberal, tuvo el 25 de 
febrero de 1811 la siguiente intervención: 

«La nación española, representada por V. M. ha sufrido y sufre de mucho 
tiempo a esta parte tan grandes y terribles golpes que parece que la Providencia 
los ha destinado por castigo de los gobernantes. Suplico a V. M. que me preste 
atención, pues el negocio no es para menos. Este castigo de los gobernantes se 
ha extendido, según parece, para ser azote de los pueblos; y siempre ha sido así. 
Esto la experiencia nos lo enseña. Por consecuencia, si está Dios justamente in¬ 
dignado contra los gobiernos y los pueblos, y descarga el azote de su justicia, 
¿qué medio queda sino mitigarle? Ciertamente poco podemos esperar del asilo 
que no indica ese papel que se nos ha presentado, porque no hay más asilo que 
la religión y las armas. Este es el verdadero asilo de la religión española. Y me 
parece que aquel refrán que dice: A Dios rogando y con el mazo dando , es el 
que nos conviene en el día, tanto más cuanto la moderna filosofía va arrollando 
estas máximas. Pero sean cuales fueren sus maliciosas imputaciones, convendría 
hacer mañana un procesión y penitencia pública, presidida por V. M., la Junta, 
el ayuntamiento, el clero y todo el pueblo detrás. Para esto V. M. tiene en el 
día dos consideraciones. La primera es que acaba de establecerse en esta ciudad 
y que por lo mismo vendría muy bien cualquier rasgo de religión; y la segunda 
por la época, es decir, porque estamos en carnaval, tiempo que por lo regular es 
destinado a la prostitución y a todos los excesos. Esto hago presente a V. M. para 
que si hubiera lugar me permita ponerlo a discusión» (273). 

La proposición de García Quintana no era producto de su mente inestable, sino 
que era sinceramente sentida por muchos diputados, incluso liberales. Villafañé, 
sin mostrarse contrario, intentó posponerla (274). Simón López, el más acérrimo 
defensor de la Iglesia en el Congreso, inasequible al desaliento pese a repetidas 
derrotas, apoyó de todo corazón la propuesta de García Quintana: «la fe nos enseña 
estas verdades: debemos aplacar a Dios y tener entendido que ninguna cosa nos 
saldrá bien si Dios no la bendice» (275). 

Garoz, otro diputado tradicionalista, se volcó con la propuesta: «No puedo 
menos de ruborizarme cuando oigo discutir un asunto de esta naturaleza» (276). 


(273) DD, IV, págs. 11-12. 

(274) DD, IV, pág. 12. 

(275) DD, IV, pág. 12. 

(276) DD, JV, pág. 12. 
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«Nada se puede sin el auxilio de Dios» (277). Y el diputado manchego no era 
ningún clérigo, sino un oficial de la Secretaría de Guerra. 

Mejía Lequerica, que con Arguelles era uno de los diputados que más dudas 
nos ofrecen sobre su religiosidad, comprendió enseguida que no podía oponerse 
a algo tan profundamente sentido y se limitó a apuntar alguna rebaja: «Solo quiero 
evitar los funestos efectos que podrían resultar de un celo indiscreto» (278), y 
apuntándose a lo inevitable convino «con la opinión de mis dignos compañeros 
y con lo que el señor Quintana ha dicho» (279). «Y puesto que se acerca el tiempo 
de penitencia para sancionar con sus obras este espíritu de religión que le anima, 
concurra personalmente al templo de Dios en el primer día de cuaresma, que creo 
es pasado mañana» (280). 

Villanueva, otro clérigo liberal, en estos momentos—pues antes había sido 
acérrimo absolutista (281)— se apuntó al carro del vencedor, pero también con 
alguna reserva. «¡Cuán conforme es al amor de la patria que anima al Congreso 
que para el buen éxito de esta empresa y de las demás procure tener grato al 
que manda a los vientos y al mar, que es nuestro Señor Jesucristo!» (282). Aunque, 
como dijimos, reduce lo que pedía a García Quintana, pues quiere que no asistan 
las Cortes en cuerpo a la solemnidad, «en lo cual veo algunos inconvenientes na¬ 
cidos del ceremonial y otros incidentes, sino mandando al Consejo de Regencia 
que expida las correspondientes órdenes para que en los tres días inmediatos, a 
fin de implorar la protección de Dios para todas nuestras empresas militares, se 
haga en Cádiz una rogativa general» (283). 

El tradicionalista Creus, luego obispo de Menorca, arzobispo de Tarragona y 
corregente en Urgel frente al liberalismo del Trienio, se sorprende de las reservas 
de Villanueva: «yo no hallo inconveniente en que V. M. vaya en cuerpo» (284). 

Presentadas las proposiciones de García Quintana (285) y de Villanueva (286) 
se aprobó la de este último, que con una adición de Pérez de Castro quedaba 
algo más rebajada, pero aun así es buena muestra de cuáles erán los sentimientos 
religiosos que entonces animaban a los españoles, aunque fueran liberales. 

«Que se diga al Consejo de Regencia ser la voluntad de S. M. que en los tres 
días siguientes contados desde mañana se haga una rogativa general en esta ciudad 
con el fin de implorar el auxilio de Dios así para la expedición que se emprende 
por el ejército como para las demás en que se hallan empeñadas todas nuestras 
provincias. Que a este efecto expida las Órdenes correspondientes, así al cabildo 


(277) DD, IV, pág. 12. 

(278) DD, IV, pág. 13. 

(279) DD, IV, pág. 13. 

(280) DD, IV, pág. 13. 

(281) Villanueva, Joaquín Lorenzo: Catecismo del Estado según los principios de la 
religión, Madrid, Imprenta Real, 1793. Véanse, por ejemplo, las páginas 88 y 175. 

(282) DD, IV, pág. 13. 

(283) DD, IV, págs. 13-14. 

(284) DD, IV, pág. 14. 

(285) DD, IV, pág. 14. 

(286) DD, IV, págs. 14-15. 
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de esta santa Iglesia como a la junta superior y ayuntamiento de esta ciudad. 
Esperando que el Consejo de Regencia con su ejemplo y con los medios que 
estime oportunos, estimule a todos los dependientes de los ministerios y a todo 
el pueblo a que concurran con sus oraciones a los altos fines que se ha propuesto 
S. M. en esta medida; así como el augusto Congreso procurará por su parte dar 
en este caso un auténtico testimonio de su piedad y deseos de la victoria, con¬ 
curriendo sus individuos particularmente a estos actos religiosos. 

Quedó aprobada esta proposición en todas sus partes sin más alteración que 
omitirse la palabra con su ejemplo conformándose el autor con la reflexión hecha 
por el señor Pérez de Castro, que no convenía obligar al Consejo de Regencia a 
asistir a la rogativa, pues pudieran ocurrir momentáneamente negocios de mucha 
importancia para el bien de la patria que se lo estorbasen. García Quintana, al que 
seguramente apoyó la minoría tradicionalista, había propuesto «que desde las cuatro 
de la tarde hasta las seis del día de mañana martes 26 sería conveniente que V. M. 
mismo en cuerpo diese el ejemplo con una procesión de rogativa pública en que 
precediendo las comunidades, el ayuntamiento, la junta, cabildo y tribunales supe¬ 
riores y Consejo de Regencia, V. M. cierre un acto que seguido del pueblo 
ejemplifique a la nación y mueve las piedades del Señor para nuestros alivios, o 
como mejor juzgare convenir V: M.». 

El triunfo de las tesis liberales se reducía, pues, a un pequeño detalle que 
podía parecer sin importancia, pero que la tenía. Y mucha. Todos estaban con¬ 
formes con la súplica a Dios para pedir su auxilio, pero mientras unos deseaban 
que esas rogativas fueran de la nación, otros sólo querían que fueran de sus 
individuos. , 

Los tradicionalistas proponían la participación de las Cortes en cuerpo y de la 
Regencia como tal. Los liberales sólo admitían la participación de los diputados 
como particulares. No era sólo aguar la solemnidad. Era, sobre todo, afirmar que 
las Cortes estaban por encima de todo, incluso de la religión. Y que ésta no 
debía ser honrada por tan alto organismo, que era quien debía recibir todas las 
honras. Que vayan los diputados que quieran, pero a título individual. Y la Regen¬ 
cia, como tal, que tampoco asista, no vaya a ser que mientras está en la rogativa 
ocurra algún hecho extraordinario que tenga que resolver y se hunda la patria. 

La argumentación de Pérez de Castro era ridicula. Si ocurriese tal suceso, la 
Regencia no asistiría o dejaría la rogativa para atenderlo. Pero prevaleció. Había 
que dar lá sensación al pueblo de que sus gobernantes eran religiosos. Pobres de 
ellos si el pueblo pensara que no lo eran. Pero tampoco había que pasarse. No fuera 
a crecerse la Iglesia ante ese reconocimiento institucional. En lo demás, en pedir 
el auxilio de Dios todos, o casi todos, estaban conformes. Pues, como ya hemos 
dicho, muchos de nuestros liberales eran y se sentían católicos. Prácticamente todos, 
con escasísimas excepciones. 




CAPITULO II 


PREPARANDO LA CONSTITUCION 


La plata de las Iglesias y otros bienes de las mismas 

El 28 de febrero de 1811 comenzó a discutirse el artículo 4.° de una memoria 
presentada por el ministro de Hacienda, el liberal Canga Argüelles, cuyas Refle¬ 
xiones sociales fueron impugnadas por los tradicionalistas (1) y prohibidas por la 
Inquisición y diversos obispos (2). 

La memoria del ministro (3) y el dictamen de la comisión no se refieren sólo 
a la plata de la Iglesia, sino, en general, a la de todos los españoles. Las quejas 
de egoísmo y avaricia parecen referidas a los particulares y no a los eclesiásticos o, 
por lo menos, mucho más a aquellos que a éstos. Lo que merece ser resaltado. 

El punto que se refería a la Iglesia decía así: «La comisión quisiera también 
que no hubiese el menor retraso en la entrega de la plata de las iglesias y con 
este objeto propone que V. M. se sirva nombrar una comisión de diputados ecle¬ 
siásticos que, a la mayor brevedad, forme y presente una lista de las alhajas que 
en cada iglesia consideran absolutamente necesarias para el culto, a fin de que, 
aprobada por V. M., se destinen las restantes a la salvación de la patria, remitién¬ 
dose sin demora a las tesorerías correspondientes, con lo cual se evitarán desigual¬ 
dades y aun quizá alguna arbitrariedad» (4). 

La discusión trató sobre todo de los siete primeros artículos, que no se referían 
a la Iglesia (5). Cuando se llegó al octavo, Simón López dijo «que aquel asunto 
debía encargarse a los reverendos obispos. Que S. M. no podía mandar la exacción 


(1) Reflexiones sociales o idea para la Constitución española que un patriota ofrece a los 
representantes de Cortes, por D. J. C. A., Valencia, 1811; Martí Gilabert, Francisco: La abo¬ 
lición de la Inquisición en España, pág. 73, EUNSA, Pamplona, 1975; Cerezo, Fray Luis: El 
ateísmo bajo el nombre de pacto social propuesto como idea para la Constitución española 
por D. J. C. A. Impugnación escrita por Fray Luis Cerezo, Valencia, 1811; Anónimo: Espíritu 
irreligioo de las «Reflexiones sociales » de D.J.C.A. por un miembro del pueblo de Valencia, 
Valencia, 1811; Anónimo: Juicio imparcial de la obra escrita por D.J.C.A., cuyo título es 
«Reflexiones sociales o idea para la Constitución española ». Carta de un doctor a otro, Valencia, 
1811; Alvarado: Op. cit., II, págs. 19, 216, 322, 323, 449. 

(2) Biblioteca de la Religión, IX, Madrid, 1827, págs. 200, 234, 239. 

(3) DD, IV, págs. 19, 24, 399-424. 

(4) DD, IV, pág. 55. 

(5) DD, IV, págs. 55-63. 
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de la plata de las iglesias. Que esto era contrario a los decretos de los concilios, 
a los sagrados cánones y a las leyes de nuestra monarquía» (6). 

Villanueva defiende el dictamen. Señala que se están produciendo desigual¬ 
dades en las entregas si se dejan, como hizo la Regencia, al juicio de los obispos. 
Que ha habido iglesias que han entregado mucho y otras más ricas dieron menos, 
pues las hay que piensan que para el culto necesitan tres incensarios, mientras 
otras creen que les basta uno. Por todo ello será la comisión quien diga lo que es 
preciso y lo que no. Y termina justificando la medida: «los emperadorets y los 
reves católicos, cuando se trata de salvar a su. pueblo y de conservar en él ilesa la 
religión, pueden valerse para este fin de los tesoros de la misma Iglesia, no preci¬ 
samente a su arbitrio, sino en cuanto sea necesario... Lo malo es destinar para 
usos profanos las cosas sagradas; pero no se crea que es contrario a la religión 
aplicar las alhaias sobrantes de las iglesias para la salud de la patria y para bien 
de la misma religión... Yo siento que hasta este punto se haya de llegar a dudar 
de la buena intención de V. M.» (7): 

Los argumentos de Villanueva son un puro sofisma. Nadie discutía que era 
legítima la aplicación de los tesoros de las iglesias a las necesidades de la guerra. 
Eso era admitido por todos ^ Incluso por Simón López. Oue solo postulaba que 
debían ser los obispos y no los diputados, por muy eclesiásticos qué fuesen, cmienes 
debían decidir qué objetos no eran necesarios para él culto. Las Cortés decidiendo 
si en tal iglesia debía haber un incensario o tres se parecían muchísimo al rey 
sacristán cuando fijaba el numero de velas que debían alumbrar los oficios re¬ 
ligiosos. 

Díaz Caneja y Roa apoyaron a Villanueva (8) y Pascual (9) a López, Mas los 
liberales eran mayoría y el artículo se aprobó tal y como estaba propuesto (10). 

De las intervenciones no se deduce la , menor crítica a que . la Iglesia ocultara 
la plata o rechazase el entregarla. Más bien se infiere que la dio en muchos casos 
con enorme generosidad y en otros con alguna menos, pero siempre entregando 
lo que no era necesario para el culto. Sólo puede deducirse, y ello era muy normal,, 
que hubo .iglesias que tenían criterios más. amplios y otras más estrictos sobre lo 
que era esa necesidad. Y que fue mucho más generosa la Iglesia que los simples 
particulares. 

Al día siguiente, 1 de marzo de 1811, se discutió la aplicación del producto 
de las obras pías a las necesidades de la guerra. Todo se basaba en un decreto 
del 6 de diciembre de 1809 por el que «se mandó que el producto de toda obra 
pía que ño tenga aplicación a hospitales, hospicios, casas de misericordia, educa¬ 
ción pública o escuelas dé cualquier ramo de instrucción u otros de igual utilidad 
se aplique a las urgencias del Estado» (11). 

(6) DD, IV, pág. 63. 

(7) DD, IV, pág. 63. 

(8) DD, IV, págs. 63-64. 

(9) DD, IV, pág. 64. 

(10) DD, IV, pág. 64. 

(11) DD, IV, pág. 75. 
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La propuesta del ministra era muy aceptable: «basta aquí han sido muy cortos 
los efectos de esta aplicación, porque concebida en los términos generales expresa¬ 
dos produjo tal vez equivocadas ideas y ofendió la piedad religiosa de muchos y 
propone que los M. RR. arzobispos y RR. obispos puedan conmutar temporal¬ 
mente las rentas de muchas obras pías de sus diócesis destinándolas a hospitales, 
casas de misericordia y cárceles; estando cierto que los prelados se prestarían gus¬ 
tosos a esta obra y que excitados por el Gobierno destinarían a ella muchas de las 
limosnas que distribuyen a las puertas de sus palacios» (12). 

Pese a la moderación del decreto de la Central que hemos citado, el ministro 
reconoce que se ofendió la piedad religiosa de muchos . Es fácil imaginar cómo 
habrá de sentirse esa piedad ante las verdaderas agresiones que se estaban pre¬ 
parando. 

La comisión apoyó la propuesta del ministro en el mismo tono de respeto 
y colaboración: «Que la excitación que el ministro desea haga el Gobierno se 
contraiga a manifestar a los muy reverendos arzobispos y reverendos obispos el 
interés que tiene V. M. en que se cumpla lo mandado y que espera de su celo 
por el bien de nuestra causa» en que tanta parte tiene la conservación de la 
religión de nuestros padres, dispongan y activen que los productos de las obras 
pías no exceptuadas entren en las tesorerías de ejército» (13). 

Tan prudentes consideraciones causaron la indignación de García Herreros: 
«me parece que es contra la regalía de V. M. el decir que los obispos manden. 
V. M. debe mandar» (...) «V. M. conserve sus regalías y no tengamos que ir 
a Roma cada día sin necesidad» (14). No podía expresarse mejor el pensamiento 
del liberalismo. Todo es de nuestra competencia y procederemos según nos parezca 
oportuno. 

. Antonio Joaquín Pérez defendió, la doctrina tradicional que esta vez se impuso: 
«No se deje V. M. alucinar con especies que deslumbran. V. M. para ser feliz 
no debe meter la hoz en mies ajena; al contrario, cuanto sus límites estuviesen 
más separados, tanto más feliz será; puesto que cuanto sea de la Iglesia, tanto- 
será de V. M. No me quiero extender en este principio, que todos los españoles 
saben, y que la falta de observancia ha traído tantos males y desgracias. Mucho 
más es gravar el total de las obras pías, como ahora se pretende, que pensionarlas 
a una contribución subsidiaria; y sin embargo, para esto segundo, como juez del 
subsidio que he sido en la puebla de los Angeles, puedo asegurar a V. M. que por 
nuestro católico monarca se impetraron dos breves apostólicos insertos en la ins¬ 
trucción del comisario general de Cruzada y en las reales cédulas de la materia. 
Por tanto, la comisión ha dicho bien, que esto se ponga a cargo de los prelados, 
los cuales, al menos en las circunstancias presentes de difícil recurso a la silla 
apostólica, podrían determinar lo conveniente» (15). 


(12) DD, IV, pág. 75. 

(13) DD, IV, págs. 75-76. 

(14) DD, IV, pág. 76. 

(15) DD, IV, págs. 76-77. 
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El 15 de marzo, la comisión de Hacienda informa sobre nuevos arbitrios 
propuestos por el ministro del ramo. El primero de los cuales se refería a la 
Iglesia. 

«El imponer un treinta por ciento sobre los diezmos que pertenezcan a ecle¬ 
siásticos seculares o regulares y cuarenta y cinco por ciento sobre los que corres¬ 
pondan a legos que los posean por servicios hechos a la patria y cincuenta por 
ciento si les pertenecen por compras o donaciones, esto se entiende con deducción 
del subsidio eclesiástico de galeras» (16). 

El criterio del ministro para gravar tan considerablemente los diezmos fue 
esgrimido en varias ocasiones por los liberales. La Iglesia es la que más tiene que 
perder si ganan los franceses. Luego es la que más debe contribuir. La comisión 
rechaza de plano tan arbitraria tasa de gravamen y propone la proporcionalidad 
a las rentas o haberes: «Que nada hay más contrario a la naturaleza de un tributo 
que la desigualdad y falta de proporción en los contribuyentes y que el tributo 
no debe gravar al contribuyente hasta el extremo de dejarlo sin lo necesario para 
su precisa subsistencia» (17). 

Y en el párrafo siguiente refleja con toda exactitud la contribución de la 
Iglesia a las necesidades del Estado no ya en esta circunstancia extraordinaria, sino 
de modo habitual, pues la monarquía española había venido utilizando el tan 
denostado diezmo, ciertamente con autorización de Roma, para atender a sus 
muchas necesidades. 

»V. M. conocerá a primera vista que imponer generalmente un treinta por 
ciento sobre los diezmos eclesiásticos por vía de contribución extraordinaria, sobre 
un veinticinco y más por ciento que ya paga el estado eclesiástico por cargas ordina¬ 
rias de noveno, excusado, tercias reales y otras, equivale a decir que la mayor 
parte de los eclesiásticos, quizá los más privilegiados, quedan sin la congrua nece¬ 
saria para su manutención, cosa a la verdad incompatible con el ministerio ecle¬ 
siástico» (18). 

El 21 de marzo de 1811, el diputado gallego Rodríguez Bahamonde, que 
representaba a la provincia de Tuy, propuso ampliar la disposición de los bienes 
de la Iglesia (19), suscitándose «una viva discusión. El señor Cañedo expuso que 
las vacantes de los beneficios simples y airados eras de la Iglesia y que aunque 
se destinaban a otros fines su producto siempre se habían mirado con gran respeto. 
El señor don Simón López dijo que estos bienes no estaban sujetos a la autoridad 
temporal del soberano y que para servirse de ellos era necesario un rescripto del 
romano pontífice, quien concede el uso de ellos por vía de subsidio. El señor 
Villanueva sostuvo que en esta extrema necesidad de la patria, el Congreso, como 


(16) DD, IV, pág. 230. 

(17) DD, IV, pág. 231, 

(18) DD, IV, pág. 231. 

(19) DD, IV, pág. 288. 


74 



protector de los cánones, mientras no se verificaba la celebración de un concilio 
nacional que pusiese remedio al abuso de muchos ordinarios en la inversión de 
los referidos bienes, podía aplicar a beneficio de la causa nacional la parte de 
estas vacantes que no está destinada ya por la misma Iglesia. Pues siendo estos 
sobrantes el patrimonio de los pobres, era conforme al espíritu mismo de la 
religión que en las actuales circunstancias se aplicasen a la patria, que es el pobre 
más necesitado, y de cuya libertad depende que se conserve en el reino la misma 
religión católica. Apoyó esta opinión el señor Mejía, fundando sus razones en la 
calidad del derecho, en los principios de justicia y en las circunstancias. El señor 
Ostolaza reprodujo las razones del señor don Simón López. El señor Revira, 
apelando al Congreso, al público y a la nación preguntó, ¿si en el Credo había 
alguna cosa que hiciese alusión a economatos?, añadiendo que, pues era punto de 
disciplina, no había necesidad de entrar en semejante discusión, y pidió encareci¬ 
damente al Congreso que no se volviesen a reclamar las facultades de la Iglesia, 
sino que se hiciese lo que convenía a la salvación de la patria, pues sin ella no 
había Iglesia ni facultades. Ultimamente quedó aprobada la proposición» (20) en 
cuanto a su primera parte, quedando para otro día la segunda. 

Repetimos una vez más que los tradicionalistas, que por lo menos estaban 
tan interesados como los liberales en la salvación de la patria, no se oponían a 
que la Iglesia sostuviera con sus bienes la causa nacional. Lo que además venía 
haciendo con generosas aportaciones. Sólo rechazaban que el Estado dispusiese 
de aquéllos como propios y en virtud de su autoridad. Dos clérigos, modelo de lo 
que entonces se llamaba jansenismo, justificaron la posición contraria, es decir, 
la liberal, y con argumentos que ya habíamos oído en el absolutismo monárquico 
y que son ahora reutilizados sin el menor rubor por los liberales. Cosa que no 
es de extrañar si tenemos en cuenta que algunos, por ejemplo Villanueva, fueron 
figuras destacadas en ambos partidos. 

La protección de los cánones que ahora asumía el Congreso justificaba todas 
las intromisiones. ¿Qué es eso de reclamar las facultades de la Iglesia? ¿Es que 
tiene alguna distinta de las que figuran el Credo? Basta con que el Estado diga 
quién es el pobre para que la Iglesia tenga que limitarse a entregar lo que se 
le diga. 

La intervención de Alfonso Rovira Gálvez, canónigo de la catedral de Carta¬ 
gena (21), que es emparejado por el Filósofo Rancio con Villanueva, Muñoz To¬ 
rrero y Juan Nicasio Gallego (22), en un cuarteto que nada dice en honor eclesial 
de cada uno de ellos, es la más cumplida justificación de cualquier exceso regalista. 

El 23 de marzo reclamó Rodríguez Bahamonde que continuara la discusión 
de la segunda de sus propuestas (23). Cañedo (24) y Simón López (25) repro- 
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dujeron las razones expresadas días antes. Lujan (26), Mejía (27) y Oliveros (28) 
sostuvieron las propuestas de Bahamonde. Villanueva (29) se mostró en esta oca¬ 
sión más favorable a los derechos de la Iglesia, pero de nada sirvió, pues terminó 
aprobándose la propuesta del diputado gallego (30). 

Se perpetraba así una nueva injerencia en materias eclesiales y simplemente 
por el prurito de verla sometida al Estado, pues todas estas pretensiones con que 
se la vejaba gratuitamente se hubieran conseguido solicitándolas de los obispos 
como pretendíán los tradicionalistas. Se estaba abriendo así un abismo de animad¬ 
versiones y recelos que pronto resultaría ya imposible cerrar. La responsabilidad 
recae enteramente en el partido liberal. La oposición de la Iglesia no pasó de un 
legítimo derecho de defensa ante tan repetidas e inútiles agresiones. 

A continuación pasó a discutirse la memoria del ministro de Hacienda, de la 
que hemos hecho mención, que gravaba de modo tan desorbitado los diezmos. 
Hubo tres importantes intervenciones. La de los tradicionalistas Borrull y Pascual 
y la del jefe del partido liberal Arguelles que manifestó, quizá por primera vez 
en las Cortes, si bien con calculada prudencia, hasta donde podía llegar su facción 
en las relaciones con la Iglesia. Y los liberales eran la mayoría. 

Para Borrull (31) es excesiva y sumamente injusta «la medida, pues resultará 
que las rentas decimales de los M. RR. arzobispos y obispos habrían de sufrir la 
enorme rebaja de más del ochenta y ocho y un tercio por ciento; lo que de ningún 
modo puede permitir la gran justificación de V. M., y menos en las circunstancias 
en que se propone que solo paguen el 4 por ciento los dueños de las fincas y 
censos. También será grande la carga que se impondrá a los demás eclesiásticos 
poseedores de diezmos si se les exigiera un treinta por ciento, atendidas las muchas 
que sufren, no sólo del noveno, subsidio y excusado, sino también de la décima 
de la renta de sus prebendas y otras que importan el treinta y cinco o más por 
ciento» (32). 

Pascual (33), después de declarar que «no puedo mirar con indiferencia que al 
estado eclesiástico se le intente gravar con enorme desproporción con respecto 
a los demás ciudadanos» (34), concluye pidiendo que «despreciando el proyecto 
del ministro de Hacienda se digne admitir V. M. lo propuesto por la comisión 
de Hacienda que sobre estar fundado en el inalterable principio de la igualdad 
es el más ventajoso a la patria» (35), pues, de no hacerse así, «es absolutamente 
dejar a los ministros del altar sin congrua suficiente» (36). 
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Para sostener el expolio a los eclesiásticos comienza Argüelles protestando que 
sus «sentimientos no son menos conformes a la religión que profeso» y que entra 
«en la discusión como católico apostólico romano» (37). En pocas ocasiones se 
habrá manifestado más la verdad del viejo aforismo de la excusatio non petita. 

Argüelles dice que «el impuesto para ser justo ha de ser igual y proporcionado 
entre todos los que le pagan» (38) y como la Iglesia es la que está en peligro de 
perderlo todo si vencen los franceses, es ella quien debe contribuir más, en este 
caso muchísimo más, y ello por estricta justicia. 

Esta monstruosidad jurídica es equivalente a que en la Inglaterra de la segunda 
guerra mundial se hubiera hecho el siguiente razonamiento. ¿Quiénes perderán más, 
o incluso todo, si Hitler gana la guerra? Sin duda los ingleses de raza judía. Pues 
para sostener la contienda quítesele a ellos, por vía de impuestos, prácticamente 
todo lo que tienen mientras que el resto de los ciudadanos contribuya con can¬ 
tidades moderadas y proporcionadas a sus rentas. 

Y añade otro argumento muy propio también para mantener la concordia entre 
la Iglesia y el Estado y que indica asimismo con demasiada claridad cuáles eran 
los sentimientos católicos de Argüelles: «Todo Estado debe tener gran mira¬ 
miento, como dije antes en otra ocasión, a las clases útiles y necesarias a su pros¬ 
peridad; y las que viven de su trabajo y de su industria reclaman la preferen¬ 
cia» (39). Ergo, grávense a los inútiles y no necesarios. Es decir, a los eclesiásticos. 
¿Eran o no hipócritas sus manifestaciones de catolicismo? 

Pero no son los eclesiásticos sólo inútiles e innecesarios. «Su vida no sólo 
es cómoda por lo general, sino opulenta» (40) respecto a las clases más numerosas 
del Estado, luego estas últimas ya están gravadas, por lo que ahora también será 
justo hacerlo a la Iglesia. 

Después se extiende en demostrar lo riquísimas que son algunas diócesis (41), 
lo que justificaría el cargar también sobre ellas todo lo que se quiera. Tenemos 
ya declarados los principios del anticlericalismo que más tarde harán estragos en 
nuestra patria. Al día siguiente se aprobó el dictamen de la comisión de Hacien¬ 
da (42), mucho más respetuoso con la Iglesia, pero consideramos que el discurso 
de Argüelles tuvo la mayor importancia, aunque no consiguiera en esta ocasión 
arrastrar tras él a la mayoría del partido liberal. 

El 8 de abril de 1811 se discutió si debía extenderse a América la entrega 
de la plata labrada de las iglesias. Aner apoya la extensión (43), al igual que 
Mejia (44). Antonio Joaquín Pérez está de acuerdo con la medida, pero con dos 
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iglesias» (45) y «que se excluyan de este servicio las iglesias parroquiales y las 
de los pueblos de indios para evitar las alarmas de éstos y otros graves perjuicios 
que pudieran seguirse» (46). Pérez preveía que los indios no iban a comprender 
el que desapareciese la plata de sus iglesias para ser utilizada en una guerra para 
ellos tan lejana. 

Otro americano, Guridi y Alcocer, se muestra también contrario a la exacción 
por entender que sus paisanos contribuyen de mucho mejor grado y en más can¬ 
tidad si se les pide que si se les impone (47). Por último intervino ese día Simón 
López, que «comenzó su discurso haciendo presente que no estaba en las facultades 
del Congreso el mandar la exacción de la plata de las iglesias; que semejante orden 
atraería la indignación del cielo; que era contraria a todas las leyes divinas y 
humanas; y que en caso de exigirse dicha plata se hiciera con la anuencia y por 
conducto de los RR. obispos, según lo prescrito en los concilios y sagrados cánones. 
Interrumpióle el señor Presidente advirtiéndole que estaba impugnando una orden 
aprobada por las Cortes; que éstas, al darla, tuvieron en consideración aquellas 
y muchas otras razones; que no creyeron separarse un ápice de lo que tiene prescrito 
la Iglesia; en fin, que no era aquélla la cuestión, sino si debía extenderse a la 
América la contribución de la plata labrada que se había decretado para la penínsu¬ 
la y que ciñéndose a esto precisamente, dijese su parecer. Dijo en conclusión el 
señor don Simón López que no aprobaba aquella medida» (48). 

Al día siguiente, 9 de abril, continuó la discusión. El primero en hablar 
fue el canónigo penitenciario de Guadalajara, Uría, que consideró que la medida 
«podía influir demasiado en la llama abrasadora que arde allí de la insurrec¬ 
ción» (49) y deja constancia, una vez más, de la generosidad que ha tenido la 
Iglesia en la contienda (50). 

Morales Duárez, diputado por Perú, abunda en las mismas razones (51), pues 
aquellos naturales «no habiendo visto jamás prácticas de este uso, reputan esos 
bienes como exclusivos de la divinidad, adonde no puede introducir la mano nin¬ 
guna autoridad humana. Así, cualquiera providencia extraña parecerá una novedad 
de gran sorpresa y será expuesta a murmuraciones» (52). 

Arguelles (53), naturalmente, apoya la extensión, aunque transige en las iglesias 
de los indios por «su falta de discernimiento» (54). Y añade una malévola insi¬ 
nuación: «no sería inverosímil que la plata de catedrales, monasterios o conventos 
se trasladase a las iglesias de los indios como en depósito, a fin de que participase 
de la indulgencia de asilo durante la irrupción de nuestros enemigos en la penínsu- 
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la» (55). Por tanto, el Gobierno debe vigilar, inventariar o valerse de otros medios 
proporcionados (56). 

El obispo prior de San Marcos de León se opone a la medida basándose en 
los argumentos aducidos por los liberales cuando se dictó para España. Se dijo 
entonces que había peligro cierto de que cayeran en manos del enemigo y se 
emplearan luego por los franceses contra nosotros y que además servían de cebo 
a los invasores. Evidentemente esas circunstancias no se daban en América. Exhór¬ 
tese, pues, a la generosidad de obispos y cabildos y siempre con exclusión de las 
iglesias de los indios (57). Le apoyaron Foncerrada (58), Dou (59), Ostolaza (60), 
Creus (61), Lera (62), Inca (63) y Villanueva (64). Se inclinaron por la exacción 
al igual que en España Villagómez (65), Laguna (66) y Obregón (67). 

Se aprobó al fin la extensión al otro continente de la medida con la excepción 
de las iglesias de los indios y de las puramente parroquiales, encargándose a una 
comisión de eclesiásticos que propusiese «el modo de llevar a efecto la providen¬ 
cia» (68). 

El capítulo que La Parra dedica a las Decisiones sobre los bienes y privilegios 
económicos del clero (69) está menos elaborado que los anteriores, pues se refiere 
a todas en general sin estudiar pormenorizadamente cada una de ellas. El proceso 
es calificado de «demoledor e intervencionista» (70) y, aunque reconoce que «la 
disposición de amplios sectores del clero, en los primeros años de la guerra, a 
contribuir económicamente fue magnífico» (71), su posicionamiento es sesgado y 
favorable al liberalismo. 


El Congreso oye misa 


El 5 de marzo de 1811 el presidente de las Cortes, barón de Antella, mani¬ 
festó «que una de las cosas que más lustre da al Congreso es haber jurado la 
religión católica. Que siendo costumbre de la mayor parte de las corporaciones oír 
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misa todos los días antes de ocuparse en sus funciones, cuyo ejemplo ofrecía el 
mismo Consejo de Regencia, y presentando el recinto comodidad para esto, le 
parecía de su obligación hacerlo presente, a fin de que si las Cortes aprobasen 
el que sé celebrase misa diaria para los señores diputados que quisiesen asistir 
a ella, un cuarto de hora antes de principiarse las sesiones, podría nombrarse una 
comisión de dos o tres individuos que dispusiesen lo necesario a este objeto. Apro¬ 
bóse unánimemente el pensamiento del señor presidente, quien, en su consecuen¬ 
cia nombró para la comisión a los señores obispo prior de San Marcos de León, 
Espiga y Villanueva» (72). 

Comprendemos que a la vista de hechos como éste no pocos duden del anti¬ 
clericalismo de las Cortes. Como hemos dicho, muchos de los diputados liberales 
se sentían católicos y cumplían de corazón con las prácticas de la Iglesia. El espíritu 
religioso era tan consustancial al pueblo español en la época que la Regencia y 
las Cortes hacían, de buen grado, lo que el resto de los españoles. 

El capítulo que dedicamos a los últimos días de Capmany (73) puede ser 
ilustrativo de como pensaba, á las puertas de la muerte, quien en casi todas las 
medidas sobre la Iglesia estuvo con los liberales. Tal vez no creyeran que en su 
hostigamiento a la institución eclesiástica atacaran a la religión. Hoy es difícil 
entender esto. Pero en aquellos días, Ilustración, regalismo, jansenismo, galica- 
nismo, poder temporal dél Papa, admiración papanata por la Iglesia primitiva, 
bien en los días evangélicos o bien en los visigodos, mal entendidos y peor cono¬ 
cidos, concluían en que algunos sectores minoritarios pudierán establecer esa dico¬ 
tomía. ¿O era todo hipocresía? Preferimos la interpretación benévola. 


Las prebendas vacantes y el arzobispo de Santiago, Múzquiz 

Él 28 de marzo de 1811 Rodríguez Bahamonde denuncia al arzobispo de San¬ 
tiago, Rafael de Múzquiz por haber nombrado, en contra de lo dispuesto por las 
Cortes, diversas dignidades eclesiásticas (74). A la delación del diputado gallego 
se sumó inmediatamente Argüelles, que «indicó que quizá no era sólo el arzobispo 
de Santiago el que se hallaba en este caso; que en el público se susurraba si algún 
otro prelado, más cercanos al Gobierno que el de Santiago, había hecho otro 
tanto; y que la comisión de Hacienda lo tuviese presente, para poderse tomar en 
vista de su informe las providencias debidas. Así se acordó» (75). 

El 10 de abril de 1811 la comisión eclesiástica presentó un extenso dicta¬ 
men (76) cuya primera proposición estaba formulada en los siguientes términos: 
«Que por las justas razones demostradas se provean las prebendas vacantes y que 
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vacasen en América» (77). Fue aprobada el día siguiente (78). Continuó discu¬ 
tiéndose después cómo se habían de cubrir esas prebendas, si con preferencia de 
americanos o de otro modo (79). No interesa a nuestro estudio esa discusión, salvo 
en lo extraño que resultaba ver a las Cortes ocupadas en un asunto que debería 
ser de exclusiva competencia eclesial. 

Estaba pendiente de discusión la delación hecha del arzobispo Múzquiz y el 
15 de abril se discutió el dictamen de la comisión (80), que era bastante prudente. 
Reconoce las dificultades que habría en anular por las Cortes actos propios de la 
jurisdicción eclesiástica y propone una fórmula de compensación a la Hacienda, 
más o menos discutible, en la que no vamos a entrar (81). 

Concluye con el siguiente párrafo: «La comisión opina que adoptando V. M. 
la providencia antes significada (que pague el arzobispo de sus rentas las prebendas 
para que no se vea afectado el Erario) podrá decir al Consejo de Regencia que 
informándose de la verdad del hecho disponga que se cumpla puntualmente en 
el arzobispado de Santiago lo prevenido en ella, haciendo entender a dicho arzobis¬ 
po lo muy desagradable que ha sido a V. M. su procedimiento y conducta en 
esta parte, y a este fin podrá acompañarse el expresado recurso» (82). 

Rodríguez Bahamonde rechazó de plano el dictamen de la comisión: «Si V. M. 
tuvo autoridad para decretar la que ha decretado y acaba de oír (se había leído a 
petición suya el decreto), en este caso ¿estará bien hecho lo que se haya obrado 
después en contrario? No, señor. Luego es nulo, y de consiguiente la comisión no 
ha procedido con acuerdo en su dictamen» (83). Para el abogado gallego las Cortes 
podían anular cualquier acto de la Iglesia, aunque canónicamente fuera válido. 
Si prohíbe las ordenaciones sacerdotales y un obispo ordena a un clérigo esa 
ordenación será nula. El^regalismo desmandado llega a desbarrar. Y deja ver clara¬ 
mente en qué concepto tenía a la Iglesia. 

Aner defiende el criterio de la comisión (84). A continuación interviene el 
también abogado Díaz Caneja, que representaba a León, con un durísimo dis¬ 
curso: «el dictamen de la comisión trata más bien en mi juicio de hacer que 
subsistan las provisiones hechas contra la ley y disculpar a los RR. obispos con¬ 
traventores que de imponerles las penas a que se hayan hecho acreedores» (85). 
«Si el Congreso no ha de tener bastante enrgía para hacer cumplir inviolablemente 
sus leyes, si nosotros mismos hemos de buscar especiosidades para eludirlas, en 
vano es que las dictemos» (86). 

(77) DD, V, pág. 52. 

(78) DD, V, pág. 36. 

(79) DD, V, págs. 57 y ss. 

(80) DD, V, págs. 75-76. 

(81) DD, V, pág. 76. 

(82) DD, V, pág. 76. 

(83) DD, V, pág. 76. 

(84) DD, V, págs. 76-77. 

(85) DD, V, pág. 77. 

(86) DD, V, pág. 78. 
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La comisión tuvo «acaso una excesiva contemplación y respetuosa veneración 
hacia los obispos» (87). A los que, sin duda, no se debe contemplar ni respetar. 
El mismo llega a amenazarles: «acaso no esté lejos el día en que V. M. se verá 
en la precisión de cercenar las cuantiosas rentas de los obispos» (88). Pese a todo 
lo dicho, aún intenta conciliar su opinión con el derecho canónico en una pirueta 
interpretativa que es insostenible: «Carlos IV estaba autorizado por una bula 
pontificia para hacer lo mismo que han hecho las Cortes, a quienes sin duda se 
ha transmitido la concesión de la bula» (89). Lo malo es que las dudas sobre esa 
transmisión eran tan enormes que nadie podía creer en ella. 

Cañedo sale en defensa de los derechos de la Iglesia con un discurso conci¬ 
liador (90). García Herreros (91) llega, en cambio, a los límites más desbocados 
del regalismo al hablar, con notorio desprecio, «del contagio universal de las 
opiniones ultramontanas» (92) que nada consienten «si no se abriga con alguna 
bulita de Roma» (93). Subrayaremos lo de la bulita. 

Zorraquín (94) se manifiesta de acuerdo con García Herreros, mientras que 
Ostolaza (95), Creus (96) y Pascual (97) defienden el dictamen de la comisión y 
la libertad de la Iglesia. Argüelles (98) recrimina a Ostolaza haber utilizado «la 
ironía y acrimonia más opuestas al espíritu de fraternidad y armonía que debe reinar 
en cuestiones sobre asuntos públicos y sin la cual jamás podremos conspirar al 
grandioso y sublime objeto de nuestra reunión» (99). 

Estamos en la pura hipocresía. Si hubo política carente de liberalidad, de fran¬ 
queza y de imparcialidad que se opuso con verdadera acrimonia a todo espíritu 
de fraternidad y armonía fije la de Argüelles. Ya hemos dejado constancia de ello 
y en muchas más ocasiones lo comprobaremos. Después de acusar a todos sus 
opositores y en especial al canónigo Pascual de «faltar a la misma caridad cristia¬ 
na» (100) y hacer una falsísima descripción de los Padres de la Iglesia y sus Doc¬ 
tores pretende vindicar la ortodoxia del liberalismo. 

«La doctrina de los señores preopinantes es la más conforme a la de la Iglesia 
de España en los tiempos de su mayor pureza. Está fundada en la disciplina res¬ 
petable y santa de los tiempos felices de sus triunfos. Yo la sostengo como ellos 
y no dudo tomar su voz para asegurar a V. M. que nuestros sentimientos son tan 
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católicos, nuestros principios y doctrinas tan ortodoxos como los del señor pre¬ 
opinante y demás que opinan de otro modo, sin que rehusemos tampoco hacer, 
si se ofrece, una demostración de que aquéllos no están de manera alguna en 
contradicción con nuestro proceder individual ni conducta privada» (101). 

Aunque los diputados tradicionalistas no habían puesto en duda abiertamente 
el catolicismo de los liberales se ve que este punto alarmaba a sus adversarios, pues 
de triunfar la tesis, se encontrarían descalificados ante la opinión pública. Lo hemos 
dicho ya numerosas veces. Creemos en el catolicismo subjetivo de la mayoría 
de los liberales de las Cortes y su entorno, aunque abriguemos serias dudas del 
de algunos de ellos como Argüelles, Quintana, Gallardo o Mejía. Pero no es ésa 
la cuestión. Creyeran ellos lo que creyeran, su conducta no fue la de buenos hijos 
de la Iglesia. Las bulitas de García Herreros, por citar sólo un ejemplo, son 
prueba suficiente. 

Argüelles recurre al ultramontanismo para achacarle la responsabilidad de la 
pérdida de la antigua y pura disciplina con una argumentación idéntica a la del 
regalismo absolutista. Es como si en medio de tanto cambio nada hubiera variado 
en los presupuestos ideológicos sobre la Iglesia desde los días de Campomanes. 

«La observancia de los decretos del Congreso no puede experimentar la menor 
contradicción ni morosidad» (102). Aquí está la base de todo. La Iglesia tiene 
que doblegarse a la soberanía nacional, representada por Argüelles y sus amigos, 
sin excusa ni pretexto. Ese era el quid de la cuestión. 

Tras una irrelevante intervención de Mendiola (103), en sentido liberal, se 
cerró la discusión. Se rechazó parte del dictamen de la comisión, se aprobó otra 
parte y, como Zumalacárregui comunicara que existían en la comisión algunos ante¬ 
cedentes que desconocían los diputados, en particular una exposición del arzobis¬ 
po, «se quejaron algunos señores diputados de que se acriminase su conducta 
sin haberse examinado antes aquellos antecedentes, a lo cual contestó el señor pre¬ 
sidente que no era extraño que se recelase de los procedimientos de aquel prelado, 
pues el modo con que se decía había prestado su juramento a las Cortes manifes¬ 
taba que no era muy exacto en el cumplimiento de sus decretos» (104). 

Que algunos diputados, sin duda tradicionalistas, salieran en defensa de Múz- 
quiz, aprovechando cualquier resquicio que lo permitiera, no es de extrañar. Como 
tampoco la intervención del presidente, que desde el 24 anterior lo era Muñoz 
Torrero. Aunque deja bastante que desear respecto a sus ideas liberales. Como 
el arzobispo era sospechoso bien podía condenársele sin oírle. También nos parece 
importante lo que dice Muñoz Torrero del juramento del arzobispo. Sin la reso¬ 
nancia de los de Quevedo o el marqués de Palacio parece que Múzquiz debe ser 


(101) DD, V, pág. 86. 

(102) DD, V, pág. 88 

(103) DD, V, pág. 89. 

(104) DD, V, págs. 89, 90. 
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colocado entre los renuentes, o al menos entre los reticentes, a jurar. El ejemplo 
del obispo orensano iba calando entre sus compatriotas. 

Al día siguiente, 16 de abril, se leyó el decreto presentado por la comisión 
correspondiente por el que podían ser provistas las prebendas de América (105). 


El clero contra las Cortes 

A nadie podrá extrañar que esta serie de medidas que afectaban y herían pro¬ 
fundamente a la Iglesia suscitaran protestas y reservas en los católicos. El 1 de 
abril de 1811, las Actas de las sesiones secretas de las Cortes recogen dos noticias 
que abonan esta interpretación. 

«Se leyó un papel del fiscal del Consejo Real, don Antonio Cano Manuel, en 
que delata un artículo inserto en el Apéndice a la «Gazeta de Cádiz » del jueves 
28 de marzo de 1811 y pide que, averiguado quién es el autor de él, se le mande 
comparecer en sesión pública para que manifieste en dónde se celebran los con¬ 
ventículos que forman planes infernales para arruinar la religión y derribar sus 
altares, qué personas los componen y cuáles son los que dan reglas para extinguir 
los conventos y poner teatros en su lugar» (106). 

La Gaceta de Cádiz es un periódico que ha tenido poca fortuna en la historia 
y que necesita, como los demás de la época, un estudio monográfico que clari¬ 
fique contenidos, redactores, influencias, etc. Es evidente que fue antiliberal y 
que tuvo dificultades por su ideología (107), una de las cuales fue sin duda la 
denuncia del fiscal que citamos. 

Sus responsables fueron Justo Pastor Pérez, decidido contrarrevolucionario so¬ 
bre el que hay todavía más confusión que sobre su periódico, y Manuel Freire 
Castrillón, diputado que llegó a ser encausado por el Tribunal de Cortes (108). 
Melchor Ferrer, del que ya hemos señalado sus innumerables errores, nos dice que 
Pérez publicaba sus artículos en la Gaceta del Comercio de Cádiz (109), que luego 
colaborará en El Procurador General de la Nación y del Rey (110) y que será 
en Valencia el responsable de El Lucindo (111), aunque a continuación dice que 
lo fue Ostolaza (112). Le llama Justo Pérez.Pastor. 

Ramón Solís (113) recoge el nombre de Justo Pérez Pastor y nos dice que 
escribía la Gaceta segunda extraordinaria del Comercio de Cádiz . María Cristina 
Diz-Lois, ya en una combinación surrealista, le hace autor del Diccionario Razonado 
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Manual y le llama Pastor Pérez y Freire (114). En el mismo volumen, Cristina 
Torra precisa algo la cuestión, aunque sigue confundiéndola: «Se presentó como 
autor del Diccionario Razonado un tal canónigo Ay ala. Esto debió sorprender bas¬ 
tante, porque desde su aparición se había tenido por autores del Diccionario Ra¬ 
zonado a los diputados Freire Castrillón y Pastor-Pérez» (115). Si tenemos en 
cuenta que Pastor-Pérez no parece ser un apellido, sino una composición de segun¬ 
da parte de nombre y apellido y que no era diputado se comprenderá fácilmente 
nuestra petición de estudios pormenorizados de la época. 

Vélez, que le llama Justo Pastor Pérez, nos da noticia de que acusó al Conciso 
de falta de piedad (116), fue condenado por delación del periódico liberal (117) 
y que fundó con Esteban, Hualde y Molle El Procurador General de la Nación y 
del Rey por encargo de la Regencia (118). Por último, señalemos que Alberto Gil 
Novales (119) nos dice que «El Lucindo lo publicaba en Valencia, 1814, el abso¬ 
lutista don Justo Pastor Pérez», recogiendo la noticia de Gómez Imaz (120). 

Lo importante, con serlo, no es, por supuesto, el desconocimiento sobre Pérez. 
Si traemos la cita a estas páginas es porque ya en abril de 1811 se denunciaba en 
la prensa la existencia de conventículos que forman planes para arruinar la religión. 
¿Existirían tales reuniones? Es lástima que no conozcamos más detalles sobre las 
mismas, pues si se hubieran denunciado con nombres y apellidos conoceríamos 
mucho mejor la época y a sus personajes. Pero, aun en el caso de que no hubieran 
existido, era lícito suponer, por los resultados, que existían. 

La otra noticia confirma plenamente el malestar de los católicos y, en concreto, 
del clero: «Enseguida se hizo la siguiente proposición: Que en otro oficio se diga 
al Consejo de Regencia que habiendo llegado a entender S. M. que algunos mi¬ 
nistros del altar, abusando de su santo ministerio, declaman en los pulpitos contra 
varios decretos de las Cortes, quiere S. M. que S. A. proceda con la mayor acti¬ 
vidad y energía a tomar las correspondientes providencias para cortar tamaño desor¬ 
den. Se aprobó también a pluralidad la anterior proposición» (121). 

No eran comentarios privados o hechos desde el secreto del confesonario. Desde 
los mismos pulpitos se declamaba contra las Cortes. La guerra civil se estaba 
incubando. Y la responsabilidad recaía mucho más en el bando de los atacantes 
que en el de los que se defendían de tales ataques. 


(114) Diz-Lois: Fr. Francisco..., pág. 134. 

(115) Torra, Cristina: «Bartolomé José Gallardo y el Diccionario crítico burlesco», en 
Estudios sobre Cortes de Cádiz, pág. 280, Universidad de Navarra, Pamplona, 1967. 

(116) Vélez: Apología..., I, pág. 123. 

(117) Vélez: Apología, I, págs. 123-124. 

(118) Vélez: Apología..., I, pág. 187. 

(119) Gil Novales, Alberto: Estudio preliminar a Romero Alpuente, Juan: Historia de 
la Revolución española y otros escritos, I, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1989, 
XXXIV. 

(120) Gómez Imaz, M.: Los periódicos durante la guerra de la Independencia, pág. 204, 
Madrid, 1910. 

(121) ASS, pág. 237. 
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Una Iglesia de torturas y mazmorras 

Ya hemos visto que la Iglesia era ultramontana, opulenta, tacaña y algunas 
cosas más. Todo ello según católicos celosísimos que sólo se proponían vestir a su 
santa madre con los impolutos ropajes de los tiempos godos. Pero convenía, para 
marcar más el contraste en un grabado verdaderamente goyesco, mostrar los horro¬ 
res de esa Iglesia que incomprensiblemente y sólo por obra de la ignorancia y la 
superstición, tenía aherrojados a sus mejores hijos en pútridas mazmorras con grillos 
y tormentos. 

Y, ¿cómo no?, fue el catolicísimo Arguelles el encargado de la denuncia que, 
era de esperar, abriría de una vez por todas los ojos de los españoles. El 3 de mayo 
de 1811 vistió su oratoria de los mejores ropajes y pronunció la siguiente oración: 

«Señor, deseo hacer una proposición relativa a la averiguación de un hecho 
que si es cierto, el decoro nacional, el honor del Congreso y del establecimiento 
mismo a quien más ofende, reclama su castigo ejemplar. Cuando se me anunció, 
excitó en mí la risa y el desprecio, y le califiqué de cuento sacado de algún romance 
o conseja de viejas; mas la persona que me lo refería era demasiado respetable 
para que, al ver que insistía con ahínco en su certeza, no llamase toda mi atención. 
Me acerqué a tomar informes, y después de haber adquirido por mí mismo las 
noticias más auténticas, hallé un caso atroz y bárbaro que me llenó de horror. 
Un religioso encerrado por espacio de once o más años, bajo de pretextos de 
demencia, sin comunicación, privado de la luz y demás auxilios que son indispen¬ 
sables para recobrarse de una dolencia tan lastimosa, más parece un malhechor 
castigado inhumanamente de su orden, que un desgraciado que experimenta un 
desconcierto en sus facultades intelectuales. El misterio, la reserva y exquisito cui¬ 
dado con que se le custodiaba, contrastan demasiado con la situación de un 
demente para quien hay en todas partes establecimientos públicos en que recluirle; 
cuyo estado no debe ignorar el Gobierno, cuando llega a estar en extremo seme¬ 
jante. Yo no dudo de su locura; pero resta saber si ha sido el origen de su 
encierro o más bien el resultado de su situación. De todas suertes es inhumano el 
trato que se le ha dado. Este exige una averiguación, para que se justifiquen sus 
mismos compañeros, o se haga un ejemplar castigo por un atentado contra todas 
las leyes, contra los decretos de V. M., contra la santidad misma de la religión, 
contra todos los principios que la han dirigido en la abolición del tormento, en 
las reformas para evitar prisiones arbitrarias... En una palabra, desde el 24 de 
septiembre no es ya España el país donde pueden cometerse injustamente seme¬ 
jantes brutalidades». 

Y ésta era la proposición que formulaba: «Que el Consejo de Regencia remita 
a las Cortes sin pérdida de momento una exposición individual, sin omitir en ella 
circunstancia alguna, por leve que parezca, sobre lo ocurrido en la noche del 
primero del corriente en el convento del PP. Dominicos de esta ciudad, en donde 


86 





se descubrió emparedado el religioso Fr. Diego Chacón. Y mientras S. M. acuerda 
lo conveniente en tan inaudito caso, el Consejo de Regencia tome bajo su inme¬ 
diata protección al expresado religioso, y disponiendo que se le custodie con todo 
cuidado y diligencia para que por ningún pretexto experimente su persona la menor 
vejación, aunque se halle en el día en estado de demencia, quedando responsable 
de su seguridad y buen trato el sujeto o autoridad que S. A. comisione a este 
objeto» (122). 

El cuadro no podía ser más patético —estaba ya configurado el guión de una 
novela romántica—, con emparedado y todo. No faltaban las malévolas insinua¬ 
ciones tan caras a Argüelles: ¿estaba loco cuando se le encerró o lo resultó a 
consecuencias del emparedamiento? Las órdenes religiosas, en particular la domi¬ 
nicana, no podían quedar peor. Y de paso la Iglesia. La caridad no existía. Ni si¬ 
quiera la humanidad. Menos mal que desde el 24 de septiembre del año anterior 
España, gracias al liberalismo, iba a borrar todas esas monstruosidades que sin duda 
no ocurrían en los felices tiempos godos... Un diputado Martín, que debe ser 
Samartín, advirtió que el fraile estaba encerrado, no emparedado, por ser loco 
furioso y que sobraba la proposición (123). Pero no se podía desaprovechar seme¬ 
jante ocasión. Insistió Argüelles: «yo me constituyo responsable de los hechos 
que he indicado» (124). Y se aprobó la propuesta con alguna corrección de es¬ 
tilo (125). 

Al día siguiente, 4 de mayo, se leyó una representación del prior de Santo Do¬ 
mingo dando cuenta de los pormenores del caso. Pedía, además, que se publicara 
en el Diario (126). El día 6, el ministro de Gracia y Justicia informó a las Cortes 

de lo que había ocurrido el 1 de mayo en el convento de los dominicos (127) y 

de que se había encargado al cardenal de Toledo «una información circunstanciada 
sobre este asunto» (128). Remitía asimismo copia del parte que el gobernador 
de Cádiz, conde de Noroña, le había dado, que era bastante truculenta (129). 

El oficio del gobernador de Cádiz, tan semejante a la intervención de Argüelles 

como para permitir alguna inteligencia entre ambos, merece algún comentario. 
Nada diremos por ahora sobre los hechos descritos. Pero sí sobre el lenguaje. 
El colchón estaba sobre el duro suelo. Como si los hubiera mullidos y blandos. 
El fraile estaba desnudo. Aunque vestía camisa. Y todo hacía suponer, con un 
ojo clínico realmente notable en un militar, que había enloquecido en su encierro. 
Con lo que aparecían malísimos los dominicos encerrando a un joven sano no 
se sabe por qué misteriosos odios. ¿Sería tal vez un hereje? 

Lo que no tiene explicación alguna fue el enviar la tropa en la comisión inda¬ 
gatoria cuando el mismo gobernador, o cualquier oficial, pudo haber desempe- 

(122) DD, V, págs. 304, 305. 

(123) DD, V, pág. 305. 

(124) DD, V, pág. 305. 

(125) DD, V, pág. 306. 

(126) DD, V, pág. 325. 

(127) DD, V, págs. 353-355. 

(128) DD, V, pág. 353. 

(129) DD, V, págs. 353-355. 
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ñado sin escándalo el cometido. ¿Serían ciertos los conciliábulos que denunciaba 
la «Gazeta de Cádiz»? 

El 25 de mayo, el cardenal Borbon remite un extenso informe en cumplimien¬ 
to de lo encomendado (130). Explica cómo recibió testimonio del prior y de tres 
religiosos ancianos que llevaban más de doce años en el convento, y del mismo 
Chacón. Que envió a inspeccionar el lugar de la reclusión, solicitando también el 
testimonio de la conducta del fraile en el hospicio y de «los religiosos y médicos 
que asistieron a la consulta, celebrada algunos años hace, en la cual se había 
declarado que Fr. Diego Chacón no podía recibir el orden del diaconado» (131). 

Con gran circunspección y delicadeza desvirtúa el informe de Norofia: «es 
exacto en cuanto refiere hechos, pero hay algo de exageración cuando desahoga la 
sensibilidad de su corazón, no porque haya falta de verdad en sus expresiones, 
sino de exactitud y propiedad atendidas todas las circunstancias» (132). 

Chacón estuvo en otras celdas, incluso con períodos de libertad. Intentó matar 
a su progenitor y hubo que dar la extremaunción a una anciana a la que alcanzó 
de una pedrada. En el convento cometió otra serie de tropelías que impusieran su 
encierro. Reconoce que en éste se le limpiaba poco «por el miedo de los malos 
tratamientos que hacía el paciente». 

El infeliz clérigo > que tantas muestras de alegría y agradecimiento mostraba 
al ser conducido al hospicio, fue colocado en un aposento donde permaneció quieto 
hasta la hora del desayuno; se le notó en esta ocasión que paseaba hablando solo. 
Al entrar el maestre de aquel departamento con el desayuno, fue acometido y 
arrojado al suelo por el religioso, y otro tanto sucedió a un asistente que llevaba 
en su compañía. Salió de aquella habitación y costó mucho trabajo para reducirlo 
y sujetarlo, en cuyas operaciones quedaron heridos levemente el religioso y el 
asistente que procuraba sujetarle. Puesto en sujeción con una cadena, arrojó los 
platos en que le llevaron la comida al mismo que se la servía». 

Estuvo algún tiempo tranquilo hasta que el día 6 «se arrojó furioso al sir¬ 
viente y fue necesario sujetarle con un pie en el cepo. Su furia ha continuado 
hasta el día 10, y el desorden en su conversación y acciones hasta el día 14 y no 
han creído prudente aliviarle la molestia del cepo». 

No vale la pena seguir. Se trataba de un loco furioso que cambió el encierro 
por el cepo y las cadenas porque no podía estar de otro modo sin peligro. Y el 
cardenal Borbon no era, bien lo sabemos, un enemigo de las Cortes y del libe¬ 
ralismo, sino su obsequioso servidor. 

Si nos hemos ocupado de esta anécdota triste es porque se intentó hacer de 
ella piedra arrojadiza contra la Iglesia y las órdenes religiosas. Parece mentira que 
estos sucesos domésticos e intrascendentes pudieran ocupar la atención de las Cor¬ 
tes. Pero así era. 

No concluyó todo con el informe del cardenal. Siguió una discusión parlamen¬ 
taria que ocupó buena parte del día 25 de mayo. Creus hizo ver «cuántas veces 

(130) DD, VI, págs. 78-81. 

(131) DD, VI, pág. 78. 

(132) DD, VI, pág. 78. 
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se habla de algunos particulares equivocadamente» (133). Samartín pidió que se 
declarase «que la comunidad de Santo Domingo no ha sido reprensible en su pro¬ 
ceder» (134), lo menos que se podía hacer para restituir una fama tan escandalo¬ 
samente menoscabada. Díaz Caneja aún insistió en el mal estado del cuarto de 
Chacón y en que la conducta del prior no «ha sido perfectamente justa» (135). 
Como si lo hubiese sido la de Noroña o la de Argüelles. 

Salió también Morros por los fueros de los dominicos, señalando que era peor 
la condición del fraile en el hospicio con cepos y cadenas, por lo que pidió se le 
volviera al convento (136). Gallego opina que no ha lugar ni para la respon¬ 
sabilidad ni para el elogio (137). José Martínez reivindica a los dominicos (138). 
Lera pide responsabilidades al gobernador (139). Se aprobó al fin una proposición 
de Aner que vergonzosamente devolvía la fama a los dominicos (140). Argüelles, 
cuya responsabilidad comprometida nadie exigió, no quedó satisfecho y el 26, 
alegando que el día anterior no estaba presente en el Congreso, trató de justifi¬ 
carse de «alguna imputación de ligero en la materia» (141). Fue uno de los 
mayores deslices en su vida parlamentaria al que le llevó su sectarismo anticató¬ 
lico que le privaba del mínimo de prudencia exigible a todo parlamentario (142). 


Más sobre la plata de las iglesias 


El 3 de mayo, el mismo día en que Argüelles intentaba levantar el escándalo 
Chacón que al fin quedaría en agua de borrajas, la comisión eclesiástica presentó 
su dictamen sobre qué objetos eran necesarios al culto y cuáles podían emplearse 
en la guerra contra el francés (143). «Conoce la comisión que no es esencial para 
el culto el uso del oro y la plata; pero se persuade a que desazonaría mucho a 
los pueblos ver introducidos otros metales en las alhajas de sus iglesias, que vio 
siempre fabricadas en aquellas materias preciosas (144). 

Efectivamente puede haber culto, y de hecho lo hubo, sin oro ni plata. Era 
cierto también que el pueblo se desazonaría mucho al ver relegados esos metales 
que creía los más adecuados para rendir culto a la divinidad. Cierto asimismo que 
los bienes de la Iglesia eran, por voluntad del mismo Cristo, el patrimonio de los 
pobres y en ellos se invirtieron cuando circunstancias especialmente graves lo acon¬ 
sejaron. Los mismos cánones preveían esa aplicación. La diferencia, radical, entre 
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tradicionalistas y liberales estaba en que para los primeros eran cosa distinta los 
cánones y los decretos de las Cortes, mientras que para los segundos valían lo 
mismo. 

La Iglesia podía y debía aplicar sus tesoros, sobre todo los que no eran estric¬ 
tamente necesarios al culto, a la importantísima tarea de la salvación de la patria, 
que era al mismo tiempo, o al menos así lo creían la inmensa mayoría de los 
españoles, la pervivenica de la religión. Los tradicionalistas no pensaban de otra 
manera. Sólo sostenían que era la misma Iglesia la que podía disponer de esos 
bienes y en la forma que le pareciera conveniente. Ella debía, por tanto, declarar 
lo que era necesario para que el culto continuara celebrándose con el decoro 
propio de aquellos actos. Lo que además venía impuesto por la voluntad de los 
católicos españoles. Cuando, por otra parte, esa Iglesia estaba dando muestras de 
una generosidad sin límites, la pretensión de las Cortes de disponer por su propia 
autoridad de los bienes de la Iglesia, de decir cuáles se debían aplicar al culto, 
pudiendo cada iglesia parroquial disponer de un cáliz de oro y dos de plata y cada 
catedral de seis candelabros y dos incensarios o viceversa, tal y como pretendían 
los liberales, y todo en virtud del recién proclamado principio de la soberanía 
popular, era una injerencia en la libertad de la Iglesia que los tradicionalistas 
rechazaban. 

Por esta vez la comisión coincidió con ellos y dictaminó que era a los obispos 
a quienes correspondía declarar qué objetos eran necesarios al culto y cuáles podían 
ser aplicados a las urgencias del día (145). Advirtiendo que no se habían reunido 
las Cortes «para trastornar los cánones y las leyes». 

Forzoso era que tan templada y canónica opinión no agradase a los liberales. 
El primero en intervenir fue Aner, de quien hemos dicho que era mucho más 
conservador que tradicionalista, y en esta ocasión se alineó con el liberalismo (146). 
Laguna quiere la plata sin más consideraciones (147). García Herreros se mos¬ 
trará una vez más ultrarregalista (148) y cree que la comisión inculca «demasiado 
la autoridad que por los cánones corresponde a los RR. obispos sobre los bienes 
de la Iglesia» (149), sosteniendo el derecho del Estado a disponer a su voluntad 
de ellos como, según él, se había hecho siempre en España cuando los reyes lo 
necesitaron (150). Mejía Lequerica, en un breve discurso, apoyó totalmente a García 
Herreros (151). 

Terrero sentó la doctrina tradicional en un discurso directo y agresivo: «Señor: 
la cláusula estampada en el dictamen de la comisión es justísima, como deja de 
serlo la reclamación en su contra. Dice que V. M. no debe ingerir en truncar 
cánones. Pregunto, ¿acaso hay algún católico en el mundo que pueda contrarrestar 
esta verdad? Haciéndose mención con el objeto de la discusión presente de las 
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facultades del soberano, se asegura que la tiene para ingerirse en los bienes de la 
Iglesia inconsulto episcopo y esto se asegura como una verdad incontrastable y yo 
aseguro a V. M. que es una falsedad también incontrastable. Acuerdóme en este 
caso y en este momento de una relación que trae Valerio Máximo hablando de 
Dionisio el Siracusano. Dice que entró éste en un templo y que observó a Júpiter 
que tenía una faja aurea de que estaba ceñido, y que dijo: esta faja para el invierno 
es fría y para el verano es demasiado pesada; con que venga acá. Vio después a 
Apolo que tenía unas barbas de oro muy largas y ensortijadas, y exclamó: ¿Apolo 
con barbas y sin ellas su padre Esculapio ?, vengan acá las barbas. Y añade que 
hasta los mismos paganos se estremecieron de tan escandalosa conducta, y que 
aquel rey murió en el mar por justo castigo de los dioses... Paréceme poco más 
o menos igual la doctrina que se trata de introducir aquí (se le interrumpió). Esto 
lo digo salva la mente del señor preopinante. Hablo con respecto a la doctrina 
que suena, pero sin hacer mención de nadie en particular. Decía que a corta dife¬ 
rencia parece semejante la doctrina, la razón; los bienes que la Iglesia posee, los 
posee en propiedad por desprendimiento generoso del pueblo fiel que se los otorga 
para el culto y. homenaje a Dios y sustento de sus ministros; y sea cual fuere la 
autoridad que se los apropia, y sean los que fueren los usos a que se destinen, 
es una usurpación, como lo fue la de la viña que usurpó Nabot porque así se le 
antojó, siendo así que era monarca. El mismo derecho tiene la Iglesia sobre sus 
bienes que cada ciudadano sobre los que posee. Enhorabuena que abundando la 
Iglesia de tesoros, si acaso abunda, así como los demás miembros del Estado deben 
contribuir, contribuya también ésta; pero ¿de qué modo? Por el canal que insinúa 
la misma comisión, por los prelados de la misma Iglesia, que son sus administra¬ 
dores. En fin, esto es eterno, por lo cual pido que se señale día para su discusión 
y para entonces pido la palabra toda la mañana. Entre tanto apruebo el dictamen 
de la comisión» (152). 

También se mostró de acuerdo el obispo de Mallorca con la comisión (153), 
en un tono mesurado y tras él tomó la palabra Arguelles en un estilo muy ha¬ 
bitual en él. Parece que comienza dando la razón a sus adversarios —«tengo muy 
poco que añadir a lo dicho por el señor obispo de Mallorca...» (154)— para luego 
asumir posiciones no ya levemente discrepantes, sino abiertamente contrarias. 

«La inmunidad eclesiástica la respeta V. M. en todo lo que es compatible con 
el bien del Estado» (155). Cuando el bien del Estado, o lo que los liberales digan 
que es el bien del Estado, no pueda compatibilizarse con la libertad de la Iglesia 
o con sus bienes, la Iglesia perderá una y otros. «Respete V. M. la inmunidad 
eclesiástica en cuanto sea compatible con la seguridad de la Iglesia y la de V. M. 
Consérvesela enhorabuena V. M., pero en tan urgentes y tristes circunstancias como 
se halla el Estado, no puede menos V. M. de echar mano de sus bienes» (156). 
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Tras una breve puntualización del obispo de Mallorca (157), el diputado tra- 
dicionalista sevillano Rodríguez de la Bárcena pronunció un largo discurso en de¬ 
fensa de la comisión (158) del que sólo recogeremos un párrafo: «Jesucristo, autor 
de la sociedad y de la Iglesia, estableció dos potestades supremas, soberanas, inde¬ 
pendientes absolutamente la una de la otra, éste es un dogma. Debemos adorar 
a Dios con un culto exterior; éste es otro dogma. Determinar y arreglar el modo 
y manera de este culto pertenece exclusivamente a la potestad espiritual; ésta es 
una verdad incontestable. El aparato exterior de las alhajas y riqueza con que se 
da este culto está bajo la inspección y administración de los obispos; ésta es la 
terminante doctrina de los cánones. Emplear estas mismas alhajas y riquezas en 
ocurrir a las urgencias de la patria y aun de los particulares extremadamente nece¬ 
sitados es un destino justo, santo y conforme a la verdadera religión. Así lo cree 
cualquier eclesiástico que está poseído de las sólidas máximas que animan al clero 
de España» (159). 

Zorraquín expone una vez más los criterios liberales contrarios (160) y a con¬ 
tinuación «se procedió a la votación, de la que resultó aprobado el dictamen de 
la comisión» (161). Evidentemente no quedaron satisfechos quienes se sentían no 
sólo padres de la patria, sino también de la Iglesia, por lo que Zorraquín hizo 
la siguiente proposición: «Que en el tiempo que señale V. M. se le dé aviso de la 
plata que se haya entregado y de la que reste de cada iglesia» (162). 

Le pareció a Llaneras que «esta proposición supone que V. M. no tiene con¬ 
fianza de los prelados. ¿Por ventura V. M. ha pedido nota de la plata que queda a 
los particulares? ¿Con qué V. M. desconfía menos de éstos que de los obispos? 
Me opongo, pues, a esa proposición» (163). La protesta contra ese inventario que 
se pretendía de los bienes de la Iglesia, amenazador de ulteriores rapiñas y sin 
justificación alguna no sirvió de nada, pues tras un breve debate se aprobó la 
proposición de Zorraquín (164). 


Primeras escaramuzas sobre la Inquisición 


El 19 de mayo de 1811 tienen conocimiento las Cortes de la orden comunicada 
por el ministro de Gracia y Justicia a tres consejeros del Supremo de la Inqui¬ 
sición por la que les expresaba la extrañeza de la Regencia porque hubieran pro¬ 
cedido a reunirse en forma de Consejo sin que hubieran decidido las Cortes nada 
al respecto, por lo que debían abstenerse de nuevas reuniones y de intentar ejer¬ 
cer sus funciones hasta que el Congreso tomara la resolución oportuna (165). 
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Riesco salió en defensa de los consejeros (166), pero «interrumpióle el señor 
presidente proponiendo que este negocio debía pasar a la comisión especial nom¬ 
brada en la sesión anterior. Lo cual pareció bien al Congreso y así quedó acor¬ 
dado» (167). 

Los señoríos jurisdiccionales 

No entraremos en el análisis del extenso debate que tuvo lugar a causa de los 
señoríos. Suponía una notabilísima variación de la estructura social de España y 
en esta ocasión los liberales sostenían lo que venía impuesto por los tiempos mo¬ 
dernos, pues los señoríos eran una reliquia medieval sin justificación en el siglo xix. 

La Iglesia era titular de muchos de esos señoríos, que disfrutaba pacíficamente, 
y ciertamente le iba a afectar la medida. Pero lo cierto es que la Iglesia no estuvo 
directamente en el punto de mira de los diputados liberales, salvo en algunas in¬ 
tervenciones como la de Díaz Canéja del 9 de junio de 1811 en la que, tras 
haberse referido a su origen en el «capricho de los reyes» (168) dice que «la piedad 
de los reyes ha sido otra causa poderosa de mercedes de señoríos con que agra¬ 
ciaron a conventos, cabildos y otras corporaciones eclesiásticas» (169). «El deseo de 
redimir por este estilo sus pecados, y el de establecer aniversarios y sufragios per¬ 
petuos por su alma y la de la reina, según se explican casi todos los privilegios 
de esta especie, les hicieron prodigar a manos llenas los bienes de la nación. Mas 
si las donaciones hechas a seglares deben declararse nulas como contrarias a la 
razón y la ley, ¿con cuánto mayor motivo deberán serlo las hechas a los ecle¬ 
siásticos, en los que concurre además incompatibilidad de su parte para reci¬ 
bir?» (170). 

En la misma línea registramos la intervención de Golfín del 12 de junio (171): 
«¿Por qué trastorno de todos los principios se dieron a los conventos de frailes 
y aun de monjas el señorío de unos hombres en cuyo favor nada hicieron ni podían 
hacer sin faltar al objeto de su instituto?» (172). 

El día 15 Ros denunció «la especiosa excepción indicada a V. M. por uno 
de los señores preopinantes que propuso que no debía restituirse el precio de los 
bienes reversibles que poseyeran las corporaciones, pero sí el de los que poseyeran 
las familias» (173). No es preciso indicar contra quién iba la medida. Una vez 
más a la Iglesia era lícito despojarla de cualquier cosa. Es como si sus bienes 
sólo estuvieran para eso. 
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No hubo por parte de la Iglesia una frontal oposición a la medida. Incluso 
el obispo de Mallorca se pronunció contra los señoríos (174). Eran un vestigio 
de los días feudales que tenía que desaparecer y lo deseable era dar con el modo 
de hacerlo que produjera menos heridas. El 1 de julio, tras un mes de discusiones, 
se aprueba la primera de las proposiciones de García Herreros contra los señoríos 
por ciento veintiocho votos contra dieciséis (175). Las restantes tuvieron resultados 
aún más favorables (176), excepto la cuarta, que no se aprobó (177), y la sexta 
que fue retirada por el diputado (178). 


Muestras externas de religiosidad 

Las Cortes, entre tanto, seguían dando abundantes muestras de religiosidad 
externa, generalmente a propuesta de diputados tradicionalistas. Entre los varios 
ejemplos que podríamos enumerar citamos como muestra la proposición de Garoz 
del 1 de mayo de 1811: «que se hicieran rogativas públicas o privadas para el 
feliz éxito de nuestras armas» (179), que no se admitió a discusión «por haber 
las Cortes tomado ya las debidas providencias» (180), o la orden que se comunicó 
a la Regencia el 11 de junio relativa a la procesión del Corpus (181). 

Desdevises (182), al que preferimos seguir, pues nadie le tachará de ultra¬ 
montano, nos dice que «una procesión española no era un simple desfile de clérigos 
y fieles colocados en dos filas, salmodiando himnos y cánticos desacompasadamen¬ 
te; era una auténtica fiesta popular, un cortejo triunfal, pintoresco y dramático 
hasta la exageración». Y si eso ocurría casi con cualquier procesión de las miles 
que tenían lugar, «la fiesta del Corpus se celebraba con singular magnificencia; 
en Madrid, el rey y la grandeza seguían la custodia a pie. En las provincias, los 
capitanes generales, magistrados de chancillerías y audiencias, corregidores y ayunta¬ 
mientos tenían como un honor figurar en la procesión, y contribuían de su bolsillo 
a los gastos de la ceremonia» (183). 

Era la más solemne expresión del régimen de Cristiandad imperante. Las auto¬ 
ridades y el pueblo rendían al más excelso misterio de la religión adoración pública 
y oficial. Si tuviéramos que calificar un acto religioso de ejemplo arquetípico de 
nacionalcatolicismo , ése era sin duda la procesión del Corpus. Allí acudía toda la 
sociedad, pero no a título individual, sino jerarquizada y estamentalizada. El rey y 
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la Corte, con sus mejores galas y a pie, si la procesión se celebraba donde estuviere 
la real persona, la Iglesia con sus más suntuosos ropajes,, el ejército, las Audiencias 
y Chancillerías, los Ayuntamientos en corporación, los gremios, las cofradías, el 
clero secular y regular en interminables filas si la población era grande. Por la 
fecha de la celebración era un día de luz, de color y de olor. El incienso quemado 
se mezclaba con las plantas aromáticas que eran holladas al paso de la comitiva. 
El actual Corpus toledano, tan menoscabado en los últimos tiempos, es un simple 
recuerdo de lo que fue aquel día en toda España. 

En Cádiz las Cortes no podían hurtar su presencia, pues hubiera sido un 
escándalo inadmisible. Pero es que, además, ninguno de los diputados, salvo con- 
tadísimas excepciones, y nos referimos claro está a los liberales, pues entre los 
tiadicionalistas no había excepción alguna, rehusaban su asistencia. 


Una frase lapidaría de Antonio Joaquín Pérez 

Antonio Joaquín Pérez y Martínez Robles era un canónigo mejicano que militó 
siempre en las files tradicionales. En las Cortes siguientes será uno de los persas 
y Fernando VII le nombrará a su regreso obispo de Puebla. 

Blanco White nos dejó de él un venenoso retrato, con concubina incluida (184), 
que debemos acoger con muchísimas reservas. Según el clérigo apóstata era «per¬ 
sona a quien sus compañeros odiaban cordialmente» (185), lo que se compadece 
mal con que le elijan presidente de las Cortes el 24 de enero de 1811 (186), vice¬ 
presidente de las ordinarias el 16 de enero de 1814 (187) y presidente, de nuevo, 
el 16 de febrero de 1814 (188). Volverá a ser elegido vicepresidente el 1 de abril 
de 1814 (189) y, por tercera vez, presidente el 1 de mayo de 1814 (190), con lo 
que será el último presidente de las Cortes. Si era tan generalmente odiado no se 
comprende tanta reelección. 

Se estaba discutiendo el 20 de junio de 1811 la dotación de los curas de 
indios (191) cuando Pérez, en una breve intervención, planteó con toda precisión 
el problema: «Ya he dicho a V. M. antes de ahora, y lo repito, que si V. M. pide 
al estado eclesiástico la capa, le dará la camisa; pero todo está en el modo de 
pedirlo» (192). Como refleja exactamente nuestra tesis no insistiremos más en ello. 
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Se consigue conceder una prebenda 

La cuestión tiene muy poca importancia y si la traemos a colación es por 
reflejar una derrota liberal aun en los días en que su mayoría era absoluta. 

Había un clérigo guerrillero en el Principado de Cataluña que se había dis¬ 
tinguido por sus servicios militares a la causa nacional. Debía ser más que un 
cura de misa y olla, pues había alcanzado un doctorado (193). Por sus acciones 
ante el enemigo logró los entorchados de brigadier y la Regencia proponía a las 
Cortes que, pese al soberano decreto del 1 de diciembre de 1810 se le contiriese 
la dignidad de Maestrescuela de la catedral de Vich, lo que le aseguraría «un 
retiro decoroso propio de su carrera y estado para una época en que indispensa¬ 
blemente debería renunciar a las honras y distinciones puramente militares con 
que se le ha condecorado, por ser incompatibles en otras circunstancias que las 
actuales con su ministerio» (194). 

El 28 de julio de 1811 los diputados tradicionalistas se pronunciaron en favor 
del nombramiento (195), apoyándoles algunos liberales (196), con lo que la vic¬ 
toria quedó asegurada pese a la cerrada oposición de Argüelles, Morales Gallego, 
García Herreros y Zorraquín (197). 


Los bienes de las obras pías 


El 2 de agosto de 18 í 1 se presentó el dictamen e instrucción de las comisiones 
Eclesiástica y de Hacienda sobre la aplicación de las rentas de obras pías y patro¬ 
natos de Cádiz a los hospitales militares (198). 

Salvo la ya tantas veces mencionada disposición, como si fueran propios, de 
los bienes de la Iglesia, la propuesta era moderada y encomendada «al eminentí¬ 
simo cardenal arzobispo de Toledo, como visitador apostólico de regulares y al 
vicario capitular y gobernador de esta diócesis, que procedan desde luego, el pri¬ 
mero en uso de su delegación apostólica y el segundo en el de la jurisdicción 
ordinaria que le asiste» (199). Y deducía, además, algunas cargas que pesaban sobre 
esos bienes, como sufragios y gastos de conservación (200). 

La oposición de Simón López fue rotunda, repitiendo argumentos que ya había 
expuesto varias veces: «Se opuso a todo el reglamento y a cada uno de sus ar¬ 
tículos. Dijo que no tenía el Congreso autoridad para tratar de semejantes asuntos; 
que los poderes que habían dado los pueblos a sus representantes se limitaban 
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sólo a los negocios civiles y políticos, pero no se extendían a los eclesiásticos; y 
que aunque se los hubieran otorgado para estos asuntos, serían absolutamente 
nulos, puesto que el pueblo no puede mezclarse en cosas que no le pertenecen 
y que son indudablemente privativas de la autoridad eclesiástica. Hizo presente 
que aun en los tiempos en que los reyes ejercían una autoridad sin límites, en 
que no se conocía la libertad del hombre, en que gemía la nación bajo el yugo 
de la arbitrariedad y despotismo, jamás se atrevieron aquellos soberanos a poner 
sus manos en cosas tan sagradas, recurriendo siempre al sumo pontífice para la 
debida autorización. Añadió que los mismos pontífices fueron siempre muy dete¬ 
nidos en tales declaraciones por ser en cierto modo contrarias al derecho divino y 
porque ofenden al natural; que en caso de darlas precedían muchas consultas de 
teólogos eminentes y hombres llenos de ciencia y virtud; que así se había prac¬ 
ticado en todos tiempos; que el Evangelio, los cánones y santos padres abundaban 
en esta doctrina; que el pretender lo contrario era querer arrancar la raíz, y que 
arrancada ésta no podía menos de caer el árbol. Alegó lo que dijo el obispo Osio 
al emperador Teodosio; a saber: que no se mezclase en las cosas de la Iglesia y 
que solo se contentase con las civiles y políticas, propias de su imperio. Concluyó 
que la Francia y la Italia habían experimentado su perdición por haber despre¬ 
ciado tan santa doctrina y que lo mismo sucedería a la España si adoptase las ideas 
de aquéllas en este particular, etc., etc.» (201). 

Si entre los sacerdotes del Oratorio encontró el jansenismo sus más fieles 
corifeos: Quesnel, Valla, Duguet, Seguenot, Pouget, Juenin, Hericourt de Vatier, 
Soanen, Guidi, el famosísimo Pereira... no cabe duda que su hermano de con¬ 
gregación, Simón López, estaba en los antípodas de aquellas ideas y representaba 
el más ferviente romanismo. Resulta incomprensible que Cuenca Toribio haya po¬ 
dido escribir que en Cádiz «se distinguió por su defensa del ideario renova¬ 
dor» (202). 

Muñoz Torrero le replicó con una de esas salidas que ya hemos visto aducir 
varias veces por diputados liberales y que no prueban nada: «que no sabía en 
qué parte del Evangelio se trataba de testamentos» (203). Iba mucho más dirigida 
a la galería que al convencimiento de los diputados. 

Más importancia tuvo la intervención del tradidonalista Morros al avalar el 
dictamen: «las Cortes en aprobar dicho reglamento no se excedería de sus facul¬ 
tades ni meterían por esto la hoz en mies ajena» (204). Y concluyó con un argu¬ 
mento que sin duda hubo de pesar en los restantes diputados tradidonalistas: 
«ho había exceso alguno por parte de la autoridad civil en este particular (al 
encomendarlo a la autoridad eclesiástica) y que si lo hubiera habido no se habría 
ocultado al señor obispo de Calahorra, uno de los individuos de la comisión que 
aprobó el reglamento» (205). 
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Efectivamente Francisco Mateo Aguiriano y Gómez, obispo de Calahorra, ol¬ 
vidadas veleidades de años atrás, era uno de los firmes sostenedores de las ideas 
tradicionales en las Cortes. Que el dictamen viniera con su respaldo constituía un 
notable aval. 

Directamente interpelado sostuvo la canonicidad del reglamento (206). Fue 
apoyado por Villanueva con una mínima rectificación. No debía encargarse al car¬ 
denal la ejecución respecto a los regulares, sino a los obispos diocesanos (207). 
AI jansenista Villanueva le repugnaban las facultades delegadas por Roma en el 
cardenal. Su celo episcopalista quiso eliminar la sanción romana que como vicario 
podía suplir el cardenal de Toledo. Pero como sus poderes al respecto eran dis¬ 
cutibles y discutidos nada se perdió porque el cardenal Borbón quedara marginado. 
Así lo manifestó Ros al decir que las facultades del arzobispo de Toledo ya no 
existían por haber expirado el plazo para el que se concedieron. Apoyó por tanto 
que se encomendara el trámite á los obispos (208). Prevaleció esta opinión y así 
se aprobó el dictamen (209). 


Las Ordenes militares 

Otra reliquia de los tiempos de la Reconquista eran las órdenes militares. 
Habían perdido su razón de ser y apenas quedaba el recuerdo de su gloria y sus 
muy considerables riquezas. Podían modificarse, ya lo habían sido notablemente, 
y hasta suprimirse. Pero, como institución eclesial, se precisaba la intervención 
de la Iglesia. Y no hubiera sido difícil obtener lo deseado. No era, sin embargo, 
éste el camino que agradaba a nuestros liberales. 

El 11 de agosto de 1811, el conde de Toreno, recién incorporado al Congreso 
gracias al apoyo liberal que le eximió de uno de los requisitos para ser elegido 
diputado, la edad, propuso la supresión de las órdenes militares y, naturalmente, 
la apropiación de sus bienes (210). El joven aristócrata asturiano no era aún aquel 
«hombre vil, corazón de cieno / a quien llaman el conde de Toreno», como le 
describió un correligionario y excelso poeta, aunque en estos versos no brillara 
como tal. Desde su llegada al Congreso fue uno de los más firmes pilares del 
naciente liberalismo y, anticipando posteriores decisiones gubernativas en las que 
tuvo no poca parte, propuso declarar «bienes de la nación» a los que por ningún 
concepto eran de ella. 

Para tranquilizar a «algunos individuos de cierta escrupulosidad y delicada con¬ 
ciencia» adujo algún precedente histórico —la expulsión de los jesuítas el más 
reciente— y rechazó la necesidad de que precedieran breves de Roma (211). 

(206) DD, VII, págs. 276-277. 

(207) DD, VII, pág. 277. 

(208) DD, VII, pág. 278. 
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98 




Bien se ve que Toreno no era escrupuloso ni delicado de conciencia. Hagamos 
con las órdenes militares lo que Carlos III hizo con los jesuitas: expulsarlos y 
apropiarnos de sus bienes. Luego se hará con las demás órdenes aun sin expul¬ 
sarlas. Y ¿por qué no con los asturianos o los extremeños? ¿O con los duques 
o los banqueros? Tal vez se consiga que la soberanía nacional, expresada por la 
mayoría de los diputados, así lo acuerde. Pero ¿eso tiene algo que ver con el 
liberalismo? ¿No es más bien tiranía y despotismo? 

Terrero, que en los primeros días de las Cortes vacilaba entre su liberalismo 
político y su ortodoxia eclesial, hizo una proposición coincidente con la del con¬ 
de (212). La mayoría liberal no se atrevió a adentrarse por tan arriesgado camino. 
Sin duda porque muchos diputados liberales lo rechazaban. No se admitieron por 
tanto a discusión las proposiciones con indignación expresa del suplente por Ma¬ 
drid Zorraquín (213). 


Más obispos disconformes 

El 13 de agosto del corriente año de 1811 aprueban las Cortes un dic¬ 
tamen de la comisión de Justicia «relativo a una exposición de la Junta Superior 
de Galicia. Exponía ésta que varias comisiones de partido le habían manifestado 
la oposición que experimentaban por parte de algunos reverendos obispos, en 
que se llevase a efecto la aplicación al erario de los fondos de economatos, a 
pretexto de que por reales resoluciones se había mandado que con estos productos 
se atendiese a la lactancia de niños expósitos y otras obras piadosas cuyos gastos 
no llegaban a cubrir aquellos arbitrios...» (214). 

Se comprende el dilema de conciencia de los prelados, que convencidos como 
estaban de la justicia y necesidad de la guerra, a la que contribuían generosísima- 
mente, se hallaban, por otra parte, obligados a sostener en sus diócesis hospicios, 
hospitales, asilos... A los que, si se les privaba de sus rentas, llegaría inmediata¬ 
mente la muerte y la desolación. 

Podrá parecer al lector inadvertido que los obispos de Galicia eran ejemplo 
arquetípico de oposición a las Cortes, en lo que serían paradigmáticos nuestros 
bien conocidos Quevedo y Múzquiz. Pero es que eran los únicos obispos. No había 
más. Salvo el de Oviedo, que estaba en total sintonía con los gallegos, y los de 
Canarias, Cartagena, Ibiza, Menorca, Ceuta y Badajoz. Los restantes estaban o 
huidos o bajo el yugo francés. Los de Galicia eran los únicos que podían tener 
comunicación entre ellos y que, al mismo tiempo, gobernaban de hecho sus 
diócesis. Nos parece, por tanto, de gran importancia esa resistencia episcopal galaica 
a las disposiciones de las Cortes. Resistencia que, por ahora, es más pasiva que 
activa pero llena de significación. 


(212) DD, VII, pág. 385. 
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Nombramiento de obispos 

La cautividad de Pío VII impedía que llegasen de Roma las bulas de confir¬ 
mación de obispos, con lo que las vacantes episcopales en los extensos dominios 
e a Corona española aumentaban con el transcurso de los días. El mismo Cádiz 
se encontraba sin obispos desde el fallecimiento en 1808 de su titular Francisco 
Javier de Utrera. Era, pues, un momento áureo para que la conjunción jansenista- 
reg ista-liberal aprovechase la ocasión de conseguir su eterno sueño de nombrar 
obispos sin pasar por Roma. 

. Afortunadamente nunca se atrevieron los liberales gaditanos a dar el paso 
ecisivo de la consagración y los nombramientos que hacen son a la espera de 
a confirmación pontificia. Así, el 15 de agosto de 1811 aparece en el Diario el 
nombramiento de José Ignacio de Arancibia como obispo de Antequera de Oajaca 
y e traslado de Antonio Bergosa y Jordán a la metropolitana de Méjico (215) y 
^22 el nombramiento de Fr. Manuel de la Anunciación como obispo de Nueva 
Caceres, en Filipinas (216). 


El jansenismo en las Cortes 


El 22 de agosto de 1811, la comisión Eclesiástica, integrada por Serra, Rovira, 
ascual y Villanueva presenta a las Cortes un muy importante dictamen (217), 
producto acabadísimo del jansenismo de sus autores entre los que sorprende se 
a e Vicente Pascual, que en otras ocasiones no parece adscrito a ese partido. 

Su finalidad era «preparar las materias de disciplina externa en que debe in¬ 
tervenir la autoridad soberana y completar la obra emprendida por la junta que 
con el mismo objeto formó en Sevilla la Central el año 1809» (218). 

«El único punto que desde luego juzga digno de la soberana sanción del Con¬ 
greso es la celebración de un concilio nacional que renueve en España los tiempos 
ichosos en que nuestros príncipes con todo el lleno de su soberana autoridad 
excitaban el celo de los prelados para que por los medios que desde su origen 
tiene consagrados la santa Iglesia promoviesen en estos reinos la conservación 

y e ensa de la fe católica, el fervor de la disciplina y la pureza de las costum¬ 
bres» (219). 

Hasta aquí todo es plausible, aunque ciertamente confuso, prescindiendo de 
ese prurito de inmiscuirse la autoridad civil en el gobierno de la Iglesia, que es 
e a abar si no pasa de excitar el celo de los obispos, pero que solía acabar asu¬ 
miendo el papel mismo de los obispos. Los concilios provinciales, nacionales o 
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ecuménicos fueron un modo que utilizó la Iglesia para conservar y defender la 
fe, la disciplina y las costumbres. Mas no fue esa costumbre que desde sus orígenes 
hubiera consagrado la Iglesia, pues exceptuando el concilio de Jerusalén, ciudad 
que fue un permanente concilio hasta que la abandonaron los apóstoles, no per¬ 
mitieron los tiempos hasta algún siglo después la reunión de obispos que implica 
toda asamblea conciliar. A esa calculada ambigüedad hay que añadir la tan traida 
de los tiempos dichosos, que si eran aquellos en que los reyes excitaban el celo 
de los obispos para los fines antes señalados, lo mismo podían ser los de Recaredo 
cuando el III Concilio toledano como los del emperador Carlos y su hijo Felipe II 
en los días del celebérrimo Concilio de Trento. Que no eran tan gratos a nuestros 
jansenistas. 

Después de una breve y ciertamente mejorable introducción histórica (220), 
queda «maravillada la comisión» (221) de la desaparición de aquellas juntas, «siendo 
esta inobservancia raíz de innumerables males» (222). ¿Por qué dejaron de reunirse 
los concilios nacionales? A juicio de la comisión por varias razones en las que 
queda patente el antirromanismo de nuestros cuatro clérigos. 

En primer lugar por la extensión que fue adquiriendo la Congregación romana 
del Tridentino, creada para aclarar los puntos dudosos de aquel Concilio, pero que 
terminó decidiendo lo que era propio de los concilios nacionales y metropolita¬ 
nos (223). 

No parece tener mucha entidad el reproche. La Congregación del Concilio no 
tenía nada que oponer, y de hecho no lo oponía a las decisiones sinodales que 
no contradijeran el dogma o la disciplina de la Iglesia. Lo que ocurría es que 
existieron notables discrepancias en lo que a esa disciplina se refería entre el 
regalismo oficial y los criterios de Roma. Lo que pasó con el concilio mejicano 
que presidió Lorenzana, al que nos hemos referidos (224), deja constancia de 
ello (225). 

La segunda causa es la misma que la primera. De nuevo la Congregación del 
Concilio. Antes era por entrometerse y ahora por no haber velado por qué se cele¬ 
braran los concilios nacionales y provinciales (226). Intrusismo y despreocupación. 
Verdaderamente qué mala era Roma. 

La tercera causa sigue siendo la dichosa Congregación romana (227). Esta vez 
porque para aprobar aquellos concilios, en los que se entrometía y por los que se 
despreocupaba, «había de preceder un examen prolijo hasta de sus mismas expre¬ 
siones y palabras». Y de este modo no hay concilio posible según nuestros clérigos. 


(220) DD, VII, págs. 463-464. 
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Solo obró bien en esto la Iglesia de Tarragona, que no enviaba a Roma sus con¬ 
cilios para la aprobación (228). 

La cuarta causa de la decadencia de los concilios no es la tan socorrida Con¬ 
gregación romana, sino el regalismo de nuestros reyes, que receleban «de que la 
corte romana —es decir, el Papa— intentase por medio de los obispos congre¬ 
gados introducir en estos reinos ciertas pretensiones políticas, ajenas del primado, 
de orden y jurisdicción, que reconoce España como católica en el romano pon¬ 
tífice, y por lo mismo perpetuamente contradichos por nuestra corte y por algu¬ 
nos —la misma comisión parece que reconoce que no fueron demasiados— de 
nuestros sabios prelados» (229). 

La quinta causa tuvo que fastidiar bastante a la comisión reconocerla. Era que 
algunos obispos, por supuesto que «con equivocada persuasión», juzgaban que no 
eran necesarios tales concilios locales (230). 

La sexta estaba también en nuestros reyes. Tampoco a ellos les interesa¬ 
ban (231). 

La séptima radicaba de nuevo en nuestro inveterado regalismo. Era la más 
exacta. Lo que se había achacado a la Congregación del Concilio: examen minu¬ 
cioso, retraso en la aprobación, suspicacias y recelos..., era la conducta habitual 
de nuestro gobierno, lo que sirvió de pretexto a los obispos para prescindir de 
los sínodos (232). 

Esta fue la principal de las razones de la decadencia de los concilios metro¬ 
politanos y nacionales. El regalismo de las monarquías absolutas pretendía tam¬ 
bién gobernar las Iglesias y los concilios. Los Campomanes, Tanucci, Pombal, José 
de Austria, eran mucho más rigurosos censores que la Congregación romana del 
Concilio. Que así lo reconozcan Villanueva, Serra y Rovira —Pascual nos parece 
más bien un intruso en el cuarteto, aunque no quisiera o no supiera hacer un 
voto particular discrepante—, aunque con melifluas concesiones: al parecer, los 
derechos imprescriptibles del imperio, la excesiva delicadeza, título cierto o apa¬ 
rente, es ya bastante reconocer teniendo en cuenta sus opiniones. 

Aún aducen una octava causa, repetitiva de la anterior (233). Como resumen 
de todas ellas podemos decir que para nuestros clérigos diputados —nos refe¬ 
rimos ahora sólo a los de la comisión— el motivo de la decadencia de los con¬ 
cilios radicaba en Roma, en la indolencia de los obispos y en el regalismo im¬ 
perante. 

Curiosamente casi dos siglos después se sigue dando la razón a la comisión 
Eclesiástica: «Luego, a partir de la segunda mitad del siglo xvn, se advierte un 
descenso muy acusado (en la reunión de sínodos diocesanos) que, además de la 
negligencia o desgana de los obispos, estuvo motivada por causas numerosas; las 
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mismas que poco a poco y antes habían empezado a dejar en el olvido los concilios 
provinciales: 1) la mayor centralización en el gobierno de la Iglesia, como si se 
recelara de concilios y sínodos. 2) La fuerte oposición de los cabildos y personas 
exentas, unas veces directamente y otras indirectamente, poniendo todas las trabas 
posibles en el Consejo de Castilla. 3) El jansenismo, el regalismo y el absolutismo 
del poder civil, que pretendía intervenir en los sínodos, hasta el punto que en 
Cédula Real del 10-VI-1786 se prohíbe que se publiquen en España constituciones 
sinodales sin permiso y aprobación del Consejo de Castilla» (234). 

Efectivamente todas fueron concausas pero de muy distinto peso. El regalismo 
estaba omnipresente, mientras que las dificultades de algún concilio con la Con¬ 
gregación romana no pasaron de simples anécdotas. Sin embargo, la comisión pro¬ 
pone como medida superadora de todas las dificultades «que los concilios de 
España no soliciten en adelante esta confirmación (de Roma), bastando que el 
primado o el metropolitano anticipadamente den cuenta al romano pontífice de que 
va a celebrarse el concilio y que en él se renueve la obediencia debida a Su San¬ 
tidad como lo tiene acordado el Concilio de Trento» (235). 

El jansenismo se salía con la suya al desvincular a la Iglesia española de la 
de Roma, pues el primado que se le reconocía era puramente nominal. Las me¬ 
didas que proponía contra el regalismo, que era el verdadero enemigo de la 
Iglesia, no sólo no resolvían nada, sino que empeoraban la situación. Se recha¬ 
zaba la aprobación posterior por el gobierno y se pedía que el rey o su delegado 
manifestara en el sínodo su oposición en el caso de que procediera (236). Se ade¬ 
lantaba así la intervención del regalismo dándole una especial nota de escándalo. 
Porque si grave era ya el que se retrasara, años a veces, la aprobación de las cons¬ 
tituciones sinodales por el gobierno a pretexto de un desorbitado celo por las 
regalías de la corona, que nunca se vieron afectadas de modo grave, pues la Iglesia 
de España era fidelísima a su rey, sería realmente gravísimo ver al golilla de turno 
levantarse en medio del concilio para suspender la discusión cada vez que creyese 
que las famosas regalías sufrían algún menoscabo. Y bien sabemos cuál era el celo 
de aquellos funcionarios que les hacía capaces de todo. Era mucho peor el remedio 
que la enfermedad. 

La convocatoria del concilio nacional que proponía la comisión era una utopía 
en aquellos tiempos. Con más de tres cuartas partes de España invadida mucho 
nos tememos que el intento de los clérigos diputados era hacer una especie de con¬ 
ciliábulo semejante a las Cortes en el que los suplentes, elegidos por los liberales, 
se alzarían con el santo y la limosna. Y no deja de ser sorprendente el llama¬ 
miento a que el arzobispo de Toledo convoque a los arzobispos y obispos, «inclusos 
los de Mallorca, Ibiza, Ceuta y Canarias» (237), como si esos obispos no fueran 
españoles y todavía nos extraña más la exclusión del obispo de Menorca, que no 
cabe suponer creyeran que seguía siendo inglesa. 


(234) Ferrer, L.: «Sínodo», en Diccionario ..., IV, pág. 2488. 
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Para dicho concilio designarán las Cortes o la Regencia la persona que represen¬ 
tará la potestad civil y se le entregará una memoria de los puntos de disciplina 
externa que ha de tratar y que deberán ser aprobados por la autoridad sobera¬ 
na (238). Y como la disciplina externa lo abarcaba todo, salvo si eran tres las 
personas divinas o si la Santísima Virgen era Madre de Dios, quedaba todo some¬ 
tido a la autoridad soberana. 

Lo más sobresaliente del dictamen no era la convocatoria del concilio nacional, 
propuesta mucho más voluntarista que real, sino la marginación de Roma con 
todo lo que ello suponía en las doctrinas jansenistas o, por hablar más moder¬ 
namente, pistoyanas. La propuesta era sectaria y antieclesial si entendemos por 
Iglesia a la unida no sólo nominativamente, sino sobre todo cordialmente a la 
cabeza de unidad que era el sucesor de Pedro. 

Leído el dictamen intervino Villanueva, que sin duda fue el alma y el re¬ 
dactor del mismo, para proclamar que en nada quedaba con ello menoscabada la 
libertad de la Iglesia, pues «al concilio se deja, como es debido, la decisión de los 
puntos que privativamente le corresponden, que son los de disciplina interna» (239). 
Es decir, prácticamente nada. 

El 23 de agosto de 1811 tuvo lugar la discusión (240). Tras las intervencio¬ 
nes de Martínez y Villanueva (241), el diputado tradicionalista Cañedo Vigil in¬ 
tentó llevar la discusión a los términos que podrían ser aceptados por todos sustra¬ 
yéndola de lo que era controvertido, pidiendo que la discusión se limitase a si se 
celebrará el concilio nacional, en lo que los tradicionalistas eran conformes siempre 
que no se violaran los cánones y a si será ahora o cuando España esté tranquila 
y libre, siendo este plazo el único posible, salvo que se quisiera manipular el 
concilio o convocar uno inviable (242). 

Bernardo Martínez, provisor y gobernador eclesiástico de Orense y uno de los 
diputados tradicionalistas más notables de las Cortes, planteó la cuestión con pleno 
acierto. Constata la regalía de intervención en los concilios y añade: «No es mi 
ánimo impugnar en el día estos derechos; pero lo cierto es que esta traba, según 
la opinión de los hombres más doctos, fue la causa que ha contribuido hasta aquí 
(no sé lo que será en lo sucesivo) para impedir la celebración de concilios» (243). 

Esta importantísima precisión contemporána —pues con la distancia de los 
siglos es fácil juzgar el pasado— demuestra qué ya entonces se consideraba al 
regalismo como la causa de la decadencia de aquella venerable institución y no 
las reservas de la Congregación del Concilio como* los jansenistas querían pro¬ 
poner. 

El obispo de Mallorca, que era el único prelado liberal en las Cortes, elude 
las cuestiones «que pueden alargar la discusión», posponiéndolas al concilio donde 
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«se verá a quién pertenecen» (244). Jamás se podrían ver, pues el rey, o su comi¬ 
sionado, no iban a permitir tal discusión como atentatoria a su regalía. 

El obispo de Calahorra declaró que el concilio «es preciso, necesario, indispen¬ 
sable absolutamente, porque si no se pierde la nación» (245). Aguiriano creyó, 
con más voluntad que ciencia, que ése era el remedio a los males de la Iglesia 
hispana. Tras esa intervención se procedió a votar y se aprobó la primera de las 
proposiciones de la comisión eclesiástica que se limitaba a la celebración del 
concilio sin determinar plazo (246). 

La Parra, al tratar este punto, es por lo menos sorprendente. Reconoce —sería 
imposible lo contrario— que los diputados «realistas», e incluso el P. Alvarado, 
se mostraron partidarios de la reunión, «sin embargo, cabe dudar de que estos 
diputados desearan realmente un Concilio» (247). Eran, por tanto, unos redoma¬ 
dos hipócritas. ¿Por qué? Porque «estaban convencidos de que cualquier mutación 
en el ámbito religioso únicamente debía provenir de la Santa Sedé» (248). Para eso 
eran ultramontanos. ¿Qué tendrán que ver los concilios con la oposición a Roma? 
Se celebraron miles de ellos en plena sintonía. 


La religión en la Constitución 

El 25 de agosto de 1811 comienza el debate sobre el proyecto de Constitución. 
De los quince miembros que integraban la comisión lo firmaron todos, salvo 
Valiente (249), si bien Cañedo manifestó: «He sido contrario a muchos de los 
artículos, pero por eso no he rehusado suscribir a todo el proyecto» (250). 

El citado texto comenzaba así: «En el nombre de Dios Todopoderoso, Padre, 
Hijo y Espíritu Santo, autor y supremo legislador de la sociedad» (251). 

El canónigo mejicano Juan José Guereña y Garayo manifestó ese día: «Me 
parece escasa o demasiado concisa la expresión que solo habla de Dios trino y uno, 
como autor y legislador supremo de la sociedad, pudiendo en pocas líneas exten¬ 
derse una protestación de los principales misterios» (252). Y concluye: «Así que 
para desempeñar acerca de este importantísimo objeto nuestro deber, y la con¬ 
fianza de una nación, que tiene por la primera de sus glorias la de ser y protes¬ 
tarse católica, apostólica, romana, convendría insinuar en una fórmula, aunque 
breve, los artículos más necesarios» (253). 

Nos parece suficiente, atendida la fe de la época, la invocación introductoria, 
mas no debemos ocultar que a algunos diputados les resultaba escasa. Muñoz 
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Torrero procuró satisfacer al mejicano (254), pero sus razones no convencieron 
a Riesco, otro de los grandes valedores del tradicionalismo que hoy permanece 
en el más absoluto anonimato: «aun puede indicarse más la religión que profesa 
la nación» (255) por lo que «pudiera añadirse alguna expresión, con la cual diese 
V. M. al mundo entero un testimonio de que renueva los sentimientos del gran 
Recaredo, Sisenando, Suintila y otros» (256). Se ve que la antigua disciplina de los 
tiempos godos impresionaba notablemente no sólo a los jansenistas, sino también 
a los tradicionales. 

Simón López, no es extraño en él, juzgó «conveniente que hagamos una pro¬ 
testación más solemne de nuestra fe» (257). A Leyva le pareció suficiente y re¬ 
mitió, para más profesiones, al que luego sería artículo 12 (258). También bastó 
a Mendiola, pues en él «resplandece la sencillez juntamente con la sublimi¬ 
dad» (259). Y a Oliveros (260). Lera, en cambio, lo juzga minimalista: «no sería 
extraño que se pusiera una fórmula más extensa de nuestra santa religión» (261). 
Vuelve a intervenir Muñoz Torrero en defensa de la expresión (262). El tradicio- 
nalista Pérez se muestra conforme (263). Y el jansenista Villanueva que, como 
tal, era antirromano pero no antirreligioso, que no lo fue nunca, manifestó: «no 
hace falta la extensión de este artículo, que desean algunos señores, aunque no 
son desatendibles sus reflexiones» (264). Tal vez por ellas, o por su íntimo con¬ 
vencimiento, pidió que se añadieran al texto las siguientes palabras: «de Nuestro 
Señor Jesucristo y de la Santísima Virgen» (265). 

El obispo de Calahorra, en una intervención bastante deslabazada, al menos 
por la transcripción del Diario, dijo: «Aquí se trata de una Constitución elemental 
para España. Se trata de una nación católica, la primera en el mundo. Está bien 
que esta discusión no se extienda demasiado; pero el primer punto que se ha de 
tener presente ha de ser la religión católica y la creencia de esta religión; y cómo 
se ha de enseñar en las escuelas; será puesto en razón que la primera leche que 
han de mamar los niños sea el conocimiento de que Dios es el autor de todo, 
que es salvador, remunerador, justo, etc. Póngase. Creo firmemente esto, lo otro 
y lo de más allá. Póngase que Dios es el autor de todas las cosas, de todo lo 
visible e invisible, y que nos redimió; y también se hará como se debe poniendo: 
creo todo lo que dice la santa Iglesia católica, apostólica, romana...» (266). 
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Evidentemente el obispo quería el Credo como frontispicio constitucional. La fór¬ 
mula, pues, le parecía insuficiente. 

Creus prefería más brevedad y pedía sólo «que se añada una expresa signi¬ 
ficación del misterio de la Santísima Trinidad» y se conformaba con que se aña¬ 
diese «uno y trino en personas» (267). Villagómez, otro tradicionalista, sólo pedía 
«dos palabras, y son que después de legislador de toda sociedad se añadiera y de 
Jesucristo, y a honor y gloria de su Santísima Madre la Virgen Santísima» (268). 

Espiga manifestó que «cuando V. M. encargó a la comisión el proyecto de 
Constitución creyó que no le encargaba un catecismo de la religión» (269) y Argüe- 
lies, que evidentemente no quería en modo alguno la ampliación de la fórmula, 
se sirvió de la diversidad de los deseos para sostener la inalterabilidad del texto (270). 

«Se procedió a votar y quedó aprobada la invocación» (271). Lejos de nosotros 
el pensar que tal invocación fuera insuficiente. Sólo queremos señalar que a no 
pocos diputados se lo pareció. Posiblemente la invocación a Jesucristo, cuando se 
proclamaba la Constitución en nombre de Dios Hijo fuera una redundancia, el 
Credo excesivo y la mensión a la Virgen una demasía de piedad. Pero la exac¬ 
titud nos obliga a dejar constancia de que a varios tradicionadistas e incluso a 
algún liberal les parecieron escasas la manifestación de fe con que comenzaba la 
nueva Constitución. 

En ese mismo día, Rodríguez de la Barcena, al discutirse el artículo primero, 
manifestó que aunque miembro de la comisión y firmante del proyecto que se 
había elaborado hasta la fecha, ello no quería decir que «no por eso ha de creerse 
que todo el contenido de éste (el discurso preliminar), y todos los artículos que 
comprende aquél (la parte del proyecto hasta entonces redactada) son conformes 
a mis ideas» (272). Y concretamente respecto del artículo primero, que decía que 
la nación española es la reunión de todos los españoles de ambos hemisferios , pro¬ 
ponía como redacción alternativa la siguiente: «la nación española es la colección 
de todos los españoles en ambos hemisferios bajo un Gobierno monárquico, la 
religión católica y sistema de su propia legislación» (273). 

Otro diputado más que quería reforzar el sentido católico de la Constitución, 
además del monárquico. Respecto a este último, no nos extenderemos, aunque 
hemos de señalar cuán unidos estuvieron ambos postulados en las intervenciones 
de los diputados tradicionalistas. 

El 26 de agosto se dio cuenta del voto particular del tradicionalista Alcaina 
contra como quedó la introducción y el artículo primero (274) y al día siguiente 
el del obispo prior de San Marcos de León por el que «expresaba no haber 
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aprobado la introducción y el artículo primero de la Constitución por parecerle 
no estaba con la exactitud correspondiente» (275). 


Se pide el auxilio divino para la Constitución 

El 28 de agosto el presidente de las Cortes, que entonces lo era Giraldo, 
presentó la siguiente proposición: 

«Que se diga al Consejo de Regencia comunique las órdenes convenientes 
para que el clero secular y regular haga rogativas secretas, implorando al Padre de 
las luces las que este Congreso nacional necesita para hacer el arreglo y mejora 
de la Constitución política de la monarquía; de modo que logre la nación por 
este medio toda la felicidad a que aspira, principalmente la de conservar para 
siempre su santa religión y ver restituido al trono a nuestro deseado rey el señor 
D. Fernando VII» (276). 

La propuesta de Giraldo era exclusivamente religiosa, pues al no ser públicas 
las rogativas no se apuntaban las Cortes el tanto ante el pueblo de manifestarse 
muy católicas. Estaba movida, pues, solamente por la creencia en el poder de la 
oración. El diputado valenciano Joaquín Martínez, también tradicionalista, «pidió 
que las rogativas fuesen públicas y que se invocase la protección de la Virgen 
Santísima, como especial patrona de las Españas, para lograr por su intercesión 
las bendiciones del cielo. Quedó aprobada la proposición del señor presidente con 
la variación y adición propuesta por el señor Martínez» (277). 


Más declaraciones religiosas de diputados 

El mismo día, al discutirse el artículo segundo, el tradicionalista Llaneras lo 
juzga confuso en la redacción propuesta: La nación española es libre e indepen¬ 
diente y no es ni puede ser el patrimonio de ninguna familia ni persona (278). 
Afirma el diputado balear que la nación está constituida «sobre la base incon¬ 
trastable de la única verdadera religión» «bajo el suave dominio de su adorado 
rey Fernando VII y de sus legítimos sucesores» (279). Por ello debe precisarse 
el sentido de la libertad y la independencia propuestas en el artículo. «Libre, esto 
es, que gustosa y de toda voluntad está ligada a las santas leyes prescritas por la 
religión que profesa. Libre, porque gustosa y voluntariamente está sujeta al legí¬ 
timo gobierno que la rige. Libre, porque gustosa y con toda su voluntad está, y 
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siempre quiere estar, bajo el mando del señor D. Fernando VII, que adora, y 
no suspira sino por el momento feliz de verlo restablecido gloriosamente en el 
trono de sus mayores» (280). Y en análogo sentido precisa lo que debe enten¬ 
derse por independiente. Y añade: «pero no libre e independiente en otro sentido, 
esto es, que pueda expeler o abandonar la religión santa que profesa, las sabias 
y justas leyes que la rigen, el suave dominio de Fernando VII y de sus legítimos 
sucesores» (281). 

La intervención de Llaneras, que reflejaba exactamente el sentir de la inmensa 
mayoría de la nación, de lo que había dado y daría contundentes pruebas, contra¬ 
decía absolutamente las intenciones liberales. Por lo que se le opusieron más o 
menos abiertamente Muñoz Torrero (282), Argüelles (283) y Espiga (284). Este 
último fue el más radical y tras atacarle personalmente: confuso, ridículo, más 
digno de compasión que de impugnación, expuso abiertamente el credo liberal: 
«una nación mientras que obra según el derecho de gentes puede hacer lo que más 
bien le parezca y le convenga para su mayor bien» (285). En Espiga aún hay 
dos restricciones: el derecho de gentes y el bien común. Pronto desaparecerán. 

Se aprobó el artículo tal como se propuso, sin más variación que la supresión 
del artículo el, que precedía a patrimonio (286). 


La soberanía nacional 


El artículo tercero de la Constitución establecía la soberanía nacional en los 
siguientes términos: «La soberanía reside esencialmente en la nación, y por lo 
mismo le pertenece exclusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamen¬ 
tales y de adoptar la forma de gobierno que más le convenga» (287). 

Este texto, que pudo dar lugar a importantes discusiones de contenido reli¬ 
gioso, tenía tal carga antimonárquica que polarizó en ella todas las discusiones. 
Por eso no nos detendremos en él ni en las variaciones que experimentó. Haremos 
sólo tres apostillas a tan importante debate. 

Borrull, uno de los diputados tradicionalistas de más peso en las Cortes y 
prácticamente desconocido en nuestros días con notoria injusticia a su persona 
y a las ideas que representó, denuncia las influencias rusonianas del artículo (288), 
que también son combatidas indirectamente por el obispo de Calahorra al describir, 
al modo tradicional, el origen de la sociedad (289). González Llamas, otro esfor- 
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zado paladín del tradicionalismo, ataca también la filosofía subyacente en el ar¬ 
tículo (290). 

Y tanto el obispo como el teniente general invocan que con ellos estaban todos 
los españoles. «Pensar lo contrario es injuriar al amor y celo por la causa justa 
de la religión santa y de su inocente rey, que fue el móvil impetuoso de su reso¬ 
lución gloriosa, de tan costosos sacrificios y de la serie no interrumpida de heroís¬ 
mo, de valor y de virtud en toda la península, Américas y dominios ultramari¬ 
nos» (291), decía el obispo. Y en términos parecidos se expresaba el militar (292). 
En el otro extremo estaba Toreno al afirmar que «la nación puede y debe todo 
lo que quiere» (293). 

La protección a la religión 

El 30 de agosto de 1811 comenzó a discutirse el artículo quinto, que pasaría 
a ser el cuarto en el texto constitucional, cuya redacción era la siguiente: «La na¬ 
ción está obligada a conservar y proteger por leyes sabias y justas la libertad civil, 
la propiedad y los demás derechos legítimos de todos los individuos que la com¬ 
ponen» (294). 

La primera intervención que se registró fue la de Villanueva, que propuso una 
adición: «Donde se dice proteger... la libertad civil interpondría yo la religión, el 
orden público, la libertad, etc., porque los individuos de la nación no deben con¬ 
siderarse solamente con respecto a sí mismos, sino con respecto a la religión que 
profesa y protege el Estado y al orden que debe subsistir en la sociedad» (295). 

Muñoz Torrero le replicó que «la comisión jamás ha dudado que a la nación 
toca defender y proteger la religión, puesto que ella es el principal deber a que 
está obligado todo ciudadano; pero como ya se trata de ello en otro capítulo, 
creyó la comisión que no debía hacer mención de ella en este lugar» (296). 

Terrero, un tercer eclesiástico, no se sintió satisfecho con las explicaciones del 
clérigo extremeño: «Apoyo lo dicho por el señor Villanueva; a saber, que se añada 
al artículo y la religión santa que profesa (297). Espiga, Calatrava y Pérez de Castro 
sostienen a Muñoz Torrero (298). 

La intervención de Simón López es radical y tajante, como todas las suyas 
cuando se trata de defender los derechos de la Iglesia: «El principal deber a 
que está obligada la nación es el de defender la religión católica, apostólica, roma¬ 
na. Así me parece que podría y sería oportuno decirse de esta manera: la nación 
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está obligada a proteger por leyes sabias y justas la religión católica , apostólica , 
ro?nana , y ¿ my ministros » (299). 

Muñoz Torrero quiere reconducir al orden las intervenciones (300), lo que no 
convence al tradicionalista Garoz: «parece que está el Congreso convenido en que 
corra el artículo como está; pero yo no sé por qué haciéndose mención de los 
derechos que debe conservar la nación, se omite el más primitivo, que es el de 
la religión que profesa» (301). Salas fue todavía más tajante: «A mí me parece 
que se diría mejor poniendo: la nación quiere, y manda que se conserve y proteja 
la religión católica, etc.» (302). Toreno sostuvo la remisión al artículo trece del 
proyecto (doce en texto definitivo) (303), tras lo que se procedió a la votación 
del artículo «que quedó aprobado como está» (304). 

Aún reprodujo Villanuevá su adición (305), en lo que fue apoyado por 
Creus (306), oponiéndose Argüelles (307). Insistió Villanueva en su tesis (308), 
apoyado por Gordoa, que la cree «oportuna, justa y fundada» (309) y Argüelles 
en las suyas (310), sostenido por Espiga (311). 

La última intervención corrió a cargo de Gutiérrez de la Huerta, que dio un 
inesperado vuelco a la discusión. «La adición que se pretende en mi concepto 
varía la esencia del artículo, porque si se dijera que la nación estaba obligada a 
proteger los derechos, etc., poniéndose entre ellos la religión, estableceríamos por 
dogma la tolerancia. Los Estados Unidos tienen establecido y jurado proteger la 
religión de todos los individuos de aquel estado, de modo que allí existen todas 
las religiones libremente, y pueden ser del mismo modo ejercidas (...), lo cual 
es absolutamente contrario al dogma que establece la Constitución, de que no 
debe haber más religión que la católica, apostólica, romana» (312). El artículo se 
aprobó tal y como se había propuesto (313). 


El catolicismo, necesario para ser español 

El 31 de agosto, discutiéndose los requisitos para obtener la nacionalidad es¬ 
pañola, el diputado tradicionalista por Guadalajara, Veladiez, propuso una adición: 
«supuesto que se dice en un artículo que la religión de España es la católica, debe 
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añadirse que todo extranjero para ser español ha de profesar esta religión» (314). 
Argüelles y Muñoz Torrero se oponen por considerar que tal cosa ya la establecen 
las leyes (315), pasando el artículo como estaba. Argüelles en todo este debate 
fue un insuperado maestro en el arte de la hipocresía, paralizando todas las inicia¬ 
tivas en favor de la religión, algunas de ellas posiblemente inoportunas, con una 
apariencia, que ciertamente era falsa, de celo por la religión. 


Tenemos que ser justos y benéficos 

El artículo séptimo del proyecto, que pasaría como sexto a la Constitución, 
es uno de los más curiosos, utópicos y voluntaristas que pueden hallarse en cual¬ 
quier código constitucional. Decía así el proyecto: «El amor de la patria es una 
de las principales obligaciones de todos los españoles, y asimismo el ser justos y 
benéficos unos con otros» (316). 

No entraremos en los debates que ocasionó tan peregrino artículo, que sé 
aprobó sin más variaciones que la de suprimir unos con otros. Sólo señalaremos 
la adición que propuso el tradicionalista Alcaina para que su redacción quedara 
de la siguiente forma: «El amor a Dios, a la religión y a la patria es la primera 
obligación de todos los españoles, así como el ser justos y benéficos» (317). 

i 

La inmunidad eclesiástica 

El artículo noveno, que pasó sin alteraciones a la Constitución como octavo: 
También está obligado todo español sin distinción alguna a contribuir en propor¬ 
ción de sus haberes para los gastos del Estado» (318), alarmó a Gordoa por 
entender que con él podía verse amenazada la secular inmunidad eclesiástica. 

No se entienda que la Iglesia no contribuía a las necesidades del erario público. 
De sus rentas salía buena parte del mismo. Pero el eclesiástico, como tal, no 
estaba sometido a otra contribución personal, salvo las indirectas que afectasen 
a todos. Gordoa pidió que ello figurase expresamente en el artículo (319). Argüe¬ 
lles, en una intervención preñada de amenazas futuras, dijo que no era necesario 
acceder a lo que solicitaba el mejicano (320). 


La religión de España 

El artículo 13, que con algunas modificaciones pasaría como 12 al texto defi¬ 
nitivo de la Constitución, decía así: «La nación española profesa la religión cató- 


(314) DD, VIII, pág. 100. 

(315) DD, VIII, pág. 100. 

(316) DD, VIII, pág. 107. 

(317) DD, VIII, pág. 108. 

(318) DD, VIII, pág. 109. 

(319) DD, VIII, pág. 110. 

(320) DD, VIII, págs. 110-111. 


112 




lica, apostólica, romana, única verdadera, con exclusión de cualquier otra» (321). 

El presidente, que el 2 de septiembre, día en que se inició la discusión, lo 
era Ramón Giraldo, propuso que «pudiera votarse por aclamación este artículo, 
aunque en los términos hubiera que hacer alguna modificación» (322). Inguanzo, 
recién incorporado a las Cortes, pues juró como diputado por Asturias el 21 de 
junio, rebajó enseguida los fervores bienintencionados de Giraldo. 

«Decir que la nación española profesa la religión católica es decir un puro hecho. 
Un hecho no es una ley, no induce obligación, y aquí se trata de leyes, y leyes 
fundamentales. Que la nación católica profesa la fe católica: esta proposición no 
dice más que una enunciativa como ésta: los musulmanes profesan la religión de 
Mahoma, los judíos la de Moisés. La religión debe entrar en la Constitución como 
una ley que obligúe a todos los españoles a profesarla, de modo que ninguno 
pueda ser tenido por tal sin esta circunstancia. La religión es la primera de todas 
las leyes fundamentales, porque todas las demás estriban en ella; y sin ella, y sin 
los preceptos que por ella comunica su divino autor, no tienen fuerza ni obediencia 
las leyes humanas y todo el edificio de la sociedad viene por tierra. Es también 
la más esencial, porque la nación será tan nación siendo monárquica como de¬ 
mocrática, u otro cualquiera gobierno; pero no será tan religiosa no siendo cató¬ 
lica, y debe serlo igual en toda forma de gobierno. Así me opongo a que el 
artículo corra como viene, y me parece que debe extenderse de modo que abrace 
los extremos indicados, esto es, que se proponga como ley primera y antigua fun¬ 
damental de Estado, que debe subsistir perpetuamente, sin que alguno que no la 
profese pueda ser tenido por español, ni gozar los derechos de tal» (323). 

En el día de hoy podrá parecer desmedida la pretensión de Inguanzo, pero 
en aquellos tiempos era sentir unánime en España. No se podía ser español sin ser 
católico. La religión era más importante incluso que la monarquía, por mucho que 
ésta fuera respetada. La libertad religiosa no sólo no era tenida por un bien, sino 
que era considerada un gravísimo mal. 

Habrá lector que piense que frente a esta intransigencia del partido tradicional 
y del pueblo español los liberales vinieron a traer la tolerancia, el respeto a las 
creencias, la posibilidad de que todo el mundo pudiera pensar libremente lo que 
quisiera y expresarlo. Pues estaría muy equivocado. Los liberales eran tan inte - 
gris tas como los tradicionales. Y respecto a ideas menos importantes que la reli¬ 
gión. O incluso todavía más. 

Lo hemos visto con el obispo de Orense y lo veremos con sobreabundancia. 
Pero conviene alguna anticipación ahora. La Constitución pasará a ser para ellos 
lo que la religión era para los tradicionales. Y aún más. Porque ningún español 
estaba obligado a jurar la religión católica y, sin embargo, tendría que jurar la 
Constitución. Y si no lo hiciera, o la jurara con alguna restricción, perdería la 


(321) DD, VIII, pág. 119. 

(322) DD, VIII, pág. 119. 

(323) DD, VIII, pág. 119. 
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condición de español, sería expulsado del reino y los más extremistas pedirán 
incluso su cabeza. 

De liberales, en el sentido amable de la palabra, no tenían nada. Frente a la 
Inquisición sostenían otra inquisición f frente a los autos de fe, otros juicios por 
cuestiones de mera opinión que eran verdaderos delitos severamente castigados. 
Conviene tenedlo en cuenta para no equivocarnos en la interpretación de los hechos. 

En nuestra opinión, la fórmula que proponía la comisión era, incluso para 
aquellos días, suficiente para expresar el sentir de los españoles respecto a la 
religión católica y a los deberes de una nación íntimamente vinculada a su fe. 
Pero a no pocos les pareció poco satisfactoria. 

Muñoz Torrero, presidente de la comisión de Constitución, respondió a Inguan- 
zo en sentido conciliador (324). Con expresa prohibición de las sectas. 

Villanueva apoyó la condescendencia de Muñoz Torrero con invocaciones a la 
antigüedad de nuestras creencias (325). Se acordó que esas observaciones pasaran a 
la comisión para que al día siguiente aportara un nuevo texto (326). 

Al día siguiente, 3 de septiembre, la comisión presentó un nuevo texto: «La 
religión de la nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica, 
romana, única verdadera. La nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe 
el ejercicio de cualquiera otra» (327). Al parecer sin discusión se aprobó en estos 
términos que excusan más comentario por lo claros que son. Lo de sabias y justas 
—así deberían ser todas las leyes para ser tenidas por tales— es una concesión 
al lenguaje de la época como aquello de que los españoles seríamos justos y 
benéficos. Y lo del perpetuamente fruto de aquel sentimiento de los liberales 
de la época de que era tan perfecto lo que ellos discurrían que perduraría por los 
siglos de los siglos. Aunque tal vez todos pensaran, salvo Argüelles, Mejía y pocos 
más, que España no podría seguir existiendo si dejara de ser católica. Un menén- 
dezpelayismo avant la page. 

¿Se dio en tan importante asunto una coincidencia entre liberales y tradicio- 
nalistas que unánimemente aclamaron el artículo como quería el presidente Giraldo? 
Del Diario de las Cortes parece deducirse que sí. Al menos sobre un punto la 
unanimidad se había producido. En proclamar la religión del Estado no había di¬ 
vergencias entre tradicionalistas y liberales. 

Pero no fue así. Argüelles (328) hará años después una importante confesión: 
«En el punto de la religión se cometía un error grave, funesto, origen de grandes 
males, pero inevitable. Se consagraba de nuevo la intolerancia religiosa, y lo peor 
era que, por decirlo así, a sabiendas de muchos que aprobaron con el más pro¬ 
fundo dolor el artículo 12. Para establecer la doctrina contraria hubiera sido nece¬ 
sario luchar frente a frente con toda la violencia y furia teológica del clero, cuyos 
efectos demasiado experimentados estaban ya, así dentro como fuera de las Cortes. 


(324) DD, VIII, pág. 119. 

(325) DD, VIII, págs. 119-120. 

(326) DD, VIII, pág. 120. 

(327) DD, VIII, pág. 125. 
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Por eso se creyó prudente dejar al tiempo, al progreso de las luces, a la ilustrada 
controversia de los escritores, a las reformas sucesivas y graduales de las Cortes 
venideras, que se corrigiese, sin lucha ni escándalo, el espíritu intolerante que pre¬ 
dominaba en una gran parte del estado eclesiástico. Los que se abstuvieron enton¬ 
ces hasta de contradecir los indiscretos términos de aquel artículo, lo hicieron en 
obsequio de la paz y armonía que sinceramente deseaban conservar con un clero 
ingrato, incapaz no sólo de corresponder, pero ni de conocer siquiera hasta dónde 
subía de precio el sacrificio de la propia reputación para con el mundo ilustrado- 
de un clero que retribuyó esta generosa condescendencia, esta conducta tan fra¬ 
ternal y patriótica, con una persecución inaudita y cruel contra los que le defen¬ 
dieron y honraron, y no menos ignominiosa y funesta para la nación, a quien robó 
después toda la gloria y utilidad del triunfo que se había conseguido». 

Lo que confirmaría después en las Cortes de 1837 (329), donde revela por 
qué y cómo han hecho, a disgusto, del catolicismo la única religión del Estado. 

Fue por tanto una aceptación hipócrita obligada por las circunstancias y en 
espera de días mejores que permitieran implantar la libertad de cultos, que era lo 
que deseaban Argüelles y algunos compañeros cuyo número no es posible pre¬ 
cisar. 

El deseo de conciliación no existió nunca. Pocas personas menos conciliadoras 
que Argüelles hubo en las Cortes como estamos viendo y veremos. Se trata sólo 
de un intento a posterior i de vender su aceptación del principio de la unidad cató¬ 
lica. La realidad fue que sabiendo imposible la libertad, y ni siquiera la tolerancia, 
que no serían admitidas no ya por la nación, sino tampoco por las Cortes, inteli¬ 
gentemente decidieron no plantear una batalla que les hubiera descalificado, por lo 
que la pospusieron para tiempos más ilustrados que ya se encargarían de preparar. 


Los religiosos, sin derechos 

El 9 de septiembre de 1811 se discutió el artículo que establecía los requi¬ 
sitos por los cuales perdían los españoles la ciudadanía. Calatrava «hizo presente 
que con arreglo a lo que prescriben los cánones y nuestras leyes, debería añadirse 
un párrafo al anterior; a saber: que los derechos de ciudadano se pierden también 
por la profesión de las órdenes religiosas» (330). «Contestó el señor Argüelles 
—siempre tan liberal y conciliador — que no había necesidad de hacer esta expre¬ 
sión, pues que se deducía claramente de todo el contexto de la Constitución, la 
cuál siempre que trata de los derechos que competen a los eclesiásticos como 
ciudadanos, en las elecciones, etc., habla solamente de los seculares, pero no de 
los regulares. No quedó por esto admitida dicha adición» (331). 

Los religiosos nada podían esperar de los derechos del hombre. Seguramente 
porque la profesión les privaba de la calidad de humanos. Todo, sin duda, muy 
liberal . 


(329) Dérozier: Op. cit., pág. 535. 

(330) DD, VIII, pág. 229. 

(331) DD, VIII, pág. 229 
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Las Cortes estamentales 

Aunque es cuestión eminentemente política la mencionaremos, siquiera de pa¬ 
sada, por cuanto la Iglesia era uno de los brazos de nuestras Cortes tradicionales. 

El artículo 27 del proyecto, que pasará como tal al texto definitivo, excluía 
las Cortes estamentales. Borrull, con un importante discurso, inició la discusión 
reclamándolas. A su favor se manifestaron los tradicionalistas y en contra los 
liberales y alguno de los que en otras cuestiones sustentaban pareceres tradicio¬ 
nales (332). 


El influjo del clero incomoda a los liberales 

El 23 de septiembre de 1811 y con motivo de la importante discusión de 
los artículos que trataban del modo de elegir a los diputados, que condicionarían 
las futuras Cortes, liberales y tradicionalistas se volvieron a enfrentar a causa de 
un gravísimo tema que a todos preeocupaba. El influjo de la Iglesia en la sociedad 
española, que a los segundos parecía bien y deseaban mantener, mientras los pri¬ 
meros lo consideraban excesivo y, sobre todo, contrario a sus intenciones. 

El artículo 35 del proyecto decía: «Las juntas electorales de parroquia se 
compondrán de todos los ciudadanos avecindados y residentes en el territorio de 
la parroquia respectiva, entre los que se comprenden los eclesiásticos secula¬ 
res» (333). 

Creus, otro de los infatigables campeones del tradicionalismo, critica el artículo 
desde dos perspectivas. En primer lugar por la mención de los seculares: «no veo 
necesidad de añadir que se comprenden los eclesiásticos seculares. Porque no ha¬ 
biendo motivo de dudar que son ciudadanos, tampoco la hay de que pueden ser 
electores» (334). A tan evidente argumentación añade otra con más carga ideoló¬ 
gica: «no sé por qué razón se deben tener por excluidos los regulares, principal¬ 
mente los prelados, que ya de muy antiguo están en posesión de asistir a las 
Cortes» (335). Cita algunos ejemplos históricos e insiste en su moderada petición 
en favor de los superiores religiosos: «No sé, pues, por qué se les excluye. Ellos 
son cabezas de familias, y muy numerosas; contribuyen por sí y por sus súbditos 
con grandes servicios en favor de la patria, y muy más señalados a favor de la 
religión, la cual se interesa en él bien de la patria por motivos muy especiales. 
A más en esta guerra han manifestado muy bien su patriotismo; y así no habiendo 
razón para que se excluyan, deben añadirse a estos artículos los prelados regulares 
y todos los que estaban en posesión de asistir a las Cortes » (336). 


(332) DD, VIII, págs. 255 y ss. 

(333) DD, VIII, pág. 410. 

(334) DD, VIII, pág. 410. 

(335) DD, VIII, pág. 410. 

(336) DD, VII, pág. 410. 
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A continuación Guereña pronunció un largo y vibrante discurso en defensa de 
los religiosos y de sus derechos (337). Su reclamación de que al menos se les 
trate como a los negros que vivían en los dominios españoles nos parece una paté¬ 
tica petición. 

Hace a continuación un hermoso canto del estado religioso y de lo que signi¬ 
ficaba en nuestra patria, que transcribiremos como pequeño y merecido homenaje 
a una clase tan injustamente odiada por el liberalismo. 

«Persuadir las utilidades que en lo espiritual producen, sería con trastorno 
de principios y de la economía nacional sujetar a prueba lo que no necesita de ella 
y una de las verdades que confiesan aun los protestantes y que se registran en el 
catálogo de la experiencia. La de muchos siglos tiene acreditado que los claustros 
son el albergue de la inocencia y la morada de los penitentes y justos, de que se 
hallan testimonios irrefragables en nuestros altares. Que son el alcázar en que viven 
las falanges del Dios de los ejércitos, para pedirle día y noche, como Moisés, entre 
el vestíbulo y el altar las bendiciones con que será próspera la monarquía, y sin 
las cuales será nada. Que son el manantial de donde fluyen varones de celo apos¬ 
tólico que, arrostrando peligros del fiero mar y de escabrosas distancias por 
tierra, hacen adorar el estandarte de la cruz aun de las regiones más remotas, 
poniendo un dique al impetuoso torrente de la inmoralidad y un baluarte inexpug¬ 
nable a los insidiosos ataques de la herejía. Que son aquellos operarios infatigables 
en el ministerio de la divina palabra, en la administración de los santos sacramen¬ 
tos, en el consuelo y socorro de los enfermos y encarcelados; y que son finalmente 
los instrumentos con que formada la sociedad en la pureza de la religión, al suave 
ímpetu de sus máximas promueven el bien común, el respeto debido a la deidad 
y por un amor inviolable la fidelidad a los soberanos. 

A la luz de esta ligera indicación entiendo yo que cualquier individuo de 
una nación tan católica como la española, no dudará un momento en clasificar a 
los religiosos como ciudadanos y, a la verdad, muy beneméritos del Estado, mucho 
más si reflexionan las ventajas que aun en lo temporal le acarrean. Se propone 
alguno vivir en perfección y, al retirarse a un monasterio, renuncia en favor de 
sus deudos (si no es qué distribuye entre los necesitados) un grueso patrimonio 
que vincula su felicidad. Si abraza el instituto de los hospitalarios, se hace un 
siervo común de la humanidad enferma. Si sigue el de los agonizantes, pasa los 
días y noches como un testigo ocular de los estragos de la muerte, prestando a sus 
semejantes el auxilio que más importa. Si se alista entre los que se interesan en la 
redención de cautivos, consume su vida en el acopio de limosnas para tan digno 
objeto, sin reparar, para conseguirlo, en dar en cambio su persona. Si camina por 
las huellas de los que generosamente se consagraron a dar la primera y piadosa 
educación a los niños, pone los fundamentos más sólidos de una república afor¬ 
tunada. Si profesa entre los que tienen a su cargo la enseñanza pública de las 
ciencias y artes, o bien dando lecciones en las aulas, o ya con sus admirables tra¬ 
bajos literarios que tanto han enriquecido las bibliotecas, forman los sabios, que 

(337) DD, VIII, págs. 410-413. 
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son el principal resorte de los gobiernos. ¿Y será equitativo y justo se niegue a 
estos dignísimos operarios el derecho de ciudadano, que en el presente artículo 
se concede al último artesano o menestral?» (338). 

Señala luego los magníficos servicios que estaban prestando en la guerra y, 
como americano, da testimonio de todo cuanto debe aquella parte de España a 
los religiosos: «si el gran Cortés dio con el esfuerzo de su espada muchos vasallos 
al trono de España, muchos más le han dado con la dulzura del Evangelio los 
misioneros de Tejas, Sonora* California, Nuevo Méjico, Tampico y otros puntos 
en que han establecido y civilizado muchas poblaciones de neófitos, aumentando 
su número y enseñándoles a un tiempo las verdades de la religión, la agricultura 
y otros ramos de industria que deben auxiliar las necesidades del hombre» (339). 

Nos parece definitivo y todo lo que podamos añadir sería superfluo. Calatrava 
opuso una ridicula objeción sobre la vecindad de los religiosos (340), que es 
contestada por Guereña (341). Muñoz Torrero se opone a la propuesta del meji¬ 
cano (342), que al fin es rechazada (343). 

Aún intentaron otros dos diputados americanos, Uría y Larrazábal, que se 
reconsiderase la negativa (344), pero tampoco les acompañó el éxito. La animad¬ 
versión de los liberales a las órdenes religiosas era demasiado visceral para arran¬ 
carles lo que la razón y la justicia exigían. Y bien sabían, por otra parte, que 
si los religiosos podían participar en las elecciones con voz pasiva y activa (eli¬ 
giendo y pudiendo ser elegidos) o solamente activa (eligiendo), las próximas Cortes 
no iban a ser liberales. Por ello había que cerrar ese camino a toda costa. 

En las juntas parroquiajes se iban a elegir los electores de parroquia que pasa¬ 
rían a formar parte de las juntas electorales de partido. Una nueva tentativa liberal 
intentó evitar que esos electores pudieran ser eclesiásticos, aunque fueran 
seculares. 

El artículo 45 del proyecto establecía que «para ser nombrado elector parro¬ 
quial se requiere ser ciudadano, mayor de veinticinco años, vecino y residente 
en la parroquia y casado ó viudo» (345). Con lo que evidentemente los sacerdotes 
quedaban excluidos. 

Creus denunció inmediatamente la maniobra (346) y Argüelles intenta explicar 
lo inexplicable, ya que las verdaderas razones —evitar el influjo de la Iglesia en 
las juntas de partido que eran las que eligirían los diputados— no podían con¬ 
fesarse. Sü argumento fue realmente pintoresco. Se proponía eso para impulsar 
y promover los matrimonios (347). Comprendo que el lector se resistirá a creer 
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tan descarada y falsa explicación, pero así figura en las páginas del Diario. Los re¬ 
celos de Creus no pasaban, según el asturiano, de ser una «cavilación. Efectiva¬ 
mente se quedarían fuera los eclesiásticos, pero también otros solteros, como 
el mismo Argüelles, que confiesa que «lo será para siempre, porque aunque no 
tengo impotencia física la tengo moral por escasez de facultades» (348). 

Tan peregrinas razones no podían convencer más que a quienes estaban deci¬ 
didos a alejar a la Iglesia de los centros de influjo social. No era ciertamente 
Dou uno de ellos, por lo que reprodujo exactamente las razones de Creus (349). 
Y lo mismo opinó el obispo de Calahorra, que cree que «imponer pena a los celi¬ 
batos por una cosa que no pueden hacer no es justo» (350). 

El liberal Gordillo dice a Argüelles que así no se promoverán los matrimo¬ 
nios (351) y como, además, pretendió rebajar la edad a los veintiún años, el 
asturiano habló de esto último, pues bien comprendió que la otra cuestión era 
inargumentable (352). Villanueva pide que se supriman las palabras y casado o 
viudo, pues no puede castigarse el celibato cuando se asume por seguir los con¬ 
sejos evangélicos (353). 

Oliveros, pese a ser clérigo, intenta sostener la exclusión de los sacerdotes, 
que era lo que en verdad se pretendía: «Los casados y viudos están más apegados 
al país que los celibatos» (354). Añade que «se ha puesto el artículo para equili¬ 
brar las clases, y así se admiten los eclesiásticos y solteros para electores de 
partido y para diputados, y no para electores parroquiales, así están igualadas las 
clases» (355), en un raciocinio que es un puro sofisma. ¿Qué igualdad se con¬ 
sigue así? Espiga intenta en vano reforzar los argumentos de su compañero de 
escaño, de partido y de estado: Villanueva tendría razón si los célibes lo fueran 
todos por seguir el consejo evangélico, «pero vemos por desgracia que la mayor 
parte no son llamadas de Dios. Lo son por vicio, porque en el estado de soltero 
se vive con más comodidad y placer y por no tener que sufrir el trabajo del 
matrimonio, mantenerse y educar a la familia y dar buenos ciudadanos al Esta¬ 
do» (356). Por tanto, «la nación debe declararse contra éstos, que son los zánganos 
de la república» (357). 

Tal ataque a la soltería, que curiosamente es llevado por solteros, no debe 
engañar al lector. Lo que se quería evitar, aunque los liberales no se atrevieron 
a decirlo, era la participación de los sacerdotes como electores parroquiales, ya que, 
dada la influencia y prestigio que tenían entre los feligreses, podían ser elegidos 
en gran número y condicionar así la posterior elección de diputados. 

(348) DD, VIII, pág. 416. 
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Una última intervención de otro célibe, Terrero (358), absolutamente contrario 
a la exclusión, dio paso a que se votara el artículo y que se suprimiera la condi¬ 
ción de casado o viudo (359). 

El 24 de septiembre de 1811, justamente al año de la instalación de las 
Cortes, un buen número de diputados tradicionalistas suscribieron diversos votos 
particulares contra la exclusión de los religiosos. Los diputados González Colom- 
bres, Garcés, Lera, Alcaina, Vega Sentmenat, Simón López, Guereña, Larrazábal, 
Salas, Ros, Foncerrada, Borrull, Sombiela, Creus, Andrés, barón de Casablanca, 
obispo prior de San Marcos, marqués de Tamarit, Morros, Aytés, Villanueva, Papiol, 
López del Pan, Ric, Liados, Inguanzo, Freire, Vera, Rodríguez de la Bárcena, 
Samartín, Ramos Arispe, Guridi y Alcocer, Uría, Vázquez de Parga y Salas (360). 

Treinta y cinco diputados entre los que figuran dos conspicuos liberales, Villa- 
nueva y Ramos Arispe, es una notable oposición si se tiene en cuenta que muchos 
diputados no suscribían estos votos que sólo servían para dejar constancia de su 
oposición a unas medidas que ya se habían aprobado. Así notamos que faltan 
entre estos diputados una serie de nombres que todo hace suponer eran también 
favorables a los religiosos: Gómez Fernández, Terrero, Valiente, Aznárez, Pascual, 
Roa, Cañedo, Llaneras, Ribes, Key, el obispo de Calahorra, Esteban y Gómez, 
Gutiérrez de la Huerta, Jerónimo Ruiz, Veladiez, Amat, Calvet, Dou, Montoliú, 
Serrés, Riesco, Hermida, Bernardo Martínez, Villagómez, Garoz, González Llamas, 
el barón de Antella, Antonio Joaquín Pérez, Ostolaza y algún otro. 

Al día siguiente, 25 de septiembre, Terrero protesta de otra exclusión cuyo 
sentido es el mismo que el que venimos comentando. Los párrocos habían desapa¬ 
recido de la presidencia de las juntas de parroquia (361): «En el artículo ante¬ 
cedente se excluía a los eclesiásticos de poder ser elegidos electores parroquiales y 
en éste se confina al párraco para que ni siquiera lo vean. La Junta Central ordenó 
que presidiera juntamente con el juez» (362). Lo pretendido era tan claro que 
esta vez Terrero se atreve ya a insinuarlo. Que ni siquiera le vean los feligreses 
para que no pueda influenciarlos con su ascendencia sobre ellos. 

No sólo el párroco podía condicionar, y evidentemente en sentido tradicional, 
la elección. Su ausencia permitiría que otros la condicionasen a su vez y, posi¬ 
blemente, en otro sentido. «Asistiendo el párroco se cerraba el camino a aquellos 
manejos solapados y ocultos que tan frecuentemente se notan con tanto pesar de 
los hombres buenos» (363). No sabemos exactamente a qué se refería el cura de 
Algeciras con su denuncia, pero no es arriesgado suponerlo. Con ello no queremos 
decir que la presencia del párroco excluyese toda clase de manejos. Eran muy 
capaces de hacerlos, al menos muchos de ellos, y hay constancia de denuncias de 
su celosa actividad en las siguientes elecciones. Sólo queremos referirnos al intento 
liberal de mantener al clero lo más lejos posible de las elecciones. 
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Villanueva (364) se muestra contrario a la presidencia, pero quiere su asisten¬ 
cia. «Esto puede acarrear muchos bienes y evitar muchos males» (365). Y hace 
una afirmación que conviene retener: «Es muy cierto y positivo que no tienen los 
pueblos tanta confiarla en los escribanos como en los curas párrocos» (366). 
Ahí estaba el quid de todo. 

Argüelles (367) tiene entonces una de sus típicas intervenciones que esta vez 
tiene una enorme importancia, pues pese a sus habituales prudencias llega a des¬ 
velar el fondo de lo que se dilucidaba. Comienza diciendo que una cosa es la 
piedad y otra la política. Que Terrero es muy piadoso, pero que de seguir su 
doctrina habría que tachar de poco religiosos a nuestros mayores y a nuestros 
católicos reyes, «que separaron a los eclesiásticos de los actos civiles siempre 
que no consideraron necesaria su asistencia» (368). Como si Terrero propusiera 
que todos los actos civiles fueran presididos por el eclesiástico. Que el párroco 
fuera alcalde, juez y coronel del regimiento. Después la referencia a su persona 
a la que era tan aficionado y que, generalmente, solían ser tan mentirosas: «Yo soy 
piadoso, y por tal me tengo» (369). Además, el párroco a esa hora puede tener 
que cumplir obligaciones propias de su cargo. Que asista si quiere como simple 
ciudadano... ¡Pues no faltaba más! Pero al cauto Argüelles se le escapa la razón 
de todo. Ni piedad, ni política, ni reyes tan católicos... «Es menester también 
que no nos desentendamos del poderoso extraordinario influjo que tienen los 
eclesiásticos con los pueblos, prueba de ello es este mismo Congreso...» (370). 
Alejémoslos, pues, lo más posible para que el poderoso extraordinario influjo se 
atenúe al máximo. 

¿No se quería la soberanía nacional? ¿Y si la nación quería ese influjo? 
Pues si no lo quería con no seguirlo estaba todo resuelto. El liberalismo una 
vez más no era tal. Era otro despotismo, de signo distinto al del Antiguo Régimen, 
pero al que tampoco le interesaba lo que el pueblo quería. 

También debemos retener otras palabras de la intervención de Argüelles porque 
son asimismo muy ilustrativas. En aquellos tiempos en que nuestros antepasados 
y nuestros católicos reyes tenían más marginados a los eclesiásticos —lo que his¬ 
tóricamente habría que precisar mucho más—, «no se veían atacados por la nota 
de irreligiosos, herejes y ateístas, con la cual se ven insultados frecuentemente y 
con el mayor descaro los de nuestros días por personas que llevando siempre en 
la boca la religión, acaso están muy ajenas de su espíritu» «371). 

Sangraba por la herida. Una serie de personas, no sabemos el número pero no 
podía tratarse de un caso aislado al que no se le habría dado importancia, estaban 
ya recelosas ante las leyes, los periódicos, los escritos, los diputados, las Cortes... 
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a causa de lo que entendían irreligiosidad, herejía o ateísmo. Y Argüelles se daba 
por aludido. 

Favorables a la asistencia del párroco por mandato constitucional se manifesta¬ 
ron el obispo de Calahorra (372), Larrazábal y Uría (373). Y contrarios Due¬ 
ñas (374) y Muñoz Torrero (375). Gallego, otro de los liberales siempre presen¬ 
tes, suscribió los razonamientos de Muñoz Torrero y añadió otro de esos argu¬ 
mentos tan caros a los liberales que pareciendo probar todo no probaban nada: «si 
se pone como una condición precisa la asistencia del cura párroco resulta una cosa, 
y es que no queriendo él asistir, no habrá elección» (376). ¿Y si el que no quiere 
asistir es el alcalde o el juez? 

Terrero, el autor de la propuesta, vuelve a intervenir con su peculiar estilo: 
«Muy poco tengo que añadir. Dígase lo que se quiera. Contra la experiencia no 
hay argumentos que valgan. Esta es palpable y constante; y no quiero usar de 
más razones que las ya indicadas; y supuesto que el reglamento anterior previene 
que los curas párrocos asistan a estas juntas, el privarles ahora sería degradarlos. 
¿Qué han hecho los curas para que se les excluya? ¿Será demérito de ellos el 
haber contribuido a la salvación de la patria? ¿Será demérito el conservar el 
sagrado fuego de la insurrección? Si por un imposible se reuniesen los párrocos 
(no lo harán, Señor), y cansados de tan larga lucha predicasen a sus feligreses la 
tranquilidad, se acababa la guerra» (377). Ya hemos comentado estas palabras de 
Terrero y no insistiremos en ellas. 

Hablaron Villafañé (378) y de nuevo Argüelles (379) por los liberales y 
Garoz (380) y Morros por los tradicionalistas. De la intervención de este último 
recogeremos un párrafo: «Se dice que a las juntas políticas quieren asistir los 
curas, cuando en los concilios no se admiten a los seglares; y digo yo, ¿no exigen 
éstos que asista en los concilios un comisionado real? Y este comisionado, ¿es 
para autorizar el acto o es para entender en los asuntos meramente eclesiásticos? 
¿No es para ver si se deprimen los derechos del rey? Además, ¿quién no entiende 
que el eclesiástico tiene derecho como superior en las cosas civiles, y no el seglar 
en las eclesiásticas? Pues lo civil no se extiende a lo espiritual; pero lo espiritual 
puede sí extenderse a lo civil. Por fin yo convengo en que no asistamos a estas 
juntas; pero que se nos descargue de la asistencia odiosa a las demás (381). 
Así concluyo diciendo que la adición hecha por el señor Terrero es lo más jus¬ 
to» (382). 
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No se entiende cómo tan clara defensa de la primacía de lo espiritual no tuvo 
contestación por parte de alguno de los ultrarregalistas allí presentes. Quizá porque 
en esta ocasión fueron los diputados tradicionalistas los que reclamaron que la 
cuestión ya estaba suficientemente discutida, procedimiento que habitualmente venía 
siendo utilizado por los liberales cuando querían que se pasase a votar sin más 
discusiones. Declarada, pues, suficientemente discutida la propuesta, aún intentó 
Calatrava obstaculizar la votación al pedir se dijera si el párroco iba a asistir como 
presidente o como vocal (383). Lo solicitado por Calatrava podía dividir los votos 
favorables a los párrocos, pero no ocurrió así, pues se fijó la adición en los 
siguientes términos: con asistencia del cura párroco para mayor solemnidad y de 
ese modo se aprobó (384). 

Todavía hubo otra intentona liberal, esta vez a cargo del conde de Toreno, 
que propuso no pudiesen ser elegidos ni el juez, alcalde o regidor que presidieran 
el acto ni el párroco que a él asistiera. Pero no se admitió a discusión (385). 
A los liberales les traía sin cuidado que pudieran ser elegidos o no el juez, el 
alcalde o el regidor. Al que no querían como elector en la siguiente instancia 
era al párroco. 

Frente a estas serias reservas del liberalismo ante la Iglesia no tenían im¬ 
portancia ninguna las fórmulas externas de religiosidad que solían pasar sin opo¬ 
sición. Bien porque les interesara disimular su antieclesialismo con apariencias que 
engañaran al pueblo, bien porque muchos convinieran en ellas o bien porque para 
algunos aún no había llegado el momento de suprimirlas. Así se aprobó sin discu¬ 
sión que tras la junta parroquial se trasladen todos los asistentes a la parroquia 
«donde se cantará un solemne Te Deum» (386). 

El 26 de septiembre de 1811 vuelve a surgir el tema de los religiosos al dis¬ 
cutirse el artículo 91, que establece los requisitos para ser diputado. Villanue- 
va (387), que en esta ocasión defiende las tesis tradicionales, propone que puedan 
ser diputados los prelados regulares. Tras una justificación de precedentes histó¬ 
ricos añadió: «no veo contra esto razón alguna fundada en la naturaleza misma 
del estado monástico. Los votos monásticos en nada se oponen a la representación 
nacional» (388). Y reconoce que «entra esto en los deseos de la nación» (389). 

Sus compañeros de partido no podían ver con tranquilidad que se volviera a 
reabrir la cuestión y Toreno interrumpió al orador reclamando el orden y di¬ 
ciendo: «ya está resuelto» (390). Pero Villanueva continuó con sus razonamientos 
de los que sólo retendremos uno que debería haber hecho mella en los diputados 
liberales si en verdad lo fueran: «No se debe coartar en esto la libertad del 
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pueblo; permítasele nombrar para las Cortes, si quiere, a un prelado regular 
en quien tenga confianza, lo demás parece que es perjudicarle» (391). 

Muñoz Torrero se opone en base a lo ya acordado (392). Capmany pidió que 
se lean las adiciones propuestas y el presidente, acababa de ser elegido el día 24 
el obispo de Mallorca, manifestó: «Este punto ya está resuelto y no ha lugar 
a deliberar» (393). No ponemos en duda la correcta aplicación por parte del obispo 
de la reglamentación vigente, pero poca gloria eclesial añade a la escasa de Nadal 
esta intervención contra los religiosos. 

Creus sostiene la propuesta de Villanueva (394), Toreno la rechaza (395), Cap¬ 
many, en un erudito discurso histórico pretende desvirtuar las razones del clérigo 
de Játiva (396) y es Moragues quien vuelve a descubrir cuál era el secreto pro¬ 
pósito de su partido: 

«Por no haber querido admitir la adición del señor conde de Toreno al (artícu¬ 
lo) 46, ha dado en las elecciones una suma preponderancia al clero, en términos 
de que ya no hay aquella regla de igualdad que por los principios sentados nunca 
debiera faltar; porque, Señor, respóndaseme de buena fe, ¿qué cura habrá que 
queriendo no sea el elector de su parroquia? En Mallorca saben mis dignos com¬ 
pañeros que casi todos los electores fueron curas, y lo mismo en otras partes; 
¿y en tales circunstancias, cuál será el resultado? Posible es, Señor, que las si¬ 
guientes Cortes se compongan en la mayor parte y en el todo de individuos del 
clero; ¿y será esto justo? ¿Y podrá convenir a la nación? Es preciso, Señor, tener 
en consideración que los eclesiásticos son individuos de una corporación que se 
pretende independiente y separada, de cuyo espíritu no es posible se desentiendan 
absolutamente, y pudiera esto dar lugar a pretensiones y acuerdos que no fuesen 
los más convenientes al bien de la nación y del Estado» (397). 

La teoría de la representación sufre una notable quiebra en las ideas de este 
diputado liberal. Los diputados representan a la nación, pero siempre que sean 
elegidos a gusto de los liberales. Si la elección diera otros resultados como ello 
no convendría a la nación habrá que manipularla de forma que sólo resulten ele¬ 
gidos nuestros amigos ideológicos. Que ciertamente no son los eclesiásticos. No pue¬ 
de extrañar ante tan asombrosas y liberales ideas el que a Moragues «interrumpié¬ 
ronle varios diputados» (398). Lo que lleva a Muñoz Torrero (399) y a Tore¬ 
no (400) a reclamar que pueda expresarse con toda libertad. Que curiosamente no 
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exigían cuando era un diputado tradicionalista el interrumpido por sus compañe¬ 
ros o por las tribunas. 

Calatrava se desentiende de las razones de fondo para limitarse a las regla¬ 
mentarias: «Hemos sufrido cuatro ataques sobre que los eclesiásticos regulares 
tengan representación en el Congreso. ¿A qué viene esa tenacidad, habiendo visto 
el señor autor de la adición que se ha negado esta solicitud por tres veces» (401). 

Vuelve a tomar Moragues la palabra por tercera vez —la segunda fue una 
breve protesta ante las interrupciones (402)— y pide ya abiertamente la exclusión 
de todo eclesiástico como diputado si antes no vuelve a redactarse el artículo 45 
como estaba en su origen, es decir, de forma que los sacerdotes no puedan ser 
electores de parroquia (403). Con lo que nos encontramos ante una contradicción 
en la que incurrieron con frecuencia los liberales. Sus adversarios no podían volver 
sobre una cuestión ya resuelta, pero ellos sí. No podían perder una votación. 
Y si la perdían procuraban enmendarlo enseguida. Quizá el ejemplo más paradig¬ 
mático de todo ello fue un asunto puramente político que fue votado una y otra 
vez hasta que consiguieron su propósito. Me refiero a la cesión de los presidios 
africanos —no es de hoy él I intento de abandonar Melilla y las otras plazas afri¬ 
canas— que el partido liberal quería entregar a toda costa y que es rechazado 
el 4 de marzo de 1811 por 84 votos contra 39 (404), vuelve a serlo el 26 de marzo 
del mismo año por 64 contra 60 (405) y al fin es admitida el 2 de septiembre 
de 1811 por 65 contra 63 (406). 

Al día siguiente, 27 de septiembre de 1811, el presidente obispo de Mallorca, 
tal vez movido a ello por otros diputados, sale en defensa del clero ofendido por 
la intervención de Moragues y justifica su inactividad ante el desorden que se 
promovió en las galerías y que había contrastado con su celo por impedir que se 
discutiera la propuesta de Villanueva (407). Lo que daba buena muestra de dónde 
estaban sus simpatías. 

Cerremos este ya largo apartado sobre las tentativas liberales de alejar a la 
Iglesia de las Cortes con la discusión que promovió el artículo 92: «Se requiere 
además para ser elegido diputado de Cortes tener una renta anual proporcionada 
procedente de bienes propios» (408). 

No nos referiremos a esta pretensión burguesa de asegurar los diputados en 
su clase en virtud del requisito de la posesión de una renta. Se ha escrito muchí¬ 
simo sobre ello y se sale de nuestro análisis. Pero cae de lleno en él si vemos en 
ello, y así lo entendieron varios diputados, un nuevo intento de alejar a los 
sacerdotes de las Cortes. Siempre por medios poco claros y, se podría decir mejor, 
tortuosos. 
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Villanueva, que en todo este debate se enfrentó a sus amigos liberales, fue el 
primero en señalarlo: «Son muy contados los clérigos de España que además de 
la renta de sus prebendas o beneficios tengan otras proporcionadas procedentes de 
bienes patrimoniales u otros que con verdad puedan llamarse propios. Me parece 
que de cien eclesiásticos apenas habrá cuatro o cinco propietarios» (409). Y soli¬ 
cita que «se quiten las palabras procedentes de bienes propios» (410). 

Muñoz Torrero intenta tranquilizar a los tradicionalistas asegurando que el ar¬ 
tículo no iba contra el clero, pues las rentas eclesiásticas, sean de ellas dueños 
o administradores los sacerdotes, deben ser tenidas como propias (411). Pero a 
estas alturas de las Cortes hasta los dedos se antojaban huéspedes a los tradicio¬ 
nalistas y Key solicita que desaparezcan las ambigüedades (412). Veía en la redac¬ 
ción propuesta, y no cabe tacharle de exagerado, un claro peligro para el estado 
clerical que, con una interpretación estricta, podía ser eliminado del Congreso. 

Buena prueba de lo que decimos fue la intervención de Argüelles, que vino a 
echar por tierra las seguridades ofrecidas por su compañero de comisión y corre¬ 
ligionario Muñoz Torrero (413). La estructura de su discurso es la misma de 
siempre. ¡Quién podía esperar «que se atribuyesen a la comisión miras tan mez¬ 
quinas como la suponen de que el objeto del artículo era excluir a esta o a la otra 
clase!» (414). Pues bastantes lo supusieron. Y el mismo Argüelles confirma lo 
acertado de la suposición. 

«Que los eclesiásticos no son excluidos por el artículo se ve a poco que se 
reflexione. Nuestras leyes permiten a los clérigos adquirir bienes y disponer de 
ellos como cualquier otro ciudadano. No son pocos los que poseen bienes propios, 
ya heredados, ya comprados. La comisión se desentendió de examinar si era o no 
conforme a los cánones que los eclesiásticos poseyesen bienes propios; si el sobran¬ 
te le debían distribuir a los pobres y otros puntos de disciplina que no eran de 
su incumbencia. Examinó la materia y halló un hecho; a saber: que los clérigos 
pueden poseer bienes propios y que muchos están en este caso. Luego ni quiso ni 
pudo excluirlos» (415). 

No podía estar más clara la cuestión. Además de desautorizar a Muñoz Torrero 
se venía a primar al mal eclesiástico. Aquel sacerdote que utilizando las rentas de 
su parroquia o su beneficio en subsistir, si el sobrante lo entregaba a los pobres 
jamás podría ser diputado. Lo sería en cambio el quedo dedicara a comprar casas, 
fincas, etc. Y el pueblo, que veneraría al primero y recelaría del segundo, solo 
podría elegir a éste, pues el otro estaba incapacitado por no tener bienes propios, 
ya que su patrimonio eran los pobres. La redacción era maquiavélica. 
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No tuvo que esforzarse mucho Rodríguez de la Bárcena para demostrar la 
ambigüedad del artículo. Le bastó señalar las interpretaciones que del mismo habían 
hecho Muñoz Torrero y Argüelles. Pide, por tanto, que se suprima la expresión 
procedente de bienes propios (416). Gallego, tras sostener que «son infundados 
los temores que ha causado este artículo» (417), apoyó la redacción propuesta por 
la comisión que pasó así al texto definitivo. 

No es necesario comentar más lo hasta ahora expuesto. El liberalismo quería 
alejar a la Iglesia de la sociedad. Y los primeros pasos que daba para conseguirlo 
eran hábiles y tramposos. Sabían bien que no podían dirigirse de frente a su 
objeto, pues serían rechazados por el cuerpo social, por lo que movían inteligen¬ 
temente sus peones. Pero cada vez eran más los que en las Cortes y fuera de ellas 
advertían su estrategia. 


De nuevo los juramentos 

El 30 de septiembre de 1811 se discutió la fórmula del juramento que habrían 
de prestar los diputados y que se refería a tres cuestiones: defender y conservar 
la religión católica sin admitir otra alguna en el reino, guardar y hacer guardar 
la Constitución y desempeñar fielmente el cargo de diputado (418). 

El juramento planteaba a muchos un grave problema de conciencia. A Argüelles 
le traería sin cuidado jurar, defender y conservar la religión católica, aunque 
estuviera muy lejos de sus propósitos hacerlo. Tal vez fuera exagerado asegurar 
que quisiera destruirla. Pero ciertamente quería disminuirla y debilitarla. En cam¬ 
bio quienes eran buenos católicos estaban preocupados, pues sabían que no les 
estaba permitido jurar en falso y que si lo hacían quedaban comprometidos en 
conciencia, pues habían puesto a Dios por testigo de la verdad de lo que juraban. 

Evidentemente la primera pregunta del juramento no les ofrecía la menor 
dificultad. De todo corazón la compartían. La segunda era la comprometida. Así se 
lo pareció a Terrero, que propuso añadir: «sin perjuicio de variar, alterar y 
reformar lo que estimen conveniente para el bien de la nación» (419). No se puede 
decir que se trataba de un enemigo de la Constitución ni de un absolutista que 
añoraba el Antiguo Régimen y suspiraba por su restauración. En cuestiones estric¬ 
tamente políticas era de los diputados más avanzados e incluso revolucionario. 
Pero sus reparos de conciencia, por otra parte bien moderados, no fueron admi¬ 
tidos por los liberales. «La interrumpieron» (420). Lo que no doblegó el genio 
del cura de Algeciras, que protestó: «Esta es mi opinión que quiero que conste 
para siempre» ((421). 
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Argüelles procuró calmar las inquietudes de Terrero y pospuso para otro lugar 
sus reparos (422). Fue Inguanzo quien presentó las dificultades que ofrecía el 
juramento con atinadas observaciones sobre las leyes. Tras afirmar que «en ningún 
caso se puede jurar aquello que no se puede cumplir» (423), añadió: «Por los 
mismos principios se debe discurrir de las leyes con respecto a su perpetuidad o 
revocabilidad. Aquellas que por su naturaleza y esencia son variables, podrán va¬ 
riarse siempre que convenga, por más que el legislador quiera y mande que nunca 
se variarán» (424). 

«Está pues reducida la cuestión a saber: ¿las leyes contenidas en este código 
de constitución son todas y cada una esencialmente irrevocables, sí o no? Porque 
si no lo son, en vano nos cansaremos en pretender que lo sean, y será jurar en 
vano jurar su observancia perpetua» (425). «Pues nadie puede obligarse ni con 
juramento ni sin él a aquello que sea dañoso y perjudicial al bien público» (426). 
Y concluye: «Sería la mayor tiranía vivir bajo de unas leyes que, sin distinciones, 
no pudiesen variarse, aunque conviniese hacerlo o resultasen perjudiciales» (427), 
por lo que no deberían jurarse más leyes que aquellas que fueran por su naturaleza 
perpetuas e irrevocables. 

Discreparon de Inguanzo, Villanueva (428) y Muños Torrero (429) y se aprobó 
el artículo con la fórmula del juramento en la redacción propuesta (430). 

En el debate subyacía la íntima convicción de no pocos diputados de que la 
Constitución iba a ser una ley injusta, o al menos mala, y querían evitar su jura¬ 
mento. Que siempre nos pareció una imposición del poder para coaccionar las con¬ 
ciencias en favor de sus dictados. Y nos parecen mucho más liberales, en el mejor 
sentido de la palabra, los argumentos de Inguanzo que los de sus oponentes. 
Se compagina mal jurar fidelidad a un texto o a una institución y trabajar, aunque 
sea legalmente, para su modificación o sustitución. 


La inviolabilidad de los diputados por sus opiniones 

El 1 de octubre de 1811 se discutió el artículo 128, que establecía en su pri¬ 
mera parte que «los diputados serán inviolables por sus opiniones, y en ningún 
tiempo ni caso, ni por ninguna autoridad podrán ser reconvenidos por ellas» (431). 

Este principio, básico en el sistema liberal, sería infringido varias veces por las 
mismas Cortes. Citemos las causas a los diputados García Quintana, González 
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Peinado, Ros, Freire..., las amenazas a los diputados que no juraran la Cons¬ 
titución, etc. 

Pero su mismo fundamento era rechazado por otros diputados. Simón López 
pidió que se limitase a las «opiniones políticas », «pues de lo contrario, dejando 
correr el artículo como está, quedaría a cubierto el diputado aun cuando en sus 
dictámenes impugnase nuestra santa religión. Y esto no lo puede permitir 
V. M.» (432). 

Simón López había puesto el dedo en la llaga y Muñoz Torrero (433) y Villa- 
nueva (434) acudieron en socorro del artículo con argumentos que venían a dar la 
razón al sacerdote del Oratorio, diputado por Murcia. 

Ambos dijeron que si algún diputado impugnase un dogma de la religión sería 
juzgado por el tribunal de Cortes. Con lo que se estaba dando la razón a López 
sin reconocerlo. Lo importante era que la restricción no figurase en el texto 
constitucional, porque las palabras explicatorias y tranquilizadoras ya se las lleva¬ 
ría el viento. Una vez más se quería pasar de matute lo que no se atrevían a 
expresar claramente. 

Villanueva, y en ello aparece su condición de jansenista, distingue los puntos 
de disciplina externa, que considera objeto de la deliberación de las Cortes y sobre 
los que debe recaer la inviolabilidad. E introduce una gravísima distinción que 
podrá permitir todas las arbitrariedades: «Se dice que sean los diputados inviolables 
por sus opiniones y no por sus errores» (435). Con lo que ya ninguno podrá sen¬ 
tirse seguro. Bastará con que el Congreso considere error, político o religioso, su 
opinión para que puedan caer sobre él todos los castigos. Y esto fue siempre una 
espada de Damocles sobre la cabeza de los diputados. 

No quedó convencido Simón López e insistió en sus razones: «Todos los cató¬ 
licos romanos estamos sujetos al tribunal de la Iglesia en materias religiosos. El Con¬ 
greso no es menos católico que las demás personas que están en el gremio de la 
Iglesia, pues todos hemos jurado conservar y defender nuestra santa religión, como 
lo hicieron nuestros mayores. Por consiguiente, no podemos separarnos de lo que 
la misma Iglesia establece. Así, si algún diputado tuviere la demasía (cosa que no 
es creíble) de proferir proposiciones que pareciesen contrarias a la fe, no podría 
V. M. examinarlas por pertenecer esto al juicio de la Iglesia. V. M. no puede ni 
debe meterse en esto. Con tal objeto propuse mi adición y a fin de que todo el 
mundo sepa que no hemos venido a tratar las cosas de la Iglesia» (436). 

El reparo de López era fundadísimo. No faltaba más que ver al Congreso deci¬ 
diendo si las opiniones de un diputado eran o no contrarias al dogma. ¿Y si su 
declaración contradecía a la de la Iglesia? Muñoz Torrero le replicó sin contes¬ 
tar a nada (437). Tampoco resultó convincente la intervención de Argüelles, que 
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no aportó nada nuevo, salvo una confirmación más de que sus ideas eran tenidas 
por muy sospechosas por una parte del catolicismo español: «por haber sostenido 
un diputado español (que es el que está hablando) que parte de los diezmos podría 
ser aplicada a las necesidades de la patria, se le ha declarado hereje en algunos 
papeles públicos y hasta en los anuncios fijados en las esquinas de esta ciudad» (438). 
Al margen de que ése no era el juicio de la Iglesia, sino el de algunos o muchos 
católicos, que es cosa distinta, en nada rebatía esa anécdota las razones de López, 
aunque era buena prueba del concepto que Argüelles merecía entonces. 

Cerró la discusión Capmany sosteniendo el artículo y la dichosa disciplina ex¬ 
terna (439), tras lo cual fue aprobado como venía (440). Contra el acuerdo se 
registró al día siguiente el voto particular de Sombiela (441). 

Ese mismo día —2 de octubre—, intenta de nuevo Simón López reproducir 
sus razones en una propuesta que no es admitida a discusión (442), aunque fuera 
de lo más realista: «¿No podrá suceder que yo, lo que Dios no permita, profiera 
en este Congreso una proposición herética, o cismática, o impía, o escandalosa, 
o sospechosa de mala doctrina? Soy hombre y sujeto a error, aunque sea diputado. 
«¿Quién me puede sustraer de la potestad espiritual de la Iglesia y del romano 
pontífice para no ser examinado, juzgado, sentenciado y penado en caso de no 
rendirme a su juicio?» (443). 

En el mismo sentido intervino Alcaina, que pidió «se explicase lo que quería 
decir opiniones por no confundir las opiniones con los errores» (444). Pero la 
mayoría liberal no tenía interés en precisar los términos, pues se buscaba preci¬ 
samente la ambigüedad. 
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(439) DD, IX, pág. 72; Fernández de la Cigoña y Cantero: Op. cit., pág. 173. 

(440) DD, IX, pág. 72. 

(441) DD, IX, pág. 73. 

(442) DD, IX, págs. 79-80. 

(443) DD, IX, pág. 79. 

(444) DD, IX, pág. 80. 


130 




CAPITULO III 


EL SAGRADO TEXTO 

Ecos de Rousseau y de Voltaire 

El 7 de octubre de 1811 Borrull pide en vano que de la fórmula propuesta 
para promulgar las leyes: «por la gracia de Dios y por la Constitución de la 
Monarquía española» (1) desaparezca la mención constitucional «porque en el 
abominable congreso de Bayona mandó el infame Napoleón que usaran de dicho 
título todos los reyes de España» (2). Y añadió: «Los reyes de España nunca 
han usado de este título ni el pueblo español ha querido que usaran de él» (3) 
y señala su origen francés «en unos hombres turbulentos que habían salido de 
las licenciosas escuelas de Rousseau y de Voltaire» (4). 

Una acusación más del afrancesamiento de nuestro Código fundamental y con 
graves imputaciones de paternidades ideológicas que no sólo eran sospechosas polí¬ 
ticamente, sino sobre todo religiosamente. 


Formalismos constitucionales 

El mismo artículo continuaba, sobre la forma de promulgar las leyes, «manda¬ 
mos a... y demás autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas...» (5). 
Dou, que también había señalado las influencias francesas —«parecerá ella más 
conforme con el sistema extranjero de nuestros vecinos que con el nacional» (6)— 
piensa que la fórmula es poco respetuosa con nuestros obispos (7), en lo que 
es apoyado por Larrazábal, que propone volver al estilo de siempre: mandamos 
a las autoridades civiles y militares y rogamos y encargamos a las eclesiásticas» (8). 
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Toreno (9) y Villafañé (10) defienden el mandamos, que es rechazado por Gue- 
reña (11) y el obispo de Calahorra (12). Aner, que una vez más se aleja en esta 
ocasión de sus compañeros tradicionalistas —ya hemos dicho que nos parece mucho 
más conservador que tradicional— defiende la fórmula que sostienen los libera¬ 
les (13), al igual que Villanueva, que se basó, naturalmente, en razones halladas 
«en los tiempos antiguos» (14). El artículo quedó al fin como lo proponían los 
liberales. 

Su Majestad Católica 

El 9 de octubre vuelve Villanueva, en lo que realmente puede calificarse de 
verdadera manía, a reclamar la antigua disciplina pidiendo que el rey sea ungido 
en su coronación como «en los tiempos de la dinastía goda» (15). Ningún diputado 
tradición-alista participó en la discusión de esta proposición de Villanueva realmente 
modernizadora y progresista. Tras la intervención de varios liberales se remitió el 
asunto a la comisión para que dictaminara. 

Más importancia tenía el artículo 169: «Al rey se dará el tratamiento de 
Majestad Católica» (16), tan conforme con la tradición española consagrada por 
el uso de los siglos. Opuso algún reparo Capmany, más por sus afanes de purismo 
literario que por otra cosa (17), y pasó el artículo tal como se proponía sin más 
cambio que sustituir se dará por tendrá. 

El regio patronato 

El 15 de octubre de 1811 pasó sin dificultad la sexta facultad regia: «Presen¬ 
tar para todos los obispados y para todas las dignidades y beneficios de real 
patronato, a propuesta del Consejo de Estado» (18). No introducía variaciones 
sobre la situación anterior y el debate en el que, excepto Gutiérrez de la Huerta, 
sólo participaron liberales versó sobre puntualizaciones técnicas sin contenido ideo¬ 
lógico. 

Impedimentos matrimoniales 

El proyecto constitucional establecía que el rey para contraer matrimonio pre¬ 
cisaba el consentimiento de las Cortes. Larrazábal se dio cuenta de las dificultades 
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que podían plantearse si el rey contraía matrimonio sin dar cuenta a las Cortes 
o sin su consentimiento. Su propuesta era terminante: se entenderá que abdica la 
corona (19). 

Tan sencilla conclusión no pareció bien a García Herreros, que propuso una 
solución mucho más arriesgada y que encerraba notables dificultades eclesiales. 
«Declare V. M. impedimento dirimente del matrimonio si no se verifica con esta 
calidad (el consentimiento del Congreso). ¿Hay en esto inconveniente? A excep¬ 
ción de los que siguen las doctrinas ultramontanas, nadie ha negado esta facultad 
al soberano. De este modo se zanjan todas las dificultades» (20). 

No se zanjaba ninguna. El rey, canónicamente casado aun sin el consentimiento 
de las Cortes, seguía tan casado con el impedimento como sin él. Afortunada¬ 
mente prevaleció la propuesta de Larrazábal y el Congreso no se adentró por la 
vía de anular matrimonios (21). 


Traidores los no liberales 

El 16 de octubre, Joaquín Lorenzo Villanueva presenta una proposición que se 
comenta por sí sola: «De hoy en adelante —ya es una muestra de liberalismo no 
darle efecto retroactivo— sea juzgado como traidor a la patria, conforme a las 
leyes, el que de palabra o por escrito, directa o indirectamente, esparciese doc¬ 
trinas o especies contrarias a la soberanía y legitimidad de las presentes Cortes 
generales y extraordinarias, y a su autoridad para constituir el reino, y asimismo 
el que inspirase descrédito o desconfianza de lo sancionado o que se sancione en 
la Constitución» (22). 

El discrepante será un traidor a la patria. La Constitución habrá que venerarla 
como a la Sagrada Escritura. No querían lo contrario de la Inquisición, sino una 
Inquisición al contrario en la que la palabra de las Cortes equivaliera a la de Dios. 
El liberalismo veía multiplicarse a sus enemigos hasta constituir una verdadera 
amenaza para sus propósitos, pues de otro modo no se entienden tantas quejas 
y amenazas. 

El día 18 tuvo lugar la discusión de la propuesta de Villanueva, que se inició 
con un discurso de este diputado (23) en el que planteó con toda crudeza la 
cuestión: «Yo nunca he podido persuadirme que quepa variedad de opiniones en 
ciertas materias» (24). Y no se refería a los dogmas religiosos, sino a los nuevos 
dogmas políticos que el liberalismo acababa de proclamar. 

Bien conocía Villanueva la demasía de su pretensión. Pero «aunque quepa 
variedad de opiniones en ciertas materias, que aun cuando sean opinables si se 
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tratan en general o aisladamente, o consideradas en sí mismas, no lo son si se 
miran respecto al orden y subsistencia de la sociedad; especialmente cuando me¬ 
dian en ello leyes que fijan el temperamento que se ha juzgado convenir al bien 
público y que el Estado mismo respeta como fundamentales» (25). 

Son materias opinables míreselas como se las mire, en general o aisladamente 
o consideradas en sí mismas. Lo tenía que admitir el mismo Villanueva. Pero decla¬ 
radas sacrosantas por el liberalismo no podían ser criticadas ni de palabra ni por 
escrito, ni directa ni indirectamente. La voluntad general «lo ha elevado a un 
dogma» (26). 

Dou señaló lo excesivo de la propuesta (27) y que «todo esto me parece 
diametralmente opuesto a la libertad mandada de imprenta y al espíritu de justicia 
y legislación, lo cual exige leyes claras y terminantes, especialmente cuando se 
trata de penar» (28). 

Inguanzo (29) señala también la monstruosidad de la propuesta: «¿Y es 
posible, Señor, que se intente declarar traidores a la patria a los que lleven esta 
o la otra opinión contraria a la que aquí se adopte entre nosotros» (30). Y añade: 
«La ley, por ejemplo, que establece las Cortes sin estamentos. Yo guardaré y 
cumpliré esta ley, y si me tocase por empleado ejecutarla, la ejecutaré. Pero si 
alguno me pregunta mi opinión particular, la diré francamente. A un rustico 
responderé que no se meta en esas cosas; pero con cualquier otro que me parezca 
manifestaré libremente lo que entiendo; y que tengo por mejor que las Cortes 
se compusiesen de estamentos; y habiendo libertad de imprenta, y aun creo que 
sin haberla, podría publicar por medio de ella mi opinión, fundándola en razones 
que me pareciesen convenientes al Estado. ¿Qué hay ; en esto que no sea muy 
conforme a los buenos principios y al derecho de cada uno? ¿Y ha de ser esto, 
repito, un motivo para que un español sea declarado traidor a la patria?» (31). 

El que verdaderamente parece liberal, y además tiene toda la razón, es el 
tradicionalista Inguanzo, mientras que Villanueva preconiza todos los totalitarismos. 
«La doctrina que se ha sentado y encierra la proposición que se ventila, sería 
en mi concepto fautora del despotismo, de la tiranía más violenta, de la arbitra¬ 
riedad más absoluta» (32). A Inguanzo hasta le parece la proposición «sospechosa 
de herética porque iguala la autoridad de opinión en las materias políticas con 
las materias religiosas» (33). 

Villanueva se vindica de la tacha de hereje e insiste en sus razones (34), siendo 
apayado por García Herreros (35), que hace importantes manifestaciones de lo 
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que estaba ocurriendo aquellos días: «sermones ha habido en que se han mani¬ 
festado ideas de esta especie; y si esto ha sucedido en público, ¿qué será en los 
confesonarios?» (36), al Gobierno «se le compara con la Convención francesa» (37). 
Ante todo ello, «el Gobierno no debe hacerse obedecer sólo por amor, sino también 
por temor» (38), por lo que «no sólo contemplo justo que se declaren traidores 
a los que los cometen, sino que yo estrecharía más el círculo, mandando que cuan¬ 
do sale un papel de esta clase, cuyo objeto se conoce que es trastornar el orden 
y disolver el Gobierno, a las veinticuatro horas se cortase la cabeza a su autor. 
Imprima cualquiera lo que se le antoje; pero que sepa que hay cuchillas para 
los que faltan a la ley» (39). 

Pues este individuo «un tanto agreste» (40), que puede representar cualquier 
cosa menos un verdadero liberal, fue una de las figuras clave del liberalismo que 
comenzaba, tanto como diputado como de ministro de Gracia y Justicia en las 
Cortes ordinarias (41), en el Trienio (42) y de Isabel II en el Gabinete de su 
viejo compañero de Cortes y amigo Toreno (43). 

Aner (44) y Creus (45) adoptan una posición intermedia, admitiendo la traición 
en quien impugne la legitimidad de las Cortes o intenten trastornar el gobierno 
y no en quien se limite a combatir algún artículo de la Constitución. Argüelles 
pronunció un discurso que en esta ocasión fue bastante coherente con sus ideas 
liberales. Todo español habrá de conformarse con la Constitución, so pena de 
hacerse reo del delito que las leyes determinen, «mas en cuanto a tener él mismo 
esta opinión es muy diferente. Todo hombre en materias políticas puede creer lo 
que quiera; y si uno dice que la única autoridad legítima es el diván de Constan- 
tinopla, dirá un absurdo; pero su opinión debe ser libre, siempre que a favor de 
ella no quiera sustraerse a la obediencia y respeto debido a la ley y a la autoridad 
establecida» (46). Ese es el verdadero liberalismo y es lástima que Argüelles, que 
en esta ocasión lo expresó tan precisamente, no lo hubiera defendido en otras 
ocasiones. 

Cañedo (47) se manifestó de acuerdo con su paisano y Muñoz Torrero más bien 
favorable a Villanueva, cuya «intención es sin duda muy sana» (48). Y vuelve a 
denunciar lo que, por lo repetido en las quejas liberales, debemos pensar que 
respondía a hechos generalizados. Que desde los púlpitos se atacaban los nuevos 
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principios «sin que los prelados eclesiásticos hayan prevenido este desorden como 
deberían» (49). Expone también algo qué se repetirá en numerosas ocasiones: 
los que se habían opuesto a la libertad de imprenta ahora la reclaman para opo¬ 
nerse a los liberales. ¡Pues no faltaba más! 

Divididos los liberales y con Argüelles, su jefe natural, en contra, la propuesta 
de Villanueva no podía triunfar y, en efecto, se declaró que no había lugar a 
votarla (50). Con ello se evitó un decreto bochornoso. 


Los religiosos siguen siendo la asignatura pendiente 

El 18 de octubre, discutiéndose la limitación de las facultades del rey de no 
poder nombrar para los primeros empleos civiles, militares, eclesiásticos y de la 
Casa Real a quien no fuera ciudadano español, Argüelles quiere ampliarla a los 
religiosos, «que no están en el goce de los derechos de ciudadano» (51) y que no 
puedan ser nombrados obispos. 

Cañedo protestó por una herida que sangraba y que era en verdad una autén¬ 
tica injusticia. «El hombre que ha nacido ciudadano es necesario que cometa algún 
delito para ser despojado de este derecho. Yo creo que será un oprobio para una 
nación católica quitársele a aquellos que profesan la religión con más austeri¬ 
dad...» (52). 

«Se le interrumpió por el señor Presidente —que seguía siéndolo el obispo de 
Mallorca— diciéndole que no se trataba entonces de aquella materia» (53). Verda¬ 
deramente la insensibilidad de aquel obispo liberal ante los regulares fue ver¬ 
gonzosa. 


Más juramentos 

El juramento que habría de prestar el rey, según la Constitución, era análogo 
a los que ya hemos visto. Larrazábal propone varias adiciones de las que señala¬ 
remos las que tenían contenido religioso. Pedía que el juramento fuese prestado 
«en su capilla o iglesia principal al tiempo de la misa que celebrará el arzobispo 
de Toledo y comulgando en ella después de hacer el juramento», que a la fórmula 
por Dios y por los santos Evangelios se añadiese «y la concepción en gracia de 
Nuestra Señora en el primer momento de su ser» y, como final de la fórmula, «que 
de este juramento no pediré relajación al Papa y que si Su Santidad me la diere 
motu proprio no la admitiré» (54). 
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A continuación explica Larrazábal las razones de sus propuestas (55), exten¬ 
diéndose especialmente en los precedentes históricos inmaculistas. Llama particular¬ 
mente la atención la reserva frente a juramentos después levantados por la Silla 
Apostólica que quiere precaver a toda costa. Muñoz Torrero y Argüelles (56) de¬ 
fienden que no se altere la fórmula propuesta expresando el último respecto al 
levantamiento del juramento: «me limito a decir que no hay temor de que suceda 
lo que se quiere evitar. Ya no estamos en la época en que prevalecía la doctrina 
ultramontana, por la cual se creía que los Papas tenían jurisdicción en lo tem¬ 
poral sobre los reinos católicos; además que no sé yo si aunque el Papa relajase 
estos juramentos la nación se conformaría» (57). 

No se admitieron las adiciones de Larrazábal. Idéntico al del rey era el jura¬ 
mento del príncipe de Asturias, por lo que nos limitamos a indicarlo (58). 


Se extiende la animosidad contra las Cortes 

El mismo día, 16 de octubre de 1811, con motivo de la discusión sobre La Es¬ 
paña vindicada, de José Joaquín Colón, García Herreros manifiesta: «¿No ve el 
Congreso la ramificación de una trama cuyos hilos se extienden a toda la penín¬ 
sula? ¿Puede ocultársele que las noticias esparcidas simultáneamente en Cataluña, 
Mallorca, Valencia, Galicia y Extremadura tienen una perfecta correspondencia entre 
sí? Señor, hasta algunos ministros del altar, abusando de su sagrado ministerio, en 
lugar de limitarse a la explicación del Evangelio, se han entrometido en materias 
políticas, predicando en el mismo sentido de esos papeles y concitando al pueblo 
a la insubordinación, al tumulto y a la anarquía. Esto es un escándalo que necesita 
remediarse. Un castigo ejemplar contendría a los malvados; ya no es tiempo de 
contemplaciones» (59). 

Toda la España tradicional, que entonces era decir toda España, comenzaba a 
agitarse contra la obra de las Cortes. Y en ello tenían parte principal los sacerdotes. 
¿Cuánto había en ello de legítima defensa ante las agresiones liberales a lo que 
hasta entonces había sido pacífica posesión del catolicismo español? Creemos que 
muchísimo. Pero el liberalismo soportaba muy mal que se le plantase cara. «Esos 
que tanto han declamado y declaman contra la libertad de imprenta, esos son los 
que más torpememente abusan de ella. Ese padre Alvarado, cuyas cartas traigo 
aquí para unirlas al expediente, ¿puede producirse con más impudencia? Pueden 
ser sus escritos más revolucionarios, prescindiendo de la necedad, ignorancia y 
mála fe que en ellos se manifiestan?» (60). 

Era otra constante liberal. La libertad que propugnaban la querían solo para 
ellos. Se trataba de un liberalismo muy sui generis. También con la Inquisición 
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gozaban de total libertad los que estaban de acuerdo con ella. Debemos asimismo 
señalar que las protestas contra los sermones se producían en las Cortes y no 
en las iglesias. Como uno de los fieles se hubiese levantado a replicar al predicador 
antiliberal, hubiera sido ensalzado en el Congreso como un verdadero héroe que 
había osado oponerse a la hidra del oscurantismo. 

El tradicionalismo contra los teatros 

En la sesión del 19 de octubre de 1811 Simón López presentó un escrito 
contra la apertura de los teatros (61) que fue vivamente secundado por Terrero (62). 
Juan Nicasio Gallego (63) y Golfín (64) representan la posición liberal frente a 
los tradicionalistas. Y defendían la decisión gubernativa de autorizar las represen¬ 
taciones teatrales (65). Al día siguiente se registraron los votos particulares de 
treinta diputados, en su inmensa mayoría tradicionalistas, aunque entre ellos estu¬ 
viera Villanueva, contra la desestimación de la propuesta de López (66). 

No quedó en ello la protesta, pues al día siguiente, 21 de octubre, González 
Colombres, uno de los que había formulado voto particular, presentó las dos 
siguientes proposiciones: «Que en Cádiz y pueblos libres de España se hagan 
inmediatamente misiones por sacerdotes ejemplares, como medio eficaz de conse¬ 
guir la saludable penitencia, y con esto la libertad de la religión, la de la patria, 
la del Santo Padre, vicario de Jesucristo y la de nuestro católico monarca. Que por 
ahora y durante las asombrosas y terribles calamidades que España padece, cesen 
los teatros públicos de comedias en cualquiera de sus pueblos libres donde los 
haya, y no se permitan abrir o restablecer alguno, comunicándose al Gobierno 
estas resoluciones para su pronto y efectivo cumplimiento, y que de oportunos 
avisos de quedarse ejecutando» (67). 

«La primera de estas proposiciones fue admitida a discusión, mas no la segunda, 
por haberse ya resuelto en la sesión del día 19 del corriente que no había lugar 
a deliberar sobre este asunto por pertenecer exclusivamente al Gobierno» (68). 

El 22 de octubre aún se registraron los votos particulares de veintiún diputados 
contra esta negativa (69). Y como varios de ellos no coincidían con los treinta 
que el día 20 se habían manifestado sobre lo mismo, tenemos a treinta y siete 
o treinta y nueve diputados —según que Martínez y* Salas coincidan coft los del 
día 20 o sean otros— que expresamente se manifestaron contra la apertura de los 
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teatros. Y repetimos que los que suscriben los votos particulares son siempre 
menos que los que están en contra. 

Hoy parecerá esta actitud extraña e incluso ridicula. Pero en aquellos días 
era compartida por muchos que veían en los bailes y comedias un peligro para 
las religiosas costumbres de la época. Si hasta en los buques de la Armada rezaba 
la tripulación el rosario todos los días (70). 


Eclesiásticos en el Consejo de Estado 

El Consejo de Estado iba a componerse de cuarenta individuos nombrados por 
el rey a propuesta de las Cortes. De ellos serían «cuatro eclesiásticos, y no más, 
constituidos en dignidad, de los cuáles dos serán obispos, cuatro grandes de España, 
y no más...» (71). 

A Dou le parece inadmisible el número de cuatro, tanto en eclesiásticos como 
en grandes, por «muy limitado» (72) y lo mismo le ocurre a Castillo (73), al obispo 
de Calahorra (74) y al mismo Gordillo (75), que quiere se deje a las Cortes el 
nombramiento sin limitación de número, quedando a su arbitrio enviar al Consejo 
los que le pareciese. En la redacción propuesta ve «una cortapisa que tanto ofende 
a una clase tan digna» (76). 

Este clérigo canario (77) había manifestado notables dependencias rusonia- 
nas (78), por lo que había sido impugnado por el Filósofo Rancio (79): «Ni que 
necesidad tuvo V. de ir a buscar su instrucción a Ginebra...» (80). Se ve que 
había acusado el ataque del P. Alvarado porque aprovechó este discurso para afir¬ 
mar: «Muy distante de mí la ligera sospecha de que algún católico aplauda las 
máximas anticristianas de Rousseau» (8,1). 

Parecía ganada la batalla cuando liberales como Castillo y Gordillo se alineaban 
con los tradicionales tas, pero al día siguiente una intervención de Argüelles (82), 
amenazando con un Consejo de Estado lleno de eclesiásticos, decidió la cuestión 
por el numerus clausus. Fue otro intento de limitar la influencia de la Iglesia. 
Es claro que el Consejo de Estado no era un consejo eclesiástico y sería absurdo 
que hubiese en él una mayoría de obispos, canónigos y frailes. Ya las Cortes lo 
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hubieran limitado con su elección. Que tal vez fuera de menos de los cuatro que 
se establecían ahora por ley. Lo que era poco liberal y ofensivo a la institución 
eclesiástica era la limitación por cuanto encerraba de desconfianza. 

Pero además esos cuatro consejeros eclesiásticos y los cuatro grandes de Es¬ 
paña, para los que vale todo lo que hemos dicho de los primeros, sufrían una 
notable desigualdad frente a los otros treinta y dos, pues no tendrían sueldo (83). 
Varios diputados protestaron de esta injusticia, que al fin se suprimió (84). 

Llaneras pidió que los obispos elegidos renunciaran a sus sedes por el deber 
de residencia (85). Gordoa señala los inconvenientes de la propuesta y propone 
dejar la cuestión al futuro concilio nacional (86), en lo que es apoyado por Villa- 
nueva y el obispo de Calahorra (87), tras lo que se decidió no votar la proposición 
de Llaneras (88). 

De la anterior intervención de Gordoa señalamos una atinadísima observación 
sobre la insistencia del Congreso en tratar temas eclesiales que daría pie «al veja¬ 
men que a esta discusión —y a tantas otras, añadimos nosotros— darán nuestros 
enemigos, ridiculizando al Congreso con el pretexto bastante especioso de que se 
ha convertido en un concilio» ((89). Que verdaderamente no era tan especiosa. 

Los rigores jansenistas 

El 13 de noviembre de 1811, Joaquín Lorenzo Villanueva presentó una me¬ 
moria con diez proposiciones muy en el estilo rigorista que tan caro era al jan¬ 
senismo (90). Directamente dirigida contra el lujo y la moda buscaba imponer la 
modestia por ley, cosa bien inútil si no brota del corazón del hombre penetrado 
de sentimientos religiosos. Como no tuvo mayor trascendencia nos limitaremos 
a dejar constancia de ello sin entrar en el fácil campo de los «escotados en las 
mujeres» o «los calzones de lienzo anchos, cortos y abiertos por las rodillas que 
visten algunos labradores de Valencia», ni en el traje nacional «decoroso y honesto» 
que pedía para todos los españoles en una anticipación de novela futurista y tota¬ 
litaria. Sólo queremos señalar que la propuesta partió de un diputado liberal y no 
de un tradicionalista. 


El fuero eclesiástico 


El 16 de noviembre comenzó a discutirse el fuero eclesiástico que se mantenía 
en principio, aunque condicionado a «los términos que prescriben las leyes o que 


(83) 

DD, 

IX, 

pág. 

467. 

(84) 

DD, 

IX, 

pág. 

468. 

(85) 

DD, 

IX, 

pág. 

468; X, págs. 10, 14-15. 

(86) 

DD, 

x, 

Págs. 

15-18. 

(87) 

DD, 

x, 

págs. 

18-20. 

(88) 

DD, 

x, 

pág. 

20. 

(89) 

DD, 

x, 

pág. 

15. 

(90) 

DD, 

x, 

págs. 

95-99. 


140 





en adelante prescribieren» (91). El tema es muy conocido, lo que nos excusará 
analizarlo en profundidad. En términos generales los tradicionalistas eran partida¬ 
rios de mantener la situación que habían consagrado los siglos y los liberales de 
restringirlo o anularlo para someter a todos los españoles a los tribunales ordina¬ 
rios de justicia. 

Calatrava (92) distingue dos materias: la puramente eclesiástica, para la que 
lo mantiene —solo faltaba que los tribunales pasaran a entender del dogma y las 
indulgencias— y la de los «negocios comunes» para los que no admite el fuero (93) 
que, según él, procede de «las doctrinas ultramontanas adoptadas en la Partida 
primera» (94). Su propuesta era que «los eclesiásticos no gozaran de fuero en 
sus pleitos civiles sobre negocios comunes y en los criminales no le gozarán sino 
en los delitos y faltas relativas al ejercicio de su ministerio» (95). Dou impugna 
a Calatrava (96). Guereña (97) sostiene que no debe alterarse la situación actual 
sin acuerdo de las dos potestades e invoca el derecho divino, lo que da pie a 
Toreno para contradecirle (98). 

No seguiremos todas las intervenciones (obispo de Calahorra, Villanueva, Gar¬ 
cía Herreros, que fue particularmente crítico con el fuero...), pues son repetitivas 
en uno u otro sentido. Al fin se aprobó el artículo como estaba (99), con la 
amenaza de lo que prescribieran las leyes futuras. 

Quizá algún lector poco conocedor de la cuestión pueda pensar que el fuero 
suponía impunidad en los delitos. No era así. Por la alta consideración que merecía 
el clero, dada su significación religiosa, se le excluyó de los tribunales civiles para 
que fuese juzgado por la Iglesia. Que podía incluso hasta reducir al estado laical 
y entregar al reo al Estado para su ejecución. Que los tribunales propios del 
fuero se mostrasen algo más benévolos era ciertamente posible. Y las penas se 
cumplían en cárceles eclesiásticas o en conventos en los que también resultaban 
beneficiados los aforados. Pero ello no significaba la impunidad. 


Los recursos de fuerza 


Los recursos de fuerza fueron otro de los agravios de la Iglesia frente al 
Estado absolutista y conocieron en la monarquía austríaca y borbónica su apogeo. 
Su expresión más depurada la hallamos en Francisco Salgado de Somoza y, par- 
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Ocularmente, en el Tractatus de regia protectione, con numerosas ediciones (100), 
que fue llevado al Indice (101). 

Quintín Aldea, en una breve nota del Diccionario de Historia Eclesiástica de 
España (102) resume bien lo que aquella institución regalista significó. El libera¬ 
lismo se mostró encantado con aquella reliquia del absolutismo y lo trasladó sin 
nías a la Constitución como una de las competencias del Tribunal Supremo y de 
las Audiencias (103). Estaba tan arraigada esta práctica regalista que pasó sin 
oposición de los diputados (104). 

Las escuelas privadas bajo control 

Una de las funciones encomendadas a los Ayuntamientos por la Constitución 
era «cuidar de todas las escuelas de primeras letras y de los demás establecimientos 
de educación que se paguen de los fondos del común» (105). Tan normal dispo¬ 
sición dio pie a García Herreros para preguntar el 11 de enero de 1812 qué 
ocurriría con las escuelas, colegios y universidades privadas (106). Pérez de Castro 
explicó el criterio de la comisión constitucional, que era el correcto. Los ayunta¬ 
mientos no tenían nada que ver con ellas, si bien estaban sujetas a responsabilidad 
si obraban contra la ley (107). 

Sostuvo esa opinión el obispo de Calahorra (108), que pidió además la inter¬ 
vención de los obispos para cuidar de la educación religiosa. García Herreros 
le replicó desabridamente e insistió en su pregunta de si los ayuntamientos ten¬ 
drían o no intervención en todas las escuelas (109). A continuación Espiga des¬ 
cubre el propósito de las preguntas de su correligionario y solicita la inspección 
de todas las escuelas por el Gobierno (110). En lo que le apoya Aner, que quiere 
que el Gobierno sepa «si se enseña lo que se debe enseñar» (111). Con lo que se 
aseguraba que sólo se enseñaría lo que el Gobierno quisiera. 

La siguiente intervención fue de Argüelles, que en esta ocasión estuvo en 
verdadero liberal, dando a la palabra no su sentido político, sino el más aceptable 
de la misma. Su intervención fue decisiva, pues tras ella quedó el texto como 
debía. Con la competencia de los ayuntamientos sobre sus propias escuelas. 
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«O se cree que el Gobierno es el que solamente puede dirigir estos estableci¬ 
mientos, o no. Si lo primero, todos convendremos en que tenga la inspección; pero 
si se dice que no, como yo creo debe hacerse, y que todo español está autorizado 
para contribuir por su parte al fin de la enseñanza, no debe mezclarse el Gobierno 
en ello, porque éste puede ser un ramo de industria, y si se quiere una especu¬ 
lación; y se debe permitir como hasta aquí, que cualquiera pueda enseñar a leer 
y escribir, latinidad, matemáticas, lenguas vivas o muertas, en fin lo que se llama 
educación. ¿Y qué necesidad hay de que el Gobierno inspeccione esto? Creo que 
cuanta más inspección se trate de poner sobre estos establecimientos, tanto más 
presto viene abajo la libertad de los españoles. ¿Por qué yo, que quisiera poner 
una cátedra de matemáticas u otra cualquiera, he de estar sujeto a que el Gobierno 
me diga la hora en que he de empezar, por qué autor he de enseñar y de qué 
modo he de explicar? Lo que dice el señor Aner es una verdad, porque el Gobierno 
está encargado de velar para que en nada se contravenga a las leyes. ¿Cómo es 
posible que ningún ayuntamiento deje continuar una escuela si ve que en ella se 
corrompe la moral de los jóvenes, si se falta a la religión, etc.? No puede ser. 
Durará veinticuatro horas; pero al instante se descubrirá el abuso, y aquí entra 
el Gobierno. Pasar de esto es atacar la libertad de los españoles. Estoy seguro 
de que por tener esta inspección se retraerían muchos de dedicarse a esta clase 
de industria; y esto se debe evitar en un sistema tan liberal como el que establece 
V. M. Y así creo que no debe añadirse nada al artículo» (112). 

Es lástima que tan buenos principios no estén aún en vigor casi doscientos 
años después de este discurso de Agustín Arguelles. 


Y en los establecimientos de beneficencia 

Por una de esas contradicciones tan habituales en el liberalismo no prevaleció 
tan sensata doctrina en el párrafo siguiente que se refería a hospitales, hospicios 
y demás establecimientos de beneficencia que debían regirse por la misma regla. 

Y se estableció la injerencia de los ayuntamientos en estas instituciones sin que 
Dou o Creus consiguieran eliminarla o atenuarla (113). 


El arzobispo Múzquiz defiende sus derechos jurisdiccionales 

El 13 de enero de 1812 tuvieron las Cortes conocimiento de una representa¬ 
ción del arzobispo de Santiago, bien moderada por cierto, por la que protestaba 
de la privación de un señorío que no era de él, sino del arzobispo. «Su conciencia, 
la obligación de su ministerio, los deberes de la religión y los derechos de la 
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Iglesia y de sus sucesores le obligaban a manifestar estos sentimientos para poner 
así a cubierto los estímulos de su conciencia» (114). 

El presidente, que en ese período lo era el liberal Villafañé, solicita que se 
diga al arzobispo que cumpla inmediatamente y que las Cortes oyeron con desa¬ 
grado su representación (115). Mendiola, que basta con que cumpla (116). Vázquez 
Canga insiste en el desagrado (117). Creus rompe una lanza por Múzquiz: «el 
arzobispo como particular ya obedeció, pero como prelado representa a V. M. 
Creo que por esto no merece el desagrado de las Cortes» (118). 

Argüelles, en su línea habitual, comienza con una de cal: «yo me confor¬ 
maría gustoso con la opinión del señor Creus», pero como de verdad no había 
el menor gusto por su parte da enseguida la de arena: «si no viese la trascendencia 
que tienen las representaciones de esta clase» (119). Defiende por tanto el desagra¬ 
do. García Herreros fue el más radical: «estas son sofisterías». «¿No es vergüenza, 
señor, no es vergüenza que se vengan a alegar al Congreso nacional semejantes 
razones? ¿Qué pensará el mundo de nosotros?» «Se degradaría el Congreso si 
perdiese más tiempo en deliberar sobre este asunto; y así soy de opinión que se 
diga al arzobispo de Santiago que V. M. se ha indignado al oír su representación, 
porque así lo merecen las razones frívolas en que la funda» (120). Bernardo Mar¬ 
tínez manifestó que nada prohibía manifestar y que por tanto bastaba decir al 
arzobispo que cumpliera lo mandado (121). 

Debió parecer a la mayoría que era muy grave el que las Cortes reprobaran 
públicamente la conducta del arzobispo y que supondría un notable escándalo, por 
lo que se acordó simplemente mandar a Múzquiz que cumpliera lo mandado recha¬ 
zándose el desagrado que había propuesto Villafañé (122). 

Pareció muy poca censura al liberalismo más radical, por lo que Arguelles 
propuso que en adelante el Gobierno no volviera a remitir representaciones seme¬ 
jantes que no vinieran acompañadas de la justificación de que se había cumplido 
lo ordenado o que se habían tomado las disposiciones necesarias «para hacerlo 
obedecer sin réplica ni dilación alguna» (123), en lo que fue apoyado por Due¬ 
ñas (124). No es que no se permitiera la resistencia, ni siquiera se toleraba la 
discrepancia. 
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Corrigiendo el catecismo 

El 17 de enero de 1812 se aprobó el que sería artículo 366 de la Constitución 
tal y como se proponía: «En todos los pueblos de la monarquía se establecerán 
escuelas de primeras letras, en las que se enseñará a los niños a leer, escribir 
y contar y el catecismo de la religión católica, que comprenderá también una breve 
exposición de las obligaciones civiles» (125). 

A todos pareció tan normal que las Cortes decretaran modificaciones o inclu¬ 
siones en el catecismo que nadie se opuso a ello. 


La Constitución hasta en los Seminarios 

El mismo día se aprobó también sin discusión alguna que «el plan general 
de la enseñanza será uniforme en todo el reino, debiendo explicarse la Constitución 
política de la monarquía en todas las universidades y establecimientos literarios 
donde se enseñen las ciencias eclesiásticas y políticas» (126). 

Intangible en ocho años 

Más debate hubo con el artículo 373 del proyecto que pasó como 375 al texto 
definitivo sin alteración alguna y que decía así: «Hasta pasados ocho años de ha¬ 
llarse puesta en práctica la Constitución en todas sus partes, no se podrá proponer 
alteración, adición ni reforma en ninguno de sus artículos» (127). Les pareció 
excesivo declarar el texto perpetuo e inalterable. Se contentaban con ocho años 
que serían bastantes más, pues sólo empezarían a contar cuando la Constitución se 
hubiese puesto en práctica en todas sus partes. 

Dou se pregunta: «¿Con qué razón quitaremos nosotros a la nación y a las 
Cortes venideras un derecho que es incontestable?» (128). La contestación de 
Argüelles (129) justificando la inalterabilidad no podía convencer a los tradiciona- 
listas que no estaban satisfechos con la Constitución, sabían que con ellos estaba 
la gran mayoría del pueblo y que por tanto podrían ser mayoría parlamentaria 
en las próximas Cortes y además hallaban que la lógica estaba de su parte. 

Fue Gómez Fernández quien lo expuso: «Ahora bien, supongo yo, porque 
es posible, y posible en todos los casos, y mucho más en unas leyes nuevas, que 
a los dos años, por ejemplo, la nación conozca que un artículo o regla no es nece¬ 
saria absolutamente, o que es perjudicial en aquellas circunstancias a que habían 


(125) DD, XI, pág. 303. 

(126) DD, XI, pág. 304. 

(127) DD, XI, pág. 305. 

(128) DD, XI, págs. 305-306. 

(129) DD, XI, págs. 306-307. 
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llegado las cosas, o porque, aunque no sea perjudicial, hay una pública utilidad en 
que no subsista» (130). 

La discusión se prolongó hasta el día 20 con muchas intervenciones: Toreno, 
Leyva, Caneja, que propuso doce años, Ostolaza, Pérez, Guridi, Oliveros, López 
de ia Plata, Miguel Riesco, Argüelles, con un importante discurso, Borrull, hasta 
que al fin se aprueban los ocho años (131). Como se ve había diversas soberanías 
nacionales. La que representaban Argüelles y sus amigos valía mucho más que la 
que trajeran en sus personas los diputados sucesivos. 

La cuestión, que a simple vista podrá parecer ajena al objeto de nuestro estu¬ 
dio a nada que se recapacite sobre ello se comprenderá que no. Por eso la hemos 
incluido en estas páginas. 


La nueva Regencia 

Esta sí que es una cuestión estrictamente política, pero debemos hacer men¬ 
ción de la misma, pues se trata del Gobierno de la nación. La segunda regencia, 
elegida por los diputados a su gusto, llevaba una vida verdaderamente lánguida 
o quizá conviniera más el calificativo de agónica. 

Sus miembros, de muy escasa valía personal y absolutamente mediatizados por 
el Congreso ni sabían, ni podían ni querían continuar en el Gobierno. «El desen¬ 
canto ante su gestión fue inmediato» (132) y enseguida comenzaron los intentos 
para sustituirla (133). Los regentes habían presentado su dimisión en varias oca¬ 
siones (134) y ni las Cortes estaban satisfechas con el Gobierno ni éste con las 
Cortes (135). Para colmo el presidente de la Regencia, Blake, acababa de caer 
prisionero de los franceses (136). 

El 21 de enero de 1812 se elige un nuevo Consejo de Regencia, que por tener 
más personalidad verá acrecentadas sus dificultades con las Cortes. Pero ésa es ya 
otra cuestión. Limitémonos aquí a dejar constancia de los nuevos regentes que 
fueron el duque del Infantado, el conde de La Bisbal, título concedido por la 
Regencia anterior a Enrique OTDonnell (137), que sería sustituido después por 
Juan Pérez Villamil, Juan María Villavicencio, Ignacio Rodríguez de Rivas y Joa¬ 
quín Mosquera Figueroa. 


(130) DD, XI, pág. 307. 

(131) DD, XI, pág. 355. 

(132) Morán: Poder..., pág. 104. 

(133) Morán: Poder..., págs. 104 y ss. 

(134) Morán: Poder. ..y págs. 136, 145-146, 148, 153, 159; Villanueva: Mi viaje..., pá¬ 
ginas 182, 211, 221; ASS, págs. 185, 273, 328, 344. 

(135) Villanueva: Mi viaje..., págs. 78, 178, 245, 247, 251, 254-255, 261; ASS, págs. 350, 
457, 495, 528. 

(136) Benavides Moro, Nicolás y Yaque Laurel, José A.: El Capitán general D. Joaquín 
Blake y Joyes. Regente del Reino. Fundador del Cuerpo de Estado Mayor, págs. 492 y ss., 
Madrid, 1960. 

(137) DD, IV, pág. 439. 
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£1 regio «exequátur» 

El absolutismo monárquico, que había llevado hasta extremos verdaderamente 
alarmantes la retención de bulas y documentos pontificios para examinarlos a la 
luz de las regalías (138), fue modelo a imitar por el naciente liberalismo. 

Por un momento pareció que los liberales habían olvidado esta funesta figura, 
pero el 22 de enero de 1812, con motivo de unas proposiciones de Sombiela, 
la comisión de Constitución dictaminó añadir al artículo que trataba de las facul¬ 
tades del rey el pase regio (139). Si iba a haber más libertad no iba a ser para 
la Iglesia. 

Aner fue el primero en intervenir y lo consideró una prerrogativa exclusiva 
del rey (140), mientras que Espiga (141) la entiende de las Cortes. Si ya el 
examen por parte del rey coartaba gravemente el ministerio apostólico —-recorde¬ 
mos el retraso sufrido por la bula Auctorem fidei —, el someterlo a las Cortes, con 
discusiones públicas y previsibles enfrentamientos, era agravar todavía más una 
situación que hoy nos parece intolerable. 

Apoyó Dou a Aner (142) y Muñoz Torrero a Espiga (143), y por hallarse 
fatigados los diputados se suspendió la discusión hasta el día 25, en el que Villa- 
nueva (144) hace un canto del exequátur y defiende la competencia de las Cortes. 
Que un sacerdote hable de «la muy sabia pragmática de Carlos III de 16 de junio 
de 1768» (145) indica no poco de sus sentimientos eclesiales. 

Vuelve Dou (146) a sostener la competencia real y defiende la única tesis 
bajo la cual puede admitirse el placet regio: «La nación española llena de la reve¬ 
rencia que debe tenerse a la Santa Sede, ha dicho y dice: el Sumo Pontífice es la 
persona más respetable del mundo, es cabeza visible de la Iglesia, pastor y padre 
universal de todos los fieles, juez supremo de las causas eclesiásticas; pero por la 
distancia de lugares puede ignorar las leyes y costumbres de nuestro país, puede 
por sorpresa de los curiales haberse olvidado de algún capítulo de los concordatos 
que tiene hechos con nuestra nación y ordenar lo que envuelto con las cosas de 
su jurisdicción perjudicaría al reino; en todos casos suplíquese a Su Santidad hacién¬ 
dosele presente los inconvenientes, y reténgase el breve. Este es un modo de 
discurrir y de proceder lleno de urbanidad, de religión y de sabiduría en hallar 
recursos para hermanar el sacerdocio y el imperio» (147). 


(138) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., passim. 

(139) DD, XI, pág. 358. 

(140) DD, XI, págs. 358. 

(141) DD, XI, págs. 358-359. 

(142) DD, XI, pág. 359. 

(143) DD, XI, pág. 359. 

(144) DD, XI, págs. 378-381. 

(145) DD, XI, pág. 379. 

(146) DD, XI, págs. 381-383. 

(147) DD, XI, pág. 382. 
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Ciertamente que desde tales principios nada habría que objetar al exequátur 
y hasta incluso podría ser una institución conveniente. Pero desgraciadamente no 
era ése el sentir del regalismo español, fuese absolutista o liberal, que, a fin de 
cuentas, venía a ser lo mismo. 

Defendió Ostolaza la competencia del rey (148), mientras que Muñoz Torre¬ 
ro (149) y Giraldo (150) sostuvieron el artículo tal y como lo presentó la comisión. 
Creus, naturalmente, se une a los tradicionalistas (151) y limita la extensión del 
exequátur. Cerró la discusión Arguelles (152) y pasó el artículo como se había 
propuesto, es decir, facultad del rey con consentimiento de las Cortes (153). Al día 
siguiente, 26 de enero, veintidós diputados, todos tradicionalistas, salvo el ame¬ 
ricano Castillo, formularon voto particular contra lo aprobado (154). 


Comienzan las felicitaciones 

Concluida la Constitución, el 28 de enero de 1812 comienza una práctica 
de la que quedaron en el Diario de las Cortes numerosísimos ejemplos. La de 
publicar cuantas felicitaciones llegaron al Congreso en apoyo de las tesis liberales, 
mientras que no se recogió ni una sola que las contradijera. 

Ese día se publicaron tres. Una del pueblo de Cádiz (155) que firmaba el 
síndico personero, otra de «los representantes de los artistas de esta ciudad» (156) 
y una tercera que recogía numerosas firmas de personas individuales (157), que 
es la única que tiene interés. 

Figuran en ella nombres de personajes de alguna relevancia. Señalemos los de 
Juan Alvarez Guerra, Martínez de la Rosa, Manuel Encima y Piedra, Pedro Ceva- 
llos, la viuda del general Menacho, fallecido en el sitio de Badajoz, «por mí y por 
mi difunto marido, que tanto la deseaba», Flórez Estrada, el duque del Parque, 
Lorenzo Calvo de Rozas, el marqués de Castelar, Martín Vicente Daoíz y Quesada, 
padre de D. Luis Daoíz, Ignacio de la Pezuela, secretario de Estado y del Despacho 
de Gracia y Justicia, el príncipe de Anglona, Canga Argüelles, ministro interino 
de Hacienda de España, Pedro Agar, ex regente y consejero de Estado, Vicente 
Beltrán de Lis, Pablo de Jérica, Diego Clemencín, Eugenio de Tapia, Gallardo* 
Alcalá Galiano... 

Algunos eran ya importantes en la política y otros lo serían después. Pero no 
son ellos los que llaman nuestra atención, sino los nombres de algunos eclesiás- 


(148) DD, XI, págs. 383-384. 

(149) DD, XI, pág. 384. 

(150) DD, XI, págs. 384-385. 

(151) DD, XI, págs 385-386. 

(152) DD, XI, págs. 386-388. 

(153) DD, XI, pág. 388. 

(154) DD, XI, pág. 388. 

(155) DD, XI, pág. 412. 

(156) DD, XI, págs. 412-413. 

(157) DD, XI, págs. 413-420. 
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ticos, generalmente de escasísimo relieve, que unieron sus firmas a la flor y nata 
del liberalismo que estaba entonces en Cádiz. 

La única persona de relevancia eclesial que suscribió el ditirámbico escrito 
fue el obispo de Arequipa, Pedro José Chaves de la Rosa, que en realidad era 
obispo dimisionario, pues había renunciado a su sede en 1798 (158), aunque parece 
que seguía usando el título, o al menos lo hizo en esta ocasión, para dar más 
relevancia al hecho. Los liberales siempre le tuvieron por suyo, le nombran miem¬ 
bro de la Junta Suprema de Censura (159), que llegó a presidir (160), y Patriarca 
de las Indias a comienzos de 1814 (161), cargo en el que no fue confirmado. 

Un nombre que llama particularmente la atención es el de nuestro viejo cono¬ 
cido (162) Juan Antonio Llórente. Debe tratarse de una coincidencia, pues el 
Llórente afrancesado y renegado no pudo mandar su adhesión desde Madrid. A no 
ser que alguno de los firmantes teniéndole por liberal seguro hubiese dado su 
nombre pensando que, de haber estado en Cádiz, hubiera suscrito la felicitación. 

Los demás, pocos en verdad, fueron Fray José Joaquín Espejo Bermudo, un 
cartujo que alcanzó alguna notoriedad en aquellos días por su Carta de nuestro 
muy amado rey el Sr. D. Fernando VII a la serenísima señora infanta Doña Carlota, 
que le costó la cárcel (163); Cayetano Hué, capellán de honor dey rey, de muy 
escaso relieve; Gerardo Joana y Vidal, por mí y a nombre de la comunidad de 
mon)es benedictinos del Real monasterio de Nuestra Señora de Montserrat en Cata¬ 
luña, procurador general de dicho monasterio (Ya es oficiosidad por parte del 
benedictino firmar por los monjes de su monasterio que deberían estar todos 
ellos dispersos por Cataluña y sin la menor noticia de la Constitución y de lo 
que su celoso hermano firmaba por ellos); fray Juan de Cádiz, monje jerónimo 
que es otro perfecto desconocido; fray Vicente Godina, de quien ni sabemos a 
qué orden pertenecía; fray Juan Pérez Montero, del que sólo sabemos que era 
lector de teología; fray Rafael de Castro, ex guardián de Capuchinos de Granada 
y Cádiz, secretario de Provincia; Martín González de Navas, canónigo de San Isidro 
y una de las figuras eclesiásticas más notables del partido liberal, a quien volve¬ 
remos a citar, y fray Juan Antonio Díaz Merino, dominico, cuyo nombre sorprende 
encontrar aquí por cuanto luego sería un dignísimo representante del pensamiento 
tradicional que terminó sus días como obispo de Menorca (1831-1844). Pronto se 
desengañó de las ilusiones concebidas. Tal vez fuera clérigo algún otro de los 
firmantes, pero ni él lo señaló ni nosotros le hemos identificado. 

El día 30 de enero se publicó la adhesión de numerosos funcionarios (164), 
entre los que figura el que luego sería denostadísimo por los liberales Francisco 


(158) Diccionario..., III, 1979. 

(159) DS, pág. 5540. 

(160) DS, pág. 5566. 

(161) ASL013, pág. 338. 

(162) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., págs. 10, 129, 131-132, 143, 150, 159, 
162-163, 172-175, 179, 181-183, 196-197, 199-200, 202, 308, 328. 

(163) DD, XIV, págs. 67-75; XV, pág. 314; DS, pág. 5383. 

(164) DD, XI, págs. 422-423. 
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Tadeo Calomarde. Y el 1 de febrero la del cabildo de Cádiz (165), que no tardaría 
en sufrir en sus propios miembros la persecución liberal. 


La Iglesia en América 

El 13 de febrero de 1812 se da cuenta del dictamen de la comisión Eclesiástica 
sobre unas proposiciones de Ostolaza acerca de la predicación de los párrocos, 
provisión por oposición de prebendas..-. (166) sobre lo que no nos detendremos 
excepto para subrayar lo impropio que dichos asuntos se trataran en un Congreso 
político. 

Ese mismo día la comisión Ultramarina presentó su informe sobre la renta 
alimentaria de los curas de indios del Perú (167) que dio lugar a una nueva 
confrontación entre liberales y tradicionalistas. 

Suprimidos los tributos que pagaban los indios y que servían para la manuten¬ 
ción, generalmente escasa, de los curas que les atendían, se suscitó la discusión 
sobre si la congrua correría a cargo del Estado o de la Iglesia. No es necesario 
decir quiénes estuvieron por una solución y quiénes por otra. Al fin se aprobó 
lo que proponía la Regencia, que era lo menos favorable a la Iglesia (168). 

La intervención más radical fue la de Toreno: «Si es tanto mayor la obligación 
que tiene el Estado de mantener al clero, cuanto que percibe parte de las rentas 
eclesiásticas, entren todas ellas en el erario público y entonces podrá correr el 
Estado con la manutención de los ministros del culto» (169). El clero remunerado 
por el Estado y sin otros ingresos sería un funcionariado al servicio de la autoridad 
civil. Toreno estaba sentando las bases de una política que más tarde, él entre 
otros, llevarían a sus últimas consecuencias. Y de lo que fueron aquellas pagas 
que nunca llegaban, los cobros con meses y aun años de retraso y no de las cantida¬ 
des íntegras, la penuria y aun el hambre del clero español en el siglo xix ¡hay 
demasiados testimonios en nuestra historia. 

Días después, el 20 de febrero, la provisión de curatos en Nicaragua dio lugar 
a un nuevo enfrentamiento entre tradicionalistas y liberales que de nuevo concluyó 
en perjuicio de la Iglesia (170). 


Los eclesiásticos en el Consejo de Estado 

El 27 de enero de 1812 se procedió a elegir, en sesión secreta, al primer 
individuo eclesiástico del Consejo de Estado. En el primer escrutinio tuvo 72 
votos el arzobispo de Toledo, frente a 95 que se repartieron entre otros obispos. 
Por no resultar mayoría absoluta se procedió a una segunda votación en la que 


(165) DD, XI, págs. 434-435. 

(166) DD, XII, págs. 24-28. 

(167) DD, XÍI, págs. 28-31. 

(168) DD, XI, pág. 53. 

(169) DD, XII, págs. 33-34. 

(170) DD, XIII, págs. 65-66. 
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ya sólo participaron el arzobispo de Toledo y los obispos de Almería, Urgel y 
La Habana. El cardenal Borbón logró 86 votos, frente a 73,5 y 2 que obtuvieron 
los prelados antes citados. Aunque desconocemos los detalles de la votación no es 
arriesgado suponer que la mayoría de los votos tradicionalistas fueron al obispo 
de Almería, 

Al día siguiente, 28 de enero, se procedió a elegir el consejero eclesiástico 
no obispo y en segundo escrutinio, por no alcanzarse la mayoría en el primero, 
salió nombrado el arcediano de Vivero con 88 votos, frente a 52 del canónigo de 
Valencia Vicente Blasco y 24 del arcediano Cuesta. Dados los antecedentes de los 
dos últimos creemos que los liberales se dividieron entre los tres y los tradiciona¬ 
listas apoyaron al que resultó elegido. Pero, repetimos, estas consideraciones no 
pasan de conjeturas. 

El 10 de febrero Gordoa propuso que el cardenal Borbón, dada su alta repre¬ 
sentación eclesial, presidiera el Consejo de Estado, pero no se admitió su pro¬ 
puesta a discusión. 


El voto de Santiago 

El voto de Santiago era una oblación o tributo que se pagaba a la Iglesia de 
Santiago de Compostela en honor del Apóstol, consistente en una medida de trigo 
(una fanega, media fanega u otra medida menor) por cada pareja de bueyes, 
vacas o de cualquier ganado de labor. De esa oblación un tercio era para el 
cabildo, otro para la fábrica de la Iglesia y otro para el hospital de Santiago» (171). 

Lo que se exhibió como una identificación entre Iglesia y feudalismo, que 
oprimía al exangüe campesinado español y agravaba su hambre secular con un 
injusto tributo a la Iglesia, exigido con duros modos y además fundado en una 
falsificación de la que las Cortes venían a liberar a los engañados y oprimidos 
labradores era poco más que un fantasma. 

No lo pagaba toda España, pues no estaban sometidos a él los reinos de 
la Corona de Aragón ni Navarra e incluso muchas regiones de la Corona de Castilla 
estaban exentas: las Vascongadas, Burgos, Cuenca, Guadalajara, Jaén, Madrid (villa), 
Palencia, Sevilla, Soria y Valladolid (172). Traía su origen de la tan discutible 
batalla de Clavijo y curiosamente no era pagado por los naturales de donde se 
dijo que se había dado la batalla. 

Aldea recoge los datos del catastro de Ensenada que son los siguientes, en 
reales de vellón: Avila, 40.000; Córdoba, 54.218; Extremadura, 151.811; Galicia, 
554.311; Granada, 461.767; León y Asturias, 102.959; Madrid (sin la villa, que 
estaba exenta), 1.588; La Mancha, 70.799; Murcia, 93.013; Salamanca, 98.331; 
Segovia, 79.804; Toledo (voto de Santiago y de Santa Ana), 8.050; Toro, 11.156; 
Zamora, 47.889. Total, 1.775.696 reales de vellón (173). La cantidad, repartida 


(171) Aldea, Quintín: «Voto de Santiago», en 'Diccionario, IV, págs. 2783-2784. 

(172) Aldea: Voto..., pág. 2784. 

(173) Aldea: Voto..., pág. 2783. 
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entre los que tenían que pagarla, daba una cifra realmente ridicula que no suponía 
la ruina de nadie ni una traba para el desarrollo de la agricultura. 

Lo cierto es que la Iglesia metropolitana de Santiago venía disfrutando pací¬ 
ficamente de este tributo sin protesta de quienes lo pagaban, pues algunas que hubo, 
más por cuestiones de fuero que de huevo, eran mero recuerdo histórico. Para 
contribuir a enredar el asunto, el documento en que se basaba era un apócrifo que 
se inventó seguramente algún canónigo compostelano para conseguir rentas y hono¬ 
res para su iglesia. 

Fue precisamente un diputado liberal gallego, José Alonso y López y Nobal 
quien el 25 de febrero de 1812 denunció el voto en tonos grandilocuentes (174) 
y propuso no sólo la suspensión, sino el reintegro de siete millones de reales (175). 

El 8 de marzo de 1812, treinta y seis diputados, entre los que estaba la plana 
mayor del partido liberal: Arguelles, Golfín, Toreno, Villanueva, Calatrava, Galle¬ 
go, Polo, Zorraquín, Caneja, Muñoz Torrero..., y varios eclesiásticos, presentan 
una exposición a las Cortes (176) en la que, reproduciendo los argumentos de 
Alonso y López y haciendo hincapié en la falsedad del documento fundacional y 
en las razones que en su día expusieron Lázaro González de Acevedo y el duque 
de Arcos (177), piden que «las Cortes sin detención alguna decreten su abolición; 
lo pesado y gravosísimo de tan dura contribución sin cesar clama por la pronta 
ejecución de esta medida» (178). 

Durante bastante tiempo permaneció sin removerse el asunto hasta que el 22 
de mayo de 1812 se leyó una exposición que en nombre de los vecinos del coto 
de Gondulfes, en Orense, hacía Juan Manuel Mascareñas (179) felicitando a las 
Cortes por haber admitido a discusión la abolición del voto que causa «incalcula¬ 
bles males que afligen a la& provincias que pagan tan horrible y monstruosa con¬ 
tribución» (180). 

El 11 de agosto de 1812 el mismo Alonso y López hace una serie de propo¬ 
siciones (181), varias de las cuales tocaban de lleno materias eclesiásticas. Volvía 
a pedir la supresión del voto de Santiago, la del derecho de estola y, «por el 
decoro de nuestra sagrada religión», proponía una verdadera revolución eclesial: 
corregir la relajación de la disciplina, desamortización, reforma de la división ecle¬ 
siástica, reducción de conventos, colegiatas, capillas y santuarios, arreglo de la dota¬ 
ción del clero, arreglo de sus vicios... Como se ve, todo estaba inspirado por el 
decoro de nuestra sagrada religión. Si para él no fuera sagrada habría que ver lo que 
hubiese propuesto. 


(174) DD, XII, pág. 104. 

(175) DD, XII, pág. 105. 

(176) DD, XII, pág. 135. 

(177) Arcos, Duque de: Representación contra el pretendido Voto de Santiago que hace 
al Rey Nuestro Señor D. Carlos el Duque de Arcos, Madrid, 1771. 

(178) DD, XII, pág. 136. 

(179) DD, XIII, págs. 295-296. 

(180) DD, XIII, pág. 295. 

(181) DD, XIV, págs. 345-348, 
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El 15 de agosto el procurador de veinticinco pueblos del partido de Trujillo 
reclama a su vez, con alarde de conocimientos históricos, la supresión del voto (182), 
lo que «será un monumento eterno que manifestará a las generaciones más remo¬ 
tas la piedad ilustrada de V. M.» (183). ¡Tanto como la piedad! Si se quiere la 
justicia, el rigor histórico, pero ¡la piedad! 

El 7 de septiembre de 1812 se lee la representación de otro desconocido per¬ 
sonaje que representa a un más desconocido lugar, pues era, si no hay error en el 
Diario , procurador síndico general de las jurisdicciones de la villa de Lara connomi¬ 
nadas del conde y de D. Diego y coto de Corrochonso, en la provincia de Oren¬ 
se (184), truena también contra «el insoportable feudo... establecimiento tiránico 
en su principio, medio y fin» y, ¡cómo no!, «monstruosa exacción». 

El 9 de octubre reclama Calatrava la discusión de la proposición de los treinta 
y seis diputados (185) y, por fin, el 12 de octubre de 1812 comienza a debatirse 
una cuestión que interesaba mucho a los cotos de Gondulfes y Corrochonso y a 
algunos pueblos del partido de Trujillo. Verdaderamente un clamor nacional. 

Pidió Ros que se leyese una representación del hospital de Santiago que iba 
a verse gravemente amenazado si se suprimían esos ingresos y en la que solicitaba 
se desestimase la proposición (186). La discusión duró varios días, y como era 
de prever los tradicionalistas estuvieron por su pervivenda y los liberales por la 
supresión. Entre los primeros hablaron Simón López (187), Ostolaza (188), que 
señala que suprimirlo es hacer lo mismo que los franceses, Borrull (189), que hizo 
una inteligente defensa basada en argumentos jurídicos y, particularmente, consti¬ 
tucionales, y Gutiérrez de la Huerta (190). Por los liberales Villanueva (191), Díaz 
Caneja, que lee y hace suya la intervención de Ruiz de Padrón (192), Toreno (193), 
Terrero (194), que en esta ocasión forma con los liberales, con expresión de 
pésimo gusto a causa de su nunca desmentido poco fervor monárquico, Capma- 
ny (195), Calatrava, con un larguísimo discurso (196), González (197), Golfín (198), 
Árgüelles (199) y Giraldo (200). 


(182) DD, XIV, págs. 387-388. 

(183) DD, XIV, pág. 388. 

(184) DD, XV, pág. 142. 

(185) DD, XV, pág. 349. 

(186) DD, XV, pág. 361. 

(187) DD, XV, págs. 361-362. 

(188) DD, XV, págs. 377-380. 

(189) DD, XV, págs. 396-399. 

(190) DD, XV, págs. 422-428. 

(191) DD, XV, págs. 362-369. 

(192) DD, XV, págs. 369-377. 

(193) DD, XV, págs. 380-387. 

(194) DD, XV, págs. 391-393. 

(195) DD, XV, págs. 393-395; Fernández de la Cigoña y Cantero: Op. dt., págs. 200-202. 

(196) DD, XV, págs. 399-416. 

(197) DD, XV, pág. 419. 

(198) DD, XV, págs. 419-422. 

(199) DD, XV, págs. 429-435. 

(200) DD, XV, pág. 436. 
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Toreno hizo gala de argumentos realmente liberales y, sobre todo, muy cató¬ 
licos. «He dicho varias veces, e insisto ahora, que la nación es árbitra de destruir 
las corporaciones, pues la sociedad solo se compone de individuos, no de cuerpos. 
Los cuerpos se forman para bien suyo, y si éste desaparece, deben desaparecer 
aquéllos. La nación pudiera acabar con el cabildo de Santiago si creyera perjudicial 
su existencia; ¿y no podrá entonces acabar con una carga destructora para el 
labrador...?» Desde luego que con estas bases se podía acabar con todo. Con los 
canónigos, con las órdenes religiosas y hasta con la misma Iglesia. 

Todo el discurso es un modelo de respeto a la institución eclesial y a las 
reglas del sentido común. El voto «sólo sirve para acumular riquezas en un cuerpo 
poderoso y pasar gruesas cantidades de las manos productivas de los labradores a 
las improductivas o estériles de los canónigos». «¿No sería ridículo que si nuestros 
padres se hubiesen comprometido en un voto de castidad se nos dijese que está¬ 
bamos obligados a guardarlo?» 

La intervención de Capmany tuvo ribetes volterianos: «¡Si es vuestro el inte¬ 
rés y vuestra la honra, yo os invoco santo Apóstol! ¿Por qué no os aparecéis aquí 
ahora, así como os presentasteis al rey Ramiro, para sacarnos de dudas y aquietar 
nuestra conciencia? Yo, con veros a pie, o bien a caballo, me sobraría motivo 
para sentarme, enmudecer y separarme de la acción». ¡Cómo para que el católico 
pueblo español no se escandalizara del lenguaje y de las Cortes! 

Se señaló que en el momento de la votación se ausentaron numerosos diputados 
tradicionalistas, por lo que Morales Gallego pidió que entraran los que estaban 
fuera (201), manifestando Capmany: «los dos señores obispos se han ausentado; 
esto es muy extraño» (202). Alcaina excusó al de Calahorra «por haberse puesto 
malo del estómago». Realizada la votación se abolió el voto por 85 votos contra 
26, según el Diario (203) y por 86 contra 75 según Villanueva (204). Si hacemos 
caso al Diario 111 votantes son muy pocos para los que entonces estaban presen¬ 
tes en las Cortes, por lo que encajaría más la cifra de 161 que da Villanueva. 
Salvo que las ausencias hubieran sido tan notorias que solo hubiesen quedado 26 
tradicionalistas en el Congreso. Y así debió ser no sólo por los aducidos testimo¬ 
nios de Morales y Capmany, sino también por el del mismo Villanueva: «Fue 
decreto muy aplaudido de los que conocen el influjo que tiene en la prosperidad 
de la agricultura nacional. Se observó que faltaron muchos vocales a la hora de 
la votación: el señor obispo de Calahorra, que dijo^haberse indispuesto del estó¬ 
mago, el señor obispo prior de León, los señores Dou, Creus, Pascual, Pan, Gómez 
y Fernández, Don Jerónimo Ruiz, etc.» (205). Era imposible, por tanto, que los 
tradicionalistas llegasen a 75, por lo que nos hallamos o ante un error de Villa- 
nueva, incomprensible, o ante una errata de la edición que manejamos. 


(201) DD, XV, pág. 436. 

(202) DD, XV, pág. 436. 

(203) DD, XV, pág. 436. 

(204) Vilanueva: Mi viaje..., pág. 354. 
(203) Vilanueva: Mi viaje..., pág. 354. 
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¿Por qué las ausencias? Es difícil de explicar. Como hemos señalado, los dipu¬ 
tados tradicionalistas fueron durante todo el tiempo de las Cortes mucho menos 
disciplinados y puntuales en su asistencia que los liberales. Sin embargo, nos parece 
demasiado clamorosa la fuga y la mejor prueba de ello es que sorprendió a todos. 
¿Se trató de una maniobra ante una votación que se sabía perdida? ¿Con segundas 
intenciones para el futuro? Nada podemos afirmar y solo dejamos planteado el 
interrogante. Pero que buena parte de la plana mayor del tradicionalismo se ausen¬ 
tara de modo tan ostensible, y es lástima que el etc. de Villanueva no nos permita 
precisar más, es por lo menos sospechoso. 

El influjo que tuvo la abolición en la prosperidad de la agricultura fue nulo, 
pues apenas la gravaba. Pero sí sabemos de otro influjo de la medida. Y es el que 
tuvo en España. Tan aplaudido decreto creemos que debió irritar más a los que 
ya lo estaban con la obra de las Cortes y apenas significó nada para los obligados 
al voto que se vieron exonerados de pagar muy pocos reales de vellón cada uno. 

¿En qué nos basamos para esta conclusión? En las felicitaciones a las Cortes 
por el decreto que el Congreso se apresuraba a publicar en el Diario. Si fueron 
numerosas las que se refirieron a la Constitución y a la abolición del Santo Oficio, 
las que causó este fausto decreto fueron prácticamente inexistentes. 

Registramos —las fechas que damos son las de la publicación en el Diario — 
dos del omnipresente y desconocido coto de Gondulfes, que es como si él solo 
cargara con todo el voto, dado el entusiasmo que demostró en todo el proceso, 
los días 11 y 29 de diciembre de 1812 (206), la del ayuntamiento de Villanueva 
de Arosa del 13 de abril de 1813 (207), en la que felicitando a las Cortes por la 
Constitución incluye también el voto, otra en análogo sentido, aunque felicitaba 
por muchas más cosas, del juez de primera instancia de Utrera (208), la del 
ayuntamiento de Madrid, que no pagaba el voto, del 21 de junio de 1813, también 
omnicomprensiva: Constitución, Inquisición, libertad de imprenta, voto, «haber cor¬ 
tado la cabeza a la hidra del feudalismo»... y la del ayuntamiento de Membri- 
11a (209), asimismo genérica, del 27 de julio de 1813, donde la hidra estaba 
sustituida por las sanguijuelas, la del ayuntamiento de Mondoñedo, de 21 de julio 
de 1813, que también se extendía a todo (210), la del ayuntamiento de Ciempo- 
zuelos, referida asimismo a todo, del 1 de agosto de 1813 (211), muy compren¬ 
sible si tenemos en cuenta que la provincia de Madrid pagaba la desorbitada can¬ 
tidad de 1.588 reales de vellón, de los que a Ciempozuelos corresponderían quince 
o veinte reales a pagar entre todos los vecinos acomodados que eran quienes 
poseían parejas de animales de labor, si no son equivocados los datos que nos 
suministra Aldea, la del ayuntamiento, dos curas y un fraile de las Navas de 


(206) DD, XVI, págs. 322, 455, 456. 

(207) DD, XVIII, págs. 320-321. 

(208) DS, pág. 5506. 

(208 bis) DS, pág. 5751. 

(209) DS, pág. 5751. 

(210) DS, pág. 5764. 

(211) DS, pág. 3833. 
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San Juan, Jaén, del 19 de agosto de 1813 (212), que tampoco pagaba voto y que 
también se refería a todo, y por último una del valle de Turón (213), más res¬ 
tringida, pues solo se refería a la Inquisición y al voto, si no se nos pasó alguna 
entre las miles de páginas del Diario. 

Como se ve, todo un plebiscito nacional. Solo se trataba de incomodar a la 
Iglesia y ese objetivo se logró. Aunque fuera sobre cosa de tan poca monta, si 
bien tan desorbitada, y que no hubiera sido difícil resolver, caso de que valiera 
la pena, por los procedimientos normales que eran el trato directo con la Iglesia. 

Siguen las dificultades con el arzobispo Múzquiz 

El 5 de marzo de 1812 «se dio cuenta de una exposición de la Junta Superior 
de León, la cual incluía un edicto, que mandó arrancar de la puerta principal de 
la colegiata de Villafranca del Bierzo». En dicho edicto el arzobispo se titulaba 
Señor de la ciudad de Santiago, lo que indignó a la Junta por considerarlo contrario 
a la ley de supresión de señoríos (214). 

Ya el hecho de que la Junta arrancara de las puertas de las iglesias los edictos 
de los obispos indica bastante el respeto que a algunas autoridades de la época 
merecía la Iglesia. Los liberales del Congreso no anduvieron a la zaga de las 
autoridades de León y pidieron castigo inmediato y ejemplar, llegando Arguelles 
y Toreno a solicitar que se le ocupasen las temporalidades (215). 

Se acordó una censura al obispo, sin perjuicio de que la Regencia proceda en 
los términos que prescriben las leyes y felicitar a la Junta de León por su celo (216). 
En el que iría incluido también el arrancar de las iglesias los edictos del arzobispo. 
Por exposiciones del arzobispo y de su hermano, el conde de Torre Múzquiz, 
vinieron las Cortes a conocer pocos días después que el edicto era antiguo, estaba 
firmado antes de la aprobación de la ley de señoríos y que en nada había contra¬ 
venido Múzquiz las disposiciones vigentes. Por lo que su hermano pedía ¡se le 
restituyese el honor y buen nombre (217). 

El Congreso, que había juzgado sin oír al acusado y cometido enorme equi¬ 
vocación, prefirió callar aunque, sin duda avergonzado de su proceder, hizo que 
se publicase un resumen de ambas exposiciones que de algún modo satisfacía el 
concepto del arzobispo. Era un intento más de doblegar a la Iglesia con amenazas 
y sanciones, aunque en este caso no hubiera el menor motivo para ello. 

La promulgación de la Constitución 

Los días anteriores al 19 de marzo se dieron numerosas disposiciones para ase¬ 
gurar la solemnidad de la fecha. Firmas, juramentos, misas, Te Deum... (218). 

(212) DS, pág. 3993. 

(213) ASL013, pág. 150. 

(214) DD, XII, pág. 179. 

(215) DD, XII, págs. 179-180. 

(216) DD, XII, pág. 180. 

(217) DD, XII, pág. 233. 

(218) DD, XII, págs. 237-240; ASS, 561, 586-587. 
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El 17 de enero de 1812, en sesión secreta, se leyó una exposición del diputado 
tradicionalista Pedro González Llamas «en que decía que sus principios y senti¬ 
mientos no le permitían firmar ni jurar la nueva Constitución y que anticipaba 
esta declaración para que las Cortes determinasen lo que les pareciese justo y con¬ 
veniente» (219). Y Eguía manifestó que no creía que el juramento «pudiese enten¬ 
derse con él por no haber asistido a sus discusiones y no haber visto en las corpo¬ 
raciones de que había sido miembro que hubiese firmado sobre asunto alguno al 
que no hubiese asistido». Manifestó asimismo que carecía de instrucciones de su 
provincia y que «sus paisanos (los vizcaínos) aman mucho sus fueros» (220). 

«En su vista se trató de la providencia que convendría tomar para el caso que 
dichos señores diputados u otro cualquiera se excusase de firmar y jurar la Cons¬ 
titución y el señor García Herreros hizo la siguiente proposición que fue aprobada: 
Que se haga ahora mismo un acuerdo por el que se declare que cualquiera individuo 
del Congreso que se niegue a firmar la Constitución política de la monarquía espa¬ 
ñola y jurar lisa y llanamente guardarla, sea tenido por indigno del nombre español, 
privado de todos los honores, distinciones, prerrogativas, empleos y sueldos y 
expelido de los dominios de España en el término de veinticuatro horas» (221). 
De lo más liberal. 

Y no valía ni la excusa de estar enfermo, pues «se acordó asimismo que si 
algún señor diputado no pudiese asistir en dicho día 18 a firmar la Constitución, 
por enfermedad que se lo impida, vayan dos secretarios a su casa para que firme 
en ella la misma Constitución» (222). 

Ya necesitó valentía el marqués de Villaf ranea para presentar un voto particu¬ 
lar, que se leyó el día 20, con tía la decisión de las Cortes obligando al juramento 
so pena de gravísimas sanciones. 

Lo cierto es que juraron todos los diputados, unos de todo corazón y otros 
porque no les quedó otro remedio, excepto los veinte que estaban ausentes, de los 
cuales siete eran gallegos y cuatro catalanes. El absentismo de los diputados de 
Galicia era realmente notable. 

El obispo de Mallorca, el único prelado liberal que había en el Congreso, pro¬ 
nunció el día 18 unas encendidas palabras tras regresar de entregar a la Regencia 
la Constitución: Las «sagradas instituciones», el «inestimable Código de nuestra 
regeneración política», «la más dulce emoción en todos los semblantes», «día tan 
feliz, el más plausible y venturoso que haya visto nuestra nación», «¡Ya feneció 
nuestra esclavitud!» «¡Somos libres!» (223). Curiosamente la Iglesia no podía 
decir lo mismo que el obispo. 


(219) ASS, pág. 397. 

(220) ASS, pág. 597. 

(221) ASS, pág. 597. 

(222) ASS, pág. 597. 

(223) DD, XII, pág. 317. 
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No era tan general el entusiasmo 

Pese al júbilo oficial por la recién estrenada Constitución seguían advirtién¬ 
dose peligrosos síntomas de rechazo que, una vez más, tenían acusado matiz reli¬ 
gioso. El 31 de marzo de 1812, apenas a los diez días de jurado el texto cons¬ 
titucional, Fernández Golfín decía: «Esta narración confundirá al mismo tiempo 
a los miserables egoístas, a los enemigos del orden y de la justicia y los hará 
desistir de sus vanas maquinaciones para estorbar el establecimiento de la Cons¬ 
titución. Dejarán de profanar los sacrosantos nombres de religión , patria y rey 
que invocan con hipocresía para ocultar sus criminales ideas que no prevalecerán 
mientras exista el ilustrado pueblo español...» (224). 

Y unos días después, el 14 de abril, Sierra y Llanes denunciaba la misma resis¬ 
tencia y oposición en la siguiente propuesta: «Que se excite el celo de la Regencia 
para que por los medios más eficaces prohíba absolutamente el que en los pulpitos 
se traten en manera alguna materias políticas, imponiendo a los contraventores 
la pena irremisible de ocupación de las temporalidades y extrañamiento de los 
reinos, confinándoles a donde con su influjo, escritos ni palabras puedan perjudicar 
los intereses y tranquilidad de la nación, procediendo en todo breve y sumaria¬ 
mente» (225). 

Los sacerdotes sólo podían desde el púlpito, o con su influjo, escritos o pala¬ 
bras, ensalzar la Constitución como se les mandaba expresamente que hicieran en 
el ofertorio de la misa de juramento que había de celebrarse en todas las parro¬ 
quias, monasterios y conventos de España. Se les quería sumisos y entusiastas con 
el nuevo sistema. Pero da la impresión de que no estaban por la labor. 

Un problema que se agravaba: las sedes vacantes 

El 31 de marzo de 1812 el diputado tradicionalista Antonio Joaquín Pérez 
planteó un grave problema que, siendo muy real, encerraba un peligro que todavía 
era más grave. Privar al Papa de la confirmación de los obispos, al menos mientras 
durase la incomunicación con Roma. 

Pérez no quería esto último, sino resolver el problema de la multitud de 
diócesis que iban quedando vacantes por el fallecimiento de sus pastores. Partía 
de un principio que era tan falso como entonces admitido por muchos que, habiendo 
heredado la tradición regalista, veían en las Cortes o en el rey, según fueran libe¬ 
rales o absolutistas, la institución que debía decidir sobre estas cuestiones como 
si no fueran de exclusiva competencia eclesial. El regio patronato, que no era 
más qué benévola concesión pontificia, se consideraba por no pocos regalía inherente 
a la soberanía que disfrutaba y ejercía como derecho propio y no delegado. 


(224) DD, XII, pág. 374. 

(225) ASS, pág. 613. 
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Pérez opinaba que no debía disolverse el Congreso sin dejar resuelto este asunto 
y que la solución «sería cosa muy vergonzosa que se fuera a buscar en otra 
fuente». Y concluía pidiendo que las. comisiones Eclesiástica y de Justicia presen¬ 
tasen su dictamen al respecto (226). Aunque Pérez no predeterminaba el sentido 
del dictamen, dados los antecedentes de no pocos de nuestros legisladores, era 
más que previsible el intento de formar una iglesia nacional más o menos inde¬ 
pendizada de Roma. Y las mismas palabras del diputado: que la resolución de 
tan peliagudo asunto sería cosa muy vergonzosa que se fuese a buscar en otra 
fuente estaban preñadas de amenazas. Porque claro que se debía buscar en otra 
fuente. En el nuncio y los obispos españoles. Ellos deberían decidir, y no las 
Cortes, aunque bien pudiera ser a excitación suya, consagrar los obispos que el 
regio patronato les presentase, obispos que, cuando las circunstancias lo permi¬ 
tiesen, serían confirmados por el Papa. 

«Después de una ligera discusión —cuyos términos desgraciadamente desco¬ 
nocemos-accediendo las Cortes a la petición antecedente, resolvieron que las 

dos comisiones en ella expresadas se reunieran desde la noche del día siguiente 
para conferenciar sobre el referido expediente, debiendo presentar su dictamen a 
la mayor brevedad posible» (227). 

Tras ello Espiga, que había sido el mentor del decreto cismático de Urqui- 
jo (228), presentó otra proposición que también se aprobó: «Que se remita a 
las Cortes el expediente formado en el Consejo Real sobre dispensas matrimonia¬ 
les» (229). Doce años transcurridos no habían cambiado nada sus ideas. 


Las Ordenes militares 

El 2 de abril de 1812 Oliveros dirigió contra las Ordenes militares un duro 
ataque pidiendo que así como habían sido privadas por la ley de señoríos de la 
jurisdicción de sus pueblos perdiesen también la jurisdicción espiritual sobre los 
mismos que debía pasar a los obispos (230). 

Nadie discute que las Ordenes militares eran una reliquia del pasado que se 
mantenía más por conveniencias temporales que eclesiales y que a comienzos del 
siglo xix no tenían mucha razón de ser. Pero de ahí a sostener que las Cortes, 
por la historia y por principios canónicos podían adjudicar fieles a un obispo y 
quitárselos a otro es increíble en cualquiera y más en un eclesiástico, por otra 
parte docto, como lo era Oliveros. El mismo se dio cuenta de lo anticanónico 
de su proposición e intentó justificarla con razones que no se tenían en pie. 


(226) DD, XII, pág. 375. 

(227) DD, XII, pág. 375. 

(228) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., págs. 149 y ss. 

(229) DD, XII, pág. 375. 

(230) DD, XII, pág. 390. 
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«Esta providencia, Señor, de la potestad civil no daría ni dispensaría la juris¬ 
dicción, o sea autoridad eclesiástica; sé que excede a sus facultades y que su origen 
proviene de un principio más alto; solo haría que se observasen los sagrados 
cánones y que se cumpliesen las disposiciones de la Iglesia» (231). 

Menos mal que reconocía que las Cortes no eran el vicario de Cristo. Pero era 
igual. Pues eran las que, sin duda asistidas por el Espíritu Santo, velaban por la 
observancia de los sagrados cánones con lo que podían hacer lo que quisieran (232). 

El obispo prior de San Marcos de León, al que se afectaba muy particular¬ 
mente, tras explicar algunas particularidades de las Ordenes (233), manifestó: «Una 
jurisdicción eclesiástica, adquirida por justos y legítimos títulos, no se deroga 
fácilmente; y hablándose sólo de la autoridad real no sé cómo pudiera verificar¬ 
lo» (234). En lo que le asistía toda la razón. Otras intervenciones (235) demos¬ 
traron que las rentas cuantiosas de las Ordenes eran la verdadera cuestión que 
interesaba a los liberales. Que a este respecto eran insaciables. 


Santa Teresa, patrona de España 

El 22 de abril de 1812 se leyó una representación del prior y carmelitas des¬ 
calzos de Cádiz pidiendo se declare a Santa Teresa de Jesús «copatrona de las 
Españas» (236). Las Cortes acordaron remitirla a la comisión especial eclesiástica, 
que presentó su dictamen el 23 de junio (237), acompañado de una minuta de 
decreto (238). El 27 de junio «se aprobó sin discusión alguna el dictamen» (239), 
«con universal aplauso y contentamiento de los buenos» (240). 


La Inquisición amada y odiada: un debate previo 

El 22 de abril de 1812 el diputado extremeño Francisco Kiesco reclamó que 
se diera cuenta inmediatamente a las Cortes del dictamen sobre el Tribunal del 
Santo Oficio que acababa de presentar la comisión integrada por Valiente, Pérez, 
el obispo de Mallorca, Gutiérrez de la Huerta y Muñoz Torrero (241). Es difícil 
de entender cómo en asunto de tanta trascendencia para los liberales se hubiese 
formado una comisión en la que los tradicionalistgs eran mayoría por tres a dos. 


(231) DD, XII, pág. 390. 

(232) DD, XII, págs. 391-392. 

(233) DD, XII, 392-393. 

(234) DD, XII, pág. 393. 

(235) DD, XII, págs. 393 y ss., 392 y ss. 

(236) DD, XIII, pág. 84. 

(237) DD, XIV, págs. 55-66. 

(238) DD, XIV, pág. 66. 

(239) DD, XIV, pág. 94. - 

(240) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 832. 

(241) DD, XIII, pág. 85. 
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En realidad había dos dictámenes. El primero había dividido a la comisión 
en tres grupos. Uno lo integraban Valiente, que tuvo que suscribirlo a bordo 
del navio Asia, donde se había refugiado tras los vergonzosos incidentes promo¬ 
vidos por alborotadores liberales que pusieron en riesgo su vida (242), y Antonio 
Joaquín Pérez, que querían la reposición del Consejo de la Inquisición «en el 
ejercicio de sus funciones, bajo ciertas restricciones relativas a los negocios polí¬ 
ticos y censura de obras de esta clase» (243). 

El obispo y Gutiérrez de la Huerta querían lo mismo, pero con la cláusula 
por ahora que rechazaban los primeros (244). Por último, Muñoz Torrero quería, 
en una maniobra hipócrita y dilatoria, que antes de nada se oyera a los obispos 
que estuvieran en país libre (245). La calificación que hacemos de hipócrita 
y dilatoria, que antes de nada se oyera a los obispos que estuvieran en país 
libre no es gratuita. Cuando en la discusión definitiva los diputados tradicionalistas 
propusieron eso mismo, los liberales lo rechazaron en bloque. 

«A este dictamen seguía otro formado y firmado por los señores Pérez, obispo 
de Mallorca, y Gutiérrez de la Huerta, sobre que el dictamen anterior en nada se 
oponía a la Constitución y en el cual se expresaba igualmente, que el señor Muñoz 
Torrero manifestaría verbalmente al Congreso su voto particular acerca de este 
asunto, para cuyo examen se había juntado la comisión en la noche anterior» (246). 

El dictamen no podía ser más favorable a la Inquisición, pues de los cinco 
miembros ninguno se oponía a ella, cuatro reclamaban desde ya su actuación y el 
quinto solo pedía que antes se consultara a los obispos. 

A continuación hizo uso de la palabra Muñoz Torrero. Su discurso fue un 
modelo de lo que se debía hacer para que no se adoptase resolución alguna (247). 

Por no hallarse la bula por la que los Papas nombraban a los Inquisidores 
generales, que había quedado en Madrid, planteó dudas canónicas sobre la ju¬ 
risdicción del Consejo y la renuncia del arzobispo Arce, manifestando que las 
Cortes no podían suplir la jurisdicción eclesiástica. Nuevo alarde de hipocresía, 
pues quien tan buen conocedor era de la legislación eclesiástica se la saltaba siem¬ 
pre, salvo en este caso. Dijo también que habiéndose aprobado la Constitución 
con posterioridad al primer dictamen era preciso examinar si no había oposi¬ 
ción entre éste y aquélla. A continuación expuso las partes en que a su juicio 
no eran compatibles Constitución e Inquisición y ofreció extenderse por escrito 


(242) Toreno: Op. cit., pág. 395-396; Villanueva: Mi viaje..., págs. 243-247; DD, IX, 
págs. 413-414; Morán: Poder..., pág. 197; ASS, págs. 450-451, 453-455, 460, 465-466; Suárez: 
El proceso..., pág. 243; Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 82; Alcalá Galiano: Memorias, 
pág. 393. 
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si se la da «para ello el tiempo correspondiente» (248). Sus palabras fueron 
acogidas con murmullos de aprobación (249). Las galerías una vez más estaban con 
los liberales. El vicepresidente, que durante este período mensual era el liberal 
Gutiérrez de Terán, que en todo momento estuvo volcado con su partido, se inclinó 
descaradamente por la propuesta dilatoria (250). Propuesta que fue inmediata¬ 
mente apoyada por Calatrava (251) y rechazada vehementemente por el cura de 
Algeciras (252). 

Hubo desorden, Argüelles reclamó la libertad de los diputados para hablar 
y el vicepresidente fijó por escrito su proposición: «Si se suspenderá por ahora 
la discusión de este asunto y señalará día para ella» (253). El obispo de Calahorra 
se opuso a cualquier dilación «en un negocio de tanta importancia», pues «puede 
ocasionar males tan enormes que comprometen la pureza de la religión y acaso 
la independencia del Estado» (254). 

«Señor, no es tiempo de dilaciones; la nación pide pronto remedio; nos ame¬ 
naza peligro de gangrena y no podemos dar lugar a que ésta cunda por todo el 
cuerpo. Han salido papeles y folletos en que se ataca a la religión, lo que de 
manera alguna puede sufrirse, antes bien debe remediarse en una nación tan 
católica como la España» (255). 

A continuación se extiende en grandes alabanzas del Santo Oficio y reclama 
que se le vuelva al ejercicio de sus funciones: 

«Hay instrucción más que suficiente para resolver esta materia; la experiencia 
misma acredita esta verdad. España y Portugal son seguros garantes, pues en 
estos dos reinos, que han mantenido expedito el Santo Tribunal, se ha conservado 
en integridad y pureza nuestra santa fe y religión, cuando en otros reinos y na¬ 
ciones no pueden gloriarse de esta dicha y felicidad. ¿Y nos privaremos de estos 
imponderables bienes por miras temporales? No son éstos los sentimientos de 
V. M. Primero es Dios que todos los respetos del mundo. Hágase lo justo. 

No puede haber español que se oponga a estas ideas en lo más mínimo; ni 
bajo el título que se va contra la Constitución; porque todo buen católico, teme¬ 
roso de Dios, asegura más la observancia de ella, teniendo un apoyo tan poderoso 
como el Santo Tribunal para afianzar mejor la misma Constitución. Nada hay 
que añadir a lo que sobre esto dice la comisión en su solidó dictamen. 

A la Iglesia pertenece privativamente tomar las añedidas propias y oportu¬ 
nas para conservar el depósito de la fe que le confió Jesucristo y para corregir 
cuanto se oponga a las buenas costumbres. Con este fin ha establecido el Santo 
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Tribunal, el que auxiliando a los prelados y pastores, ha contribuido de un modo 
muy eficaz a la consecución de este noble y sagrado objeto; y los Reyes Católicos, 
penetrados de estos mismos sentimientos y deseos de mantener en quietud y 
tranquilidad sus dominios, han autorizado competentemente a este mismo tribunal; 
por lo mismo, como de ser necesario hacer alguna modificación, solo podrá verifi¬ 
carse en esta última parte, quedando en pie y expedito en sus funciones el Santo 
Tribunal. En conclusión, mi dictamen es que no se de lugar a dilaciones y que 
este punto se discuta prontamente, dándose principio ahora mismo» (256). 

El obispo no pudo ser más terminante y claro. Sus razonamientos eran difí¬ 
ciles de rebatir, al menos desde la mentalidad del pueblo español de la época, y 
el partido liberal insistió en su táctica. 

Juan Nicasio Gallego, diputado suplente por Zamora, Racionero de la catedral 
de Cartagena y electo Chantre de la de Santo Domingo (257), repitió lo que ya se 
había dicho: «No puedo menos de extrañar que en un asunto de tanta gravedad e 
interés, cual es el que se pretende, desconocido de todo el mundo (pues que el 
proceder del Tribunal de la Fe todo era oculto), se quiera atropellar la discusión 
sin dar lugar a que se tome la ilustración necesaria» (258). Sus razones, además, 
eran falsas, pues si bien los procesos del Tribunal eran secretos, la gran mayoría 
de los diputados conocía perfectamente el procedimiento. 

Así pudo contestarle Riesco: «Yo bien deseo que se instruya el expediente; 
pero creo que ninguna materia puede estar más ilustrada que ésta, porque sobre 
ninguna otra se ha escrito tanto. Y así me parece que debía seguirse la discu¬ 
sión» (259). Ostolaza, tras un pequeño incidente con Golfín (260), sostuvo la 
discusión inmediata (261) y Polo la dilación (262), en lo que fue apoyado por el 
panameño Ortiz Gálvez (263), uno de los diputados más irrelevantes del Con¬ 
greso. 

A continuación Argüelles se atreve a entrar en el fondo de la cuestión y, des¬ 
pués de defender que se posponga el debate, dice que la Inquisición «es contraria 
a la religión y -a la libertad» (264) y que, de restablecerse, «los que tenemos la 
fortuna o la desgracia de disentir del dictamen de la comisión, ¿quedaríamos 
en igual seguridad que los que desean que se restablezca? (No, no, dijeron algunos 
señores diputados)» (265). «No se nos quiera atropellar con una resolución arre- 

(256) DD, XIII, págs. 89-90. 

(257) Suárez: Las Cortes ..., pág. 38. 

(258) DD, XIII, pág. 90. 
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hatada; désenos tiempo para instruirnos, aunque sea un año (murmullo)» (266). 
«Todos le temen y nadie le conoce, exige que se exponga a la luz pública» (267). 

Gallego vuelve a repetir lo dicho por él y por sus amigos: «Yo no puedo 
menos de admirarme que varios señores hayan dicho que no se opone en nada a 
la Constitución» (268). «¿Y se quiere que una cosa de tanta obscuridad lo apro¬ 
bemos aquí de repente? Yo no vengo a aprobar aquí nada de mogollón y de 
bóbilis bóbilis» (269). 

Golfín insiste en que se posponga la discusión, alega su ignorancia sobre el 
tema y alude a los «hipócritas que con capa de religión pretenden atacar el sistema 
liberal de las Cortes» (270). 

Gutiérrez de la Huerta hizo un importante discurso (271), con numerosas alu¬ 
siones a intervenciones anteriores que caldearon el ambiente. Comenzó respon¬ 
diendo al hipócritas de Golfín usando una expresión muy semejante a la de Ar- 
güelles. Recordemos las palabras del asturiano: los que tenemos la fortuna o la 
desgracia. 

«He tenido el honor o la desgracia de ser uno de los individuos nombrados para 
el examen de este negocio; y la mayor que me ha resultado es que se trate de 
hipócritas a los que han tenido plena libertad para...» Fue interrumpido por 
Golfín, que dijo que sus palabras no iban con los diputados (272). En esta ocasión, 
como en tantas otras, no reclamó Argüelles que se coartaba la libertad de hablar 
de los diputados. Eso solo valía para cuando hablaban sus amigos. 

Tras la larga interrupción continuó Gutiérrez de la Huerta con otras palabras 
que tomadas directamente de la anterior intervención de Argüelles iban evidente¬ 
mente dirigidas contra él: «ni el temor ni la esperanza me han detenido para dar 
este dictamen conforme a lo que he entendido ser justo, sin arredrarme ni el temor 
de ser perseguido por los que reprueban el establecimiento de este tribunal, ni la 
esperanza de que me protejan nunca los individuos que le compongan» (273).' 

Porque el riesgo no lo corrían solo los diputados liberales si se restablecía la 
Inquisición. Los ejemplos de tradicionalistas perseguidos con todo rigor, dipu¬ 
tados o no, ya eran numerosos: el obispo de Orense, el marqués del Palacio, el 
exregente Lardizábal, José Joaquín Colón, el diputado Valiente... 

Entra luego en consideraciones jurídicas. No se trata de restablecer la Inquisi¬ 
ción, «estaba ya restablecida por el Gobierno legítimo. En este supuesto se pre¬ 
guntó a la comisión si este tribunal, restablecido ya, debía ponerse en ejercicio 
de sus facultades. Esta era y es la cuestión, y la comisión no pudo menos de 
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resolver en justicia; como lo ha hecho con arreglo a las leyes en el dictamen que 
presenta, cuya extensión se encargó al señor Valiente cuando sucedió la desgracia, 
que yo lloro; desgracia que ojalá no hubiera sucedido y que volverá a suceder 
si el Congreso no tiene libertad» (274). 

Tras la inteligente consideración del problema: no se está tratando de resta¬ 
blecer la Inquisición, sino de que este tribunal del Estado, que nadie suprimió, 
salvo Napoleón, vuelva a ejercer sus funciones, denuncia el avasallamiento que 
estaban sufriendo los diputados tradicionalistas que alcanzó, por el momento, su 
máxima expresión en el intento de linchar a Valiente, que se evitó a última hora 
gracias a la intervención de la fuerza armada. 

Ahora será Golfín el objeto de su acerada ironía: «Yo nunca me opondré a 
que se dé a los señores diputados todo el tiempo que se necesite para su ilustra¬ 
ción. Ojalá que siempre se hubiera hecho; pero por desgracia muchos nos hemos 
arrogado el título de maestros cuando ni siquiera merecemos el de discípulos. 

Y muchos señores que ahora dicen que sus padres no los habían criado para 
diputados y que no tienen noticias en materia de Inquisición, en otros puntos, 
que solo los saben los que los han manejado, han dado su dictamen sin este 
recelo. Seamos imparciales» (275). 

«La materia de la Inquisición se dice que es muy obscura —ahora es Gallego 
el blanco de su ataque—; y yo no he visto una cosa más clara, pues hay una 
infinidad de escritores que no debiendo ser más que unos meros escribientes han 
penetrado el santuario del secreto déla Inquisición (murmullo extraordinario)» (276). 

«El señor Vicepresidente interrumpió al orador, dirigiéndole la palabra en 
estos términos: Señor Huerta, todos los que contribuyen al desorden serán res¬ 
ponsables ante Dios y la nación de los males que resultaren. V. S. ha visto que 
en cumplimiento de mi deber he hecho antes una insinuación, no sólo a los 
señores diputados, sino también al público. Sin embargo de que ha vuelto a haber 
algún murmullo, ha cesado inmediatamente de que he reclamado el orden. Yo ase¬ 
guro a V. S. que estoy sumamente convencido de que no volverá a suceder. 
Así, pues, vamos al objeto principal, oigamos y también disimulemos» (277). 

Lo que para Gutiérrez de Terán había sido solo algún murmullo el Diario, que 
no es sospechoso, pues estaba en manos liberales, lo califica de extraordinario. 

Y más parece que el vicepresidente llama la atención al orador que a quienes 
interrumpían. Por supuesto, sin que Argüelles reclamara la libertad de expresión 
de Gutiérrez de la Huerta. 

La amonestación de Terán se comprende que irritara al diputado, que le res¬ 
ponde: «Yo exijo de V. S. (al vicepresidente), con la modestia y respeto debido, 
que me diga si he faltado al orden. Luego no se me imputen a mí los desordenes 
que cometa el público. Yo prometo, protesto y juro que el público no me arran- 
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caria una palabra. Señor, haya libertad para que el hombre manifieste los senti¬ 
mientos que le dicte su corazón» (278). La respuesta del vicepresidente vuelve 
a ser impertinente y amonestadora: «Yo doy a V. S. palabra de que no volverá a 
suceder y espero que V. S. dará ahora una nueva prueba de su moderación» (279). 

Concluyó el diputado húrgales su valiente discurso reclamando la intervención 
del concilio nacional que las Cortes habían acordado se celebrase para «cortar 
los males y defectos que puedan atribuirse a este tribunal», «porque a V. M. 
no le toca meter la mano en la jurisdicción eclesiástica» (280). 

Gallego intentó rebatir a Gutiérrez de la Huerta por un camino que no 
podía convencer ni a sus amigos. Como al crearse el Tribunal Supremo quedan 
suprimidos los tribunales conocidos con el nombre de Consejos, al llamarse así el 
de la Inquisición, sin que se hubiera dado cuenta nadie, había desaparecido (281). 
A nadie convenció. 

Se declaró entonces suficientemente discutida la proposición de Terán «y ha¬ 
biéndose procedido a votarla por partes quedó aprobada la primera, a saber: que 
se suspendiera por ahora la discusión de este asunto» (282). 

Volvió después Espiga a reabrir la discusión reproduciendo todas las cuestiones 
que ya se habían alegado (283) y el vicepresidente, que en todo el debate había 
adoptado una actitud de verdadera beligerancia, apoyó, saltándose el reglamento, 
la propuesta de Espiga: «Veamos si se ha de pasar a la discusión de este pun¬ 
to» (284). Protestó Creus de tan notoria infracción del reglamento y exigió que 
se pasara a votar la segunda parte de la propuesta de Terán, que a petición de 
los liberales se había declarado suficientemente discutida (285). Y como Argüélles 
le dijera que eso era extraviar la cuestión, el catalán le replicó que ello era 
solo «querer que se observe el orden prescrito por el mismo Congreso». 

Nuevas intervenciones del vicepresidente alteraron por completo el orden de 
la discusión. La segunda parte de su propuesta, que era lo que había que votar, 
decía: «y se señalará día para ella» (para la discusión). Ahora se oponía a que 
se fijase día proponiendo que pasase el asunto de la comisión que había elaborado 
el dictamen, en la que los liberales eran minoría, a la de Constitución, en la que 
eran mayoría absoluta. 

Terán había dado con el argumento en el que se harían fuertes los liberales. 
Todos los antecedentes eran fragilísimos: no había suficiente instrucción, estaba 
ya suprimido el Tribunal... Que tuviera que dictaminarlo la comisión de Consti¬ 
tución tenía más fundamento y fue apoyado inmediatamente por Zorraquín (286) 
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y por Vázquez Canga (287). Tras sus intervenciones se votó la segunda parte 
de la proposición, que quedó aprobada (288). Se había llegado a una situación 
kafkiana, pues estaba acordado suspender la discusión y señalar nuevo día para 
ella, cosa que ahora no querían los liberales, pese a haberla propuesto. 

En el transcurso de tan animado debate no era fácil la reunión de los libe¬ 
rales para adoptar una línea común y por ello se iba avanzando con propuestas que 
a veces eran contradictorias entre sí, pero que, sobre la marcha, se corregían para 
irse apuntando todos a la postura que poco a poco se iba perfilando. 

La intervención de Borrull fue directamente al nudo de la cuestión: «Procu¬ 
raré deshacer diferentes equivocaciones que han dado motivo para que sostengan 
algunos que debe pasar este asunto a la comisión de Constitución. Una de ellas 
fue que creado por dicha Constitución el Supremo Tribunal de Justicia quedaron 
extinguidos todos los Consejos, y en su consecuencia también el de Inquisición. 
Pero cualquiera conoce que la Constitución que se ha formado es la política 
de la monarquía española, y que así trata solo de aquellos consejos y tribunales 
que han establecido los reyes o las Cortes y que está en su mano abolirlos o darles 
otra forma cuando lo tengan por conveniente; mas no puede hablar ni compren¬ 
der a los tribunales eclesiásticos que ha instituido la Iglesia y cuya jurisdicción 
se limite a los asuntos de herejía y apostasía, que son los que han de quedar, 
según el dictamen de la comisión, a cargo de las Inquisiciones como propios 
de su primitivo instituto; porque es cierto que el conocimiento de éstos toca priva¬ 
tivamente a la Iglesia y tribunales que ha nombrado, y las potestades seculares 
deben dejarles en plena libertad de ejercerlo, sin propasarse en impedir ni en per¬ 
turbar las funciones propias del mismo (murmullo)» (289). 

Tampoco reclamó esta vez Argüelles, ni ningún liberal, la libertad de expre¬ 
sión de los diputados. Tuvo que ser el propio Borrull quien dijera: «Señor, si 
los diputados no han de tener libertad para hablar, callaré desde luego, y me 
marcharé a mi provincia, manifestando ser nulo todo cuanto aquí se haga» (290). 

Tras otras consideraciones (291), concluyó diciendo: «La voluntad general de 
la nación es conservar las Inquisiciones de las provincias. Los pueblos, que cuatro 
años hace están defendiendo su libertad, las han mirado con el mayor respeto 
y el estruendo de las armas no ha podido interrumpir sus sagrádas funciones. 
Solo el gobierno intruso ha sido quien las ha abolido en el territorio que ocu¬ 
paba; pero lo ejecutó oponiéndose a la voluntad general de los pueblos, y lo 
acredita el que éstos, luego que han sido expelidos los franceses, han admitido 
con gusto a los inquisidores y se han restablecido sus tribunales, cuyos memora¬ 
bles sucesos nos ofrecen las provincias de Galicia, Cuenca y Murcia, por lo cual 
ni la nación ha querido que se extinguiesen, ni darnos poderes para esto. Y no 
pudiendo continuar en el libre ejercicio de su jurisdicción la Inquisición de las 
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provincias si no se restablece dicho Consejo, ni la voluntad general de la nación 
permite retardarlo, ni se halla motivo alguno para las nuevas dilaciones de pasar 
este asunto a la comisión de Constitución, habiéndole ya examinado otra encar¬ 
gada especialmente de ello» (292). 

El pueblo la quiere y suprimirla es hacer lo mismo que Napoleón. Dos torpedos 
en la santabárbara liberal. Y además era cierto. 

A continuación, Miguel Alonso Villagómez (293), diputado tradicionalista por 
León, que también en una ocasión fue interrumpido por murmullos , señaló la 
mala fe de los liberales, concluyendo: «V. M. ha determinado que se trate de la 
Inquisición con prudencia y circunspección y ahora se dice que queda extinguidá 
por la Constitución. Yo, señor, he sido engañado» (294). 

Cerraron el debate Mejía Lequerica (295) y Argüelles (296), que repitieron 
argumentos ya conocidos, haciendo hincapié Argüelles en la incompatibilidad del 
Tribunal con la Constitución y la libertad. Se aprobó por fin que pasara todo el 
expediente a la comisión de Constitución, rechazándose una propuesta de Zorra- 
quín, que pedía: «Que no se trate ni resuelva por las Cortes solamente el punto 
material del restablecimiento del Tribunal Supremo de la Inquisición, sino de si 
conviene o no su subsistencia y la de los tribunales provinciales» (297). 

De toda esta discusión, que trató más de aspectos formales que materiales, 
aunque éstos no faltaran, resultan algunas cuestiones que no son fáciles de inter¬ 
pretar. ¿Por qué los tradicionalistas, que eran y se sabían minoría, querían el 
debate y los liberales posponerlo? ¿Por qué estos últimos no entraron directa¬ 
mente, como lo harán meses después, en la abolición del Santo Oficio? No lo 
sabemos con certeza. Solo podemos suponer que los liberales no se atrevieron 
a proponer la abolición por la desfavorable opinión que ello hubiera merecido 
del pueblo español. Y que los tradicionalistas intentaron jugar esa baza, aunque 
el éxito no les acompañara. O tal vez quisieran poner al descubierto la hasta 
entonces relativamente disimulada ideología liberal para que el pueblo reaccio¬ 
nara contra ella. 


Los bienes de los religiosos 


El 9 de mayo de 1812 la comisión encargada de examinar el expediente sobre 
confiscos y secuestros presentó un dictamen y una minuta de decreto (298) con dos 
artículos alarmantes para la Iglesia. Por el primero se secuestraban, aplicándose 
los frutos a beneficio del Estado, «los bienes de cualquier clase que sean», de 
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«establecimientos públicos, cuerpos seculares, eclesiásticos o religiosos de ambos 
sexos, disueltos, extinguidos o reformados por resultas de la invasión enemiga o 
por providencias del Gobierno intruso», con la obligación de reintegrarlos a sus 
dueños «siempre que llegue el caso de su restablecimiento» y de alimentar con 
sus frutos a los individuos de aquellas corporaciones que estuviesen en país libre 
y careciesen de otros medios de subsistencia. El otro se refería a los no disueltos 
pero que existiesen en país enemigo, estableciéndose para sus bienes el mismo ré¬ 
gimen que para los particulares (299). 

El artículo primero era atroz, por cuanto suponía de injusticia con la propiedad 
privada y, sobre todo, con unas corporaciones arbitrariamente extinguidas por los 
franceses por su adhesión a la causa nacional. Y la minuta de decreto contenía 
una amenaza aún más grave, pues las palabras siempre que llegue el caso de su 
restablecimiento indicaban que cabía que no se restableciesen. Decididamente nues¬ 
tros liberales no sentían la menor simpatía por los religiosos. 

Se entiende que las rentas o las propiedades —nos estamos refiriendo a las 
que se hallaban en territorios libres, pues las de los ocupados estaban fuera del 
poder de disposición de las Cortes-— no debían servir a los franceses y por tanto 
no podrían ser enviadas al territorio enemigo si en él estaba el convento o monas¬ 
terio propietario de esos bienes. Además, nunca llegarían a manos de sus propie¬ 
tarios. Pero eran bienes de la Iglesia y a la Iglesia debían ir, eran bienes de los 
franciscanos, de los dominicos, de los jerónimos, de los benedictinos y a ellos 
debían ir. No al Estado. Enhorabuena que contribuyeran —ya lo hacían y con 
harta generosidad— a las necesidades del Estado. Pero por propia disposición y 
no incautándoles su propiedad y menos con la amenaza de un eventual restable¬ 
cimiento que tal vez se produjera. Pese a ello se aprobó como venía (300). 

Los liberales Oliveros (301), Dueñas (302), Argüelles (303), Toreno (304), 
García Herreros (305) y Muñoz Torrero (306) sostuvieron el artículo segundo, 
pronunciándose por la devolución a sus dueños, aunque estuvieran en país enemigo 
o siempre que se hallaren en país libre Gutiérrez de la Huerta (307), Pascual (308) 
y Borrull (309). En votación se desaprobó el artículo (310). 
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Los obispos con la Inquisición 

Uno de los argumentos más utilizados por los liberales en contra de la Inqui¬ 
sición era el de devolver a los obispos sus funciones jurisdiccionales, derivadas del 
mismo Jesucristo, que el Santo Oficio detentaba en menoscabo de su mandato 
apostólico. Pero los obispos no respondían bien ante tanto desvelo por sus prerro¬ 
gativas. Y estaban empeñados en sostener la Inquisición. 

El 18 de mayo de 1812, Simón López «presentó al Congreso una exposición 
que se leyó firmada por el muy reverendo arzobispo de Tarragona y reverendos 
obispos de Lérida, Tortosa, Barcelona, Urgel, Teruel, Pamplona y Cartagena, en 
la cual, ponderando los males que resultan de la supresión del santo tribunal de la 
Inquisición en el ejercicio de sus funciones, piden que sea restituido a él, levantán¬ 
dose dicha suspensión. Se mandó pasar esta solicitud pastoral a la comisión de 
Constitución, que está ya entendiendo en este asunto» (311). 

Martí Gilabert (312) confunde esta pastoral con la que poco después seis de 
esos ocho obispos firman también en Mallorca, donde se hallaban refugiados y que 
es más amplia y todavía de mayor importancia. La consulta que pedía Muñoz To¬ 
rrero ya estaba contestada y en un sentido totalmente contrario a sus deseos. 


Simón López, denunciante y denunciado 

El 29 de mayo de 1812 se presentó a las Cortes una exposición de los dipu¬ 
tados Toreno y Moragues (313) por la que denunciaban a Simón López, que a su 
vez había presentado «un cumulo de delaciones» a la Regencia en el que, entre 
otros hechos, figuraban dos de aquellos diputados por expresiones proferidas en las 
Cortes que según el sacerdote del Oratorio eran contrarias a la religión. 

Tras la lectura, Toreno acusa a López de «barrenar el artículo constitucional 
de la inviolabilidad», «de siniestras miras a los que hayan dirigido su pluma», así 
como de «alteración» y «tergiversaciones de sus palabras». Y aprovecha la ocasión 
para preparar a las Cortes contra el Santo Oficio: «Y solo advierto al Congreso y 
a todos los diputados que si ahora que no hay Inquisición, y todavía obtenemos 
el cargo de diputados, nos delatan ya, ¿qué será cuando dejemos de serlo y cuando 
hubiere Inquisición?» (314). 

Tras él habló Moragues con tono francamente irritado (315): «Sólo la más 
negra malicia o la ignorancia más estúpida pudieran así interpretar mi proposi¬ 
ción» (316). El presidente, que a la sazón lo era el moderado Guridi y Alcocer, 
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(312) Martí: La abolición..., pág. 101. 

(313) DD, XIII, págs. 321-322. 
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adoptó una actitud conciliadora (317) que molestó a Toreno (318). Intentó Guridi 
salir del embrollo que ni había buscado ni le era grato (319) y aun se enfadó más 
el conde (320). Medió Creus y para quitar fuego pidió se remitiese el asunto a 
una comisión (321) y Argüelles solicitó que se reclamasen los documentos perti¬ 
nentes para poder deliberar (322). No le pareció mal a Toreno la propuesta de su 
paisano y amigo (323), mientras que Calatrava amplió las responsabilidades no 
sólo a López, sino a la misma Regencia que recibió la denuncia (324). 

A continuación dio López su versión de los hechos (325). Comienza dando 
la razón a los dos diputados por su queja, pues los delató en sus inviolables opi¬ 
niones como diputados. Fue una ligereza y lo siente, pues no había sido ésa su 
intención. Iba recogiendo, alarmado, de los periódicos expresiones contra la religión 
y dijo a un amigo que se las copiase. Así lo hizo éste y sin leerla y sin reparar 
que en ella iban las de los dos diputados la entregó a la Regencia para que viera 
de atajar el mal que se difundía cada vez más. Y eso fue todo. Las alteraciones 
que pudiera haber de las palabras de los diputados provienen de que no las tomó 
del Diario de las Cortes, sino de los periódicos de Cádiz. 

El tono de López fue conciliador e incluso sumiso en lo que respecta a los 
diputados, insistiendo varias veces en el error involuntario en que incurrió al in¬ 
cluirles a ellos en la denuncia, pero se mantuvo firme en cuanto al resto. Se estaba 
atacando a la religión y él lo denunciaba. Y a los periódicos que lo hacían por sus 
nombres: el Semanario Patriótico, el Conciso, el Redactor General, el Diario Mer¬ 
cantil de Cádiz. 

El 6 de junio remitió la Regencia la delación original y las comunicaciones 
habidas sobre este asunto entre el Gobierno y la Junta de Censura, aprobándose 
al fin una confusa proposición de Zorraquín que permitía todo, desde la severi¬ 
dad con Simón López hasta el olvido (326). 

Todo quedó en nada. Como era normal. No existió delación de los diputados, 
en sentido técnico, pues ni la Regencia ni ningún tribunal, salvo el de Cortes, tenía 
jurisdicción sobre ellos. Solo la expresión de algo que López llevaba en su corazón 
y le preocupaba hondamente y no por «un celo extraviado» (327), sino por su 
amor a la Iglesia. Pero los liberales no aceptaban que se tuviesen sus opiniones 
por equivocadas, peligrosas o irreligiosas. Aunque lo fueran. 

Lo realmente grave es lo que pasó desapercibido entre las tensiones de los 
discursos. Y era tal vez lo que se buscaba. Que por lo menos cuarenta propo- 
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siciones extraídas de los periódicos de Cádiz señalados nominatim eran contrarias 
a la religión. Que Simón López a este respecto era integrista no lo discute nadie. 
No he leído la denuncia, que seguramente aportaría, si aún existe, datos interesan¬ 
tes para conocer mejor aquellos días. Posiblemente alguna o algunas de las propo¬ 
siciones delatadas no encerraran demasiada gravedad. Otras sí la tendrían. Y ello 
desazonaba a nuestro sacerdote, que lo puso en conocimiento de la Regencia para 
que obrara según la ley. Según aquellas leyes sabias y justas que debían proteger 
la religión. Quien vea en esto un atentado contra las Cortes es que no admite 
la oposición ni la crítica. Lo que no es demasiado liberal. Y a lo que parece, 
los únicos que no eran inviolables por sus opiniones eran los diputados tradiciona- 
listas. En esta ocasión López. Antes Valiente. Luego Ros, Ostolaza, Riesco, López 
Reina... 

Unos obispos más obsequiosos que otros 

El 8 de junio de 1812 se da cuenta a las Cortes de que «habiendo los obispos 
de Cuenca, Plasencia, Segovia y Albarracín suplicado al Congreso se dignase acordar 
ante quien habían de jurar la Constitución de la monarquía española, como apete¬ 
cían y deseaban, se resolvió que lo verificasen en manos del eminentísimo señor 
cardenal de Borbón. En consecuencia hizo el señor Caneja, y se aprobó, la propo¬ 
sición de que todos los eclesiásticos, así seglares como regulares emigrados que 
se hallasen en esta plaza prestasen el mismo juramento en manos del vicario ge¬ 
neral de esta diócesis» (328). 

Si traemos este texto es por el como apetecían y deseaban. Tal vez fuera una 
mera fórmula, pero sorprende ante la posición que la Iglesia adoptó. Eran éstos 
obispos Ramón Falcón y Salcedo, Lorenzo Igual de Soria, José Saenz de Santa Ma¬ 
ría y Joaquín González de Terán. 

El obispo de Cuenca, Falcón, era un obispo partidario de la Inquisición (329), 
que fue atacado por la prensa liberal (330) y en el que no puede atisbarse el menor 
vestigio de simpatía por la Constitución. 

El de Plasencia, Igual de Soria, fue de los que intentó oponerse a la lectura 
del decreto de abolición de la Inquisición en las iglesias (331) y antes había repre¬ 
sentado a las Cortes en favor del Santo Oficio (332). 

El de Segovia, Saenz de Santa María, fue un ejemplar prelado que pide a 
las Cortes el restablecimiento de la Inquisición (333) y publica una pastoral contra 
Gallardo, excomulgando a los que lean su Diccionario (334). 
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El de Albarracín, González de Terán, también representó a las Cortes en favor 
de la Inquisición (335) y fue uno de los obispos que apoyó al cabildo de Cádiz 
en su oposición a que se leyera en las iglesias el decreto de abolición del Santo 
Oficio (336). Por todo ello creemos que no hubo demasiada apetencia y deseo, 
sino resignada ejecución de lo que les venía impuesto. 


Todavía los diezmos 

El 13 de junio de 1812, en sesión secreta, comenzó la discusión del dictamen 
de la comisión especial de Hacienda «sobre la parte de diezmos que debe des¬ 
tinarse a la manutención de las tropas y modo de llevar a efecto esta medida» (337). 

El texto del proyecto de decreto (338), que se aplicaría en la península e 
islas adyacentes, era una nueva intromisión en la propiedad ajena de la que se 
disponía como si fuese propia. De momento se salvaron los de América, aunque 
el clérigo liberal canario Fernando de Llarena y Franchy quiso que se ampliara a 
nuestros dominios americanos la apropiación (339). 

Las Actas de las sesiones secretas no nos dan detalles del debate, por lo que 
sólo disponemos del texto del decreto aprobado que autorizaba a las Juntas pro¬ 
vinciales a señalar la cuota con que deberían contribuir los diversos partícipes de 
todas clases y jerarquías. Y como pudiera ocurrir que hubiera Junta que no qui¬ 
siera meter la hoz en aquella cosecha ajena se autoriza a los intendentes de las 
provincias a que ejecuten lo que no haya hecho la Junta. Consta el voto particular 
en contra de Simón López (340), así como que los artículos fueron aprobados sin 
apenas modificaciones. El 17 de junio de 1812 apareció el decreto en el Diario 
de las Cortes (341). 


La jurisdicción castrense 


El 16 de junio de 1812 se leyó el informe de la comisión de Justicia y el voto 
particular de García Herreros sobre la jurisdicción castrense (342). Los artículos 
se aprobaron el 3 de noviembre de 1812 (343) y no ha quedado constancia del 
debate si es que lo hubo. Parece que todo se conformó con el breve de Pío VII 
de 12 de junio de 1807, por que, si así fue, nada hay que objetar a esta dispo¬ 
sición de las Cortes. 
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La victoria de los Arapiles 

El 31 de julio de 1812 quedaron enteradas las Cortes de la victoria de los 
Arapiles (344). Traemos a estas páginas este importantísimo hecho de armas porque 
supuso el comienzo de la efectiva liberación de España que permitirá la llegada 
a las Cortes de los diputados de las provincias que iban quedando libres de fran¬ 
ceses, con lo que llegará a equilibrarse la que hasta entonces era mayoría liberal. 

El entusiasmo de las Cortes por la derrota de Marmont fue indescriptible, y 
cuando se estaban proponiendo felicitaciones a Wellington y al ejército, Oliveros 
manifestó: «Estoy conforme con todo lo que se ha indicado, pero estamos en el caso 
de dar también gracias a Dios» (345). Pese a la religiosa indicación de Oliveros, 
Argüelles extendió una proposición, que se aprobó por aclamación, en la que se 
advertía clamorosamente la ausencia de toda referencia al cielo. Fue Larrazábal 
quien en vibrantes palabras recordó la deuda con Dios y propuso «ir sin cere¬ 
monia inmediatamente, acompañado de S. A. (la Regencia) a la iglesia del Carmen 
a cantar el Te Deum en acción de gracias por acción tan gloriosa» (346). Se aprobó 
por aclamación la propuesta y se señaló la una de ese día para acudir el Congreso 
y la Regencia a la iglesia citada. Una vez más dieron las Cortes muestra de esa 
religiosidad externa que nunca desmintieron. Su enfrentamiento con la Iglesia no 
era por esos motivos. 


Santiago sigue causando problemas 

El 5 de agosto de 1812 la comisión de Justicia dio cuenta de un dictamen sobre 
la conducta observada por el cabildo catedralicio de Santiago (347), que era una 
durísima requisitoria contra el mismo. Todo se originó en un incidente protoco¬ 
lario entre la Junta Superior de Galicia y el cabildo por cuestiones de honores, 
asientos y preferencias. Los canónigos no habían querido franquear la entrada a 
la capilla mayor de la catedral señalando a la Junta asiento fuera de ella. 

No se quedó corta la comisión en calificar el proceder de los canónigos: «un 
proceder tan extraordinario en lo sustancial y tan indecente y escandaloso en el 
modo con que fue ejecutado» (348) y pide «se fijen por V. M. reglas inalterables 
de la formalidad y ceremonias con que deben ser solemnizadas las dichas funciones 
nacionales» (349). Si hubo un rey sacristán se quería también un Congreso sacristán 
que legislaría el orden y protocolo de las funciones litúrgicas y, ¿por qué no?, el 
número de velas que deberán encenderse, el de canónigos que tengan que asistir 
y hasta las vestiduras y hopalandas.. 
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Se daba toda la razón a la Junta, considerando el hecho como un insulto a las 
Cortes y se veía en todo una conspiración con el «fin siniestro» de provocar una 
conmoción popular (350). Y como al día siguiente de aquellos incidentes se repro¬ 
dujeran agravados y aumentados, incluso con amenazas de excomunión por medio, 
concluye la comisión opinando «que V. M. debe exigir una satisfacción tan com¬ 
pleta como ha sido la ofensa; y castigarla de un modo que sea capaz de enfrenar 
la audacia de aquel cabildo y de borrar las funestas impresiones que este ejemplo 
habrá dejado en los ánimos de los que osadamente buscan pretextos para des¬ 
carriar la opinión pública que por desgracia no son pocos en aquel país, y se 
aumentarían en las demás provincias del reino si un hecho tan temerario y escan¬ 
daloso quedase impune» (351). 

Una vez más se pedían severos castigos sin oír a los presuntos culpables, 
a los que, por otra parte, se les aplicaban los epítetos más descalificadores. Si no 
eran pocos en Galicia los descontentos con las Cortes, no iban a disminuir con 
estas actuaciones. 

Ros, que era canónigo Doctoral de Santiago, refirió otra versión muy distinta 
de los hechos (352) que comenzó por estas terminantes palabras: «V. M. se reunió 
para reformar los desórdenes civiles y políticos; pero no para trastornar la disci¬ 
plina eclesiástica y destruir con un golpe de mano la liturgia que hace muchos 
siglos observan constantemente las iglesias particulares» (353). 

La iglesia de Santiago tenía reservada la capilla mayor para los reyes y capita¬ 
nes generales que en su nombre gobernaban el reino de Galicia, y otros asientos, 
entre las rejas del coro y el presbiterio, para su Junta Superior. Llegó Castaños 
al frente de la Junta y quiso que ésta se sentase a su lado, se le expuso atenta¬ 
mente que no era ésa la disciplina de aquella iglesia y el general, con tanta mode¬ 
ración como subrayaba la comisión en varias ocasiones, mandó introducir en la 
capilla mayor del apóstol los asientos para la Junta. «El cabildo no quiso cooperar 
a tan notoria transgresión y contestó que S. E. mandase lo que gustare, pues al 
cabildo le bastaba protestar contra una violencia a que no podía resistirse sin un 
notorio escándalo. Continuando en su propósito el capitán general hizo introducir 
en la capilla mayor los asientos de la Junta, y se celebraron los oficios ecle¬ 
siásticos» (354). 

Concluida la función envió el cabildo a dos canónigos, que visitaron a Castaños, 
le mostraron las bulas pontificias que confirmaban aquella disciplina con pena de 
excomunión a quienes la contravinieren y mandaron fijarlas en una tablilla en 
las rejas para público conocimiento. Al día siguiente volvieron a repetirse los 
hechos y el cabildo, tras renovar su protesta, volvió a tolerar la entrada de la 
Junta. 
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La misma Junta se había dado cuenta de lo falso de su posición y pretendía 
justificarla poniendo en duda la legitimidad de las bulas y con la entrada a la 
capilla de generales franceses invitados por el cabildo. Respecto a lo primero 
Ros niega su capacidad para conocer de vicios en bulas y sobre la entrada de los 
franceses dice que, aunque desconoce el hecho, si se produjo sería por la violencia, 
no pudiendo, por tanto, servir de precedente, pues «si lo que sucedió con unos 
tiranos, que no observan más leyes que su capricho, ha de servir de regla a 
nuestros magistrados, ya puede V; M. cesar en el ejercicio de su autoridad legis¬ 
lativa» (355). 

Ros había pulverizado no sólo la representación de la Junta, sino sobre todo 
el dictamen de la comisión en el que brillaba el recelo ante la Iglesia y el deseo 
de humillarla. Pero aún tenía reservada otra baza que era definitiva: «V. M. es 
muy superior a dicha corporación y no creyó ofendido su decoro porque no se le 
haya dado asiento en el presbiterio de la catedral de Cádiz, sino en el sitio que 
media entre la capilla mayor y el coro. Este fue el señalado para la Junta de Ga¬ 
licia por el cabildo de Santiago, y así no puede quejarse de que le haya injuriado, 
dándole el mismo lugar qué asignó a V. M. la parroquia de la isla de León, el 
cabildo de Cádiz y la comunidad de carmelitas» (356). 

Por último deshizo la imputación de la excomunión por una poderosísima razón 
que es increíble que se le hubiera pasado a la comisión. Cual es la de que el 
cabildo no tiene facultad de excomulgar a nadie y concluye con una desautoriza¬ 
ción de la comisión que no por discreta es menos definitiva, al recordar lo que dice 
«una ley de Partida, dio Dios dos oídos a los reyes para que si prestan el uno 
al acusador, resérven otro para el acusado» (357). 

Tan moderado y contundente discurso no hizo mella en los liberales más acre¬ 
ditados. García Herreros (358) salió en apoyo de la comisión: «Se le disputa a 
V. M. que no es autoridad competente para conocer de estas causas; proposición 
que se ha repetido aquí muchas veces, sin que el Congreso haya castigado este 
atentado como se merece, y que si se hubiera castigado como se debía la primera 
vez, no se hubiera repetido. El decir que V. M. no se ha reunido para trastornar 
la disciplina eclesiástica es doble desacato, porque supone que V. M. se puede 
meter en lo que no le toca y porque se le dice que no le toca por su autoridad 
legítima» (359). 

Dejando al margen la tan cacareada inviolabilidad de los diputados, que una 
vez más sólo cubría a los liberales, para García Herreros era competencia de las 
Cortes la disciplina eclesiástica. Que los liberales eran de esa opinión ya lo sabía¬ 
mos, pero que se atrevieran a decirlo con tanta claridad... 
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Las medidas a adoptar son las más extensas: «matando y no muriendo», «cor¬ 
tando»..., «la tolerancia nos pierde y nos conducirá al sepulcro» (360). 

Muñoz Torrero apoyó también el dictamen (361), si bien en un tono mucho 
más moderado. Tras su intervención la comisión redujo su propuesta a los si¬ 
guientes términos: «Que se diga a la Regencia castigue el exceso del cabildo de 
Santiago, dando cuenta a las Cortes de la providencia que para ello expidie¬ 
re» (362). Pero sin duda la exposición de Ros había hecho mella en el ánimo 
de los diputados, pues fue reprobada. Entonces Mejía presentó una más aceptable 
por la que la Regencia había de tomar las providencias que convinieran después 
de oír a la Junta y al cabildo, que fue la que se áprobó (363). 


El obispo de Orense y el juramento de la Constitución 


El 15 de agosto de 1812 se leyó un oficio del secretario de Gracia y Justicia 
que remitía un certificado del canónigo Doctoral de la catedral de Orense sobre 
una manifestación del obispo de aquella diócesis (364). 

Quevedo había jurado la Constitución,, recibió el juramento de los demás con¬ 
currentes, celebró la misa pre3crita tras la que se cantó el Te Deurn el 19 de junio 
Pero antes de jurar, ante todas las dignidades, canónigos, racioneros y capellanes 
que había convocado en la sala capitular precisó el sentido del juramento que iba 
a prestar. 

Comenzó por unas palabras laudatorias de la Constitución (365) y de los dipu¬ 
tados, pero enseguida vino la rebaja. Recuerda la doctrina de la Iglesia sobre los 
juramentos y hasta aquí nada podía molestar a las Cortes, salvo la constatación 
de que los pueblos a los que se les iba a leer de corrido los 384 artículos de la 
Constitución, que la mayoría no oiría bien y muchos aun oyéndolos no los enten¬ 
derían, en gran parte iban a jurar sin saber lo que juraban. Y continuaba el obispo: 


«Resta añadir que para obrar la observancia de la Constitución no es necesario 
jurar la verdad o certeza de los principios en que estriba, ni de las aserciones que 
contiene. Al que jura y debe obedecer, lo que le corresponde es cumplir lo que 
se le manda en ella, y a esto se obliga por el juramento, obligado ya por otra 
parte por la observancia debida a las leyes. La Constitución establecida y subsis¬ 
tente, y mientras es ley del Estado, tiene toda la fuerza y exige la obediencia debida 
a todas las verdaderas y legítimas leyes. Resta sólo, porque se exige de mí y de 
los que tienen pública autoridad lo que según la Constitución no se exigirá en 
adelante, y es que juré no sólo observar la Constitución, sino hacerla observar; 
que el juramento que voy a prestar para obedecer no es sino de cumplir con lo 


(360) DD, XIV, pág. 318. 

(361) DD, XIV, págs. 319-320. 

(362) DD, XIV, pág. 320. 

(363) DD, XIV, pág. 320. 

(364) DD, XIV, págs. 389-392. 

(365) DD, XIV, págs. 389-390. 
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que me corresponde, sujetándome a su observancia en cuanto dispone y manda, 
y hacer que se observe y ejecute por los que dependen de mi jurisdicción, y 
están sujetos a ella en los casos ocurrentes. Dejaré, por ejemplo, y sufriré, porque 
no puedo impedirlo, que los señoríos y jurisdicciones de la mitra de Orense le 
sean quitados; pero no consiento en ello, ni los cedo, porque sería obrar contra el 
juramento que hice en el acto de mi consagración; y es contra los cánones también, 
a cuya observancia estoy obligado por mi parte. Lo mismo es respecto a la inmu¬ 
nidad y libertad eclesiástica, ya real, ya personal. Y lejos de obligarme con jura¬ 
mento a hacer que subsista esta Constitución, dispuesto y pronto a obedecer 
y ejecutar lo que prescribe, me reservo y protesto proceder por medios legítimos y 
de derecho, por representaciones y oficios que en nada se opongan al respe¬ 
to y subordinación al Gobierno presente y futuro, ni puedan perturbar en manera 
alguna la publica tranquilidad, a que sean atendidos los derechos legítimos, de que 
no desisto, y en cuanto pueda justamente debo promover. Como cuanto pueden pedir 
los juramentos al ingreso en el obispado, el de la jura al Príncipe de Asturias y el 
prestado para la Regencia y la fidelidad al Rey, que se incluye en el actual. 

Podrá parecer no necesaria o difusa esta declaración, y que con arreglo a ella, 
y sin hacerla, prestare un juramento que tendría en sí implícitas estas limitaciones. 
Pero no he contemplado este medio capaz de aquietar mi conciencia; y la since¬ 
ridad y buena fe en un acto tan serio de religión en un obispo, es sin duda 
preferible a restricciones y ocultaciones, o ilícitas o peligrosas. 

Supuesto, pues, lo que precede y con arreglo a ello, voy a pronunciar con toda 
•sinceridad la fórmula prescrita por las Cortes y la Regencia, lisa y llanamente, sin 
alteración alguna, y con el testimonio del juramento se unirá o precederá el de este 
escrito» (366). 

El obispo no rechazaba la Constitución ni llamaba a derribarla o a no obedecerla, 
prometía guardarla y hacerla guardar pero, por imperativo de conciencia, hacía 
unas observaciones, por otra parte bien respetuosas, de que por medios legítimos 
y que no alterasen la tranquilidad pública, reclamaría lo que entiende derechos 
de la Iglesia o del rey. 

Inmediatamente de conocerse por el Congreso la exposición del obispo toma 
la palabra Arguelles (367) y reclama la lectura de un acuerdo tomado en sesión 
secreta el 17 de enero de 1812, «en el cual se previno que los diputados refrac¬ 
tarios fuesen tenidos por indignos del nombre español - privados de todos los hono¬ 
res, distinciones, prerrogativas, empleos y sueldos y expelidos del territorio español 
en el término de veinticuatro horas» y pidió «que en atención a las circunstancias 
del día se haga extensivo a todos los españoles» (368). 

«Yo respeto en este prelado sus años y sus virtudes, si las tiene. Yo disculpo 
todo' lo' que puede disculparse en su edad y circunstancias; pero al mismo tiempo 


(366) DD, XIV, págs. 391-392. 

(367) DD, XIV, págs. 392-395. 

(368) DD, XIV, pág. 392. 
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no puedo menos de recordar que este prelado desde los primeros momentos de 
la reunión del Congreso le ha causado a V. M. más amarguras y desvelos y puesto 
en más conflictos que los que pueden fácilmente imaginarse» (369). Después de 
señalar el peligro de guerra civil de no tomarse firmes medidas (370), insiste en 
la aplicación de aquel decreto que era secreto y limitado a los diputados (371). 

Calatrava (372) coincidió con su jefe político, tanto en la guerra civil como en 
la expulsión: «A ninguno persigamos por sus opiniones; tenga el R. obispo de 
Orense los sentimientos que quiera; pero salga de entre nosotros» (373). ¿A qué 
llamará Calatrava respetar las opiniones? Desde esta perspectiva la expulsión de 
los judíos por los Reyes Católicos fue una medida liberal. 

«V. M. dejándole su dignidad episcopal —menos mal que las Cortes no han 
considerado que podían privarle de ella—- puede hacerle salir de la monarquía y 
privarle de todos los derechos de español y ciudadano» y «para ello no hay nece¬ 
sidad de sujetarle a un juicio» (374). Igual que bajo el despotismo. 

Villagómez (375) salió en defensa del obispo y contradijo a Argüelles, que 
había manifestado que la conducta que ahora observaba era muy distinta de la que 
tuvo con Carlos IV y concluyó con estas palabras: «a mí me interesa la opinión 
de un ciudadano tan digno como éste, que ha estado sumiso al Congreso, y lo 
dirán conmigo millones de hombres» (376). 

Dueñas de Castro (377) añade una nota pintoresca a las propuestas liberales. 
No sólo pide «que sufra como su compañero Lardizábal la expatriación y quede 
privado de las honras de español, sino que, además, «a costa de Lardizábal se 
levante en Toledo un monumento de honra a la buena memoria del inmortal 
Padilla y otro en Zamora a la de su intrépido obispo don Antonio Acuña, a costa 
del de Orense» ((378). 

Morales Gallego, que a. estas alturas había evolucionado ya hacia el liberalismo, 
si bien se muestra contrario al obispo es más moderado y pide pase todo a las 
comisiones de Justicia y Constitución para que informen luego a las Cortes (379). 

Capmany pronunció un discurso contradictorio (380), pero que ha tenido gran 
importancia para la historia, pues por él conocemos lo que opinaron los diputados 
cuando su primera negativa a jurar, de lo que ya hemos hecho mención: confinarle 
en las Malvinas, en Ceuta, encerrarle de por vida en un convento sin tinta ni papel 

(369) DD, XIV, pág. 392. 

(370) DD, XIV, págs. 393-395. 
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o decapitarle. Después de criticar a Villagómez, que «se ha propuesto santificar 
al reverendo obispo de Orense sin necesidad», le da la razón reconociendo su 
resistencia a Carlos IV: «nunca se pudo conseguir que obedeciese las órdenes del 
rey si no eran conformes a sus ideas». Y después de haber comenzado pidiendo la 
extensión del Decreto contra los diputados refractarios a todos los españoles ter¬ 
minó apoyando la proposición de Morales, salvo que se «determine otra cosa que 
sea más ejemplar y ejecutiva, a que yo no me opondré». 

Toreno (381) se opuso a lo que proponían Morales y Capmany, tras señalar lo 
contradictorio del discurso de este ultimo, sostiene el exilio y opina también que 
«el que este asunto pase a un tribunal es un contraprincipio». 

Tras su intervención se aprobó la propuesta de Argüelles, con lo que las 
Cortes aplicaban retroactivamente una ley y se saltaban el principio de que no 
se podía condenar a una persona sin oírla. No podían estar convencidos los liberales 
de la justicia de la medida y de ello dio buena prueba Juan Nicasio Gallego, que 
antes de que nadie invocara aquellos elementales principios jurídicos conculcados 
intentó salir al paso de las seguras objeciones (382). 

«El que no quiera ser español salga de España y si no que se le eche. Los tribu¬ 
nales nada tienen que ver con esto. Los tribunales españoles están creados para 
juzgar a los que quieren ser españoles, pero no a los que no quieren sujetarse a 
las leyes de nuestra monarquía» (383). Esta simpleza jurídica no precisa ningún 
comentario. 

Y añadió: «Hago presente esto para que no se diga que vamos a dar a esta ley 
una fuerza retroactiva, haciéndola extensiva al reverendo obispo. No es así, ÍSeñor, 
porque esta medida está prescrita por nuestros códigos y por todas las legislaciones 
del mundo» (384). Otra nueva barbaridad. Si así fuere, aplíquesele la ley pre¬ 
existente y no la nueva que se crea con incontestable carácter retroactivo respecto 
al obispo. 

Nueva intervención de Argüelles reclamando la pronta ejecución de la ley que 
imponía pena «bien moderada, pues que si hubiéramos de atenemos a nuestras 
leyes, tal vez sería la capital la que se impusiera a este refractario» (385). Parece 
imposible que ya a acomienzos del siglo xix, y por los que se declaraban liberales, 
se pudiera pensar en la ejecución del obispo por lo que había hecho. 

García Herreros (386) vuelve a insistir en lo*de la retroactividad con argu¬ 
mentos tan insostenibles que sólo la pasión más desorbitada pudo poner en labios 
de un jurista: «No se diga ahora si tiene o no fuerza retroactiva este decreto. 
Nadie me negará que cuando se dio se quiso generalizar y sin embargo se limitó 
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£>olo a los señores diputados, pero se dijo que si llegaba el caso de hacer aplicación 
a cualquier otro español, se entendiese comprendido en el mismo acto» (387). Pues 
se le mire por donde se le mire tiene fuerza retroactiva. Los españoles, salvo los 
diputados presentes, desconocían el decreto. Luego para ellos, hasta que se publi¬ 
que, tendrá fuerza retroactiva si quiere aplicarse a actos cometidos antes de su 
publicación. Y la mejor prueba de que así era la constituyó el intento liberal 
de negarlo aun antes de que nadie lo hubiera invocado. 

Fue Cabrera —debe ser Francisco Mosquera y Cabrera—, diputado por San¬ 
to Domingo, quien planteó con toda exactitud la cuestión: «Entendámonos. Si lo 
que se trata es de hacer extensivo ese decreto de V. M. a todos los ciudadanos 
españoles, yo no veo cosa más justa; pero si como suponen algunos señores dipu¬ 
tados, en el mismo decreto debe comprenderse al obispo de Orense, y por él ha 
de juzgarse, es menester para eso un trastorno de principios que no creo pueda 
caber en el ánimo justificado de V. M. 

Que se mande enhorabuena juzgar al obispo de Orense por otras leyes que se 
dice hay en nuestros códigos más rigurosas todavía que el citado decreto, yo 
apoyare la proposición; pero que se le comprenda en él, ahora mismo, por una 
sentencia de V. M., a eso me opongo y me horrorizo; porque aquella ley, guardada 
hasta este momento en el archivo de las Cortes, que fue hecha para los diputados, 
no puede sujetar al que no lo es, mucho menos a quien no tiene conocimiento de 
ella; y porque V. M., habiendo dividido los poderes, no debe jamás en ningún caso 
ejercer las funciones de un tribunal de justicia» (388). 

Toda su argumentación es inobjetable. Lo contrario es un absoluto trastorno 
de principios no sólo liberales, sino de la más estricta justicia. 

García Herreros (389), Toreno (390) y Calatrava (391) se alinearon con las 
tesis de su partido. Intervino después Ostolaza y sus palabras estuvieron dirigidas 
más a salvar al obispo que a expresar su verdadera opinión: «Si la proposición de 
Argüelles ha de tener efecto retroactivo, me opongo. Si no la ha de tener la 
apoyo» (392). De corazón, el sacerdote peruano se hubiera opuesto no sólo al 
efecto retroactivo de la proposición, sino también a la misma. Pero no era el 
momento de decirlo. Pese a lo medido de las palabras se indignaron los liberales 
y Calatrava exclamó: «Es decir en pocas palabras que en éste el obispo de Orense 
quede impune y los demás infelices que cometan esta falta sufran el rigor de la ley. 
¡Esto es lo que pretende el señor Ostolaza!» (393). 

La intervención de Gallego no tiene pies ni cabeza y sólo puede entenderse por 
el enfado de quien se ve desasistido de razones: «Esto es lo mismo que si uno 
me roba en medio de la calle, se le coge, y cogido me dice: ahí tiene Vm. su dinero. 
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¿Por esto se le dejará impune?» (394). ¿Qué tendrá que ver lo uno con lo otro, 
el ladrón con el obispo y un delito tipificado con otro que no lo está y que por 
tanto hasta ese momento no es delito? 

Argüelles, que bien se daba cuenta de la pobreza argumental de sus amigos y 
de que en justicia tenían perdido el pleito, invocó una última y decisiva razón: 
«A una nación nada se le disputa porque es superior a todo» (395). Lo que equi¬ 
vale a decir: mientras seamos mayoría haremos lo que nos venga en gana. Con la 
Constitución o contra ella. Lo que queramos. Y olvidando el decreto de enero 
propone lo mismo sin invocar aquel texto (396). A petición de García Herreros 
se acuerda que la votación sea nominal, quedando aprobada la proposición de 
Argüelles por ochenta y cuatro votos contra veintinueve (397). 

Se expulsaba a un obispo de España y no a un obispo cualquiera, sino al prelado 
más paradigmático de nuestra patria. Con ello se inauguraba una vía que iba a 
ser usual en el liberalismo. Conculcando todas las leyes de la justicia y todos los 
principios que invocaban como necesarios a la regeneración que pretendían. El tan 
denigrado despotismo era la última razón liberal. 

Llama la atención el escaso número de diputados tradicionalistas que votaron 
a favor del obispo. Solo veintinueve. Y también el reducido número de votantes, 
ciento trece. Una vez más la mayoría de los tradicionalistas estuvo ausente en la 
votación. Todo hace pensar que deliberadamente. ¿Por qué? No lo sabemos. 

El 17 de agosto Bernardo Martínez, diputado por Orense y provisor y gober¬ 
nador de la diócesis, pide que se suspenda la providencia, pero no se admite a 
debate (398). Ese mismo día se presenta el decreto por el que se declara a Queyedo 
indigno de la consideración de español y destituido de todos los honores, empleos, 
emolumentos y prerrogativas procedenets de la potestad civil y expulsado de España 
en veinticuatro horas, decreto que será extensivo a todo español que al jurar 
la Constitución «usare o hubiere usado de reservas, protestas o restricciones, o 
no se condujere o hubiere conducido de un modo enteramente conforme' a lo 
prevenido en el decreto de 18 de marzo del corriente año, y en el caso de ser 
eclesiástico se le ocuparán además las temporalidades» (399). 

Debemos dejar constancia de los votos particulares que se formularon contra 
este decreto. Fueron solo once diputados, pero sus nombres merecen reflejarse, 
pues son los únicos que conocemos, salvo los intervinientes, de la oposición a 
una medida absolutamente injusta no sólo por su propia esencia, sino además por 
vulnerar el principio de la irretroactividad de las leyes. Fueron Borrull, Larrazábal, 
Simón López, Andrés, Lera, Melgarejo, Alcaina, Castillo, Gordoa, Key y Escudero. 
Y algunos de ellos tienen un mérito especial, pues eran liberales. Concretamente 
Castillo y Escudero. Su independencia en este caso merece subrayarse (400). 
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Pidió José Martínez (401) que se publicasen los antecedentes y discursos pro¬ 
nunciados, ya que «su simple lectura admirará al mundo entero el abismo de males 
a que ha querido conducirnos este prelado con sus preocupaciones y su carácter 
incorregible». Lo que apoyaron Capmany, García Herreros y otros, ya que varios 
periódicos, entre ellos el Diario de la Tarde, estaban presentando la medida con 
«equivocaciones groseras y estudiadas» (402). Pero Argüelles, sorprendentemente, 
se opuso a que se publicaran los discursos de los diputados y así se terminó acor¬ 
dando (403). Solo puede comprenderse por su convencimiento de que con los 
tradicionalistas estaban la justicia y la razón. 

A todo respondió el obispo con una Representación (404) que intentó refu¬ 
tarse con la Impugnación de la doctrina moral y política del Sr. D. Pedro de 
Quevedo y Quintano, obispo de Orense, en su representación al Supremo Con¬ 
sejo de Regencia con fecha 20 de septiembre de 1812 (405). De la representación 
tuvieron noticia las Cortes el 20 de octubre en sesión secreta (406). La había 
fechado el obispo en San Pedro de Torey o Tourén, pueblo del reino de Por¬ 
tugal, pero que pertenecía a su diócesis, donde se había refugiado antes de que 
se le intimase el exilio y desde donde gobernaba el obispado. 

Protesta que «sin saber cómo ni por qué se le declara indigno del nombre 
español, se le extraña del reino, se le priva de todos sus honores y derechos civiles 
y se le, trata, sin oírlo, ni hacerle cargo alguno como pudiera hacerse con un reo 
de Estado, convencido de grandes delitos contra él y de una verdadera trai¬ 
ción» (407), en una «inesperada y casi increíble resolución de las Cortes» (408). 

Insiste en su doctrina sobre el juramento, que «es la de todos los teólogos, 
la de los Santos Padres, la de toda la Iglesia y la que la misma razón natural 
demuestra verdadera» (409). Y hace la siguiente consideración que nos parece 
irrefutable: «¿Qué autoridad, no siendo la de Dios mismo, puede obligar a los 
hombres a que tengan por cierto e infalible lo que se les dice, y renuncien del 
todo a sus luces y a su propio juicio?» (410). Y otras que irritarían no poco a las 
Cortes: «No piensan todos los españoles como el mayor número de los dipu¬ 
tados» (411). «Se debe distinguir entre la sociedad de los diputados y la verdadera 
sociedad de la nación» (412). 

(401) DD, XV, págs. 28-29. 
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No se puede achacar falta de sinceridad al prelado: «El obispo confiesa que 
no ama la Constitución; porque no la estima útil y conveniente, sino perjudicial 
y contraria al bien de la nación; y por razones poderosas que piden y necesitan 
una obra a que la debilidad de fuerzas corporales, la ancianidad y falta de vigor 
y viveza de espíritu en el obispo son un obstáculo casi insuperable» (413). 

Pero añade: «Con todo, si el obispo no ama la Constitución, ama a su na¬ 
ción, y admitida, y establecida por ella, y siendo una ley del Estado, e ínterin lo 
sea, la observará y hará observar por su parte en cuanto le corresponda. ¿Puede 
pedírsele algo más? ¿Qué le importa a la nación, ni aun al Congreso revestido 
de su representación, que ame o deje de amar el obispo la Constitución, con tal 
que se sujete a ella y sea fiel y exacto en su observancia?» (414). ... 

«Juzgar que se debe obedecer la Constitución, siendo una ley del Estado, y 
quererla observar, es debido y necesario. Pero juzgar que ella es buena, cuando 
se opina lo contrario y amarla como hermosa creyéndola fea, sería un empeño tan 
inesequible como irrazonable» (415). 

Estamos ante un ataque directo, uno de los primeros, si no el primero, al 
Código que acababa de aprobarse. Seis meses habían transcurrido desde el 19 de 
marzo y la figura más prestigiosa de la Iglesia española la declaraba mala y fea. 
El enfrentamiento entre las dos Españas, la de siempre, que bien podía persona¬ 
lizarse en el obispo de Orense, y la nueva que nacía, y que tenía en Argüelles su 
paladín, era inevitable. El siglo xix verá su triste resultado y no acabó con él la 
división entre los españoles, Achacar al obispo, y a los que como él pensaban, la 
responsabilidad es un maniqueísmo histórico inaceptable. 


La Iglesia controlada en sus bienes 

El 25 de agosto de 1812 la comisión especial de Hacienda presentó un dicta¬ 
men y un proyecto de decreto (416) con finalidades recaudatorias que obligaba a 
los obispos, cabildos, eclesiásticos seculares y regulares, cofradías, hermandades, 
memorias y vinculaciones pías a presentar en los ayuntamientos de los pueblos 
en que residan relaciones firmadas de las rentas y utilidades líquidas que dis¬ 
fruten por cualquier título. Todas las alarmas estaban justificadas, visto lo codicia¬ 
dos que eran los bienes de la Iglesia por nuestros liberales. 


El liberalismo contra los religiosos 

El 18 de septiembre de 1812, la comisión de Hacienda presentó un dictamen 
sobre la instrucción dada por la Regencia en cumplimiento del decreto sobre se- 


(413) López-Aydillo: Op. cit., pág. 275. 

(414) López-Aydillo: Op. cit., pág. 275. 

(415) López-Aydillo: Op. cit., pág. 275. 
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cüestro de bienes de religiosos, dada el 21 de agosto a los intendentes de pro¬ 
vincias. El artículo que nosotros habíamos calificado de atroz, «se ha interpretado 
por algunos religiosos equivocadamente como perjudicial a los regulares (por lo 
que la Regencia) ha creído propio hacerlo presente a las Cortes para que se sirviesen 
manifestar en el particular sus soberanas intenciones». La comisión juzgaba acer¬ 
tadísimo el secuestro y defendía la instrucción sobre la que la misma Regencia se 
mostraba dubitativa (417). 

Los religiosos que habían sido expulsados de sus conventos y monasterios por 
el Gobierno intruso y que, dispersos por los pueblos, habían esperado como agua 
de mayo el triunfo de la causa nacional, a la que apoyaron en cuanto pudieron 
constante y a veces heroicamente, algunos incluso con las armas, se encontraron 
con la desagradable sorpretsa de que al retirarse los franceses y volver a sus casas 
para reanudar su vida religiosa no pudieron hacerlo por una disposición del Go¬ 
bierno de Cádiz que, además, se quería hacer pasar como dada en beneficio de los 
mismos frailes. Al despojo se añadía la burla. 

Dicha medida se ha interpretado por algunos religiosos equivocadamente como 
perjudicial a los regulares. El sectarismo de nuestros liberales no conocía límites. 

Inició la discusión Villanueva (418), que se manifestó favorable a los religiosos: 
«Yo siempre creí conforme a la mente de V. M., hablando por punto general, 
que el restablecimiento de estas casas era consiguiente a la libertad de los pueblos 
donde existían; y por lo mismo juzgo fundada la solicitud de las comunidades que 
hallándose en este caso piden al Gobierno ser reintegradas en la posesión de sus 
casas y fincas». 

El razonamiento de Villanueva es inobjetable y toda medida en contrario era 
una injusta apropiación de bienes ajenos. Aunque a continuación añadió una serie 
de consideraciones que desvirtuaban en parte lo que anteriormente había pro¬ 
puesto. 

Fue Toreno el siguiente orador y su discurso (419) constituyó una palmaria 
muestra de anticlericalismo. Jamás se había oído un lenguaje semejante en el 
Congreso y solo en los periódicos más radicales podría hallarse alguna aproximación 
a las palabras del conde. 

Comenzó por criticar la actitud de la Regencia pidiendo aclaraciones a una 
ley de las Cortes. El Gobierno lo que tenía que hacer era ejecutarla. «Procediendo 
así no será digno de estar al frente del Gobierno quien no sabe sostener enérgica¬ 
mente las providencias del Congreso» (420). Por tanto, había que desentenderse 
de las reclamaciones de los religiosos. 

No procede levantar o derogar la medida. Se quiere reforma, la pidió el mismo 
Villanueva, «y mal podría haberla si de golpe se llenan las casas religiosas» (421). 
Y añade una consideración en la que hay que reconocer cierta lógica: «Por una 


(417) DD, XV, págs. 203-204. 
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parte se nos niega la facultad de no permitir su ocupación y el secuestro de sus 
bienes y por otra se nos concede la de menguar su número y propiedades» (422). 

Efectivamente, si las Cortes podían reducir, por su propia autoridad, el número 
de conventos y sus bienes, también podrían extinguirlos o crearlos. Pero lo primero, 
aunque lo pretendiese, no pertenecía a su autoridad. Y tampoco lo segundo. 

Entra después en la parte más anticlerical de su parlamento: «El señor que 
me ha precedido en la palabra ha comparado las propiedades de los particulares 
con las de estas corporaciones. Las corporaciones todas han sido instituidas por 
beneficio de la sociedad, y si ésta conceptúa que ya le son perjudiciales, o a 
lo menos que no le son útiles, tiene el derecho de destruirlas y, por consiguiente, 
apoderarse de sus bienes siempre que le convenga» (423). 

Está justificada ya la desamortización, que vendría unos años después, y la 
desaparición del estado regular. Pero si Toreno fue un pionero en esto, no 
debemos olvidar que Carlos III, al que el conde citará después, fue el primero 
que, con la expulsión de los jesuítas y la apropiación de sus bienes, abrió este 
camino que concluiría en una verdadera catástrofe eclesial. 

«En España, continúa diciendo, todos sabemos los daños que ha causado 
el ser tan numerosas estas corporaciones, y aunque no se hubiera dado anterior¬ 
mente por el Congreso decreto alguno, éste era el momento de pensar en su 
reforma para no agotar las fuentes de la riqueza nacional y no detener su pros¬ 
peridad que tanto ha padecido por ellas» (424). 

Las órdenes religiosas y monásticas eran un daño. Al menos por su número. 
Esto, dicho en el Congreso por un diputado, era realmente escandaloso. Aunque 
objetivamente se pueda pensar que era excesiva la cantidad de conventos y re¬ 
ligiosos. Pero es difícil en nombre de la libertad oponerse a los que en üso 
de su propia libertad escogen esa vida. Otra cosa sería hacerlo desde el despotismo 
o la tiranía. 

Reduzcamos, pues, el número de religiosos. «Si no lo hacemos así, acabemos 
de una vez convirtiéndonos todos en frailes, sea ésta una nación frailesca y no 
estarán en contradicción estas corporaciones con su prosperidad» (425). 

Los frailes eran una especie de sanguijuelas de los pueblos, pues no vivían 
de limosnas voluntarias, sino obligadas, pues quien se las negara sería tachado de 
irreligioso o de impío con todas las gravísimas repercusiones que ello suponía en 
la España de la época (426). Su idea de los religiosos queda reflejada en estas 
palabras que lo dicen todo: «Estos (los que volverán al claustro si se reabren 
los conventos) serán casi todos, pues no asegurándoles otra manera de subsistir, 
se verán precisados a ocupar de nuevo sus conventos. Señáleseles una renta, 
porque yo no quiero que nadie perezca, y quizá entonces habría muchos que pre¬ 
firiesen ser útiles a su país fuera del claustro que inútiles dentro de él» (427). 

(422) DD, XV, pág. 207. 
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Los religiosos eran inútiles. Esa era la íntima convicción del liberalismo. Si ade¬ 
más de su inutilidad eran ultramontanos, monárquicos y antiliberales, lo mejor 
que se podía hacer era acabar con ellos. No era original Toreno. Ya otros habían 
sostenido sus ideas. El Filósofo Rancio, en la primera de sus Cartas, fechada el 
16 de mayo de 1811, denunciaba «lo que el Conciso, la Tertulia y toda su familia 
les han dicho con expresiones más groseras, y lo que antes que ellos les han 
atribuido los enemigos de toda religión, a saber, que son en la república lo que 
los zánganos en la colmena, que no sirven en ella de cosa de provecho; y que 
comen, beben y se regalan a costa de la ignorancia y de la superstición del veci¬ 
no» (428). El fraile dominico, que fue el gran debelador de estas ideas (429), 
expresó con toda precisión lo que se estaba dilucidando: «la persecución contra 
los frailes ha sido, es y será la precursora infalible de la persecución contra la 
Iglesia» (430). 

El sectarismo de Toreno le lleva incluso a atacar a los obispos en quienes 
encontraban los religiosos su más firme sostén: «Los prelados, en vez de procurar 
la quietud y tranquilidad, las fomentan y favorecen. Reverendo obispo hay en 
Cádiz que en vez de estar en su diócesis dando pasto a sus ovejas, no hace más 
que dar aquí pábulo a las intrigas» (431). 

Esta malévola insinuación del diputado asturiano, que no podemos precisar a 
cuál de los obispos que residían en Cádiz se refiere pero que dice no poco en 
favor de ese prelado, es una injusticia de lesa patria. Quien abandonó su sede 
para arrojarse a todas las privaciones por no someterse al francés, es denostado 
por un diputado al que, en verdad, lo que le irritaba era ver que los obispos 
no secundaban sus ideas e incluso eran sus más firmes opositores. No solo eran 
Quévedo, Múzquiz, Aguiriano, el obispo prior de San Marcos y los refugiados en 
Mallorca quienes se enfrentaban al liberalismo. Prácticamente era todo el episco¬ 
pado español. Entre las numerosas felicitaciones que el Diario de las Cortes venía 
recogiendo con prolijidad fastidiosa aún no había aparecido la de ningún obispo 
de la España europea. Pero de esto hablaremos después. 

La religión «requiere y manda (que el obispo esté con sus fieles) y no el 
que haya frailes» (432). El lenguaje es alarmante para el futuro de la religión en 
España. Cuando Toreno asuma efectivamente el poder hará realidad sus vehemen¬ 
cias juveniles. ¿Qué mueve a todos los que se oponen a estas medidas liberales 
de las Cortes? «No la religión, no el celo por ella es lo que les impele, sino el 
amor a sus bienes, a sus comodidades» (433). El programa estaba ya fijado, quien 
no lo viera es que estaba ciego. 


(428) Alvarado: Op. cit., I, pág. 17. 

(429) Alvarado: Op. cit., III, págs. 3-113, 290-485; IV, págs. 80 y ss., 185 y ss., 225-387; 
Vélez: Preservativo, págs. 71-73, 169 y ss.; Apología, I, págs. 50 y ss., 98, 174, 175, 348 y ss., 
356-381. 

(430) Alvarado: Op. cit., III, pág. 8. 
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Habló a continuación el obispo de Calahorra (434), que defendió la inmediata 
devolución de los conventos a sus dueños, pero desaprovechó la ocasión de res¬ 
ponder a las escandalosas palabras de Toreno. De su discurso recogeremos dos 
ideas muy importantes. 

La primera es que ante esa medida, que el pueblo español no iba a compren¬ 
der, estaba el Gobierno «exponiéndose a experimentar escándao y disturbios dolo¬ 
rosos, aun en medio de la dócil obediencia y sumisión con que se prestan al 
cumplimiento de las órdenes de su legítimo gobierno, pareciéndoles tal vez que 
se adoptaban, seguían y cumplían las máximas impías y crueles decretos de Napo¬ 
león, quien con la más sacrilega barbarie extinguió de un golpe todas las religio¬ 
nes» (435). La advertencia era gravísima. 

La segunda no era de menos relevancia: «La citada y extraña providencia de 
la Regencia se opone también a las reglas canónicas y práctica de la Iglesia» (436). 

Argüelles fue el siguiente orador (437) y el discurso se inició como todos 
los suyos: «no creo necesario manifestar de nuevo cuánto aprecio hago de las 
opiniones del respetable prelado que me ha precedido por hallarlas no pocas veces 
conformes con las mías..., estamos de acuerdo en lo principal...» (438) para de¬ 
mostrar después que con quien de verdad está de acuerdo es con Toreno. 

Es uno de los más flojos discursos de Argüelles, empeñado en defender lo 
indefendible y no queriendo demostrar tan abiertamente como Toreno el fondo 
de sus ideas. Pero aun así hallamos frases muy significativas. No quiere «extinguir 
por punto general los conventos» (439). «En ningún establecimiento piadoso se 
han introducido más abusos, ni más perjudiciales a la nación que en las órdenes 
religiosas de ambos sexos», (440). Estos santos padres de la Iglesia exigían «la 
necesidad de reforma reclamada constantemente desde el establecimiento de los 
conventos a causa de la relajación de su disciplina que los ha hecho aparecer todo 
lo contrario de lo que fueron en su primitiva institución; y perjuicios causados 
a la nación por su excesivo número en su agricultura, población e industria gene¬ 
ral» (441). En no pocas ocasiones, oyendo a nuestros diputados más nos parece 
estar en Trento que en Cádiz. 

«El restablecimiento que se decrete ha de ser después de una madura delibera¬ 
ción» (442). Y «es preciso ignorar totalmente la historia de nuestras Cortes para 
creer que lo que ha dicho el señor Toreno es nuevo y opuesto a la piedad de los 
españoles» (443). No deja de ser curioso el argumento de que si nos apoderamos 
de los bienes de los conventos habría que imponer menos tributos (444). Dejando 
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aparte su carga demagógica parece bastante opuesta al tan cacareado respeto a la 
propiedad. 

Invocaciones al concilio de Trento, a «la santidad y pureza de nuestra reli¬ 
gión» (445) y otras análogas hoy las podemos juzgar en Argüelles como pura 
hipocresía. Y entonces también. 

Calatrava (446) hizo un discurso de circunstancias en apoyo de sus amigos 
Toreno y Argüelles: «Aquí no se trata de privar a las comunidades del derecho 
de propiedad, como ha querido suponer el señor Villanueva, si es que las comu¬ 
nidades pueden llamarse propietarias. Ni se trata tampoco de extinguirlas, como 
parece ha creído el señor obispo de Calahorra» (447). Se trata de «un secuestro 
provisorio de esas rentas para bien del Estado y de las mismas comunidades, 
aunque no convenga al interés particular de algunos individuos» (448). Los argu¬ 
mentos se repetían al pie de la letra y con un cinismo impresionante: no se priva 
de la propiedad, no se les quiere extinguir, se hace por su bien... Hasta repite 
la crítica a la Regencia (449). Aquel Gobierno, con más personalidad y menos 
sumiso que el anterior, no agradaba a los liberales. 

El lenguaje tampoco era considerado en el diputado extremeño: «Sí, Señor, 
contribuciones y más contribuciones sobre el pueblo, y vuélvanse los frailes a sus 
conventos, y déjeseles todas sus rentas, y enhorabuena que en reedificar sus iglesias 
y sus celditas se vayan una porción de caudales que tanta falta hacen para defender 
la patria y por consiguiente la religión misma» (450). 

Dou (451) señala, en defensa de los religiosos, tres graves perjuicios que se 
seguirían de aprobarse el dictamen de la comisión: «El primero será la falta de 
pasto espiritual. ¿Cuántos pueblos numerosos se quedarían con un solo cura? 
¿Cómo Madrid, que tendrá ciento cuarenta mil almas, podrían atender a él siete 
u ocho curas párrocos que hay y diez o doce canónigos de San Isidro?» 

No era totalmente exacto el reparo del diputado catalán, pues los frailes no 
desaparecerían totalmente, unos quedarían secularizados como sacerdotes diocesa¬ 
nos y otros, en número mucho más reducido, seguirían en los conventos que se 
restablecieran. Eso al menos era lo que proponían de momento los liberales cons¬ 
cientes de que las circunstancias no las permitirían alcanzar por ahora lo que por 
su lenguaje quedaba muy claro. Seguramente Dou, viendo su último y oculto pro¬ 
pósito, lo puso de manifiesto. 

El segundo perjuicio es indubitable: «el derecho que tiene el regular a que 
se le admita en su casa». Privarle de él es un atentado contra la propiedad. 

El tercero también es clarísimo: «Hablando en general de los pueblos y de 
una providencia tan general y tan indefinida en cuanto a tiempo y a todo lo 
demás, parecerá mal, y no la tengo por política ni por propia para una ley, 
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que debe ser siempre la voluntad general de la nación». Esta es una gravísima 
acusación al liberalismo, al que se dice que está legislando contra el querer del 
pueblo español y una velada advertencia de los efectos que esta política puede 
producir. 

Díaz Caneja (452) repite los ya tan manidos argumentos: «la religión y la 
filosofía claman por esta reforma», la oposición es un interés particular de «unos 
pocos regulares», hubo una «debilidad» de la Regencia... Simón López (453), el 
infatigable campeón de la Iglesia en las Cortes, pronunció un largo discurso que 
fue una magnífica defensa de la vida religiosa y de la libertad de la Iglesia cons¬ 
tantemente atacadas desde el liberalismo. 

«Señor, que son muchos los religiosos ... ¿Y qué facultad tenemos nosotros 
para disminuirlos en el día, ni para secularizarlos? Ellos se han consagrado a Dios 
y a su culto con votos solemnes, hechos con autoridad y aprobación de la Iglesia, 
y bajo la salvaguarda de las leyes. Solamente la Iglesia, o más bien el romano 
pontífice, puede dispensarles los votos y la observancia de las reglas que profe¬ 
saron. ¿Los absolverá V. M. de esta obligación y los sujetará a otros superiores? 
Esto solo pudo hacerlo Napoleón y sus satélites, que no respetan la religión, y 
hacen alarde de acabar con todas las prácticas y las instituciones de la santa Iglesia. 
Que no son necesarioshabiendo como hay en la Iglesia curas y clérigos seculares 
que les ayuden. Este juicio tampoco pertenece a V. M.; es propio de los R. obis¬ 
pos, a quienes por Jesucristo está encargado el cuidado y gobierno de la Iglesia 
y de las almas. Ellos verán si tienen o no falta de operarios y si los servicios 
que los religiosos hacen a ¿us iglesias son útiles o perjudiciales» (454). 

A continuación se extiende en los servicios que los religiosos prestan a la 
Iglesia y a la sociedad y afirma que sus bienes no son de ellos, que solo los admi¬ 
nistran y usufructúan, sino de Dios (455), lo que levantó risas y murmullos que 
suscitaron la protesta del sacerdote murciano y le llevaron a insistir en su- afir¬ 
mación. 

«Por esto tantos anatemas contra los que usurpan los bienes eclesiásticos. 
Maldito y excomulgado sea (dice el concilio Parisiense) cualquiera que usurpa o 
toma bajo cualquier pretexto los bienes y rentas de la Iglesia (456) y expone la 
doctrina del concilio de Trento, que sanciona con^ la excomunión reservada al 
Papa a quien se apropie de los bienes eclesiásticos (457). «Los Gobiernos que ponen 
su mano en los bienes de la Iglesia no tardan en experimentar su ruina... Tema 
V. M. esta amenaza. Por las injusticias se trastornan y arruinan los imperios. 
¿Y qué mayor injusticia que quitar a Dios lo que es suyo, y más si se hace esto 
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por autoridad del Gobierno, cuya primera obligación es que se haga justicia y 
se guarde a cada uno su derecho?» (458). 

«Mi provincia no me ha enviado a reformar religiones, sino a defender la 
religión, la patria y el rey. Esta es mi misión, éste el principal encargo: mire 
vmd por la religión, me decían mis comitentes al marcharme. Además, ¿se refor¬ 
marán los religiosos, obligándoles a andar errantes, disfrazados, sin hábito religioso, 
sin sujeción al legítimo prelado, sin asilo fijo, sin clausura, sin regla ni medio de 
guardarla? Esta es la reforma francesa. ¡No permitirles que entren en sus con¬ 
ventos y vean siquiera la desolación que les ha causado el enemigo y recojan 
y aprovechen el mueblo quebrado o el escombro de sus arruinados edificios! 
¿A quién se le prohíbe entrar en su casa invadida o robada? Al fraile solamente. 
Señor, la humanidad se estremece. ¿Y qué asilo u hospedaje se les designa a estos 
infelices? Ninguno. ¿Qué alimentos? Tampoco (...) ¿Así trata la patria a unos 
hijos que se hicieron pobres para mejor servirla y que por serle fieles han sido 
despojados hasta de lo que la caridad cristiana les había dado?» (459). 

Una vez más la acusación de que los liberales imitaban a los franceses con sus 
leyes. Y ya comenzaba a hablarse de la excomunión que afectaría a quienes deci¬ 
dieran apropiarse de los bienes de la Iglesia. Fue sin duda uno de los discursos 
más valientes que se pronunciaron en las Cortes. 

Creus (460) secundó a López. Villafañé, que era miembro de la comisión, 
defendió su dictamen (461). Polo (462) repitió una vez más las tesis liberales. 
Cerró la discusión Gutiérrez de la Huerta (463), que en un medido y templado 
discurso rebatió los argumentos contrarios y sostuvo el derecho de los religiosos 
no sin reconocer la conveniencia de una reforma, aunque «ni esto me toca a mí, 
ni creo que pertenezca a las Cortes» (464). 

Declarada la cuestión suficientemente discutida a petición del tradicionalista 
Liados, lo que indice que los de este partido creían tener ganada la votación, se 
procedió a ésta, que fue nominal, y por sesenta y tres votos contra cincuenta y tres 
se desaprobó el dictamen de la comisión, tan contrario a los religiosos (465). 
En esta ocasión los liberales moderados no se atrevieron a avalar la postura radical 
de Toreno y sus amigos y contribuyeron con su voto a derrotar una proposición 
tan injusta, indigna y susceptible de crear por sí misma una guerra civil. 

A continuación Villanueva, que ya en su intervención había dado una de cal 
y otra de arena, aunque es justo reconocer que no había agradado a los ultra¬ 
liberales, presentó cuatro proposiciones que aguaron el triunfo que los religiosos 
acababan de tener. 


(458) DD, XV, pág. 223. 

(459) DD, XV, pág. 223. 

(460) DD, XV, págs. 225-227. 

(461) DD, XV, pág. 227. 

(462) DD, XV, págs. 227-228. 

(463) DD, XV, págs. 228-232. 

(464) DD, XV, pág. 231. 

(465) DD, XV, pág. 232. 
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Antes del restablecimiento, y después de que los intendentes se hayan enterado 
del estado del convento, condición ésta absolutamente superflua y que sólo causaría 
dificultades, el ayuntamiento del lugar ha de aprobar la reinstalación si se trata 
de órdenes mendicantes. 

En las no mendicantes, el exceso de las rentas, una vez asegurada la subsistencia 
de sus individuos que ya practiquen la vida en común, se destinará mientras dure 
la guerra a las necesidades de la patria. , 

No podrá restablecerse ninguna comunidad que no cuente a lo menos doce 
individuos profesos, ninguno de los cuales con tacha de afrancesado. 

Debe además la Regencia proponer las medidas oportunas para reducir los 
conventos «al número que exija la necesidad de los pueblos» (466). 

La singular victoria de los tradicionalistas quedaba muy rebajada con estas pro¬ 
posiciones de Villanueva, que en esta ocasión hizo totalmente el juego a los libe¬ 
rales. La aprobación de los ayuntamientos constitucionales, lá necesidad de doce 
profesos en cada convento sin precisar que pudiera completarse ese número con 
profesos de otros conventos de la orden y la reducción del número de casas 
establecida como presupuesto indiscutible, eran una gravé hipoteca para el futuro 
de las órdenes religiosas en España. 

Pero sin duda había sido un triunfo de los tradicionalistas y Toreno, que había 
sido el gran derrotado, acusó al día siguiente —19 de septiembre— su enfado: 
«¡Y entre tanto, ¿qué hacemos nosotros?: restablecer conventos pero no crear 
y organizar ejércitos!» (Murmullo de aprobación) (467). 

El 30 de septiembre, «el secretario del despacho de Gracia y Justicia remitió 
un expediente formado ¿n la secretaría de su cargo sobre el restablcimiento de los 
conventos y su reforma» (468), y en vista de ello Villanueva retiró sus proposi¬ 
ciones, «manifestando que veía con satisfacción que el espíritu de ellas estaba 
embebido en el escrito que se acababa de leer» (469) y, tras alguna deliberación, 
pasó el asunto para su dictamen a las comisiones especiales de Hacienda y Ecle¬ 
siástica y a la de Secuestros (470). 

Días antes, el 21 de septiembre, con motivo de la discusión sobre la pro¬ 
puesta de la comisión encargada de la inspección de la biblioteca que pretendía 
recoger libros y manuscritos procedentes de conventos destruidos por él enemigo 
para incorporarlos a la biblioteca de las Cortes, como propusiera el dictamen una 
apropiación indebida más de bienes ajenos, dio ocasión a un debate «por haber 
reclamado algunos señores diputados, con especialidad el señor don Simón López, 
lo que pertenecía a comunidades religiosas, el derecho de propiedad; pero habiendo 
explicado el señor Argüelles el verdadero sentido de ellas, dirigido a que se 
recogiesen aquellos libros de establecimientos destruidos que el mismo Gobierno 
debía mandar recoger, a fin de que no se extraviasen o fuesen usurpados, se 
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devolvieron las proposiciones a la comisión para que las presentase de nuevo, 
arregladas a lo que el señor Argüelles había manifestado» (471). 

Ese celo por la propiedad ajena, que como mejor estaba garantizada era en 
manos de sus legítimos propietarios, es constante en la intervención de todos los 
oradores liberales que pretendían justificar lo que sólo se podía calificar de latro¬ 
cinio. 


Los Jerónimos y sus señoríos 

El 17 de noviembre de 1812 se inició la discusión sobre una reclamación 
hecha por la villa de Na val villar de Pela (Extremadura) contra los procedimientos 
del marqués del Palacio, a la sazón capitán general de Extremadura, por su 
apoyo a los monjes jerónimos de Guadalupe enfrentados a aquella población (472). 

La animadversión de las Cortes hacia el marqués se unía a la que sentían por 
los religiosos, lo que dio lugar a intervenciones contra éstos, destacando entre ellas 
la de Lujan, que en un largo discurso (473) dejó buena muestra de la inquina 
que sentía por los regulares. 

La codicia de los frailes que, pese a sus inmensas riquezas, gravaba a los 
miserables pueblos era un elemento muy propicio para intentar separar a los espa¬ 
ñoles del afecto hacia los religiosos. No estamos en situación de declarar la justicia 
de la pretensión de los monjes o la del ayuntamiento de Navalvillar de Pela. Hasta 
pudiera tener razón este último. Lo cierto es que el litigio sirvió a Luján para 
pintar la situación como destinada «a perder a un pueblo de quinientos vecinos 
por amparar a cuatro frailes» (474). Acusaciones de afrancesamiento contra los 
monjes (475), que hasta pudieran ser ciertas, contribuían a denigrar a los religiosos 
en una maniobra que, aunque esta vez iba dirigida más contra el marqués que 
contra ellos, servía perfectamente para dejarles mal. Y todo por ocho bueyes. 

Golfín apoyó a su paisano (476) con alusiones a la poca caridad de los mon¬ 
jes, Gallego le respalda (477), el pintoresco González, al que no se le había perdido 
nada en este asunto tan lejano a su provincia de Jaén, arremete contra el mar¬ 
qués (478), que fue el blanco de las siguientes intervenciones en las que no faltó 
alguna alusión a los jerónimos. 

El incidente, que efectivamente fue menor, sirvió para dar otra muestra del 
escaso aprecio que los liberales sentían por los religiosos. 
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CAPITULO IV 


EL GRAN DEBATE SOBRE LA INQUISICION 


El 8 de diciembre de 1812 se leyó el dictamen presentado por la comisión de 
Constitución sobre el restablecimiento del Tribunal de la Fe (1). Por él conocemos 
que el 4 de junio de ese año se había votado la incompatibilidad del Santo Oficio 
con la Constitución en ausencia de Gutiérrez de la Huerta, Cañedo y Rodríguez 
de la Bárcena, con la abstención de Ric, que «quiso instruirse aún por más tiempo 
para dar su voto», y conviniendo Pérez «en que el modo de enjuiciar de la Inqui¬ 
sición era incompatible con la Constitución, pero opinaba que por la autoridad 
competente se formase un reglamento que lo hiciese compatible, quedando con 
el nombre de Inquisición. Se acordó asimismo que no se daría informe a las Cortes 
sobre este acuerdo hasta qque todo este asunto estuviese discutido en los puntos 
que posteriormente habían de tratarse cuando llegasen los documentos pedidos». 

Llegados esos documentos se elaboró el presente dictamen y proyecto de decreto 
adjunto. Sabemos ya la opinión de Antonio Joaquín Pérez en el mes de junio. 
Ric, que entonces se la había reservado, la da ahora en un sentido análogo. Dada la 
incompatibilidad, que admite, «se debe examinar a fondo si se puede y contiene 
hacerla compatible, a cuyo fin se forme una junta compuesta de tres reverendos 
obispos, tres ministros del Tribunal Supremo de Justicia y tres inquisidores de la 
Suprema cuya junta exponga a las Cortes lo que su sabiduría, experiencia y celo 
le dicte ser más útil a la religión y al Estado, y en su vista se determine por las 
Cortes lo que parezca más conveniente». 

La mayoría de la comisión no convino con los pareceres de Ric y Pérez, franca¬ 
mente favorables a la conservación del Santo Oficio con algunos retoques y Huerta 
y Cañedo se habían reservado dar un voto particular. El 13 de noviembre había 
concluido la comisión sus debates y «determinó esperar quince o veinte días 
para que dichos señores expusieran su dictamen». Y no esperaron más. 

¿Qué había ocurrido para que este asunto que los liberales habían procurado 
posponer ad calendas graecas se presentara ahora a matacaballo y pendiente aún 
del dictamen de tres miembros de la comisión? Recordemos la insistencia del par¬ 
tido liberal en que no faltara el dictamen de Muñoz Torrero en el debate anterior 
y no dejará de sorprendemos la urgencia del actual. La estrategia tradicionalista 


(1) DD, XVI, págs. 304-305. 
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era también absolutamente contraria a la que antes habían desarrollado. Ahora eran 
ellos los que querían posponer la discusión lo más posible. 

Comenzaban a llegar a las Cortes los diputados de las provincias liberadas y su 
adscripción ideológica no ofrecía la menor duda. Ya se habían incorporado Villo- 
das (27-11-1812), Aparicio Santín (1-12-1812), Caballero del Pozo (1-12-1812) y 
Sánchez Ocaña (1-12-1812), cuatro decididos tradicionalistas que auguraban el tras¬ 
trueque de la mayoría. Era por tanto urgente zanjar este asunto cuanto antes o 
retrasarlo lo más posible según las ideas de cada bando en contienda. 

La táctica dilatoria de los tradicionalistas era clara. Tres de ellos, Huerta, 
Cañedo y de la Barcena, se mostraban sospechosamente ausentes. Y Ric y Pérez 
pedían compatibilizaciones que forzosamente retrasarían el debate. Y si no tuvié¬ 
ramos clara la adscripción ideológica del aragonés Ric, su propuesta disipaba toda 
duda. El que dictaminaran tres obispos, tres inquisidores y tres magistrados del 
Supremo era dar la victoria a la Inquisición por seis a tres en el peor de los casos. 
Y tal vez por nueve a cero. 

Al día siguiente «se concluyó la lectura del dictamen sobre el tribunal de la 
Inquisición» (2), apareciendo en el Diario el texto del proyecto de decreto sobre 
los tribunales protectores de la religión (3). El largo dictamen de la mayoría, como 
toda la discusión la hallamos en Discusión del proyecto de decreto sobre el Tribunal 
de la Inquisición (4), donde se ordenó recoger por las Cortes. 

El dictamen de la mayoría estaba firmado por seis diputados de la comisión 
de Constitución: Muñoz Torrero, Argüelles, Espiga, Mendiola, Jáuregui y Oliveros. 
No lo firmaron por ausencia en esa fecha, pero su voto no ofrecía duda, Pérez de 
Castro y Leyva. Los cinco tradicionalistas ya los hemos citado. 

Tras la lectura del dictamen se procedió a leer el voto particular de Pérez (5) 
en los términos que hemos expresado y la exposición de Huerta, Cañedo y de la 
Bárcena, que era una protesta contra el procedimiento seguido (6). 

Según ellos, desde abril hasta el 12 de noviembre no habían sido citados para 
nada y ese día se les leyó el borrador de dictamen del que no pudieron opinar 
«por absoluto desconocimiento del expediente y documentos citados», reclamando 
los antecedentes para estudiarlos. El día 14 se les entrega el voluminoso expe¬ 
diente y apenas han tenido tiempo para examinarlo. Y dado que los otros miem¬ 
bros de la comisión dispusieron de seis meses para su estudio solicitan que las 
Cortes les concedan el plazo necesario para que puedan extender su dictamen. 

Ahora son los tradicionalistas los que, al igual que antes hicieron los liberales, 
intentan retrasar el debate todo lo posible. La finalidad no era otra que esperar 
la llegada de los diputados de las provincias que se iban liberando y que entendían 
favorables al Tribunal. 


(2) DD, XVI, pág. 306. 

(3) DD, XVI, págs. 306-308. 

(4) Imprenta Nacional, Cádiz, 1813; en adelante, DPI, págs. 2-38. 

(5) DD, XVI, págs. 308-309; DPI, págs. 40-41. 

(6) DD, XVI, pág. 309. 
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El presidente de las Cortes que entonces lo era el catalán Valle (o Baile), un 
liberal moderado, halló fundada la petición de los tres diputados y que no podía 
haber inconveniente en que formulasen su dictamen (7). 

Eso era trastornar los planes liberales y a ello se opuso Argüelles con un dis¬ 
curso (8), que en esta ocasión no contenía sus habituales fórmulas de hipócrita 
cortesía, pues comenzó afirmando, sin más preámbulo, que el escrito de los tres 
diputados era «una calumnia» y una «capciosidad» (9). Si no se enteraron fue 
porque no quisieron. Y concluye: «Yo repito que esa exposición contiene hechos 
falsos, oculta la verdad de cuanto ha pasado en la comisión y pide una cosa que 
nunca se ha negado a ninguno de los tres señores que la firman y, por consi¬ 
guiente, no puede conceder. En esta atención pido que se imprima el dictamen 
y que después de repartido se señale día para abrir la discusión» (10). Se ve que 
lo que antes valía para Muñoz Torrero ahora no vale para los diputados tradicio- 
nalistas. 

Toreno reclama la discusión inmediata: «acaso lo que se quiere ahora es que 
se difiera o se deje, a lo que yo me opondré siempre» (11). Los tres diputados 
justifican su actitud y su petición (12), siendo el más terminante Gutiérrez de la 
Huerta: «si por ser individuo de esa comisión se quiere que explique mi dictamen, 
se me dé el tiempo necesario. Si no se quiere, estoy pronto a callarme». Diversas 
intervenciones liberales sostienen a la comisión (13), aunque Muñoz Torrero, que 
no podía hacer otra cosa después de haber pedido en el anterior debate que se le 
concediera el plazo que ahora solicitaban estos diputados, se muestra favorable a 
la petición. . , 

Inguanzo (14) defiende a sus correligionarios con un argumento de cierta enti¬ 
dad: «Enhorabuena que se imprima ese informe; pero si el fin de la impresión es, 
como se dice, que se ilustre el público y nos ilustremos todos, este fin no puede 
conseguirse si no se imprimen también los dictámenes o votos singulares y todo 
lo demás que conduzca del expediente. Esta es también la práctica del Congreso 
y de toda junta o comisión siempre que hay pareceres diversos para que, compa¬ 
rados los fundamentos de unos y otros, se puedan pesar, y elegir cada uno el 
partido que mejor le parezca». 

Vuelve Argüelles a oponerse a toda dilación (15) y aprovecha para atacar la 
pastoral de los obispos refugiados en Mallorca, que según el asturiano no sabían 
nada de la Inquisición. Por votación se acuerda que*se imprima el dictamen de la 
mayoría tras lo que propone Ostolaza, en una nueva maniobra dilatoria que a 


(7) DD, XVI, pág. 310. 

(8) DD, XVI, págs. 310-312. 

(9) DD, XVI, pág. 310. 

(10) DD, XVI, pág. 312. 

(11) DD, XVI, pág. 312. 

(12) DD, XVI, págs. 312-316. 

(13) DD. XVI, págs. 312-317. 

(14) DD, XVI, pág. 317. 

(13) DD, XVI, págs. 318-319. 


196 





continuación se imprima el de los tres diputados tradicionalistas (16). Argüelles 
pregunta si ha de esperarse a tratar del asunto a que presenten su dictamen esos 
diputados, pues si así se hace podría no celebrarse el debate nunca (17). Ostolaza 
asegura que lo presentarán enseguida, pero no es admitida su propuesta (18). 

El 26 de diciembre de 1812 señaló el presidente el lunes 4 de enero para iniciar 
la discusión (19). El 29 de diciembre tres de los diputados recién incorporados, 
que representaban a la provincia de Salamanca, presentaron una exposición (20) en 
la que como cuestión previa reclamaban como necesario el dictamen pendiente de 
los tres diputados disidentes (21), y tras atinadísimas consideraciones sobre la 
Iglesia (22) e invocando el precedente de Muñoz Torrero en la anterior discusión, 
piden «que se suspenda la discusión del proyecto hasta que sobre él se oiga el 
juicio de los obispos y cabildos de las iglesias catedrales de España e islas ad¬ 
yacentes». 

Apoyaron algunos esta propuesta y otros opusieron diversas razones: que ya 
se había señalado día y que no se podía por tanto variar, que para discutir la Cons¬ 
titución sólo se habían dado cinco fechas de plazo, que los tres diputados habían 
tenido tiempo suficiente, que admitida la proposición habría que esperar el voto 
de las iglesias de América... (23). 

Como se ve, los argumentos que se opusieron a la más que justificada propo¬ 
sición de los diputados salmantinos eran de tal endeblez que sólo los disculpaban 
la pasión y la prisa. El formalismo de que como el presidente había señalado día 
no podía ése cambiarse no se tiene en pie. Y nada se diga de lo de América cuando 
estaba clarísimo que los proponentes al hablar de España e islas adyacentes sólo 
se referían a la península, Baleares y Canarias. 

Se perdía así la única justificación canónica que podía tener la abolición del 
Santo Oficio y aun reservada a la ratificación del Papa cuando fuera posible co¬ 
municar con él. Que habría sido la aprobación de los obispos. Pero lo que había 
reclamado Muñoz Torrero unos meses antes ahora ya no servía a los propósitos 
de los liberales. 

Al día siguiente, 30 de diciembre, veintiocho diputados tradicionalistas: Borrull, 
Papiol, Vázquez de Parga, Melgarejo, Lera, Vega Sentmenat, Llamas, Juan Salas, 
Simón López, Garcés, Andrés, Bernardo Martínez, el obispo de Calahorra, Morros, 
el marqués de Tamarit, Jerónimo Ruiz, Terrero, Francisco Riesco, Aparici, el mar¬ 
qués de Villafranea, Liados, Vera, Rivas, Alcaina, Llaneras, Serrés, Larrazábal y 
Aytés suscribieron un voto particular contra la no admisión de la propuesta de los 
diputados salmantinos (24). 


(16) DD, XVI, pág. 319. 

(17) DD, XVI, pág. 319; Fernández de la Cigoña y Cantero: Op. cit., pág. 176. 

(18) DD, XVI, pág. 319. 

(19) DD, XVI, pág. 450; DPI, pág. 42. 

(20) DPI, págs. 42-46. 

(21) DPI, pág. 42. 

(22) DPI, págs. 43-46. 

(23) DPI, págs. 46-47. 

(24) DD, XVI, pág. 459. 
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El 4 de enero de 1813 comenzó la discusión, tal como se había señalado, del 
proyecto de decreto sobre los tribunales protectores de la religión. Se leyeron las 
dos proposiciones preliminares que decían: La religión católica, apostólica, romana 
será protegida por leyes conformes a la Constitución y El Tribunal de la Inquisición 
es incompatible con la Constitución (25). A continuación leyó Rodríguez de la Bár- 
cena un voto particular suscrito por él y por Cañedo (26). Después procedió Creus 
a leer una exposición firmada por once diputados catalanes en favor de la Inqui¬ 
sición. La suscribían la mitad de los diputados de aquella provincia que se senta¬ 
ron en las Cortes, pero si tenemos en cuenta que Ramón Sans y Barutell había 
fallecido en 1810, Felipe Aner en 1812, Felipe Amat Cortada estaba ausente de 
las Cortes y no se reintegró a ellas hasta el 23 de enero de 1813 (27), José Antonio 
Castellarnau estaba también ausente del Congreso desde 1811 y no volvería a él (28), 
Ignacio Gayola no se incorporaría hasta el 17 de marzo de 1813 (29), Plácido de 
Montoliú también estaba ausente (30) y no volvió a las Cortes hasta el 23 de 
enero de 1813 (31) y Salvador Vinyals también se había ausentado (32) sin que 
volviera a aparecer, todos los diputados catalanes excepto Capmany, Espiga, Nava¬ 
rro y Utgés firmaron una exposición (33) en la que manifestaban ser la general 
opinión de Cataluña el mantenimiento del Tribunal y que así lo había manifestado 
en todos los tiempos y aun en estos días. 

«Lo cierto es que se consideró en ella (Cataluña) como presagio del toleran¬ 
tismo en España el tiránico decreto de Napoleón que la abolió. Que el tribunal 
suprimido en Barcelona por la violencia encontró sin reparo asilo y protección para 
restablecerse en Tarragona con los individuos de él fugados de la capital, sin con¬ 
tradicción ni reclamación alguna. Lo cierto es que los pastores de las varias iglesias 
de la provincia, quienes conocerán sin duda los piadosos sentimientos de sus 
ovejas, reclaman su restablecimiento. Lo cierto es por fin que no sólo varios im¬ 
presos de aquella provincia, sino también infinitas cartas particulares significan 
el disgusto con que oyen en la provincia, así los sabios como los ignorantes, 
tratarse de su abolición y el peligro a que expondría una inoportuna providencia 
en esta parte» (34). 

Piden por último que se suspenda la discusión hasta consultar a Cataluña el 
parecer sobre el asunto «para el bien y tranquilidad de su provincia verdadera¬ 
mente heroica y religiosa» (35). Firmaban el escrito Creus, Morros, Aytés, el 


(25) DPI, pág. 47. 

(26) DPI, págs. 47-61. 

(27) DD, XVII, pág. 56. 

(28) DD, V, págs. 146-147; XII, pág. 315; XV, pág. 82. 

(29) DD, XVII, pág. 446. 

(30) DD, VI, pág. 343; X, pág. 251; XII, pág. 315. 

(31) DD, XVII, pág. 56. 

(32) DD, VI, pág. 418; XII, pág. 315; DS, pág. 5237. 

(33) DPI, págs. 61-63. 

(34) DPI, pág. 62. 

(35) DPI, pág. 63. 


198 




marqués de Tamarit, Liados, Serrés, Valle, Papiol, Vega Sentmenat, Dou y Calvet. 
Once diputados frente a cuatro. Era una gran mayoría favorable al Santo Oficio. 
Y su argumentación única era que respondía al querer del pueblo catalán. 

A continuación hizo uso ,de la palabra Valle (36), uno de los firmantes, y pidió 
que pese a estar señalado día para la discusión se debía posponer ésta, ya que 
había consultado a su provincia y el parecer general era el mantenimiento del Tri¬ 
bunal. Se había dirigido, para conocer exactamente lo que opinaba Cataluña, a 
la Junta del Principado, la cual le respondió que «siendo un asunto demasiado 
serio y delicado para que haya querido ingerirse en él sin oír antes el dictamen 
del rverendo obispo de Vich, único que había quedado en la provincia» (37). 

Qué diferencia de proceder el de aquella Junta de conducta verdaderamente 
heroica, que con su provincia ocupada por los franceses vivía oculta de pueblo en 
pueblo sosteniendo la rebelión de sus paisanos, manteniendo un ejército que com¬ 
batía constantemente al enemigo con la ayuda generosa de todos los catalanes, 
con él de los diputados de Cádiz. Ante semejante pregunta estimaron que antes 
de responder debían consultar al único obispo que había permanecido en el país 
y que era el anciano prelado de Vich Francisco de Veyán, que estaba al frente 
de la diócesis desde 1783 y que fallecería en 1815. 

El obispo Veyán se manifestó absolutamente concorde con sus hermanos en 
el exilio considerando que la opinión del pueblo estaba con la Inquisición (38). 
La Junta se manifestaba en el mismo sentido, aunque pidiendo se concilie con la 
Constitución el procedimiento inquisitorial (39). Otras opiniones consultadas eran 
aún más favorables al Santo Oficio, por lo que Valle concluye: «si se quitaba la 
Inquisición seríamos marcados por el pueblo sencillo con la terrible nota de 
perseguidores de la religión y que si la dejábamos como estaba, ya que se ha 
de decidir tan delicado problema, seríamos notados por los hombres ilustrados de 
débiles o fanáticos, y no conviniendo suscitar enemigos al cuerpo que ha de dar 
leyes a la nación, cuyo primer apoyo es la opinión pública, era preciso transigir 
con la de los pueblos. Subsista, pues, el tribunal; pero substancie sus juicios de 
modo que no se viole la Constitución política de la monarquía...» (40). 

Tan atinada opinión del diputado catalán, que era un liberal y así lo hemos 
contabilizado en nuestro recuento, si bien no de los radicales, hubiera, de haberse 
seguido, evitado buena parte de los enfrentamientos que terminaron por hacer 
irreconciliables a las dos Españas. 

No podían los liberales dejar correr estas ideas y fue su corifeo Arguelles el 
encargado de salirles al paso (41). Como siempre, comienza alabando él celo de 
los opositores para inmediatamente rechazar sus doctrinas: Eso no es régimen 
representativo, eso sería democracia, habría que consultar también a las Filipinas... 
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Son inconsecuencias, evasivas, subterfugios. Nada tiene que ver la autoridad espi¬ 
ritual en esto. Le respondió Cañedo (42) reclamando la intervención del Pontífice, 
creador del tribunal. Gallego (43) y Muñoz Torrero (44) intervienen a continua¬ 
ción en apoyo de las tesis liberales. 

El día siguiente, 5 de enero, se empleó en discusiones formales. Borrull pro¬ 
puso que se imprimiera el dictamen de los diputados disidentes (45), lo que se 
aprobó pero con la adición de Polo de que ello no impidiera la continuación de 
la discusión (46). Los liberales evitaban así una vez más las maniobras dilatorias, 
Después Jiménez Hoyo, otro de los tradicionalistas recién llegados, pues juró su 
diputación el 30 de diciembre de 1812 (47), el mismo día en que llegaron a las 
Cortes otros dos diputados de su partido, Nieto Fernández y Ramírez Castillejo, 
intentó también retrasar la discusión, lo que produjo «debates muy acalorados» (48). 

El 6 de enero Simón López, Terrero y Ostolaza intentan nuevas dilaciones, 
entre ellas pedir que se lean todas las representaciones recibidas en favor de la 
Inquisición, pero son rechazadas (49). Otro diputado tradicionalistas, el gallego 
López del Pan, pretende leer una representación de la Junta de su provincia, que 
hace suya, y se le responde que la lea cuando le toque por turno. Quiere hablar 
sobre estas cuestiones otro diputado y el presidente corta la discusión ordenando 
que prosiga sobre el asunto principal (50). 

El ¡siguiente discurso, de García Herreros (51), absolutamente regalista como 
todos los suyos, fue en defensa de la comisión. Al concluir vuelve a plantear 
cuestiones procedimentales Ostolaza, apoyado por Cañedo, que señala preceden¬ 
tes. Tampoco son aceptadas. 

El 8 de enero se registraron los votos de cuarenta y siete diputados tradicio¬ 
nalistas contra la negativa a aquellas proposiciones. Eran siete valencianos y siete 
catalanes, cinco andaluces, tres aragoneses, tres castellanos, tres gallegos, tres mur¬ 
cianos, tres extremeños y tres del reino de León, dos manchegos, dos asturianos, 
dos baleares, un canario y solo tres americanos. Una vez más el peso ultramarino, 
suplente en su mayoría, iba a ser decisivo. 

El 8 de enero se inicia la discusión con un extenso discurso de Ostolaza (52), 
que fue uno de los más importantes pronunciados en defensa de la Inquisición. 
Remitimos al lector al texto de la Discusión, pues la síntesis que hace Martí Gila- 
bert (53) es demasiado esquemática. 
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Comenzó por un llamamiento a las tribunas para que no interrumpieran su 
discurso como desgraciadamente era habitual (54). Después expuso la incongruencia 
de la posición liberal que ahora negaba todo lo que habían postulado: nuevo 
dictamen, parecer de los obispos, largo plazo de instrucción aunque fuera de 
un año. Señala que las Cortes no tienen facultad para reformar la disciplina de la 
Iglesia (55). Añadiendo: «por lo general solo los herejes no quieren la Inquisi¬ 
ción» (56). Y que el proeycto «no presentaba otra cosa que una apariencia de 
protección a la fe cuando en la realidad indirectamente la destruye, dificultando 
el castigo de los delitos contra ella» (57). Ahorramos al lector una serie de consi¬ 
deraciones históricas que, aunque son de gran interés, extenderían muchísimo este 
trabajo. Pero debemos señalar que en repetidas ocasiones acusa a la comisión, y 
creemos que con no poco fundamento, de errores, equivocaciones y parcialidades 
sin cuento. Y una vez más las similitudes con los proyectos de Napoleón. 

Recuerda a Villanueva su anterior defensa de la Inquisición contra el obispo 
Grégoire (58) y hace una interesante consideración sobre las Juntas de censura 
creadas por las Cortes para defender la libertad de imprenta (59). Rebate, con el 
incontestable argumento de nuestro Siglo de Oro, la idea de que es contraria «al 
progreso de las luces» (60), el absurdo y lo escandaloso del proyecto de que para 
tener un libro por condenado deba preceder la aprobación de las Cortes (61), con 
una irónica alusión, más que justificada, al Diccionario crítico burlesco de Gallardo, 
del que hablaremos después. En caso de discrepancia entre los obispos y las 
Cortes, «¿qué hacen los fieles? ¿A quién obedecen, a las Cortes o a su pastor? 

Y si el ordinario, insistiendo en el ejercicio libre de su jurisdicción divina, declara 
separados del gremio de la Iglesia a los que lean o tengan el libro permitido por 
las Cortes?» (62). Y señala la similitud de lo propuesto con una proposición con¬ 
denada de Quesnel. 

Defiende después la conveniencia del secreto inquisitorial en algunos casos. 

Y pone ejemplos que, dada la mentalidad de aquellos días, eran también difíciles 
de rebatir. La mujer acosada sexualmente por su confesor —uno de los casos 
típicos de conocimiento inquisitorial—, ¿debía manifestar públicamente la solici¬ 
tación? «La impunidad de los delincuentes sería el resultado de esta publici¬ 
dad» (63). ¿Y no era el mismo Congreso el que para determinados asuntos pres¬ 
cribía las sesiones secretas? (64). 
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Denuncia los recursos de fuerza (65), que no se conocían en aquellos felices 
días de la dichosa pura disciplina, defiende la importancia de la opinión pública 
contra lo sentado por García Herreros y por Argüelles, aunque a éste no le men¬ 
cione, en favor de la representatividad, subraya las incongruencias liberales en todo 
el debate (66) y concluye con un nuevo intento dilatorio, pues pide aplazar la 
cuestión a algo tan querido por los liberales jansenistas como lo era el concilio 
nacional (67). Fue en verdad uno de los grandes discursos del debate. 

Después de Ostolaza intervino Hermida (68), del que se leyó un escrito, pues 
su estado físico no permitía que lo hiciera él. Este anciano diputado, uno de los 
de más edad de las Cortes y posiblemente el de más, que a la sazón contaba con 
setenta y siete años, y de aquella época, que eran muy distintos a los de hoy, 
con el prestigio del alto funcionario del Antiguo Régimen pero con todos los 
achaques que le impedían asistir a las Cortes habitualmente, quiso hacer acto de 
presencia en tan trascendental debate: «Mis años y mis males me han llevado ya 
al borde del sepulcro y solo me es permitido dejar por escrito al sabio Congreso, 
de que soy miembro, un testimonio del dolor que hacen amargos mis postreros 
días» (69). 

Y añade un recuerdo que en él era personal y contemporáneo, pues por sus 
cargos conoció y trató a ambos personajes y que tiene no poca importancia. Se esta¬ 
ba refiriendo a la juventud de los diputados liberales y después de sentar que «muy 
peligrosa es la novedad que no amaestra la edad y la experiencia», añade: «El tiem¬ 
po vengará a los autores de semejantes máximas, como vengó a los sabios Macanaz 
y Campomanes, víctimas del fuego de su primera edad. Me constan cuáles fueron 
en la vejez los remordimientos que des causó la celebridad que adquirieron en la 
juventud» (70). Y como esa celebridad fue la anticatólica o, por lo menos, la anti¬ 
romana, creemos que es muy importante el testimonio de Hermida sobre el arre¬ 
pentimiento de sus últimos años. Y hay que reconocer que el anciano diputado 
gallego fue profético. Los últimos años de muchos de estos jóvenes revoluciona¬ 
rios, y en algunos casos no hubo que esperar demasiado tiempo, cuando pasaron 
a ser odiados por los nuevos revolucionarios, que los consideraron detestables con¬ 
servadores, nos excusa de todo comentario. Entre los diputados de las extraordi¬ 
narias o de las ordinarias basta citar los nombres de Martínez de la Rosa, Toreno, 
Pérez de Castro y hasta el del mismo Argüelles. Y sin ser diputados pero ya 
enrolados bajo las banderas del liberalismo los de Alcalá Galiano, Istúriz, el duque 
de Rivas... 

La Inquisición, para Hermida, fue la que salvó la religión en nuestra patria 
y «nos ha permitido gozar más de tres siglos de religiosa tranquilidad, como bien 
previno la prudencia de Felipe II y de lo que duda, sin ningún fundamento que 
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le apoye, el informe de la comisión» (71). Sorprenderán a bastantes sus expresio¬ 
nes sobre la benignidad del Santo Oficio (72), si bien posiblemente él fuera, de 
entre todos los diputados, por su edad y por sus cargos, uno de los que más cono¬ 
cimientos tuviera sobre el asunto. Algunas de sus expresiones son harto significa¬ 
tivas: «¡Ah, cuántas veces hemos visto para evitar la calamidad que sufrían muchos 
reos, fingirse con delitos propios de la Inquisición para ser trasladados a sus 
cárceles!» (73). Si se triunfa «en el arduo empeño de destruir la Inquisición, 
odiosos serán nuestros nombres a la posteridad» (74). Considera el proyecto de 
decreto «injurioso al orden episcopal» (75) y concluye con una tesis que ya habían 
expuesto repetidamente los tradicionalistas que hablaron antes que él. No es 
opuesta la Constitución al Tribunal, pero si lo fuera en algún aspecto procedi- 
mental fádl será ponerlos de acuerdo. 

Después de Hermida le correspondió hablar a Inguanzo, que hizo otro impor¬ 
tantísimo discurso (76), del que también hay un resumen en Martí Gilabert (77). 
No podemos coincidir con este autor en que el canónigo asturiano «era el adalid 
del partido católico en las Cortes de Cádiz y destacaba entre todos por su eru¬ 
dición canónica» (78). Sin discutir esto último, aunque hubo otros notables cano¬ 
nistas, rechazamos en Inguanzo la jefatura del partido católico, que nosotros veni¬ 
mos llamando tradicionalistas por creer el nombre más acertado. No tuvieron éstos 
un líder como lo fue Arguelles para los liberales. Pero tampoco destacó Inguanzo, 
pese a algunos resonantes discursos, como uno de los principales diputados anti¬ 
liberales. Antes que a él hay que nombrar a Borrull, López, Ostolaza, Creus... 

Comenzó diciendo que «la defensa de este tribunal es muy victoriosa, tiene 
apoyos incontrastables, invencibles, insuperables. No rehusaré yo tomar su defensa 
y sostenerla quince, veinte, cuarenta días y todos los que se quiera, bien seguro 
de que no tendré que combatir otra cosa que sofismas, errores o paralogis¬ 
mos» (79). Señala luego «el depravado imperio que se han arrogado un tropel 
de periódicos y papeles públicos para denigrar a este tribunal con sátiras, sarcas¬ 
mos, injurias y calumnias de todas clases, armas miserables con que la maledicencia 
pretende seducir al vulgo ignorante» (80). 

Indica la mala fe del ataque liberal, las incongruencias de García Herreros en 
sus consideraciones sobre la potestad eclesiástica, hace atinadas consideraciones 
respecto a religión, protección y Constitución (81) y dice que es falsa la proposi¬ 
ción primera de que la religión será protegida por leyes conformes con la Cons- 
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titución, sosteniendo que como debe ser protegida es con leyes conformes con la 
religión (82). 

El proyecto «se mete por todo lo más alto y sagrado de la jurisdicción de la 
Iglesia y echa por tierra todo el edificio» (83) y ocasionará «la ruina total de la 
religión» (84). «Ataca toda la primacía, con respecto a los obispos, emancipándoles 
de la dependencia de su cabeza en los juicios de fe, reponiéndoles en el ejercicio 
de sus facultades, que es la cantinela de los cismáticos ,y pérfidos jansenistas. 
Después de elevar a los obispos para sustraerlos del Papa, los degrada hasta 
señalarles asesores determinados para proceder en estas causas, cosa inaudita y 
vergonzosa para su dignidad. No hay juez letrado alguno a quien se prescriba por 
ley el asesorarse en sus pleitos. Solo los obispos han de pasar por este desdoro, 
no porque lo manden los cánones, sino porque lo dispone este proyecto. Cualquier 
alcalde de monterilla tiene facultad de asesorarse con las personas que mejor le 
parezcan en cualquier negocio que le ocurre. A los obispos ni aun esta facultad 
se les deja y se les nombra asesores perpetuos» (85), cometiéndose «un abuso 
intolerable y un desconocimiento absoluto de la autoridad eclesiástica» (86). 

«Por este proyecto son los Consejos de Estado, las juntas de literatos, el rey 
y las Cortes los que calificarán y decidirán en último grado del juicio de los 
obispos, cuyas censuras y prohibiciones no tendrán más efecto que en cuanto aqué¬ 
llos las estimen o no arregladas» (87). «Hasta la infalibilidad de la Iglesia es 
atacada, podemos decir, por esta disposición» (88). «Todo es a mi vista un 
escándalo y un delirio en este proyecto» (89). «¿Cuál puede ser el resultado de un 
plan que no presente sino un caos de cisma y subversión de toda la Iglesia?» (90). 

Defiende a continuación el procedimiento inquisitorial que cree más justo que 
el de los tribunales civiles (91), con argumentos que extrañarán a muchos acos¬ 
tumbrados a creer que aquel tribunal era el compendio de todos los horrores, y 
concluyó leyendo una exposición de veinticuatro diputados (92), si cabe más: va¬ 
liente todavía que el discurso de Inguanzo. 

Sostiene que a la autoridad de la Iglesia, Jesucristo «ha dejado privativa y 
exclusivamente el depósito de la fe y de la moral cristiana para declararla, inter¬ 
pretarla y juzgar sus causas, proveyéndola de toda la jurisdicción necesaria para 
su objeto» (93). «Ningún príncipe, emperador ni nación del mundo puede usurpar 
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esta autoridad, dar leyes, ni reglar los juicios de estas materias sin cometer un 
horrible sacrilegio y contravenir al Evangelio; sería menester para esto suponer una 
Iglesia o una religión fabricada por ellos y cuya autoridad desciende de la suya, 
como así sucede en las sectas separadas de la Iglesia católica» (94). 

«Se deja conocer que semejante proyecto es intolerable; que está fundado 
sobre principios ruinosos y destructivos de la religión; y que con el aparente y 
mal entendido título de protección, se usurpa la autoridad misma a quien se había 
de proteger» (95). 

«Nosotros, Señor, conocemos y estamos bien persuadidos de que el que haya 
o no tribunal de Inquisición no es un punto de fe; que con él y sin él puede una 
nación ser católica, y que en este concepto pueden ser católicos los que le impugnan 
como los que le defienden. Pero creemos también, y lo creemos por artículo de 
fe, que en la Iglesia católica reside la autoridad para establecer los medios y leyes 
que juzgue oportunos para conservar la integridad y pureza de la religión entre 
los fieles y dirigirlos por el camino de la verdad y que a la misma autoridad com¬ 
pete reformarlos o revocarlos según lo juzgue conveniente. Bajo de este aspecto no 
hallamos compatible con los principios de nuestra santa religión la empresa de 
suprimir por nosotros una autoridad eclesiástica, instituida por la suprema de la 
Iglesia para ejercer sus funciones, ni reconocemos en la potestad secular semejantes 
facultades» (96). Creemos que están definidos con toda precisión los principios 
católicos sobre lo que se dilucidaba. 

Concluyen los diputados con tres proposiciones: que se suspenda la delibera¬ 
ción, que en el caso de que no se estime así, pase todo a los obispos para que 
declaren si es conforme con la doctrina de la Iglesia y que sólo en este caso pueda 
continuar la discusión (97). 

Firman la exposición Aparicio Santín (o Santiz), Bernardo Martínez, Ostolaza, 
Caballero del Pozo, Inguanzo, Vázquez de Parga, González Llamas, Terrero, Fran¬ 
cisco María Riesco, Juan de Salas, Samartín, Ros, Llaneras, Lera, Simón López, 
Alcaina, Jerónimo Ruiz, Garcés, Andrés, Borrull, Vera, Ramírez Castillejo, Nieto 
Fernández y Martiniano Juan de la Torre. Este último se acababa de incorporar 
a las Cortes, pues había jurado su cargo dos días antes (98). Una muestra más 
de lo que querían prevenir los liberales liquidando cuanto antes la Inquisición. 

El 9 de enero correspondió a Argüelles (99) contestar a los que habían inter¬ 
venido en defensa del Santo Oficio que, según él, solo esgrimieron «invectivas 
en lugar de argumentos» (100). Fue replicando uno por uno a los tradicionalistas 
en un largo discurso con mucho menos nervio del que en él era habitual, por lo 
que resulta poco convincente. 
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Le molestó especialmente la alusión de Hermida a Macanaz y Campomanes 
y a su arrepentimiento final que intenta desvirtuar sin ninguna razón sólida (101). 
Pone también en duda la sinceridad de la conversión de Olavide (102). Se ve que 
el tema le irritaba. 

Tacha de teocracia la doctrina de Inguanzo (103), que nada tiene que ver con 
ella, y arremete contra el ultramontanismo. Considera vergonzoso manejo las repre¬ 
sentaciones en favor de la Inquisición (104), reclama las regalías y toma como 
ejemplo la expulsión de los jesuitas por Carlos III (105), que hay que reconocer 
que es modelo bien buscado y pertinente, aunque no de catolicismo. Y lo mismo 
podemos decir de su hijo Fernando IV, que también es traído a colación. 

Hizo una patética descripción de los procedimientos inquisitoriales que han 
«secado todas las fuentes de la ilustración y aterrado a todos los hombres de luces 
y de genio» (106). Sin duda no lo fueron Lope, Calderón, Cervantes, Tirso, Moreto, 
Velázquez, Murillo, el Greco, Zurbarán, Vitoria, el dominico y el músico, Cabezón, 
Suárez, Gregorio Fernández, Juan de la Cruz, Teresa... Y tantos otros. 

Recurre también a un sofisma demagógico que el lector juzgará lo que prueba. 
No protege ni la virtud, pues con Inquisición se dio la escandalosa conducta del 
reinado de Carlos IV e incluso la de su Inquisidor general. Como si no fuera de 
todos conocida la decadencia del Santo Oficio en aquella época, de la que algo 
hemos hablado. 

A continuación pronunció Riesco un larguísimo discurso (107), en el que em¬ 
pleó parte de los días 9 y 10 de enero y que constituyó una completa vindicación 
del tribunal. 

Ahora es Sánchez Ocaña el que intenta retrasar el debate pidiendo una y otra 
vez aclaraciones que pueden ser calificadas de verdadero obstruccionismo (108). 
Fue replicado, en ocasiones con malhumor evidente, por varios diputados. Solo, re¬ 
cogeremos, por su interés, parte de una intervención de Muñoz Torrero: «casi todos 
los correos me hallo con un montón de papeles, que me hacen gastar el dinero 
inútilmente, y todos hablan en favor de la Inquisición» (109). No suele ser corriente 
que los liberales reconozcan estas masivas reclamaciones recomendando el Santo 
Oficio. 

Por último Sánchez Ocaña pide «que mediante ser en mi juicio nulo cuanto 
determine el Congreso privativa y exclusivamente sobre la reforma de Inquisición 
o nueva planta que la dan las proposiciones del proyecto sin intervención y con¬ 
cordia de la legítima potestad eclesiástica, se me releve de votar en pro ni en contra 
pues que no de otro modo se me conserva la inviolabilidad de opinión y libertad 
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de producirla conforme al artículo 18 de la Constitución que V. M. ha jurado com¬ 
prometiéndose además a la violación de mis principios de la observancia de la 
religión» (110). 

El 11 de enero tiene lugar la intervención de Toreno (111). Los argumentos 
expuestos por el conde son por lo menos curiosos. La potestad civil puede abolir 
perfectamente aquel tribunal eclesiástico porque, si cada vez que se nombra un 
inquisidor general es pidiendo el rey una bula al Papa, déjese de pedir y ya está 
abolido. ¿Y si el Pontífice le nombrara sin petición real? No demos el pase a la 
bula y también quedará extinguido (112). 

La acusación de los tradicionalistas de que pretendían los liberales lo mismo 
que Napoleón le irritó particularmente y pretendió desvirtuarla con argumentos no 
demasiados convincentes (113). Tampoco lo son los demás. El afán por defender 
sus ideas le lleva a verdaderos absurdos o a notorias falsedades. Como cuando 
afirma el democratismo de los tradicionalistas (114) o que «en toda España se 
levantó el grito contra la Inquisición» (115), cuando hasta el mismo Llórente había 
reconocido su general aceptación. 

El clamor que se estaba levantando por el mantenimiento del Santo Oficio que 
las Cortes callaban escrupulosamente en su Diario en contraste con las reiterativas 
felicitaciones por la Constitución, que aparecían todos los días en sus páginas, es 
reconocido por Toreno. 

«¿De qué sirven esas representaciones de cuerpos, de pueblos y de obispos 
pidiendo su restablecimiento? Los cuerpos que representan generalmente se com¬ 
ponen de sujetos interesados en la existencia de la Inquisición. Los infelices de los 
pueblos, desconociendo lo que es este establecimiento, suscriben a lo que les sugiere 
el poderoso o el clérigo de quien dependen. Las reclamaciones que han llegado de 
algunas partes sobre el modo furtivo y capcioso con que se han arrancado las 
firmas, prueban la verdad de esta aserción. Las representaciones de los obispos 
pesan más en la opinión de algunos señores. En verdad es cosa recia y dura que 
los pastores encargados por su instituto de cuidar de la pureza de la fe, sean los 
primeros que anhelen aliviarse de esta carga y dejarla en manos de personas que 
hagan sus veces; pero no es tan extraño como a primera vista aparece, cuando uno 
se recuerda que estos prelados han mirado tan poco por sus ovejas que las han 
abandonado en su mayor angustia y tribulación» (116). 

El párrafo que hemos reproducido es revelador. La opinión pública no vale 
porque se la manipula. Los ciudadanos son influidos por el poderoso y por la 
Iglesia. ¿Cómo entonces basaremos en ella el nuevo sistema político? Es conmo- 
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vedor su lamento ante la conducta de los obispos. Toreno y sus católicos amigos 
tan preocupados por devolver a los sucesores de los apóstoles sus antiguas facul¬ 
tades y ellos empeñados en no aceptarlas. Pero ¿qué se podía esperar de unos 
mercenarios que abandonan a sus ovejas en la tribulación? 

Menos mal que queda alguno con «proceder verdaderamente apostólico» (117). 
Lástima que, puesto a citar, solo encuentre al obispo de La Habana y al cardenal 
de Toledo. Este último era medido por distinto rasero que los restantes obispos, 
ya que había abandonado a sus ovejas lo mismo que los otros. Pero lo que en 
unos era tacha en Borbón era mérito, porque se doblegaba a los liberales y había 
reprendido a su cabildo de Sevilla por haber representado a las Cortes sin su 
anuencia reclamando la Inquisición. Todo servía contra el Tribunal. Hasta la triste 
soledad de este obispo enfrentado a todos sus hermanos. Como Antonio Pérez, el 
secretario de Felipe II, que nos es presentado como un héroe de la libertad frente 
a su despótico monarca (118). 

En la conclusión repite las mismas razones: «los sujetos encargados más par¬ 
ticularmente de instruir a los pueblos y mantenerlos en paz y buen orden sean 
los principales atizadores y los que más procuran desacreditar a los representantes 
de la nación. Ellos serán los responsables de las consecuencias que pudieran resultar 
de sus imprudencias. Ellos se dirigen al pueblo sencillo e incauto. Ellos intentan 
persuadirle de que Inquisición y religión es una misma cosa. Que sin aquélla no 
puede subsistir ésta. Y tan impíos como calumniadores les inducen a creer que sus 
diputados tratan de destruir y acabar con la religión, que les alivia en sus penas 
y consuela en sus trabajos. Pero si éstos, no menos enemigos del pueblo, del cual 
se fingen amigos, que de los principios religiosos, de que se erigen en defenso¬ 
res...» (119). ¡Los obispos, los sacerdotes y los religiosos eran no sólo los ene¬ 
migos del pueblo, sino incluso de la religión! Estos auténticos desvarios solo pue¬ 
den entenderse por la indignación que les producía el ver la masiva reacción de la 
Iglesia española en favor de la Inquisición. 

Jiménez Hoyo (120) resume los argumentos tradicionalistas: «¿Será en el día 
política la extinción del tribunal de la Inquisición? ¿Está en el orden de la pru¬ 
dencia el suprimir hoy un establecimiento, afianzado con la autoridad de los Papas 
y de las últimas leyes civiles que nos gobiernan con la costumbre de muchos 
siglos, y lo que hace más al caso, con la voluntad general de la nación?» (121). 

Este era en verdad el argumento más poderoso de los tradicionalistas y el 
prebendado cordobés lo utiliza con sagacidad: «La nación no la componen sola¬ 
mente una porción de personas, o ya ilustradas, o ya amantes de la novedad, o 
ya temerosas de un freno que las contenga; pues a estas tres clases están reducidas 
todas aquellas que resisten el restablecimiento de la Inquisición. No, la nación 
se constituye del común, o mayoría a lo menos de las gentes y pueblos que la 
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integran. Pues éstos, Señor, quieren y desean la Inquisición. Digan lo que quieran 
algunos señores preopinantes, aleguen cuanto gusten sobre los medios que juzguen 
necesarios para averiguar la opinión pública. Nosotros sabemos lo que pasa y nadie 
ignora lo que los pueblos piensan. Sin necesidad de apelar a juntas populares, 
estamos seguros de que es general el voto de la nación sobre el restablecimiento 
del tribunal de la Inquisición. Los que acabamos de venir de las provincias o de 
los pueblos de lo interior, podemos deponer por propia experiencia la conmoción 
general que está causando este negocio, de la sensación grande que hizo la extin¬ 
ción de este tribunal, ejecutada por los franceses en los países que ocuparon y de 
la impaciencia con que esperan los pueblos ver restablecida una institución que 
creen absolutamente necesaria para conservar pura la religión católica» (122). 

«Lo aseguro, Señor, y desafío a cualquiera a que no me dará una prueba 
contraria a una verdad de hecho que se justificaría si V. M. diera oídos a las 
reclamaciones de tantos verdaderos obispos, de tantos ayuntamientos, de tantas 
personas particulares y de tantos señores diputados mis compañeros, los cuales ya 
presentarían a V. M. testimonios nada equívocos ni dudosos que la comprobasen. 
No nos cansemos. V. M. crea lo que guste; pero yo sé, y saben muchos, y saben 
casi todos, que los pueblos opinan (aunque sea infundadamente) que la religión 
católica no puede conservarse pura en España, a lo menos por mucho tiempo, sin 
la Inquisición; y que se oye con gran pena el que se haya hablado y hable de 
extinguirla» (123). 

Esta última invocación a la soberanía popular y a las reglas de toda buena 
política es utilizada con machacona insistencia por el diputado de Córdoba que 
se sabía respaldado por la opinión del pueblo: «Se dirá que es un fanatismo, que 
es una escrupulosa nimiedad, que es una grosera y vergonzosa preocupación. Está 
bien. Yo convendré en todo; pero ¿cuándo fue política el destruir al momento las 
ilusiones y preocupaciones de los pueblos en materia de religión? ¿Cuándo fue 
prudencia combatir vivamente en esta parte la opinión pública, con especialidad 
en unas circunstancias tan críticas como las presentes, en que tanto interesa al 
Gobierno el afecto y confianza de los mismos pueblos? Sobre todo, ¿cuándo este 
golpe acaso los confirmaría en las ideas fatales, que aunque absurdas e infundadas 
son demasiado públicas?» (124). 

En el mismo recinto del Congreso expresó con toda claridad lo que hasta ese 
día solo había sido aludido voladamente: «Señor, ya es preciso hablar claro y 
correr enteramente el velo. Yo conozco toda la rectitud de V. M., toda la lega¬ 
lidad de sus procedimientos, toda la bondad de sus ideas; pero los pueblos no la 
conocen. No están dispuestos a tanta ilustración; y opinan siniestramente de V. M. 
Es un hecho, Señor, es un hecho. Hemos visto, hemos oído, nos hemos infor¬ 
mado, y estamos seguros de esta verdad. Los pueblos aprecian y celebran los 
nuevos reglamentos políticos que se han establecido; pero si trascienden acaso, 
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o tocan indirectamente, o de lejos siquiera a lo que ellos aprenden religioso, los 
detestan, se indignan y prodigan execraciones (¡quién lo creyera!) contra los autores 
que los disponen. Saben que iba a tratarse en el Congreso sobre la Inquisición; y 
sola la sospecha, o la posibilidad de que V. M. la extinguiese, ha sido bastante 
para exaltar los ánimos y para que se anticipen ideas y expresiones nada decorosas 
y tan injustas como temibles. Acabamos de ser muchos de nosotros testigos pre¬ 
senciales y no podemos dudarlo» (125). 

El diputado tradicionalista exponía con toda precisión el divorcio entre pueblo 
y Cortes respecto a una de las dos cuestiones que eran fundamentales para el libe¬ 
ralismo como lo acredita el número de las discusiones que sobre ello hubo en 
las Cortes: la religión. Y los ataques a la misma, el pueblo español los percibía 
inmediatamente y protestó indignado. La otra cuestión, la práctica anulación del 
poder real se hizo menos patente por la prisión del monarca, pero también con¬ 
tribuía a exaltar los ánimos contra el Congreso. 

Aun precisa más el diputado, que llega a amenazar con la insurrección: «Y ¿será 
política a vista de esto el adoptar un partido, que aunque parezca justo y fun¬ 
dado en leyes y razones, puede comprometer más la opinión de V. M., retraer a 
los pueblos de su afecto, y quizá prepararlos a algún efecto de desesperación? 
Todo es de temer de un entusiasmo religioso bien o mal entendido y las historias 
nos dan bastante margen para fundar estas ideas. A lo menos es indudable que 
si los pueblos, por sus juicios o por sus caprichos, llegan a perder el justo concepto 
que deben tener de la rectitud del Gobierno que les dirige; si no están dispuestos 
a romper los diques de la subordinación, es indefectible que conserven un desafec¬ 
to y desconfianza tal, que haga inútiles aun las más sabias y rectas medidas que se 
adopten para la pública felicidad. Dicta, pues, la prudencia y la política condes¬ 
cender a veces con la voluntad o preocupación general, esperar coyunturas favora¬ 
bles para hacer ciertas reformas y poner en práctica aquellos medios que puedan 
conciliar el planteo y ejecución de nuevas o no acostumbradas instituciones, con la 
opinión y tranquilidad pública; la cual resintiéndose siempre de toda novedad, 
es inacomodable a ella cuando se versa sobre materias de religión, o aprendidas 
como tales» (126). 

En el discurso de Jiménez Hoyo, uno de los más importantes que se pro¬ 
nunciaron en las Cortes, está proféticamente anunciada la que sería futura historia 
de España. Y no se puede decir que los tradicionalistas no la quisieron evitar. 
La corrección y desaparición de detalles procedimentales del Santo Oficio la acep¬ 
taban sin problema alguno. Desaparezca en buena hora aquello que los tiempos 
estimaban especialmente inasumible. No había problema alguno en suprimir las 
hogueras, por otra parte ya inexistentes, los sambenitos o en precisar más garantías 
procesales. Esa no era la cuestión. Se pretendió, por una minoría, atacar principios 
y prácticas que para todo el pueblo español eran sagrados. Y las consecuencias 
fueron las que Jiménez Hoyo anunció en las Cortes el 11 de enero de 1813. 
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«No es un artículo de fe la Inquisición, es verdad; pero tampoco interesa mucho 
su abolición. Tampoco se opone a la seguridad de la nación, ni a su independencia. 
Podrá ser, si se quiere, contraria a su ilustración; pero aun cuando esto se conce¬ 
diera (que no se concederá porque no es cierto), en el día no tanto acomoda el 
que los pueblos se ilustren, como el que sean fieles al Gobierno y éste cuente 
con su afecto y confianza. Ningún inconveniente hay en que la nación continúe 
inocentemete supersticiosa, si así quiere llamársele; pero lo hay muy grande en 
que se divida su opinión y se ponga en contradicción con el Gobierno. Yo por 
lo menos puedo asegurar a V. M. que una de las máximas impolíticas que hicieron 
odioso el nombre francés en las provincias que ocuparon, fue la violenta e inter¬ 
pretativa supresión de muchos establecimientos religiosos, especialmente el de la 
Inquisición; y esto habiéndose conservado íntegra la jurisdicción de los obispos 
y rigiendo la Constitución de Bayona, en que se proclamaba y protegía como 
religión del Estado la religión católica. Por esta máxima, que graduaban, aunque 
infundadamente de irreligiosos y anticatólicos, suspiraban con ansia y deseaban el 
momento de su libertad, esperando del Gobierno español ver restablecidas estas 
sus amables instituciones. Por esto a nuestra partida de la provincia, que represen¬ 
to con los señores mis compañeros en la diputación, una era la voz, unos los deseos 
de innumerables ciudadanos por el restablecimiento del tribunal de la Inquisi¬ 
ción» (127). 

Del talante conciliador de Jiménez Hoyo darán buena fe estas palabras: «Jamás 
negaré que la confiscación de bienes, el tormento, la infamia, el juramento, el 
fuero de los ministros y dependientes, como atribuciones que son de la potestad 
civil que los príncipes han confiado a la Inquisición, no pueden ya subsistir con 
las leyes fundamentales de la monarquía que las prohíbe. Pero éstas son accidenta¬ 
lidades, cuyo defecto o reforma en nada varían lo sustancial de la Inquisición» (128). 
Así era. Todo eso se podía y de debía corregir. Pero los liberales querían otra 
cosa. Impedir que la Iglesia estableciera, como tuviera a bien, los tribunales con¬ 
ducentes a mantener la pureza de la fe y de las costumbres. Y a ello se oponía 
no sólo la Iglesia, sino también el pueblo español. 

Lo expuesto es lo fundamental del discurso de Jiménez Hoyo, que dio un giro 
a la discusión. Sus restantes razones coinciden con las de los otros diputados tradi- 
cionalistas. Lo más discutible de su inteligente intervención fue la proposición 
final que sometió al Congreso como alternativa a la primera del proyecto: La reli¬ 
gión católica será protegida por leyes conformes a la Constitución y no contrarias 
a las leyes de la Iglesia (129). Decimos discutible no por la propuesta en sí, que 
revelaba todas las preocupaciones de los tradicionalistas, sino porque era difícil 
que los liberales convinieran en lo que a los primeros les parecía evidente. Que po¬ 
día haber leyes conformes a la Constitución y contrarias a las de la Iglesia. Aunque 
lo pensaran y quisieran, no lo podían admitir. 
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El tradicionalista Villagómez, en una intervención bastante confusa (130), coin¬ 
cidió con sus correligionarios. Tampoco fue importante la de Muñoz Torrero (131), 
que repitió argumentos anteriores rechazando las acusaciones de jansenismo con 
razones de poca entidad. 

A continuación habló Mejía Lequerica, que pronunció otro de los importantes 
discursos del debate (132), que no se ha podido transcribir íntegro por la velo¬ 
cidad con que hablaba, la debilidad de su voz y la enfermedad de uno de los 
taquígrafos. No aportó grandes novedades, pero sí algunas frases que debemos 
recoger: «hoy se intentan vender por dogmas las más extravagantes opiniones de 
los curiales de Roma» (133). En España «ha sido siempre un axioma que la 
Iglesia se hallaba en el Estado y no el Estado en la Iglesia» (134), lo que no 
solo era un axioma, sino también un «luminoso principio» (135). 

Al igual que Argüelles sale también en defensa del buen nombre de Campo- 
manes y Macanaz, comprometido por lo que Hermida había dicho de su arre¬ 
pentimiento final, aunque asimismo sin dar prueba alguna (136). 

Intenta rebatir a Jiménez Hoyo con un argumento que es solo una petición 
de principio. «¿Cómo es posible que se crea que el pueblo quiere otra cosa que 
la que quieren las personas que lo representan?» (137). Pues como lo es el que 
los representantes quieran cosa distinta que la que quiera el pueblo. Y si además 
era más que discutible la representatividad de muchos, entre ellos Mejía, y preci¬ 
samente de los que integraban el grupo antiinquisitorial, su objeción no valía nada. 

Según Mejía el pueblo lo que quería era religión. Eso lo reconoce el mismo 
diputado. Pero según él son cosas muy distintas religión e Inquisición, aunque el 
pueblo crea que son lo mismo. «¿Y puede tener el pueblo en esto pensamiento 
propio? No se extrañará que diga yo que no; pues ayer se dijo, y con razón^ que 
en esa clase del pueblo es más la piedad que la ilustración. ¿No es cierta que 
por un libro de doctrina cristiana que tenga y una plática que oiga, ¿no hace más 
que leer novenas, meditaciones y milagros (que son buenos; pero que no son sino 
una parte accesoria) y que en vez de sermones continuos de la explicación de la 
doctrina, para que conociendo la religión la adore, lo que oye son muchos pane¬ 
gíricos y novenarios? ¿Pues qué extraño o es que confunda, o que estando acos¬ 
tumbrado a oír siempre: el santo tribunal de la Inquisición , el santo tribunal de 
la Fe, los herejes son los únicos que no quieren la Inquisición, son herejes los 
que dicen lo contrario, conviertan esto en hábito, cuando en otras cosas más claras 
y sencillas que ésta puede tanto la educación? Señor, ¿qué toca a V. M. en este 
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punto? ¿Hasta qué punto V. M. debe respetar la voluntad de los pueblos y seguir 
su opinión?» (138). 

Esta fue la verdad del liberalismo naciente. El pueblo era solo un pretexto. 
Se trataba de otro despotismo. En vez del monarca absoluto ellos querían una 
oligarquía también absoluta. Y solo cuando ese pueblo llegara a pensar como ellos 
entonces se podría seguir su opinión. Pero en eso convienen todos los tiranos. 
Creemos que el texto de Mejía, que acabamos de reproducir, es definitivo. 

Habló después Vicente Terrero (139) y de su discurso transcribimos los si¬ 
guientes párrafos: «Oiga, pues, V. M. y oiga toda la nación para su justo desenga¬ 
ño. La selva negra, los incendios, las hogueras, no han sido jamás sancionados ni 
establecidos de cualquier modo por el tribunal del Santo Oficio. Esas hogueras 
han sido de V. M., esto es, de la autoridad civil soberana. Las leyes civiles son 
las que han dictado esas penas contra los delincuentes o reos de la religión» (140). 

«¿Pero quiénes, quiénes son los que se explican con esas tan negras invectivas? 
Son únicamente aquellos que temen ser penados con aquellos incendios, con aque¬ 
llas hogueras; y por lo mismo anhelan con vehemente ahinco borrar hasta el 
nombre del tribunal que puede en su vez impelerlos a las llamas. O si no, decid 
pueblos de mi territorio, habitadores de esas heroicas sierras cercanas a mi país; 
vosotros que habéis sabido enlazar con estrecho y fuertísimo vínculo el amor a 
vuestra religión y patria, posponiendo por estos sacrosantos respetos todo lo que 
en la tierra habéis de más dulce y caro; vosotros, digo, pueblos inocentes, aunque 
numerosos, religiosos, aunque manchados con los desórdenes que derivan de la 
flaqueza de la miserable condición humana; pero nunca infectos con el detestable 
crimen de la herejía o apostasía; vosotros, repito, ¿cuándo, pronunciad, habéis 
temido las hogueras, los incendios, los tormentos de la Inquisición? ¿Cuándo os 
ha asaltado el deseo, ni aun en el transporte de vuestra imaginación, ni aun en un 
eventual rapto de vuestro sueño, de acabar con este tribunal santo de la Fe, 
colocado en medio de la Iglesia española para celar su pureza? Pero yo diré 
quiénes son los que temen esas selvas negras y esas hogueras. Oigalo el universo 
entero. Las temen los libertinos, aquellos que se recelan haber caminar algún día 
por sus pasos contados a ese cruento aunque debido sacrificio. Los periodistas 
irreligiosos, singularmente aquellos que han tenido el imprudente descaro de llamar 
al tribunal de la Santa Inquisición hidra infernal. Que es como si dijesen que 
los vicarios de Jesucristo en la tierra, los Sumos Pontífices, que son los Pastores 
de la Iglesia universal reunidos en sus concilios, y que los de la Iglesia de España, 
quienes todos, o han establecido o confirmado, o consentido y reclamado su resta¬ 
blecimiento, todos éstos son hidras infernales. Temen aquellas hogueras los filó¬ 
sofos, aquellos que engreídos necia, vana y presuntuosamente con su mezquina 
razón, han osado erguir su altivo cuello contra el Señor (contra Omnipotentem 
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reboratus est), queriendo traer los más profundos arcanos al tribunal de su falso 
juicio...» (141). 

Hoy, la mentalidad de nuestro tiempo hace incomprensibles las hogueras que 
ya entonces habían desaparecido. Pero no es eso lo interesante del testimonio de 
Terrero. Lo que queremos subrayar es que los pueblos no tenían temor alguno a 
la Inquisición, pues estaban seguros de que no les amenazaba en lo más mínimo 
y de que protegía algo que para ellos era un bien precioso. 

Las alusiones del cura de Algeciras fueron bien directas. AI Semanario patrió¬ 
tico (142), a Argüelles (143), á García Herreros (144), cuyas «imputaciones han 
sido y son demasiado groseras, nacidas o de la ignorancia, o de la irreflexión o 
de la malicia», a Mejía (145). 

Intervino a continuación Muñoz Torrero con un discurso breve (146) como 
casi todos los suyos en el que recurrió a argumentos ad hominem tachando a 
Terrero de haber sostenido principios republicanos poco compatibles con su actual 
defensa de la Inquisición (147). 

El 15 de enero de 1813 inició la discusión el liberal Jáuregui (148), con un 
discurso bastante anodino. A continuación Creus (149) señaló la incongruencia libe¬ 
ral que rechazaba el que se averiguase cuál era la opinión de los pueblos: «Entiendo 
menos esto cuando lo oigo decir a los mismos que dicen ser la ley la expresión de 
la voluntad general de los pueblos» (150). 

Y mostró su escándalo ante alguna de las expresiones que se pronunciaron ante¬ 
riormente. Muñoz Torrero intentó exculpar a la comisión de las acusaciones que 
se le hacían (151). Fue después el obispo de Calahorra (152) quien asumió la 
defensa del tribunal. Al día siguiente, 16 de enero, tocó a Espiga sostener el 
dictamen de la comisión (153). Ya no se hacía otra cosa que repetir lo que ya 
otros habían expuesto. Hizo Espiga una extensa referencia al modo de entender 
la primacía del Papa mucho más propia de un concilio que de una cámara política. 
En lo que era verdaderamente político, o sea, averiguar los representantes cuál 
era la voluntad de los representados, ningún liberal quería entrar. 

Tras la intervención de Espiga se preguntó, a petición de González, si el asunto 
estaba bastante discutido y habiéndose declarado que sí, se aprobó la primera 
proposición por cien votos contra cuarenta y nueve. Aún intentó Jiménez Hoyo 
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que se votase su propuesta de que las leyes protectoras no fueran contrarias a las 
de la Iglesia, pero no se admitió a discusión (154). 

A continuación hubo una intervención de Villagómez que tal vez tenga más 
importancia que la que resulta a primera vista. Se redujo a protestar de que 
habiendo salido del Congreso un momento para asistir al entierro del obispo de 
Segovia al regresar se encontró con que ya se había votado. ¿Aprovecharon los 
liberales la ocasión de que varios diputados tradicionalistas, que eran los que 
asistirían al entierro de aquel obispo que compartía sus ideas, estaban ausentes? 
Lo creemos muy posible, aunque no pueda asegurarse con total certeza. El número 
de votantes tradicionalistas nos inclina a esta suposición. 

Aún intentó Creus introducir una fórmula que dejara a salvo los derechos de 
la Iglesia (155), en lo que fue apoyado por Castillo (156), mientras se oponían 
Muñoz Torrero (157) y Gallego (158). Fue también rechazada (159). 

No sabemos qué diputados votaron con los liberales o con los tradicionalistas. 
Por los votos particulares que se consignaron el día 18 sabemos que fueron de 
los cuarenta y nueve, o si no estuvieron el día 16 en el Congreso, opinaban como 
ellos Roa, Vázquez de Parga, Garcés, Riesco (Francisco), Alcaina, Melgarejo, Serrés, 
López del Pan, Llaneras, Bernardo Martínez, Key, el barón de Antella, el obispo 
prior de San Marcos de León, Rivas, Rodríguez de la Bárcena, Ay tés, Simón López, 
Aparicio Santiz, Juan Salas, Terrero, Sombiela, Jerónimo Ruiz, Andrés, Inguanzo, 
González Llamas, Borrull, Liados, Papiol, Cañedo, Ric, Caballero del Pozo, Inca 
Yupangui, que era liberal, y Quiroga (160). 

El 18 de enero de 1813 se inició la discusión de la segunda y más importante 

de Jas proposiciones de la comisión, que declaraba al Tribunal del Santo Oficio 

incompatible con la Constitución española. La primera de las intervenciones corrió 
a cargo de Ruiz de Padrón, aunque, como siempre ocurrió con este diputado, fuese 
otro compañero el que le prestara la voz, si bien en esta ocasión el sacerdote 
canario, tras la lectura que hizo Castillo, se dirigió él mismo al Congreso (161). 
El larguísimo discurso, que ocupó todo el día, pretendía demostrar que la Inqui¬ 
sición «es enteramente inútil a la Iglesia de Dios», «diametralmente opuesto a la 
Constitución» y «contrario al espíritu del Evangelio» (162). 

Denuncia el canario «los folletos que circulan para alarmar los inocentes pue¬ 
blos» (163), que «no merecen más que el desprecio y el castigo» (164) y «la 

ruidosa representación» de los obispos refugiados en Mallorca (165), criticando 
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una vez más que hubiesen abandonado sus diócesis (166). Ruiz de Padrón, con 
una anticipación extraña en tal época, sostiene que no proceden para los de¬ 
litos de herejía y apostasía otras penas que las espirituales (167), también las 
facultades de los obispos, aunque éstos se empeñasen en no asumirlas (168) y entra 
luego en los horrores de la Inquisición (169), con gran lujo de detalles. 

Hay que reconocer que el lenguaje usado por Ruiz de Padrón no puede ser 
tachado de hipócrita. Hablaba con toda claridad y, preciso es decirlo, con valentía. 
Ningún otro diputado se había atrevido a tanto: «Pero le han dado por antono¬ 
masia el renombre de Santa ... jOh capricho bizarro de los hombres! ¿Si se lo 
habrán dado por ironía? ¿Dónde están las virtudes políticas y morales de esta Santa? 
¿Cuántos milagros ha hecho? Que me señalen las conversiones que ha obrado, 
los frutos saludables que ha producido a la religión y al Estado. Los que la 
defienden y canonizan por Santa, que nos exhiban los testimonios de virtud y 
santidad que la adornan. ¡Terrible porfía de los hombres, empeñarse en querer 
buscar el resplandor de la luz en medio de la oscuridad y las tinieblas, la libertad 
en los calabozos y la verdad en el error y fanatismo! No ignoro que se me culpará 
de haber sido el primero que tuvo la osadía en presencia de V. M. de presentar 
a toda la nación el misterioso sistema de gobierno de la Inquisición, esto es, la vida 
y milagros de esta Santa. El primero que rasgó el velo tenebroso que cubría a este 
ídolo diciendo: Españoles, aquí tenéis a la Santa . Esta, ésta es la que entorpecía 
con capa de religión vuestros progresos en las ciencias y en las artes; ésta es la 
que os hizo creer que había aquelarres (cuyo nombre no se ha explicado aún 
bastantemente), la que abusando de vuestra piedad os metió en la cabeza la ridicula 
farsa de la aparición de demonios súcubos e íncubos, con otras ficciones detestables 
que podéis leer en el gracioso y extravagante auto de fe de Logroño, mandado 
imprimir por orden de la misma Santa para ilustrar los pueblos; pero me engaño, 
para mantenerlos en la superstición y en la más crasa ignorancia y estupi¬ 
dez...» (170). 

Expresa sus simpatías por los jansenistas: «Pascal, Duguet, Arnaldo, Racine, 
Nicole y otros sabios y piadosos autores proscritos por este fanático y estúpido 
tribunal» (171) y su animadversión por los jesuítas (172), de los que «ya se sabe 
el odio eterno que profesaron al sabio obispo de Iprés por su famosa obra Augus- 
tinus» (173). 

Extraño, por lo menos, es este razonamiento: si los obispos reclaman la Inqui¬ 
sición es porque no la conocen (174). Sin duda sabrían de ella mucho más que 
nuestros prelados Arguelles, Toreno, Ruiz de Padrón y demás diputados liberales. 
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El 19 de enero García Herreros (175) no aportó nada nuevo. Después Borrull 
defendió el Tribunal (176) con un erudito discurso que rebate muchas de las ale¬ 
gaciones históricas de los contrarios al Santo Oficio. Recogemos de él esta afirma¬ 
ción: «Y sobre todo ninguno puede conocer mejor si el referido tribunal es ahora 
el más conveniente para conservarla (la religión) que los reverendos obispos, a 
quienes encargó el Señor el pasto de sus ovejas, y conducirlas por el camino de la 
salvación. El presidente de la comisión de Constitución (Muñoz Torrero) deseaba 
oír su dictamen, pero después de saberlo, se ha separado de él; lo han dado en 
efecto, solicitando el restablecimiento de la Inquisición los muy reverendos arzobis¬ 
pos de Santiago y Tarragona y los reverendos obispos de Segovia, Salamanca, 
Astorga, Mondoñedo, Tuy, Ibiza, Badajoz, Almería, Cuenca, Plasencia, Albarracín, 
Lérida, Tortosa, Urgel, Barcelona, Pamplona, Teruel y Cartagena, cuyas represen¬ 
taciones se hallan en el expediente formado sobre este asunto. Existe también en 
el mismo la pastoral del reverendo obispo de Orense, enviada por la ciudad de 
este nombre, en que manifiesta iguales deseos. Dirigió también a V. M. otra repre¬ 
sentación por medio del secretario de Gracia y Justicia, solicitando dicho resta¬ 
blecimiento el reverendo obispo de Orihuela, que no ha llegado; pero me lo avisó 
con carta de 4 de junio pasado, incluyéndome copia de ella, que estoy pronto a 
entregar, y espero que V. M. me permita leer aquel capítulo de su carta (lo leyó); 
lo mismo desean los reverendos obispos de Mallorca, Calahorra y San Marcos de 
León, que lo han manifestado a V. M., y también el de Vich, cuyo dictamen leyó 
a V. M. el señor Baile en la sesión de 14 de este mes; como igualmente los 
gobernadores, sede vacante, de las de Lugo, León, Ceuta y Málaga, cuyas represen¬ 
taciones se hallan en el expediente; con lo cual se ve que de sesenta iglesias 
episcopales que hay en España e islas adyacentes (contando ahora unidas las de 
Toledo y Sevilla), las treinta claman por el restablecimiento de la Inquisición, y 
lo harían otras si las mismas o sus prelados no estuviesen en poder del enemigo, 
como lo sé del de Valencia; y así éste es el voto de la Iglesia de España, que 
debe ser preferido al de algunos particulares» (177). Eso era imposible contra¬ 
decírselo a Borrull. La Iglesia de España quería la Inquisición, y si se extinguió 
fue contra su expresa y reiterada voluntad. 

También nos parece importante la denuncia que hace de la utilización de los 
horrores inquisitoriales por los diputados liberales. El tormento, por ejemplo, decía 
Borrull que hacía mucho tiempo que había dejado de utilizarse por la Inquisición 
mientras que otros tribunales aún continuaron con él bastantes años (178). 

Concluyó su discurso con estas palabras: «la voluntad general de la nación 
y la de mi provincia está a favor de la Inquisición y que por lo mismo no nos han 
querido dar poderes para ejecutar cosa alguna que pueda destruirla. Y así me 
opongo a que se trate de la abolición de la Inquisición y tampoco puedo aprobar 
la proposición que se discute» (179). 
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El 20 de enero habló Oliveros (180) y comenzó protestando de las acusaciones 
de herejes o jansenistas que entonces parecían llover sobre los liberales al tiempo 
que daba interesantes noticias sobre el cabildo de San Isidro, al que pertene¬ 
cía (181). Llevaba la voz cantante en esos ataques el Procurador General de la 
Nación y del Rey , que ya había sido mencionado por Ruiz de Padrón y ahora 
indigna al canónigo de Madrid (182). Le responde Borrull (183), contra quien se 
había dirigido la erudita intervención del diputado extremeño, pero «fue interrum¬ 
pido varias veces», por lo que optó por callarse (184). 

Fue después Villanueva el que, en otro larguísimo discurso (185), combatió a 
la Inquisición olvidando la defensa que había hecho años antes contra el obispo 
constitucional Gregoire (186). No era hombre de firmes convicciones, pues ahora 
militaba en el campo liberal con el mismo ánimo que anteriormente había puesto 
al servicio del absolutismo monárquico en su Catecismo de Estado (187). A lo 
único que permanecía aferrado era a su antirromanismo. 

Todo servía en el debate. Hasta afirmar «la ilustrada piedad» de Roda (188), 
lo que sin duda habría ruborizado al ilustrado y poco piadoso ministro de Car¬ 
los III. Que se hubiera sentido feliz con un súbdito como el clérigo de Játiva, que 
no vacilaba en afirmar: «El soberano católico no puede impedir a la Iglesia el 
uso libre de su autoridad, porque faltaría a la protección que le debe en uno 
de los puntos esenciales de su gobierno. Mas en orden al modo de ejercerla puede 
oponerse, siempre que la prudencia o la experiencia muestre que así conviene para 
concordar la protección de la Iglesia con la protección de sus súbditos» (189). 
Y esto es sólo una muestra del regalismo de Villanueva, pues podríamos citar 
más ejemplos. 
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Las clamorosas contradicciones con su pasado, que andaban incluso en folle¬ 
tos (190), le llevaron a intentar justificar, sin demasiada fortuna, su anterior escrito 
contra el obispo francés y el citado Catecismo (191). 

A nadie extrañará que las autoridades episcopales del de Játiva sean Solís y 
Tavira (192). Ni su truculenta descripción de procedimientos y tormentos que 
hoy nos parecen espantosos, pero que en los días en que se aplicaban eran práctica 
habitual de los tribunales. Que en lo más repugnante estaban ya en desuso en 
aquellos días. Pero como todo valía contra el tribunal, hasta su prudencia en no 
hacer caso de una primera delación, porque podía provenir de animadversión o 
calumnia, es criticada por quien no había tenido el menor escrúpulo en pertenecer 
al Santo Oficio. Ahora condena, apoyándose en Tavira, la impunidad en que podían 
quedar aquellos denunciados (193). 

A lo largo de su extensísima peroración es constante el episcopalismo de Villa- 
nueva. Que, con gran dolor suyo, no era compartido por aquellos a quienes quería 
devolver sus facultades usurpadas, salvo casos aisladísimos como el de su admirado 
Tavira (194) y algún otro, que no pasan de ser gota de agua en la inmensidad 
del mar. 

El Diario de las Cortes es una publicación absolutamente sectaria en el sentido 
de que solo recoge las manifestaciones coincidentes con la ideología liberal. Por eso 
es muy interesante recoger de los discursos de los diputados datos que silencia el 
órgano oficial del Congreso. Villanueva nos da algún testimonio revelador. Como 
el de aquel predicador que, en presencia de un tribunal inquisitorial, dijo que la 
Constitución «pugna con la religión católica y es hija del Código de Napoleón» (195). 
Eso se predicaba en los púlpitos. 

Una nueva invocación a prelados gratos a Villanueva nos parece interesante. 
Omite en ella a Tavira, que ha sido el obispo más citado en su discurso. La inicia 
con el controvertido Palafox. Vienen después Manuel Abad y La Sierra, Climent, 
Lasala, Magí, Beltrán y Chaves. De todos ellos hemos hablado (196). No fueron, 
precisamente, los obispos más ortodoxos. Y sí una auténtica minoría en el episco¬ 
pado español. De todos ellos, en el momento de la intervención de Villanueva, 
solo vivía Chaves de la Rosa, «el cual me ha asegurado a mí, y lo dice a otros 
con libertad eclesiástica, que no debe sostenerse en España la Inquisición por ser 
contraria a los fines por que fue establecida, y que puede y debe V. M. dejar 
expeditos en este punto los derechos de los obispos» (197). Bien poca cosa era 
frente a todo el episcopado español la opinión de un obispo dimisionario. 

(190) Conciliación político-cristiana del sí y el no. Diálogo entre el señor Joaquín Lorenzo 
Villanueva, diputado en Cortes, el doctor Luceredi y D. Joaquín Lorenzo Villanueva, califi¬ 
cador del Santo Oficio y doctoral de S. M. en la Real capilla de la Encarnación por los 
años de 1793, Cádiz, 1812. Cfr. Artola: Los orígenes..., II, págs. 34-35. 
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«El clamor de varios prelados por la Inquisición» (198) solo era una equi¬ 
vocación. E intenta convencerles de ello con argumentos de San Cipriano y San Agus¬ 
tín (199). Y hasta con lascivas intervenciones del Santo Oficio (200). Este era el 
punto que más irritaba a los que se oponían a la Inquisición —el cerrado frente 
de los obispos de España—, pues muchos tenían una profunda conciencia religiosa, 
como no se la podemos negar a Villanueva, aunque se pudiera dudar bastante de 
su ortodoxia. 

Intervino después Capmany, ya el 21 de enero, pues el discurso de Villanueva 
duró dos días, y sostuvo la tesis liberal (201) repitiendo argumentos ya expresados. 
«La resistencia y repugnancia en el pueblo era hija de la ignorancia, de una larga 
costumbre, en fin era preocupación bien perdonable; pero en los que podían y 
debían enseñarle y desengañarle, era interés personal disfrazado con la máscara de 
piedad cristiana» (202). Por ello no había que hacer caso de aquel sentir popular 
«mirando al pueblo como niño que llora cuando su madre le asea» (203). Pero 
¿no era ese pueblo, niño y llorón, la legitimidad de los diputados? 

De los argumentos liberales se podía, en no pocas ocasiones, deducir la verdad. 
Así ocurrió con los de Capmany: «el descuido o la desidia se había apoderado de 
sus ministros, cuya vigilancia y celo iban perdiendo su primitivo vigor» (204). 
Los tiempos habían atemperado durezas que entonces ya eran incomprensibles e 
inexistentes. ¿Por qué,*pues, invocarlas como si existieran en el día? «De cuerpo 
activo se volvió cuerpo contemplativo, de temible pasó a tímido, el celo ya no 
era más que recelo» (205). Pues si esto los reconocían los liberales, ¿a qué los 
Luceros y Torquemadas, las hogueras y la doncella con los senos descubiertos? 

A continuación intervino Alcaina, diputado tradicionalista andaluz, párroco de 
Cuevas de Vera (206), a cuyo cargo estuvo la última defensa de la Inquisición 
pronunciada en las Cortes antes de que se declarara extinguida. Su discurso quizá 
tuvo más de sermón preocupado que de discurso político: «¿Será posible que V ; . M. 
se deje alucinar y no eche de ver la falsedad de esa proposición, la sofistería! con 
que están concebidos sus términos o la inexactitud y confusión de ideas que en¬ 
cierra?» (207). 

Para él, la finalidad de la Inquisición era «quitar los lobos rapaces que se han 
introducido a devorar el rebaño de Jesucristo, por el cual derramó toda su sangre; 
separa de entre los católicos a los que hayan abandonado nuestra religión santa, 
negando uno o muchos artículos; impedir que se introduzcan libros de mala doc¬ 
trina, u hombres que la propaguen de palabra o por escrito; estorbar que arraigue 
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y fructifique esa mala semilla que el hombre enemigo quiere sobresembrar en el 
campo de la Iglesia; aplicar penitencias saludables a los verdaderos arrepentidos, 
absolverlos y dejarlos libres, y cuando obstinados en su iniquidad, o son castigados 
con penas espirituales, entregándolos a Satanás en sus cuerpos, para que amedren¬ 
tados, creyendo que Dios se compadecerá de ellos, esperen el perdón y comiencen 
a amarlo, como fuente de toda bondad, y por último se arrepientan. Finalmente, 
que apurados todos los medios y remedios los relajen a la justicia secular para que 
les castigue según las leyes» (208). No entiende cómo tal institución puede ser 
tenida por contraria al Código aprobado casi un año antes, pues en su artículo doce 
aseguraba la protección de la religión (209). 

Denuncia después cómo la truculenta relación que había hecho el diputado 
canario Antonio José Ruiz de Padrón estaba tomada a la letra de la que muchos 
años antes había hecho el calvinista Jurieu y había refutado el poco dudoso Maca- 
naz (210). Y añade que «si a los inconfesos se les ha dado antiguamente tormento, 
era conforme a las leyes civiles y que se observaba también en los tribunales 
seculares. Que ya hace mucho tiempo se omitió esta prueba en la Inquisición, 
mucho más la omitirá de hoy en adelante, habiéndola abolido V. M.» (211). 

Invocó después las bulas de varios pontífices dadas en amparo de la Inquisi¬ 
ción y que cargaban con terribles penas a quienes atentaran contra ella (212), 
concluyendo su discurso con la siguiente proposición: «Que el tribunal del San¬ 
to Oficio permanezca con su autoridad eclesiástica, usando de su jurisdicción espi¬ 
ritual, según los sagrados cánones y bulas pontificias; y en cuanto a las facultades 
civiles, las ejercerá según prescriben las Cortes con arreglo a la Constitución» (213). 

De poco sirvió el vehemente y religioso discurso del sacerdote andaluz. Tras 
su intervención, el 22 de enero de 1813, se acordó por 90 votos contra 60 que la 
Inquisición era incompatible con la Constitución y quedó por tanto abolida. Desco¬ 
nocemos los nombres de esos ciento cincuenta diputados. Solo sabemos que la 
votación tuvo lugar cuando aún había muchos diputados que tenían pedida la 
palabra, por lo que treinta y ocho de ellos formularon voto particular (214). 

Al día siguiente, 23 de enero de 1813, intentaron los tradicionalistas enmen¬ 
dar lo votado con dos proposiciones de Llaneras y Ostolaza pretendiendo que «sin 
embargo puede ser compatible con la Constitución, formándose un reglamento arre¬ 
glado a la misma» y «que se declare que la incompatibilidad de la Inquisición con 
la Constitución es solo relativamente a la autoridad real que ejercía, y no en cuanto 
a la eclesiástica». Ninguna de ellas fue admitida a discusión (215). Contra lo que 
presentaron voto particular 29 diputados (216). 
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Lo más importante del debate estaba ya resuelto. Ahora se entraba en el articu¬ 
lado de la ley que tenía mucho menos interés, aunque daría lugar a importantes in¬ 
tervenciones. El artículo-1.° del capítulo I decía: «Se restablece en su primitivo vigor 
la ley II, título XXVI, partida VII, en cuanto deja expeditas las facultades dé los 
obispos y sus vicarios para conocer en las causas de fe con arreglo a los sagrados 
cánones y derecho común, y las de los jueces seculares para declarar e imponer 
a los hereejs las penas que señalan las leyes, o que en adelante señalaren. Los jueces 
eclesiásticos y seculares procederán en sus respectivos casos conforme a la Cons¬ 
titución y a las leyes» (217). 

La primera intervención, de Jiménez Hoyo (218), tuvo un marcado sentido prác¬ 
tico. Dígase provisionalmente hasta que se reúna el concilio nacional. ¿Qué penas 
son ésas? Señálense. La aplicación de las Partidas sin más es inviable hoy. ¿Se apli¬ 
cará la pena de muerte a cualquier ignorante como si fuera un hereje pertinaz? 

Martiniano Juan de la Torre, otro recién llegado, pues juró como diputado por 
Córdoba el 6 de enero de 1813 (219), uno de los que no pudieron hablar sobre 
la Inquisición, leyó la conclusión del discurso que tenía preparado, muy favorable 
a la misma (220). 

Creus (221) insistió en la proposición desestimada de Ostolaza sobre la juris¬ 
dicción espiritual pidiendo que se declare sin ambigüedades que se pretende y 
afirma la doctrina oficial de la Iglesia: «Yo desde ahora aseguro a V. M. que 
siempre que se trate aquí de la autoridad espiritual digo que no encuentro en V. M. 
facultad ni para darla ni para quitarla; que no puedo en conciencia entrar en ¡que 
se trate de darla ni de quitarla por quien no tiene facultad para ello» (222). 
Señala analogías, que levantan murmullos, con la actitud de Napoleón (223). Y pide 
que se recurra a la Silla Apostólica (224). 

Le replica Argüelles (225), achacando los escrúpulos tantas veces expuestos 
por los tradicionalistas a ideologías ultramontanas y dio muestras, una vez |más, 
de su habitual regalismo. Después Larrazábal (226), que manifiesta haber estado 
contra la incompatibilidad, defiende el artículo con argumentos canónicos mucho 
más fundados que los de Argüelles. El 24 de enero, otro clérigo americano* Flo¬ 
rencio de Castillo (227), sostuvo a Larrazábal apoyándose en «autores imparciales, 
que han escrito con mucho tino y juicio, como son Fleury y Van Espen» (228). 
¿Quiénes serían los parciales? 
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El 25 de enero de 1813 tiene lugar otro importante discurso del clérigo janse¬ 
nista Francisco Serra (229), que vuelve a convertir a las Cortes en un concilio 
al estudiar las funciones, derechos y prerrogativas del Papado. «El Papa, en opinión 
de los ultramontanos, lo es todo y lo puede todo. Los obispos pueden lo que el 
Papa quiere y nada más. Mucha desigualdad es ésta» (230). Y precisa más: «Se pre¬ 
gunta si el Papa por derecho de su primacía es obispo universal, u obispo de todos 
los obispos de nuestra Iglesia. Mis autores dicen que no. Los ultramontanos con¬ 
siguientes a su opinión que el Papa lo es todo, dicen que sí, y que es un hereje 
el que lo niega. Mis autores y yo lo negamos, y no nos tenemos por herejes. 
Ve V. M. aquí la materia de todo mi discurso. Si yo, como lo espero, logro 
probar con evidencia que el Papa solo es obispo de su obispado de Roma, y que 
de los demás de la cristiandad no lo es, ni tiene ninguna jurisdicción episcopal 
en ellos, quedará probado que esta jurisdicción episcopal delegada por el Papa a 
los inquisidores generales y demás subalternos, es una apariencia de jurisdicción, 
una jurisdicción vana, nula y sin ningún valor ni efecto» (231). 

Este párrafo es un puro sofisma. Prescindiremos de lo extraño que es que en 
un Congreso político se discutan tales cuestiones. Yendo al núcleo de su argu¬ 
mentación podemos asegurar que ni los ultramontanos ni nadie pretendían que el 
Papa fuese obispo de Coria o de Albarracín. Y que los obispos de las sedes fueran 
una especie de vicarios del verdadero obispo que era el Papa. Otra era la cuestión 
y Serra bien lo sabía. ¿El primado pontificio es solo de honor o también de juris¬ 
dicción? La Iglesia sostenía esto último. Aunque Serra y sus autores lo negasen. 

Cañedo (232), en una brevísima intervención para responder a Serra, mani¬ 
festó que no creía que fuera ultramontanismo afirmar que «la autoridad del Papa 
vele sobre toda la cristiandad por un derecho común y ordinario, ni que esto pueda 
negarse sin contravenir a la autoridad de la Iglesia. Juzgaba yo que esto no estaba 
en las ideas del ultramontanismo; pero si se entiende por ultramontanismo la de¬ 
pendencia que tienen los obispos a la cabeza de la Iglesia, que se deduce de las 
palabras del Salvador pasee oves meas , pasee haedos meos, digo que en este sen¬ 
tido soy ultramontano, y lo seré siempre» (233). Las tesis jansenistas no eran 
gratas a los diputados tradicionales. 

Después de él, otro diputado tradicionalista y también eclesiástico, el balear 
Antonio Llaneras (234), vuelve a insistir en la defensa del tribunal abolido por 
el único resquicio que les quedaba abierto: la jurisdicción espiritual que no habían 
conseguido argüir los liberales. Y afirma, como tantos otros, que no hablaría así 
si «no supiera ser ésta la voluntad de la mayor parte de la provincia a la que 
tengo el honor de representar en este Congreso. Sí, Mallorca, Señor, así como 
tiene en su más alta honra, dignidad y gloria en militar bajo las gloriosas banderas 
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de la religión católica, apostólica, romana, se gloría también de que dentro de sus 
muros tremola el estandarte respetable del Santo Oficio de la Inquisición» (235). 
Añadiendo, porque así se lo ha comunicado, que ése era también el sentimiento 
de su cabildo catedralicio (236). 

El catedrático de Teología, que era Llaneras, hizo una inteligente defensa de la 
Inquisición en la que no faltó la mención a Villanueva y a su réplica al obispo 
Grégóire, «llena de un santo ardor con su acostumbrada sabiduría y enérgica elo¬ 
cuencia, echándole en cara al prelado ser un plagiario de los filósofos irreligiosos 
y revolucionarios, que lo que decía contra la Inquisición río eran más (son palabras 
todas, y las que irán siguiendo literales todas del mismo señor diputado, y reclamo 
sobre ellas la atención soberana de V. M.), no eran más que vagas declamaciones 
e invectivas que usaba para combatirla; armas no de nueva fundición, no inventa - 
das ahora, sino forjadas en las célebres oficinas de Bayle, Leclerck, Locke, Rousseau 
y otros tales» (237), con otras sabrosas citas del anterior Villanueva, por lo que 
no es extraño que aludiera a «cuanto ha mudado de pensar y de hablar sobre el 
mismo asunto» (238). 

Se dirige después a las Cortes con el siguiente interrogante: «¿Cómo ha de 
poder V. M. sin tener que responder a Dios decretar su abolición?» (239). Y añade 
su testimonio de párroco: «debo decir a V. M. y lo juraré a la faz del cielo y de 
la tierra que por lo menos en mis días no creo haya ni pueda haber tribunal ecle¬ 
siástico ni civil que proceda ni pueda proceder con tanta circunspección, con tanta 
paciencia, con tanta benignidad, y usar de tanta misericordia con los delincuentes 
mientras den muestras de verdadero arrepentimiento. Hé tenido a mis pies en el 
tribunal de la Penitencia personas deshechas en lágrimas de ternura y de recono¬ 
cimiento a Dios por deber a este tribunal y a su prudencia en el modo de por¬ 
tarse con ellos, su arrepentimiento, su conversión y la enmienda de sus costum¬ 
bres; y al mismo tiempo la conservación de su propia fama que en otro tribunal 
sin duda hubieran perdido» (240). El secreto del procedimiento tenía también ven¬ 
tajas para los qué ante aquel tribunal comparecían. Se evitaba así un rechazo 
social que, dadas las actitudes de la época, serían inevitables. 

Señalemos también, aunque su relación con el tema sea indirecta, su denuncia 
del decreto de Urquijo, cuya ida «no era sino de abrir la puerta al cisma» (241) 
y del sínodo de Pistoya, «tan justamente condenado por la Iglesia» (242). Ve tam¬ 
bién conatos de cisma en el prescindir de la autoridad pontificia para las medidas 
que se propugnan. Si no lo afirma abiertamente, las referencias a Pablo de Samo- 
sata, Nestorio, Sergio, Acacio y a los obispos de Utrecht son harto significati- 
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vas (243). Por último hace extensiva su repulsa a todos los demás artículos del 
proyecto y pide vuelva la Inquisición, al menos en su jurisdicción espiritual, ya que 
«de este modo la nación entera queda tranquilizada, y no sepultada en el amargo 
dolor y horror en que temo no quede, si queda abolido por V. M. el tribunal. 
Tribunal establecido por los Papas, pedido por los reyes, reconocido por los con¬ 
cilios, venerado de los santos, amado de los buenos, temido de los malos, aborre¬ 
cido de los herejes, el único que espanta a los vanos y orgullosos filósofos del 
día; el único capaz de hacerles humillar, de hacerles cerrar sus bocas indignas, y 
caer de sus manos sus plumas sacrilegas» (244). 

Al día siguiente, 26 de enero, correspondió a un laico, Calatrava, defender las 
tesis liberales (245), encaminadas a rebajar hasta extremos notabilísimos la auto¬ 
ridad pontificia. «Por espacio de muchos siglos conocieron los obispos en sus res¬ 
pectivas diócesis de las causas de fe; Ellos calificaban y condenaban los errores, 
ya por sí solos, o ya en los sínodos provinciales; y casi ninguna herejía se condenó 
en concilio general que no lo hubiese sido antes en los particulares. Por espacio 
de muchos siglos conocieron de todas las demás causas, aun las más graves de 
aquellas que hoy se creen del privativo conocimiento de la Santa Sede. Los obispos 
canonizaban a los santos. Los obispos no necesitaban acudir a Roma para ser 
instituidos por sus compañeros. Los obispos juzgaban y aun deponían al que entre 
ellos se hada culpable; y en el caso que ya se ha citado del obispo español Basílides, 
condenado por otros compañeros, bien se sabe que éstos consultaron a los Padres 
de Africa con motivo de haber Basílides acudido al Papa Esteban, y que contes¬ 
tándoles San Cipriano a nombre de aquellos prelados les dijo, entre otras cosas, 
que Basílides en acudir al Papa no había hecho más que aumentar sus delitos. 
Ni aun se apelaba al Sumo Pontífice de las dedsiones de los obispos. El concilio 
general de Nicea decretó que todas las causas se terminasen en las provindas. 
El de Cartago de 419 llegó hasta imponer la pena de excomunión al que apelase 
a juicios transmarinos. Las falsas decretales fueron las que prepararon el fiero 
golpe a la autoridad de los obispos. Ellas las que sirvieron de apoyo a las usur¬ 
paciones de los Papas. Ellas las que dieron a la primaría de éstos la prodigiosa 
extensión que tantos males ha causado a la Iglesia y a las naciones. Hablo así 
salvo el respeto debido a la Santa Sede» (246). 

No podía expresarse más abiertamente lo que pretendían hacer los liberales 
de la autoridad del Papa, aunque siempre aseguraban tenerle el mayor respeto. 
Y como hemos visto,, y. veremos, el respeto que a su vez-les merecían esos obispos 
para los que reclamaban las facultades que recibieron de Dios para gobernar a su 
grey, bien se podía prededr cuál sería la suerte de la Iglesia al triunfo de sus 
ideas. «V. M. tiene la más legítima autoridad para contener el abuso que haga 
de la suya el Romano Pontífice y para impedir que con ella se perjudique a los 
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españoles» (247). Si además distinguimos la potestad de la Iglesia, que en teoría 
no se negaba, de su ejercicio, que puede negarse (248), están sentadas las bases 
de la tiranía que iba a padecer la Iglesia española. Se estaba prácticamente pre¬ 
parando el cisma. 

El argumento de todos estos episcopalistas se venía abajo con la cerrada opo¬ 
sición de los obispos a recuperar las facultades usurpadas por los Papas. Calatrava 
se desembaraza de ello con desfachatez: «Ya preveo que se me querrá contestar 
con el argumento tantas veces hecho de que los reverendos obispos, lejos de 
reclamar sus antiguas facultades, piden el restablecimiento de la Inquisición. Es ver¬ 
dad que algunos lo han pedido, cuidando de esto más que de sus propios derechos; 
pero ni son todos, ni aun la mayor parte de los de España; ni aunque lo fueren 
podrían ellos mismos renunciar unos derechos que, como antes dije, no se con¬ 
cedieron a sus personas ni a su dignidad; derechos que son como los de la nación 
imprescriptibles e inalienables» (249). 

No sabríamos decir qué era más sorprendente: negar la unanimidad del epis¬ 
copado de España reclamando la Inquisición o el desvelo por imponer a los obispos 
unos derechos que ellos mismos rechazan y que entonces se convertían en deberes. 
Una vez más las Cortes, sin autoridad alguna, se erigían en Concilio. Y Calatrava 
en padre de la Iglesia. 

Después de la intervención de ese diputado se aprobó el artículo por 92 votos 
contra 30. Veintiocho diputados tradicionalistas, si tenemos en cuenta la votación 
anterior, no asistieron ese día al Congreso o se retiraron antes de votar. El hecho 
es demasiado llamativo. ¿No quisieron autorizar con su voto úna derrota que 
veían segura? ¿Tenían otros propósitos? Sabemos, por el testimonio del diputádo 
José Martínez, que tan clamorosa ausencia se produjo en el momento de la vota¬ 
ción (250). Pero no podemos precisar más. 

El 27 de enero se discutió el artículo 2.°: «Todo español tiene acción £>ara 
acusar del delito de herejía ante el tribunal eclesiástico; en defecto de acusador, 
y aun cuando lo haya, el fiscal eclesiástico hará de acusador» (251). 

Jiménez Hoyo (252) pidió el secreto del procedimiento para casos extraordina¬ 
rios, dado lo delicado del tema. Se opusieron Argüelles (253), Muñoz Torrero (254) 
y Moragues (255), que afirmó también, como lo había hecho ya Calatrava respecto 
de la suya, que no era cierto que su provincia reclamase la Inquisición como había 
dicho Llaneras (256). Era preciso intentar desvanecer ese argumento esgrimido por 
los tradicionalistas, pues era una verdadera carga de profundidad bajo la línea de 
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flotación del decreto que abolía el Santo Oficio. De la Torre apoya a Jiménez 
Hoyo (257) y Calatrava a sus correligionarios liberales (258). Tras su interven¬ 
ción se aprobó el artículo (259), rechazándose las proposiciones de Jiménez 
Hoyo (260). 

El 29 de enero se discutió el artículo 3.° del capítulo I, que en el texto que se 
proponía decía así: «Para que en los juicios de esta especie se proceda con la 
circunspección que corresponde, los cuatro prebendados de oficio de la iglesia ca¬ 
tedral, o en defecto de alguno de éstos otro canónigo o canónigos de la misma, 
licenciados en sagrada teología o en derecho canónico, nombrados éstos por el 
obispo, y aprobados por el rey, serán los consiliarios del juez eclesiástico y los 
calificadores de los escritos, proposiciones o hechos denunciados» (261). 

Una vez más las Cortes, engiriéndose hasta extremos verdaderamente incon¬ 
cebibles, trastornaban la disciplina eclesiástica. Fácil le fue a Dou (262) señalar 
lo improcedente del artículo reducido a suponer que el obispo necesita de reglas 
de otro para proceder con circunspección. «Varíese, pues, esto, y no falte en lo 
que resolvemos nosotros la circunspección que exigimos de los demás» (263). 
Y añade: «parece que de intento se excusa el nombre de obispo para que tal 
vez parezca menos repugnante lo que se propone, pero no pude haber ninguna 
duda en que bajo dicha expresión (juez eclesiástico) se comprende el obispo» (264). 
Se admira de que estos artículos puedan compatibilizarse con el primero, que decía 
dejar expeditas las facultades de los prelados (265) y, con ironía, dice a las Cortes: 
«Con esto puede muy bien suceder que al fin se lea en la sentencia lo siguiente: 
Don Fulano por la gracia de Dios y de la Santa sede, obispo de etc., declaramos 
que Fulano ha incurrido en crimen de herejía, y que etc., todo; y con la fórmula 
c(ue corresponde. Al margen de la misma sentencia puede leerse: Los infraescritos 
prebendados con la autoridad que se nos ha comunicado por las Cortes, declaramos 
que Fulano no ha incurrido en crimen de herejía. Tanto como esto vale el disenso. 
¿Y esto es dejar expeditas las facultades del obispo? Es impedirlas y aun ridicu¬ 
lizarlas con notoria inconsecuencia» (266). 

«De este modo un día se resolverá, como acaso hoy, que el juez de las causas 
de fe sea el obispo con cuatro prebendados, otro día con cinco, otro con todo 
el cabildo catedral, otro con todo el sínodo de curas párrocos (...) ¿Una junta 
civil ha de variar lo que tiene autorizado la Iglesia y la respetable antigüe^ 
dad?» (267). 
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Muñoz Torrero (268), ante las contundentes razones de Dou, justifica como 
puede y sin demasiado convencimiento el artículo y O’Gavan (269), otro ecle¬ 
siástico liberal, lo defiende entusiasmado haciendo verdaderos alardes de regalismo. 
Nadie negaba la potestad del obispo, y aun la conveniencia, de aconsejarse de quien 
le pareciere. Su cabildo, y dentro de él las dignidades de oficio, sería posiblemente 
el más indicado en consultas y asesoramientos. Pero ello no tiene nada que ver 
con que las Cortes se lo impongan como obligación y por una autoridad de la que 
carecen en absoluto por mucho que ello contrariase a los regalistas. Y que el 
provisor de la Habana, Juan Bautista O’Gavan, defendiera los recursos de fuerza 
con el fervor de un Salgado de Somoza dice muy poco en favor de su sentido 
eclesial. 

Larrazábal contradice el artículo con dos poderosas razones (270): «Primero, 
lo que se propone es contra el derecho y decoro debido a los reverendos obispos. 
Segundo, en muchas provincias de América es impracticable» (271). Esto último 
porque en muchos de sus obispados no hay canónigos de oficio. «Pero aun en el 
caso de que los hubiera, nunca aprobaría los artículos, por ser opuestos al derecho, 
autoridad y honor de los obispados» (272). 

Gordoa (273) y Jiménez Hoyo (274) se muestran muy contrarios al artículo. 
Espiga, que era miembro de la comisión, lo defiende (275). El obispo de Cala¬ 
horra (276) declara que «se opone, como otros varios artículos, abiertamente a 
los cánones y disposiciones de la Iglesia católica (...), excede las facultades del 
Congreso; se sobrepone a la autoridad y suprema potestad de la Iglesia; la deprime 
conocidamente, y es sin duda alguna grandemente injurioso a la potestad que el 
divino legislador comunico a su esposa la Iglesia, y que todo católico debe reco¬ 
nocer, respetar y obedecer; no siendo lícito de ningún modo a autoridad alguna 
temporal prescribir reglas y leyes a la santa Iglesia (que es lo que se propone el 
proyecto de la comisión), para el gobierno espiritual de los fieles, condenación de 
las herejías y de los escritos opuestos a la doctrina del Evangelio. 

Juzgo por lo expuesto que dicho proyecto no sólo no puede admitirse, sino que 
tampoco puede discutirse y tratarse de él por un Congreso católico como V. M., 
y por tanto absolutamente lo repruebo». 

Tan tajante afirmación del anciano obispo, que contaba setenta y un años y 
fallecería pocos meses después, debió causar conmoción en las Cortes y hasta 
Muñoz Torrero manifestó «que la comisión no juzgaba necesario el artículo, sino 
que sólo lo proponía como de mera conveniencia, y procediéndose a votar en la 
forma ordinaria, quedó reprobado por unanimidad» (276). Aunque debemos re- 
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tener que las rotundas manifestaciones del obispo no se referían sólo al artícu¬ 
lo tercero, sino a todo el proyecto. 

Ese mismo día 29 de enero Zorraquín leyó un escrito de dos integrantes del 
Ayuntamiento de Madrid, Francisco Gutiérrez de Sosa y Joaquín García Domenech, 
felicitando a las Cortes por la abolición de la Inquisición (277). García Domenech 
debe ser el mismo que trece años antes se había manifestado en favor del decreto 
cismático de Urquijo hasta el punto de imprimir una disertación sobre los legí¬ 
timos derechos de los obispos (278), por lo que no puede extrañarnos su felici¬ 
tación de ahora. Después de la lectura, Zorraquín anunció que tal era el sentimiento 
del pueblo madrileño y que estaba preparando una representación «apoyada acaso 
en cuatro o seis mil firmas de habitantes de aquel pueblo heroico» (279). 

Inmediatamente se levantó a hablar Mariano Villodas, diputado propietario 
por Madrid recién incorporado al Congreso, y pronunció estas palabras: «Creo que 
en esta materia puedo hablar con fundamento y certeza, porque soy individuo del 
Ayuntamiento de Madrid. El tiempo decidirá que la opinión de aquel pueblo no 
es la que ha querido atribuir el señor preopinante, ni la que exponen los dos 
individuos que representan a V. M., tomándose para ello malamente el nombre 
de aquel ayuntamiento, pues que todos o la mayor parte de sus individuos estaban 
dispuestos a pedir a V. M. el restablecimiento de la Inquisición; y sobre esto 
respondo yo, y con tanta más certeza, cuanto aseguro a V. M. que el tiempo acla¬ 
rará esta verdad. Es cierto que se principió a extender la representación de que 
ha hablado el señor Zorraquín; pero también lo es que la parte más sana del 
pueblo de Madrid trató de hacer otra en contrario. Esto, repito y vuelvo a asegu¬ 
rar, lo manifestará el tiempo, cuando se ponga corriente la correspondencia con 
aquella capital. Por tanto, me opongo a que la representación de estos dos indivi¬ 
duos se inserte en el Diario de Cortes , porque tomando en ella el nombre de aquel 
pueblo, se ha hecho por un cuerpo que no tiene carácter» (280). 

Le replicó Zorraquín diciéndole que él estaba dispuesto a firmar la representa¬ 
ción citada. Más importante, caso de haber sido cierto, es la noticia que da de 
que al liberarse Madrid, cuando los inquisidores trataron de restablecer allí el 
tribunal «se conmovió el pueblo» (281). ¿Responde ello a la realidad o es inven¬ 
ción de Zorraquín? No podemos afirmar ni lo uno ni lo otro. Las que nunca 
llegaron a las Cortes fueron las Cuatro o seis mil firmas de madrileños. Villodas, 
sin duda con mejor información que Zorraquín, pues estaba en la capital, negó 
el hecho. «Así la especie de la conmoción, como la de la representación, en los 
términos en que las ha expuesto el señor Zorraquín son falsas; y lo es mucho 
más el que yo hubiese pensado y ofrecido firmar dicha representación, pues me 
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constaba que la mayoría del ayuntamiento se oponía a que se hiciese. Y así me 
opongo a que se inserte en el Diario la representación de esos dos individuos, que 
no tienen el carácter que indican» (282). 

El 30 de enero se declaró que no había lugar a deliberar sobre el artículo 4.°, 
que desaparecía, arrastrado por la supresión del 3.° (283). 

El artículo 5.° tenía esta redacción: «Instruido el sumario, si resultare de él 
causa suficiente para reconvenir al acusado, el juez eclesiástico le hará comparecer, 
y en presencia de los consiliarios le amonestará en los términos que previene la 
citada ley de Partida». «Se aprobó, suprimiéndose la-expresión en presencia de los 
consiliarios» (284). Se aprobó el 6.° con leves modificaciones y tras una discusión 
de escaso interés. Se acordó anteponer los artículos 8.°, 9.° y 10.° al 7.° (285). El 8 o ., 
que trataba de las apelaciones, se aprobó con leves retoques tras una discusión larga 
pero anodina (286). Contra la aprobación de este artículo suscribieron voto par¬ 
ticular dieciséis diputados (287). También se suprimió el artículo 9° a consecuencia 
de haberse rechazado el 3.° A continuación se aprobó sin discusión el 10 °, que 
decía así: «Habrá lugar a los recursos de fuerza del mismo modo que en todos 
los demás juicios eclesiásticos» (288). Seis diputados solamente formularon voto 
particular en contra de esta calamidad eclesiástica que el regalismo había hecho 
doctrina común. Consignaremos sus nombres en reconocimiento a su buen sentido 
eclesial: Liados, Aytés, Vera, Rivas, obispo prior de San Marcos y Melgarejo (289). 

El 1 de febrero de 1813 se leyó el artículo 7.°, cuya discusión se había pos¬ 
puesto: «Fenecido el juicio eclesiástico se pasará testimonio de la causa al juez 
secular, quedando desde entonces el reo a su disposición, para que proceda a im¬ 
ponerle la pena a que haya lugar por las leyes» (290). 

O’Gavan, en esta ocasión, cree que el artículo es depresivo de la jurisdicción 
eclesiástica (291), pues bastaría sólo comunicar la sentencia para que el juez secu¬ 
lar obrara en consecuencia. Con él coincide Larrazábal (292). García Herreros ; (293) 
sostiene el artículo y la revisión por el juez secular de todo lo actuado por el 
eclesiástico aun sin que medie el recurso de fuerza. Salió a colación el monitorio 
de Parma y el que «quedaría la nación española hecha el juguete de la curia de 
Roma» (294). 

Antonio Porcel (295), uno de los escasos recién llegados de las provincias 
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—juró el 2 de diciembre de 1812 (296)—, que se alineó con los liberales, suscribe 
la opinión de García Herreros y aprovecha la ocasión para denigrar a los religiosos 
con los casos de algunos crímenes cometidos por éstos. Un carmelita en Sanlúcar 
con una joven que resistía á sus solicitaciones, los dominicos de Llerena con su 
prior, un capuchino castellano con el marido de su manceba (297), que muy poco 
o nada tenían que ver con lo que se estaba tratando. 

Lo de los dominicos de Llerena fue anterior al reinado de Carlos III (298). 
Podía haber citado algún caso más. Cortés Peña (299) nos habla de un agustino 
de Sanlúcar que en 1714 había matado al gobernador de la ciudad (300), de un 
mercedario calzado que ¿pareció asesinadó en su convento en 1769 (301), de un 
lego trinitario calzado que había cometido numerosas tropelías y algún asesinato 
en los días de Carlos III (302), de dos agustinos del convento de Paiporta que 
asesinaron a una doncella en 1788 (303) y del tremendo suceso, citado por Porcel, 
del carmelita descalzo de Sanlúcar (304). Sin negar la atrocidad de tales hechos, 
bien pocos nos parecen teniendo en cuenta que ocurrieron a lo largo de un siglo 
y en una clase numerosísima que en ese período debió tener más de medio millón 
de personas. Que evidentemente no eran todas santas y ni siquiera buenas. ¿Cuántos 
crímenes se podrían contabilizar en otras clases dignísimas del Estado en el trans¬ 
curso de cien años? 

Es una argucia de Porcel, que tomando la ocasión por los pelos la aprovecha 
para denigrar a los religiosos que estaban en el ojo del huracán. Sus burlas de las 
censuras eclesiásticas (305), aun reconociendo el abuso que de ellas se hacía, va 
en la misma dirección. 

Gordoa (306) habla contra el artículo. Recogemos de su discurso una frase afor¬ 
tunada: «ayer mucha confianza en los reverendos obispos y hoy nimios temores y 
recelos» (307). Es que ayer los obispos servían contra la Inquisición. Hoy, cuando 
aquélla ya no existía, comienzan a molestar los obispos. 

Argüelles (308) sostuvo también el artículo que, tras sus palabras, fue aprobado. 
A continuación comenzó a discutirse el artículo l.° del capítulo II que trataba 
De la prohibición de los escritos contrarios a la religión y cuyo contenido era el 
siguiente: «El rey tomará todas las medidas convenientes para que no se introduz¬ 
can en el reino por las aduanas marítimas y fronterizas libros ni escritos prohibidos, 
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o que sean contrarios a la religión, sujetándose los que circulen a las disposiciones 
siguientes, y a las de la ley de la libertad de imprenta» (309). 

Villanueva empleó el resto de este día y parte del siguiente —2 de febrero— 
en un largo discurso (310) que le sirve para criticar los Indices romanos, penetrados 
de ultramontanismo según su particular modo de pensar regalista y su animad¬ 
versión a Roma. Su jansenismo lamenta la prohibición en el Indice español de 1790 
de autores como Dupin, Duguet, Sanciran (sic), Racine, Arnauld, cuyas obras son 
«muy católicas», el «sabio y pío» Nicole y Pascal y se manifiesta contra los je¬ 
suítas (311). . 

La dura requisitoria contra los Indices, tanto españoles como romanos, sirvió 
para dos cosas: sostener el artículo propuesto y reclamar como competencia del 
soberano y no de la Iglesia el formar el Indice de libros prohibidos en España, 
que podría ser ejecutado por una comisión de las Cortes (312). Mejía se muestra 
absolutamente concorde con Villanueva (313)> al igual que Argüelles (314), y a 
continuación se aprobó el artículo en cuestión. Al día siguiente, dieciocho diputados 
presentaron sus votos particulares en contra (315). 

El 1 de febrero la comisión de Hacienda presentó su dictamen sobre la pro¬ 
posición que el 27 de enero había hecho Porcel (316) sobre los bienes de la 
Inquisición. Dicho dictamen (317) proponía que pasaran sin más a considerarse 
bienes de la nación, haciéndose cargo de ellos los intendentes de las provincias. 

El 3 de febrero formalizó Villanueva su. proposición: «Debiendo tener la 
nación un Indice expurgatorio de los libros contrarios, a la fe católica, que no 
puedan correr libremente, y constando que el último publicado por la Inquisición 
el año 1790 se incluyeron varias obras de autores católicos notoriamente piadosas 
y útiles, pido a V. M. que usando de la regalía que le compete en orden a la 
prohibición de libros, y de la protección que debe a la causa de la santa Iglesia, 
tenga a bien nombrar una comisión de personas doctas del seno de las Cortes; 
la cual asociándose, si lo tuviese a bien, con sujetos de fuera, con presencia ,del 
dicho Indice del año 90 y de los edictos posteriores, forme un nuevo catálogo de 
los libros perjudiciales, cuya introducción y cuiso no deba permitirse en estos rei¬ 
nos, el cuál présente a V. M. para expedir en su vista el correspondiente de¬ 
creto» (318). 

Después de su lectura y de que se aprobase su inmediata discusión, Villanueva 
repitió brevemente los razonamientos del día anterior (319). Jiménez Hoyó se 
mostró incomprensiblemente conforme con tan antieclesial medida, aunque cree que 
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la competencia no debe ser de las Cortes, sino del Consejo de Estado (320). 
Los diputados o los consejeros de Estado, decidiendo qué libros eran o no con¬ 
formes a la doctrina de la Iglesia, muestra bien hasta qué punto habían llegado 
los delirios eclesiales de algunos diputados gaditanos. El que tanto Villanueva como 
Jiménez Hoyo fuesen clérigos solo acrece la enormidad. 

Villagómez (321) señala que la propuesta es contraria a la doctrina de la 
Iglesia. Le responde Villanueva desabridamente (322), reafirmándose en su propo¬ 
sición. A continuación Muñoz Torrero propone que pase el asunto a la comisión 
de Constitución para su dictamen y así se aprobó (323). 

Se leyó después el artículo 2.°: «El reverendo obispo o su vicario, en virtud 
de la censura de los cuatro calificadores de que habla el artículo 3.° del capítulo I 
del presente decreto, dará o negará la licencia de imprimir los escritos de religión, 
y prohibirá los que sean contrarios a ella, oyendo antes a los interesados, y nom¬ 
brando un defensor cuando no haya parte que los sostenga. Los jueces seculares 
recogerán aquellos escritos que de este modo prohiba el ordinario, como también 
los que se hayan impreso sin su licencia. Será un abuso de la autoridad eclesiástica 
prohibir los escritos de religión por opiniones que se defiendan libremente en la 
Iglesia» (324). 

Fue Oliveros el primero eñ hablar (325) de un artículo destinado, según él, a 
«favorecer más a la autoridad eclesiástica y asegurar con mayores precauciones la 
pureza de la religión» (326). Ni podía estar convencido de eso ni esas expresiones 
harían otra cosa que irritar aún más a sus contrarios. Jiménez Hoyo (327) señala 
una dificultad del artículo: ¿qué entenderemos por libros de religión?, pues «son 
muchos los escritos que a pretexto de no tratar de la religión se esparcen libre¬ 
mente y con frecuencia, combatiendo y ridiculizando al mismo tiempo la reli¬ 
gión» (328). 

Arguelles sostuvo el artículo en su redacción (329) y que solo se refiera a los 
escritos que ex profeso traten de la religión y no a los que se refieran a ella indi¬ 
rectamente. O’Gavan pide que por la experiencia vivida debía ampliarse a los 
escritos contrarios a las buenas costumbres (330). 

Al día siguiente, 5 de febrero, continuó la discusión del artículo que se había 
modificado levemente para ponerlo en concordancia con la supresión del artículo 3.° 
del capítulo anterior. Insistió O’Gavan en sus argumentos del día anterior (331) 
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y Arguelles en los suyos (332). Larrazábal apoya a O’Gavan y se opone a la 
última cláusula por atentatoria contra los obispos (333). Se aprueba el artículo hasta 
esa cláusula y Villanueva, hasta entonces tan celoso defensor de la autoridad de 
los obispos, insiste en que se incluya (334). Pero no se admitió a discusión, como 
tampoco la adición de Jiménez Hoyo, que quería incluir «escritos que tratan de 
cosas sagradas o pertenecientes a la religión con arreglo al concilio de Trento» (335). 
Sí se aprobó lo que propuso Gordoa, que fue añadir a jueces seculares las pala¬ 
bras bajo la más estrecha responsabilidad (336). 

Se aprobó sin discusión el artículo 3.°: «Los autores que se sientan agraviados 
de los ordinarios eclesiásticos, o por la negación de la licencia de imprimir, o por 
la prohibición de los impresos, podrán apelar al juez eclesiástico que corresponda 
en la forma ordinaria» (337). Era el único artículo inocuo del decreto. 

El 4.° decía así: «Los jueces eclesiásticos remitirán a la secretaría respectiva de 
la Gobernación una lista de los escritos que hubieran prohibido, la que se pasará 
al Consejo de Estado, para que exponga su dictamen, después de haber oído el 
parecer de una junta de personas ilustradas que designará todos los años de entre 
los que residan en la Corte. Pudiendo asimismo consultar a los demás que juzgue 
convenir» (338). 

También fue Jiménez Hoyo el que expresó reservas frente al artículo (339) que 
sometía a los obispos a una calificación posterior de la autoridad civil. No lo 
entendió así Giraldo (340) ni tampoco Argüelles (341). Dou defendió los fueros 
de la Iglesia en una materia tan propia como la calificación de los libros que tra¬ 
taran de la religión: «La nación francesa es la que más adelantó el sistema de la 
independencia nacional; y no creo que jamás los obispos; sujetaron al Parlamento 
ni al rey a la prohibición de los libros» (342). 

Debe notarse que en toda esta última parte de la discusión han desaparecido 
los diputados tradicionalistas. El peso de la oposición recayó en Jiménez Hoyo 
y en algunos diputados americanos. La intervención de Dou, que acabamos de 
citar, es una auténtica excepción. ¿Qué había ocurrido? No lo sabemos. Pero es 
verdaderamente extraña esta clamorosa ausencia de los debates. Y como no es 
posible admitir que el tema no les interesase y mucho menos que convinieran en 
lo que se venía aprobando, hay que pensar en una intencionalidad. 

Argüelles (343) quiso tranquilizar a los que se preocupaban por este artícu¬ 
lo y no halló mejor medio que hacerlo con el artículo siguiente, que era tan inadmi- 
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sible como éste. Tras otra intervención también tranquilizadora de Muñoz Torre¬ 
ro (344) fue aprobado. 

El 5.° y último era de este tenor: «El rey, después del dictamen del Consejo 
de Estado, extenderá la lista de los escritos denunciados que deban prohibirse; y 
con la aprobación de las Cortes la mandará publicar, y será guardada en toda la 
monarquía como ley bajo las penas que se establezcan» (345). 

Vuelve a ser Jiménez Hoyo quien insiste en sus reservas (346): «Juzgar el 
rey sobre la doctrina de los escritos prohibidos por los obispos; denunciarse éstos 
por los obispos para que se prohíban y no bastar en ningún caso el juicio episcopal 
para que recaiga la confirmación del rey, son cosas tan extrañas e infundadas, 
como contrarias y destructoras de los derechos de los obispos» (347). Giraldo es tam¬ 
bién quien en esta ocasión defiende el artículo (348), que se aprobó sin más (349), 
así como el último párrafo del artículo 6.° del capítulo I, que quedó del siguiente 
modo: «Los militares no gozarán de fuero en esta case de delitos; por lo cual, 
fenecida la causa, se pasará el reo al juez civil para la declaración e imposición 
de la pena» (350). 

A continuación Gutiérrez de Terán hizo cuatro proposiciones, una de las cuales, 
la segunda, suponía, además de una nueva injerencia del poder civil en cuestiones 
religiosas, añadir nuevas irritaciones a los derrotados Estas eran: 

«Primera: Que se encargue a la comisión de Constitución forme un manifiesto 
a la nación, en el que con estilo lacónico sencillo y acomodado a la inteligencia 
dé todos, se expongan los fundamentos y principales razones que han tenido las 
Cortes para sustituir a la Inquisición los tribunales protectores de la religión. 

Segunda: Que este manifiesto, y en seguida el decreto del establecimiento de 
dichos tribunales, se lean por tres domingos consecuetivos, contados desde el in¬ 
mediato en que se reciba la orden, en todas las parroquias de todos los pueblos 
de la monarquía antes del ofertorio de la misa mayor. 

Tercerá: Que en todas y cualesquiera de las Iglesias de la monarquía en que 
haya retablos, cuadros o pinturas en que estén consignados los castigos y penas 
impuestas por la Inquisición, se quiten y destruyan en el perentorio término de 
tres días contados desde el en que se recibe la orden. 

Cuarta: Que la comisión de Constitución proponga a las Cortes a la mayor 
brevedad posible la medida que deba adoptarse acerca de los archivos de los 
extinguidos tribunales de la Inquisición» (351). 
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A continuación expuso las razones en que las fundaba (352). Reconoce que «la 
parte menos ilustrada de la nación, y por consiguiente la mayor, se halla sobre 
este punto torpemente engañada» (353) y hay que desengañarla con «una lectura 
forzosa, general y uniforme» (354). Se aprobaron las cuatro proposiciones al pa¬ 
recer sin discusión (355). 

Con esto concluye el volumen separado del Diario que recogió tan apasionante 
debate, pues ya sólo figuran el texto definitivo del Decreto (356) y el del Mani¬ 
fiesto (357). El primero lo hemos recogido ya artículo por artículo. El segundo 
comienza por una declaración muy religiosa para después señalar los defectos y 
aun los vicios del tribunal, si bien con mucha más moderación que la registrada 
en los debates. No deja de atribuirle «la ignorancia de la religión, el atraso de las 
ciencias, la decadencia de las artes, del comercio y de la agricultura y la despobla¬ 
ción y pobreza de la España» (358). 

Procuraba tranquilizar a la nación: «No penséis, pues, ni imaginéis de modo 
alguno, que podrán quedar impunes los delitos de herejía. ¿Por ventura lo fueron 
hasta el siglo xv? Los Recaredos, Alfonsos y Fernandos ¿no castigaron a los herejes 
y los exterminaron en España? Pues lo mismo que entonces se ejecutó por la po¬ 
testad secular, se ejecutará en adelante» (359). 

La relación que nos ha dejado Menéndez Pelayo de esta discusión (360) sigue 
siendo atinadísima en sus observaciones y en sus conclusiones, que compartimos 
sustancialmente, pues nuestras divergencias son mínimas y sobre algún matiz sin 
importancia. Dice el santanderino: «Una cosa me ha llamado sobre todo la aten¬ 
ción en este larguísimo debate: la extraña unanimidad con que amigos y enemigos 
de la Inquisición afirman que el pueblo la quería y deseaba» (361). Y, tras repro¬ 
ducir las palabras de Jiménez Hoyo que antes hemos transcrito, añade: «Nadie 
contradijo estas palabras, tan evidente era el hecho, mostrándose en él la intrínseca 
falsedad de aquella llamada representación nacional, cuyos individuos solo a; sí 
mismos se representaban, sin que la nación entendiese ni participase de su algara¬ 
bía regeneradora» (362). 

Respecto de la imposición de leer en las misas el decreto y el manifiesto dice: 
«se cumplió de mala gana y fue de pésimo efecto como alarde que era, intempes¬ 
tivo y odioso, del triunfo logrado» (363). 

El mismo Toreno, que había sido uno de los principales partidarios de la abo¬ 
lición, lo reconoce: «Hubo en el enfadoso e intrincado negocio de la publicación 


(352) DPI, págs. 683-686. 

(353) DPI, pág. 684. 

(354) DPI, pág. 684. 

(355) DPI, pág. 686. 

(356) DPI, págs. 687-688. 

(357) DPI, págs. 689, 694. 

(358) DPI, pág. 691. 

(359) DPI, pág. 693. 

(360) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, págs. 816-831. 

(361) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 828. 

(362) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 829. 

(363) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 831, 
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en los templos del manifiesto y decreto sobre Inquisición, imprudente porte en 
unos, error y tenacidad en otros, pasión en casi todos. Más hubiera valido que 
las Cortes, contentándose con la abolición de aquel tribunal, no se hubiesen em¬ 
peñado, aunque con sana intención, en llevar más allá su triunfo, pregonándole 
en las iglesias» (364). 

Martí Gilabert nos da cuenta de la pésima acogida que tuvo en el clero (365). 
El jesuita Revuelta González da una interpretación mucho más ambigua de toda la 
discusión en la que todos parecen fervientes católicos y la medida incluso favorable 
a la Iglesia, ya que era «el sistema inquisitorial tan poco concorde con el espíritu 
del Evangelio» (366). Es una muestra palpable del espíritu de los historiadores 
concesionistas que buscan siempre ser gratos al adversario, cosa que por otra parte, 
pese a sus intentos, no suelen conseguir, aun a costa de la verdad. 

El espíritu del Evangelio creen vivirlo los católicos en todos los tiempos. En las 
catacumbas y con Constantino, en las Cruzadas y con Felipe II, en Trento y en 
el segundo concilio Vaticano. El jesuita viene a decir que los Papas de trescientos 
años, todos los obispos españoles, el clero de España y sus santos y millones de 
católicos sostuvieron una institución eclesial contraria al espíritu del Evangelio. 
No merece la pena responder a este dislate. Otra cosa sería que hubiese afirmado 
que era contraria al espíritu del Evangelio como hoy se entiende o como lo entiende 
Revuelta. Por ese camino también podrá afirmar que la Iglesia fue, durante mu¬ 
chos siglos, muy poco concorde con el espíritu del Evangelio. Y con ella San Igna¬ 
cio de Loyola, el fundador de la Compañía a la que pertenece Revuelta. 

«El nuevo decreto no merecía en sí el dictado de revolucionario ni de heré¬ 
tico» (367). El de revolucionario, totalmente. De herético no lo calificó nadie, al 
menos en el sentido técnico de la palabra. Otra cosa es que encantara a los herejes. 
Y más que a ellos, que no existían en España, a los que querían el camino libre 
para combatir a la religión o a diversos aspectos de la religión. Eso, que lo vieron 
claramente todos, pasa inadvertido al historiador jesuita de hoy. 

Suspendamos de momento el ocuparnos de la Inquisición, que aún dará mucho 
que hablar, pues otras cuestiones nos reclaman. 


(364) Toreno: Op. cit., págs. 454-455. 

(365) Martí: La abolición..., pág. 263. 

(366) Revuelta: La Iglesia..., pág. 52. 

(367) Revuelta: La Iglesia..., pág. 52. 
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CAPITULO V 

LOS ULTIMOS DIAS DE LAS CORTES EXTRAORDINARIAS 

La enemiga a los religiosos 

El 1 de febrero de 1813 comenzó a leerse el dictamen de las comisiones sobre 
el restablecimiento y reforma de conventos y regulares (1) que continuó en días 
siguientes (2). Todo arrancaba de un proyecto presentado a las Cortes por Antonio 
Cano Manuel el 30 de septiembre anterior, que Menéndez Pelayo juzga con pro¬ 
posiciones «algunas de ellas cismáticas y conformes a las del Sínodo pistoyense, 
aparte de la absoluta incompetencia de las Cortes para hacer tales reformas en la 
edad y condiciones de los votos, ni ordenar semejante visita» (3). 

El día 2, Zorraquín denuncia que el Gobierno, sin autorización de las Cortes, 
había permitido que se restablecieran varios conventos en Sevilla (4) y presenta 
la proposición siguiente: «Qué se pidan a la Regencia del reino copias de todas las 
órdenes que haya comunicado para el restablecimiento de conventos, con posterio¬ 
ridad a la exposición del secretario de Gracia y Justicia». Lo que da ocasión a 
Traver para criticar al Gobierno (5). Se aprobó la propuesta del diputado ma¬ 
drileño (6). 

El 4 de febrero, ante los secretarios de Despacho de Hacienda, Cristóbal de 
Góngora, y Gracia y Justicia, Cano Manuel, Zorraquín expresa su extrañeza de que 
el restablecimiento fuera ordenado por el primero de los ministerios y no por el 
segundo, a quien debía corresponder (7). Góngora manifestó que había cumplido 
órdenes de la Regencia teniendo presente que «andaban los religiosos a bandadas 
por Sevilla sin tener quien los recogiese, y pedían que el Gobierno los favoreciese, 
en el concepto de que así no podían subsistir» (8). 

García Herreros preguntó si las demás devoluciones fueron consiguientes a peti¬ 
ciones de los religiosos y Góngora contestó: «Ninguna providencia de esta clase 


(1) DD, XVII, pág. 93. 

(2) DD, XVII, pág. 100. 

(3) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, págs. 833-834. 

(4) DD, XVII, pág. 100. 

(5) DD, XVII, págs. 100-101. 

(6) DD, XVII, pág. 101. 

(7) DD, XVII, pág. 110. 

(8) DD, XVII, pág. 111. 
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se ha dado sin que haya precedido reclamación; con la circunstancia de que los 
pueblos han pedido el restablecimiento de los conventos» (9). 

A continuación criticó duramente García Herreros (10) al Gobierno por su pre¬ 
cipitación y por no haber esperado la resolución de las Cortes, haciendo gala de 
su lenguaje habitual: «piedad mal entendida», «acalorado fanatismo», «celo indis¬ 
creto»... 

El ministro le contestó: «V. M. sabe cómo se hablaba en Sevilla en aquellos 
días; y cuál era el influjo que los religiosos tenían en aquel pueblo. ¿Y qué par¬ 
tido había de tomar el Gobierno sino el que exigía la justicia, y reclamaban la 
necesidad, caridad y política» (11). Una vez más son constantes todos los testimo¬ 
nios de la adhesión del pueblo a los religiosos. 

Nueva intervención de García Herreros muy crítica con el Gobierno (12), 
réplica lacónica del ministro (13), más acusaciones del diputado (14), tajante ré¬ 
plica de Góngora: «Esto es falso» (15), insistencia de García Herreros (16) que 
es apoyado por Traver (17), con graves imputaciones a la Regencia. De este último 
recogemos —ya que cuando lo dice sería porque así pasaba—, lo que se imputaba 
ya a las Cortes: «que aquí se trata de abolir las religiones y aun la religión santa 
que profesamos, para que nos traten de herejes, impíos, francmasones, con la 
demás retahila de apodos con que suelen honrar a los que no piensan como ellos». 
Justificó el ministro su intervención, tras lo que se produjo un notable alboroto al 
que Góngora respondió con gran dignidad (18). A continuación hubo más críticas 
a la Regencia de Llarena (19) y Toreno (20), del que recogemos la afirmación de 
que Galicia estaba alborotada contra el Congreso y los diputados a causa de los 
religiosos (21), con contestación del ministro (22) y discurso de Argüelles (23), 
severísimo con el Gobierno y en el que reconoció también que «está bastante 
extraviada la opinión» en las provincias (24). 

Nueva respuesta del ministro que no se deja amilanar por los diputados libe¬ 
rales: «Si V. M. cree que me hallo en el caso de que se me exija la responsabilidad, 
que se me exija, y si cree que la orden que manda restablecer los conventos es 
contradictoria, dé V. M. una providencia para que los desocupen. La dada por la 

(9) DD, XVII, pág. 111. 

(10) DD, XVII, págs. 111-112. 

(11) DD, XVII, pág. 112. 

(12) DD, XVII, pág. 113. 

(13) DD, XVII, pág. 113. 

(14) DD, XVII, pág. 113. 

(15) DD, XVII, pág. 113. 

(16) DD, XVII, págs. 113-114. 

(17) DD, XVII, págs. 114-116. 

(18) DD, XVII, pág. 116. 

(19) DD, XVII pág. 117. 

(20) DD, XVII, págs. 117-120. 

(21) DD, XVII, pág. 118. 

(22) DD, XVII, pág. 120. 

(23) DD, XVII, págs. 120-123. 

(24) DD, XVII, pág. 121. 
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Regencia ha sido en uso de sus facultades; pero esto no impide para que después 
forme V. M. las que guste. Esta providencia no es opuesta a ninguna reforma de 
las que V. M. quiera hacer» (25). 

Traver vuelve a atacar al Gobierno (26), con lo que se produce otra dignísima 
respuesta de Góngora (27). Por fin un tradicionalista, Villagómez, interviene en 
favor de los regulares y de la Regencia (28). Pero los liberales no abandonan el 
campo y Calatrava (29), Porcel (30) y Zorraquín (31) se muestran severísimos con 
el Gobierno, si bien Porcel se opone a lo que había propuesto Calatrava, que era 
expulsar de nuevo a los frailes, ya que con eso, «los enemigos de las Cortes con¬ 
seguirían lo que quieren. El Congreso entonces cargaría con la odiosidad; y éste 
acaso habrá sido el objeto del Gobierno, o de aquellos que quizá le pueden haber 
sugerido estas medidas». 

Al pueblo español le resultaba odioso que los frailes estuviesen vagando por 
los pueblos sin poder recogerse en sus conventos de los que habían sido expulsados 
por los franceses. Eso lo reconocían los mismos liberales. Y de nuevo los epítetos que 
tanto les indignaban: «No seríamos ante sus ojos más que impíos, ateos, francmaso¬ 
nes, jacobinos y jansenistas». Pero ¿es que la saña con los religiosos merecía acaso 
otro nombre? Tal vez sí para Revuelta, que considera «justo» el decreto que venía 
causando todos estos problemas (32) y que las Cortes seguían «un camino me¬ 
dio» (33) en este asunto, que no era otra cosa que una inmensa injusticia que 
anunciaba lo que más tarde iba a ocurrir con los religiosos. La falta de solidaridad 
de Revuelta con sus hermanos, despojados de todos sus bienes, abandonados al 
hambre, al frío y la miseria, es realmente sobrecogedora. 

Jiménez Hoyo (34), Creus (35) e Inguanzo (36) defienden a los religiosos y 
a la Regencia, Giraldo adopta una posición conciliadora (37), Traver contesta a 
los tradicionalistas (38), vuelve a responder el ministro (39), se lee la proposición 
de Giraldo: «que pasen a las comisiones que han entendido en el restablecimiento 
de conventos las copias de las órdenes comunicadas por la Secretaría de Hacienda 
para que en su vista, y de lo que se ha dicho en la discusión, informen lo que 
les parezca» (40), interviene el Secretario de Gracia y Justicia, Cano Manuel (41), 

(25) DD, XVII, pág. 123. 

(26) DD, XVII, págs. 123-124. 

(27) DD, XVII, pág. 124. 

(28) DD, XVII, pág. 124. 

(29) DD, XVII, págs. 125-126. 

(30) DD, XVII, págs. 126-127. 

(31) DD, XVII, págs. 127-128. 

(32) Revuelta: La Iglesia..., pág. 52. 

(33) Revuelta: La Iglesia..., pág. 52. 

(34) DD, XVII, págs. 128-129. 

(35) DD, XVII, págs. 129-130. 

(36) DD, XVII, págs. 130-133. 

(37) DD, XVII, pág. 133. 

(38) DD, XVII, págs. 133-134. 

(39) DD, XVII, pág. 134. 

(40) DD, XVII, pág. 134. 

(41) DD, XVII, págs. 134-135. 
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que hace equilibrios entre el apoyo ál Gobierno y sus ideas liberales de reforma 
de conventos y, al fin, se aprueba la proposición de Giraldo (42). 

Interesa recoger de las palabras de Gano Manuel la situación de los religiosos 
sevillanos, que era la de casi todos los de España: «Se veían precisados a dormir 
de noche en las calles y los portales, porque no tenían quien los recogiese» (43). 
Qué el pueblo católico se indignase es más que comprensible. Por otra parte, el 
abismo abierto entre los liberales y la Regencia era ya infranqueable. 


Flecos de la Inquisición 

El 6 de febrero de 1813 Capmany hace una proposición complementaria de 
las de Gutiérrez de Terán : «Que en la misa mayor de los tres domingos conse¬ 
cutivos en que se ha de leer en el ofertorio el manifiesto y el decreto de las 
Cortes, asista en cuerpo el ayuntamiento pleno constitucional con los alcaldes y 
el juez de primera instancia, donde le hubiere, para solemnizar el acto; de cuya 
ejecución y cumplimiento llevará testimonio el secretario, y de haberse leído en 
alta e inteligente voz; debiendo preceder en la noche de cada sábado el toque 
de campanas, anunciándolo al pueblo para que concurra al acompañamiento de sus 
representantes» (44). 

La proposición tenía un claro aspecto de espionaje y delación. Y por si alguien 
lo duda vengan las palabras explicativas del diputado catalán: «De lo contrario, 
o no se ejecutará la lectura, o se hará mal, y tal vez para burla y escarnio 
de V. M. Se leerá; también se leen las amonestaciones, pero ya sabemos lo que 
pasa; que el sacristán las lee a trote y tropezón, casi siempre farfullando y entre 
dientes y apenas hay quien le oiga bien por más que le escuche» (45). 

A la Iglesia se le quería hacer apurar su humillación y de forma que quedara 
constancia de ello, tanto para prevenir su incumplimiento como para pedir segu¬ 
ramente responsabilidades en el caso en que aquél tuviera lugar. Se preguntó 
si se admitía a votación la propuesta y resultó un empate. 

El 8 de febrero de 1813 propuso Caneja que a la Inquisición no se la llamase 
Santo Oficio y así se acordó (46). A continuación Pérez de Castro hizo una serie 
de proposiciones sobre los bienes del extinguido tribunal (47). 

El 20 de febrero presentó la comisión el manifiesto que se le había encar¬ 
gado sobre la abolición del Santo Oficio, al que se opuso Alcaina por no hallarle 
«extendido con toda la exactitud necesaria, pues contenía especies dudosas, im¬ 
pertinentes, vagas, exageradas y aun falsas» (48) y en términos análogos se expre- 


(42) DD, XVII, pág. 135. 

(43) DD, XVII, pág. 134. 

(44) DD, XVII, págs. 151-152. 

(45) DD, XVII, pág. 151. 

(46) DD, XVII, pág. 194. 

(47) DD, XVII, págs. 195-196. 

(48) DD, XVII, pág. 292. 
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saron Bernardo Martínez y Morros. Sorprendentemente Capmany apoyó a este 
último. Pero de nada sirvió, pues fue aprobado tal y como se había presentado (49). 

El 22 de febrero se agregaron a las actas los votos particulares en contra de 
trece diputados: Lladós, Morros, Serrés, Rivas, Aytés, obispo prior, Papiol, mar¬ 
qués de Tamarit, Valcárcel Dato, Vera, Sánchez Ocaña, Alcaina y marqués de 
Villafranca (50). Ese mismo día se aprueba el decreto que ordena destruir todas 
las pinturas e inscripciones que aludan a castigos de la Inquisición (51). 


Más sobre los regulares 

El 8 de febrero de 1813 figura en el Diario de las Cortes el dictamen sobre 
regulares (52), después de haber examinado las órdenes de la Regencia restable¬ 
ciendo diversos conventos, pronunciándose las comisiones reunidas en favor de 
los religiosos, ya que, «lejos de hallar inconvenientes en que se lleve á efecto 
el restablecimiento de estos conventos, tienen propuesto esto en general con los de 
todos los países invadidos» (53). 

Habían comprobado que a los religiosos no les asistía el Gobierno como estaba 
ordenado, constando «la mendiguez y abandono en que aseguran los mismos secre¬ 
tarios del despacho han continuado los religiosos» (54). 

Proponen que la reunión autorizada de religiosos sea en conventos que no 
estén arruinados y que no se permita por ahora pedir limosnas para reedificar 
edificios o iglesias, que no se restauren los que no tengan doce profesos, salvo 
que sea el único convento del pueblo y el superior se comprometa a completarlo 
con otros individuos de la orden, que en los pueblos donde hubiera varios con¬ 
ventos de un instituto solo se restablezca uno, que los individuos de casas supri¬ 
midas se agrupen a otras restauradas, que la Regencia se abstenga de dar nuevas 
órdenes sobre restablecimientos y los prelados de dar hábitos hasta la resolución 
del expediente general y que si alguno de los restaurados no reunierá estas con¬ 
diciones se vuelva a cerrar (55). 

El dictamen era muy restrictivo, pues, aunque convalidaba la mayor parte 
de las disposiciones de la Regencia, cerraba el camino para restablecimientos pos¬ 
teriores y suponía una injerencia más de la autoridad civil en el gobierno de 
la Iglesia. Fueron aprobadas las proposiciones los días 12, 13 y 15 de febrero (56), 
más alguna que se añadió, rechazándose también alguna otra que en la discusión 
se propuso. 


(49) DD, XVII, pág. 292. 

(50) DD, XVII, pág. 293. 

(51) DD, XVII, pág. 297. 

(52) DD, XVII, págs. 196-200. 

(53) DD, XVII, pág. 197. 

(54) DD, XVII, pág. 198. 

(55) DD, XVII, pág. 200. 

(56) DD, XVII, págs. 213, 228, 236-237. 
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El 26 de febrero se dio cuenta de una exposición de los franciscanos obser¬ 
vantes de Jaén que tuvo que llenar de júbilo a los liberales. Pedían que no se les 
obligase a reunirse en su convento como pretendían los superiores y que se les 
permitiese continuar bajo la obediencia del obispo (57). No era de extrañar que 
bastantes religiosos, acostumbrados a vivir fuera de la disciplina claustral por 
varios años se resistiesen a volver a la obediencia. Sin embargo, fueron escasí¬ 
simas estas peticiones, pues, de haber existido, se habrían aireado a bombo y 
platillo en el Diario de las Cortes . 


Incidente con el cabildo de Cádiz y caída de la Regencia 

El 8 de marzo de 1813 se da cuenta a las Cortes de un oficio del Secretario 
del despacho de Gracia y Justicia que «acompañaba tres exposiciones, una del 
vicario capitular de Cádiz, otra que los curas párrocos de esta ciudad le habían 
dirigido y otra del cabildo de la santa iglesia de la misma; el contenido de las 
cuales se reducía a hacer presentes las varias razones que tenían para no dar 
cumplimiento al decreto de 22 de febrero último, que manda se lea en todas 
las parroquias de la monarquía, por tres domingos consecutivos antes del ofer¬ 
torio de la misa mayor, el manifiesto de las Cortes sobre la abolición del tribunal 
de la Inquisición. Exponía dicho secretario en su oficio que la Regencia del 
reino, si bien creía deber llevarse a efecto el referido soberano decreto, no había 
tenido por conveniente tomar medidas vigorosas para que se le diera puntual 
cumplimiento, temiendo que quizá contribuiría a turbar el orden y tranquilidad 
pública; por cuyo motivo le había mandado pasar a las Cortes las representaciones 
expresadas, a fin de que adoptase aquel temperamento que más prudente y po¬ 
lítico les pareciere» (58). 

Zumalacárregui arremete contra el Gobierno y cree que «si el cabildo no 
estuviera apoyado más de lo que parece no presentaría un escrito de esta clase», 
por lo que solicita sesión permanente (59). Gutiérrez de Terán (60), que había 
sido el causante del incidente con sus proposiciones, habla de «los amaños e 
intrigas de los hombres perversos, enemigos de todo lo bueno, y por consiguiente 
de las resoluciones del Congreso, que abusando de la sencillez de los pueblos, 
procuran extraviar su opinión por cuantos medios están a su alcance en mengua 
y descrédito de V. M. Por nuestra desgracia esta clase de gentes crece, se descu¬ 
bre cada día más y su osadía aumenta a medida que ve afianzada su impuni¬ 
dad» (61). Al término de su discurso, «las lágrimas embargaron la palabra al 
orador que fue aplaudido del numerosos concurso de espectadores» (62). 


(.57) DD, XVII, pág. 317. 

(58) DD, XVII, pág. 364. 

(59) DD, XVII, págs. 364-365. 

(60) DD, XVII, págs. 365-367. 

(61) DD, XVII, pág. 366. 

(62) DD, XVII, pág. 367. 
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A continuación ArgüeUes (63) dirigió una diatriba contra el Gobierno y, tras 
algunos incidentes, el Congreso se declaró en sesión permanente (64), pese a la 
oposición de Ostolaza e Inguanzo. Vuelve a hablar Argüelles, que propone ya 
la remoción de la Regencia (65), en lo que es apoyado por Calatrava (66). 

Ostolaza (67), que sigue llamando al tribunal «Santa Inquisición» (68), de¬ 
fiende a la Regencia y al cabildo de Cádiz, «esos venerables eclesiásticos que para 
resistirlo (la ejecución del decreto) tienen en su apoyo 1 lo que los cánones de la 
Iglesia prescriben en esta materia» (69). Propone pase todo a una comisión y 
tacha de extemporánea y anticonstitucional la propuesta de Argüelles (70). Vuelve 
éste a defender el cambio del Gobierno (71) y es apoyado por Golfín (72). 

Terrero sostiene al cabildo y a la Regencia (73), reproduciendo argumentos 
ya esgrimidos en el debate sobre la Inquisición con su vehemencia habitual: 
«Así dicen los pastores que no pueden cumplir la orden porque con ella se abre 
la puerta al cisma de la Iglesia en España, ¿quién da ahora autoridad a esos 
tribunales? ¿Es el Papa? No ha habido recurso a él con que no es posible la 
haya dado. La Iglesia universal no ha sido, ni la particular de España tampoco. 
Con que, ¿quién la da? Es, pues, V. M. quien se declara origen de la jurisdicción 
espiritual, constituyéndose en este hecho, según dicen los pastores, cabeza de la 
Iglesia. Esto es una herejía, éste es el fundamento de su resistencia; y si se les 
insiste con estas órdenes, siempre dirán no puedo, no puedo. Y si se les amenaza 
con el destierro dirán que no pueden; y si con la muerte dirán lo mismo. Están 
dispuestos a todo antes de prostituir su carácter y sagrado ministerio. Estos argu¬ 
mentos es menester contestarlos, y mientras no, tienen toda su fuerza. La duda 
gravísima de si V. M. tiene o no facultad para mandar lo que ha mandado, y en 
la que fundan su resistencia los pastores, no puede ser resuelta por el Congreso, 
sino por los obispos, que son los jueces espirituales» (74). 

Concluye, tras haber recordado penas canónicas vigentes: «Ya sé que muchos 
dicen que las excomuniones se las tragan; pero para un cristiano tales tragaderas 
son muy grandes y muy horrorosas. Supuesto, pues, que los representantes se 
apoyan en estas solidísimas razones, V. M. no debe impelerlos a la obediencia, ni 
culpar a la Regencia. Esta dice a V. M., ¿qué hago? Sabe muy bien que estos 
venerables y celosos eclesiásticos se sostendrán en lo que firman y que la muerte 
no los ha de amedrentar. ¿Se les ha de desterrar a todos? ¿Ha de quedar desierta 
la Iglesia de Dios? Todo esto debía mirarlo la Regencia. Con que concluyo pi- 

(63) DD, XVII, págs. 367-369. 

(64) DD, XVII, págs. 369-370. 
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diendo que se admita la propuesta indicada por el señor Torres Guerra y apoyada 
por el señor Ostolaza de que ese expediente pase a una comisión» (75). 

En tono más mesurado, aunque en el mismo sentido, se pronunció Sánchez 
Ocaña (76): «Señor, no volvamos a los tiempos de Carlos IV. No a la época en 
que hoy se ponía un ministro y mañana se quitaba. En poco tiempo hemos visto 
el nombramiento de tres Regencias. ¿Tiene V. M. en su mano el acertar en la 
elección de la cuarta, cuando ve que no ha acertado en la elección de las tres, 
y más tratando de hacerlo con tanta precipitación?» (77). 

El tradicionalista Villagómez (78) apoya a sus correligionarios. Toreno pide 
la inmediata remoción de la Regencia (79), y así se aprueba por 87 votos con¬ 
tra 48 (80). 

El conde de Buenavista intentó una propuesta dilatoria, pero «un murmullo 
extraordinario significó, de una manera no menos evidente que terrible, el desa¬ 
grado y la indignación que produjeron en el ánimo de los señores diputados y 
señores espectadores» (81) sus palabras. Una muestra más de la falta de libertad 
que tenían los diputados que no sostenían las ideas liberales para expresarse en 
el Congreso. 

Quedó, al fin, nombrada interinamente la Regencia integrada por el cardenal 
Borbón, Agar y Ciscar, siendo el primero su presidente. Tres hombres de muy 
escasas luces, dos de los cuales ya habían fracasado cuando formaron el segundo 
Consejo de Regencia. Y el cardenal aún valía bastante menos que el general 
Blake. 

Al día siguiente, 9 de marzo, se aprobó una proposición de Zumalacárregui 
disponiendo que al día siguiente y en los dos domingos consecutivos se lean 
en las iglesias de Cádiz el manifiesto y decreto sobre la Inquisición, rechazándose 
las de Simón López y Sánchez Ocaña concebidas en estos términos: «Que se con¬ 
sulte a los reverendos obispos y cabildos eclesiásticos de la península si el decreto 
de V. M. para que se lea en la iglesia será contra la inmunidad de la misma 
y su decoro, como dicen los curas, cabildo y provisor, para en su virtud acordar 
V. M.» (82) y «Que en atención a que las exposiciones que dan motivo a la 
presente discusión, no impiden la ejecución del decreto de abolición de la Inqui¬ 
sición, sino sólo la lectura de él y manifiesto en las iglesias, que pasen a la 
comisión u otra especial que informe a V. M. para que detenidamente y con 
toda circunspección se resuelva» (83). 


(75) DD, XVII, pág. 383. 
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Al día siguiente se leyó lo mandado en las iglesias de Cádiz (84) sin que la 
resistencia ofrecida se produjera. Pero no quedó en esto el incidente y volve¬ 
remos a él. 


La confirmación de los obispos 

El 15 de marzo de 1813, «a las comisiones reunidas Eclesiástica y de Justicia 
se mandó pasar un oficio del secretario de Gracia y Justicia con el informe del 
Consejo de Estado sobre el modo de suplir la confirmación de los obispos pre¬ 
sentados y que se presentaren durante la incomunicación con la silla apostólica. 
El Consejo de Estado era de parecer de que mientras no hubiese libertad para 
comunicar con S. S. se hiciesen las confirmaciones de los obispos por los metro¬ 
politanos, con el consentimiento de sus sufragáneos, pedido de palabra o por 
escrito, y las de los metropolitanos por el obispo más antiguo de la provincia, 
con el consentimiento también de sus coprovinciales, haciendo mención en el 
decreto que se expidiese de las diligencias practicadas para dar a este asunto la 
mayor ilustración» (85). 

Era el sueño dorado del jansenismo español, aunque fuera sólo de modo pro¬ 
visional y mientras durase la incomunicación con la Santa Sede. Y una nueva 
injerencia del Estado en materias de exclusiva competencia de la Iglesia. 


La Inquisición sigue causando problemas 

No fue solo el cabildo de Cádiz quien se resistió a leer lo ordenado en el 
decreto del 22 de febrero sobre la Inquisición. Los obispos de Plasencia y; Cala¬ 
horra, Lorenzo Igual de Soria y Francisco Mateo Aguiriano Gómez, este ultimo 
diputado, solicitaron que antes de proceder a la lectura en las misas de sus igle¬ 
sias, se les permitiera consultar a sus cabildos al respecto. Al primero la Regencia 
y al segundo las Cortes en sesión secreta les ordenaron «cumplir exactamente 
lo mandado» (86). 


Un dictamen que debía ser poco respetuoso con el Papa 

El 27 de marzo, también en sesión secreta, «se leyó el dictamen de la comi¬ 
sión especial eclesiástica en el asunto promovido por el Secretario de Gracia y 
Justicia con motivo del Concordato que se dice haberse celebrado entre Su San¬ 
tidad y el Emperador de los franceses. Se leyó igualmente el dictamen que en el 
mismo asunto dieron los señores Gordillo y Pascual, individuos de la citada 


(84) DD, XVII, pág. 395. 

(85) DD, XVII, pág. 432. 
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comisión, que disintieron del de la mayoría de ella. Se procedió a la discusión, 
y habiendo hecho ver en el discurso de ella algunos señores diputados la impor¬ 
tancia del asunto, y que deseaban para asegurar el acierto de su resolución, ente¬ 
rarse antes de todo el expediente, se acordó que por ahora se suspenda la discu¬ 
sión del asunto, y que se ponga sobre la mesa el expediente para que los señores 
diputados puedan instruirse de él» (87). 

No conocemos ninguno de los dos dictámenes, pero al disentir Pascual de 
Villanueva y de Serra nos tememos que no fuera el de la mayoría muy respe¬ 
tuoso con Pío VIL En esta ocasión parece que Gordillo no compartió las ideas 
de sus correligionarios. 


El clero propagandista político 

El 31 de marzo de 1813 se dio cuenta a las Cortes de una exposición de 
dos electores de La Coruña en la que «reclamaban con la mayor energía la nuli¬ 
dad de las elecciones hechas por aquella provincia o partido (para las siguientes 
Cortes ordinarias) por no haber sido otra cosa que el resultado del más escan¬ 
daloso cohecho y de la intriga más ratera de los eclesiásticos. Llamaban los expo¬ 
nentes la atención del Congreso, con especialidad sobre los abusos cometidos en 
las elecciones de Galicia, originados todos del manejo de aquellos eclesiásticos que 
detestan las nuevas instituciones y odian las reformas. Es extraño (decían entre 
otras cosas) que nuestro clero, por otra parte tan virtuoso, tenga una conducta 
tan propia para sumergirnos en la anarquía, atizando el fuego de la sedición entre 
nosotros. Y concluían suplicando que se declarasen nulas dichas elecciones de 
La Coruña y que fuesen excluidos de tener voto en las nuevas que se hiciesen 
los eclesiásticos y los electores que habían concurrido a las últimas» (88). 

Dicha propuesta, que era absolutamente anticonstitucional, se mandó pasar a 
la comisión de Constitución. Pero lo que más nos interesa de ella es que refleja 
claramente un espíritu contrario al de Cádiz y que se imponía en las elecciones 
animado por el clero. Que el oponerse a los principios liberales triunfando en las 
urnas se considerase anarquía y sedición solo demuestra el totalitarismo liberal. 

En el mismo sentido hay que considerar la denuncia que hizo Argüelles el 11 
de abril del «escandaloso disimulo con que toleraba (la anterior Regencia) que 
la cátedra del Espíritu Santo se profanase, por lo que, debiendo dar ejemplo de 
paz y mansedumbre y exhortar a los fieles a la unión y a la obediencia a las 
legítimas autoridades y a las disposiciones que de ellas emanasen, no hacían otra 
cosa que alarmarlos, haciéndoles creer que la religión corría el mayor nesgo, y 
que atentaban contra ella aquellos mismos que con tanta gloria y dicha de la 
nación la habían solemnemente reconocido, sancionado como ley fundamental de 
la monarquía y jurado» (89). 

(86) ASS, pág. 799. 

(87) ASS, pág. 808. 

(88) DD, XVIII, pág. 113. 
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La Iglesia estaba ya en pie de guerra contra el liberalismo. Si bien, por todo 
lo expuesto, no parecía más que una legítima defensa. 

El 17 de abril, el presidente de las Cortes que lo era en el día el asturiano 
Francisco del Calello Miranda, denunciaba a su vez «el lastimoso estado en que 
la maldad y la negra intriga ha reducido a todas o las más de las provincias de 
la península. Se hace particular estudio y grandes esfuerzos para conservar a los 
pueblos en la ignorancia. Se les presentan los hechos no como son en sí, sino 
disfrazados, desfigurados y con un aspecto criminal. Se les seduce, se les persuade 
en público y en secreto, y hasta aquellos lugares destinados a fines y objetos de 
religión se convierten en lugares de sedición, de vileza, de doblez y de embus¬ 
te» (90). A continuación señala cómo muchos, incluso empleados públicos, no han 
querido jurar o no han jurado la Constitución y propone una serie de medidas 
contra ellos para intentar asegurar un liberalismo que ya hacía agua en toda 
España (91). 


Un incidente que renace 

Hemos visto como concluuyó la oposición del cabildo de Cádiz y de su pro¬ 
visor y gobernador eclesiástico a la lectura del decreto sobre la Inquisición. 
Se doblegaron los canónigos y los párrocos a la imposición del Gobierno y, 
evidentemente de mala gana, se leyó en las misas, por tres domingos consecutivos, 
lo que las Cortes habían decretado. 

No se contentaron los liberales con eso. Exigían no sólo sometimiento, sino 
también renuncia a las propias convicciones. Y el 24 dé abril de 1813, en sesión 
secreta (92), y al día siguiente en pública, se inició el segundo capítulo de lo que 
en verdad fue un calvario para el cabildo gaditano. 

Un oficio del ministro de Gracia y Justicia, Cano Manuel (93), daba cuenta 
pormenorizada de los acontecimientos. Tras el cambio de Regencia, y siguiendo 
las instrucciones de las Cortes, dio el nuevo Gobierno «las más eficaces y enér¬ 
gicas providencias» para que se doblegara el cabildo, pidiendo cuenta de todas 
sus actuaciones, «en el término de doce horas», llegándose a la conclusión de 
que «se había preparado de antemano y formado el plan de poner al Gobierno en 
un compromiso», «procurando interesar a los cabildos de Sevilla, Málaga, Córdoba 
y Jaén, bajo el pretexto de pedirles consejo, cuando el objeto era únicamente el 
de formarse un partido para hacer una fuerza a la autoridad temporal y ponerla 
en estado de que suspendiese el cumplimiento de los decretos, o que cuando se 
decidiese el mandarlos llevar a efecto, hallase grandes obstáculos en la opinión 
dél pueblo/extraviado por la de cuerpos respetables». 


(90) DD, XVIII, pág. 340. 
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Que el cabildo gaditano recabara consejo o incluso actuaciones conjuntas sólo 
puede escandalizar en una dictadura, pero nunca en un sistema liberal, a lo 
menos en la mejor acepción de la palabra. Aunque ya hemos comprobado que 
ese liberalismo no tenía nada que ver con el de las Cortes de Cádiz. 

Hechos tan legítimos en todo régimen de libertades, en Cádiz supusieron 
que el juez de primera instancia fuese encargado de proceder contra el cabildo 
y los principales implicados, entre ellos el gobernador eclesiástico, sede vacante, 
Mariano Martín Esperanza, al que no le valieron sus anteriores felicitaciones por 
la Constitución. Quedaron privados de sus temporalidades, es decir, de su modo 
de . subsistencia. Respecto del gobernador, que era también provisor eclesiástico 
de la diócesis, se consultaba a las Cortes si se le podría suspender también «del 
ejercicio de su jurisdicción, por la duda que le ocurre atendido el carácter que 
tiene de juez eclesiástico» (94). La Regencia se inclinaba por la suspensión. 

El presidente, que había pasado a serlo el día anterior el clérigo liberal cana¬ 
rio Pedro Gordillo, propuso que pasara el asunto a dos comisiones, la de arreglo 
de tribunales y la eclesiástica ordinaria para que dictaminasen (95), a lo que se 
opuso en parte Zumalacárregui, que quería entendiese solamente la de arreglo 
de tribunales (96). Y frontalmente Calatrava (97) que, llevando el regalismo al 
último extremo, cree que no es necesaria la intervención de comisión alguna por¬ 
que «la Constitución dice que todos los ciudadanos procesados criminalmente sean 
suspendidos del ejercicio de sus derechos» (98). Y, en aquella confusión inmensa 
de potestades civiles y eclesiásticas, para los liberales no cabía la menor duda. 
Como la Constitución decía aquello, suspendidos estaban. Si llegara el caso de 
procesar al Papa, perdería también su jurisdicción eclesial. 

No sirve su ejemplo del juez eclesiástico .afrancesado, que queda suspendido. 
Por afrancesado podía ser encarcelado y hasta eejcutado, pero mientras la Iglesia 
no le suspenda en sus funciones judiciales, el juez lo será él. Incluso desde la 
cárcel. No es de extrañar que Bernardo Martínez, también provisor y gobernador 
eclesiástico, exclamara: «Me opongo a toda esa doctrina, que es falsísima, herética 
y contraria a la autoridad de la Iglesia. Me opongo y quiero que conste» (99). 

Calatrava reclama contra la interrupción diciendo que Martínez «ni tiene facul¬ 
tad para calificar mi proposición y menos tiene la instrucción necesaria para 
ello» (100). ¡La tendría más el diputado extremeño! 

Ramos Arispe, aunque da la razón a Calatrava, prefiere que pase todo a una 
comisión (101). Argüelles apoya a Calatrava (102). Pascual (103) adopta una pos- 


(94) DD, XVIII, pág. 426. 
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tura ambigua que no satisfizo a nadie. Zumalacárregui insiste en que la comisión 
Eclesiástica no tiene nada que decir en este asunto (104). Espiga, más respetuoso 
con la institución eclesiástica, propone que se diga al cabildo que suspenda a 
Martín Esperanza (105). Tras su intervención se acordó que pasara el asunto 
a la comisión de Arreglo de tribunales (106). 

El 27 de abril se leyó el dictamen de la comisión (107), que proponía se le 
suspendiera en sus funciones, lo que fue aprobado. Llegadas a las Cortes dos repre¬ 
sentaciones, una del vicario capitular, Martín Esperanza, y otra de los canónigos, 
Elejaburu y Cos, se suscitó una discusión con «vivas contestaciones» sobre si se 
leerían o no. Por fin se leyeron, comprobándose que los tres canónigos se quejaban 
«de los procedimientos del secretario del despacho de Gracia y Justicia en este 
negocio (y) pedían que se hiciese efectiva la responsabilidad por haber infringido 
la Constitución» (108). 

Al día siguiente, 28 de abril de 1813, se registraron los votos particulares 
contra la suspensión de Martín Esperanza de Sombiela, Garcés, Inguanzo, Borrull, 
González Llamas, Cañedo, Ramírez, marqués de Tamarit, Caballero, Andrés, Ruiz, 
Bernardo Martínez, Ortiz Bardají y Alcaina (109). Debemos señalar entre esos 
catorce diputados un nombre nuevo, el de Tiburcio Ortiz, diputado por Tarazona, 
que acababa de llegar a las Cortes, pues juró su cargo el 7 de abril (110), y en 
las que destacó como notorio tradicionadista. 

El 7 de mayo presentó su dictamen la comisión de Arreglo de tribunales (111) 
sobre las reclamaciones de los tres canónigos contra Cano Manuel, al que acusa¬ 
ban de haber quebrantado la Constitución al privarles del fuero que expresamente 
se les reconocía en el artíículo 294 y al embargárseles sus bienes, mediante la 
ocupación de las temporalidades contra lo prescrito en el artículo 294. 

Del dictamen se deducen las actividades del cabildo, y más concretamente de 
sus comisionados, que fueron los antes mencionados y Pedro Juan Cervera (112). 
Todos, por acuerdo del cabildo del 6 de febrero, se dirigieron a cinco de los 
obispos residentes en Cádiz y a los cabildos de Sevilla, Málaga, Jaén y Córdoba, 
«pidiéndoles consejo, voto, instrucción y poderes para usar de su voz en cualquier 
representación que se ofreciere» (113). «Y no se limitaron a pedir consejo, sino 
que, propasándose evidentemente de su encargo se manifestaron resueltos a hacer 
una oposición que, aunque conocían sería muy del desagrado de V. M. contaban 
con que la celebrarían regocijados los pueblos. El suponer que había necesidad de 
sostener con firmeza la unidad de la Iglesia católica, su fe, su doctrina y sus man- 
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datos, el afectar la resolución de ofrecerse víctimas antes que consentir éste que 
llamaban primer paso de degradación del santo templo y también del sacerdocio, 
eran los medios más propios para alarmar los ánimos y concitarlos contra la auto¬ 
ridad de que emanaban los decretos. Más bien que consejo, pidieron a los cuatro 
cabildos que se uniesen a su causa, que les dirigiesen sus instrucciones y poderes 
para representarlos, y en esta coligación, que creían apoyada por los reverendos 
obispos residentes en esta ciudad, fundaban la mayor esperanza de que se harían 
más atendibles sus solicitudes. Por fortuna solo el cabildo de Sevilla abrigó unas 
gestiones tan criminales e imprudentes. Los de Málaga y Jaén, o las despreciaron 
o fueron bastante circunspectos para no comprometerse; y el de Córdoba en su 
contestación, llena de sensatez y de virtud, no hizo más que enseñar a los comi¬ 
sionados las obligaciones que tenían como ciudadanos y como sacerdotes» (114). 

También denunciaba la comisión el que habiéndose dirigido los canónigos a los 
obispos residentes en Cádiz no lo hubieran hecho también al arzobispo metropo¬ 
litano, el cardenal Borbón, que también se hallaba en aquella ciudad (115). Ello es 
buena prueba del concepto que a todos merecía el primado de España y arzobispo 
de Sevilla. Tanto a los canónigos que le excluyeron de la consulta dirigida a los 
obispos de Calahorra, Albarracín, Sigüenza, Plasencia y San Marcos de León, que 
eran los que estaban en Cádiz (116), como a los mismos obispos que, al reunirse 
con el nuncio, ni pensaron en convocar al cardenal Borbón (117). 

Tras la narración de los hechos la comisión opina que Cano Manuel no infringió 
la Constitución con sus medidas contra el vicario capitular y los canónigos, aunque, 
en un rasgo de benignidad, recomienda que de sus temporalidades se les dé la 
parte necesaria para que puedan subsistir (118). 

Gordoa, Feliú y Morales Gallego —debemos señalar que Feliú era un liberal 
notorio, Morales, que había iniciado su diputación con los tradicionalistas a estas 
alturas, ya estaba de corazón con los liberales, aunque no fuera de los exaltados 
y solo Gordoa podía ser tenido por tradicionalista, si bien en las Cortes ordinarias 
se inclinaría a posiciones más liberales—, suscribieron dictamen separado, pues 
opinaban que hubo infracción constitucional por parte del ministro (119). De esta 
opinión debemos retener la absoluta conformidad de los obispos consultados, dos 
de los cuales eran miembros de las Cortes, con la representación del cabildo (120), 
que también nos consta por el testimonio de Vélez, en cuyo convento se celebró 
la reunión de los prelados (121). 

El 11 de mayo pronunció Terrero un magnífico discurso (122) en defensa del 
cabildo, por el que nos enteramos que el Consejo de Estado, a quien se había 
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pedido consulta, se pronunció en contra de la formación de causa a los canóni¬ 
gos (123). 

Las palabras del cura de Algeciras son una auténtica requisitoria contra Cano 
Manuel, que lo mismo servía a una Regencia conservadora qué a una liberal. Según 
él estamos ante «un rasgo el más despótico y tiránico que se ha visto y oído en 
estos últimos tiempos, digno de ponerse al lado de los más enormes del detestable 
Godoy. Porque ha querido un Secretario de Estado, sin más antecedentes que 
quererlo, procesar a un ciudadano honrado, a un eclesiástico, a un juez ordinario 
y primera autoridad de la Iglesia en su obispado». «Si a un Secretario del Des¬ 
pacho se le antoja decir que sus circunstancias los hacen reos, reos serán, juzgados 
serán, y acaso condenados, aunque sus acciones las conceda y permita la ley». 
«Circunstancias que autorizarían a un Secretario para convertirse en visir y acabar 
con un golpe de indefinidas circunstancias con la seguridad individual y con la pro¬ 
piedad sagrada» (124). «¿Quién ha hecho juez de las intenciones al Secretario de 
Gracia y Justicia?» (125). 

Contestó Argüelles (126) con un largo y también durísimo discurso sosteniendo 
la culpabilidad de los canónigos en el que la conspiración contra las Cortes es la 
referencia constante. El diputado asturiano creía, o al menos eso decía, que con 
la severidad que preconizaba, de la que la remodelación de la anterior Regencia 
era una primera y necesarísima medida, se podría evitar «una guerra teológico- 
civil espantosa. Una reacción sangrienta» (127). Eso era precisamente lo que los 
liberales estaban preparando. Y lo que desgraciadamente se produjo e inundó de 
sangre a España por más de un siglo. ¡ 

Desde su parcialidad llega a afirmar: «Yo no tengo idea de que haya podido 
concebirse ni ejecutarse en ninguna época proyecto más sedicioso, más tumultuoso, 
ni más subversivo» (128). Con lo que los canónigos quedarían asombrados de la 
trascendencia de su iniciativa, pues jamás soñaron que pudiera tener esa importan¬ 
cia ni merecer esos calificativos. Y además es evidente, y también lo era entonces, 
que no la tenía. 

Si algo hay que reprochar a Cano Manuel es su «lenidad» (129). Y tampoco 
deben pasar desapercibidas estas palabras dirigidas al nuncio: «Se buscaba el apoyo 
de un prelado extranjero que diese peso a la atroz empresa con el carácter público 
del que se le supone revestido, sin hacerse cargo de que su permanencia en el 
reino es debida, no a la legitimidad ni autoridad alguna que tenga para ello en la 
situación en que se halla hoy constituido el Soberano a quien antes de ahora ha 
representado, sino a la tolerancia y generosidad de la nación» (130). 
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No podemos reproducir íntegramente tan extensa diatriba, con no disimuladas 
amenazas a los bienes de la Iglesia (131), por lo que remitimos al lector que desee 
más precisiones al texto del Diario . Mas lo juzgamos uno de los discursos capi¬ 
tales para entender la actitud del liberalismo y la posterior historia de España. 

Al día siguiente, 12 de mayo, el Secretario de Gracia y Justicia Antonio Cano 
Manuel intenta justificar, también en larguísimo discurso que prácticamente ocupó 
toda la sesión (132), su conducta con el cabildo. Tiene el interés de ofrecer, si 
bien desde su perspectiva, una detallada relación de los sucesos. Constan por él 
las gestiones del nuncio contra la lectura del decreto, con lo que ya no era sólo 
la Iglesia de España la que se oponía a aquella medida, sino también el represen¬ 
tante del Santo Padre prisionero (133), del que se denuncian «oficiosidades y 
ocultos manejos» (134). Nos parece del mayor interés la nota que el nuncio pasó 
a la Regencia reclamando tanto contra la abolición del Santo Oficio como de la 
lectura del decreto en las misas (135). 

En el discurso de Cano Manuel ha cambiado el enemigo. Ahora lo es el nuncio 
apostólico. Del que se pide lisa y llanamente la expulsión. «La continuación 
del M. Rdo. Nuncio de Su Santidad con el carácter de tal cerca del Gobierno 
español, sería un obstáculo insuperable para la tranquilidad de esta nación tan 
religiosa como leal. Hasta aquí las razones de conveniencia política que exigían 
su cesación, y se oponían, por otra parte, a ello, presentaban un problema político 
bien difícil de resolver. Los nuevos acontecimientos que anuncian la comunicación 
de Su Santidad con el enemigo de la nación española, han obligado a S. A. a llamar 
la atención de S. M. para que tome en consideración este negocio, que, una vez 
descuidado por imprevisión o demasiada buena fe, podía precipitarnos en una divi¬ 
sión religiosa, y obligarnos a que la ley de la necesidad hiciese adoptar partidos 
perjudiciales al bien del Estado y de la religión, singularmente en unos tiempos 
en que las opiniones ultramontanas, respecto a las facultades del romano Pontífice, 
tienen todavía bastante influencia» (136). Esto se llama preparar el camino al 
cisma. 

Se entretiene después en referir precedentes históricos que justificarían la me¬ 
dida, aunque subrayando «los sentimientos de respeto y veneración que tengo hacia 
la Silla Apostólica» (137), en una hipócrita declaración que compatibiliza con el 
más exacerbado regalismo y concluye proponiendo la expulsión del nuncio en vein¬ 
ticuatro horas con ocupación de sus temporalidades (138). 

Todo su discurso, en el que da cuenta de otras oposiciones eclesiásticas, es un 
exceso de despotismo y desprecio a la Iglesia. Como la actuación de los canónigos 
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supone «delitos atroces» (139), está justificado desaforar a los culpables, la incau¬ 
tación de sus rentas, el exilio y lo que se quiera. Todo es desmesurado en un 
discurso que consideramos también de lectura imprescindible para conocer el libe¬ 
ralismo de nuestros liberales. 

El 13 de mayo asume Jiménez Guazo la defensa del cabildo con un excelente 
discurso (140). Toreno (141) sostiene la tesis contraria con afirmaciones de la 
más pura ortodoxia: «La Constitución autoriza al rey para suspender de sus em¬ 
pleos y quitárselos a los funcionarios públicos. Pues ahora bien, ¿no son unos 
funcionarios públicos estos señores eclesiásticos?» (142). Desde esa óptica todo 
estaba justificado. 

Tanto Cano Manuel como ahora Toreno despotrican contra la Pastoral de los 
obispos refugiados en Mallorca pero, como trataremos de ella, nos limitamos a 
consignar la irritación de los liberales contra aquel documento. El conde mencionó 
también la agitación de Galicia contra las Cortes (143), ataca al «ingrato nun¬ 
cio» (144) y a algún obispo más, como el de Oviedo, al que tacha de afrance¬ 
sado (145), en esa constante contradicción liberal en la que, como lo que irritaba 
era el obispo, unas veces lo censuraba por huir y otras por quedarse. 

El liberal O’Gavan (146), que confiesa haber sido uno de los que votaron la abo¬ 
lición del Santo Oficio —sería sin duda un lapsus nombrarlo así—, se pronuncia 
ahora en favor del cabildo y critica las proposiciones de Gutiérrez de Terán que, 
gratuitas e inútiles, estaban creando verdaderos problemas nacionales (147). Conclu¬ 
yó su discurso con un verdadero escándalo. Toreno había tachado de afrancesado 
al obispo de Oviedo. Con ese pretexto dijo O’Gavan: «Yo quisiera que todos 
los que componen el Gobierno estuvieran exentos de toda mancha (Aquí gran 
murmullo). ¡Ojalá que el Consejo de Estado... y muchos de los que están aquí 
se vieran exentos de defectos! (Continuó el murmullo). Esto es lo mismo que 
desean los españoles (Aquí hubo mucho murmullo, y repitiendo dijo) y ojalá que 
muchos de los que están aquí se vieran exentos de defectos y no hubieran paseado 
las calles de Madrid con la banda de policía (poniendo la mano sobre el brazo) 
como el señor Secretario de Gracia y Justicia» (148). La acusación no podía ser 
más directa y terrible. El ministro habiendo lucido una condecoración de José 
Bonaparte. Ocasionaría discusiones y hasta procesos que son ajenos a nuestro 
tema. Da, sin embargo, muestra de la tensión que había en el debate. 
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Calatrava (149) cerró las intervenciones de ese día con decidido apoyo a las 
tesis liberales. Quien no quiera obedecer que se vaya de España (150). Y denuncia 
«la superchería de los comisionados» que no habían consultado ni con el cardenal 
Borbón, ni con el obispo de Arequipa ni con el de Jaén. Con este último era 
difícil, pues no se hallaba en Cádiz. Con esos, más los de Canarias y Barbastro (151), 
y con matizaciones el de Mallorca, estaba agotado el cupo de los prelados espa¬ 
ñoles que simpatizaban con el liberalismo. Y del de Canarias dudamos de que se 
hubiera enterado de lo que se estaba ventilando. 

El 14 de mayo vuelve a intervenir Cano Manuel, que reafirmó ideas ya expre¬ 
sadas. Hay que reconocer que una de ellas no carecía de razón: el sometimiento 
pronto y fácil de los canónigos que habían alardeado martirios y lo que viniere (152). 
Pascual (153) defendió al cabildo y se mostró partidario de formar causa al mi¬ 
nistro. En el mismo sentido se declaró Gordoa (154), mientras que Giraldo (155) 
estuvo con los liberales. 

El 15 de mayo García Herreros se pronunció como sus correligionarios (156) 
y habiéndose preguntado si la cuestión estaba suficientemente debatida, resultó 
empate. El 16 de mayo por 84 votos frente a 83 —ciento sesenta y siete dipu¬ 
tados presentes indican la importancia que se daba al asunto—, se decidió con¬ 
tinuar la discusión (157). 

El 17 de mayo, el liberal Feliú, uno de los firmantes del voto particular dis¬ 
crepante de la mayoría, pronunció un confuso discurso (158) en el que dijo que 
si los cabildos catedralicios tenían que morir, naturalmente a manos de la auto¬ 
ridad civil, que muriesen pero en otra ocasión se manifestó a favor de los canónigos 
gaditanos. Volvió a intervenir Cano Manuel (159) y, tras él, habló el obispo de 
Mallorca (160), que tuvo una bochornosa intervención a favor del ministro y 
en contra del sentir unánime de la Iglesia española, Lo que en Argüelles, Calatrava, 
Toreno y García Herreros podía ser legítima opción política, aunque no fuera 
legítima opción católica, en Bernardo Nadal, obispo de Mallorca, era una ver¬ 
güenza. 

Ya su comienzo fue extraño en un obispo: «Me limitaré a examinarlo por 
el lado de la política, mediante que por el otro nada tengo que decir» (161). 
No es que se encarnizara con el cabildo. Eso sería una indignidad que le hubiera 
desacreditado para siempre, pero sus simpatías estaban con el Gobierno y sostuvo 
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sus medidas. En sus equilibrios, bastante desequilibrados, no deja de aportar datos 
interesantes: «¿No pasa en muchas partes por un dogma que las Cortes no quieren 
a Fernando VII ni a los demás de su familia, sino una república?» (162). No que¬ 
rían una república. Pero la monarquía que postulaban es comprensible que a no 
pocos españoles les pareciera tal. 

Cierto que el fuero eclesiástico era una concesión del poder civil. No es nin¬ 
gún dogma de fe ni viene impuesto como precepto religioso. Un Estado católico 
pensaba en aquellos días que los ministros de la religión, por respeto a la misma 
y por los servicios espirituales y aun temporales que prestaban, no debían estar 
sometidos a los tribunales civiles. Era una concesión pero no gratuita, sino moti¬ 
vada. Y no suponía impunidad, sino sólo respeto a la religión. Si los tribunales 
eclesiásticos, que eran los primeros interesados en que ño hubiera sacerdotes o 
religiosos asesinos, estafadores,, violadores..., pensaban que la pena debía ser apli¬ 
cada por la autoridad civil, relajaban a sus reos y los entregaban al Estado. 
¿Que hubo parcialidades y tal vez alguna clamorosa injusticia en tal modo de 
proceder? Es muy posible. Pero no era un obispo quien debía denunciarlas. 
Porque en sus manos, y en las de la Iglesia, estaba el corregirlas. Sobre todo cuando 
el pueblo no las reclamaba. 

Una proposición del obispo contraria a los canónigos fue rechazada por 92 
votos contra 81 (163). Ciento setenta y tres diputados presentes eran una cifra 
elevadísima que sigue dándonos idea del interés del debate. Hubo numerosas in¬ 
tervenciones más (164), de las que solo destacaremos una de García Herreros favo¬ 
rable a la proposición reprobada del obispo de Mallorca (165). Lo que np dice 
mucho en favor del obispo. Al fin el asunto se resolvió en contra de los canónigos. 
Martín Esperanza estuvo incomunicado cuarenta y seis días y en prisión más de 
seis meses (166), y la suerte de los otros canónigos debió ser análoga (167). 
En la calle algunos reclamaron sus cabezas (168). Cuatro canónigos, intimidados 
por el Gobierno, nombraron nuevo vicario capitular, «el cisma estaba introducido 
ya en aquella santa iglesia», si bien no pasó a más porque Martín Esperanza, «por 
evitar los terribles males que se iban a seguir cedió su jurisdicción en el electo 
por tres canónigos nada más» (169). 

Vélez, que nos da una buena versión de todo lo acontecido, desde el campo 
tradicional (170), nos dice que el triunfo liberal se consiguió por una de las arti¬ 
mañas, denunciadas con demasiada frecuencia, de forzar la votación cuando faltaban 
varios diputados tradicionalistas. ¿Fue así? El testimonio del capuchino es contem- 
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poráneo y cuando se publicó su libro vivía la gran mayoría de los diputados que 
estuvieron presentes aquel día en el Congreso, aunque algunos de los más desta¬ 
cados liberales estuvieran en prisión. La presunción de verdad le es favorable. 


Creando obispados 

El 30 de abril de 1813 se presentó un dictamen de la comisión Ultramari¬ 
na (171) por el que se proponía la creación de una nueva diócesis en la capital 
de Nuevo Méjico, Santa Fe, segregando su territorio del de la diócesis de Durango. 

Lera y Cano (172), respondiendo a una intervención de Ramos Arispe (173), 
sienta la verdadera doctrina: «Esta causa canónica no puede dispensarla V. M. ni 
tampoco las providencias prevenidas en los cánones. Enhorabuena que como patro¬ 
no tenga alguna intervención pero no la de dispensar los cánones». 

Insiste Ramos Arispe en que las Cortes pueden hacer lo que quieran (174), 
en lo que le apoya Rus (175). Aparicio Santiz (176) coincide con Lera volviendo 
Rus a insistir en sus argumentos (177) y con razones tan poderosas como las 
siguientes: «una división de terreno (...) nada tiene de espiritual y es puramente 
temporal y no de la jurisdicción de la Iglesia» (178). Larrazábal (179), en nombre 
de la comisión, dio unas explicaciones que hacían más aceptable la propuesta 
dentro del sistema del Patronato, aprobándose al fin la creación del nuevo obis¬ 
pado (180). 


Galicia, baluarte tradicional 


El 12 de mayo de 1813 «se dio cuenta de una representación documentada 
de don Manuel Acuña y Malvar, arcediano dignidad de Salnés, en la Santa Me¬ 
tropolitana Iglesia de Santiago de Galicia, en la cual expone la terrible contradic¬ 
ción que en dicha provincia experimentan la Constitución política de la Monarquía 
española y los decretos de las Cortes de parte de cierta clase de personas, a cuya 
cabeza se halla el muy reverendo arzobispo de aquella santa iglesia, y entre los 
cuales se cuentan el jefe superior de dicha provincia, el intendente, el alcalde pri¬ 
mero de Santiago, etc. Manifiesta la tenaz resistencia que en toda la Galicia se 
observa a dar cumplimiento a los decretos del 22 y 26 de febrero último acerca 
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de la extinción del Tribunal de la Inquisición, etc. Incluye una porción de números 
del Sensato y otros papeles, de alguno de los cuales, dice, es autor el señor dipu¬ 
tado Freire Castrillón, en los que se pintan con los más negros colores las decisiones 
del Congreso soberano, y varios de sus señores individuos, con el malvado fin de 
alucinar a aquel sencillo pueblo y alarmarle contra las Cortes. Hace mención de 
las artes y manejos que precedieron a la elección de diputados a Cortes ordinarias. 
Avisa que el M. Rdo. arzobispo, en un edicto impreso de .fecha 28 de diciembre 
último, se titula Señor de la iglesia, ciudad y arzobispado de Santiago » (181). 

La delación del clérigo liberal Manuel Acuña Malvar (1757-1845), uno de los 
tres hermanos Acuña, sobrinos del que había sido arzobispo de Santiago, Sebastián 
Malvar y Pinto OFM (1783-1795), que debieron al nepotismo de su tío brillan¬ 
tísimas carreras eclesiales, es por si sola tan expresiva que nos excusa de todo 
comentario. Galicia estaba indignada con la obra de las Cortes. Y son tantas las 
referencias a esa actitud, de las que hemos citado algunas, que no podemos dudar 
de su verdad. , 

Propone Acuña a continuación a las Cortes una serie de medidas (182) entre 
las que destacamos el extrañamiento de su arzobispo, el castigo pronto y riguroso 
de «los autores de periódicos serviles, los predicadores degradados, las autoridades 
morosas...», la anulación de las elecciones de Santiago... 

Sobre la actitud de Galicia ante las Cortes puede ser también significativa la 
denuncia que el día 28 de mayo hicieron cuatro diputados gallegos de que, de 
veinticinco representantes que tenía aquel reino en el Congreso, solo asistían a 
sus sesiones nueve (183) y el que en La Coruña apareciera cubierto de inmundicias 
el edicto de abolición de la Inquisición (183 bis). 

El obispo de Oviedo 

El 12 de mayo de 1813 quedaron enteradas las Cortes, por el ya citado dis¬ 
curso de Cano Manuel (184), de que el obispo de Oviedo, Gregorio Hermida y 
Camba (1806-1814) se había opuesto también a la lectura del decreto en las iglesias 
de sus diócesis (185). Lo que le valdrá persecución y ser recluido en un convento. 
Ya tenemos dos obispos, el de Orense y el de Oviedo, impedidos por el Gobierno 
para regir sus diócesis. Pronto serían más. 
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Los religiosos de Santo Domingo 

El 7 de junio de 1813 se presentó un informe de dos comisiones sobre el 
restablecimiento de conventos en Santo Domingo solicitado por varios veci¬ 
nos (186). El dictamen, aunque contrario al restablecimiento, era moderado y se 
basaba en el reducido número de religiosos y en la escasez de sus rentas, propo¬ 
niendo que éstas se aplicasen a establecer el seminario conciliar. 

Los tradicionalistas Alcaina y Jiménez Guazo se inclinaron por la devolución 
de los conventos a sus propietarios. Mosquera y Cabrera, que era diputado por 
Santo Domingo y militaba en las filas tradicionalistas, habló sensatamente del re¬ 
ducido número de religiosos, que no pasaba de ocho o nueve para cinco conventos, 
de sus insuficientes rentas para mantenerlos y se mostró partidario de aplicar aqué¬ 
llas al seminario que debería fundarse. García Herreros sostuvo el dictamen de la 
comisión y el obispo de Ibiza, Blas Beltrán, recién llegado a las Cortes, pues había 
jurado como diputado por Aragón el 30 de mayo (187), aplaudió el establecimiento 
del seminario, aunque se inclinaba por la devolución de los conventos a sus titu¬ 
lares (188). 

Al día siguiente Simón López dijo «que no estaba en las facultades de la 
potestad temporal disponer de unos bienes que no están a su disposición» (189), 
por lo que pide el restablecimiento de los frailes. Mosquera insistió en la impo¬ 
sibilidad material de la vuelta de los religiosos y fue apoyado por Traver, que 
tachó de ultramontano a López. Se aprobó al fin el dictamen de la comisión con¬ 
trario al restablecimiento. 

Prescindiendo del abuso de las Cortes que disponían de lo ajeno como si fuera 
propio, hay que reconocer que fue un debate moderado, salvo algún exceso verbal 
de Traver. El 11 de junio, 18 diputados firman un voto particular contra lo 
decidido (190). Entre ellos estaban dos recién llegados, los aragoneses Lasauca y 
Tiburcio Ortiz, que habían jurado el 9 de mayo y el 7 de abril. 


Recelos ante la influencia del clero 

El 7 de junio la comisión de Constitución presentó un dictamen (191) que 
proponía excluir de las elecciones, tanto en su condición de electores como en la 
posibilidad de ser elegidos, a «aquellos eclesiásticos que ejercen jurisdicción ordi¬ 
naria eclesiástica», es decir, los arzobispos, los obispos y sus provisores, en base 
al artículo 97 de la Constitución, que excluía a los empleados públicos en las 
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provincias donde ejercían sus cargos. Es tan clara la intencionalidad que no precisa ] 

más comentarios. Se había intentado evitar la influencia de los párrocos, ahora i 

le tocaba a los obispos. ] 

La discusión tuvo lugar el 11 de junio. Tras una intervención confusa de 1 

Calatrava, Rodríguez Bahamonde (192) propone ampliarlo incluso a los párrocos. 
Oliveros dice que ahora no se puede modificar la Constitución (193). Porcel (194) 
es partidario de la exclusión. Arguelles (195) sostiene que los obispos son em¬ 
pleados públicos, que es quebrantar la Constitución el que sean diputados y que 
es mucho mayor su influjo en el pueblo que el de un ministro o un juez. Y que 
ya que los párrocos fueron exceptuados de la incompatibilidad no lo deben ser 
los canónigos. Alcalá Galiano, al que no hay que confundir con su sobrino que 
alcanzó mucha más fama que él, pide que nada se modifique (196). 

Borrull (197), ya el 12 de junio, afirma que la exclusión de los obispos es 
contraria a la Constitución, pues no son empleados públicos ni nombrados por el 
rey, sino solo presentados. El obispo de Ibiza (198) defiende la tesis tradicional. 

Muñoz Torrero la liberal (199). Tras lo que se reprobó el dictamen de la comisión 
que quería excluir a los prelados (200). La llegada de numerosos diputados tradi- 
cionalistas comenzaba a hacerse notar. 

La discusión sobre si podrían elegirse caballeros de la Orden de San Juan (201) 
tuvo mucha menos importancia y también fue rechazado el dictamen de la comi¬ 
sión, como solicitaron Sombiela y Creus. Ignoramos la causa de que los liberales 
los quisieran en las Cortes y los tradicionalistas no. 


El clero contra las Cortes 

El 14 de junio de 1813 se enteraron las Cortes de la detención de varios' sacer¬ 
dotes en Mallorca, «entre ellos el deán de Tarragona, don Bartolomé Soler; Fr. Da¬ 
niel de Manzaneda, capuchino de la provincia de Castilla; el prior de los agustinos 
y Fr. Miguel Abrán, del mismo convento; fray Juan Berdoy, dominico y Fr. Anto¬ 
nio Gual, mínimo», presos en la cárcel de la extinguida Inquisición tras «los albo¬ 
rotos ocurridos en aquella ciudad (Palma) el 30 de abril último, en que varios 
revoltosos, movidos por los enemigos de las nuevas instituciones, perseguían ar¬ 
mados de piedras, gritando «¡viva la fe y mueran los herejes traidores!» al regidor 
constitucional don Valentín Terreros y a don Jaime de Fuente, después de haber 
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precedido pasquines contra ellos y contra otros vecinos por ser auroristas (nombre 
con que allí pretenden denigrar a los ciudadanos de buenas ideas y rectos senti¬ 
mientos) y por haber felicitado a las Cortes por la abolición de la Inquisición» (202). 

En el mismo sentido registraron el 15 de junio una exposición de varios vecinos 
de Córdoba reclamando contra las elecciones parroquiales que se habían celebrado 
para las próximas Cortes en la que manifestaban «que por el gran influjo que 
tiene el estado eclesiástico sobre los demás ciudadanos nada se había hecho en las 
citadas elecciones sino lo que habían querido sus individuos», y pedían medidas 
contra ello (203). 

El 20 de junio de 1813, Isidoro de Antillón, uno de los escasísimos liberales 
que últimamente llegaban a las Cortes —juró como diputado por Aragón el 23 de 
mayo de ese año (204)—, en las que sería indiscutida figura de su partido, propone 
que los eclesiásticos no puedan ser elegidos miembros de las diputaciones pro¬ 
vinciales (205). 

La confirmación de los obispos 

Ese mismo día, 20 de junio, las comisiones Eclesiástica y de Justicia presen¬ 
taron su dictamen sobre la confirmación de los obispos mientras durase el cauti¬ 
verio de Pío VII. Suponía la confirmación por los metropolitanos respectivos, con 
el consentimiento de los sufragáneos y el de los arzobispos por el prelado más 
antiguo, también con el acuerdo de sus coprovinciales. 

El obispo prior y Aytés, miembros de las citadas comisiones, presentaron voto 
separado, opinando que debía ser el cardenal primado, de acuerdo con los restantes 
obispos del reino, para que la Iglesia fuese la que determinara qué debía hacerse 
«en materia tan difícil como delicada» (206). 

Pocos días después, el 8 de julio, Antillón proponía ya abiertamente el cisma: 
«la confirmación de los obispos, que habiendo pertenecido desde los siglos medios 
exclusivamente a la curia romana, es ya tiempo de hacerla nacional, confiándola a 
los metropolitanos y obispos coprovinciales, según nuestra antigua disciplina y 
librándonos de un yugo extranjero que amenazaba nuestra independencia y conde¬ 
naba a larga viudez las iglesias de España» (207). 

Un pueblo que no se deja «ilustrar» 

El 25 de junio se enteran las Cortes de una representación del regidor cons¬ 
titucional de Palma de Mallorca, aquel que había sido perseguido por las calles 
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de su ciudad, que no carece de interés. Refiere que, por «haber felicitado a las 
Cortes por la abolición de la Inquisición y ser entusiasta de los soberanos decretos 
del Congreso nacional», fue perseguido, amenazado de muerte y presentado al 
público como «hereje, materialista, judío, francmasón, etc., etc.» (208). 

Se sigue disponiendo de los bienes de la Iglesia 

El 4 de julio de 1813, los ministros de la Gobernación, Hacienda y Guerra 
comparecieron ante las Cortes e hicieron una exposición en la que solicitaban me¬ 
didas ante la gravísima situación de la Hacienda (209). 

Entre otras se proponía: «los prelados eclesiásticos y los cabildos designarán 
las fincas que se hayan de enajenar a beneficio de la nación (...). 

Los diezmos seguirán bajo el mismo sistema y con las mismas cargas que hoy 
se hallan. 

Los bienes pertenecientes a capellanías, a beneficios sin cura de almas y a 
obras pías entrarán en la masa de enajenación. 

La nación se obligará a pagar religiosamente a los actuales poseedores el 6 
por 100 de la suma en que se vendan estos bienes. 

Quedarán sujetos a la enajenación todos los que actualmente se administran 
por el ramo de Hacienda y los de encomiendas. (Se está refiriendo a los bienes de 
los conventos disueltos por los franceses, aunque con un lenguaje hipócrita para 
evitar la alarma del pueblo). 

Lo quedarán igualmente los que, precedido el presupuesto de gastos y rentas 
que presenten los conventos y monasterios que hoy las disfrutan, designen las Dipu¬ 
taciones provinciales y apruebe la Regencia» (210). 

Ante esta nueva apropiación de bienes de la Iglesia, que era una verdadera 
desamortización, propuso Borrull que a la comisión que decidiesen las Cortes 
encomendarle el dictamen se uniera la Eclesiástica, pero se desestimó la propuesta, 
ya que «tratándose de bienes eclesiásticos administrados ya por la nación, ninguna 
analogía tenía el asunto con puntos eclesiásticos» y se acordó que pasase única¬ 
mente a la comisión especial de Hacienda (211). 


La expulsión del nuncio 

El 9 de julio de 1813 se leyó un oficio, fechado en el día anterior, del Secre¬ 
tario del Despacho de Estado, Pedro Labrador, que decía lo siguiente: De orden 
de la Regencia del Reino, remito a V. SS. para las Cortes generales y extraordi- 
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narias 12 eejmplares del manifiesto que ha mandado publicar, con el fin de hacer 
ver las justas y poderosas razones que S. A. ha tenido para extrañar de estos reinos 
y ocupar sus temporalidades al muy Rdo. Nuncio de Su Santidad D. Pedro Gravina, 
arzobispo de Nicea» (212). 

A continuación transcribe el Diario el manifiesto en cuestión (213), acompa¬ 
ñado de la representación que hizo el nuncio a la Regencia el 5 de marzo pasa¬ 
do (214), la carta del nuncio al obispo de Jaén de igual fecha (215), la que tam¬ 
bién escribió ese día a los cabildos de Granada y Málaga (216), el oficio del 
ministro de Gracia y Justicia al nuncio de 23 de abril (217), la respuesta de éste 
de 28 de abril (218), la nota del nuncio al ministro de Estado de la misma 
fecha (219), la contestación de éste del 5 de mayo (220), la respuesta de mon¬ 
señor Gravina a la nota anterior de 9 de mayo (221), otra nota del nuncio que¬ 
jándose al ministro de Estado del de Gracia y Justicia (222), fechada el 14 de 
mayo, la contestación del ministro, del 27 de ese mes (223) y la nota del ministro 
de Estado comunicándole su extrañamiento y la ocupación de sus temporalidades 
con fecha del 7 de julio (224). Lo que Cano Manuel había propuesto poco tiempo 
antes se ejecutaba ahora poniendo en conocimiento de las Cortes el hecho con¬ 
sumado. 

El manifiesto es justificativo y, firmado por el cardenal Borbón, es una nueva 
indignidad en el historial de este prelado. Deja constancia de la firmeza de mon¬ 
señor Gravina en la defensa de los derechos de la Iglesia. Nos parece de singular 
importancia la representación del nuncio a la Regencia en la qiie señalaba «que 
la abolición de la Inquisición puede ser muy perjudicial a la religión y que ofende 
a los derechos y primacía del Romano Pontífice, que la estableció como necesaria 
y muy útil al bien de la Iglesia y de los fieles», que es contrario «al respeto y 
obediencia» al Papa que en las misas se asegure al pueblo «que un tribunal esta¬ 
blecido, continuado, defendido y protegido bajo las más severas penas por los 
Papas de tres siglos, no sólo es inútil, sino perjudicial a la religión misma y 
opuesto a las sabias y justas leyes de un reino católico», que le «es forzoso e 
e indispensable reclamar a su nombre (el del Papa cautivo) una novedad de tanta 
consideración para la Iglesia de España, en que se vulneran los derechos del Su¬ 
premo Pastor de la universal (Iglesia) y Vicario de Jesucristo» y pide que, «hasta 
tanto que en tiempos más felices pueda obtenerse la aprobación o consentimiento 
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del Romano Pontífice, y en su defecto del Concilio nacional», se suspenda la eje¬ 
cución y publicación del decreto (225). 

El oficio de Cano Manuel al nuncio es de suma impertinencia y ya le amenaza 
con la expulsión. Dignísima la contestación del nuncio. Más moderadas que la de 
Cano Manuel, las dos de Labrador y, dentro de lo arbitrario de la medida de la 
expulsión, su nota comunicándosela. 

Al día siguiente, 66 diputados suscribieron voto particular en contra. Eran 
Aparici, Ros, obispo de Ibiza, Liados, López del Pan, Serrés, Lera, Papiol, Borrull, 
Salas, Rodríguez de la Bárcena, Aytés, Ceballos, Andrés, marqués de Tamarit, 
Montoliú, Amat, Nieto, Jerónimo Ruiz, Mendiola, Foncerrada, Pérez, Guereña, 
Garcés, marqués de Villafranca, Ocerín, Ric, marqués de Lazán, Alcaina, obispo 
prior, Mosquera, Villodas, Ramírez, Lorenzo Ruiz, Capmany, Larrazábal, Aparicio 
Santiz, Jáuregui, Vega Sentmenat, Key, Aznares, Sierra, Lasauca, Villela, Salas 
(el otro), Terrero, González, Simón López, Caballero, Cañedo, Rech, Ostolaza, Gar¬ 
cía Leániz, Valcarce y Saavedra, Tiburcio Ortiz, Vera, Llaneras, Inguanzo, Gómez 
Fernández, Montenegro, Silves, Jiménez Guazo, Creus, López Lisperguer, Duazo 
y Gárate. 

Tratándose de votos particulares era una cifra elevadísima que demostraba la 
fuerza creciente de los tradicionalistas en el Congreso, pese a expulsiones, amena¬ 
zas y a la coacción de las tribunas. Los diputados expresaban así su protesta por 
la injuria que se hacía al Papa en la persona de su representante en España. 

A los nombres de los que estuvieron desde el primer momento defendiendo, 
en su incómoda minoría, valientemente sus ideas hay que añadir el de algún liberal 
que no quiso suscribir tamaña demasía. El más significativo de ellos es Capmany, 
que comenzaba a desvincularse de sus antiguos amigos y cuya muerte, cuatro 
meses después, nos impidió conocer hasta dónde hubiera llegado en ese alejamiento. 
También era liberal Jáuregui. 

Y los de los nuevos diputados. La representación aragonesa se hizo notar espe¬ 
cialmente, pues de aquel reino eran el obispo de Ibiza, el marqués de Lazán, her¬ 
mano del glorioso general Palafox, Nicolás María de Sierra, Ignacio Martínez de 
Villela, Andrés Lasauca, José Duazo, Tiburcio Ortiz y Pedro Silves, que habían 
jurado su diputación el 30 de mayo, el 29 de mayo, el 7 de abril, el 1 de febrero, 
el 9 de mayo, el 5 de mayo, el 7 de abril y el 5 de mayo de 1813, respectivamente. 
Son también nuevos en estas lides el cordobés Cevallos (21 de junio de 1813), el 
soriano Ibáñez Ocerín (30 de abril de 1813), el también cordobés Ramírez Cas¬ 
tillejo (30 de diciembre de 1812), el granadino Sebastián González López (20 de 
junio de 1813), el sevillano Rech (4 de abril de 1813), los sorianos García de 
Leániz (29 de abril de 1813) y Moreno Montenegro de Velasco (30 de abril 
de 1813) y el peruano Tadeo Joaquín Gárate (4 de julio de 1813). La balanza 
ya se había equilibrado y aún faltaban diputados por llegar. 

El obispo de Calahorra estaba ya a las puertas de la muerte, por lo que no es 
de extrañar su ausencia. ¿Y el de Mallorca? No lo podemos asegurar, pero es 
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posible que hubiese aprobado la medida tomada por su amigo el cardenal Borbón 
y que por eso no protestara de la expulsión del nuncio. Si fue así nos hallamos 
ante otra indignidad del obispo Nadal. 

Las iglesias, sede de las Cortes 

El 13 de julio el Secretario de Gobernación de la Península comunica a las 
Cortes que el edificio idóneo para que se instalaran en Madrid, según le decía el 
jefe político, era la Iglesia de San Felipe Neri. 

Reclamó Simón López, miembro de la congregación del Oratorio, titular de 
aquella iglesia y calificó el hecho de sacrilegio, invocando en favor de su rechazo 
la Constitución, «que prohíbe al rey tomar la propiedad de ningún español o 
corporación, ni turbarle en el uso o aprovechamiento de lo que les pertenece». 
Le replicó Antillón con desabridas palabras, declarando que su intervención «solo 
probaba la ignorancia de aquél en la historia de España, y aun en la jurisprudencia 
canónica; así que era inútil y ocioso refutar sus argumentos cuando solo se debía 
compadecer al autor» (226). 

Los recursos de fuerza 

Ese mismo día, 13 de julio, se presentó el dictamen de la comisión de Arreglo 
de tribunales sobre los recursos de fuerza (227), verdadera lacra de nuestro rega- 
lismo y que se proponen más expeditos, pues en la Corona de Aragón tenían algu¬ 
nas limitaciones. 


Una victoria tradicional 

Aunque el tema es político lo mencionaremos de pasada por tocar de algún 
modo lo que venimos tratando. El 17 de julio la comisión de Constitución había 
presentado un dictamen contrario a las elecciones de Galicia para las próximas 
Cortes donde habían triunfado de modo arrollador los tradicionalistas (228). Propo¬ 
nía repetir las elecciones donde no se hubiera jurado previamente la Constitución 
y otras medidas en ese sentido. 

El 23 de julio, tras diversas intervenciones, se rechaza por 78 votos contra 
68 el dictamen de la comisión respecto al primero de sus puntos. Era una impor¬ 
tantísima victoria de los tradicionalistas, que superaron ampliamente a sus con¬ 
trarios, empeñados en que no llegaran a las nuevas Cortes una masiva represen¬ 
tación en apoyo de las ideas contrarrevolucionarias. 
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Intentarán aún los liberales, poco acostumbrados a las derrotas, salirse con la 
suya, pero volverá a ser rechazado el dictamen de la comisión sobre las nuevas 
proposiciones de Calatrava el 15 de agosto de 1813 (229). En la discusión resaltaron 
las amenazas de Argüelles a la Iglesia (230). 


¿En Cádiz o en Madrid? 

Aunque también en principio ajeno a lo que nos ocupa, debemos dejar cons¬ 
tancia del interés de los tradicionalistas por abandonar Cádiz y trasladarse a Ma¬ 
drid o incluso disolver las Cortes extraordinarias y el de los liberales por perma¬ 
necer en la ciudad andaluza, para lo que ya no había ninguna razón de peso, salvo 
la presión de los correligionarios de las nuevas ideas sobre los diputados. 

Esa medida, defendida con argumentos insostenibles, estuvo a punto de causar 
la disolución de las Cortes por la epidemia que cayó sobre Cádiz a fines de aquel 
verano. Fue una prueba más de la irresponsabilidad de los liberales, que querían 
a toda costa mantener una superioridad que ya habían perdido en las urnas (231). 


Las temporalidades 

La discusión de la ley sobre los infractores de la Constitución dio lugar al 
diputado tradicionalista Silves (232) a denunciar que, con la ocupación de las 
temporalidades, tan grata a los liberales, se dejaba a los eclesiásticos en' peor 
lugar que a los laicos, estando además prohibida por la Constitución, pues se 
trataba de «una verdadera confiscación disfrazada con otro nombre». 

Proponía por tanto o «suprimirse aquellas palabras: ocupándole además sus 
temporalidades si fuere eclesiástico , o bien subrogarse éstas u otras semejantes: 
y si fuere eclesiástico quedará también destituido de todos los honores, empleos, 
emolumentos y prerrogativas procedentes de la potestad civil y de las rentas y 
pensiones eclesiásticas que poseyere » (233). 

Intervienen Calatrava (234) y García Herreros (235) sosteniendo la tesis más 
contraria a los eclesiásticos y son apoyados por Argüelles (236). Se aprobó al fin 
el artículo pero mandándose a la comisión que ¿recogiera la propuesta de Silves. 
El cambio experimentado en las Cortes era más que notable. Las adiciones que 
proponían los tradicionalistas ya no eran rechazadas por sistema, sino que hasta 
se recogían. 
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La protección a la religión 

El artículo 2.° de la ley sobre la responsabilidad de los infractores de la Cons¬ 
titución establecía que «el que conspirase directamente y de hecho a establecer otra 
religión en las Españas, o a que la nación española deje de profesar la religión 
católica, apostólica, romana, será perseguido como traidor, y sufrirá la pena de 
muerte» (237). 

No era la única pena de muerte que imponía la ley, pues implicaba la misma 
condena capital el conspirar para destruir o alterar el gobierno monárquico esta¬ 
blecido, tanto por carta de más como de menos, ya que la restauración de Fer¬ 
nando VII en sus antiguas prerrogativas llevaba aparejada la misma condena, 
aunque se expresase de un modo disimulado: los que conspiren «a que se con¬ 
funda en una persona o cuerpo las potestades legislativa, ejecutiva y judicial» (238). 
Y también los que impidiesen o conspirasen para impedir la celebración de las 
Cortes, intentaran disolverlas o embarazar sus sesiones o los que pretendieran 
lo mismo respecto a la diputación permanente del Congreso (239). 

Lo que se decía respecto de la religión pareció insuficiente al sevillano Fran¬ 
cisco Basilio Alaja (240), otro tradicionalista recién incorporado, pues juró como 
diputado el 25 de julio de 1813. El conspirar directamente y de hecho en su 
opinión desvirtuaba toda la protección que parecía asegurar el artículo, pues 
directamente «es lo mismo que expresamente, claramente, sin rodeos, sin disfra¬ 
ces» (241). «¿Y quién sin rodeos ni disfraces, sino cara a cara, directamente, se 
atrevería a conspirar contra la religión única del Estado, su principal ley funda¬ 
mental y base de todas las demás bases de la Constitución? ¿Quién estaría tan 
aburrido de su propia existencia que a la vista de magistrados religiosos y del 
piadoso pueblo español tuviese la audacia de acometer a su religión adorada? 
Nadie, seguramente; y si no cíteseme un solo ejemplo de lo pasado para que 
pueda persuadirme de otro semejante para la futuro» (242). Pedía por tanto la 
protección contra los ataques indirectos que eran los que se producirían (243). 

Da después su interpretación de las palabras y de hecho . Según él, la conjun¬ 
ción copulativa da a entender que aún quedarían a cubierto de la pena los que 
conspirasen directamente a establecer otra religión en España con tal que no fuese 
de hecho, sino de palabra o por escrito (244), pues «que la palabra hecho signi¬ 
fique acción, pero no locución (escrita o no escrita) es tan evidente» (245). Con lo 
que habría contradicción no sólo con el artículo 12 de la Constitución, sino también 
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con el l.° de esta misma ley, que condenaba «a cualquier español de cualquier 
clase y condición que sea que de palabra o por escrito tratase de persuadir que 
no debe guardarse en las Españas o en alguna de sus provincias la Constitución 
política de la monarquía en todo o en parte» (246). 

Propone por tanto que el artículo comience del siguiente modo: «El que cons¬ 
pirase directa o indirectamente, de hecho, por palabra o por escrito...» (247). 

El sacerdote andaluz se cargaba con su proposición los logros que había alcan¬ 
zado el liberalismo. Fue Calatrava (248) el primero que le salió al paso tachando 
de «sofisma» su discurso (249) y distinguiendo entre delitos contra la religión y 
contra la Constitución, que es de lo que ahora se está tratando. 

«Solo infringe este artículo, no el que de cualquier modo delinca contra la 
religión, sino únicamente aquel que conspire a que la religión católica no sea la 
religión de los españoles, o a que se introduzca otra en el reino, y éste es cabal¬ 
mente el delito de que trata la comisión. ¿O se trata por ventura que todos los 
delitos contra la religión, grandes o chicos, de ésta o de la otra clase, se castiguen 
como infracciones del artículo 12 de la Constitución?» (250). 

Creemos que en esta ocasión la razón estaba más con Calatrava que con Alaja. 
Se habían arbitrado otros medios, los Tribunales protectores de la religión, para 
oponerse a todos esos ataques que Alaja preveía. Pero como aquellos tribunales 
se habían erigido anticanónicamente, sustituían una institución canónica y suscita¬ 
ban más que fundadas reservas sobre su actuación, que terminaba supeditando la 
Iglesia a la autoridad civil, se comprende que a los diputados tradicionalistas se 
le antojaran huéspedes hasta los dedos. 

Creemos que es aceptable la conclusión de Calatrava: «Concluyo, por último, 
recordando a V. M. que el demasiado celo puede extraviarnos en la presente cues¬ 
tión, si no lo combinamos con los principios que deben dirigir a los legisladores. 
Examínese sin prevención el artículo que la comisión propone, contragámoslo al 12 
de la Constitución, y prescindamos ahora de otros delitos que no son infracción 
de la ley fundamental y que tienen señaladas sus penas respectivas» (251). Hasta 
el tono había cambiado. Ahora era integrador y conciliador. Lástima que ya fuera 
tarde. 

Jiménez Guazo se muestra dispuesto a aceptar el artículo siempre que se 
exprese que quedan vigentes todas las demás leyes protectoras de la religión (252). 
Luján no tiene inconveniente en admitirlo (253). Muñoz Torrero (254) reafirma 
las razones de Calatrava también en tono conciliador. Ibáñez Ocerín, otro de los 
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recién llegados, apoya a Alaja (255). Vuelve a intervenir Calatrava (256), mostrán¬ 
dose dispuesto a aceptar lo que propone Jiménez Guazo. Cevallos pide más acla¬ 
raciones en favor de la religión (257). Que Mejía Lequerica se muestra favorable 
a que se den (258). González López representa las posiciones maximalistas (259). 
Le responde Calatrava siempre en un tono moderado e integrador desconocido 
hasta ahora en él y en sus amigos (260). González Briceño (261), otro nuevo dipu¬ 
tado andaluz llegado al Congreso el 25 de mayo reclama más claridad en el 
artículo. Por último Villanueva (262) apoya la redacción original. Se aprobó el 
artículo al fin con la siguiente adición: «Los demás delitos que se cometan contra 
la religión, serán castigados con las penas prescritas o que se prescribieren por las 
leyes» (263). Y se admitió a discusión la proposición de Alaja de modificar las 
palabras iniciales del texto. 

Estamos, pues, ante una situación nueva en las Cortes. Se tienen en cuenta 
unas proposiciones de los tradicionalistas. Otras se admiten a discusión en vez de 
ser rechazadas por principio como antes ocurría. Aunque no se había completado 
la representación nacional y subsistían numerosos suplentes americanos y aun alguno 
peninsular —aún no se habían incorporado, de los que llegaron efectivamente a 
las Cortes, Castillejo, San Gil, Corona, Chacón, García Santos, La Llave, Juan José 
Montero, Ramón Montero, el obispo de Plasencia, Olavarrieta, Victoriano Sánchez, 
José Teodoro Santos, Trigueros, Valle Salazar y Diego María Nieto a un mes vista 
de la disolución de las Cortes—, había cambiado por completo el contenido y el 
tono de las discusiones. ¿Qué habría ocurrido si el Congreso gaditano hubiese sido 
el verdadero representante de la voluntad nacional desde su primer día? Es fácil 
pronosticarlo. 

Al día siguiente, 19 de agosto de 1813, al tratarse la proposición de Alaja, 
inicia la discusión Arguelles (264) con un violento discurso contra la misma en 
el que no le fue difícil argumentar contra su exageración. Lo concluyó con las 
siguientes palabras: «lá adición no solo es inadmisible, sino que su discusión ofende 
a la ilustración y decoro del Congreso». Tras otras intervenciones se decide que 
no ha lugar a votar la proposición, si bien ignoramos por cuántos votos. Contra 
esta decisión suscribieron voto particular 20 Ó 21 diputados tradicionalistas (265). 
Señalaremos los nombres de los que aún no habían aparecido en estas páginas por 
ser reciente su llegada al Congreso: el sacerdote sevillano Celestino Sánchez 
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(18-7-1813) (266), el también canónigo de aquella ciudad Moreno Garino (23-7- 
1813) (267), el aragonés Ramón Ger (17-7-1813) (268), el regidor de Jerez Fran¬ 
cisco Javier Ocharán (25-7-1813) (269) y el canónigo lectoral de Málaga y dipu¬ 
tado por Sevilla Antonio Calderón (31-7-1813) (270). Decimos que no sabemos 
si fueron 20 ó 21 diputados que expresaron su protesta por no admitirse a dis¬ 
cusión la proposición de Alaja porque aunque el Diario dice Moreno , Garino } con 
lo que pudiera tratarse del soriano Moreno Montenegro de Velasco y del sevillano 
Moreno Garino, ambos tradicionalistas, también pudiera ser una errata la coma 
entre los dos apellidos. 


El Crucifijo, en las Cortes 

El proyecto de reglamento para el gobierno interior de las Cortes establecía 
en su artículo 10 que «sobre la mesa (de las mismas) estarán dos ejemplares de 
la Constitución, otros dos de este reglamento, los Códigos legales y la lista de los 
diputados y de las comisiones» (271). El 23 de agosto de 1813, al discutirse ese 
artículo, Morros «propuso también que se expresase en el artículo 10 que hubiese 
de haber siempre sobre la mesa del salón un Crucifijo» (272). Así se acordó. 
¿Era la omisión olvido involuntario o premeditado? No lo sabemos. Lo cierto es 
que se corrigió inmediatamente y sin ninguna oposición. 

Los regulares notan el cambio 


El 25 de agosto de 1813 se dio cuenta del proyecto que las comisiones de¬ 
signadas habían presentado sobre el restablecimiento y reforma de regulares (273). 
Era un brevísimo dictamen que en su introducción decía: «Las comisiones •, que 
en los beneméritos individuos del estado regular —ya no eran los zánganos, las 
clases inútiles...— desean evitar el estrago de la indigencia y el riesgo de la 
libertad contraria a su vocación, se creen obligados a proponer a las Cortes que 
por ahora, y hasta tanto que se resuelva lo más conveniente sobre el expediente 
general de regulares, se sirvan adoptar la medida interina que se indica en la 
siguiente proposición: 

Mientras llega el caso de que las Cortes acuerden lo conveniente sobre el plan 
general, presentado a las mismas para el restablecimiento y reforma de los con¬ 
ventos y monasterios, dispondrá la Regencia que con arreglo al decreto de 18 de 
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febrero de este año se entreguen a los prelados regulares algunas casas de sus 
respectivos institutos de las que hayan quedado habitables y existan en pobla¬ 
ciones en las que conforme al referido plan puedan restablecerse, a fin de que 
en ellas se recojan desde luego los individuos de su respectiva orden que no 
estuviesen legítimamente empleados por los prelados eclesiásticos o por el Gobier¬ 
no; cuidando éste muy particularmente de que del producto de las fincas, rentas 
u obvenciones de sus comunidades se les acuda con todo lo necesario para su 
decente subsistencia». 

No era la pura restitución que en justicia se les debía pero el cambio era 
muy considerable. El Gobierno, cuando devolviese una casa a los religiosos no 
sería un infractor de la voluntad de las Cortes, como hemos visto que ocurrió. 
Pese a las limitaciones del decreto del 18 de febrero quedaba abierta la puerta 
al restablecimiento de la vida religiosa en España. 

La proposición fue aprobada, pese a los intentos de Argüelles y Mejía Leque- 
rica (274). A continuación Traver, en una de las inconsecuencias que a veces se 
producían en liberales de segunda fila, exigió la responsabilidad de los intendentes 
por el pasado y para el futuro. Se opusieron Antillón y Argüelles, aunque inútil¬ 
mente, pues se aprobó también la proposición de Traver (275). Verdaderamente 
la situación había cambiado y Argüelles y los suyos comenzaban a saber lo que 
era una derrota. Aún creyó Borrull que la medida era insuficiente y formuló voto 
particular (276). 


De nuevo los diezmos 

El 26 de agosto presentó Oliveros una exposición sobre los diezmos (277) des¬ 
tinada a que con su producto se dotara suficientemente a los párrocos. Siendo 
loable su intención no cabe duda de que no era competencia de las Cortes lo que 
se proponía. 

Dos días después, el 28 de agosto, era el asturiano Calello quien proponía otra 
dotación más digna a los párrocos y la abolición de una serie de derechos que se 
cobraban en diversos lugares: parroquiales, de sepultura, de estola, luctuosa, pan 
de froses, tenencia de mano, saca de casa, cenas, ofrendas, etc., y la intervención 
de los fieles en la recaudación e intervención de los diezmos (278). Poco después 
se leería en las Cortes una representación de más de cien labradores gallegos contra 
los derechos de estola (279). 
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La fuga del arzobispo de Santiago 

El 2 de septiembre de 1813, «en atención al carácter de diputado a. las 
próximas Cortes del arzobispo de Santiago, la Regencia participaba por el Secre¬ 
tario de la Gobernación de la Península, que en virtud de las providencias tomadas 
por S. A. para que este prelado hiciese leer y cumplir los soberanos decretos 
relativos a la abolición de la Inquisición, se había fugado de su diócesis, embar¬ 
cándose disfrazado con un familiar para Arcos de Portugal, donde quedaba acom¬ 
pañado del cura de Arosas (sic). Añadía el Secretario del Despacho que la Regencia 
continuaría usando de su autoridad» (280). 

Las proposiciones de Gutiérrez de Terán seguían haciendo estragos en la Iglesia 
de España. Los obispos gallegos, excepto el de Tuy, que también había tenido 
dificultades con el decreto, representaron contra la lectura y el metropolitano, juz¬ 
gando que no podía pasar por ella, abandonó su diócesis después de haber ame¬ 
nazado con la excomunión a quien leyera decreto y manifiesto. El Gobierno prohíbe 
la comunicación con él (281) y ordena se le ocupen sus temporalidades (282). 
La antipatía liberal no coincidía con la de sus fieles que le habían elegido dipu¬ 
tado a Cortes. 

La diputación permanente 

La mayor demostración, del cambio producido en las Cortes nos la da la 
elección de la diputación permanente, importante organismo constitucional en¬ 
cargado de velar por la observancia de la Constitución entre unas Cortes y otras (283). 
De sus siete miembros, dos eran tradicionalistas notorios: Creus y Rodríguez Ol¬ 
medo. Un tercero, Larrazábal, se manifestó también como tal en todo el período 
de las Cortes extraordinarias, si bien en las siguientes evolucionaría hacia posicio¬ 
nes más liberales. Solamente fue elegido un liberal indiscutible: Espiga. Los otros 
tres fueron un antiguo diputado que manifestó siempre bastante independencia, 
por lo que no resulta fácil adscribirle a ninguno de los dos bandos: Mendiola. 
Y dos recién llegados, el marqués de Espeja, que había jurado el 23 de abril de 
1813, y el diputado por Madrid José Teodoro Santos, que acababa de incorpo¬ 
rarse el 22 de agosto. Resultado increíble apenas seis meses antes. 

Todavía los bienes eclesiásticos 

El 7 de septiembre se presentó el plan sobre la consolidación de la deuda 
nacional (284) en el que entraban las temporalidades de los ex jesuítas, las de la 
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Orden de San Juan, «que puede considerarse extinguida de hecho aun antes de 
nuestra gloriosa revolución», las de las cuatro órdenes militares y las de los con¬ 
ventos arruinados que queden suprimidos en la reforma que se haga, todo ello 
«sin perjuicio de las cargas y gravámenes a que dichos bienes estén afectos; y 
quedando a cargo de la nación el cumplir del modo más análogo y compatible con 
el bien general las intenciones de los particulares que hayan donado algunos de 
dichos bienes» (285). También los de obras pías y los de la Inquisición (286). 

Aun dentro de lo que era disponer de lo ajeno la propuesta era moderada y 
en los bienes de los conventos suprimidos se invocaba el Breve pontificio de 10 
de septiembre de 1802. 

La discusión de estos artículos tuvo lugar el 8 de septiembre de 1813, abriendo 
el fuego Ostoloza: «La cosa está clara, y es que las Cortes conmutan las obras 
piadosas a que estaban destinados estos bienes en el fondo del Crédito público; 
en este caso yo digo que las Cortes no están autorizadas para hacerlo» (287). A lo 
que respondió Mejía diciendo que se volvía «a la cantinela de siempre» (288). 

López pronunció después un discurso muy en su línea (289): «Yo entiendo 
que no puede aplicarse este fondo para la extinción de la Deuda pública, porque 
no se puede aplicar para éste ni para ningún otro fin aquel fondo sobre que no 
hay dominio, y la nación no tiene dominio ni señorío sobre estos fondos para 
transferirlos a los acreedores de la Hacienda pública. Los bienes de los conventos 
que están administrados ahora (por no sé qué razón de justicia) por el Gobierno, 
habiéndose impedido a sus dueños que los administrasen, como están autorizados 
para ello por las leyes canónicas, civiles, derecho natural, propiedad y posesión 
inmemorial, no sé con qué autoridad, digo, ni con qué derecho ni justicia se los 
puede despojar de ellos, a menos que esta especie de inspección que ha tomado 
el Gobierno le dé derecho para ello, derogando el que por leyes divinas y humanas 
tienen los religiosos de aquellas propiedades, conforme a la voluntad de los fieles 
que las donaron» (290). 

Disponer de esos bienes de Dios como propios del Estado es para el diputado 
de Murcia un sacrilegio, un atentado contra la Constitución, «que tanto se cita y 
tan poco se guarda» (291) y, sobre todo, contra el séptimo mandamiento de la 
ley de Dios. 

Mejía (292), como miembro de la comisión, dice que la finalidad de estas me¬ 
didas «es el hacer un beneficio a los regulares» y que «el fondo de consolidación 
estaba establecido por una Bula pontificia» (293), si bien todo en un tono muy 
mesurado y respetuoso con López. Dou apoyó también el texto que quedó apro- 
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bado tal y como lo proponía la comisión (294), con voto particular en contra de 
veintitréis diputados tradicionalistas (295) y propuestas favorables a los religiosos 
del obispo de Sigüenza (296), otro recién llegado. 

Aún continuaría esta discusión el 10 de septiembre con un «largo discurso» 
de Alcaina que no reproduce el "Diario (297), defendiendo los derechos de la 
Iglesia al que respondieron Mejía y el tradicionalista Dou (298), sorprendentemente 
alineado con los liberales en este asunto. Intervino después el obispo de Ibiza (299) 
con una disertación conciliadora. Consigue que se introduzca «en este artículo y 
en los demás arreglándose siempre a los sagrados cánones y a las leyes del Esta¬ 
do» (300), acordándose que la comisión recoja la idea del obispo para colocarla 
en el lugar oportuno (301). Quedó al fin así redactada: «con arreglo a los derechos 
de la nación y cánones concordantes» (302). Era una nueva concesión que los 
tradicionalistas arracaban a los liberales. 


Los seminarios bajo inspección 

El 9 de septiembre de Í813 se presentó el proyecto de decreto que establecía 
una Dirección General de Estudios. Su artículo 4.° determinaba que «las cátedras 
de los seminarios conciliares serán provistas por los M. Rdos. Arzobispos y Rdos. 
Obispos, precediendo antes la correspondiente oposición conforme a las reglas 
que se adopten en el plan general, y dándose después noticia a la Dirección de 
Estudios de las personas que hayan nombrado para su inteligencia» (303). f 

El 11 de septiembre Pascual hace cinco proposiciones sobre diezmos (304). 
Fue la última de las cuestiones religiosas planteadas en las Cortes extraordinarias 
que, como ya hemos dicho, en demasiadas ocasiones parecieron más un Concilio 
que un Congreso político. Y para ello no tenían ninguna autoridad. j 
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CAPITULO VI 


LAS CORTES ORDINARIAS 


El 25 de septiembre de 1813 iniciaron sus sesiones las Cortes ordinarias. 
Las anteriores habían cerrado sus sesiones el 14 de ese mes (1), aunque dos días 
después se reabrieron, hasta el 20 de septiembre (2), con motivo de discutirse 
el traslado de las Cortes ante la amenaza de fiebre amarilla que se cernía sobre 
Cádiz. 

Prácticamente hubo solo cuatro días sin Cortes y, contra toda lógica, y además 
contra toda prudencia, volvieron a reunirse en Cádiz, en vez de en Madrid. 

Ello respondió a que los liberales sabían que en la ciudad andaluza podían 
aún controlar el Congreso fundamentalmente por dos motivos: el dominio de las 
tribunas desde las que coartaban la libertad de los diputados tradicionalistas, e 
incluso de la calle, y la ausencia de numerosísimos diputados que se resistían a 
hacer el largo y pesado viaje hasta Cádiz y más con la epidemia haciendo estragos 
en aquella ciudad. 

Esto bastaba para mantener el Congreso reunido en una burla a la voluntad 
nacional muy similar a la que ocurrió en las primeras Cortes, aunque por causas 
distintas. Ya que ahora los suplentes tenían menor peso, pues solo subsistían 
algunos americanos y los de las provincias en las que no se habían podido celebrar 
elecciones todavía por estar en parte ocupadas por el enemigo. Pero los de estas 
provincias peninsulares eran en su mayoría diputados en propiedad —sólo alguno 
era suplente como Zumalacárregui—, que vieron prorrogada su diputación por 
sorteo hasta que llegaran los titulares. 

Ocurrió así en Cataluña, Aragón, Navarra, Valencia y Guipúzcoa y, por otras 
causas, con el diputado por Toro. Fueron de esta clase nueve catalanes, un nava¬ 
rro, once valencianos, un guipuzcoano, ocho aragoneses y el mencionado diputado 
por la ciudad castellana. En total, 31. Si bien uno de los suplentes aragoneses no 
se incorporó al Congreso hasta el traslado de éste a Madrid. 

Si habíamos manifestado las grandes lagunas existentes sobre los diputados 
de las Cortes extraordinarias, los de 1813 y 1814 son en su mayoría unos autén¬ 
ticos desconocidos. El breve período de su mandato legislativo, poco más de siete 
meses, del 25 de septiembre de 1813 al 10 de mayo de 1814, con el intervalo 
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del traslado a la capital, hizo que muchos diputados no se dieran a conocer. Y aun 
hoy no sabemos exactamente ni cuántos fueron. 

Federico Suárez reseña a 251 diputados (3), pero a uno lo cuenta dos veces 
como diputado por Guadalajara y por Extremadura, cuando Ramón López Pelegrín 
lo fue solo por Guadalajara. El error viene arrastrado del Indice de las Actas de 
las Sesiones (4). De varias de los que menciona creemos que quizá no llegaron ni 
a tomar posesión y, por tanto, no pasaron de diputados electos. Abrigamos esa 
sospecha de los americanos Peinado, Franco de la Vega, Pablo González y Tello 
y del gallego Forte. 

De la cifra hay que deducir, si queremos conocer el número de diputados 
que simultáneamente podían concurrir al Congreso, la de los suplentes, pues a la 
llegada de los titulares se retiraron aquéllos. Y la de los fallecidos cuando fueron 
sustituidos por los diputados suplentes. Aunque esta suplencia fuera completa¬ 
mente distinta de la anterior, ya que este diputado había sido legítimamente ele¬ 
gido para estas Cortes aunque precisamente con esta condición. La de sustituir a 
quienes en la legislatura perdieran la condición de diputados. 

La imprudencia tozuda de mantener las Cortes en Cádiz, pese a la epidemia, 
causó la muerte a seis diputados: el andaluz Calvo Rubio, el madrileño Eugenio 
de la Peña, el catalán Capmany, el manchego Jiménez Coronado, el valenciano 
Joaquín Martínez y el americano Mejía Lequerica, fallecidos todos en octubre y 
noviembre de 1813. De las Cortes extraordinarias fallecieron el obispo de Calaho¬ 
rra, Luján, Gómez Fernández, Vega Infanzón, Vera y Pantoja, Guereña, Aróste- 
gui... Una hecatombe que pudo acabar con nuestra clase política. 

En la lista de Suárez faltan, en cambio, diputados que ciertamente lo fueron 
en las ordinarias y alguno de gran relevancia. Hemos advertido la ausencia del 
aragonés Aznar y del americano Ostolaza. 

Las Cortes se instalaron con 108 diputados, cifra impresentable si queremos 
defender su legitimidad como representación de la voluntad nacional. Eran veinte 
andaluces, ocho aragoneses (suplentes), un asturiano, dos de las Baleares, seis cas¬ 
tellanos, ocho catalanes (suplentes), siete extremeños, un solo diputado del reino 
de León y suplen.te, dos de Murcia, un navarro (suplente), nueve valencianos (su¬ 
plentes), uno de Guipúzcoa (suplente) y 42 americanos (suplentes en buen número). 
No había representación de Galicia, de La Mancha, de Canarias, de Alava ni de 
Vizcaya. Y el peso de América era enorme. Con todo lo que suponía, pues sus 
diputados militaban prácticamente todos en el liberalismo. Se comprende el inte¬ 
rés en no salir de Cádiz. 

Nos es imposible saber cuántos diputados fueron eclesiásticos, pues de bastantes 
de ellos sólo conocemos el nombre y la provincia que representaban. Fueron clé¬ 
rigos, por lo menos, los andaluces Diego Carlón si, como suponemos, es el Diego 
Martínez Carlón al que Fernando VII propondrá en 1827 para la diócesis de 
Teruel y que en 1832 pasará a ocupar la sede de Jaén, Francisco Castañedo, 
Diego Henares, Manuel López Cepero, Manuel Márquez Carmona, el obispo de 
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Almería, Mier y Campillo, y Vicente Ramos García. Los aragoneses Castrillón, Juan 
Francisco Martínez Aznar, Palacín y Pascual. El asturiano Ramón de la Cuadra. 
Los castellanos Adurriaga, Cáceres, Cerezo, García Page, Izquierdo, Rengifo, Ribo- 
te, Tosantos, Zorrilla de la Rocha y Zorrilla de Velasco. Los catalanes Ay tés, 
Creus, Dou y Espiga. El extremeño Diez García. Los gallegos Buenaventura Do¬ 
mínguez, Fernández de Castro, Mariño, Fermín Martín Blanco, Roda y Vázquez 
de Parga. Los diputados del reino de León Ceruelo, Rodríguez Rico y Vidal. 
El manchego Dueña y Cisneros. El murciano García Zamora. El obispo de Pam¬ 
plona Arias Teijeiro, que representaba a Navarra. Los valencianos Bernabéu, Colo- 
mer, Falcó, Miralles, Serra y Villanueva. Y los americanos Zufriátegui, Castillo, 
Larrazábal, Couto, Dávila, Fernández Munilla, Foncerrada, Franco de la Vega, si 
llegó a tomar posesión, Gordoa, Antonio Joaquín Pérez, Ramos Arispe, Samartín, 
Andueza, García Coronel, Rodríguez Olmedo y Ostolaza. Por lo menos más de 
sesenta diputados pertenecían al clero. De ellos militaron en el liberalismo Cas¬ 
tañedo, López Cepero, Ramos García, García Page, Espiga, García Zamora, Ber¬ 
nabéu, Falcó, Serra, Villanueva, Zufriátegui, Larrazábal, que en estas Cortes apoyó 
a los liberales, mientras que en las extraordinarias lo había hecho a los tradicio- 
nalistas, Gordoa, que se halló en igual caso, Couto, Fernández Munilla, Ramos 
Arispe y Andueza. En total, 17 clérigos de los 62 citados, de los cuales 10 eran 
europeos y siete americanos. 

Se incorporaron posteriormente en Cádiz o en la Isla dos andaluces, un cana¬ 
rio, siete castellanos, dos catalanes, tres del reino de León, tres manchegos, tres 
murcianos, seis valencianos, un vizcaíno y nueve americanos. En total, 37 diputados 
más que, contando las seis defunciones daban una cifra máxima de 139 diputados. 

Con las reservas que expusimos cuando hablábamos de las Cortes extraordina¬ 
rias haremos ahora una adscripción de los mismos según sus ideologías. 

De los 29 diputados que representaban a Andalucía (once de Sevilla, diez de Gra¬ 
nada, cuatro de Córdoba y tres de Jaén), uno más de los que le correspondían por 
el fallecimiento de Calvo Rubio en octubre, 16 fueron tradicionalistas y de ellos 
seis persas, 11 liberales y dos no dejaron constancia de su ideología. 

A Aragón le correspondían nueve diputados. Tuvo 18, pues al principio hubo 
nueve suplentes que abandonaron la diputación a la llegada de los titulares, de 
ellos 16 fueron tradicionalistas, de los cuales nueve persas, uno liberal y de otro 
carecemos de datos. 

De los cinco diputados que correspondían a Asturias, tres fueron tradicionalistas 
y dos de ellos persas, uno liberal y de otro desconocemos su ideología. 

De los tres que correspondían a Baleares, dos fueron liberales y uno sin 
adscripción. De los dos canarios uno fue liberal y otro sin ideología conocida. 

Cataluña, a la que le correspondían 12 diputados, tuvo 21, pues nueve fueron 
suplentes. De ellos 13 fueron tradicionalistas, dos de los cuales fueron persas, 
siete liberales y uno sin definir. 

A Castilla le correspondían 28 diputados (dos Avila, siete Burgos, cuatro Cuen¬ 
ca, dos Guadalajara, tres Madrid, dos Segovia, tres Soria y cinco Toledo). Tradicio¬ 
nalistas fueron 19 y 16 de ellos persas, ocho liberales y uno sin fácil adscripción. 
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A Extremadura le correspondían seis diputados. Suárez da noticia de ocho, 
pero uno de ellos, López Pelegrín, ya hemos dicho que no puede contabilizarse. 
Aún sigue sobrando uno. La cuestión se resolvería si en vez de extremeño fuese 
gallego Antonio Gayoso, y así lo hace María Cristina Diz-Lois (5). A efectos de 
contabilizar diputados tradicionalistas o liberales es igual que sea de Extremadura 
o de Galicia. Lo tendremos como representante de esta última región, con las sal¬ 
vedades expresadas. Por tanto, de los seis que ahora consideramos diputados extre¬ 
meños, dos fueron tradicionalistas y persas y cuatro liberales. 

De los 16 diputados que corresponderían a Galicia, Suárez da noticia de 14, 
que serían 15 de considerar como tal a Gayoso. No nos consta que Bernardo 
Forte, cuyos poderes se aprobaron el 13 de abril de 1814, llegara a jurar. De ellos 
12 fueron tradicionalistas y 10 persas y a tres, incluido Forte, no los podemos 
calificar. 

Al reino de León le correspondían 13 diputados. Suárez cita 14, cifra correcta, 
pues por un tiempo estuvo en las Cortes como suplente Vázquez Aldana. Tradicio¬ 
nalistas fueron 12 y de ellos siete persas, uno liberal, el suplente antes citado, y 
otro, el diputado por Salamanca Mintegui, unas veces votaba con unos y otras 
con otros, si bien lo tendremos por liberal. 

De los cuatro diputados manchegos tres fueron tradicionalistas y uno murió 
tan pronto que no pudo manifestarse en sentido alguno. 

Liberales fueron los cinco diputados de Murcia. De los cuatro navarros, tres 
titulares y un suplente fueron tradicionalistas los tres propietarios y liberal Es¬ 
cudero. 

A Valencia le correspondían 10 diputados, según nos dice Suárez (6), aunque 
tuvo 12 titulares y 11 suplentes, como él mismo nos reseña (7). Tradicionalistas 
fueron nueve y de ellos cuatro persas, 12 liberales y a dos no estamos en condi¬ 
ciones de adscribirlos. 

De los cuatro diputados que correspondían a las Vascongadas, cinco teniendo 
en cuenta la suplencia de Zumalacárregui, dos fueron tradicionalistas y uno de 
ellos persa, dos liberales y uno de difícil ubicación. 

Tenemos, pues, a 97 diputados tradicionalistas, 50 liberales y 14 sin clasificar. 
De los tradicionalistas 59 firmarían posteriormente el famoso Manifiesto de los 
persas. 

Los americanos fueron 70, de los cuales militaban en el campo tradicionalista 
12 y 10 serían persas, en el liberal 41 y 17 no son fáciles de adscribir. Alguno de 
estos últimos incluso pudo no formar parte del Congreso por no haber jurado 
el cargo. 

Nos encontramos, pues, con unas Cortes que tuvieron 109 diputados tradiciona¬ 
listas, 91 liberales y 31 de difícil calificación, pues no se manifestaron ni en un 
sentido ni en otro. 

(5) Diz-Lois, María Cristina: El manifiesto de 1814, EUNSA, Pamplona, 1967, pág. 125. 

(6) Suárez: Las Cortes..., pág. 141. 

(7) Suárez: Las Cortes..., pág. 152. 
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La resonancia que tuvo el Manifiesto de los persas que firmaron en mayo 
de 1814 69 diputados tradicionalistas ha hecho padecer que esa importante mino¬ 
ría, pero minoría al fin, acudió al rey para pedirle que acabara con la obra de 
las Cortes liberales y con las Cortes mismas, ya que sus ideas no podían triunfar 
de otro modo. Si efectivamente los 69 eran una minoría respecto a los 91 liberales, 
estaban respaldados en el parlamento por 40 diputados más que pensaban como 
ellos, aunque, por los motivos que fuera, uno de ellos la prisa y otro una elemental 
prudencia —pues según la legislación recién aprobada se jugaban la vida—, no 
firmaran el manifiesto. Y hay que hacer notar que tradicionalistas señaladísimos 
como el conde de Vigo, el obispo de Urgel, Dueña y Cisneros, o el de Pamplona, 
Arias Teijeiro, no figuran entre los firmantes. 

Pero esta importante mayoría tradicionalista no existió hasta que las Cortes 
llegaron a Madrid y ello explica que los liberales no quisieran salir de Cádiz, aunque 
ello pudiera costar la vida a todo el Congreso por la fiebre amarilla. 

En Cádiz los tradicionalistas eran sólo 37 europeos y 10 americanos, mientras 
que los liberales eran 50 europeos y 35 americanos. Había que mantener esa situa¬ 
ción a toda costa. Quedándose en Cádiz, aun con la peste, y por otros medios a 
los que nos referiremos. Ninguno de ellos liberal ni democrático. 


Los primeros pasos 

Las nuevas Cortes se parecían muchísimo a las que se habían inaugurado tres 
años antes. También había una gran mayoría liberal artificiosamente lograda. 
Y hasta un gran número de los diputados eran los mismos de las extraordinarias, 
bien como suplentes europeos o bien como americanos. Una de las primeras dis¬ 
posiciones adoptadas fue el intentar oponerse desde la mayoría liberal a las elec¬ 
ciones que habían llevado al Congreso a diputados tradicionalistas, pese a haber 
sido las mismas organizadas por el Gobierno y ser éste absolutamente afín a 
los liberales. 

Ya en la primera sesión de las Cortes (1 de octubre de 1813) se anularon las 
elecciones de Guipúzcoa para evitar la llegada de Larrumbide al Congreso, con 
lo que se mataban dos pájaros de un tiro. Que no llegara el tradicionalista y que 
el suplente Zumalacárregui tuviera que dejar su puesto. 

Al haber perdido Argüelles su condición de diputado, la figura más destacada 
del liberalismo era el suplente por Aragón, Isidoro de Antillón, que tendría 
que abandonar el Congreso cuando llegasen los diputados de su provincia. Los nue¬ 
vos diputados liberales eran figuras de escaso prestigio, aunque alguno, como Mar¬ 
tínez de la Rosa, lo alcanzaría después. Mejía Lequerica y Capmany, también su¬ 
plentes, fallecerían enseguida. Apenas quedaba Villanueva, que tenía asimismo la 
espada de Damocles de la suplencia sobre su cabeza. Era, pues, muy importante 
asegurar la presencia de Zumalacárregui. 

En la misma línea, y el mismo día, se acordó demorar la aprobación de los 
poderes de otro diputado tradicionalista, el representante de Salamanca Jerónimo 
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Antonio Diez, por un mínimo defecto formal. Fue Antillón quien llevó la voz 
cantante en este asunto (8). 

También el día 1 se aprobó «con aplauso y por unanimidad: Que en todos 
los pueblos de la nación se cante un solemne Te Deum en acción de gracias 
por la instalación de las Cortes ordinarias, y haya rogativas públicas por tres días, 
implorando el auxilio divino para el acierto del Congreso» (9). 

Todavía ese día el diputado liberal por Cuenca, Antonio Cuartero, que no 
debía estar al tanto de lo que querían sus correligionarios, pidió el traslado de 
las Cortes a Madrid (10). 


La protesta del nuncio 

El 2 de octubre de 1813 el Secretario del Despacho de Estado leyó la pre¬ 
ceptiva Memoria (11) de su ministerio, con una referencia expresa a la expulsión 
del nuncio y a la protesta que éste hizo nada más pisar suelo portugués, «lo cual 
acabó de hacer odiosas a los ojos del clero y pueblo español aquellas pedantescas 
Cortes, tan tiránicas, impertinentes y arbitrarias como el antiguo Consejo de Cas¬ 
tilla» (12), si no lo eran todavía más. 

Esto era lo que decía el Secretario de Estado: «Las Cortes y la nación entera 
se hallan informadas de las justas y poderosas «razones que obligaron a la Regencia 
a extrañar de estos reinos al M. Rdo. Nuncio de Su Santidad y a proceder a la 
ocupación de sus temporalidades. Vióse forzada la Regencia a tomar esta provi¬ 
dencia, como ya lo dijo en sus manifiestos, porque así lo exigía el interés general 
del Estado, y está muy convencida de que el mismo Santo Padre lo aplaudirá 
luego que se halle informado de la verdad de los hechos, y nombrará un Nuncio 
para estos reinos que tenga toda la prudencia y discreción necesarias para su 
delicado ministerio. Con motivo del extrañamiento del M. Rdo. Nuncio se' han 
tomado por el ministerio de Gracia y Justicia aquellas disposiciones más necesa¬ 
rias para tranquilidad de las conciencias de los fieles en la parte espiritual, con 
arreglo a la disciplina y cánones de la Iglesia. El M. Rdo. Nuncio, que aparenta 
ignorarlos, porque así conviene para sostener sus pretendidas facultades, ha enviado 
por el conducto de la Secretaría de Estado un largo escrito desde Tavira, en donde 
ha fijado su residencia como el punto más inmediato' para estar pronto, según dice, 
a socorrer las necesidades espirituales de estos dominios y estar en comunicación 
(limitada siempre a materias rigurosamente espirituales) con los ministros supe¬ 
riores e inferiores de las iglesias de España. 

Redúcese el escrito a protestar en nombre de Su Santidad contra su extraña¬ 
miento, contra las resoluciones que el señor cardenal de Scala pueda tomar como 


(8) ASL013, pág. 11. 

(9) ASL013, pág. 11. 

(10) ASL013, pág. 12. 

(11) ASL013, págs. 15-20. 

(12) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 839. 
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visitador apostólico sobre los regulares, contra toda determinación relativa a las 
confirmaciones de obispos, bienes y rentas eclesiásticas, nombramiento del actúal 
gobernador de este obispado; y finalmente contra todo cuanto se haga por el 
Gobierno y no sea conforme a la actual disciplina de la Iglesia. 

Tal es, en suma, el escrito del M. Rdo. Nuncio, que la Regencia ha tomado 
en la debida consideración, y comunicará a las Cortes las providencias que acuerde 
en lo sucesivo» (13). 

Al sarcasmo del aplauso del Papa a la expulsión del nuncio hay que añadir el 
de la tranquilidad de las conciencias con las medidas tomadas por Gracia y Jus¬ 
ticia sobre cuestiones espirituales. La protesta del nuncio colocaba a la Iglesia 
española en una difícil situación, pues si obedecía al Gobierno se adentraba por 
las vías del cisma, y si le desobedecía, se arriesgaba a la persecución. Y enfrentaba 
al Gobierno con la conciencia católica por si aún le cupieran a alguno dudas sobre 
tal enfrentamiento. La expresa advertencia al cardenal Borbón indica la escasísima 
confianza que merecía al arzobispo de Nicea, Pietro Gravina. 


La Memoria de Cano Manuel 

Es sumamente interesante la Memoria (14) presentada por el ministro de Gra¬ 
cia y Justicia, que lo era desde el 23 de junio de 1812, Antonio Cano Manuel. 

«La protección de la religión y la pronta y cumplida administración de la 
justicia en toda la Monarquía son los dos grandes objetos que la son peculia¬ 
res» (15) a su ministerio. Respecto a su primer aspecto, «la elección de sujetos 
para obispados, prebendas y beneficios eclesiásticos, los asuntos todos de Real pa¬ 
tronato, los de policía superior eclesiástica y establecimiento de regulares, se diri¬ 
gen inmediatamente a proteger la religión, ya escogiendo las personas más a pro¬ 
pósito para que con su doctrina y ejemplo puedan conservarla, y ya manteniendo 
por la alta protección que es inherente a las regalías de la potestad temporal en 
un reino católico las instituciones bajo cuya exacta observancia puede prosperar la 
religión» (16). 

No es necesario imaginar la prosperidad de la religión protegida por tal mi¬ 
nistro, pues ya tenemos de ello suficiente constancia. El mismo se encargará de 
suministrarnos más pruebas, ya que casi toda su Memoria viene dedicada a cuestio¬ 
nes religiosas. 



(13) ASL013, pág. 16. 

(14) ASL013, págs. 31-39. 

(15) ASL013, pág. 31. 

(16) ASL013, pág. 31. 
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religiosos 

La abolición de las órdenes religiosas produjo, según el ministro, no sólo los 
niales propios de la desaparición de los conventos, sino que, además, perturbó 
notablemente a aquellos que estaban en la zona libre que se encontraron con sus 
superiores en país enemigo, no pudieron celebrar sus capítulos, etc. (17). Lo que 
ocasionó disensiones internas que «era de temer que degenerase en puramente 
democrático el gobierno de los claustros» (18). Menos mal que las facultades 
delegadas por el Papa en el cardenal Borbón —más que discutibles y bastante 
discutidas, no hay más que recordar la advertencia que acababa de hacer el nuncio-— 
permitían resolver todos esos asuntos, si bien «su aplicación no ha producido 
los resultados favorables que debían esperarse, porque algunos de los interesados 
no se han aquietado con unas determinaciones que, sobre tener un apoyo tan 
recomendable, parece que las hacían forzosas las difíciles circunstancias en que 
se tomaron» (19). 

Justificaba el decreto del 17 de junio de 1812 y la instrucción del 21 de agosto 
de ese mismo año estableciendo la intervención de los conventos, pues no cabía 
«suponer miras siniestras tanto en las Cortes como en el Gobierno» (20), sino 
solo el mayor interés por los religiosos. 

El restablecimiento que con limitaciones habían determinado las Cortes, y al 
que ya nos hemos referido, no podía ser ignorado por el ministro, pero da la im¬ 
presión de que todas las medidas que adoptó para «cumplir exactamente lo resuel¬ 
to» (21), a lo único que llevaban era a demorarlo. 


Nombramientos eclesiásticos 

Los nombramientos eclesiásticos hechos por la autoridad legítima de la Iglesia 
bajo el Gobierno intruso planteaban un grave problema, tanto si se mantenían 
como si se rechazaban. Además, algunos se proveyeron en religiosos secularizados 
de hecho, aunque no de derecho, lo que contribuía a complicar la situación. 
Muchos de los nombrados no eran, por otra parte, afrancesados. Y no pocos sacer¬ 
dotes patriotas se habían negado a presentarse a aquellos concursos por conside¬ 
rarlo una muestra de sumisión al enemigo y ahora reclamaban sus derechos. Sobre 
todo ello se extiende con bastante detenimiento la Memoria (22). 


(17) ASL013, pág. 34. 

08) ASL013, pág. 35. 

(19) ASL013, pág. 35. 

(20) ASL013, pág. 35. 

(21) ASL013, pág. 35. 

(22) ASL013, págs. 35-36. 
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El obispo de Orense: entredichos y excomuniones 

Quevedo y Quintano, al que ya hemos visto exilado en Portugal, desde una 
parroquia de su diócesis que estaba en aquel reino, prohibió a su cabildo y al 
gobernador eclesiástico que leyeran en las misas el decreto sobre la Inquisición, 
«expidiendo varias circulares y edictos manuscritos que se han fijado en las puertas 
de las iglesias de Orense, y aun en las de las sacristías, por las cuales ha llegado 
hasta el extremo de poner en entredicho en los templos donde ya se había publi¬ 
cado y la pena de excomunión mayor. 

La Regencia, deseando evitar los males que eran consiguientes a unas medidas 
tan violentas e injustas, ha expedido las órdenes más terminantes para impedir toda 
comunicación con este prelado, puesto que estando privado del goce de los derechos 
de ciudadano español, no debe permitírsele el ejercicio de la jurisdicción. De otra 
suerte se autorizaría la desobediencia a lo resuelto por las Cortes, y el Gobierno 
mismo sería culpable de la división que forzosamente había de nacer entre los 
eclesiásticos y aun entre los fieles en materia tan delicada. Por desgracia se em¬ 
pezaron a sentir sus efectos, porque en muchas iglesias no se celebró el santo 
sacrificio de la misa, habiéndolas abandonado diferentes curas párrocos, por cuya 
ausencia no sólo no se han publicado los decretos, sino que ha habido caso de 
estar sin enterrar un cadáver cuatro días. 

Además de las órdenes que se han expedido para prohibir la comunicación 
con dicho prelado, se han tomado otras providencias que exigía la circunstancia 
de hallarse en un reino extraño, cuyo resultado se espera, no dudando S. A. que 
contribuirán a asegurar más y más el sosiego público y a tranquilizar las con¬ 
ciencias de los eclesiásticos y de los fieles. A este propósito ha mandado igual¬ 
mente S. A. al gobernador del obispado de Orense que además de anunciarse como 
el único que ha de ejercer la jurisdicción en él, estreche a todos sus súbditos al 
cumplimiento de los decretos, procediendo contra los que rehúsen su ejecución. 

Verdad es, Señor, que desde la publicación del decreto de extrañamiento del 
Rdo. obispo don Pedro Quevedo nadie ha debido obedecer sus órdenes; pero la 
consideración de que el cabildo lo ha ejecutado puede en cierta manera excusar 
a los curas párrocos por la conducta que han observado en vista del tenaz empeño 
con que su antiguo prelado (parece que Cano Manuel no sólo le impide el ejer¬ 
cicio de su jurisdicción, sino que hasta lo destituye) ha usado de la autoridad 
eclesiástica, imponiendo las mayores penas que reconoce la Iglesia, como son las 
de excomulgar a los que no se prestasen a obedecer. Esto no quita que con mayor 
instrucción y conocimiento se reservase S. A. hacer aquellas demostraciones que 
le parezcan proporcionadas contra los que resulten verdaderamente culpables. Pero 
en el ínterin que esto se verifica, ha creído, siguiendo el dictamen del Consejo 
de Estado, que lo que importa era evitar los progresos de una división, resta¬ 
blecer el orden y calmar las inquietudes de todos aquellos a quienes ha compro¬ 
metido el empeño obstinado de aquel prelado de continuar en el ejercicio de sus 
funciones y de continuar bajo la salvaguardia que a su parecer le ofrece el hallarse 
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en un reino extranjero, como si no se hubiese expedido decreto alguno por el 
Congreso relativamente a su persona» (23). 

Al gobernador eclesiástico de Orense no se le pudo intimar en un principio 
que obedeciese al Gobierno bajo pena de extrañamiento y ocupación de tempo¬ 
ralidades porque no fue hallado, pero después se presentó y se avino a las pater¬ 
nales disposiciones del ejecutivo, al igual que hizo el gobernador de Lugo, sede 
que se hallaba vacante por la muerte en 1811 de su obispo Felipe Peláez Caunedo. 

Galicia seguía en abierta guerra contra las Cortes y podemos suponer la tran¬ 
quilidad que en las conciencias de aquellas gentes producirían las medidas del 
Gobierno. Las iglesias cerradas, los párrocos huidos, los obispos en el exilio, los 
cadáveres sin enterrar, los sacerdotes aterrados entre el miedo a la excomunión 
y el miedo a la cárcel o el exilio... 

El obispo de Tuy 

De la Memoria del ministro parece deducirse que todos los obispos gallegos 
menos el de Tuy representaron contra la lectura del decreto: «aquel prelado (el de 
Santiago), en unión con los demás de Galicia, a excepción del de Tuy» (24). 
La noticia es confusa, puesto que el de Orense estaba en el exilio, aunque desde 
él pudo unirse a sus hermanos, y Lugo era sede vacante. Por lo que no sabemos 
si representaron solo Múzquiz y Aguiar, obispo de Mondoñedo, si también Que- 
vedo, o los dos primeros y los gobernadores eclesiásticos de Lugo y Orense. 

Lo que parece cierto es que el de Tuy no lo hizo y de ello pudiera deducirse 
su conformidad, sobre todo si tenemos en cuenta su ambigua conducta durante 
el Trienio y que había sido uno de los obispos dispensantes del decreto cismático 
de Urquijo. 

Había representado en favor de la Inquisición (26) y consta su retraso en apan¬ 
dar la lectura del decreto y las amenazas recibidas (26), aunque después cumpliera 
lo mandado, si bien con poco entusiasmo (27). Lo cierto es que ahora se separó 
de sus compañeros con los que hasta entonces venía actuando conjuntamente (28). 

El arzobispo de Santiago: más excomuniones 

Hemos relatado ya la oposición de Múzquiz a la lectura del decreto y su 
ulterior fuga a Portugal. Cano Manuel nos da más noticias de la actitud de aquel 
arzobispo que fue, después de Quevedo, el más decidido opositor a las Cortes y 

(23) ASL013, pág. 37. 

(24) ASL013, pág. 38. 

(25) Alvarado: Op. cit., II, pág. 453. 

(26) Villanueva: Mi viaje..., pág. 424; DS, pág. 5231. 

(27) DS, págs. 6005-6006. 

(28) Representación dirigida a las Cortes por el M. R. Arzobispo de Santiago y reverendos 
obispos de Lugo, Mondoñedo, Tuy y Santander, fechada en Oporto el 6 de enero de 1811, 
defendiendo las Cortes estamentales Cfr. Artola: Estudio..., XXXIII. 
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que no sólo «escribió a un párroco de La Coruña amenazándole con la pena de 
excomunión si hacía leer el decreto», como dice Martí Gilabert (29), sino, además, 
le mandó «que circulase a los demás la propia orden» (30). La Regencia, natu¬ 
ralmente, prohibió la comunicación con el prelado (31). 


El obispo de Astorga 

Ya nos hemos referido a la oposición del obispo de Oviedo, que fue también 
desterrado y recluido. Pero, «¡ojalá fueran solo ellos los que hubieran puesto al 
Gobierno en el sensible compromiso de usar de su autoridad!» (32). 

También el de Astorga, Manuel Vicente Martínez Jiménez, «ha eludido con 
su ocultación la entrega de la penúltima orden que se le entregó, ignorándose 
su paradero, según los avisos del jefe político de Galicia, a quien ya se le tenía 
prevenido que se entendiese con el gobernador del obispado si le hubiere. Se ha 
sabido posteriormente por oficio del mismo obispo del 15 de este mes, que se 
hallaba en la ciudad de Braganza, reino de Portugal, a donde dice se ha extrañado 
voluntariamente por no poder sin perjuicio de su conciencia publicar el decreto 
y manifiesto de la abolición de la Inquisición; añadiendo, no obstante, que siéndo¬ 
le muy doloroso verse separado de su rebaño y deportado de su patria, esperaba 
se le dijera si era la voluntad de S. A. que permaneciese allí o que se restituyese 
a su obispado» (33). 

Sobre esta exposición del obispo trataron las Cortes al día siguiente, 3 de 
octubre, y Martínez de la Rosa, «después de un breve discurso dirigido a hacer 
ver cuántos males causaba siempre, y mas en las actuales circunstancias, el sistema 
de impunidad y blandura, fijó la proposición siguiente, que por primera vez fue 
leída: Que siempre que ocurra que un ciudadano no español, desobedeciendo los 
soberanos decretos, se extrañe voluntariamente del reino, no vuelva el Gobierno 
a dar cuenta a las Cortes de semejantes ocurrencias sin avisar al mismo tiempo 
haber decretado el extrañamiento del individuo inobediente» (34). El día 4 se 
admitió su propuesta a discusión (35). 

El 16 de octubre de 1813 se leyó el dictamen de la comisión de poderes com¬ 
puesta por cuatro notorios liberales —Canga Argüelles, Gutiérrez de la Huerta, 
Tacón y Eugenio de la Peña— y por un diputado que no podemos adscribir 
a ningún partido, pues no se manifestó en sentido alguno, el cubano Gonzalo He¬ 
rrera (36), exponiendo las dudas sobre si el obispo de Astorga podía ser diputado, 


(29) Martí: La abolición..., pág. 296. 

(30) ASL013, pág. 38. 

(31) ASL013, pág. 38. 

(32) ASL013, pág. 38. 

(33) ASL013, pág. 38. 

(34) ASL013, pág. 50. 

(35) ASL013, pág. 77. 

(36) ASL013, pág. 9. 
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tal y como había sido elegido por León (37). Como se aprobara la citada propo¬ 
sición de Martínez de la Rosa (38), las Cortes acuerdan el 21 de octubre que 
se llame en su lugar al diputado suplente (39). Otro diputado tradicionalista que 
es rechazado por el Congreso, y el segundo obispo. Si bien el que acudió en su 
lugar, Pedro Vidal, Deán de la catedral de Astorga, era de las mismas ideas que 
su prelado. 

El obispo de Santander 

Por los mismos motivos huyó también a Portugal el obispo de Santander, 
Menéndez de Luarca, «de resultas de haberse negado a publicar los decretos y 
manifiesto relativos a la abolición de la Inquisición» (40). 

España se estaba quedando sin obispos. El nuncio y cuatro de ellos se encon¬ 
traban en el exilio portugués, uno recluido y los demás, salvo escasísimas excep¬ 
ciones, indignados. Y todo por unas proposiciones verdaderamente irritantes de 
Gutiérrez de Terán que no tenían importancia alguna para el fondo del pensa¬ 
miento liberal y que las Cortes se empecinaban en sostener, costara lo que costara. 
Todo ello presidido por un cardenal verdaderamente indigno que no tenía el 
menor escrúpulo en perseguir a sus hermanos más que por sus propias ideas, 
que es dudoso que tuviera alguna, por ser bienquisto del partido liberal y de los 
clérigos jansenizantes que le rodeaban. 


Diputados con menos derechos 

En la noche del 6 de octubre, y con motivo de la elección de diputados para 
componer el tribunal de las Cortes, propuso el liberal Norzagaray que los ecle¬ 
siásticos no pudieran formar parte del mismo, en lo que le apoyaron sus corre¬ 
ligionarios López Cepero y Antillón. Se opusieron los tradicionalistas Ostolaza y 
Rengifo, que en esta ocasión contaron con el apoyo del liberal Mejía, que «dijo 
que en el Congreso los diputados, de cualquiera clase y condición que fuesen, 
no eran más que diputados, y que todos indistintamente podían desempeñar todas 
las funciones de su alto ministerio» (41). No se aceptó la propuesta. 


Se propone un plan de estudios 


El 9 de octubre de 1813, el clérigo liberal Nicolás García Page, diputado por 
Cuenca, presenta cinco proposiciones. Exige se prepare un plan uniforme de Ins¬ 
trucción pública, que hasta que se establezca rija el que en su día preparó el 


(37) ASL013, pág. 122. 

(38) ASL013, pág. 122. 

(39) ASL013, pág. 139. 

(40) ASL014, pág. 268. 

(41) ASLQ13, pág. 91. 
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marqués Caballero, dicho plan será extensivo a los seminarios y a los estudios 
de los religiosos, que deberán dar cuenta al Gobierno de su puesta en ejecución, 
además se publicará un catecismo nacional, que deberán aprobar seis obispos y 
por último se establecerá en todos los pueblos una «Junta de censura, corrección 
y costumbres» de dependencia civil (42). El 11 de octubre se admitieron a dis¬ 
cusión las cuatro primeros proposiciones, rechazándose la relativa a la Junta de 
censura y se acordó pasara todo a la comisión de Instrucción pública (43). 

Una intromisión más del Estado en las competencias de la Iglesia, indicán¬ 
dole cuál debe ser el sistema de enseñanza de las instituciones que ella sostiene 
para la formación de sus miembros. 


Dos frailes que no quieren volver a sus conventos 

El 15 de octubre, estando ya las Cortes en la Isla de León a causa de la 
epidemia que causaba estragos en Cádiz, se leyó una representación de Fr. Joaquín 
Vidal, ex definidor de los franciscanos y de Fr. Bernardo Ortiz, ex prior de los 
dominicos de Zaragoza, reclamando contra la vuelta al claustro que sólo responde 
a «los fines particulares de los que la han solicitado y lá anhelan, que no son 
sino los de los prelados, para tener súbditos que mandar y disponer del dinero 
e intereses de las comunidades; por lo cual, y las razones que expresan, piden se 
deje en libertad a los regulares para volver o no a sus respectivos conventos» (44). 
Fueron apoyados con entusiasmo por Antillón. 


Medidas contra los Hermanos de San Juan de Dios y otros religiosos 

El 16 de octubre de 1813 la comisión correspondiente presentó un dictamen 
bastante contrario a los hermanos de San Juan de Dios que Martínez de la Rosa, 
caracterizado en estas Cortes por su reiteración en proponer severas medidas contra 
sus adversarios ideológicos, se encargó de agravar, proponiendo duras sanciones 
tanto al superior que diese hábitos como al que los recibiera. Los primeros serán 
sin más expulsados del territorio nacional y los segundos incorporados al ejército. 
No habiéndose aprobado la referente a la expulsión de los superiores, propuso 
Villanueva que pasaran a prestar servicios por seis años a un presidio. Y así se 
aprobó. Aún pareció poca sanción a Capaz, que pidió que el presidio fuera de 
Africa. A lo que las Cortes se avinieron (45). 

Al día siguiente, 17 de octubre, propuso Martínez de la Rosa que tan be¬ 
nigna medida se aplicara no sólo a los hermanos de San Juan de Dios, sino a 
todos los religiosos (46). 


(42) ASL013, pág. 101. 

(43) ASL013, págs. 107-108. 

(44) ASL013, pág. 117. 

(45) ASL013, págs. 122-123. 

(46) ASL013, pág. 125. 
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El 25 de octubre de 1813, ante la representación de la Universidad de Zaragoza 
y de su Ayuntamiento, manifestando la ruina en que la guerra había dejado al 
edificio donde se impartía la enseñanza, Antillón propone que se entregue inme¬ 
diatamente el convento de San Ildefonso u otro que se juzgue oportuno (47). 

Y habiendo gustado lo de los presidios de Africa propone el sacerdote López 
Cepero que se envíen también allá a los Superiores religiosos que permitan en¬ 
tierros fuera de los cementerios públicos. Si no fueran religiosos, sino solo sacerdotes 
seculares, se les ocuparán las temporalidades (48). 


Las temporalidades de los obispos extrañados 

El 28 de octubre, 35 diputados liberales (de la redacción parece resultar que 
son 36, pues dice: ...Galván, Escudero..., pero se trata de Modesto Galván 
Escudero, diputado por Extremadura y no de él y de Francisco Escudero, diputado 
suplente por Navarra, pues al día siguiente hablan las Actas de la proposición de 
35 diputados) (49), proponen que «todas las rentas que se hayan secuestrado o 
deban secuestraerse a los obispos que se han extrañado voluntariamente por no 
obedecer los decretos de la soberanía nacional» se apliquen al montepío de viudas 
de militares (50). Al día siguiente se admite a discusión la proposición por 66 
votos contra 15 (51). Entre los que votaron con la mayoría estaban varios tra- 
dicionalistas: el obispo de Urgel, García Coronel, Marimón, Sombiela, el marqués 
de Lazan. 


Se amplían las regalías 


El 29 de octubre de 1813 se lee el dictamen de la comisión sobre la supresión 
en la Corona de Aragón del Canciller de Contenciones (52), con lo que se da 
a los recursos de fuerza la misma extensión que tenían en Castilla. 

La discusión tuvo lugar el 8 y el 9 de noviembre (53), siendo aprobada la 
supresión por 65 votos contra 24 (54). Los tradicionalistas integraron la minoría, 
aunque alguno de ellos votó con los liberales (55). 


(47) ASL013, pág. 156. 

(48) ASL013, pág. 154. 

(49) ASL013, pág. 174. 

(50) ASL013, pág. 169. 

(51) ASL013, pág. 174. 

(52) ASL013, págs. 174-175. 

(53) ASL013, págs. 217-218, 232. 

(54) ASL013, pág. 222. 

(55) ASL013, pág. 223. 
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Devolución de conventos 


Por estos días se da cuenta a las Cortes de la devolución de algunos conventos 
a sus propietarios. Así, el 20 de octubre se registra la gratitud de los franciscanos 
menores porque se hayan restablecido 14 conventos de su orden (56), el 13 de 
noviembre se comunica que se han devuelto sus casas «a los religiosos de Santo Do¬ 
mingo y San Antonio de Padua de Córdoba, a los carmelitas descalzos de Uceda 
(creemos que será Ubeda), a los dominicos de Ronda, a los descalzos menores de 
San Francisco de Guadix, a los de San Buenaventura de Baeza y a los de San Fran¬ 
cisco de Alhama» (57). 

El 17 del mismo mes «consta la entrega de los conventos de San Francisco 
de observantes, de San Pedro de Alcántara, de Santo Domingo de Guzmán, de 
Nuestra Señora de Belén, carmelitas descalzos y capuchinos de la ciudad de Ante¬ 
quera y de la Merced calzada de Jerez de la Frontera» (58). El 18 a capuchinos 
y franciscanos de Antequera, franciscanos de Porcuna y franciscanos descalzos de 
Lopera (59). 

Ese mismo día 18 se da cuenta de un dictamen disponiendo de bienes de 
religiosos en la provincia de Guadalajara (60). 


El traslado a Madrid 

El 29 de noviembre suspenden las Cortes sus sesiones en la ciudad de 
San Fernando (61). Así se había acordado el 23 de ese mes por 56 votos con¬ 
tra 45 (62). Todos los liberales más conspicuos votaron por la no suspensión 
con algún tradicionalista como Dou, Marimón o López Reina. La inmensa mayoría 
de los tradicionalistas que estaban en Cádiz votaron la suspensión y con ellos 
algunos liberales como Norzagaray y González de Tejada, que siendo diputados 
por Madrid no podían hacer otra cosa, y algún otro, 

En Madrid se encontraron las Cortes, que abrieron sus sesiones el 15 de 
enero de 1814 (63), con la gran masa de diputados tradicionalistas que, dándoles 
su verdadero carácter de representación nacional, alteraron profundamente su sig¬ 
nificado ideológico. 


(56) ASL013, pág. 137. 

(57) ASL013, pág. 237. 

(58) ASL013, pág. 253. 

(59) ASL013, pág. 257. 

(60) ASL013, pág. 257. 

(61) ASL013, pág. 333. 

(62) ASL013, págs. 280-282. 

(63) ASL013, pág. 335. 
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La anulación de elecciones 

Aun estando las Cortes en la Isla de León, en vísperas de su partida, el 27 
de noviembre, se acordó la repetición de las elecciones en La Coruña y Betan- 
zos (64). Ya en la capital de España, el mismo día de su instalación, el 15 
de enero de 1814, aprueban el dictamen de la comisión de poderes por el que se 
rechazaban los de los diputados de Burgos, ya que en el encabezamiento de los 
mismos no figuraba la fórmula prescrita, aunque se reconocía la validez de las 
elecciones (65). Curiosamente estos diputados eran todos tradicionalistas y todos 
ellos firmarían después el Mam fies i o de los persas. Como también eran tradiciona¬ 
listas los gallegos, el guipuzcoario, el de Salamanca... 

Tres días después, el 18 de enero, y ante una exposición de seis de los siete 
diputados de Burgos, en la que solicitaban que no se tuviese en cuenta un simple 
error formal y se les admitiese en el Congreso, las Cortes así lo acordaron (66). 
Comenzaban a hacerse sentir los diputados recién incorporados. 

La misma comisión de poderes formuló también dictamen de anular la elec¬ 
ción del diputado por León Bernardo Escobar, que curiosamente era asimismo 
tradicionalista y más tarde persa (67), debiéndose proceder a la elección de otro 
diputado. No se aprueba el dictamen y sí que se solicite más información (68). 
Reclama inmediatamente Escobar (69), pero hubo de esperar a que la nueva 
comisión de poderes, formada el 1 de marzo de 1814 con motivo de la nueva 
legislatura e integrada ahora por ocho tradicionalistas y un liberal —¡ya era cam¬ 
bio!—, los aprobara, ratificándolo las Cortes el 22 de marzo de 1814 por 80 votos 
contra 60 (70). 

La comisión de poderes liberal pretende también el 17 de enero de 1814 anular 
las elecciones de Galicia (71), que no habían traído a las Cortes un solo diputado 
de su partido, e insiste en ello el día 22 (72). La discusión se prolonga los días 23, 
24 y 25 de enero (73), desaprobándose el 26 la primera parte del dictamen de la 
comisión que reputaba nulas las elecciones de Galicia por 81 votos contra 54. 
La derrota liberal era rotunda. En la mayoría apenas hay algún liberal como 
Norzagaray o Mintegui. 


(64) ASL013, pág. 311. 

(65) ASL013, pág. 336. 

(66) ASL013, pág. 344. 

(67) ASL013, pág. 336. 

(68) ASL013, pág. 338. 

(69) ASL013, pág. 350. 

(70) ASL014, págs. 156-158. 

(71) ASL013, pág. 340. 

(72) ASL013, pág. 362. 

(73) ASL013, págs. 378, 380, 383. 

(74) ASL013, págs. 386-388. 

(75) ASLQ13, págs. 393-395. 
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El 28 de enero se rechaza el dictamen de la comisión que quería anular las elec¬ 
ciones de Lugo por 80 votos contra 53 (74) y el 29 ocurre lo mismo con las de 
Orense, aunque ahora con un resultado todavía más rotundo: 92 contra 32 (75), 
ya que en esta ocasión muchos americanos liberales se alinearon con los tradicio¬ 
nalistas (76). El 30 de enero, y también contra el dictamen de la comisión, se 
aprueban las elecciones de Santiago por 68 votos contra 55 (77). Los liberales 
fueron los de siempre, pero ese día, ignoramos por qué razón, faltaron muchos 
tradicionalistas. Solo estas votaciones indicaban el cambio radical que se había 
producido en las Cortes. 

Intentó también la citada comisión anular los poderes del diputado por Na¬ 
varra, fray Veremundo Arias Teijeiro, obispo de Pamplona, con la absurda argu¬ 
mentación de que ya había sido diputado en las extraordinarias. Es cierto que 
había sido elegido por su Galicia natal, pero sabido de todos era que nunca se 
incorporó a las mismas. Volvió a ser derrotada la comisión por 82 votos con¬ 
tra 58 (78). Todavía intentarán, por medio del diputado canario Echeverría revocar 
la decisión anterior pero, a propuesta de Ostolaza se vota su entrada inmediata, 
y así se aprueba el 20 de enero de 1814 (79). Ahora se repetirá, aunque por el 
otro bando, lo que tantas veces habíamos visto hacer a los tradicionalistas en las 
Cortes extraordinarias. Y 56 diputados liberales suscribirán un voto particular 
contra la admisión del obispo en el Congreso (80). 

Se opuso asimismo la comisión el 19 de enero a que se aprobasen los poderes 
del diputado por Zamora Jacinto Rodríguez Rico y de nuevo es derrotada, aunque 
en esta ocasión desconocemos los nombres de los diputados que estuvieron a 
favor y en contra (81). Sí conocemos los de 40 diputados liberales que al día 
siguiente suscribieron voto particular en contra de la aprobación de los poderes 
de este otro tradicionalista notorio (82). Las intenciones de los liberales eran 
meridianas. Conservar a toda costa la mayoría, aunque para ello tuvieran que ir 
contra la voluntad nacional. 

Los bienes de la Iglesia también son codiciados en las Cortes ordinarias 

El 18 de enero de 1814 la comisión especial creada al efecto presenta una 
minuta de decreto (83) sobre las proposiciones hechas por el asturiano Canga 
Argüelles respecto a auxiliar a los inválidos de la guerra con una serie de bienes 
eclesiásticos que en el dictamen se determinan. «Las Cortes resolvieron que dicho 
dictamen quedase sobre la mesa para instrucción de los señores diputados» (84). 
En Cádiz se hubiera aprobado sin más. 

(76) ASL013, págs. 398*399. 

(77) ASL013, págs. 402-403. 

(78) ASL013, págs. 350, 352-353. 

(79) ASL013, págs. 355-356. 

(80) ASL013, pág. 356. 

(81) ASL013, pág. 351. 

(82) ASL013, pág. 355. 

(83) ASL013, págs. 344-346. 

(84) ASL013, pág. 346. 
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Un tradicionalista que se arredra 

El 26 de enero, «el señor Rengifo presentó una idea, reducida a que las 
Cortes reconociesen solemnemente que el discernimiento de la verdad o falsedad 
de las opiniones religiosas no solo en cuanto al dogma, sino en cuanto a la moral 
y disciplina, es privativo de la Iglesia. Y habiendo expuesto varios señores, entre 
otras razones, que dicha idea era injuriosa al Congreso, la retiró su autor» (85). 

Por no contener las Actas el texto de las intervenciones ignoramos su contenido 
y de qué diputados procedían. Aunque de seguro eran liberales. Si el diputado 
abulense hubiese mantenido su proposición muy probablemente se hubiera apro¬ 
bado. 


La nueva diputación permanente 

El 12 de febrero de 1814 se procedió a elegir la nueva diputación permanente 
que velaría por la Constitución desde el 19 de febrero, fecha en que concluía la 
legislatura de 1813 hasta el 1 de marzo en que comenzaría la de 1814. 

Fueron elegidos, y por este orden, Oller, diputado tradicionalista por Cataluña, 
García Coronel, persa por Trujillo (Perú), Blanes, tradicionalista por La Mancha, 
Samartín, persa de Nueva España, Martiniano Francisco Pastor, tradicionalista va¬ 
lenciano, Tadeo Joaquín Gárate, persa de Perú. Para el séptimo puesto, que debía 
sortearse entre un europeo y un americano, fueron elegidos el sevillano Caraballo 
y Vera, también tradicionalista y hermano del P. Verita, que reunió la Colección 
.Documental del Fraile (86), y el representante de Charcas y también persa Rodrí¬ 
guez Olmedo. Del sorteo entre los dos resultó nombrado el americano. 

Ni un solo liberal consiguió entrar en la diputación permanente (87). Como 
suplentes fueron elegidos el vallisoletano Tomás Moyano Rodríguez y el represen¬ 
tante de Mérida de Yucatán, Angel Alonso y Pantiga, los dos tradicionalistas y 
el último persa. 

Bien sabían los tradicionalistas que ahora el poder era de ellos y bien se notó 
en el nombramiento de las nuevas comisiones (88), que pasaron a dominar de 
modo absoluto. Tampoco se resignaron a que subsistiese el tribunal de Cortes 
que había sido elegido en Cádiz, pof lo que acordaron modificarlo (89), con voto 
particular en contra de 36 liberales (90). También en este caso las votaciones 
fueron arrolladoras a su favor (91). 


(85) 

A5L013, pág. 386. 


(86) 

Colección..., I, págs. 6 

y ss. 

(87) 

ASL013, pág. 459. 


(88) 

ASL014, págs. 7-8. . 


(89) 

0SL014, págs. 13-14. 


(90) 

ASL014, pág. 19. 


(91) 

ASL014, págs. 17, 37, 

69, 81, 87, 91, 93, 115. 
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La Memoria del ministro de Gracia y Justicia 

A Antonio Cano Manuel le había sucedido al frente del ministerio en octubre 
de 1813 una persona tan liberal y regalista como él y a la que conocemos bien 
como diputado en las extraordinarias: Manuel García Herreros (92). 

Su reglamentaria Memoria (93) tiene mucho menos interés que la de su ante¬ 
cesor. Se muestra conciliador con los religiosos, da cuenta del nombramiento de 
Pedro José Chaves de la Rosa, obispo de Arequipa (en realidad dimisionario) y 
acreditado liberal, como Patriarca de las Indias (94), cargo en el que nunca 
sería confirmado, de las oposiciones a la lectura del decreto sobre la Inquisición, 
con alguna nueva noticia sobre Muzquiz y las demás diócesis gallegas (96), y 
proclama su regalismo tanto en ese punto como en el de la confirmación de 
obispos sobre lo que pide a las Cortes una determinación (96). 

Un diezmo local 

El 6 de marzo de 1814 se acuerda suprimir un diezmo que se pagaba en Man¬ 
zanares, y si lo hubiera en algún otro lugar, conocido por diezmo de soldadas (97). 
Al día siguiente se registra el voto particular en contra de 13 diputados tradiciona- 
listas (98). Ese mismo día se registra una proposición de Ceruelo favorable a los 
diezmos (99). 

Las Cortes oyen «con desagrado» al obispo de Trujillo 

El 7 de marzo se dio cuenta de un oficio del virrey del Perú por el que exponía 
cómo el obispo de Trujillo, José Carrión, señalaba los inconvenientes de que los 
párrocos y canónigos de su diócesis fuesen diputados a Cortes. Coincidían el obispo 
y los liberales, aunque por motivos muy distintos, en que los eclesiásticos no 
acudieran al Congreso. Larrazábal hizo una indicación, que fue aprobada por 89 
votos contra 44, en los términos siguientes: «Que las Cortes declaren haber oído 
con desagrado la exposición del Rdo. obispo de Trujillo». 

Por una de esas paradojas que a veces se daban en las Cortes, 44 diputados 
contrários al desagrado eran tradicionalistas, siendo la mayoría de los 89 favora¬ 
bles del partido liberal, aunque entre ellos estuvieran tradicionalistas tan notorios 
como los obispos de Urgel y Salamanca, Antonio Joaquín Pérez, Alonso y Pantiga, 
Fernández Campomanes, Tadeo Joaquín Gárate, Márquez Carmona, Ceruelo, Az- 
nar, Zorrilla de la Rocha, Gayoso, López Lisperguer, Rodríguez Olmedo y otros. 

(92) ASL013, pág. 104. 

(93) ASL014, págs. 33-35. 

(94) ASL013, pág. 338. 

(95) ASL014, pág. 34. 

(96) ASL014, pág. 35. 

(97) ASL014, pág. 76. 

(98) ASL014, pág. 79. 

(99) ASL014, pág. 79. 


293 







Creemos que los 44 que reprobaron la indicación de Larrazábal lo hicieron 
mucho más por lo que significaba una censura a un obispo qué por la idea que 
proponía, pues evidentemente no era compartido por los tradicionalistas el que 
los eclesiásticos no pudieran acudir a las Cortes (100). 

Disgusto liberal con los obispos 

El mismo día, 7 de marzo, y con motivo de la discusión anterior, el diputado 
liberal por Valencia, Francisco Antonio Agulló, se expresó en términos que mo¬ 
tivaron la réplica del obispo de Urgel, «por la generalidad con que el señor Agulló 
había hablado contra los prelados eclesiásticos en la observancia de la Constitu¬ 
ción». Contestó el diputado «que sus expresiones no se habían dirigido contra 
todos los prelados, sino contra algunos, y que tan lejos estaba de dirigir sus 
expresiones contra todos los prelados en general, que antes bien había ponderado 
los relevantes méritos de esta clase distinguida. El señor obispo de Urgel quedó 
satisfecho con esta contestación» (101). 

La devolución de conventos 

El 2 de mayo de 1814 se mandó pasar a la comisión de Hacienda, «con ur¬ 
gencia», la siguiente indicación de Gómez Calderón: «Que sin pérdida de tiempo 
se proceda a tomar una resolución que reintegre a los regulares en sus casas y en 
sus bienes, sin perjuicio de las que se tomen en el expediente general sobre refor¬ 
ma de regulares, que pende en las Cortes» (102). 

Al diputado tradicionalista por Córdoba se unió otro persa, el aragonés Tadeo 
Segundo Gómez con esta otra: «Que consiguiente a la indicación del señor Cal¬ 
derón, se diga a la Regencia evacúe en el día los informes que se le tienen pédidos 
sobre regulares, para que la comisión de Hacienda pueda satisfacer los deseos 
de las Cortes con la prontitud que apetecen y exige la justicia de su indica¬ 
ción» (103). 

Al día siguiente, 3 de mayo, se aprobó la indicación de Gómez sustituyendo 
las palabras en el día por a la brevedad más posible (104). Ese mismo día se mandó 
pasar a la citada comisión otra indicación de Ostolaza en igual sentido: «Que a 
las comunidades de los regulares se les entreguen los benes que poseían antes 
de la irrupción de los franceses, y de que han sido despojados por la rapacidad 
de éstos, para que tenga cumplimiento el artículo 4.° de la Constitución, y sin 
perjuicio de que el sobrante quede aplicado a la extinción de la deuda públi¬ 
ca» (105). 

(100) ASL014, págs. 79-80. 

(101) ASL014, pág. 79. 

(102) ASL014, pág. 324. 

(103) ASL014, pág. 324. 

(114) ASL014, pág. 327. 

(105) ASL014, pág. 327. 
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El calvario de los religiosos tocaba a su fin. Las Cortes, que con tanta des¬ 
confianza les habían mirado se disponían a restaurar la justicia y a devolverles 
sus bienes. Pero esa devolución no les iba a llegar de manos de los diputados. 
Los días del Congreso estaban ya contados y sería el rey absoluto quien les rein¬ 
tegrara en la posesión perdida. Lástima fue, pues pudo parecer gracia del monarca 
lo que era voluntad de la soberanía nacional. 


El «liberal» Martínez de la Rosa 

Francisco Martínez de la Rosa era un joven diputado por Granada —había 
nacido en 1787, por lo que en este año de 1814 cumplió los veintisiete años—, 
que se había distinguido por sus proposiciones sancionadoras de todo lo que su¬ 
pusiera oposición a las conquistas liberales. 

El 6 de mayo de 1814 la situación era ya desesperada para el liberalismo. 
En el rey, recibido en apoteosis en cada ciudad o pueblo que pisaba, no se per¬ 
cibía la menor simpatía por la nueva situación. Y posiblemente habían llegado 
al diputado noticias del manifiesto de los persas. En éstas, para él trágicas, cir¬ 
cunstancias hace la siguiente proposición en la que hay que reconocerle indu¬ 
dable valor: 

«El diputado de Cortes que contra lo prevenido en el artículo 375 de la Cons¬ 
titución proponga que se haga en ella o en alguno de sus artículos alguna altera¬ 
ción, adición o reforma hasta pasados ocho años después de haberse puesto en 
práctica la Constitución en todas sus partes, será declarado traidor y condenado 
a muerte» (106). 

Después de tan desmesurada propuesta liberal cuesta trabajo tachar de san¬ 
guinario a Fernando VII. Sesenta y nueve diputados quedarían por ella conde¬ 
nados a muerte. Preferimos achacar ese exceso a la desesperación del diputado 
que veía hundirse sus ideales y no a sus verdaderos sentimientos que, una vez 
alcanzada la madurez, nunca fueron en Martínez de la Rosa tan atroces. El mismo 
apodo que le aplicaron sus correligionarios exaltados de Rosita la pastelera indica 
no poco de su talante moderado y conciliador. Pero lo cierto es que tan terrible 
propuesta se hizo en las Cortes y desde el liberalismo. 


Las felicitaciones 

Los Diarios de las Cortes recogen numerosas felicitaciones dirigidas a las mis¬ 
mas por diversos motivos. Los más relevantes fueron la aprobación de la Cons¬ 
titución y la abolición del Tribunal del Santo Oficio. En muchas ocasiones com- 


(106) ASL014, pág. 340. 

(107) DD, XII, págs. 322-323. 
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prendieron ambos motivos y algún otro más: extinción de los señoríos, del voto 
de Santiago, remoción de la tercera Regencia, patronato de Santa Teresa, etc. 

Algunas de ellas son meramente oficiales, de instituciones que se creyeron más 
o menos obligadas a dirigirse a las Cortes, sobre todo viendo cómo otras entidades 
lo hacían. Y es de señalar que el mismo Congreso buscaba esas adhesiones, más 
o menos sinceras, publicando en su Diario las que se venían recibiendo con expre¬ 
siones de que lo hacían con agrado, con especial agrado, con particular agrado. 

De las que se refieren a la Constitución sólo mencionaremos las que procedían 
de la Iglesia de España, por ser de alguno de sus ministros. Las que se refieren 
a la Inquisición las seguiremos con más detalle. 

Una de las primeras felicitaciones que se registran, el 20 de marzo de 1812, 
es de un agustino, José Abelló, comisario de la provincia de Filipinas (107). El 8 
de abril lo hacen el prior y la comunidad de carmelitas descalzos de Cádiz (108). 
El 29 de abril es Fr. Diego del Río, «ministro provincial de la provincia de 
San Pedro de Alcántara, franciscanos descalzos del reino de Granada y parte del 
de Murcia» (109). El 12 de mayo nos encontramos con la de Fr. Antonio de la 
Santísima Trinidad, «vicario general de todo el orden de Mercenarios descalzos, 
obispo electo de Nueva Cáceres» (110). Aquella diócesis filipina estaba vacante 
desde julio de 1808 por fallecimiento del dominico Domingo Cóllañtes y su 
siguiente prelado fue Bernardo de la Inmaculada Concepción OFM (1816-1829), 
por lo que el mercedario Antonio de la Santísima Trinidad no pasó de obispo 
designado por el Gobierno, pues no fue confirmado por Roma. Tal vez por sus 
fervores constitucionales. , 

El 15 de mayo felicitah los superiores de las órdenés que residían en Cádiz: 
el prior de Santo Domingo, el guardián de San Francisco, el prior de San Agustín, 
el guardián de capuchinos, el comendador de la Merced, el prior del Carmen, el 
de San Juan de Dios y el presidente in capite de los descalzos (111). 

El 3 de junio nos encontramos con una bien curiosa. Es de los españoles 
residentes en Palermo y, entre otros, la firman Fr. Mariano Pérez Calvillo y «por 
ausencia del P. Manuel Zúñiga, provincial, y en nombre de los catorce padres 
españoles de la Compañía de Jesús, Francisco Gustá» (112). No agradaría dema¬ 
siado a los liberales españoles la felicitación de sus paisanos, que volvían a ser 
jesuítas, pues la Compañía se había restaurado en Nápoles en 1804 (113). El P, Gus¬ 
tá, uno de nuestros más importantes apologistas de la época (114) y notorio autor 
contrarrevolucionario, seguramente no se habría enterado muy bien de lo que 
significaba la Constitución. 

El 6 de junio felicitan «el presidente y comunidad del convento de San Fran¬ 
cisco de la real Isla de León», sobre todo, porque «se da con ilustrada piedad a 

(108) DD, XI, DD, XII, págs. 442-443: 

(109) DD, XIII, págs. 149-150. 

(110) DD, XIII, págs. 246-247. 

(111) DD, XIII, págs. 255-256. 

(112) DD, XIII, págs. 362-364. 

(113) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., pág. 76. 

(114) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., págs. 287-288. 
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nuestra santa religión católica el lugar que le ha correspondido siempre en España 
desde la monarquía goda, declarándola como la única del Estado, y comprometién¬ 
dose V. M. a conservarla y protegerla por leyes sabias y justas» (115). Evidente¬ 
mente el franciscano, como el jesuita y otros muchos estaban pensando en cosa 
bien distinta. 

El 22 de junio es el prior de carmelitas descalzos de la Isla de León el que 
lo hace en lenguaje ditirámbico y ridículo. Los españoles «han sabido formar unas 
leyes más sabias que las de Grecia y un código más completo que el de los 
legisladores romanos» (116). Menos entusiasta y más lacónico se muestra el 15 
de julio el cabildo catedralicio de Badajoz (117). El 1 de septiembre consta la 
del «provisor y vicario general y los demás individuos del tribunal eclesiásticos de 
la ciudad de Badajoz» (118). Al día siguiente registramos la del cabildo catedra¬ 
licio de Plasencia (119). 

El 21 de septiembre es el clero de la ciudad de Sanlúcar de Barrameda (120). 
El 23 el diputado por Avila da cuenta del júbilo con que las carmelitas des¬ 
calzas de aquella ciudad juraron la Constitución al par que agradecían el patro¬ 
nazgo de Santa Teresa sobre España (121). Creemos que en aquellas buenas monjas 
primó más la alegría por el honor concedido a su santa que el contento por una 
Constitución que no sabrían ni lo que era ni para qué servía. 

El 26 de septiembre figura la del cabildo de la colegiata de Jerez (122). Y el 3 
de octubre la de los cabildos de Málaga y de San Isidro de Madrid (123). En ésta 
figura por primera vez, y ya iban transcurridos seis meses desde la promulgación, 
la firma de un obispo de la España europea: Atanasio, obispo de Caristo, que era 
Puyal y Poveda, de quien ya hemos hablado en esta historia. La firman también 
Antonio Posada y Rubín de Celis, uno de los clérigos liberales más notables, del 
que tendremos que ocuparnos en años sucesivos, y Manuel Pérez del Camino. 

El 5 de octubre nos encontramos con la de] clero de Alburquerque (124), 
y el 12 con la de varios vecinos de Palma de Mallorca, de los que ocho hacen 
constar su condición de presbíteros (125). 

Hasta el momento solo hemos registrado los siguientes nombres de relevancia: 
Díaz Merino, que entonces aún no era nadie pero que lo sería, el obispo dimisio¬ 
nario de Arequipa, Chaves de la Rosa, el jesuita Gustá, el obispo in partibus Puyal 
y el canónigo de San Isidro Posada. El 13 de octubre nos encontramos con la 
felicitación de otra persona importante en la Iglesia española. El vicario general 

(115) DD, XIII, págs. 379-380. 

(116) DD, XIV, págs. 49-50. 

(117) DD, XIV, págs. 186-187. 

(118) DD, XV, pág. 70. 

(119) DD, XV, pág. 82. 

(120) DD, XV, págs. 252-253. 

(121) DD, XV, pág. 273. 

(122) DD, XV, pág. 277. 

(123) DD, XV, págs. 314-315. 

(124) DD, XV, pág. 323. 

(125) DD, XV, págs. 359-360. 
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de los franciscanos Miguel Acevedo que había sido uno de los firmantes de la 
Constitución de Bayona (126) y que ahora estaba refugiado en Mallorca. No nos 
resistimos a reproducir alguna de sus frases. Napoleón es «un hombre, monstruo 
de la iniquidad, cuyo nombre, como el de Nerón, basta para formar la más com¬ 
pleta idea de la execración que le caracteriza». Lo que dicho por uno de los 
asambleístas de Bayona parece demasiado olvido de su recientísimo pasado. 

Como exceso de lenguaje es superado por el siguiente, párrafo: «Gloria eterna 
a V. M. y quémense ante su augusto trono los preciosos inciensos de la gratitud. 
Escúlpase su nombre inmortal, para que transmitiéndose a los que nos sucedan, 
le llenen de bendiciones y digan llenos de gratitud: éstos fueron nuestros padres, 
los dignos padres de la patria, que enjugaron sus lágrimas, rompieron sus cadenas 
y aseguraron la felicidad que gozamos» (127). Se comprende que el nombre de 
Acevedo no se haya esculpido entre las glorias franciscanas de nuestra Iglesia. 

El 17 de octubre felicita el ministro recibidor de San Juan de Jerusalén, Jeró¬ 
nimo Dolz (128). El 21 el cabildo de Granada (129). El 26 el de Canarias (130) 
y el 27 un fraile desde Fregenal de la Sierra (131) y el prior y comunidad de 
agustinos de Chiclana (132). 

El 2 de noviembre el clero de Fuentes de Andalucía (133). El 13 él abad 
y cabildo de la colegita del Sacromonte de Granada y el rector y colegio del mismo 
lugar (134). El 7 de diciembre los vicarios capitulares del obispado de Osma (135). 

El 16 de diciembre de 1812 hay otra felicitación importante porque es la del 
tercer obispo español, aunque éste sea también americano. El obispo de La Habana 
Juan José Díaz Espada (1800-1832), que «considera como una obligación sagráda 
congratular a V. M. por haber sancionado el libro inmortal que fija para siempre 
la felicidad de los españoles en uno y otro hemisferio» (136). Aprovecha el obispo 
la ocasión para pedir a las Cortes «que se restablezca sobre bases sólidas la dis¬ 
ciplina de la Iglesia española, reformándose radicalmente los abusos que se han 
introducido y restituyéndose al obispado su primitiva dignidad» (137). ¿Se refería 
a Roma? Y, si fuera así, ¿eran las Cortes quienes debían hacer la reforma? 
El obispo no se explaya más, pero su identidad con los liberales más conspicuos 
parece demasiado notable. 

(126) Azanza, Miguel José y O’Farril, Gonzalo: Memorias sobre los hechos que justifican 
su conducta política, desde marzo de 1808 hasta abril de 1814, BAE, Madrid, 1957, pág. 360; 
Sanz Cid, Carlos: La Constitución de Bayona, Editorial Reus* S. A., Madrid, 1922, págs. 78, 
105, 139, 322-323. 

(127) DD, XV, pág. 390. 

(128) DD, XV, pág. 442. 

(129) DD, XV, págs. 458-459. 

(130) DD, XV, págs. 492-493. 

(131) DD, XV, págs. 499-500. 

(132) DD, XV, págs. 500-501. 

(133) DD, XVI, pág. 5. 

(134) DD, XVI, págs. 108-109. 

(135) DD, XVI, págs. 293-294. 

(136) DD, XVI, pág. 320. 

(137) DD, XVI, pág. 320. 
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El 12 de diciembre aparece la felicitación de dos comunidades de franciscanos 
descalzos del reino de Valencia (138). Ese mismo día, entre los numerosos fir¬ 
mantes del escrito de los refugiados en Cádiz que denuncian el escaso liberalismo 
de la tercera Regencia (139), figuran los frailes José Cardeluz, agustino, y Fran¬ 
cisco de Alcalá, y el sacerdote Antonio Puigblanch. Tal vez algún otro fuera clérigo, 
aunque no lo haga constar. El 19 de diciembre aparece la felicitación del pueblo 
y clero de Montoro (140). 

El 27 de enero de 1813 comienzan las felicitaciones por la Inquisición. La pri¬ 
mera que consignan las Cortes es la de 10 oficiales de Estado Mayor (141), entre 
los que figura el duque de Rivas, que en ese momento aún no había cumplido 
los veintidós años. El 29 se inserta la del regimiento de voluntarios de Cádiz (142), 
la de varios profesores de «nobles artes» de aquella ciudad (143) y la que ya 
hemos mencionado de dos regidores constitucionales de Madrid que fue fechazada 
por Villodas. 

El 1 de febrero de 1813 felicitan el ayuntamiento de Cádiz y su jefe políti¬ 
co (144) y, al día siguiente, los jefes y oficiales del segundo batallón de Cazadores 
de Cádiz (145). El 13 de febrero lo hacen numerosos residentes en la ciudad 
andaluza, nueve de los cuales hacen constar su condición de sacerdotes y cinco la 
de frailes. Uno de éstos era el ya citado Cardeluz. Entre los que nada añaden 
a su nombre hay por lo menos dos que también eran sacerdotes y mucho más 
conocidos que los que exhiben su condición de eclesiásticos: Antonio Puigblanch y 
Martín González de Navas. 

El 15 de febrero llega de Ultramar otra felicitación por la Constitución de 
un obispo. La firma Fray Ramón, obispo de Rosen y arzobispo electo de Guate¬ 
mala (146), que era Francisco Ramón Valentín Casaús y Torres, nombrado en 
1815 arzobispo de Guatemala y entonces obispo titular de Rosas. Parece muy 
entusiasmado con la Constitución, por lo que nos extraña su promoción posterior 
por Fernando VII. 

Volviendo a la Inquisición, el 16 de febrero se registra la felicitación del mar¬ 
qués de Monsalud (147), el 19 la del corregidor de Cáceres (148) y la de varios 
ciudadanos de Málaga (149). El 23 la de la audiencia de Granada (150). El 26 
la del ayuntamiento de Cáceres (151). El 27 es el ayuntamiento del Puerto de 


(138) DD, XVI, pág. 336. 

(139) DD, XVI, págs. 338-344. 

(140) DD, XVI, págs. 394-395. 

(141) DD, XVII, pág. 70. 

(142) DD, XVII, págs. 73-74. 

(143) DD, XVII, pág. 74. 

(144) DD, XVII, págs. 90, 107-108. 

(145) DD, XVII, pág. 102. 

(146) DD, XVII, págs. 230-231; DS, pág. 6037. 

(147) DD, XVII, pág. 239. 

(148) DD, XVII, pág. 264. 

(149) DD, XVII, págs. 264-265. 

(150) DD, XVII, págs. 304-305. 

(151) DD, XVII, pág. 318. 
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Santa María(152) y la de 31 ciudadanos de Granada (153), a los que se unen nueve 
más el 1 de marzo (154). 

El 2 de marzo, con un año de retraso, llega la primera felicitación de un obispo 
residencial de la España europea. Fue lá del prelado de Canarias Manuel Verdugo 
Albiturria (155). Está fechada el 20 de abril del año anterior, por lo que nos 
hallamos ante un verdadero enigma si queremos interpretar lo que ocurrió con tal 
carta. ¿La escribió en aquella fecha y no se atrevió a enviarla hasta ahora? ¿La 
escribió ahora y puso fecha de un año antes, porque, puesto a felicitar, no se 
entendería la demora? No lo sabemos. Lo que sí podemos afirmar es que fue el 
primer obispo con jurisdicción en la España europea que se atrevió a dar tal paso 
que estaba en contradicción con el sentir de todos sus hermanos. 

Ese mismo día, 2 de marzo de 1813, y referida al Santo Oficio, anotamos la 
felicitación del ayuntamiento de Cartagena (156). Al día siguiente, la del regi¬ 
miento de infantería de España (157). El 10 de marzo es la villa de Hinojosa del 
Duque (157 bis) y el 12 el jefe de alarma del partido de Creciente (158). La repi¬ 
ten los antes citados oficiales de Estado Mayor ese mismo día (159). El 16 lo hace 
el alcalde de Ribera (Extremadura) (160). 

El 19 de marzo es la audiencia de Valladolid (161), el 23 el cura de Horca¬ 
jo (162), el 24 cierto número de individuos de Palma de Mallorca (163), entre 
ellos algún clérigo y el 26 varios madrileños refugiados en Cádiz (164), que quie¬ 
ren desvirtuar la réplica citada de Villodas, el coronel y oficiales del regimiento 
de infantería ligera de la Victoria (165) y algunos ciudadanos de Sevilla (166). 
El 28 de marzo declaran contra la hidra infernal trece ceutíes y el ayuntamiento 
de Tarifa (167). El 30 el regimiento de artillería de Calatrava (168). Y el 31 un 
ciudadano de Jaén que se arroga la representación de toda la provincia (169). ' 

El 6 de abril se registran las de dos habitantes de Trujillo (170), el 8 un coro¬ 
nel de La Coruña (171). El 9 es el duque del Parque Castrillo quien lo hace eñ 
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nombre, al menos él lo dice, de su ejército (172). El 1Ó es el ayuntamiento de 
La Laguna (173) y el 12 el de Santa Cruz de Tenerife (174). El 13 el alcalde 
de Cabeza de Vaca (175) y el 21 el ayuntamiento de Puentedeume (176). 

Ese mismo día 21 de abril de 1813 aparece una felicitación por el texto cons¬ 
titucional llegada desde Guayana y que firma el obispo electo José. Otro eclesiás¬ 
tico que tampoco fue confirmado después como obispo guayanense (177). 

El 23 de abril se refleja la del párroco de La Orotava por la Inquisición (178). 
El 25 de ese mes una sensacional. La del obispo de Canarias, el ya citado Verdugo 
Albiturria, por la abolición del tribunal de la Fe (179). Era el primer obispo de 
España, y en esta ocasión no le precedió ningún americano ni ningún obispo in 
partibus, que, contradiciendo el sentir unánime de sus hermanos, se alineaba deci¬ 
didamente con las tesis liberales. En esta ocasión su carta sólo había tardado en 
llegar veintidós días, pues estaba fechada el 3 de este mes. 

«Desde el día de mañana se empezará la lectura del manifiesto que comprende 
las justísimas causas que tiempo hace debían haber precipitado la caída de un 
establecimiento antipolítico y anticristiano. He sentido el mayor placer al ver que 
universalmente han sido recibidas con el más sincero agrado en toda mi diócesis 
tan sabias disposiciones y no perderé medio alguno para cimentar en los corazones 
de mis ovejas estos principios de mansedumbre y caridad cristiana qué hagan para 
siempre aborrecible un tribunal que tanto insultaba a la religión de Jesucristo. 

(...) Aniquilando V.M. este tribunal, no ha hecho más que restituir a la dig¬ 
nidad episcopal su antiguo brillo y esplendor de jueces natos de la fe de sus ovejas. 

Gloria y alabanza resonará para siempre mientras dure el nombre de español 
por nuestra libertad de este yugo que con tanta dificultad soportaron nuestros 
padres por el espacio de tres siglos.» 

Se diría estar oyendo a cualquiera de los diputados más avanzados del partido 
liberal. Unos obispos arrostraban el destierro por no hacer lo que a Verdugo le 
causaba el mayor placer. Es como si pertenecieran a Iglesias distintas... 

El 20 de abril se daba cuenta de la felicitación del alcalde de Almendrale- 
jo (180). El 1 de mayo de la del cabildo de Canarias (181), en línea con su 
obispo. El 4 de mayo era el ayuntamiento de Almendro (Huelva) (182) y el 5 
el de Trujillo (183). 
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El 15 de mayo de 1813 otros dos obispos americanos felicitan a las Cortes 
por la Constitución (184). Eran Andrés Quintián, obispo de Cuenca (Ecuador) 
(1805-1813), que la debió firmar cuasi in articulo mortis, y de Antonio Bergosa 
y Jordán, obispo de Antequera y arzobispo electo de Méjico, que no llegaría a 
ocupar aquella sede pero sí la de Tarragona. El 16 de mayo, por idéntico motivo, 
llegaba la del obispo de Cartagena de Indias, el dominico Custodio Díaz de Me¬ 
rino (1806-1815) (185) y la del cabildo metropolitano de Méjico (186). 

El 27 de mayo se produce la segunda felicitación por la Constitución de un 
obispo residencial de la España europea. Procedía del obispo de Jaén el agustino 
Diego Meló de Portugal (187). 

Del 28 de mayo es la felicitación por el Tribunal de la Fe de la Audiencia 
de Cataluña (188), la de un teniente coronel (189) y la del vicario general de 
Córdoba, referida la de este último a la Constitución (190). 

Del 29 de mayo, y por la Inquisición, es la del ayuntamiento de Arenys de 
Mar (191), del 2 de junio la del administrador de rentas de Allariz (192) y del 
3 la de varios ciudadanos de Galicia (193). Del 14 de junio es la del colegio 
de la Asunción de Córdoba (194) y del 18 la del juez de Utrera que aprovecha 
para felicitar por todo (195). 

De ese mismo día es la segunda felicitación de un obispo español por la abo¬ 
lición del Santo Oficio. Se trata del obispo de Barbastro Agustín Iñigo Abad y 
Lasierra (196), que la fecha en Alicante, donde se hallaba refugiado, el 2 de mayo. 
Ya hemos dicho bastante de este obispo y a ello nos remitimos (197). 

«He recibido como uno de los más preciosos dones del cielo el decreto con 
que V.M., condolido del estado a que se veía reducido el obispado en la vasta 
extensión de la Monarquía, trata de restituirlo al esplendor con que lo instituyó 
el Divino Maestro y en el que con tanto celo lo mantuvieron los Fulgencio$, los 
Isidoros, los Leandros y otras antorchas de la religión. V.M. (...) no podía; tole¬ 
rar por más tiempo un Tribunal, que con mengua de la piedad ilustrada éstaba 
en contradicción con los más santos principios del cristianismo.» 

«No podía conformarme con las innovaciones, en virtud de las que, hombres 
extraños y desconocidos, pretendían ingerirse en el cuidado de un rebaño que a 

(184) DS, págs. 5280-5281. 

(185) DS, págs. 5287-5288. 

(186) DS, pág. 5289. 
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(193) DS, pág. 5409. 

(194) DS, pág. 5485. 

(195) DS, pág. 5506. 

(196) DS, pág. 5507. 

(197) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., págs. 10, 162, 178, 196, 204-205, 232, 
235-236, 273-274, 305. 
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mí exclusivamentee, y no a ellos, lo había confiado Jesucristo. Estos son los 
principios, Señor, que constantemente he profesado, a pesar de la contrariedad 
de los tiempos que hemos vivido, pero V.M. no podía imaginarse la clase de 
sinsabores que repetidas veces me ha ocasionado la profesión de esta santa doc¬ 
trina.» 

«Doy, pues, las más reverentes gracias a Dios como autor principal de todos 
nuestros bienes y a V.M. por la sabiduría y resolución magnánima con que ha 
roto las ataduras que tan injustamente oprimían nuestras manos, restituyendo 
a los obispos unas facultades que les son naturales y derrocando el sobredicho 
Tribunal de la Inquisición, monumento de oprobio, tan ominoso a la política 
como a la religión.» 

Por los párrafos reproducidos se dará el lector cuenta del tenor de su repre¬ 
sentación que desató el entusiasmo de Antillón, «no menos por la doctrina lumi¬ 
nosa que encierra, que por las particulares circunstancias que ocurren en este res¬ 
petable y anciano prelado, apoyo en todo tiempo de los buenos y verdaderos prin¬ 
cipios y apóstol de la pura disciplina de la Iglesia. No es la primera vez que su 
opinión ha discrepado de la de otros obispos y de todos los que han seguido má¬ 
ximas nada conformes a la doctrina que en esta materia debe regir. Este vene¬ 
rable obispo, que ya en otro tiempo mereció con el célebre Tavira ser conside¬ 
rado por los buenos como uno de los más acérrimos defensores de la antigua 
disciplina de la Iglesia...» (198). Y pide que se inserte su exposición íntegra¬ 
mente en el Diario y el particular agrado con que el Congreso la ha oído «no 
sólo por los principios que en ella se contienen, sino por la adhesión que mani¬ 
fiesta a V.M. y a sus sabias disposiciones. Así se acordó unánimemente» (199). 
El aplauso de Antillón no recomendaba precisamente las doctrinas del obispo. 

El 21 de junio se da cuenta de una felicitación del ayuntamiento de Madrid, 
leída por Zorraquín, que abarcaba también todas las reformas liberales (200). 
Resulta extraño que fechada en Madrid en 19 de junio pudiera leerse en Cádiz 
el 21. Más que extraño, imposible. Con esa celeridad no llegaban ni las noticias 
de las victorias. 

Del 22 de junio es la felicitación, por el Santo Oficio, del ayuntamiento y 
pueblo, cura incluido, de Navalmoral de la Mata (201). Del 25 la de la Uni¬ 
versidad de Salamanca (202). Del 27 la del coronel Tapia (203). Del 29 la de 
la Real Academia que firman 6 académicos (204) y la de 126 ciudadanos proce¬ 
dente de las Baleares (205). 


(198) DS, pág. 5507. 

(199) DS, pág. 5508. 

(200) DS, pág. 5536. 

(201) DS, pág. 5539. 
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(204) DS, pág. 5573. 
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Del 5 de julio la de la Audiencia de Valencia (206) y la del ayuntamiento de 
Mahón (207). Del 8 la de un abogado de Sevilla (208). Del 9 la del ayuntamiento 
de Salamanca y de su jefe político y la de Los Llanos, en la isla de La Palma (209). 
Del 10 la del ayuntamiento de Realejo de Arriba en Tenerife (210). Del 12 la del 
gobernador de Puerto Rico (211). Del 14 la de los Estudios de San Isidro de 
Madrid (212), que es rebatida por el obispo de Ibiza (213). Del 15 la del semi¬ 
nario conciliar de Canarias (214). Del 17 la de un sacerdote del obispado de Pla- 
sencia (215). Del 21 la del ayuntamiento de Mondoñedo (216). Del 23 la del 
ayuntamiento de Villafranca de Córdoba (217). Del 27 la del juez de primera ins¬ 
tancia de Mahón (218). Del 28 la del vicario de la isla de la Gomera (219). Del 
30 las del ayuntamiento de Toro (220), de la Junta de censura de Salamanca (221) 
y del catedrático de hebreo de los Estudios de San Isidro (222). Del 1 de agosto 
la del ayuntamiento de Ciempozuelos (223). El 4 felicita el prepósito de la Con¬ 
gregación de San Felipe Neri de Cádiz (224). Y el 5 la Academia de la Histo¬ 
ria (225) que firman 6 académicos, entre ellos el sacerdote Francisco Martínez 
Marina, que ya había firmado la de la Española y el arzobispo de Palmira, Félix 
Amat. 

El 11 de agosto se dio cuenta de las felicitacionese de los párrocos y cabildo 
catedralicio de Teruel referidas sólo a la Constitución (226). El 12 es el cabil¬ 
do de Segorbe, que lo hace también sólo por el código constitucional, mientras que 
el seminario de Cuenca y el ayuntamiento de Jódar y su clero lo hacen por la 
Inquisición (227). Al igual que el 17 lo hace el agustino Andrés del Corral (228). 
El 19 se da cuenta de la felicitación del pueblo de Navas de San Juan (229) y 
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el 30 de las del ayuntamiento de Ptuna (230), villa de Alberique (231) y aldea 
de Jauja (232). 

Con la clausura de las Cortes extraordinarias terminan prácticamente las feli¬ 
citaciones. Bien porque al haber sido ellas las que promulgaron la Constitución 
y abolieron el Santo Oficio no tendría mucho sentido felicitar a otras Cortes que 
nada tuvieron que ver en ello, o bien porque al percibir los pueblos y las per¬ 
sonas que el nuevo Congreso era muy distinto del anterior pensaran que no se 
apuntaban precisamente un tanto a su favor con unas felicitaciones que no iban 
a ser muy bien recibidas. 

Aún llegaron el 24 de octubre las del ayuntamiento de Las Palmas (233) y 
el valle de Turón (234), el 27 de octubre la de la Universidad de Valencia (235), 
el 26 de enero de 1814 la del ayuntamiento de Comayagua (Honduras), el 3 de 
marzo la de la Universidad de Lima (236) y el 25 de marzo la del párroco de 
Garachico en Canarias (237). 

Esta larga y tediosa relación que creemos bastante completa, aunque se nos 
haya podido pasar alguna de las felicitaciones, la estimamos conveniente por va¬ 
rias razones. Primero, porque si nos hemos propuesto dar a conocer las relaciones 
entre el liberalismo y la Iglesia debemos dar todos los datos que puedan fijar la 
cuestión. Si nos hubiéramos referido a algunas, bastantes o muchas estaríamos 
en una absoluta imprecisión. 

No hubiera bastado tampoco con dar la cifra, pues como se ha visto son muy 
desiguales. No se puede comparar Madrid con Garachico, una Universidad o una 
Academia con el coronel de un regimiento o a un obispo con el párroco de Jódar. 

Segundo: las felicitaciones, pese a su número, no representan nada en com¬ 
paración con las que se podrían haber recibido. La de ayuntamientos fue mínima 
tanto si nos referimos a ciudades como a pueblos. Las del ejército prácticamente 
inexistentes. Lo mismo las de la nobleza. El número total de individuos que las 
firmaron no significaba nada si lo comparamos con la población de España. No 
hemos contado los firmantes, pero no creemos que pasen de mil y nunca de 
dos mil. La más extensa fue la de los refugiados en Cádiz. 

Tercero: dejan clarísima constancia de que la Iglesia española estaba en otro 
sitio. Tanto si nos referimos a la Constitución como al Tribunal de la Fe, son 
escasísimos los eclesiásticos que las suscriben. Y lo que nos parece más importante 
todavía: los obispos, que eran la cabeza de la Iglesia, son verdaderas excepciones. 
Considerando sólo a los de nuestro continente felicitaron a las Cortes por la 
Constitución el obispo de Canarias, el de Jaén y el titular de Caristo. Y por la 
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Inquisición, el de Canarias, el de Barbastro y el titular de Palmira. Seis felicita¬ 
ciones episcopales, que corresponden a cinco obispos, pues uno de ellos suscribió 
dos. Y solamente tres residenciales. De los cinco, dos, Abad y Amat, eran los 
de más dudosa ortodoxia de los de España. 

Todo ello ocurría sabiéndose que con las felicitaciones se halagaba al poder, 
que además las promovía con su publicación. Y que eran bien vistas por la, en 
teoría, primera figura de la Iglesia española, el arzobispo de Toledo, cardenal 
Borbón, que cubría con su purpura, desde la presidencia del Consejo de Regencia, 
todos los desmanes del poder con la Iglesia. 

También debemos rebajar el sentido de muchas de las felicitaciones por la 
Constitución, pues muchos, sobre todo tras la lectura de su artículo 12, pensa¬ 
rían que no sólo no era contraria a la Iglesia, sino incluso muy favorable. Creemos 
que deben incluirse en esta clase todas o la mayoría de las que cursaron los supe¬ 
riores religiosos, que sin duda se hubieron de arrepentir más tarde cuando asis¬ 
tieron al expolio de sus casas. 

Sería bueno, por ultimo, el conocer cómo se adoptaron los acuerdos en las 
corporaciones más llamativas: Academia Española y de la Historia, Universidades 
de Salamanca y Valencia, Audiencias... 

Desconocemos el número de académicos que votaron el acuerdo, aunque por 
los nombres de los firmantes vemos que en su mayoría eran afrancesados que 
querían congraciarse con los triunfadores. Y no creemos equivocarnos si afirma¬ 
mos que las felicitaciones de las Academias o de las Universidades no pasaban de 
serlo de los académicos o catedráticos firmantes. 

Llama la atención el fervor antiinquisitorial de las Islas Canarias. Ninguna 
otra provincia la superó en eso. Sería interesante él conocer por qué. La influencia 
que pudo tener Tavira en su paso por la diócesis, no nos parece una razón, pues 
en los apenas cinco años que permaneció en ella, salvo una actividad extraordi¬ 
naria y un éxito rotundo, estimamos que no pudo alcanzar esos logros. Ailnque 
por supuesto no someteremos a estudios posteriores si demuestran su influjo. 

Las Cortes hicieron un silencio absoluto sobre las exposiciones que llegaron 
a ellas en sentido contrario. Fue uno de los primeros intentos de manipular la 
opinión pública. Que no se dejó convencer. «Crecía sin tregua la agitación a 
favor del Santo Oficio; en pos de las representaciones de los obispos vinieron las 
de veinticinco cabildos catedrales de Cataluña, Valencia, Murcia, Granada, Extre¬ 
madura, las Castillas, Aragón, Galicia, León y Navarra; secundaron su voz la 
Junta Superior de Galicia, los ayuntamientos constitucionales de Sevilla y Málaga, 
los de Santiago, Ponferrada, Puebla de Sanabria y Orense, los diputados del gre¬ 
mio de mar de Vivero, diecisiete generales y una gran parte de nuestros ejér¬ 
citos. ¡Protesta verdaderamente nacional, y, sin embargo, infructuosa» (238). 


(238) Menéndez Pelayo: Op. cit., pág. 830. 
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CAPITULO VII 

LA LIBERTAD DE IMPRENTA 

Las consecuencias de la libertad de imprenta, que venía reclamándose por algu¬ 
nos ya desde antes de la instalación de las Cortes, aterró a los tradicionalistas, que 
pensaron podía repetirse en España la situación francesa que había desembocado 
en la Revolución. Pero una vez proclamada en los primeros días del Congreso, 
y ante la avalancha liberal, sus adversarios ideológicos hicieron uso de ella con 
intrepidez y la reclamaron en su favor con indignación del liberalismo, que parecía 
pensar que era un logro que sólo podía beneficiarles a ellos. 

Hemos agrupado todos los incidentes que han teñido que ver con ella, pues 
nos parece un hilo conductor más adecuado que el meramente cronológico. 

La Junta Suprema de Censura y las Juntas provinciales 

En el sistema arbitrado por las Cortes, recordémoslo, estaban excluidos de la 
libertad «todos los escritos sobre materias de religión», que quedaban sujetos a 
la previa censura de los obispos, y se perseguían «los libelos infamatorios, los 
escritos calumniosos, los subversivos de las leyes fundamentales de la monarquía, 
los licenciosos y contrarios a la decencia pública y buenas costumbres». No cabe 
duda de que si esas garantías se llevaban a buen fin la nueva situación mejoraría 
la que acababa de superarse, que, con una rígida y en ocasiones arbitraria censura 
previa, coartaba el legítimo derecho del ciudadano a escribir. 

Para asegurar la libertad recién inaugurada eran pieza capital una Junta Suprema 
de Censura, compuesta por nueve individuos que nombrarían las Cortes, y las 
Juntas provinciales compuestas por cinco vocales, nombrados también por las Cor¬ 
tes a propuesta de la Junta Suprema (1). En dichas Juntas serían eclesiásticos tres 
y dos de sus miembros, respectivamente (2). Se arbitraba un complicado proceso 
por el cual, si mediaba una denuncia, la Junta provincial daría un dictamen al que 
podrá oponerse el autor. En este caso, y ante sus argumentos, la provincial emitirá 
un segundo dictamen que, si confirma el anterior, permitiría al escritor recurrir a la 


(1) DD, I, págs. 72-73. 

(2) DD, I, págs. 73-74. 
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Suprema y aun de nuevo contra la primera censura de ésta (3). También se podrá 
acudir a la Suprema contra la denegación del obispo si se tratara de un asunto 
de religión (4). 

Ya hemos visto la composición de la primera Junta Suprema, que tanto desagra¬ 
dó a Dérozier. Ahora nos detendremos en algunas de las propuestas de aquel orga¬ 
nismo tan reaccionario que demostrarán que la influencia de Quintana, Navas y 
Cano Manuel no era la propia de una minoría como pretende asegurar el escritor 
francés. 

El 15 de enero de 1811 fue nombrado vocal eclesiástico de la Junta provincial 
de Canarias Antonio de Lugo, «arcediano titular de aquella iglesia» (5), hermano 
de nuestro antiguo conocido Estanislao de Lugo (6) «era, como él, considerado jan¬ 
senista por algunas de sus ideas renovadoras y por su vinculación al círculo de la 
condesa de Montijo y a los canónigos de San Isidro» (7). Fue delatado a la Inqui¬ 
sición (8) y, cuando Tavira llegó a las islas como obispo de Canarias, le nombró 
rector del seminario al tiempo que cesaba a profesores de ideas tradicionales (9). 
Fue uno de los firmantes de la felicitación del cabildo catedralicio a las Cortes 
por haber promulgado la Constitución (10) y, lo que es todavía más significativo, 
también firma la que el mismo cabildo dirigió con motivo de haberse abolido la 
Inquisición (11). 

El 11 de febrero de 1811, por renuncia de Jacinto de Velandía, es nombrado 
secretario de la Junta Suprema Diego Clemencín (12), también liberal notorio y 
habitual entre los firmantes de felicitaciones a las Cortes, bien por la Constitu¬ 
ción (13), bien por la Inquisición (14). Será diputado liberal en las Cortes ordina¬ 
rias (15) y ministro en el Trienio (16). 

El 18 de mayo de 1812 es nombrado Manuel José Quintana presidente de la 
Junta Suprema (17). El 8 de junio de ese año se enteran las Cortes de la represen¬ 
tación que les dirige la provincial de Cádiz quejándose de la Suprema por sp pro¬ 
ceder favorable a Colón con motivo de su España vindicada (18). Los liberales, 
concretamente Toreno y Dueñas de Castro, apoyan a la Junta gaditana (19). El 3 de 

(3) DD, I, págs. 74-75. 
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(5) DD, II, pág. 407. 

(6) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., págs. 205, 207, 327. 

(7) Barcala Muñoz, Andrés: Censuras inquisitoriales a las Obras de P: Tamburini y al 
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julio de 1812 se presenta el dictamen de la comisión favorable a la provincial, que 
es aprobado (20), lo qué suponía una verdadera desautorización de la Junta Su¬ 
prema. 

Entre los miembros de la Junta gaditana figuraba el ultraliberal José Manuel 
Vadillo, que será ministro exaltado e. n el Trienio, aunque más tarde, y en una 
evolución que se dio con mucha frecuencia en los liberales, vuelva a ser ministro 
en el gabinete mucho más moderado de Bardají. Los otros cuatro firmantes —Cabello 
de Vilchés, Vallarino, Garaycoechea y Rico Osorio— habían felicitado a las Cortes 
como miembros de la Junta de censura por haber promulgado la Constitución (21). 

El 28 de septiembre de 1812 se nombra la Junta provincial de Madrid (22). 
Los miembros eclesiásticos eran el obispo auxiliar Puyal y el canónigo Ramón Ca¬ 
brera, de la Academia española y que pasaba por jansenizante (23). Felicitará a las 
Cortes por la abolición de la Inquisición (24) y volverá a ser nombrado para la 
misma Junta el 11 de julio de 1813 (25). 

El 19 de septiembre de 1812, por renuncia de Clemencín, es nombrado secreta¬ 
rio de la Suprema Juan Alvarez Guerra, personaje que nos define Menéndez Pelayo: 

«Pero nadie entre los arbitristas de entonces fue tan allá como el ministro Al¬ 
varez Guerra en su estrafalario proyecto de noviembre de 1812 sobre el modo de 
extinguir la Deuda pública, eximiendo a la nación de toda clase de contribuciones 
por espacio de diez años y ocurriendo al mismo tiempo a los gastos de la guerra 
y demás urgencias del Estado. En este plan, digno del proyectista loco que conoció 
Cervantes en el hospital de Esgueva, comienza por decirse que «un particular con 
50 millones de duros podría responder de la ejecución del proyecto». La extinción 
de la deuda había de hacerse sin que la nación pagara un maravedí por contribu¬ 
ción directa. El milagro se cumpliría echando al mercado en un día los baldíos, los 
propios y comunes de los pueblos, los bienes de la Inquisición y todos los bienes 
de las iglesias, comprendiendo las iglesias mismas (excepto catedrales y parroquias), 
los monasterios y conventos de ambos sexos (sic), los hospitales y casas de miseri¬ 
cordia, los bienes de cofradías y hermandades, las capillas y ermitas, los beneficios 
simples y las capellanías. En suma, malbaratar todo en cuatro días y echarse luego 
sobre los diezmos, que el ministro evalúa en unos 500 millones, aunque confiesa 
que sólo 200 escasos llegaban a la Iglesia. Luego viene la reforma del estado ecle¬ 
siástico, reduciéndole a 74.883 personas. De los restantes, que, según el autor del 
proyecto, llegaban a 184.803, nada se dice. Vivirán del aire o se irán muriendo en 
obsequio a la Constitución y a los presupuestos» (26). 


(20) DD, XIV, págs. 114-117. 
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Según la Colección del Fraile (27) se publicó en Palma de Mallorca, pero tam¬ 
bién debió haber una edición gaditana, pues a ella hace referencia su impugnador 
Faustino Medrano: Defensa político legal del dominio que compete a los pueblos 
en sus propios y comunes y a las iglesias y demás corporaciones en sus respectivos 
bienes, contra el proyecto que D. Juan Alvarez Guerra publicó en Cádiz (28). 

Si grave fue que semejante sujeto fuese nombrado secretario de la Junta Su¬ 
prema de Censura más lo era que la cuarta Regencia le hiciese ministro de la Go¬ 
bernación, «en atención a su instrucción y conocimientos» (29). Naturalmente figuró 
en cuanta felicitación hubo a las Cortes. Por haber concluido los trabajos prepara¬ 
torios de la Constitución (30), por la supresión del Santo Oficio (31)... Era amigo 
y colaborador de Quintana (32) tradujo del francés el Curso completo o Diccionario 
universal de Agricultura, del abate Rozier (33), única calificación que le reconocía el 
duque de Ahumada cuando Toreno le nombra ministro en 1835, aunque piensa que 
es «leve título para obtener el ministerio de lo Interior; y de su aptitud para desem¬ 
peñarlo no dio las mayores muestras» (34). Lo mismo le debió ocurrir cuando su 
primer ministerio, según el juicio de quien no hay duda de que simpatizaba con 
su ideología, Dérozier: «Alvarez Guerra es un ministro desacreditado» (35). 

Al ser nombrado ministro fue sustituido en la secretaría de la Junta de Cen¬ 
sura por Francisco Martínez de la Rosa (36), de quien ya hemos hablado y aún lo 
haremos más. Sólo señalaremos que eran los días más exaltados del que entonces era 
sólo un joven liberal y prometedor literato, aunque luego llegase a presidir el Con¬ 
sejo de ministros y a ser una de las glorias, si bien no de las más excelsas, de nues¬ 
tra literatura. 

Vocal de la Junta de Valencia fue nombrado Vicente Blasco, canónigo janse- 
nista (37) y rector de la Universidad de aquella ciudad....(38). 

Con estos nombramientos no pueden extrañarnos estas palabras de Vélez: «Las 
Juntas de censura se pusieron casi todas en manos de la facción. ¿Qué papel, por 
impío que fuese, se había de condenar? De hecho, sólo de uno sé que se llegó 
a prohibir. El Procurador, la Atalaya, la Gaceta de la Mancha, el Diario de la tar- 


(27) Colección..., I, pág. 58. 

(28) Imprenta de Espinosa, Madrid, 1814. Citado en Colección..., III, pág. 65. Cfr. tam¬ 
bién, Dérozier: Quintana..., págs. 265-267, 626, 672; Berna! Macaya, Ana Isabel: Los dipu¬ 
tados aragoneses durante el Trienio constitucional, Zaragoza, 1990, pág. 102; Gómez Aparicio, 
Pedro: Historia del periodismo español, I, Madrid, 1967, pág. 74; Gil Novales: Diccionario..., 
pág. 29. 

(29) DD, XVIII, pág. 114. 

(30) DD, XI, pág. 414. 

(31) DD, XVII, págs. 215-223. 

(32) Dérozier: Op. cit., pág. 265; Martínez Quinteiro, María Esther: Los grupos liberales 
antes de las Cortes de Cádiz, Narcea de Ediciones, S. A., Madrid, 1977, pág. 80. 

(33) Dérozier: Op. cit., pág. 265. 

(34) Villa Urrutia: Op. cit., pág. 118. 

(35) Dérozier: Op. cit., pág. 672. 

(36) DD, XVIII, pág. 321. 

(37) Appolis: Op. cit., págs. 93-94. 

(38) Villanueva: Mi viaje..., pág. 87. 
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de ... Los papeles que sostenían la religión y el trono sólo éstos fueron los conde¬ 
nados, recogidos» (39). 

El 16 de mayo de 1813 la comisión de Libertad de imprenta presenta un dicta¬ 
men sobre unas proposiciones de Borrull (40) en las que proponía modificaciones 
de procedimiento sobre el modo de actuar las Juntas de censura. Rechazaba la 
primera, que fueran distintas personas las que hicieran el primer y el segundo dic¬ 
tamen en las provinciales y aceptaba la segunda, suprimir el segundo de la Supre¬ 
ma. Así se aprobó (41). 

El 18 de mayó de 1813 comenzó la discusión del reglamento de las Juntas de 
Censura (42), que continuó el día siguiente en el que concluyó la aprobación del 
Reglamento (43). 

El 22 de junio de 1813 se renovó la Junta Suprema de Censura (44) en un 
sentido bastante más liberal que la anterior. Resultaron nombrados como eclesiás¬ 
ticos, el obispo de Arequipa, Chaves de la Rosa, José Miguel Ramírez y Martín 
González de Navas, y como seglares, Miguel Moreno, Manuel José Quintana, Fe¬ 
lipe Bauzá, Manuel de Llano, Eugenio Tapia y Vicente Sancho. Como suplentes 
fueron elegidos el sacerdote La Llave y los seglares Rebollo y Acevedo. 

Eran declarados liberales el obispo y Martín González de Navas y los seglares 
Quintana, Tapia, íntimo amigo del anterior (45), asiduo firmante de felicitacio¬ 
nes (46) y al que Alcalá Galiano atribuye esta copla que no precisa de más comen¬ 
tarios, ni en cuanto al sentido ideológico ni sobre su calidad literaria, pese a lo 
cual fue elegido académico de la Española el 24 de febrero de 1814 (47): «La liber¬ 
tad de la imprenta / disfrutará la nación: / ¡Pobre del Papa y del clero! / ¡Pobre 
de la religión!» (48) y Vicente Sancho. Estaba asegurada la mayoría, sobre todo 
teniendo en cuenta que de los otros cuatro miembros ninguno era un conocido fcradi- 
cionalista. Más bien nos inclinamos a creer que fueran liberales de segunda o tercera 
fila. Concretamente Bauzá, «cosmógrafo distinguidísimo y director del depósito 
hidrográfico», murió en el exilio inglés a donde le llevó el haber sido diputado en 
las Cortes de 1822 y 1823, aunque según Alcalá Galiano, que le trató asiduamente 
en la tertulia londinense de Argüelles, «no era aficionado» á tratar de la política (49). 
Jiménez Guazo reclamó contra el nombramiento de Navas, pero no fue admitida 
a discusión su propuesta (50). Lo que llevará a 11 diputados a suscribir voto par- 

(39) Vélez: Apología, I, págs. 132-133. 

(40) DS, págs. 5297-5298. 

«41) DS, págs. 5298-5299. 

(42) DS, págs. 5319-5320. 

(43) DS, págs. 5322-5324. 

(44) DS, pág. 5540. 

(45) Martínez Quinteiro: Op. cit., pág. 20; Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 170; Gil 
Novales: Diccionario..., pág. 639. 

(46) DD, XI, pág. 420. 

(47) Dérozier: Op. cit., pág. 674. 

(48) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 43. 

(49) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 217. 

(50) DS, págs. 5540-5541. 
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ticular en contra (51). De sus ideas puede dar muestra este retrato que aparece en 
Condiciones y semblanzas de los diputados a Cortes por la legislatura de 1820 y 
1821 (52): «Predicante valiente, evangelista firme, vivo, sencillo, fogoso, recta 
intención y chico de cuerpo, pero grande y esforzado de ánimo, luego que oye nom¬ 
brar jesuitas o bulas in coena Domini o de composición ». Era, por tanto, un típico 
canónigo de San Isidro y fue asesor o tal vez incluso colaborador de Gallardo en 
su famoso Diccionario crítico-burlesco (53). 

El 5 de julio de 1813 propuso la Junta Suprema recién nombrada las provin¬ 
ciales de. Cádiz, Mallorca y Sevilla (54). En Cádiz se renovó la confianza a Ga- 
raycoechea y a Rico Osorio. En Sevilla destaca el nombramiento, entre los eclesiás¬ 
ticos, de Manuel López Cepero, cura del Sagrario, diputado en las Cortes ordina¬ 
rias de 1813 y en el Trienio liberal y figura arquetípica de los clérigos afectos al 
liberalismo. 

Para Al varado fue el líder del partido en las ordinarias: «¿Conoce alguien diver¬ 
sidad de opiniones entre ellos? ¿No iba toda la reata por donde la llevaba Argue¬ 
lles mientras fue, Antillón después, y ahora Cepero?» (55). Es grave lo que dice 
Lista en carta a Reinoso, el 19 de enero de 1821: «Aquí ha llegado un papelote 
en el que ponen de vuelta y media a nuestro Cepero, acusándole de haber robado 
la cartuja de Gazalla de todas las maneras posibles. ¿Sabes lo que hay en esto?» (56). 
Por los días gaditanos fue refutado por él dominico Antonio Miguel Yurami (57). 
Evolucionó posteriormente hacia un acentuado moderantismo hasta tener una deci¬ 
siva participación en la resistencia de Sevilla a Espartero en 1843. Llegaría a ser 
Deán de la catedral hispalense (58). 

Ante las propuestas de nombramientos, Jiménez Guazo solicitó que o bien que¬ 
daran sobre la mesa para que los diputados pudieran instruirse sobre los candida¬ 
tos o que pasaran a una comisión (59). Tan prudente y moderada consideración 
indignó a Zumalacárregui: «¡Ya es obra lo que propone el señor propinante! Si 
todos los individuos del Congreso han de tomar conocimiento de las circunstancias 
de estos sujetos, V.M. concluiría regularmente sus sesiones antes de que se acaba¬ 
sen de tomar los informes. V.M. tiene confianza en la Suprema Junta de Censura, 


(51) DS, pág. 5543. 

(52) Madrid, 1821. Citado en Torra: Op. cit., págs. 237-238. 

(53) Torra: Op. cit., págs. 236-238; Gil Novales: Diccionario..., pág. 302. 

(54) DS, pág. 5607. 

(55) Alvarado: Op. cit., pág. 5607. 

(56) Juretschke, Hans: Vida, obra y pensamiento de Alberto Lista, CSIC, Madrid, 1951, 
pág. 565. 

(57) Yurami, Antonio Miguel: Demostración de las falsedades y calumnias con que pre¬ 
tende desacreditar a las religiosas el autor del papel intitulado «Sevilla libre », Sevilla, s. a., 
Cádiz, 1812. Citado por Artola: Los orígenes..., II, pág. 112, y en la Colección..., III, pág. 71, 
que le llama Yuramendi y tiene a Miguel por el primer apellido. 

(58) Ruiz Lagos, Manuel: El deán López Cepero y la Ilustración romántica , Jerez, 1970; 
Ruiz Lagos, Manuel: Epistolario del deán López Cepero, Jerez, 1972. Cfr. también: Voz de la 
Religión, La, Epoca 1. a , tomo IV, abril-mayo, 1838, pág. 61; Epoca 3. a , tomo I, marzo-abril 
1839, págs. 51-52; Epoca 3. a , tomo IV, septiembre-octubre 1839, págs. 287-290. 

(59) DS, pág. 5607. 
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y ésta habrá nombrado los sujetos con todo conocimiento. A más de que ésta ha 
sido la práctica que se ha observado constantemente en el Congreso» (60). 

Es difícil entender semejante salida de tono. Si existe esa confianza en la 
Suprema digan las Cortes que nombre ella sin más los vocales provinciales. Pero 
someter los nombramientos a la aprobación del Congreso e impedir que éste se 
informe de a quienes han de nombrar es tan inaudito como el que se proponga 
desde el liberalismo. 

Insistió Ostolaza en las razones de Jiménez Guazo (161) y aun aventuró sos¬ 
pechas sobre el patriotismo de uno de los nombrados para Sevilla y sobre la ido¬ 
neidad de López Cepero, al que tacha de acumulador de cargos. Caballero del 
Pozo insiste en el examen de los candidatos (62). Antillón (63) se muestra de lo 
más tradicional y conservador. Siempre se ha hecho así, llegaban las propuestas de 
la Suprema y se aprobaban sin más. Debemos seguir haciendo lo mismo. Y si eso 
se verificaba con la anterior Junta, «que era tan poco afecta a la libertad de la 
nación y a la misma libertad de imprenta», ya que absolvió escritos «que mientras 
haya nación y odio al despotismo serán eterno oprobio de sus autores», «ahora que 
acabamos de reorganizar esta corporación y componerla de sujetos conocidos por 
sus luces y patriotismo, empezamos a poner un muro de separación y de recelos 
entre ella y el Congreso, sólo porque sus primeros nombramientos para las Juntas 
subalternas recaen en patriotas afectos a la Constitución». 

Intervino después Toreno en apoyo a las tesis liberales y, tras su discurso, se 
aprobaron los nombramientos de la Junta de Cádiz (64). 

Antes de proceder a votar los de la Junta de Mallorca propuso Alcalá Galia- 
no (65) que fuera la Junta Suprema la que procediera a nombrar los miembros 
de las provinciales, pues «¿cómo he de nombrar yo a ningún sujeto sin que a lo 
menos se deje el expediente uno o dos días sobre la mesa? Tengo por opuesto 
a la razón y a la justicia que se nombren por V.M. personas que no conocemos. 
Así que insisto en que se deje el expediente sobre la mesa, o que la Junta Suprema 
sea quien nombre y sólo dé parte a V.M.». 

El presidente, que lo era entonces el tradicionalista Sombiela, tuvo una inter¬ 
vención que favoreció los intereses liberales al decir que estando sancionado que 
eran las Cortes las que debían nombrar no podía dejarse la cuestión a la Junta 
y que habiéndose aprobado ya los de Cádiz, independientemente de que para lo 
sucesivo se apruebe la proposición de Alcalá Galiano de dejar unos días pendientes 
los nombramientos para instrucción de los diputados, eso no podía tener efecto 
retroactivo y suspender los de Mallorca y Sevilla (66). 

Más importancia tuvo la intervención del mallorquín Llaneras (67), pues refle- 
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jaba bastante bien la condición de los propuestos: «Señor, si la prudencia no ce¬ 
rrase mis labios en esta ocasión, podría seguramente decir muchas cosas contra 
este nombramiento. Pero, Señor, la moderación que deben guardar los diputados, 
y mucho más uno que está revestido con el carácter sacerdotal, no me permite 
manifestar las razones que tengo para no poder aprobar semejante nombramiento. 
Mi provincia, cuando lo sepa, quedará escandalizada y horrorizada. Así, pido a 
V.M. que estas palabras mías consten el Diario de Cortes , para que mi provincia 
y la nación sepan que la religión y el bien de mis comitentes me animan a opo¬ 
nerme a esta propuesta.» 

Replicóle el también diputado balear Mor agües, que apoyó a los propuestos 
para su isla en quienes no veía «más que una diferencia de opiniones de las del 
señor Llaneras» (68), aprobándose tras su intervención las Juntas provinciales de 
Mallorca y Sevilla (69). Al día siguiente se registró el voto particular en contra 
de 20 diputados tradicionalistas (70). 

El 11 de julio se propusieron los nombramientos de las Juntas de Córdoba, 
Madrid, Galicia y Méjico (71), con algunos nombres verdaderamente escandalosos. 

Los liberales más notorios fueron Ramón Cabrera, que volvió a ser nombrado 
para la Junta provincial de Madrid y al que ya nos hemos referido. Había sido 
uno de los doce sujetos con los que contaba el Inquisidor general Abad en su 
frustrado intento de reformar la Inquisición (72). 

Antonio Posada y Rubín de Celis, para la de Madrid. Canónigo de San Isidro 
y uno de los clérigos liberales más significados de la primera mitad del siglo xix. 
Pero su carrera eclesiástica, en la que llegaría a obispo de Cartagena (1821-1825), 
sede que tendrá que renunciar, aunque volverá a ser propuesto por los liberales 
para los arzobispados de Valencia y Toledo y para el Patriarcado de las Indias, 
en 1813 se estaba iniciando y hablaremos de ella en otro lugar. 

También fue nombrado vocal de la Junta de Madrid Eugenio de la Peña> uno 
de los firmantes, como secretario interino, de la felicitación a las Cortes por haber 
abolido la Inquisición de la Academia Española (73). Fue elegido diputado por 
Madrid para las Cortes ordinarias, y el haberse presentado en Cádiz fue la causa 
de su muerte, pues, atacado de lá epidemia, falleció en aquella ciudad en octubre 
de este año de 1813. 

También para la de Madrid fue nombrado como uno de los vocales no ecle¬ 
siásticos el catedrático de los Estudios de San Isidro Antonio Siles, firmante de 
dos felicitaciones por haber las Cortes acabado con la^Inquisición, una como miem¬ 
bro de los citados Estudios (74) v otra como prosecretario de la Academia de la 
Historia (75). 


(68) DS, pág. 5609. 

(69) DS, pág. 5609. 

(70) DS, pág. 5623. 

(71) DS, pág. 5684. 

(72) Demerson, Jorge: Op. cit., pág. 118. 

(73) DS, pág. 5573. 

(74) DS, págs. 5703-5705. 

(75) DS, págs. 5876-5877. 
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En Madrid, todavía, y como suplente no eclesiástico, se nombró a José Mor 
de Fuentes, lo que indignó a La Atalaya de la Mancha (76). 

Como vocal eclesiástico de la Junta de La Coruña fue nombrado Manuel Pardo 
de Andrade, clérigo liberal, agustino secularizado, capellán del ejército, influen¬ 
ciado por Rousseau (77) y simpatizante de la Revolución francesa (78). Se había 
manifestado contrario a la Inquisición (79) y publicó el folleto Juicio imparcial 
sobre la conducta del obispo «que fue» de Orense (80) en el que superando el 
liberalismo de las Cortes parece que destituye a Quevedo de su obispado, cosa 
que ni el Congreso se atrevió a hacer. 

Os rogos d'un gallego fue prohibido por la Inquisición en 1815 y creemos que 
no se excedió en ello (81). Tras la restauración tuvo que exiliarse. «En París 
entabló relación con una "cupletista” o "censualista”, Marie Rose Hardy —según 
la partida de defunción llegaron a casarse—, con la que tendría una hija nacida 
en Oleiros» (82). 

Su nombre figura en una Lista de los enemigos más furiosos de la Religión y 
del Rey que hay en La Coruña (83): «Don Manuel Pardo de Xas, ex fraile agustino, 
capellán de ejército retirado y vocal de la Junta de Censura, impío y demócrata 
en sumo grado; autor de los folletos Os rogos do gallego y El Pueblo gallego 
no quiere la Inquisición, declarados de impíos y heréticos por el arzobispo de 
Santiago antes de su refugio a Portugal. Autor asimismo de algunos artículos del 
Ciudadano y de muchas poesías denigrantes a la augusta persona de V. M. y a la 
religión de N. S. Jesucristo» (84). 

También formó parte dé la Junta de censura de Galicia Valentín de Foronda, 
un vitoriano ilustrado a quien los avalares de la guerra habían llevado a Galicia 
después de haber sido cónsul en Estados Unidos, de donde regresó «embebido en 
el espíritu jeffersoniano» (85). Se había mostrado contrario a la Inquisición (86) y 
fue el liberal más ilustre que residió en Galicia por aquellos años (1811-1815) (87). 
Los tradicionalistas gallegos le hicireon objeto de numerosos ataques (88). En la 
lista de enemigos de la religión y del rey aparece como «corifeo de los jacobinos, 


(76) Morán: Poder..., pág. 37; Dérozier: Op. cit., págs. 633-634. 

(77) Artola: Estudio..., XXXV; Odriozola, Antonio: «Nuevas y rigurosas aportaciones 
acerca de Manuel Pardo de Andrade», en La Voz de Galicia (14-8-1983); Idem: «Pardo de 
Andrade, un autor atrevido», en La Voz de Galicia (15-8-1983). 

(78) Dobarro Paz, Xosé María: «Pardo de Andrade, Manuel», en Gran Enciclopedia 
Gallega; en adelante, GEG, XXIV, pág. 25; Gil Novales: Diccionario...,, págs. 506-507. 

(79) Dobarro: Op. cit., XXIV, pág. 25. 

(80) Dobarro: Op. cit., XXIV, pág. 25. 

(81) Dobarro: Op. cit., XXIV, pág. 25. 

(82) Dobarro: Op. cit., XXIV, pág. 25. 

(83) Barreiro, Xosé Ramón: Liberales y absolutistas en Galicia, Edicións Xerais dé Gali¬ 
cia, S. A., Fuenlabrada, 1982, págs. 165 y ss. 

(84) Barreiro: Op. cit, pág. 166. 

(85) Sánchez Agesta, Luis: El pensamiento político del Despotismo Ilustrado, pág. 129, 
Sevilla, 1979. 

(86) Artola: Los orígenes..,, II, pág. 57; DS, pág. 5451. 

(87) Odriozola, Antonio: Foronda, Valentín de, en GEG, XIII, págs. 221-225. 

(88) Odriozola: Op. cit, págs. 222-223; Dérozier: Op. cit., pág. 633: 
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ateístas, deístas, también conocido por sus escritos impíos en todo el reino y tra¬ 
ductor de las Cartas de Rousseau» (89). 

También figuran en la citada lista otros cuatro de los nombrados para la Junta 
provincial: Gonzalo Mosquera, «tan demócrata que su casa es reunión de los más 
republicanos» (90); Joaquín Suárez del Villar, «tan demócrata que declara de sub¬ 
versivos y sediciosos a todos los periódicos que defienden los derechos de la sobe¬ 
ranía de V. M.» (91); José O'Conoch (92) y Miguel Belorado, «corregidor todo 
el tiempo que nos dominó el mariscal Ney; corifeo de las máximas napoleónicas; 
tan impío y demócrata que es el primer cabeza de los bonapartistas» (93). La tacha 
de afrancesado se aplica también a Mosquera. 

Volvieron a oponerse los diputados tradicionalistas a que se hiciesen los nom¬ 
bramientos sin conocimiento de las personas propuestas con intervenciones de 
Borrull, Alcaina, Jiménez Guazo, Llaneras, Tiburcio Ortiz y Alcalá Galiano, pero 
las Cortes aprobaron las Juntas tal y como se habían propuesto (94). 

Al día siguiente formulan voto particular 25 diputados contra que no se ad¬ 
mitiese el demorar la votación para instrucción de los votantes y 12 contra los 
nombramientos mismos. Por ser varios los diputados que suscribieron ambos votos 
la cifra de opositores fue de 28 (95). El 16 de julio serán nueve los diputados 
que formulan voto particular contra el nombramiento de la Junta de Lima (96) 
y el 19 protestarán siete contra los de las Juntas de Guadalajara (Méjico), Guate¬ 
mala, La Habana, Valladolid y Oviedo (97), aprobadas el día anterior (98). 

En la de Valladolid señalaremos al entonces joven clérigo Manuel Joaquín Ta- 
rancón y Morón, muy afecto a los liberales, que en 1834 le propondrán para obispo 
de Zamora, si bien la Santa Sede no le confirma (99). Después será obispo de 

(89) Barreiro: Op. cit., pág. 165. Cfr. asimismo, Sarrailh, Jean: La España ilustrada de la 
segunda mitad del siglo XVIII, FCE, Madrid, 1974, págs. 248-249; Martínez Quinteiro: Op. cit,, 
pág. 84;Reguera, Iñaki: Ilustración y censura en el Vais Vasco, en W. AA.: La Ilustración, 
Valencia, 1988, pág. 168; Domergue, Lucienne: «Note sur l’ocupation fran^aise des provinces 
basques au temps des guerres de la Convention (1794-1795)»,, en Revista de Historia das Ideias, 
Coimbra, 1988, págs. 84-85, 88-89, 92-93, donde se señala su colaboración con los invasores 
franceses durante la guerra contra la Convención; Gil Novales: Diccionario..., págs. 247-249; 
Fraile, Guillermo: Historia de la Filosofía española. Desde la Ilustración, pág. 42, BAC, 
Madrijd 1972. 

(90) Barreiro: Op. cit., pág. 166. 

(91) Barreiro: Op. cit., pág. 168. 

(92) Barreiro: Op. cit., pág. 166. 

(93) Barreiro: Op. cit., pág. 166. 

(94) DS, pág. 5684. 

(95) DS, pág. 5689. 

(96) DS, pág. 5715. 

(97) DS, pág. 5733. 

(98) DS, pág. 5725. 

(99) Orive, A.: «Tarancón y Morón, Manuel Joaquín», en Diccionario..., IV, pág. 2522; 
Cárcel, Vicente: Correspondencia diplomática de los nuncios en España: Nunciatura de Amat 
(1833-1840), EUNSA, Pamplona, 1982, pág. 138; Estadística de las Cortes, Madrid, 1880, 
págs. 15, 51, 210; Cárcel Ortí, Vicente: «Obispos intrusos», en Diccionario..., III, Madrid, 
1973, 1798; La Voz de la Religión, Epoca 1. a , tomo I, octubre-noviembre 1837, págs. 62-94, 
127-132, 220-229; Sota y Lastra, Pío de la: Consideraciones generales sobre el Presupuesto de 
obligaciones eclesiásticas, Imprenta de la Viuda de Aguado e Hijo, Madrid, 1872, págs. 49-50; 
El Católico, 22-9-1840, pág. 176. 
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Córdoba (1847-1857), arzobispo de Sevilla (1857-1862) y creado cardenal en 1858. 
Fue uno de los escasos clérigos liberales que la Iglesia pudo recuperar. 

En la de Asturias eran liberales de cierta nota Juan Nepomuceno San Miguel, 
hermano de Evaristo y diputado por Asturias en el Trienio (100), y el canónigo 
ovetense Ramón Llano Ponte (101), que se había distinguido por su patriotismo 
contra los franceses (102). 

El 25 de julio se nombran las de Puerto Rico, Mérida de Yucatán y Sala¬ 
manca (103). En esta última se distinguieron por sus ideas liberales el sacerdote 
y catedrático de matemáticas Juan Justo y García, diputado en el Trienio liberal 
y autor de unos Elementos de verdadera lógica que «no son más que un com¬ 
pendio fidelísimo y literal de la Ideología de Destutt-Tracy, con quien el autor 
estaba en correspondencia» (104) y que rezuman materialismo. 

Catedrático dé Derecho canónico, aunque seglar, era José Domingo Mintegui. 
Había firmado la felicitación del ayuntamiento salmantino por haberse abolido 
la Inquisición (105) y será diputado en las Cortes ordinarias de 1813-1814, aunque 
en ellas se mostró independiente y alguna vez votó con los tradicionalistas. 

También sacerdote y catedrático, de Etica, y también diputado, en el Trienio 
era Miguel Martel, que más tarde escribiría unos Elementos de Filosofía Moral, 
que Menéndez Pelayo tacha de empiristas y utilitaristas (106). Aparece como uno 
de los firmantes de la felicitación a las Cortes por haber acabado con la Inquisición 
de la Universidad de Salamanca (107). Y había sido una de las personas con que 
había contado Abad y Lasierra para la reforma del Santo Oficio (108). 

La Junta provincial de Salamanca, recién constituida, se dirigió a las Cortes 
el 30 de julio de 1813 para felicitarlas por haber abolido la Inquisición (109). 

El 1 de agosto se nombran las Juntas de Charcas, Santo Domingo y Jaén (110). 
El 15 las de Santiago de Cuba, Murcia, Cataluña y Aragón (111). El 24 las de 
León y Valencia (112). En esta última encontramos también destacadísimos libe¬ 
rales: los vocales eclesiásticos Nicolás Garelly y Mariano Liñán. 


(100) Alvarez Cascos: Op. cit., págs. 115, 124-125, 127-128, 133, 143, 150-151; Gil Novales: 
Diccionario..., pág. 234. 

(101) González Muñiz, Miguel Angel: El clero liberal asturiano, págs. 20-21, 58, Gijón, 1976. 

(102) Martínez de Velasco: Op. cit., pág. 60. 

(103) DS, pág. 5791. 

(104) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 874; Cuesta Dutari, Norberto: El maestro Juan 
Justo García. Presbítero natural de Zafra (1752-1830) y catedrático de Algebra, Salamanca, Pu¬ 
blicaciones de la Universidad, 1974; Gil Novales: Diccionario..., pág. 269; Fraile: Op. cit., 
pág. 72. 

(105) DS, pág. 5657; ASL013, pág. 84. 

(106) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 875. 

(107) DS, págs. 5557-5558. 

(108) Demerson, Jorge: Op. cit., pág. 118; Gil Novales: Diccionario..., pág. 410; Fraile, 
Op. cit., pág. 72. 

(109) DS, págs. 5839-5840. 

(110) DS, pág. 5854. 

(í 11) DS, pág. 5944. 

U12) DS, pág. 6037. 
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Garelly, que Sánchez Agesta nos dice que es el mismo que luego sería mi¬ 
nistro con Martínez de la Rosa en el Trienio y en la minoría de edad de Isa¬ 
bel II (113), era paborde y catedrático de Derecho civil en Valencia y se había 
ofrecido para explicar la Constitución en la capital levantina (114). 

Mariano Liñán Morelló era catedrático de Historia eclesiástica. Los liberales 
le propondrán más tarde para obispo de Teruel, pero no será aceptado por 
Roma (115). 

El 2 de septiembre se nombra la de Burgos, en la que aparece un Manuel 
Fraile, que creemos es el que más tarde será obispo de Sigiienza y uno de los pre¬ 
lados más liberales de los primeros años de Isabel II (116). El 7 las de Cuenca y 
Zamora y un vocal de la de Cádiz (117). El 3 de octubre las de Soria y Avila (118). 
El 31 de octubre la de Bilbao (119). Ese mismo día se procede a la renovación 
reglamentaria de cargos en la Junta Suprema y Quintana es nombrado presidente 
y Navas vicepresidente (120). 

El 7 de noviembre de 1813 se nombra la Junta de León de Nicaragua (121). 
El 15 de marzo de 1814 vuelven a renovarse los cargos de la Suprema, pasando 
Martín González de Navas a la presidencia (122). 

Ese mismo día, 15 de marzo de 1814, la mayoría tradicionalista consigue im¬ 
poner lo que hasta entonces se había rechazado: que las propuestas de nombra¬ 
miento queden sobre la mesa para instrucción de los diputados (123). Y así quedó 
pospuesta la Junta de Avila, que se aprueba el día 18 (124), tras rechazarse por 
72 votos contra 63 la propuesta de Fernández, de Castro de qué no se votase la 
Junta en conjunto, sino vocal por vocal. Creemos que intentaba evitar el nombra¬ 
miento de Pablo de Jérica, masón (125), exiliado en el sexenio a Francia, donde 
acaba casándose y naturalizándose sin volverse a acordar de España (126) y que se 
había distinguido como asiduo firmante de felicitaciones a las Cortes (127). 
La ausencia de numerosos diputados tradicionalistas ese día hizo que se impu- 

(113) Sánchez Agesta, Luis: «Las primeras cátedras españolas de Derecho constitucional», 
en Revista de Estudios Políticos, págs. 126, 138, noviembre-diciembre 1962. 

(114) ASL013, pág. 205. 

(115) Cárcel: Política..., págs. 197-198; Cárcel: «El liberalismo en el poder», en Historia 
de la Iglesia en España, V, pág. 133, BAC, Madrid, 1979; Cárcel: Correspondencia..., LV, 
págs. 141, 177, 214, 319; Cárcel: Obispos..., 1798; Gil Novales: Diccionario..., pág. 368. 

(116) DS, pág. 6105. 

(117) DS, pág. 6133. 

(118) ASL013, pág. 51. 

(119) ASL013, pág. 181. 

(120) ASL013, pág. 181. 

(121) ASL013, pág. 209. 

(122) ASL014, pág. 119. 

(123) ASL014, pág. 120. 

(124) ASL014, págs. 140-142. 

(125) Zavala, Iris M.: Masones, comuneros y carbonarios, pág. 26, Madrid, 1973. 

(126) El Henares (5-6-1910); Moreno: Op. cit., pág. 186; Alcalá Galiano: Recuerdos..., 
pág. 74; Gómez Aparicio, Pedro: Historia del periodismo español, I, págs. 87, 93, Editora 
Nacional, Madrid, 1967. 

(127) DD, XI, pág. 418; XVI, págs. 338-344; XVIII, págs. 215-223. 





sieran los liberales, con los que votaron algunos de sus adversarios como Zorrilla 
de la Rocha, Rengifo o Rodríguez Olmedo. Al día siguiente 27 diputados tradicio¬ 
nalistas suscribieron voto particular en contra (128), entre ellos los antes citados 
Zorrilla de la Rocha y Rengifo, por lo que debemos entender que o se contabilizó 
mal su voto o se equivocaron al darlo. 

El 16 de abril de 1814 se proponen las Juntas de Segovia y Maracaibo (129), 
figurando en la primera el canónigo magistral de aquella catedral Santiago Sedeño, 
a quien los liberales propondrán en el Trienio para obispo de Coria sin que llegue 
nunca la confirmación de Roma (130). Militará en el comunerismo. El 26 de 
abril se aprobaron ambas Juntas (131), así como el de un vocal propietario y un 
suplente de la de Madrid, con voto particular en contra de 13 diputados (132). 

El 30 de abril se aprobó una modificación importante del modo de elegir 
las Juntas provinciales. La Suprema propondrá tres sujetos para cada una de las 
plazas, debiendo venir cada nombre con un «extracto circunstanciado de sus mé¬ 
ritos» (133). Las Cortes querían controlar los nombramientos y evitar los indi¬ 
viduos que no le agradaran. Pero ya todo era inútil, pues apenas le quedaba al 
Congreso una semana de vida. 

Por los nombres indicados se comprende la preocupación y aun la indignación 
de los tradicionalistas por los nombramientos de estas importantísimas Juntas, en 
cuyas manos quedaba la libertad de imprenta. Los de un bando tendrían todas las 
simpatías y los del otro experimentarían todas las persecuciones. No se había 
creado lo contrario de la Inquisición, sino una Inquisición al contrario en la que 
los tradicionalistas serían los reos que soportarían procesos y sambenitos y, si no 
hogueras, sí cárceles y exilios. Y debemos añadir que solo hemos señalado los 
nombres que nos parecieron más relevantes. Un estudio más detenido creemos que 
permitiría adscribir al liberalismo y al jansenismo a la inmensa mayoría de los 
designados. Tradicionalistas no encontramos a ninguno. Alguno sería persona sin 
carga ideológica, pero posiblemente porque no se encontró en esa provincia su¬ 
ficiente número de partidarios de las reformas para cubrir las plazas. Era un asunto 
capital para la supervivencia del liberalismo y se empeñaron en la tarea con 
toda su alma. Creemos que una vez más Quintana fue elemento capital en ello, 
aunque se le haya escapado a Dérozier. 


(128) ASL014, pág. 145. 

(129) ASL014, pág. 256. 

(130) Revuelta González, Manuel: Política religiosa de los liberales en el siglo XIX, págs. 122, 
346-347, CSIC, Madrid, 1973; Dufour, Gerard: «Del catolicismo liberal al liberalismo exaltado: 
el canónigo D. Santiago Sedeño y Pastor», en Trienio, I, págs. 5-26, Madrid, 1983; Gil Novales: 
Diccionario..., pág. 618; Colección Eclesiástica Española, XIV, pág. 2, Madrid, 1824; Dufour, 
Gerard: Un liberal exaltado en Segovia: el canónigo Santiago Sedeño y Pastor (1763-1823), 
Universidad de Valladolid, «Estudios y Documentos», XLVI, 1989; Buldain Jaca, Blanca Ésther: 
Régimen político y preparación de Cortes en 1820, pág. 227, Congreso de los Diputados, 
Madrid, 1988. 
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La Triple Alianza 

Fue La Triple Alianza un efímero periódico que se publicó en la Isla de León 
a comienzos de 1811 —Solís dice que en febrero de ese año—y no llegó a 
finales de marzo, pero que en «sus siete números dejó constancia de sus ideas 
exaltadas y de su poco respeto por las instituciones» (134). Lo dirigía un americano, 
Manuel Alzáibar de la Puente, «íntimo amigo y camarada de Mejía» (135), «si no 
colaborador o testaferro» (136). 

Se equivoca Solís en la fecha de aparición, pues la denuncia que del periódico 
hizo García Quintana es de fecha 28 de enero, por lo que ya en ese mes tenía que 
estar a disposición del público... Lo cierto es que en su número segundo, «tras 
hablar de la superstición con que se había embadurnado la obra más divina , se 
desembozó hasta atacar de frente el dogma de la inmortalidad del alma, fruto 
amargo de las falsas ideas de la niñez y del triunfo de la religión. «La muerte 
—añadía— no es más que un fenómeno necesario en la naturaleza». Aparatos 
lúgubres inventados por la ignorancia para aumentar las desdichas del género hu¬ 
mano, llamaba a los sufragios por los difuntos» (137). 

El escándalo que se levantó fue mayúsculo (138) y se inició con la citada 
denunciá de García Quintana (139): «esto a mí me parece que es introducir doc¬ 
trinas que pueden ser funestas al Estado y a la religión». Concluyendo: «creo que 
debe ser la principal atención de V. M. conservar la religión católica y no dar 
lugar a que miserablemente se vayan introduciendo doctrinas que puedan alte¬ 
rarla». 

Salió Mejía Lequerica en defensa del periódico y sostuvo que aprobada la ley 
de libertad de imprenta debían ser las Juntas de censura las que tenían que 
intervenir (140). ! 

Aner cree que el periódico es subversivo y contrario a la religión (141). Leyva 
considera el texto «oscuro y peligroso» (142). Esteban pide que pase al tribunal 
correspondiente (143). López Pelegrín que se envíe a la Junta de censura (144), 
mientras que Cañedo solicita lo examine una comisión del Congreso (145). Simón 
López apoya a Cañedo solicitando que «se tomen las providencias más enérgi- 


(134) Solís: Op. cit., pág. 421. 

(135) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 804. 

(136) Solís: Op. cit., pág. 421. 

(137) Menéndez Pelayo: Op, cit., II, págs. 204-805. 

(138) Villanueva: Mi viaje..., pág. 140; Argüelles: Op. cit., págs. 239-241; Alvarado: 
Op. cit., II, pág. 259; IV, págs. 437-439. 

(139) DD, III, págs. 126-127. 

(140) DD, III, pág. 127. 

(141) DD, III, págs. 127-128. 

(142) DD, III, pág. 128. 

(143) DD, III, págs. 128-129. 

(144) DD, III, pág. 129. 

(145) DD, III, pág. 130. 
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cas» (146) y lo mismo hace José Martínez (147). Gallego se muestra más con¬ 
ciliador y dice que las Cortes, una vez que aprobaron la ley de libertad de im¬ 
prenta, no pueden intervenir (148), en lo que le apoya Mendiola (149). Guridi es 
partidario también de que se envíe a la Junta de censura (150). Lera (151) se 
muestra indignado y pide «mandarle quemar por mano del verdugo», por supuesto 
que al periódico y no al periodista, en lo que le apoyan Garoz (152) y Morros (153). 

Villanueva (154) considera las tesis pelagianas y materialistas, calumniadoras 
de la religión y corrosivas del espíritu bélico de nuestros soldados. Vuelve a in¬ 
tervenir Mejía (155) y de su discurso parece deducirse que fue él mismo el autor 
del texto denunciado: «Sea quien fuese el autor de este papel, todas las propo^ 
siciones son mías. Las defenderé contra todos los teólogos de España; y estoy 
pronto a hacerlo ver en un concilio, como también que no hay ningún derecho 
ni humano ni divino que permita hacer lo que se ha hecho, esto es, infamar a un 
autor y pedir que se queme un papel suyo sin haberlo oído...». Rebatió después 
a Villanueva, en medio de cierto tumulto, e intentó defender la catolicidad de 
las afirmaciones del periódico hasta que se le retiró la palabra por haber hecho 
uso de ella ya una vez. 

Gallego insiste en la Junta de censura (156), mientras que Cañedo achaca de¬ 
fectos a la ley de imprenta (157), que es defendida por Arguelles (158) y Olive¬ 
ros (159). Antonio Joaquín Pérez, que era el presidente, propone enviarlo a la 
Inquisición (160), a lo que se opone Argüelles (161), secundándole Gallego (162). 
Creus (163) se manifiesta también contra el periódico y al fin se aprueban las 
proposiciones de Martínez y Pérez: que se suspenda el escrito hasta que sea exa¬ 
minado por una junta y que se remita a la Inquisición (164). 

El 29 de enero protesta Argüelles, y le apoyan varios diputados, contra el 
envío al Santo Oficio —son sus palabras— por ser ello contrario al decreto de 
libertad de imprenta (165). Ese mismo día se dio cuenta de una representación 
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de José Antonio Romero y Pavón, uno de los editores de La Triple Alianza, en 
la que «aclarando su doctrina pedía que el Congreso sobreseyese en la providencia 
anterior hasta que examinado el papel estuviesen las Cortes mejor informadas» (166). 
Se opusieron a ello varios diputados, pero al fin se admitió el recurso por ma¬ 
yoría (167). 

Pide entonces Villafañé que se suspenda la ejecución de lo aprobado el día 
anterior, mientras se trata el asunto (168). Se opone Martínez (169). Insiste Ar- 
güelles en sus ideas (170), con protesta de Creus y Aner (171) y se levanta la 
sesión. El 31 de enero se da cuenta de una segunda representación de Romero 
en la que ofrece explicaciones católicas (172), tras lo que Pérez, que había pro¬ 
puesto pasara el asunto a la Inquisición, manifiesta que no podía hacerse aquello, 
«porque tengo entendido que no está organizado el tribunal del Santo Oficio ni 
reunidos los ministros que lo componen» (173). 

Le informa Riesco que el tribunal de Sevilla está constituido en Ceuta (174), 
mientras que Villanueva se muestra contrario a que intervenga la Inquisición y 
satisfecho con las explicaciones del editor (175). Tras algún debate sobre las 
facultades de la Inquisición, ya que su cabeza se había pasado al francés (176), y 
mostrándose García Quintana, que era quien había denunciado el periódico, par¬ 
tidario de admitir las explicaciones propuestas por el editor, vuelven a enfrentarse 
liberales y tradicionalistas defendiendo los primeros la benevolencia y los segun¬ 
dos el rigor (177), volviéndose a acordar que pasara el asunto a la Inquisición (178), 
con voto particular en contra de varios liberales (179). 


Disgusto en las provincias por la libertad de imprenta 

En la discusión sobre La Triple Alianza / el barón de Antella hizo una afir¬ 
mación acogida con murmullos y que recogemos por su importancia: «Las pro¬ 
vincias, con dolor lo digo, no han tomado a bien la libertad de la imprenta». 
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E insistió: «Algunas provincias no han recibido esta ley con el aplauso que 
aquí» (180). 

Nos vienen a la memoria unas palabras de Balmes dichas con toda exactitud 
a este objeto: «¿Qué mayor despropósito que empeñarnos en dar la libertad a 
un pueblo que, según vosotros mismos no la comprendía, y forzarle a aceptar una 
dicha que él rechazaba mirándola como terrible desventura?» (181). 

La Regencia, incómoda con la libertad de imprenta 

El 10 de junio de 1811 se da cuenta en sesión secreta (182) de la denuncia que 
hizo el fiscal del Consejo Cano Manuel del número 11 de El Duende Político o 
La Tertulia resucitada, periódico «redactado por el presbítero don Miguel Cahral 
de Noroña y de ideas liberales avanzadas» (183). El 22 del mismo mes, la Regencia 
comunica a las Cortes que envió el citado número a la Junta de censura consul¬ 
tando si podía, como creía, actuar en el caso de periódicos «sediciosos» sin las 
formalidades previas de los dictámenes de la Junta de censura (184). 

El 25 se iniciaba la discusión que abre José Martínez defendiendo el parecer 
de la Regencia (185). Guridi rechaza su interpretación (186): «Son absolutamente 
incompatibles libertad de imprenta y facultad en el Poder ejecutivo o en el judiciario 
para castigar a los que abusen de ella sin la calificación previa de la Junta de 
censura». Y con la ley promulgada tenía razón. 

El obispo de Calahorra (187) se sale del tema de la discusión para entrar 
en lo que verdaderamente le preocupaba: «El ciudadano español, con el decreto 
de V. M. sobre la libertad de la imprenta, expedido en 10 de noviembre del año 
próximo pasado, esperaba ver puesto un freno contra la arbitrariedad, mayor ilus¬ 
tración en la nación y el camino único para el conocimiento de la verdadera opi¬ 
nión pública; fines que en él fueron propuestos» (188). Pero «hemos visto publi¬ 
cados unos impresos en que en lugar de traslucirse los justos fines del decreto 
de V. M., se ofende la modestia, se derraman improperios, se denigra la fama y 
opinión de varones muy esclarecidos, sin que se haya perdonado a clase ni con¬ 
dición; se ven, Señor, los más celosos defensores de la patria, generales, héroes 
que con el más singular consuelo de la nación se han esmerado en salvarla, cu¬ 
biertos de ultrajes y de ignominia. El nombre del marqués de la Romana y otros 
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insignes campeones ha corrido en tales papeles oscurecido y afeado con los más 
negros borrones» (189). 

Aunque ello desagradara y alarmara al obispo había otras cuestiones que le 
llegaban más al alma: «Por esta causa, y por la obligación que tengo como pre¬ 
lado de la Iglesia de defender la gloria de Dios y pureza de su culto religioso, me 
ciño principalmente a lo que en esta materia he advertido y leído con el más pro¬ 
fundo dolor, el que igualmente ha afligido los corazones de los españoles cató¬ 
licos, especialmente de los prelados de la Iglesia, que me lo han manifestado ex¬ 
presamente para que lo hiciese presente a V. M. en ocasión oportuna» (190). 
Los obispos residentes en Cádiz, posiblemente con las excepciones de Chaves de 
la Rosa y el cardenal Borbón, y tal vez algunos de los que se encontraban fuera, 
se comunicaban sus inquietudes y querían que Aguiriano las expusiera a las 
Cortes. 

«Se han visto papeles impresos de la mayor trascendencia y dirigidos al pú¬ 
blico, en que casi nunca se menciona nuestra santa religión; y lo que ha inundado 
de amargura mi corazón y el de todo buen español, es que aún en los manifiestos 
emanados de la Regencia, hechos circular por toda la nación, por nuestras Américas 
e islas de todo el imperio español se nota esta misma omisión. En el que se 
comunicó anunciando los insignes triunfos y victorias señaladas de la toma del 
castillo de San Fernando de Figueras, la de la Albuera y otras muchas, no se 
toma en boca el santo y adorable nombre de Dios, cuando la materia exigía impe¬ 
riosamente expresar el debido reconocimiento al Todopoderoso que tan grandes 
beneficios nos había dispensado. Señor, la España es nación católica, y lo ha sido 
siempre, sin que jamás se haya abrigado en su seno herejía ni error» (191). 

La denuncia de Quintana hubo de entenderla todo el mundo y ciertamente 
sus numerosos correligionarios en el Congreso. Pero como hablaremos más! tarde 
de aquella eminencia gris del liberalismo nos contentamos ahora con señalar la 
alusión meridiana. El intento deliberado de eliminar a Dios de nuestros fastos era 
demasiado chocante en aquellos días, por lo que los obispos protestaban de ello. 
Y si quedara alguna duda, la disipa el prelado de Calahorra: 

«Se deja discurrir que la falta de referir a Dios tan distinguidas victorias, no 
puede menos de producir gran tristeza y desabrimiento en el corazón de las pro¬ 
vincias, en los hijos católicos de la nación y de las Américas, donde sé que reina y 
ha reinado pura nuestra santa religión, y que sus naturales son piadosos, adictos 
al evangelio y a la frecuencia de sacramentos y dados a una verdadera y sólida 
devoción, que temen, aman y honran a Dios y profesan la más tierna devoción 
a nuestra Madre, Reina y Patrona María Santísima. Conocí desde luego, y conozco 
ahora, que no puede menos de contristar a aquellos nuestros generosos hermanos 
la omisión indicada. 


(189) DD, VI, pág. 421. 

(190) DD, VI, pág. 422. 

(191) DD, VI, pág. 422. 
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Estoy muy distante ni aún de pensar que en esto haya habido defecto impu¬ 
table a los regentes de la nación; son tan notorias y seguras las pruebas de su 
piedad, moderación, probidad y religión, y tan fijo el concepto que este augusto 
Congreso y el pueblo español tiene formado de ello* que están a cubierto, y sería 
un delirio el formar en esta parte la menor sospecha. Es, pues, necesario recurrir 
a otro principio o causa; ofreciéndose que lo serán los que intervienen en la 
extensión de las órdenes de la Regencia» (192). Si hoy nos resulta clara la alusión 
a Quintana, que vamos a decir de entonces en un Cádiz en el que todos se 
conocían. «Los subalternos, éstos son los verdaderos culpables» (193). 

«Es absolutamente preciso que de un gobierno católico como el de España 
salgan todas las providencias que respiren siempre reconocimiento a Dios (...). 
Esto cede en crédito y gloria del mismo gobierno. Por lo que considero ser abso¬ 
lutamente indispensable que por V. M. se dé orden a la Regencia para que así 
se haga siempre, y no se vea repetido un ejemplar tan pernicioso y desedificante» 
y «que aleje de sí y separe a cualquiera, sea quien fuese sin excepción alguna, que 
no siga y observe con fidelidad y exactitud esta tan religiosa, justa y saludable 
orden» (194). No eran, pues, los celos literarios de Capmany ni su carácter orgu¬ 
lloso y desabrido el origen de su inmisericorde ataque al poeta que apenas era 
nada y sin embargo estaba omnipresente en la política liberal desde 1808. Su in¬ 
fluencia la percibían todos y ciertamente el obispo de Calahorra Francisco Mateo 
Aguiriano y Gómez (194 bis). 

Borrull (195) sostiene medidas excepcionales. Luján la ley de imprenta (196). 
Aner (197), que se ve obligado una vez más a denunciar la coacción de las tribunas, 
a la Regencia y a Borrull. Terrero (198) en esta ocasión a los liberales. Lo mismo 
que Gallego (199), Gordillo (200), Argüelles (201), con malévolas insinuaciones 
contra el fallecido Floridablanca (202), Mejía (203) y Muñoz Torrero (204), que 
cerró la discusión con un brevísimo discurso, como todos los suyos. Todo acabó 
en recordar a la Regencia «que observe puntualmente el reglamento del Poder 
eejcutivo y el de la libertad de la imprenta» (205). 


(192) DD, VI, págs. 422-423. 

(193) DD, VI, pág. 423. 

(194) DD, VI, pág. 423. 

(194 bis) Sobre la polémica Capmany-Quintana, cfr. Fernández de la Cigoña y Cantero: 
Op. cit., págs. 243-263. 

(195) DD, VI, págs. 423425. 

(196) DD, VI, págs. 425-427. 

(197) DD, VI, págs. 427-429. 

(198) DD, VI, págs. 429-430. 

(199) DD, VI, págs. 430431. 

(200) DD, VI, págs. 431-434. 

(201) DD, VI, págs. 434-443. 

(202) DD, VI, pág. 440. 

(203) DD, VI, págs. 443-447. 

(204) DD, VI, pág. 447. 

(205) DD, VI, pág. 447. 
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«Él Robespierre Español» 

El 5 de julio de 1811, en sesión secreta, «se leyó una representación de la 
Junta provincial de censura de esta ciudad, en la que se queja de la calumnia 
que contra ella hace el papel titulado El Robespierre, en el núm. 10, y pide que 
S. M. tome las providencias correspondientes para sostener su honor y castigar 
tal atentado. 

Igualmente se leyó una representación de Francisco Perin, quejándose, a nom¬ 
bre del autor del papel titulado El Robespierre Español, de haber mandado 
el gobernador de la isla de León que se suspendiese la impresión del núm. 10 
y obligado a que dijese quién era su autor» (206). 

Dicho periódico, publicado primero en la Isla y después en Cádiz (207) por 
Pedro Pascasio Fernández Sardinó (208), era de los más radicales que entonces 
se escribían —su nombre ya lo dice todo—, y alarmaba a los mismos liberales. 

El periódico denunciaba la actitud del gobernador como una abierta trans¬ 
gresión de la ley de imprenta (209). Lo que era cierto, aunque la Junta de Cádiz, 
que no era precisamente tradicionalista, hubiera ya calificado el número 6 de 
«infamatorio y subversivo» y el 7 de «subversivo y sedicioso» (210). No entrare¬ 
mos en la discusión que estos hechos motivaron (211) ni en la prisión de Fer¬ 
nández Sardinó (212). Basta con lo expuesto para dejar constancia de los excesos 
de la izquierda liberal. 

La Regencia sigue insistiendo 

El 5 de julio de 1811, en sesión secreta, «el Consejo de Regencia manifestó 
a las Cortes, por medio de una exposición, la necesidad de que S. M. le sostenga 
contra los libelos infamatorios que disminuyen y degradan su autoridad, tomando 
las medidas necesarias para el efecto» (213). La respuesta de las Cortes se produjo 
al día siguiente, también en sesión secreta: 

«Las Cortes generales y extraordinarias han leído con particular interés y 
reflexión la exposición del Consejo de Regencia, acerca de los males que causa 
al buen orden de la sociedad, al respeto debido al Gobierno y por consiguiente 
a la autoridad del Estado, el excesivo abuso que se* hace en los periódicos de la 

(206) ASS, pág. 334. 

(207) Solís: Op. cit., págs. 423-426; Gil Novales: Diccionario ..., pág. 235; Gil Novales: 
«La Revolución francesa vista por los periódicos de 1808-1814», en Actas del Congreso Inter¬ 
nacional El Dos de Mayo y sus precedentes, págs. 504, 508-509, Madrid, 1992. 

(208) Sardinó para Solís: Op. cit., págs. 423-426, y Sandino para Morán: Poder..., pág. 154. 

(209) DD, VII, pág. 32. 

(210) DD, VII, pág. 32. 

(211) DD, VII, págs. 33 y ss., 49 y ss. 

(212) Fuentes, Juan Francisco: Op. cit., pág. 38. 

(213) ASS, pág. 334. 
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libertad de la imprenta; y no pudiendo menos de convenir con el Consejo de 
Regencia, que es absolutamente indispensable reprimir tan perjudicial licencia, es¬ 
peran de su celo, actividad y energía, que no omita diligencia alguna para que el 
reglamento de la libertad de la imprenta tenga el más pronto y puntual cumpli¬ 
miento en todas sus partes, haciendo que los jueces y tribunales a quienes corres¬ 
ponde ejecutar lo prevenido en la expresada ley, la lleven a debido efecto bajo la 
más estricta responsabilidad; pues S. M. ve con dolor que la poca actividad en 
no castigar los abusos calificados por las Juntas respectivas de censura, con arreglo 
a los breves y sencillos trámite de la ley de la libertad de la imprenta, es el 
verdadero origen de los desórdenes que se advierten en el actual uso que se 
hace de tan saludable institución» (214). El excesivo abuso , tan perjudicial licencia , 
los desórdenes, también nos excusan de más comentario. Y nótese que esos califi¬ 
cativos eran de las mismas Cortes. 


La quema de escritos 

En numerosas ocasiones se ha visto denunciada la barbarie y el atentado con¬ 
tra la cultura que suponía la quema de libros y escritos ordenada por la Inqui¬ 
sición o por otras autoridades del Antiguo Régimen. Las razones se combaten con 
razones y no con hogueras. E incluso las sinrazones. No entraremos en esa cues¬ 
tión que adolece, como tantas otras, del grave error de juzgar con ideas de hoy 
hechos que ocurrían bajo otra mentalidad colectiva. Pero sí queremos señalar que 
las Cortes de Cádiz, con motivo de un escrito del Consulado de Méjico, que irritó 
extremadamente a los diputados americanos por la crítica que hacía de la idiosin¬ 
crasia de los habitantes de aquel hemisferio, escucharon de la comisión encargada 
de dictaminarlo, sin protesta alguna, la propuesta de «que se queme públicamente», 
a más de otras medidas contra sus autores (215), aunque al final no se aprobara 
la quema (216). 


El «Manifiesto» de Lardizábal 

El 14 de octubre de 1811, Argüelles, con acentos alarmistas de los que fre¬ 
cuentemente hacía uso —recordemos por ejemplo los utilizados en la denuncia 
de aquel pobre loco dominico—, reclama la atención del Congreso para tratar 
de un escrito que comprometía «la tranquilidad pública» (217). Le apoyaron inme¬ 
diatamente Toreno y otros diputados y así se enteró ese día el Congreso del con¬ 
tenido del Manifiesto que presenta a la Nación el consejero de Estado D. Miguel 
de Lardizábal y Uribe, uno de los cinco que compusieron el Supremo Consejo de 

(214) ASS, págs. 335-336. 

(215) DD, VIII, págs. 348-349. 

(216) DD, VIII, pág. 371. 

(217) DD, IX, pág. 250. 
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Regencia de España e Indias, sobre su conducta política en la noche del 24 de 
septiembre de 1810, editado en Alicante ese año de 181L Según el Diario dél 
Congreso «su contenido es una mordaz invectiva contra las presentes Cortes gene¬ 
rales y extraordinarias, dirigida a persuadir su ilegitimidad, y que la soberanía 
no reside en la nación; y que si el antiguo consejo de Regencia las reconoció 
y juró en la noche del 24 de septiembre de 1810, fue obligado de las circuns¬ 
tancias, por hallarse el pueblo y el ejército decididos por las Cortes; con otros 
particulares tan a propósito para desacreditar al Gobierno, como para trastornar 
el orden público, y acarrear los males a la nación» (218). 

El manifiesto de Lardizábal (219) ciertamente no era benévolo con las Cortes, 
critica los excesos de la libertad de imprenta (220), el decreto proclamando la 
soberanía de la nación (221), su democratismo y aun su republicanismo (222), la 
asunción por el legislativo de los otros poderes pese a declaraciones en contra¬ 
rio (223), denuncia las maniobras empleadas para convocar las Cortes, en la elección 
de suplentes y en la supresión de estamentos (224), con veladas alusiones a la 
intervención de Quintana (225), relata con detenimiento la conducta del obispo 
de Orense (226) y refiere que el juramento de los otros cuatro miembros de la 
Regencia respondió a la violencia (227). Denuncia la nulidad de los poderes de 
los diputados suplentes y por tanto de sus actuaciones (228). 

Que el contenido del manifiesto no agradaría a los liberales era indudable, pero 
¿no se había proclamado la libertad de imprenta? Numerosos diputados intervi¬ 
nieron en la discusión que se suscitó (229), que no seguiremos por ser exclusiva¬ 
mente política y no referirse a cuestiones religiosas, pero sí indicaremos algunas 
muestras de auténtico liberalismo que se produjeron en el debate. Por ejemplo, 
la intervención de uno de sus más destacados corifeos, Manuel García Herreros: 
«¿Se necesita más para cortarle la cabeza en un patíbulo? Mi voto es que reconozca 
ese autor el papel, y si se ratifica que es suyo, póngasele luego en capilla,; y al 
cadalso» (230). Morales Gallego no iba tan lejos, solo pedía que reconocido por 
Lardizábal que el folleto era suyo se le arreste y traiga a Cádiz para ser juzga¬ 
do (231). ¿Y la ley de imprenta y las calificaciones de las Juntas de censura? 
Lo que el liberalismo acababa de establecer era pisoteado cuando no convenía a 
sus intereses. Y así se aprobó que Lardizábal fuese detenido y traído a Cádiz, 


(218) DD, IX, pág. 250. 

(219) López-Aydillo: Op. cit., págs. 296-329. 

(220) López-Aydillo: Op. cit., pág. 297. 

(221) López-Aydillo: Op. cit., págs. 301-302. 

(222) López-Aydillo: Op. cit., pág. 303. 

(223) López-Aydillo: Op. cit., pág. 303. 

(224) López-Aydillo: Op. cit., págs. 305 y ss. 

(225) López-Aydillo: Op. cit., pág. 310. 

(226) López-Aydillo: Op. cit., págs. 312 y ss. 

(227) López-Aydillo: Op. cit., pág. 323. 

(228) López-Aydillo: Op. cit., págs. 324-325. 

(229) DD, IX, págs. 250 y ss. 

(230) DD, IX, pág. 257. 

(231) DD, IX, págs. 259-260. 
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recogiéndose todos los ejemplares del manifiesto y ocupándosele todos sus pa¬ 
peles (232). 

Tampoco seguiremos los ava tares de su proceso (233). Solo indicaremos al¬ 
gunos de los aspectos más sobresalientes de lo que fue una verdadera dictadura 
liberal. Toreno llega a pedir que se suspenda la división de poderes (234). El Con¬ 
greso nombra los jueces que habrán de juzgar al ex regente (235), con lo que 
prácticamente hacen desaparecer la citada división, al menos en este caso. Por fin, 
el 14 de agosto de 1812 se produce la sentencia del tribunal .especial creado 
por las Cortes que condena a Lardizábal a ser expulsado de España y a que sean 
quemados por mano del verdugo los ejemplares de su manifiesto (236). Posterior¬ 
mente será absuelto por el Tribunal Supremo con indignación de los jueces que 
le habían condenado y de los liberales (237). 

Creemos muy acertadas las siguientes palabras de Morán Ortí: «Todo el asunto 
supone probablemente el más acabado ejemplo del ejercicio de los tres poderes por 
las Cortes» (238). Y se comprende, ante todo lo actuado, que un liberal tan 
conspicuo como Alcalá Galiano haya podido decir: «Me indignaron las tropelías 
cometidas contra Lardizábal» (239). 


El «Aviso importante» 

El 23 de diciembre de 1811, en sesión secreta, «se dio cuenta de una expo¬ 
sición de los ministros del Tribunal especial creado por las Cortes, en la que 
hacían presente a S. M., para que dictase la resolución conveniente, que había 
recibido uno de ellos el anónimo e impreso que acompañaban, titulado este Aviso 
importante y urgente a la nación española. Juicio imparcial de sus Cortes; el cual 
encontraba el Tribunal, no sólo lleno de ideas y principios análogos a los del 
manifiesto de Lardizábal, sino también muy abundante de otras especies peligro¬ 
sísimas, que lo constituyen una ramificación de éste. Enteradas las Cortes de esta 


(232) DD, IX, págs. 261-262. 

(233) Toreno: Op. cit., págs. 393-394, 396; Argüelles: Op. eit., págs. 275-279; Ruiz de 
Alcalá, Antonio: Defensa de D. Miguel de Lardizábal presentada en 4 de mayo de 1812 ante 
el Tribunal especial creado por las Cortes generales y extraordinarias, por el licenciado D. An¬ 
tonio Ruiz de Alcalá, Cádiz, 1813; Discurso que en defensa de la sentencia definitiva pro¬ 
nunciada por el Supremo Tribunal especial, creado por las Cortes generales y extraordinarias 
en la causa contra el señor exregente D. Miguel de Lardizábal y Uribe, ha escrito D. Pascual 
Bolaños y Noboa, uno de sus ministros..., Cádiz, 1814; Extracto de la causa formada al 
Sr. exRegente Lardizábal, de orden de las Cortes generales y extraordinarias, Madrid, 1813; 
DD, IX, págs. 250 y ss., 291 y ss., 312 y ss., 329-330, 391; X, págs. 42-43, 240, 267-268, 280, 
458-459; XI, págs. 371-372; XIV, págs 93, 389; XV, págs. 318, 324, 438; DS, págs. 5710- 
5713, 5900-5903; Alcalá Galiano: Memorias, pág. 393; Morán: Poder..., págs. 173 y ss. 

(234) DD, IX, pág. 267. 

(235) DD, IX, págs. 299, 329-330. 

(236) DD, XIV, pág. 389. 

(237) DS, págs. 5710-5713, 5900-5903. 

(238) Morán: Poder..., pág. 174. 

(239) Alcalá Galiano: Memorias, pág. 393. 
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exposición, del contenido del anónimo y del impreso, resolvieron «que se devuelva 
al Tribunal especial el citado anónimo e impreso, para que en uso de sus facultades 
y con arreglo a las leyes, disponga lo que tenga por conveniente» (240). 

Dicho Aviso se había impreso en La Coruña ese mismo año, existiendo al menos 
una segunda edición hecha en Madrid en 1815 (241). 


Colón y su «España vindicada» 

Más importante que el Aviso tuvo un folleto de ochenta páginas aparecido en 
Cádiz este mismo año con el título de España vindicada en sus clases y autoridades 
de las falsas opiniones que se le atribuyen, que conoció, al menos, una segunda 
edición en Madrid en 1814 (242). 

El 16 de octubre de 1811, por oficio del ministro de Gracia y Justicia, se 
enteran las Cortes de la recogida en la imprenta de dos ejemplares del escrito y 
de la retención de quinientos más y de la protesta de un oficial de la secretaría 
del Consejo, Gregorio Vicente Gil, que denunciaba la conducta del gobernador de 
Cádiz por haberse saltado todos los preceptos de la ley de imprenta. Pédía que 
se le devolviesen los ejemplares para hacerlos circular y si después de ello y de los 
preceptivos dictámenes de la Junta provincial de censura procedía el recogerlos ése 
sería el momento y no ahora. La petición de Gil era puro derecho y, además, lo 
que en teoría postulaban los liberales (243). 

En la discusión posterior se volvió a invocar por ellos la conspiración, las 
circunstancias excepcionales y cuanto se les ocurrió para justificar la vulneración 
de una ley que comenzaba a fastidiarles, pues la creyeron solo al servicio de sus 
ideas (244). 

Tampoco seguiremos el detalle de esta discusión en la que los tradicionalistas 
defendían la libertad de imprenta mientras los liberales la impugnaban. Traigamos 
apenas el testimonio de Aner que nos parece inapelable: «No hace mucho tiempo 
que consultando el ministro de Gracia y Justicia sobre si se podría proceder contra 
un escrito que fuese notoriamente sedicioso se levantó una tormenta terrible 
contra él; y hoy se manda recoger ese papel sin guardar fórmulas ni trámites, 
solo porque se ha dicho que contiene ideas sediciosas. ¿Y es esta razón suficiente 
para recogerle cuando aún no ha visto la luz? ¿Y se dirá que hay libertad de 
imprenta? ¿Son éstas las reglas que se han establecido para protegerla? O está 
V. M. obligada a observar las leyes o no. Si lo está, debe obedecer las que existen, 
como cualquier ciudadano, mientras no la derogue» (245). Los argumentos de 
Aner eran irrebatibles, pero no desarmaron a los liberales. Cuando Argüelles invocó 

(240) ASS, pág. 511. 

(241) Colección..., I, pág. 88; Villanueva: Mi viaje..., pág. 258. 

(242) Artola: Los orígenes..., II, pág. 34; Herrero: Op. cit., pág. 286. 

(243) DD, IX, pág. 309. 

(244) DD, IX, págs. 309 y ss. 

(245) DD, IX, pág. 311. 
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las leyes de la necesidad , el derecho de la defensa propia (246) estaba justificando 
todos los despotismos. Y también cualquier exceso de Godoy, de Carlos IV, o de 
quien se quiera. Con Argüelles estuvieron todos los liberales. Polo (247), Cane- 
ja (248), Golfín (249), García Herreros (250), Dueñas (251), que en un arranque 
de sinceridad llegó a expresar: «Concluyo tan inútil disputa; concédase por evitarla 
que está lastimada la libertad de la imprenta, que yo proclamé con tan buen deseo 
como los señores preopinantes que la resistieron; pero ¿la libertad de imprenta 
es más sagrada que la de la patria?» ¿Se ha de respetar la libertad de los judíos 
cuando un autócrata como Hitler cree que ello amenaza la libertad de la patria? 
¿Y a eso se le puede llamar liberalismo? 

Ciertamente los liberales estaban llegando a extremos que les igualaban a 
los defensores de la Inquisición. Villanueva llegó a decir: «Yo nunca he podido 
persuadirme que quepa variedad de opiniones en ciertas materias» (252). El Santo 
Oficio, que sostenía lo mismo, se limitaba a cuestiones dogmáticas, que todo un 
pueblo profesaba y exigía que se defendiesen. Los nuevos dogmas políticos eran 
absolutamente minoritarios en la nación española y, sobre todo, materias opinables. 
No es de extrañar que Inguanzo alertara a las Cortes en estos términos: «¿No 
se abre la puerta al despotismo más horroroso? ¿Qué sucedería si se decretasen 
por traidores todos los que disienten de las opiniones de otros, aunque estén 
adoptadas en la Constitución?» (253). 

García Herreros vuelve a sus sanguinarias y habituales invocaciones de cadal¬ 
sos, verdugos y patíbulos: «Imprima cualquiera lo que se le antoje; pero sepa 
que hay cuchillas para los que faltan a la ley» (254). Pero es que, precisamente, 
era hasta el imprimir lo que se impedía. Corra la España vindicada. Censúrese. 
Y después, caso de que sea delictiva, aplíquensele las penas que correspondan. 
Eso era lo que habían pedido los liberales y hecho ley. Y eso era lo que ahora 
evitaban por todos los medios. 

En la discusión se denunció en varias ocasiones —García Herreros (255), Mu¬ 
ñoz Torrero (256)— qué ideas análogas las sostenían eclesiásticos en escritos, 
púlpitos o confesionarios, con el silencio de sus superiores. Es un testimonio más 
de la oposición de la Iglesia española a las reformas de Cádiz. Posteriormente, 
ignoramos en qué momento exacto, se averiguó que el autor del folleto era nada 
menos que José Joaquín Colón de Larreategui, decano del Consejo de Castilla, 
implicado él y otros consejeros en otra polémica con las Cortes más ajena a nuestro 


(246) DD, IX, pág. 312. 

(247) DD, IX, pág. 310. 

(248) DD, IX, págs. 310, 314. 

(249) DD, IX, págs. 311-312. 

(250) DD, IX, pág. 313. 

(251) DD, IX, pág. 314. 

(252) DD, IX, pág. 318. 

(253) DD, IX, pág. 322. 

(254) DD, IX, pág. 326. 

(255) DD, IX, págs. 314, 325. 
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tema y de la que resultaron absueltos (257). El informe de la Junta provincial 
es contrario por mayoría a Colón, pero la Suprema le es favorable (258). No es de 
extrañar que el P. Alvarado, después de estos incidentes, le considere «uno de los 
primeros magistrados que en este y muchos siglos ha tenido la nación» (259), 
aunque nos parece de más valor, por su significación liberal, el testimonio de 
Alcalá Galiano: «me indignaron las tropelías cometidas contra Lardizábal (...), 
las de igual especie de que fueron blanco don José Colón y el Consejo Real» (260). 
Pero lo que tiene, a nuestro juicio, más importancia es el que en las elecciones para 
diputados que al fin pudieron celebrarse en Aragón fue elegido Colón, aunque 
después no se aprobaron sus poderes, ya que había nacido en Barcelona y no en 
la provincia que le había otorgado su confianza (261). Una prueba más de la 
divergencia entre los liberales gaditanos y la voluntad nacional. 

Javier Herrero (262) le considera un buen discípulo del obispo de Orense, 
«maestro indiscutible de los más importantes reaccionarios de Cádiz» (263). No 
creemos en ese magisterio, aun reconociendo la indiscutible autoridad de Quevedo 
y Quintano. Esas ideas, que eran entonces las de España, surgían naturalmente por 
doquier. Con la dificultad de las comunicaciones de la época, Lardizábal en Alicante, 
el Aviso en Galicia y Colón! en Cádiz no respondían a una conspiración, sino que 
expresaban un sentimiento nacional. 


La ley de libertad de imprenta criticada por los liberales 

El 13 de febrero de 1812, Ramos Arispe presentó un escrito que, cofa un 
encendido cántico a la libertad de imprenta, encerraba severas críticas a la ley que 
la promulgaba (264). Muchas de sus observaciones son absolutamente actuales. 
«Si el hombre al constituirse en sociedad pone sus más sagrados derechos en pianos 
de sus funcionarios, Gobierno y demás autoridades constituidas, lo verifica no 
para esclavizarse sujetándose a una ciega servidumbre, sino para mejor gozar de 
ellos, y por lo mismo se reserva el poder y facultad de sostener esos derechos; 
siempre y cuando las Cortes, el Gobierno o autoridades intenten abusar de 
ellos» (265). No venía a decir otra cosa que el viejo adagio tradicional, aleja¬ 
dísimo del absolutismo regio, que sostenía que eran los reyes para los pueblos 
y no éstos para los reyes. Mantiene después que el único modo de que imperen 
esos derechos es por medio de la libertad de imprenta, «contrapeso único de la 


(257) DD, XIII, págs. 339-342. 

(258) DD, XIII, págs. 402-403; XIV, págs. 115-117. 

(259) Alvarado: Op. cit., II, pág. 355. 

(260) Alcalá Galiano: Memorias, pág. 393. 

(261) DS, pág. 5164. 

(262) Herrero: Op. cit., pág. 293. 

(263) Herrero: Op. cit., pág. 288. 

(264) DD, XII, págs. 20-24. 

(265) DD, XII, págs. 20-21. 
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arbitrariedad de los funcionarios públicos» (265 bis). Y señala que «dentro de 
poco toda crítica contra cualquiera ley ha de calificarse de subversión de ley, 
y mucho más si se extiende a censurar la conducta pública de sus ejecutores, cuando 
puntualmente para esto tiene un derecho inconcuso todo ciudadano. Se castigarán 
bajo esos pretextos a dos o tres, y todos callarán, acabándose de este modo toda 
libertad de imprenta, y la nación volverá a ser conducida a ciegas como siempre. 
¡Qué desgracia!» (266). 

Este sería el más aceptable liberalismo, si se le quiere dar ese nombre, aunque 
tan alejado estuviera de su encarnación en la época y aun muchísimos años des¬ 
pués. A continuación se extiende Ramos en proponer una serie de modificaciones 
a la ley de libertad de imprenta, muchas de ellas harto justificadas y otras más 
discutibles, que fueron rechazadas por las Cortes (267). 

El 16 de marzo de 1812 otro diputado americano, Guridi y Alcocer, menos 
liberal que Ramos Arispe pero tampoco tradicionalista, hace una serie de refle¬ 
xiones (268) tendentes a corregir defectos que notaba en la ley y que tampoco 
fueron admitidas a discusión. La religión liberal había proclamado sus dogmas y 
éstos eran intangibles aun para los mismos liberales. Al menos en su formulación 
teórica, pues en la práctica ya hemos visto que era otra cosa. 


El «Diccionario razonado manual» 

En 1811 había aparecido, anónimamente, el Diccionario razonado manual para 
inteligencia de ciertos escritores que por equivocación han nacido en España (269), 
que tuvo gran éxito —en ese mismo año conoció una segunda edición—, y sobre 
el que los historiadores no terminan de ponerse de acuerdo. Artola, aparte de la 
divergencia en el título que hemos señalado, dice que tiene 22 páginas (270) y 
Diz-Lois le atribuye 95 (271). Menéndez Pelayo dice que «pasaban por autores los 
diputados Freile Castrillón y Pastor Pérez» (272). Si tenemos en cuenta que Freile 
era Freire y Justo Pastor Pérez no era diputado, ya es bastante error o errata en 
menos de una línea. Cristina Torra recoge la cita del santanderino, corrigiendo 
el apellido de Freire pero manteniendo el carácter de diputados de ambos, si bien 


(265 bis) DD, XII, pág. 21. 

(266) DD, XII, pág. 22. 

(267) DD, XII, pág. 24. 

(268) DD, XII, págs. 271-272. 

(269) Artola: Los orígenes..., II, pág. 46, dice de ciertos escritos; Torra: Op. cit, 

págs. 223 y ss. 

(270) Artola: Los orígenes..., II, pág. 46. 

(271) Diz-Lois: Fr. Francisco..., pág. 134; Pérez Vidal, Alejandro: Introducción y nota 
biográfica a Gallardo, Bartolomé José: Diccionario critico burlesco del que se titula razonado 
manual, Visor, Madrid, 1994. Señala cómo las 22 páginas corresponden a la primera edición 
aparecida a mediados de 1811 y las 95 a la segunda, también publicada en Cádiz el mismo 
año, pág. 25. Utilizamos esta segunda edición que Pérez Vidal reproduce a continuación del 
crítico burlesco, págs. 153-202. 

(272) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 806. 
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añade que la obra «parece que es del canónigo Ayala» (273), lo que entra en 
contradicción con Vélez, que había asegurado: «el manual razonado, ni es hijo de 
la Iglesia su autor (quiere decir eclesiástico, pues hijos de la Iglesia son tanto 
éstos como los seglares) ni algún aficionado a tocar campanillas. Sí, es un ciudadano 
con mujer, hijos y religión. Esta le movió a escribir, su inocencia lo salvará» (274). 
Vilanova Rodríguez continúa atribuyéndoselo a Freire (275). La cuestión se com¬ 
plica más cuando Odriozola hace a Freire eclesiástico (276). Si consideramos, ade¬ 
más, que Torra le llama Antonio, en vez de Manuel (277) se comprenderán nuestros 
lamentos sobre el estado actual de los estudios de la época. Y nos estamos refi¬ 
riendo no a un oscuro diputado que apenas dejó huella de su paso por las Cortes 
y por la historia, sino a uno de los más decididos campeones de la causa antiliberal 
al que Carré Aldao calificó de «precursor de los periodistas gallegos del si¬ 
glo xvm» (278), en una incongruencia más, no sabemos si de Carré o de quien 
transcribe la cita, pues si fue precursor sería de los del siglo xix. Pérez Vidal se 
inclina por Ayala (279). 

Volvamos al Diccionario, «obra de valor escaso pero de algún chiste», según 
Menéndez Pelayo (279 bis), con quien viene a coincidir Torra: «No puede asegu¬ 
rarse cuál fue la razón de que tuviera tan excelente acogida. Su estilo no es pre¬ 
cisamente de gran calidad literaria, su tono el satírico —aunque muy poco sutil—, 
y si bien no dejó de zaherir a los liberales y «patriotas», su intención apunta, al 
parecer, a ridiculizar las ideas de los enciclopedistas franceses, que tan dé moda 
estaban entre los ilustrados españoles y tan presentes en la actuación de las Cortes 
extraordinarias» (280). 

Contra este Diccionario publicó Gallardo el famosísimo crítico-burlesco, que 
contribuyó a dar al impugnado una resonancia superior a la que tal vez merecía. 
Como hemos de ocuparnos del de Gallardo nos limitaremos ahora a señalar las 
vicisitudes que pasó el razonado manual. La defensa de Gallardo llevó a la con¬ 
dena de este Diccionario (281), cuyo apasionamiento por la Inquisición le hacía 
especialmente malquisto de los liberales (282). El 18 de abril de 1812 fue de¬ 
nunciado a la Regencia (283), aunque los primeros ataques habían aparecido ya 
en 1811 (284). La calificación de la Junta provincial le es contraria (285), siendo 


(273) Torra: Op. cit., pág. 280. 

(274) Vélez: Preservativo, pág. 198. 

(273) Vilanova Rodríguez, Alberto: Freire Castrillón, Manuel, en GEG, XIV, pág. 110. 

(276) Odriozola, Antonio: Foronda, Valentín de, en GEG, XIII, pág. 222. 

(277) Torra: Op. cit.; pág. 223. 

(278) Vilanova: Op. cit., pág. 110. 

(279) Pérez Vidal: Op. cit., págs. 24-25. 

(279 bis) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 806. 

(280) Totra: Op. cit., págs. 223-224. 

(281) Torra: Op. cit., pág. 215. 

(282) Torra: Op. cit., págs. 226-227. 

(283) Torra: Op. cit., pág. 278. 

(284) Torra: Op. cit., pág. 279. 

(285) 24 de abril de 1812. 
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tachado de subversivo (286). Se presenta entonces como autor el canónigo Ayala 
reclamando contra la calificación, ratificándose la Junta en la misma. Apela el 
autor a la Suprema, que absuelve al Diccionario y su continuación, excepto un 
artículo de la segunda parte, condenándose a Ayala sólo a las costas (287), siendo 
el dictamen de la Suprema incluso elogioso con el Diccionario (288), con disgusto 
de las Cortes (289). La diferencia entre ambos textos era realmente notable. La 
de Cádiz calificaba al Diccionario de subversivo y a su Continuación de atroz¬ 
mente injuriosa al Congreso mientras que la Suprema declaraba que podía correr 
libremente y respecto de la Continuación sólo indicaba que debía suprimirse el 
artículo Biblioteca por ser perjudicial su lectura (290). No es de extrañar, por 
todo lo dicho, que el Rancio se declarase abiertamente por el Diccionario (291). 

Nosotros lo juzgamos de mucho menor mérito que otras producciones que ve¬ 
nimos citando, como las de Vélez, Alvarado, los obispos refugiados en Mallorca, 
Lardizábal, etc. Los ataques a los filósofos son constantes, no es preciso señalar 
las coincidencias de éstos con los liberales, nombres propios hay muy pocos y 
los que aparecen son sobre todo de periódicos, siendo El Conciso quien se lleva 
la peor parte (292). En alguna ocasión advertimos alusiones contra Quintana, 
pero sin nombrarle (293). La de los versos Ay del alcázar ... (294) es meridiana. 
Estala tampoco sale bien parado (295). Ni Urquijo (296). 

Hay, por supuesto, una constante defensa de la religión. También la identifi¬ 
cación, tan cara a los tradicionalistas, de liberal con francés, como cuando en la 
voz franceses escribe: «Franceses. Ladrones de dos especies; una se tira al oro, 
a la plata, pinturas, ropas y hasta los clavos de las paredes; otra asalta a los espa¬ 
ñoles para robarles sus clérigos y frailes con sus diezmos, su Inquisición, su Papa, 
su catecismo y hasta los ejercicios cotidianos» (297), o cuando dice que los libe¬ 
rales son «una especie de soldados que, sin conocerlo ellos mismos, se vale el ene¬ 
migo» (298). Su fervor por los jesuítas es total (299). Y aparecen ya algunas 
alusiones a la masonería: Adepto (300), Oriente (Grande) (301). 


(286) Torra: Op. cit., pág. 279. 

(287) Torra: Op. cit-, pág. 281. 

(288) Torra: Op. cit., pág. 281. 

(289) Torra: Op. cit., págs. 281-282; DS, pág. 5190. 

(290) DD, XVIII, pág. 45. 

(291) Alvarado: Op. cit., I, pág. 255; III, pág. 241. 

(292) Diccionario razonado manual; en adelante, DRM, págs. 166, 172, 178... 

(293) DRM, pág. 169. 

(294) DRM, pág. 192. 

(295) DRM, pág. 190. 

(296) DRM, pág. 198. 

(297) DRM, pág. 176. 

(298) DRM, pág. 181. 

(299) DRM, pág. 180. 

(300) DRM, pág. 161. 

(301) DRM, pág. 186. 


335 






Bartolomé José Gallardo y el «Diccionario crítico-burlesco» 

Al Diccionario razonado manual salióle al paso Bartolomé José Gallardo con 
un Diccionario crítico-burlesco del que se titula Diccionario razonado manual para 
inteligencia de algunos escritores que por equivocación han nacido en España (302). 

Digamos previamente algo del autor, a quien destinó Es tébanez aquel ingenio¬ 
so soneto que comenzaba por el siguiente verso: «Caco, cuco, faquín, bibliopi- 
rata» (303). «Este singular personaje, tan erudito como atrabiliario y cuyo nom¬ 
bre, por motivos bien diversos, no se borrará fácilmente de la historia de las letras 
castellanas, era extremeño, nacido en la villa de Campanario el 13 de agosto 
de 1776» (304). Masón declarado en el Sexenio (305), enemigo abierto de Quin¬ 
tana por habérsele rechazado un artículo en el Semanario Patriótico (306), inven¬ 
tor de los comuneros (307), a los que acaba enfrentándose al ver cómo otros se 
apropiaban de su idea (308), «hombre sin moral», según decía Lista a Reinó¬ 
se (309), tuvo una larga vida en la que conoció exilios, prisiones, polémicas 
literarias (los afrancesados Lista, Reinoso, Miñano, Hermosilla, Burgos, fueron 
blanco predilecto de sus invectivas) (310), hasta que en 1852 le alcanzó la muerte, 
siendo «tradición que murió impíamente, como había vivido» (311). 

Cuando se establecieron las Cortes gozaba ya de fama de erudito, por lo que 
se le encarga la biblioteca del Congreso (312). Figuró entre los numerosos fir¬ 
mantes del escrito de 23 de enero de 1812 felicitando a la Cámara por haber 
concluido la Constitución (313) y poco después es él objeto de grandes elogios 
por parte de la comisión encargada del arreglo de la biblioteca por el trabajo que 
había desplegado al frente de la misma, destacando en la alabanza Gallego y Ar¬ 
guelles (314). 

Algún tiempo después, confirmado en su puesto de bibliotecario, a, lo que 
había esperado prudentemente, no fuera que la precipitación le costara; el car¬ 
go (315), bien por propio impulso, como dice Toréno (316), o animado por otros 

(302) Citamos por la edición de 1838, Madrid, Imprenta de Sánchez, 146 págs., más XXI de 
Introito. En la reedición de 1994, págs. 57-151. 

(303) Sainz Rodríguez, Pedro: Evolución de las ideas sobre la decadencia española, págs. 321- 
322, Ediciones Rialp, S. A., Madrid, 1962. Una buena nota bibliográfica de escritos sobre 
Gallardo hasta esa fecha, págs. 283-286. 

(304) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 806. 

(305) Zavala: Op. cit., pág. 26; Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 167. 

(306) Alcalá Galiano: Recuerdos..., págs. 75, 83. 

(307) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 171. 

(308) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 173. 

(309) Juretschke: Vida..., pág. 568. 

(310) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 814. 

(311) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 814. 

(312) DD, III, pág. 78. 

(313) DD, XI, pág. 420. 

(314) DD, XII, págs. 181-182. 

(315) Torra: Op. cit., pág. 214. 

(316) Toreno: Op. cit., págs. 410-411. 
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en opinión de Alcalá Galiano (317), y como parece afirmar el mismo Gallardo 
al decir que algunos artículos «son de mano ajena (y no lega) (318), citándose a 
sus paisanos Muñoz Torrero y Oliveros como impulsores (319), dio a luz el Dic¬ 
cionario y el escándalo fue mayúsculo. En verdad lo merecía, pues posiblemente 
fue el escrito, entre los de cierta entidad, más abiertamente antirreligioso que 
hasta el momento se había visto. 

Los antiliberales, y en concreto el Diccionario razonado, «nos han tratado de 
meter en casa la guerra teologal, más ominosa y mortífera aún que la napoleó¬ 
nica» (320), movida por «negra banda de cuervos» (321), «mirmidones de las 
falanges teologales con el hábito que visten» (322), a causa dé puros motivos 
egoístas, ya que «los tiempos en que las avecitas del cielo bajaban a traer a los 
siervos del Señor la pitanza en el pico, ya volaron» (323). 

Por tanto, «vense los pobretes sin rentas, sin refectorios, sin amas que los 
popen, sin devotas que los mimen, que los amadriguen, que les regalen el bocadito, 
el bote de rapé, y sobre todo el rico chocolate macho, aromático y potencioso (...). 
El hambre les roe los intestinos; concómelos la desesperación de no poder volver 
a las ollas de Egipto (...) y así descomidos, trasijados y mohínos, aguzan el diente, 
y dan la tarascada mortal. Morder y ladrar, éste es sil ejercicio cotidiano; pero 
no diré yo, como algunos naturalistas, que esto lo hacen porque son bichos dañi¬ 
nos; hácenlo por estímulos de un natural instinto, para gastar la verdinegra bilis 
que les pudre los hígados. Muerden, en fin, porque tienen hambre. Ladrando así 
de hambre y rabia, hincan el diente canino aun a los de su misma especie» (324), 
forman con algunos seglares una «behetría sacro profana» (325), «ceñidos los 
rijosos lomos con sendos cordeles y sogas esparteñas» (326), «el ejército de los 
fariseos» (327)... Como introito no está mal. 

Ya desde las primeras páginas se encuentran ataques más o menos solapados, 
no ya eclesiásticos, sin a la esencia misma de la religión: «si lo más racional fuera 
siempre lo más de creer; pero suele ser todo lo contrario. Credo quia absurdum, 
decía un gran padre de la Iglesia» (328). 

Además fueron afrancesados (329) y sólo pretenden «abarrenar la Consti¬ 
tución» (330), en colaboración con el Rancio, Colón, el Diario de la Tarde, la 


(317) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 83. 

(318) Gallardo: Diccionario..., en adelante DCB, XXII. 

(319) Torra: Op. cit., pág. 229. 

(320) DCB, V. 

(321) DCB, VI. 

(322) DCB, VIII. 

(323) DCB, VIII. 

(324) DCB, IX. 

(325) DCB, X. 

(326) DCB, XI. 

(327) DCB .XII. 

(328) DCB, VIL 

(329) DCB, XIII. 

(330) DCB, XIV. 
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Diarrea ... (331). Algún puntazo a Godoy y a la reina—-«la corte del rufián Ma¬ 
nolo y su coima salaz y antojadiza» (332)—completan este cuadro introductorio 
verdaderamente atroz, aunque con notoria hipocresía la concluya diciendo que 
«jamás ha sido mi ánimo (¡ni Dios lo permita!) zaherir al estado eclesiástico en 
general, ni al menor de sus individuos que con sus virtudes y ejemplar doctrina 
son la edificación de las almas fuertes, aliento de los débiles y apoyo de la justa 
libertad» (333). i 

La voz Aritmética decimal (334) es una crítica demagógica de los bienes de 
la Iglesia producto del hambre de los labradores. Se insiste en ello en Aritmética- 
política (335), con algunas alusiones de dudoso gusto a la Trinidad (336). Fue 
le Iglesia y no los filósofos la que colaboró con Napoleón con expresas referen¬ 
cias a Talleyrand y Maury (337). El artículo sobre Bulas es particularmente mor¬ 
daz y volteriano (338). 

Nuevas alusiones al afrancesamiento de la Iglesia española en Cambiacolo- 
re (339). Una poesía especialmente malintencionada contra los frailes ilustra la 
voz Capilla (340). Mereció ser recogida por Nakens en su colección La musa anti¬ 
clerical (341) un siglo después. Hay hechos que dicen más que mil palabras. Pési¬ 
ma también la voz Cristianismo (342). El artículo Economía política (343) le sirve 
para arremeter contra la filosofía escolástica y Fanatismo (344) para hacer una 
negra pintura de sus enemigos, aunque hay que reconocer que están bien trazados 
los rasgos del fanático. Que también abundaban entre los liberales, aunque para 
Gallardo tales fanáticos no lo fueran. Fisiología (345) vale para fustigar prácticas 
piadosas de entonces que sin duda algunos exagerarían o desorbitarían. La voz 
Frailes (346) no tiene desperdicio. «Peste de la república» es casi lo más ¡ suave 
que encontramos. Baste el siguiente párrafo para excusamos de insistir en ello: 
«Son animales inmundos que, no sé si por estar de ordinario encenagados en vicios, 
despiden de sí una hedentina o tufo que tiene un nombre particular, tomado de 
ellos mismos: llámase frailuno. Sin embargo, este olor, que tan inaguantable nos 
es a los hombres, diz que a las veces es muy apetecido del otro sexo, especial¬ 
mente de las beatas, porque hace maravillas contra el mal de madre» (347)... 
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DCB, XV. 


(332) 

DCB, XVIII. 

(333) 

DCB, XXV 


(334) 

DCB, págs. 
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(335) 

DCB, págs. 

10-11. 
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DCB, pág. 

12. s v - , i 
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DCB, pág. 

18. 

(338) 

DCB, págs. 

19-22. 
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DCB, págs. 

23-25. 
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DCB, págs. 

25-28. 

(341) 

«El Motín» 

. Poesías festivas de varios autores, IV, págs. 10-12, Madrid, 
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DCB, págs. 

31-32. 
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DCB, págs. 

36-41. 

(344) 

DCB, págs. 

41-45. 
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DCB, págs. 

47-49. 

(346) 

DCB, págs. 

51-54. 
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DCB, pág. 
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Los Francmasones ( 318) no existen o a lo menos Gallardo nunca los vio. Oca¬ 
sión tendría después de tratarlos asiduamente. Geología (319) es buena ocasión 
para resucitar a Galileo y también para dar algún puntazo a los frailes, «siervos 
de Dios que comen y beben de bobilisbobilis y se hallan vestidos y calzados sin 
saber si las cosas cuestan dinero, o si el dinero cuesta trabajo» (350). Maravilloso 
y rebosante de liberalismo es el artículo Jacobinos (351). Para los frailes, los 
serviles y demás behetría son jacobinos, por ejemplo, «los que, cuando un obispo 
insulta a la majestad de la nación, con mitra, palio y demás arrequives obispales 
quisieran que se le subiese in-excelsis, a que en penitencia echase al pueblo ben¬ 
diciones con los pies» (352). No sabemos si es mayor prueba de catolicismo las 
bendiciones con los pies de los obispos o de liberalismo ahorcar al obispo de 
Orense. Y desde luego lo de jacobino cuadra tanto a lo uno como a lo otro. 

Jansenistas (353) es un canto a esa clase de clérigos, que por otra parte eran 
sus amigos, y que son los que creen que «ni es lícito revelar una confesión, ni 
rebelarse contra las legítimas potestades, ni asesinar a un rey, ni otros pecadillos 
de la misma parvedad de materia» (354). Pues, jqué bien! Sensu contrario, los 
otros, o sea la inmensa mayoría de los sacerdotes, no respetan el sigilo sacramen¬ 
tal, van por el mundo asesinando reyes y cometiendo otras faltillas de ese tenor. 

La voz Jesuítas (355) es desmesurada en todo. Hasta en su extensión, que 
excede con mucho a la más amplia de las restantes. Están recogidos todos los crí¬ 
menes, inmensos crímenes, cometidos por la Compañía desde que la fundó San 
Ignacio. El P. Mariana e innumerables intentos de regicidio, de los que se con¬ 
sumaron tres. Y alguno procurado hasta envenenando la sagrada forma, para que 
el rey muriera tras comulgar... Lo que son capaces de discurrir estos buenos 
padres de la Compañía. De un solo golpe matan al rey y lo envían al cielo. Todo 
se comprende bien porque «la doctrina del regicidio parece la divisa de los jesuí¬ 
tas; y la ejecución, su mayor regalo» (356). Además, «apenas hay absurdo moral 
de que no haya sido autor o maestro algún jesuíta; ni acción criminosa que no 
haya encontrado en ellos agentes, incitadores, disculpa o absolución. La calum¬ 
nia, el perjurio, el robo, la simonía, la compensación oculta, las reservas men¬ 
tales, el fornicio, la sodomía, el asesinato...» (357). Como colofón unos versos 
antijesuíticos que también serían recogidos por Nakens casi un siglo después (358). 

La palabra Liberales (359) es buena para zaherir al Papa: «los que se honran 
con el título de siervos porque saben que con el de siervo de los siervos se puede 


(348) 

DCB, 

págs. 54-56. 

(349) 
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págs. 56-60. 

(350) 
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pág. 57. 
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DCB, 

págs. 63-65. 
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DCB, 

pág. 64. 

(353) 

DCB, 

págs. 65-68. 
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DCB, 

págs. 66-67. 

(355) 

DCB, 

págs. 68-90. 

(356) 

DCB, 

pág. 75. 

(357) 

DCB, 

pág. 75. 

(358) 

El Motín: Poesías festivas anticlericales , págs. 144-153, Madrid, s. a. 

(359) 

DCB, 

págs. 91-95. 
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muy bien ser señor de este mundo y del otro» (360). Libertad de imprenta (361) 
es buena para justificar los ataques al clero. La voz Molinistas (362), como si no 
le hubieran bastado con la de Jesuítas , renueva las críticas a la Compañía y, como 
todo vale, incluye en ella a Molinos, que nada tuvo que ver con Molina ni con 
los hijos de San Ignacio, pero que sirve de maravilla para denigrar al clero y sus 
costumbres. Al igual que con Mortaja (363), a las que parecen debían las órdenes 
religiosas sus inmensas riquezas. ¡Qué estupidez! > 

El cuento del perro santo y milagrero llena el artículo Napoleón (364), burla 
grosera del culto a los santos. La voz Obispos (365) está en la línea episcopalista 
que tanto se oyó en las Cortes. Mientras que Papa (366), también en el mismo 
sentido, es denigrativa de la autoridad del Santo Padre. Proyectista (367) va 
dirigida, una vez más, contra los frailes. Pueblo (368) da ocasión a recordar lo 
del retrato de Godoy en «algunas iglesias» (369), cuando parece que la historia 
no pasó del agradecimiento de los hermanos de San Juan de Dios porque se 
hubiesen respetado sus bienes al venderse los de las obras pías, que pusieron su 
retrato bajo dosel en su iglesia madrileña. Pero el suceso tuvo fortuna, bien airea¬ 
do por los liberales, y hoy parece como si en todas las iglesias españolas, al lado 
del Cristo, de la Virgen o de San Roque, estuviera Godoy expuesto al culto de 
los fieles (370). 

Roma (371) es un nuevo ataque al Papa, que recibe también alguna chanza en 
su infalibilidad en el artículo Verdad (372). Cierra el libro la voz Inquisición (373) 
que defraudará a los lectores. Alguna burla de los galanteos del decano de la 
Inquisición (374) y nada más. ¿Temería que volviese el Tribunal a ejercer sus 
funciones? No nos lo parece. Con el resto de lo que había escrito tenía el proceso 
más que asegurado. Lo cierto es que voz tan apta para su lucimiento la deja 
prácticamente inédita. Como conclusión una alusión a Freire, al que creía autor 
del razonado manual (375) y que es repetición de alguna otra anterior (376). 


(360) DCB, pág. 92. 

(361) DCB, págs. 97-107. 

(362) DCB, págs. 107-111. 

(363) DCB, págs. 111-115. 

(364) DCB, págs. 116-120. 

(365) DCB, págs 120-121. 

(366) DCB, págs. 122-123. 

(367) DCB, págs. 125-127. 

(368) DCB, págs. 129-132. 

(369) DCB, pág. 131. 

(370) Alcalá Galiano: Memorias, págs. 328-329. 

(371) DCB, págs. 133-137. 

(372) DCB, pág. 140. 

(373) DCB, págs. 141-146. 

(374) DCB, págs. 143-145. 

(375) DCB, pág. 145. . 

(376) DCB, XXIII. 
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El escándalo que produjo el «Diccionario» 

Por lo expuesto se comprenderá que publicarse el libro de Gallardo y esta¬ 
llar el escándalo fue todo uno. Alcalá Galiano nos dice que «lo que más valor dio 
a la obra fue la ira que excitó, harto merecida en parte por la ostentación de 
impiedad que en ella resulta» (377). Toreno, que tampoco era dudoso, reconoce 
que «desgraciadamente no se limitó a patentizar las falsas doctrinas y las calum¬ 
nias de sus adversarios, y a quitarle el barniz de hipocresía con que se disfra¬ 
zaba, sino que se propasó, rozándose con los dogmas religiosos, e imitando a 
ciertos escritores franceses del siglo xvm» (378). 

Según Menéndez Pelayo, Gallardo «fue recogiendo trapos y deshechos de 
ínfimo y callejero volterianismo» (379). El Censor publica una Impugnación del 
Diccionario aun antes de que éste se pusiera a la venta, denunciándolo al Gobier¬ 
no y al público (380), al que replicó Gallardo «con un papelejo»: Cartazo al Cen¬ 
sor General por el autor del Diccionario crítico burlesco, con motivo de la abortiva 
impugnación al Diccionario, anunciada por las esquinas en son de exco¬ 
munión (381). 

Predicó contra el Diccionario, una vez aparecido, Salvador Jiménez Padilla 
desde la iglesia de San Lorenzo. Un pintoresco personaje, Guillermo Atanasio 
Jaramillo, fijó en las esquinas un cartel de desafío: «Verdadero desafío que para 
el 27 de este mes de abril, a la una del día, frente a la parroquia de San Anto¬ 
nio, emplaza un madrileño honrado al infame, libertino, hereje, apóstata y mal¬ 
ditísimo madrileño, monstruo, abismo de los infiernos, peor que Mahoma, más 
taimado que los llamados reformadores, discípulo de la escuela de los abismos.» 
Publicando a continuación «un desaforado y estrambótico folleto» contra Gallar¬ 
do (382). 

Caro le costaría a Jaramillo su intrépida defensa de la religión, pues envalen¬ 
tonados más tarde los que apoyaban a Gallardo le encerraron en la cárcel durante 
ciento cuarenta y nueve días hasta que «al fin, obedeciendo a los ruegos de su 
familia y amigos, accedió a firmar una retractación de su pasquín y de su folleto 
que había sido redactada por el propio Gallardo. Pero no bien abandonó la 
cárcel publicó un opúsculo en el que refirió cuanto había pasado en la forma¬ 
ción de su proceso, que sus adversarios habían dirigido a gusto, según él» (383). 
Ni que decir tiene que tuvo que salir de Cádiz por pies para no volver a dar 
con sus huesos en prisión (384). 

(377) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 83. 

(378) Toreno: Op. cit., pág. 410. 

(379) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 807. 

(380) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 808. 

(381) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 808. 

(382) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, págs. 808-809; Torra: Op, cit., págs. 252-253. 

(383) Torra: Op. cit., pág. 340; Vélez: Apología, I, págs. 15M52. 

(384) Torra: Op. cit., págs. 341-342; Vélez: Apología, I, pág. 152. 
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Continuaban las protestas callejeras e impresas contra Gallardo (385) cuando 
en sesión secreta del 18 de abril Lera y Cano presenta una proposición contra el 
Diccionario en la que pide se mande recoger el escrito y castigar al autor, aunque 
la retiró ante otra de Andrés Esteban y Gómez, que fue aprobada y decía así: 
«Que se manifieste a la Regencia la amargura y sentimiento que ha producido a 
S. M. la publicación de un impreso titulado Diccionario crítico burlesco, y que en 
resultando comprobados debidamente los insultos que puede sufrir la religión 
con este escrito, proceda con la brevedad que corresponda a reparar sus males 
con todo el rigor que prescriben las leyes, dando cuenta a S. M. de todo para 
su tranquilidad y sosiego» (386). 

Protesta también el vicario capitular de Cádiz, Mariano Martín Esperanza (387). 
La Junta de censura lo califica de «subversivo de la ley fundamental de nuestra 
Constitución..., atrozmente injurioso a las órdenes religiosas y al estado ecle¬ 
siástico en general y contrario a la decencia pública y buenas costumbres» (388). 

El 20 de abril se mandó recoger el Diccionario y el 21, ante la indignación 
popular producida por el escrito, deciden los amigos de Gallardo encerrarle en el 
castillo de Santa Catalina, donde permaneció en circunstancias sumamente bené¬ 
volas, recibiendo visitas, incluso femeninas, aguardando el desarrollo de los acon¬ 
tecimientos (389). 

La prisión y la actividad de sus correligionarios hicieron que el ambiente fuera 
cambiando en favor de Gallardo, trasladándose la animadversión hacia el Diccio¬ 
nario razonado manual, que al fin es condenado (590). Publica el extremeño dos 
folletos en su defensa y la Junta provincial modifica su censura saliendo de prisión 
Gallardo el 19 de julio de 1812, reintegrándose al día siguiente a su puesto de 
las Cortes (391). 

Habiéndose conformado con el segundo dictamen de la provincial se desata 
en el Congreso la discusión. Protesta Ostolaza (392). Gallego apoya a Gallar¬ 
do (393). Lera pronuncia un durísimo alegato contra el bibliotecario en el que hace 
mención a una pastoral del obispo de Segovia excomulgando a quienes lean el 
Diccionario (394). El presidente Polo se pronuncia a favor de Gallardo, enzarzán¬ 
dose con Lera (395). Toreno (396), Golfín (397), Llarena (398) y Calatrava (399) 
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cierran filas alrededor de su correligionario, mientras que el obispo de Calaho¬ 
rra (400) y Ostolaza (401) se pronuncian en contra. Al fin se rechaza la propo¬ 
sición de Ostolaza (402), con diversos votos particulares en contra (403). La dis¬ 
cusión se desarrolló ep medio de las interrupciones de las galerías que estaban con 
Gallardo y contra los diputados tradicionalistas (404). 

El 13 de noviembre de 1812 Simón López pide que se separe a Gallardo del 
cargo de bibliotecario de las Cortes, volviéndose a agitar el Congreso con los ecos 
del Diccionario y una vez más se salda la cuestión a favor del extremeño (405). 
Los escritos a que dio lugar esta polémica fueron numerosísimos. Algunos los 
hemos citado ya. Hubo muchos más. Nos constan, entre otros, la Presentación del 
autor del Diccionario critico burlesco en el castillo de Santa Catalina de esta plaza, 
la Crítica semiburlesca de la calificación del Diccionario crítico burlesco hecha de 
orden de la Regencia del Reino por la Junta censoria de esta provincia marítima. 
Su autor el bachiller Justo Encina , favorable a Gallardo, la Contestación del autor 
del Diccionario crítico burlesco a la primera calificación de esta obra, expedida por 
la Junta censoria de la provincia marítima de Cádiz (406), la Carta Pastoral de los 
obispos refugiados en Mallorca, el Voto de Lera sohre la censura (407), los edictos 
del vicario capitular de Cádiz y del arzobispo administrador de Sevilla contra Ga¬ 
llardo... Marqués Merchán habla de una pastoral del arzobispo electo de Méjico, 
Burjoso, según la cita de Torra —se trata de Antonio Bergosa—-, contra el Dic¬ 
cionario (408). Naturalmente también se pronunciaron contra él Alvarado (409) 
y Vélez (410). 


Francisco Javier de Molle 

Este sacerdote periodista, al parecer oriundo de Málaga, es otro de los grandes 
desconocidos del período, a pesar de que sus actuaciones, si no de primerísima 
fila, fueron de la suficiente importancia para que no se hubiera desvanecido su 
nombre entre las brumas del pasado. Revuelta lo cita entre los colaboradores de 
El Procurador General de la Nación y del Rey (401), pero consta también que lo 
fue del Diario de la Tarde (412). 
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(410) Vélez: Preservativo..., págs. 135-137, 139-140, 160-162, 165-167, 198, 200-209; 
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Una de las veces en que éste periódico fue denunciado y calificado por la 
Junta gaditana como «sedicioso, incendiario y subversivo», se averiguó que quien 
llevó el artículo a la imprenta fue «el presbítero don Francisco Molle, que dijo 
que quien se lo entregó fue Ostolaza» (413). Ante las indagatorias judiciales reco¬ 
noció que los editores del periódico eran el diputado peruano, el marqués de 
Villapanés y él, aunque el artículo que se perseguía en esta ocasión fuera de 
Ostolaza (414). Encausado por otro artículo en el mismo periódico atribuyó la 
autoría al también diputado Francisco María Riesco (415). 

El 12 de abril de 1814 lo encontramos protestando de un arresto de que era 
objetó, coñ guardia de vista en su domicilio, y, según él, en infracción de la ley 
de imprenta (416). 

Según Alcalá Galiano, «si mal no me acuerdo, su apellido era Molé. En los 
días del Gobierno absoluto llegó a cierto grado de privanza muy superior a su 
valor, pero le sucedió lo que entonces a los de su estofa, que fue cambiarse su 
valimiento en desgracia y destierro. Hubo de pasar algún tiempo en semiconfina- 
miento en Cabra, donde no se ganó mucho crédito por título alguno, aunque tuvo 
embaucada a alguna persona devota» (417). «En los días de 1814 llegó a gran 
privanza con el rey, a la cual siguió un revés de fortuna; clerizonte, según creo, 
ordenado de menores, alto, desgarbado, con un sombrero de picos mal puesto 
en la cabeza, cuyo título literario principal había sido, según él refería, haber 
hecho oposición a una plaza de organista sin haberla logrado; hombre en quien 
un descaro no común daba realce a sus modos y figura estrafalaria» (418). 

Que Galiano no le tenía simpatía es evidente. Tampoco sabía mucho de él. 
No sólo estaba ordenado de menores, sino que era sacerdote. Al menos así consta 
en un folleto del que fue autor: Efectos de la lealtad y del valor heroico de los 
españoles. Por D . F. J. de Molle, presbítero (419). Algo de organista debía saber, 
pues puso música, «con elegante aire marcial y un gusto nada común», a, una 
canción patriótica en los primeros días de la guerra (420). | 

Asimismo consta que fue él quien dispuso la impresión de la Carta misiva 
de Ros contra Gallardo (421). El responsable dé los periódicos contrarrevolucior 
narios de Cádiz y hombre de confianza de los diputados tradicionalistas más bata¬ 
lladores —Ostolaza, Ros, Riesco—, tal vez fuera desgarbado y llevara mal puesto 
el sombrero, pero sin duda tenía más valores que los que le señala Galiano. Nos pa¬ 
rece decisivo el testimonio de Vélez, que después de decir que fundó por encargo 
de la Regencia, con Esteban, Hualde y Justo Pastor Pérez, El Procurador Gene¬ 
ral, afirma que «después de sufrir muchos meses de prisión tuvo hasta treinta 


(413) ASS, pág. 649. 

(414) ASS, pág. 656. 

(415) ASS, pág. 664. 

(416) ASL014, págs: 240, 281-282, 311-312. 

(417) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 76. 

(418) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 76. 

(419) Málaga, 1809, citado en Colección..., III, pág. 87. 

(420) Colección..., III, pág. 89. 

(421) DD, XVI, págs. 260-261. 
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y seis causas formadas contra él» (422). Se le reconocieron al fin sus trabajos y 
el 29 de marzo de 1814, antes de la restauración de Femando VII/ fue paseado 
«en hombros de las personas más distinguidas de esta corte, vitoreado por el 
Paseo del Prado con aquellas memorables palabras de ¡Viva el defensor de la 
religión, de la patria y de los derechos del trono! ¡Viva Molle! ¡Viva el Procurador 
genera] de la Nación y del Rey!» (423). 


La libertad de imprenta en América 

Lo menos adecuado para los difíciles momentos que atravesaba nuestra Amé¬ 
rica era la libertad de imprenta. Así lo entendió el virrey del Perú y el mismo 
Consejo de Regencia —estamos en 19 de junio de 1812, por lo que se trata 
de la tercera y más conservadora—, que le dio instrucciones de que obrara como 
mejor conviniera. Enteradas las Cortes de todo ello dispusieron el puntual cum¬ 
plimiento de lo legislado. Cúmplase la ley que perezca el mundo (424). 

Algún tiempo después, y como no era de extrañar, el virrey de Méjico, Fran¬ 
cisco Javier Venegas —el de Perú lo era José Fernando Abascal—, la suspendía 
a su vez en su virreinato con la protesta de Ramos Arispe y otros diputados 
americanos, entre ellos algunos tradicionalistas (425). 

El 24 de julio de 1813 el Secretario de Gracia y Justicia dio cuenta (426) de 
que la Regencia, ya la cuarta, desautorizaba la conducta de. Venegas, aunque el 
Consejo de Estado, al que se consultó, se hubiera mostrado totalmente de acuerdo 
con el virrey, diciendo incluso «que sería peligrosísimo sin otros conocimientos y 
noticias, revocar la providencia, debiendo continuar por con$igiuente mientras. las 
circunstancias lo exigiesen» (427). La dócil Regencia, incapaz de contrariar en lo 
más mínimo a las Cortes, dio una vez más muestras de sometimiento. Cierta¬ 
mente que no se hubiera salvado América con la supresión o la suspensión de la 
ley. Pero parecía que nuestros legisladores liberales estuvieran empeñados en per¬ 
derla cuanto antes. 

El 17 de noviembre de 1813 las nuevas Cortes, que ya hemos visto que eran 
exactamente las mismas que las anteriores, pues aún estaban ausentes la mayoría 
de los diputados, aprueban la implantación inmediata de lá libertad de imprenta 
en Perú con responsabilidad de quienes la hubieran restringido (428). 


(422) Vélez: Apología, I, pág. 188. 

(423) Herrero: Op. cit., pág. 392. 

(424) ASS, pág. 662. 

(425) DS, págs. 5684-5685. 

(426) DS, págs. 5787-5788. 

(427) DS, pág. 5787. 

(428) ASL013, pág. 255. 
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Contra los escritores antiliberales 

El 9 de octubre de 1812 el diputado gallego Alonso y López (429) traza un 
tétrico cuadro de la situación y propone una serie de medidas, la cuarta de las 
cuales es la siguiente: 

«Que a los periodistas ilusos y escritores malintencionados, que pervierten 
la opinión pública extraviándola con sofismas de los verdaderos principios sancio¬ 
nados de felicidad social, se les excluya, mientras insistan en sus nocivos discursos, 
de toda acción activa ni pasiva en materia de elecciones populares que prescribe la 
Constitución, además de las penas a que se hagan dignos por sus excesos lite¬ 
rarios. 

La malignidad siempre estuvo clamando y clama aun contra las extensas reso¬ 
luciones de V. M., queriendo que solo se limitasen a tratar de guerra y hacienda, 
con el único objeto de arrojar cuanto antes al invasor fuera de nuestro territorio, 
para que los favorecidos por los errores de los tiempos pasados pudiesen seguir 
logrando de sus conveniencias sin sobresaltos, aunque el resto de la nación que¬ 
dase sumergida en el caos de sus primitivas cuitas y sufrimientos» (43Ó). 

El más liberal de los diputados gallegos propone el ostracismo del qué no se 
podría salir hasta la conversión a las nuevas ideas. Si esto no era la Inquisición se 
le parecía muchísimo. 

Ros y su «Carta misiva» 

El 30 de noviembre de 1812 denunció Zumalacárregui que circulaba ipipreso 
un escrito apelando a la nación sobre el mantenimiento de Gallardo como■biblio¬ 
tecario de las Cortes al rechazarse la propuesta de destitución hecha por Simón 
López, de la que ya hemos hablado (431). Aunque parece ser que votaron a favor 
de la propuesta de López 38 diputados tradicionalistas, suscribían este escrito 
solo 29 de ellos. Proponía Zumalacárregui que pasara el asunto a una comisión 
para que dictaminara sobre ello. 

Tras su intervención, Argüelles (432) tacha de sedicioso y contrario al regla¬ 
mento de las Cortes el escrito pidiendo duras sanciones en el caso de que sea obra 
de diputados: «A la nación se le instiga y quiere enfurecer para que extermine las 
víctimas que se le señalan, que son todos los diputados que no comprende la lista 
de proscripción que comprende la misiva» (433). Se muestran Zumalacárregui (434), 


(429) DD, XV, págs. 343-349. 

(430) DD, XV, pág. 348. 

(431) DD, XVI, págs. 220-221. 

(432) DD, XVI, págs; 221-224. 

(433) DD, XVI, pág. 223. 

(434) DD, XVI, pág. 224. 
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Golfín y Muñoz Torrero (435) de acuerdo con Argüelles, desmienten Valle y 
Larrazábal haber firmado el escrito (436) y se aprueba al fin la propuesta de 
Zumalacárregui (437). 

El 2 de diciembre conocen las Cortes que fue Ros el autor de la Carta misiva 
publicada en El Procurador General (438), solicitando Zumalacárregui que pase el 
asunto al Tribunal de Cortes encargado de encausar a los diputados para que en 
quince días sentencie. 

Bernardo Martínez (439) expresa su indignación: «no se há tomado provi¬ 
dencia alguna en todas las demás que se han presentado aquí, ni con los papeles 
públicos que andan por ahí, capaces de trastornar todos los imperios. Solo ahora 
con éste se quiere tomar una providencia tan seca, señalando término al tribunal...» 
Se fue acalorando el diputado y manifestó: «¿Se ha hecho así en otros asuntos? 
No por cierto, sino en éste. ¿Y por qué es esto? Porque se trata de religión... 
(murmullo extraordinario de reprobación)» (440). 

Protestas de Calatrava y Golfín, que exigen explicaciones a Martínez. Este se 
niega a darlas. Gallego (441) propone que quede suspenso el diputado que vea 
un impreso suyo censurado por la ley de imprenta y expulsado del Congreso si 
resultase culpado. Argüelles defiende el procedimiento sumarísimo (442). Osto- 
laza señala que lo que se intenta con Ros va contra la ley de la libertad de im¬ 
prenta (443), replicándole Zumalacárregui y Toreno (444). Al fin se aprueba 
la proposición (445). 

Recusa Ros el Tribunal (446), por ser los diputados jueces y parte en el asunto, 
a lo que se oponen Zumalacárregui (447), José Martínez (448), Toreno (449), 
Dueñas (450), Calatrava (451) y Golfín (452), hablando Dou y López Lisper- 
guer (453) en favor de Ros. No se acepta la recusación solicitada. 

El 15 de diciembre de 1812 conocen las Cortes una nueva representación del 
diputado gallego, insistiendo en la recusación (454), volviendo a manifestarse va- 
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rios congresistas contra su compañero (455). Los quince días solicitados por Zu- 
malacárregui para que fallara el tribunal y que tan bien parecieron a los liberales 
se manifestaron absolutamente insuficientes y es el mismo Tribunal de Cortes el 
que pide se amplíe el plazo (456). El fiscal Gutiérrez de la Huerta solicita se le 
releve del encargo, lo que no es aceptado por las Cortes (457). El 29 de diciembre 
seguía sin fallarse nada y el fiscal tuvo que retirarse por enfermedad «de notorio 
muy grave» (458). Los liberales consiguen que la elección del nuevo fiscal se 
haga con voto público, de lo que protestan los tradicionalistas haciendo mención 
expresa de la coacción de las tribunas y particularmente el obispo de Calahorra, 
que la había experimentado en su propia persona (459). 

El 4 de enero de 1813 es necesario conceder otra prórroga al Tribunal (460), 
ampliándose sucesivamente el plazo los días 21 de enero y 9 y 27 de febrero (461). 
Al fin el 14 de marzo se da cuenta de la sentencia, con voto particular, más 
benévolo, de López Lisperguer (462). La sentencia, que firmaban Villafañé, López 
Lisperguer, López de la Plata, Moragues, Utgés y Fernández Izquierdo, expulsaba 
a Ros del Congreso. López Lisperguer, en voto particular, se inclinaba por una 
amonestación. 


Pareció la sentencia levísima a los liberales y así se expresaron Zumalacárregui 
el 17 de marzo (463) y, al día siguiente, García Herreros (464), para quien la 
Carta misiva era «delito enormísimo», «crimen de rebelión que con semejantes 
papeles y con todo género de amaños, ardides e intrigas infernales, se iba fomen¬ 
tando contra la soberana autoridad de las Cortes, contra el Gobierno, contra la 
Constitución, contra todos los saludables decretos del Congreso y útiles reformas 
hechas por el mismo en favor de los pueblos; conspiración horrible, de la cual 
se manifestaban ya algunos síntomas en varias provincias, singularmente en Gali¬ 
cia» (465), por lo que, por lo menos, «debía ser extrañado de todo el territorio 
español» (466). Estos eran los liberales y partidarios de la libertad de imprenta. 
Y no olvidemos que el enormísimo delito era discrepar de una resolución de las 
Cortes por la que se mantenía a Gallardo como bibliotecario de las mismas. 

Se manifestó el anciano Hermida, en un nuevo arranque de coraje, en favor 
de Ros (467), apoyó a García Herreros, Argüelles (468) y pareciendo a los libe- 
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(468) DD, XVII, pág. 454. 


348 







rales corta y a los tradicionalistas larga, se reprobó la sentencia, con lo que se 
pasó a una situación kafkiana aun antes de que naciera Kafka. 

Pidieron unos que rechazado el fallo de la mayoría se votara el de Lispesr- 
guer, se opusieron otros, dijeron unos terceros que, rechazada la sentencia, quedaba 
absuelto Ros, se opusieron seguramente los mismos que lo habían hecho antes 
y en ese desbarajuste se levantó la sesión. 

El 20 de marzo continuó la discusión (469). Morales Gallego propuso la si¬ 
guiente monstruosidad jurídica: ya que no nos ha gustado la sentencia, devuélvase 
al Tribunal para que presente otra. Más ecuánime estuvo Calatrava al sostener 
que «no era regular que el Tribunal variase de opinión; añadiendo que no podía 
el Congreso obligarle a dar otro fallo, debiéndose suponer que había fallado según 
su ciencia y conciencia le dictaba» (470). 

El 28 de mayo de 1813, cuatro diputados gallegos, ante el cortísimo número 
de los de aquel reino que acudían a las Cortes, piden que se diga a Ros que 
acuda al Congreso (471). Se oponen el 31 de mayo varios liberales y no se 
admite la proposición (472). 

El 4 de junio se vuelve a tratar dé la causa a Ros y su casi homónimo Rus, 
que actuaba como secretario, leyó, sin venir a cuento, los votos particulares que 
en su día formularon Quintana y Navas, ante el dictamen más benévolo de la Junta 
Suprema de Censura (473). Aún intentará García Herreros, que pronto sería mi¬ 
nistro de Gracia y Justicia, que los diputados recién llegados no intervinieran 
en la votación porque desconocían la causa (474), lo que era una enormidad con¬ 
tra todo principio de representación nacional. Martínez de Villela, uno de los 
nuevos diputados, sienta inapelables fundamentos jurídicos que favorecían todos al 
canónigo compostelano (475). Insiste Ortiz en que no voten los que acaban de 
venir al Congreso (476), llegando a formular proposición que fue rechazada. 

Morales Gallego habla contra Ros (477), al igual que Argüelles (478), que 
pronuncia un tremendo discurso. Sánchez Ocaña, a favor (479). Vuelve a intervenir 
Morales contra el diputado, aunque en esta ocasión pide una pena benigna (480). 
Se pronuncia Jiménez Guazo en favor del diputado, en medio de gran tumulto y 
con ataques a Gallardo (481). También es favorable a Ros Larrazábal, aunque 
con matizaciones (482). Naturalmente Antillón le es contrario (483), al igual que 

(469) DD, XVII, págs. 466-467. 
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García Herreros (484), si bien por sus palabras se ve que ya considera perdido 
el asunto. Excelente la intervención de Hermida que, pese a sus achaques, acudió 
al Congreso a defender la causa del canónigo (485). 

No se vota la proposición de Martínez de Villela, absolutamente favorable a 
Ros, pero se aprueba la de Larrazábal, que le era también propicia: «Sirviéndole 
de pena al señor Ros los seis meses que ha sido privado de asistir al Congreso, 
se le apercibe que en lo sucesivo se abstenga de publicar escritos de la naturaleza 
de la Carta misiva y satisfaciendo las costas pueda asistir al Congreso» (486). 
Propuso Antillón «que el apercibimiento fuese en sesión pública en la barandi¬ 
lla» (487), en un intento de humillar al diputado; pero no fue aprobada su in¬ 
dicación. 

Aún recurrirá Ros, leyéndose su representación el 16 de junio (488). Cier¬ 
tamente sus razones no eran despreciables. Se me dice que puedo asistir al Con¬ 
greso pagando las costas y nunca se me había prohibido asistir. Rechaza también 
que el fallo sea condicional, en lo que tampoco le faltaba razón. Las Cortes resol¬ 
vieron no deliberar sobre el recurso. Contra ello protestaron con voto particular 
cinco diputados tradicionalistas: Borrull, Andrés, Terrero, Llamas y Vázquez de 
Parga (489). 

Otro asunto más que quedaba en agua de borrajas después de que los libe¬ 
rales lo denunciaran con verdadero escándalo y sin dar muestra alguna del libera - 
lismo (490). 

«El Procurador General de la Nación y del Rey» 

Uno de los periódicos tradicionalistas más destacados fue sin duda El Procu¬ 
rador General, en el que tomaron parte activa Francisco Javier Molle, Andrés 
Esteban y Gómez, Justo Pastor Pérez, Guillermo Hualde y el marqués de Villapa- 
nés, todos ellos necesitados de monografías esclarecedoras de sus personalidades. 

Esteban y Gómez ya había dejado de ser diputado por la anulación de las elec¬ 
ciones de Guadalajara el 20 de julio de 1812 (491). Se había mostrado decidida¬ 
mente tradicionalista. Pese a que será obispo dieciséis años, de Ceuta (1815-1816) 
y de Jaén (1816-1831) ni aparece en el Diccionario de Historia Eclesiástica de 
España. A la razón era canónigo de Sigüenza. Hualde, que a veces es citado 
como Hugalde (492), era chantre de Cuenca. Como diputado por las Juntas, lo 
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que llevó a algunos a tenerle por representante en las Cortes, exigió con Toreno 
a la primera Regencia la inmediata convocatoria del Congreso (493), actuación de 
la que sin duda hubo de arrepentirse. Con Justo Pastor Pérez también es gene¬ 
ralizada la ignorancia, confundiéndose los historiadores hasta en el nombre. El ha¬ 
cerle diputado creemos que es por confusión con el que lo fue por Murcia en las 
ordinarias Juan Pérez Pastor (494). A Villapanés, Alcalá Galiano lo cita como 
marqués de Villafranés (495). Tuvo una decididísima actuación al frente de la 
prensa contrarrevolucionaria, hasta el punto de tener que huir de Cádiz (496). 
La Colección del Fraile da cuenta de un título, que no hemos visto, bastante 
curioso: Nota crítica del verdadero Censor general impugnando y contradiciendo 
el que ha salido nuevo en Madrid robando el título, señales y lo que es más, la 
gloria de haber sido el primer defensor de los derechos de la Iglesia y del Trono, 
que nadie puede disputársele al marqués de Villapanés (497). 

El 24 de marzo de 1813 Zorraquín pide, y es aprobado, que la Regencia informe 
si El Procurador General recibía una asignación gubernativa de la Regencia anterior, 
lo que para el suplente madrileño, de ser cierto, sería un «atentado tan torpe y 
criminal» que habría que «castigar severamente» (498). 

El 5 de abril se recibe la contestación de la Regencia (499) por la que parece 
se le pasaban 4.000 reales al mes (500). El 8 de abril la comisión correspondiente 
da cuenta de su dictamen (501), que acredita se entregó esa cantidad cinco meses 
por la Secretaría de Estado, si bien ni el ex regerente Mosquera ni un tal Juan 
Bautista Azoz, que era quien los recibía, habían dado mayores precisiones. El pri¬ 
mero porque no contestaba con «la individualidad y franqueza» que la comisión 
deseaba y el segundo porque al padecer no había sido interrogado. 

Por fin el 17 de abril (502) se lee un oficio del ministro de Gobernación 
de la Península que aclara toda la cuestión. Efectivamente Azoz era un comisio¬ 
nado de Hualde para percibir esos dineros cuyo destino, según él, ignoraba. 
Llamado el canónigo (que es llamado indistintamente Hualde o Hugalde) y por 
contestación de Mosquera se supo «que la anterior Regencia había creído conve¬ 
niente conceder este auxilio a los editores del periódico titulado Procurador Gene¬ 
ral de la Nación y del Rey, a fin de oponer algún contrarresto a los que traspa¬ 
sando los límites de la justa libertad de imprenta, corrompían la opinión pública, 
ofendían al Gobierno, a las demás autoridades y personas dignas de la mayor 
consideración y respeto, y combatían, como en cierta especie de confederación, con 
las armas del desprecio, de la mofa y del ridículo todo lo más sagrado y respetable; 
y que la Regencia nunca dudó que el mencionado periódico rectificaría la opinión 

(493) Morán: Poder..., págs. 460-461, 464. 

(494) ASS, págs. 875, 882. 

(495) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 75. 

(496) Fuentes: Op. cit., págs. 50-52. 
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pública en los principales puntos de nuestra Constitución, que son la religión, la 
integridad de la monarquía, la fidelidad a nuestro amado monarca Fernando VII, 
y la subordinación al Gobierno y autoridades, sin que la Regencia hubiese jamás 
llegado a entender que se hubiese desviado de estos principios; y que si, a pesar 
de todo, se notasen algunas imperfecciones, solo deberá ser responsable de ellas 
el que sea verdaderamente culpado, y no la Regencia, cuyas intenciones en esto 
como en todo cuanto ha obrado han sido las más inocentes y sanas». 

Se había descubierto lo que tan oculto se quiso mantener y nos hallamos ante 
uno de los primeros casos, seguramente el primero, de subvenciones a la prensa 
para influir con ella en la opinión. Que la tercera Regencia contribuyera a los 
gastos de lanzamiento y publicación de un periódico tan significado como El Pro¬ 
curador General nos dice mucho de su posicionamiento ideológico. Si bien, ya 
con todos los diputados tradicionalistas que habían llegado a las Cortes y que 
verían en el periódico uno de sus mejores órganos de opinión, era imposible 
levantar el escándalo que sin duda solo seis meses antes los liberales habrían 
organizado. 

No es de extrañar que el Rancio saludara con alborozo la aparición del perió¬ 
dico: «He leído varios números del nuevo periódico intitulado Procurador de la 
Nación y del Rey, que gracias a Dios nos restituirá para con los extranjeros el 
crédito que nos han quitado el Conciso, el Redactor, el Mercantil, el Semanario y 
novísimamente una Abeja, que tiene el juicio, la religión y la sabiduría donde 
las avispas» (503). Vélez da una exacta relación de lo ocurrido (504) señalando 
que «la España toda le llegó a comprar» (505). Su vida se prolongó desde el 1 
de octubre de 1812 hasta el 27 de abril de 1815 (506), por lo que si la ayuda 
para el lanzamiento fue eficaz (20.000 reales en total), cuando ésta cesó, el perió¬ 
dico estaba ya consolidado y pudo sobrevivir perfectamente. Incluso a las cons¬ 
tantes persecuciones de que fue objeto como la restante prensa tradicionalista. 
Este es otro estudio que hasta que no se realice nos impedirá conocer aquella 
época. Los procesos, los arrestos, los artículos que los motivaron, los ataques de 
la prensa contrarrevolucionaria a la liberal y los de ésta a aquélla... Es un campo 
necesitadísimo de investigación que es de esperar atraiga pronto la atención de los 
estudiosos. 

Vélez señala la persecución sufrida por el periódico, pero aunque indicativa 
no es suficiente (507). Nosotros hemos referido algunos incidentes, si bien con 
absoluta conciencia de que se trata de un mero apunte. En los Diarios de Cortes 
aparecen algunas referencias más, pero con ellos no se puede hacer el estudio 
exhaustivo necesario. Indiquemos, por ejemplo, cómo aún el 12 de abril de 1814 
es calificado de subversivo el número 64 y detenido Molle unos días después 
de su apoteosis callejera (508). 

(503) Alvarado: Op. cit., III, pág. 37. 

(504) Vélez: Apología, I, pág. 188. 

(505) Vélez: Apología, I, pág. 188. 

(506) Herrero: Op. cit., pág. 385. 

(507) Vélez: Apología, I, pág. 188. 

(508) ASL014, pág. 240; sobre el periódico, cfr. Gómez Aparicio.: Op. cit., I, págs. 101-102. 
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Combatidas las publicaciones tradicionalistas de Mallorca 

El 30 de marzo de 1813 «las Cortes quedaron enteradas de una exposición de 
don Angel Celedonio Prieto, con la cual acompañaba algunos ejemplares de un 
papel que, con motivo de los varios que se hacen imprimir y reimprimir en 
Palma de Mallorca, capaces de turbar el sencillo y religioso pueblo, haciéndole creer 
que peligra la religión si la Inquisición no subsiste con su clandestinidad —quiere 
decir con su secreto—, había compuesto y dado a la prensa con el título Confe¬ 
rencia de dos liberales o amigos de la Constitución sobre el papel intitulado Vindi¬ 
cación de la Inquisición , etc.» (509). Aunque Prieto no ha pasado a la historia 
con su folleto, traemos la referencia a estas páginas como demostrativa de que la 
polémica sobre el Santo Oficio no se desarrollaba sólo en las Cortes. La Inqui¬ 
sición restaurada mandará recoger otro escrito de Prieto: Memoria canónica sobre 
el artículo de Rotas (510). 


Decreto adicional sobre la libertad de imprenta y reglamento 

El 28 de abril de 1813 se discutió el decreto adicional sobre la libertad de 
imprenta (511) y algunos puntos complementarios en días siguientes (512). 

La «Instrucción pastoral» de los obispos refugiados en Mallorca 

El 8 de mayo de 1813 el ministro de Gracia y Justicia Antonio Cano Manuel 
lleva a las Cortes un oficio de la Regencia (513) sobre una pastoral publicada en 
Mallorca por los obispos de Lérida, Tortosá, Barcelona, Urgel, Teruel y Pamplona 
y a continuación, de palabra, hace una exposición sobre la misma (514), califi¬ 
cándola muy duramente: «se trataba de concitar el odio de los pueblos contra el 
Gobierno Supremo». Sometido el escrito a la Junta provincial de censura dio ésta 
un fallo que es un modelo de incongruencia y arbitrariedad. 

Decía que, como los escritos que tratan de religión precisan la censura del 
obispo diocesano y la pastoral carecía de la del de Mallorca, contravenía la ley 
de imprenta. También, que el calificar un escrito firmado por seis obispos excedía 
las facultades de la Junta, por lo que el Gobierno podía hacer lo que le pareciere 
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de los obispos refugiados en Mallorca», en Verbo, núms. 181-182 y 183-184, 1980, 117-165 
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hasta que las Cortes determinasen lo procedente. Además, era contraria a las 
regalías y a los decretos de las Cortes «al suponer errores religiosos en el Con¬ 
greso, afirmar que se hallan estampados en los Diarios de sus sesiones proposicio¬ 
nes heréticas, declamar exaltadamente que la religión y la fe se hallan en inmi¬ 
nente peligro y comparar el actual estado de la España católica con el de la 
Francia revolucionaria es presentar al pueblo un cuadro horroroso, que por fuerza 
debe excitar en él el odio y la indignación contra sus representantes, y prepararlo 
a la insubordinación, cuando no precipitarlo en una funesta revuelta contra las 
autoridades legítimas». 

Ante todo ello la Regencia, que no hay que olvidar que la presidía el cardenal 
Borbón, ordenó recoger los ejemplares que existiesen y en ese sentido cursó ins¬ 
trucciones a Mallorca y Alicante y procedió a incautar los que hubiera en Cádiz. 

García Herreros la considera «una ramificación de la horrible trama que tan 
felizmente cortó el día 8 de marzo» (515) y denuncia un opúsculo «del reverendo 
obispo de Santander, que todavía es peor que esta pastoral». 

Precisó Cano Manuel lo .ocurrido con el escrito que pretendió publicar el obispo 
de Santander, Menéndez de Luarca, bajo el seudónimo de Don Clemente Pastor 
de la Montaña, titulado El sin y el con de Dios para con los hombres; y recípro¬ 
camente de los hombres para con Dios, con su sin y con su con, añadiendo que 
habiéndose querido impedir con el pretexto de que carecía de la licencia del 
arzobispo Múzquiz, al imprimirse en su archidiócesis, éste, a requerimiento del 
Gobierno que le preguntaba si había dado licencia, contestó que el obispó de 
Santander tenía las mismas facultades que él (516). 

El 23 de mayo se leyó el dictamen de la comisión de Libertad de impren¬ 
ta (517), que se reducía a tres puntos. Los obispos, como escritores particulares, 
tendrán el mismo trato que los demás ciudadanos. Los escritos que dirijan; a sus 
diocesanos en el ejercicio de su ministerio, caso de que «contengan cosas contra¬ 
rias a la Constitución o a las leyes», serán recogidos por el rey o la regencia y si 
hubiera motivo para formárseles causa entenderá de ella el Tribunal Supremo. 
Si se tratara de obispos de América y a causa de la distancia, recogerán esos 
escritos los jefes políticos consultando a los fiscales de la Audiencia. 

Estaba ya legitimado el proceder de la Regencia. Durante la discusión, que 
tuvo lugar el 25 de mayo, tras una intervención poco importante de Muñoz To¬ 
rrero (518), Simón López dijo: «Es cosa muy trascendental recoger la pastoral de 
seis prelados y anunciarlas así a la nación como perjudicial. Degrada mucho a los 
obispos. Así, repito que pase la consulta y delación a la comisión de Justicia 
para que veamos qué es lo que dice» (519). 


(515) DS pág. 5188. 

(516) DS, pág. 5188. 

(517) DS, pág. 5348. 

(518) DS, 5357. 

(519) DS, pág. 5357. 
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Tras un breve discurso de Arguelles se aprueba la primera proposición del 
dictamen (520). Después Creus (521) señaló lo que era evidente. De aprobarse 
la propuesta, las pastorales y edictos de los obispos tendrán peor trato que el es¬ 
crito de cualquier particular que no podía ser recogido sin las censuras contrarias 
de las correspondientes juntas que habrían oído sus justificaciones. 

Argüelles (522), en una de sus habituales cabriolas dialécticas, explicó que 
proceder así era por respeto a la dignidad de los obispos que se vería deprimida si 
calificaran las Juntas o el Consejo de Estado como proponía Creus. Sostiene, por 
tanto, la propuesta de la comisión en lo que es apoyado por Porcel (523) y Muñoz 
Torrero (524). Larrazábal (525) apoya a Creus rechazando el trato que propo¬ 
nía Muñoz Torrero, equipararlas a las bulas pontificias que no circulaban antes 
de obtener el exequátur, y señaló la dobla actitud de Argüelles, que unas veces 
defendía la libertad de imprenta y otras la censura. Tras una nueva intervención 
de Argüelles se aprobó el dictamen, no admitiéndose a discusión la propuesta de 
Simón López y sí una de Antillón referente a los religiosos (526). Al día siguien¬ 
te catorce diputados tradicionalistas formulaban voto particular en contra. 

Estos obispos refugiados en Mallorca, huidos de sus sedes ante la invasión 
enemiga, ya se habían mostrado contrarios a Gallardo y favorables a la Inquisi¬ 
ción en otra pastoral que firmaron con algún obispo más que por entonces se 
encontraba en la isla, produjeron el más importante documento dé la Iglesia espa¬ 
ñola enfrentada al liberalismo que sólo puede ser comparado por su importancia 
política al Manifiesto de los persas (527). 

No es raro que los historiadores confundan ambas pastorales. Aunque ahora 
falten las firmas del arzobispo de Tarragona y del obispo de Cartagena, ausentes 
ya de la isla cuando se redactó esta última. Más extraña es la equivocación de 
Artola (528), no tanto al referirse a «los cinco obispos refugiados en Mallorca», 
sin duda un lapsus, como al decir que Villanueva escribió sus famosas Cartas de 
D. Roque Leal en réplica a la pastoral que venimos comentando, cuando fueron 
escritas bastantes años después, en el Trienio liberal. 

La Instrucción Pastoral (529) es un extenso escrito de 271 páginas (530) que 
comienza afirmando el carácter religioso de la guerra de la Independencia (531), 


(520) DS, pág. 5357. 

(521) DS, págs. 5357-5358. 

(522) DS, págs. 5358-5359. 

(523) DS, pág. 5359. 

(524) DS, pág. 5359. 

(525) DS, pág. 5359. 

(526) DS, pág. 5360. 

(527) Fernández de la Cigoña, Francisco José: «Pensamiento contrarrevolucionario español: 
El manifiesto de los "persas”», en Verbo , XV, págs. 141-142, 179 y ss., 1976. 

(528) Artola: Estudio ...» XXIV. 

(529) Citamos por la primera edición de Mallorca, en la imprenta de Brusi, 1813; en 
adelante, IP. 

(530) 272 páginas; la última es una fe de erratas. 

(531) IP, págs. 3-4. 
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para continuar denunciando la invasión de los filósofos (532) y la libertad de 
imprenta (533), que ha llegado a tales extremos que impide a los obispos seguir 
callados, pues «la religión de Jesucristo que hemos jurado conservar pura en nues¬ 
tra España está en peligro» (534). 

a) La Iglesia ultrajada en sus ministros (535) 

La tesis de Barruel (536) de la conspiración de filósofos, masones, iluminados 
y jacobinos contra el altar y el trono es asumida por los obispos, según Revuelta, 
influidos por Strauch (537), que era traductor y, por tanto, buen conocedor, del 
ex jesuíta francés. Esa conspiración tuvo como blanco a los eclesiásticos (538). Y 
es indudable que lo fueron con conspiración o sin ella. Su instrumento fue la 
libertad de imprenta (539), desde donde ejecita «su mordaz crítica sobre la ciencia 
y la conducta de todo el clero, sin excepción de clases ni de tiempos» (540). Hacen 
después los obispos un canto al saber y a la virtud de la Iglesia de España a lo 
largo de su historia (541), manifestándose abiertamente contra los clérigos janse¬ 
nistas, de los que hemos encontrado a varios entre los diputados de Cádiz y que, 
tras el retrato que de ellos hacen, quedaban delatados ante todos los españoles. 

«Pero si a nuestros críticos les es ya indispensable censurar al clero de cual¬ 
quier modo, más fácil les sería encontrar materia abundante a sus invectivas en 
cierta clase de eclesiásticos, originarios por muchos costados de Francia, que ahora 
los papeles públicos suponen establecidos en España. Eclesiásticos muy presumi¬ 
dos de reformadores y preciados de filósofos modernos; pero muy despreciables 
y despreciados a los ojos mismos de la secta a quien sirven bajamente, como que 
son la escoria y las heces de ella, y sólo unos agentes subalternos de quienes la 
filosofía se sirve oportunamente, como de enemigos domésticos, para deprimir a 
los demás eclesiásticos. Hablamos de aquella especie de clérigos inflados y orgu¬ 
llosos, que en otros tiempos hicieron tanto ruido en Francia, que en los de la 
revolución francesa se reunieron en gran número con todos los enemigos de la 
Iglesia y del Estado para arruinarlo todo, que en Pistoya alborotaron la Italia 
bajo el pretexto pérfido de reformas de su capricho, y que alborotarán siempre 
las naciones que tengan la desgracia de abrigarlos. Eclesiásticos rebeldes siempre 

(532) IP, págs. 3, 13. 

(533) IP, págs. 5-6, 10. 

(534) IP, pág. 12. 

(535) IP, págs. 16-54. 

(536) Barruel, Abbé: Mémoires pour servir a Vhistoire du Jatobwisme. Hambourg, chez 
P. Fauche, 1803, 5 vols. Hubo varias ediciones españolas, una de ellas obra del franciscano 
Raimundo Strauch y un Compendio en dos tomos que hizo Simón de Rentería y Reyes 
(Villafranca del Bierzo, 1812). 

(537) Revuelta: La Iglesia..., pág. 63. 

(538) IP, págs. 17 y. ss. 

(539) IP, págs. 19 y ss. 

(540) IP, pág. 25. , .. 

(541) IP, págs. 26 y ss. 
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a los decretos de la Iglesia y de los Papas, y por lo mismo peligrosos en todos 
los Estados por su espíritu revolucionario, por su afectado sistema de lo que 
ellos llaman moral severa y doctrina sana, y en fin por su espíritu cismático, que 
hace su verdadero carácter, declarado ya por la Iglesia» (542): Muñoz Torrero, 
Oliveros, Villanueva, Serra, Espiga... Sólo faltó nombrarlos. 

Continúan señalando los grandes servicios prestados al Estado por numerosos 
eclesiásticos (543), la caridad que el clero ha desplegado constantemente y de 
modo singular en esta guerra donde su generosidad es bien conocida (544), el be¬ 
néfico influjo de los párrocos (545)... 

«Pero se dice que son muchos. ¿Y quién lo dice? Aquellos, por la mayor par¬ 
te, que no conocen las verdaderas necesidades de la Iglesia, los intereses espiri¬ 
tuales y temporales de las familias, ni las verdaderas utilidades del Estado. Lo 
dicen muchos que con el pretexto de disminuir el número de los ministros de la 
Iglesia, intentan enajenar sus bienes, y acaso apropiárselos como si fuera una 
propiedad sin dueño, y claman continuamente por las ventas, de que hemos visto 
ya tristes ensayos. ¿Y qué sacaremos en limpio? Que los miserables fondos de 
cien capellanías, por ejemplo, que antes distribuían con tanta utilidad del público 
las manos verdaderamente vivas y vivificantes de cien eclesiásticos, pasarán tal 
vez a las manos verdaderamente muertas de un acaudalado, que consuma en co¬ 
ches, galas y otros objetos de un lujo ruinoso, aunque tan favorecido en estos 
tiempos, los que bastaba para sostener a cien labradores y mantener con sobriedad 
a otros tantos ministros, tan útiles como llevamos demostrado. 

Si se dijese que en algunos pueblos grandes se amontonan los eclesiásticos, 
debería decirse también que en otros hay una suma escasez de ellos; y que en 
fin esta desigual distribución será un desorden, cuyo arreglo, como el de otros 
de igual clase, pertenece, no a economistas sin luces y sin experiencia, sino a los 
Concilios nacionales, provinciales y diocesanos, que fueron y son el verdadero 
gobierno de la Iglesia, y por los que hace tanto tiempo claman, aunque sin fruto, 
los obispos» (546). 

Sus palabras fueron proféticas respecto a la desamortización y una auténtica 
desautorización de unas Cortes que pretendían regir la Iglesia como si fueran un 
Concilio. 

Los obispos constatan lo que tantas veces hemos dicho a lo largo de estas 
páginas y que era evidencia en la España de aquellos días: «La nación desmiente 
con hechos prácticos a estos insignes calumniadores del clero (...). Una de las 
pruebas más palpables de esta verdad es la que nos ofrece todas las provincias de 
nuestra España y de las dos Américas, ya en las elecciones de sujetos para las 
juntas particulares de provincia, ya en las de diputados para las Cortes. Vemos 

(542) IP, págs. 32-33. 

(543) IP, págs. 33-34. 

(544) IP, págs. 34-35. 

(545) IP, págs. 36-37. 

(546) IP, págs. 37-38. 


357 




elegidos para las primeras los obispos, canónigos, párrocos y religiosos los más dis¬ 
tinguidos de los pueblos, así como se ve actualmente en nuestras Cortes, por resul¬ 
tado de las elecciones más solemnes y populares, un buen número de diputados 
eclesiásticos de todas clases; que sin duda se hubiera aumentado considerable¬ 
mente, con escándalo de la filosofía, si tantas provincias de España dominadas 
por los franceses se hallasen libres al tiempo de las elecciones y si en el arreglo 
de éstas no se hubiera coartado la libertad de los electores, excluyendo absolu¬ 
tamente de voto en Cortes a los regulares» (547). Es exactamente lo que venimos 
diciendo. 

Citan expresamente, pese a sus reparos a dar nombres propios, al Semanario 
patriótico, como uno de los que se han distinguido en los ataques a los ministros 
de la Iglesia (548), donde parece ser que se llegó a llamar a los obispos serviles 
instrumentos de la tiranía, fanáticos y seductores de los pueblos. 

El Diccionario de Gallardo no podía faltar en estas páginas y es calificado 
como el «más impío, irreligioso e infame libelo que entre otros ha abortado igual¬ 
mente el libertinaje de la libertad de imprenta» (549). «Un papel acaso el más 
escandaloso y execrable que haya aparecido en estos tiempos» (550), pues «toda 
la malicia de un ateo y toda la perversidad de un forajido no podrían dictar má¬ 
ximas más abominables» (551). 


b) La Iglesia combatida en su disciplina y su gobierno (552) 

«Se encuentran aún en nuestros días cierta clase de abates y no abates que 
llenos del espíritu de orgullo e independencia que les caracteriza, claman por la 
antigua disciplina sin conocerla y quieren reformarlo todo a su modo, sin coptar 
con el legítimo gobierno de la Iglesia, sin hacer memoria del Vicario de Jesucris¬ 
to y los Concilios, a quienes únicamente pertenece el gobernarla» (553). Tampoco 
era necesario dar nombres para saber a quienes se referían. 

Su lenguaje, y hacen los obispos expresa referencia a una sesión de las Cortes, 
es análogo al del clero constitucional de Francia, al de la Asamblea francesa e 
incluso al de Enrique VIII (554). Los obispos censuran al diputado que había 
dicho que lo que no estaba en el Credo no era competencia de la Iglesia sino del 
Estado (555). Eso, para los prelados, era la doctrina de Febronio, Pereira y Gri- 
maudet y los sinodales de Pistoya (556), insistiendo en que esas mismas doc- 
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trinas se están defendiendo en las Cortes (557), o sea, afirmar «que la disciplina 
de la Iglesia en general está sujeta y dependiente de la autoridad civil» (558), 
bajo la, para los obispos, especiosa distinción de disciplina interna y externa (559). 

Y aseveran los obispos: «Para quien respete las decisiones dogmáticas del su¬ 
premo Pastor de la Iglesia, bastaba la bula citada (Auctoretn fidei) para concluir 
que es un error lo que afirman nuestros políticos sobre la disciplina que llaman 
externa'» (560). 

Denuncian también las Reflexiones sociales aparecidas en Valencia (561), que 
postulaban la libertad religiosa así como la injerencia en la formación de cabildos 
y en fijar la edad para la profesión monástica y las ordenaciones sacerdotales (562). 
Por ese camino, los políticos «preparan el cisma de nuestra Iglesia y la ruina de 
la religión en España» (563). 

Las alusiones al jansenismo son constantes si bien, en ocasiones, se hacen par¬ 
ticularmente incisivas: «La inobediencia es el carácter de esta secta. De aquí la 
sublevación contra todas las bulas que ha expedido la Santa Sede para extirparla. 
De aquí tantos subterfugios inventados para eludir las providencias pontificias. 
De aquí el odio implacable contra el Santo Tribunal de la Inquisición, que tan 
justamente pone trabas a la propagación de su pernicioso sistema. De aquí, en 
fin, el encono contra la disciplina moderna, bajo el especioso pretexto de resta¬ 
blecer la antigua (que afectadamente llaman la más pura) o por su propia auto¬ 
ridad o por la del Gobierno temporal, sin contar para nada con la de la Iglesia, 
como si no fuese precisamente esta autoridad de la Iglesia, siempre la misma, 
la que hacía tan respetable la antigua disciplina en los primeros siglos, como 
debe serlo en el nuestro la presente, igualmente acomodada que aquella a las 
diversas circunstancias de sus respectivos tiempos» (564). Su inspiración está en 
«el código de Pistoya, las Reflexiones de Quesnel, las obras de Tamburini y otros 
de la familia» (565). La denuncia no podía ser más clara y tajante. 


c) La Iglesia atropellada en su inmunidad (566) 


No podían los obispos pasar por alto el constante atropello que de los bienes 
de la Iglesia hicieron las Cortes de Cádiz, que llegan a calificar de «latrocinios 
legales» (567), identificándolos, una vez más, con la obra de los revolucionarios 
franceses (568). 


(557) IP, págs. 61-62. 

(558) IP, pág. 63. 
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Frente a no pocas acusaciones de egoísmo, de algunas de las cuales, produci¬ 
das en las mismas Cortes, hemos dado cuenta, los obispos se expresan con toda 
claridad: «Declaramos, pues, y protestamos altamente, que la Iglesia jamás se 
ha creído excusada ni pretendido excusarse de concurrir por el orden de las reglas 
canónicas y según la posibilidad de sus haberes a las urgencias del Estado y a 
las necesidades de los particulares menesterosos. Declaramos asimismo que la Igle¬ 
sia ha entendido siempre y enseñado constantemente que uno de los principales 
destinos de sus bienes es el socorro de los pobres, de cualquier clase que sean, 
cuanto más el de la patria en unas circunstancias estrechas como las presentes (...). 
Tal es, fue y será siempre el espíritu y la doctrina de la Iglesia, enseñado y prac¬ 
ticado heroicamente por los prelados más sabios y más santos que la han gober¬ 
nado desde su fundación hasta el presente (...). 

(...) No podemos menos de declarar igualmente que esta misma Iglesia, regida 
del mismo espíritu y por los mismos principios, que quiere que se derritan hasta 
sus cálices si la urgencia lo exigiere, condena al mismo tiempo los pretextos frí¬ 
volos de los saqueos, los atentados e invasiones tiránicas de la fuerza y la violen¬ 
cia sobre sus bienes, las vías tortuosas y medios ilegítimos de gravarlos, apode¬ 
rarse de ellos, enajenarlos, detener o distraer sus frutos. Condena asimismo las 
exacciones arbitrarias contra las reglas prescritas por las Constituciones pontifi¬ 
cias y los Concilios generales (...). Condena en fin todos los errores y cualesquiera 
doctrinas que combatan, así la legitimidad de sus posesiones y propiedades cómo 
el derecho que le pertenece exclusivamente de conservarlas, administrarlas y dis¬ 
tribuirlas por medio de sus ministros» (569). 

La condena de lo que al respecto habían hecho las Cortes de Cádiz no podía 
ser más explícita. Tampoco falta una amonestación a los jansenistas, aliados siem¬ 
pre en este punto a quienes se mostraban más abiertamente adversarios de la 
Iglesia: «Pudiéramos decir a estos falsos celadores de la disciplina antigua: ;sumi¬ 
sión a la Iglesia, a los Concilios, a los Papas. Sin esto todo lo demás no vale» (570). 

No nos detendremos en la erudita demostración histórica de lo fundado de 
su doctrina que una vez más es contrapuesta a la de los revolucionarios france¬ 
ses (571). Aunque sí debemos señalar cómo los obispos indican la enorme con¬ 
tribución de la Iglesia a las cargas del Estado, no ya en esta guerra, sino desde 
hacía muchos años (572). 

d) La Iglesia atacada en su doctrina (573) 

Denuncian los obispos el oscurecimiento tantas veces alegado, citando el dis¬ 
curso de un diputado, de la doctrina de la Iglesia por la ignorancia de estos tiem- 


(569) IP, págs. 97-99. 

(570) IP, pág. 116. 

(571) IP, pág. 136. 

(572) IP, págs. 153-154. 

(573) IP, págs. 165-184. 
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pos (574), las ideas sobre el matrimonio que también se expusieron en el Congre¬ 
so (575), el ya citado caso de La Triple Alianza (576), la abolición de la Inqui¬ 
sición (577), a favor de la cual vuelven a declararse como en su momento lo ha¬ 
bían hecho en unión del arzobispo de Tarragona y del obispo de Cartagena. 

También se declaran contra una poesía de Quintana, «más que escandalosa», 
de la que reproducen once versos: 

«¡Ay del alcázar que al error fundaron 
la estúpida ignorancia y tiranía! 

El volcán reventó, y a su porfía 
los soberbios cimientos vacilaron. 

¿Qué es del monstruo, decid, inmundo y feo 
que abortó el dios del mal, y que insolente 
sobre el despedazado Capitolio 
a devorar el mundo impunemente 
osó fundar su abominable solio? 

Dura, sí, mas su inmenso poderío 
desplomándose va...» (578). 

Como dicen los obispos, «¿qué puede entenderse aquí por el Capitolio, sino 
Roma? ¿Y cuál puede ser el Solio fundado sobre aquel Capitolio despedazado, 
cuál el monstruo sentado sobre este solio cuyo poderío aún dura, sino la religión 
de Jesucristo fundada sobre las ruinas de la idolatría; o lo que es lo mismo, el 
imperio espiritual de Jesucristo y de su Vicario en la tierra establecido en Roma 
¿obre el despedazado Capitolio del paganismo para gobernar desde allí a todo 
el mundo cristiano? ¿Qué otra explicación puede darse a este misterio poético 
que lo haga en algún sentido tolerable? No la hallamos» (578). Y no la podían 
hallar porque el denunciado por los obispos era el pensamiento de Quintana. 

Para los obispos el Diccionario crítico burlesco «no presenta menos impie¬ 
dad» (580). Y señalan que «semejantes escritos se publican en Cádiz, al frente 
y a la vista misma del augusto Congreso que ha prometido proteger a la religión 
por leyes justas y sabias» (581). Protestan ante la opinión de discursos de dipu¬ 
tados, como el de Argüelles sobre el desdichado dominico Chacón (582), de los 
insultos a los obispos y al nuncio, de la crítica a los frailes... (583), de los ata¬ 
ques a la Inquisición (584), alabando la labor «de nuestros celosos apologistas que 


(574) IP, págs. 165-166. 
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con tanto mérito suyo y suma complacencia nuestra combaten hoy la ignorancia 
y las impiedades de nuestros filósofos aprendices» (585). Se trataba de un evidente 
respaldo al Rancio, Vélez, Traggia, Freire, Castro... 

Los medios de que se valen los enemigos de la Iglesia en su labor demoledora 
son «la libertad sin límites de la imprenta» (586), la hipocresía con que se ma¬ 
nifiestan (587), la extinción de los jesuítas (588), la de las demás órdenes reli¬ 
giosas (589), de las que los obispos hacen una encendida alabanza (590), la supre¬ 
sión de la Inquisición (591), la igualdad y la libertad (592), el antimonarquis¬ 
mo (593), la educación de la que se quieren apoderar (594)... 

Concluyen los obispos afirmando el catolicismo del pueblo español: «La insu¬ 
rrección general de toda España y su admirable constancia en la guerra contra 
un enemigo declaradamente impío; las representaciones enérgicas y multiplicadas 
en favor de la Inquisición y contra la impiedad filosófica del día y la execración, 
en fin, con que fueron recibidos de los pueblos los papeles más escandalosos que 
salieron de nuestras prensas, como el Diccionario burlesco, ¿qué prueban sino el 
celo más puro y más acendrado por la religión cristiana y aquel fuego sagrado 
que encendieron en estos reinos nuestros primeros apóstoles y arroja aún vivas 
llamas en toda España?» (595). Pero ello no les excusa de señalar los graves peli¬ 
gros para el catolicismo que están ocurriendo en el día (596). Y para conjurarlos 
reclaman la colaboración de todos los fieles: «es necesario también que todos 
los verdaderos cristianos amantes de su religión cooperen por su parte al logro de 
esta empresa, cada uno según su estado y sus obligaciones respectivas» (597). 

Tras unas recomendapionese a los sacerdotes (590), declaran por su autoridad 
prohibido cuanto tenía prohibido la Inquisición, en una especie de postumo ho¬ 
menaje y reconocimiento al Tribunal que las Cortes iban a extinguir (599). Con 
otras recomendacionese a los fieles (600), en las que no falta una dirigida a que 
en las elecciones den su voto a católicos sin tacha, seguramente el primer man¬ 
dato episcopal ante una votación de nuestra historia, termina este extensó docu¬ 
mento que firman el 12 de diciembre de 1812, en Palma, Gerónimo María (de 
Torres), obispo de Lérida, Fray Antonio José (Salinas Moreno, OFM), obispo de 


(585) IP, pág. 191. 

(586) IP, págs. 191-193. 

(587) IP, pág. 193. 

(588) IP, págs. 193-197. 

(589) IP, págs. 197-214. 

(590) IP, pág. 203. 

(591) IP, págs. 206-207. 

(592) IP, pág. 214. 

(593) IP, págs. 214-222. 

(594) IP, págs. 222-226. 

(595) IP, págs. 241-242. 

(596) IP, págs. 242-243. 

(597) IP, pág. 244. 

(598) IP, págs. 245-249. 

(599) IP, págs. 249-250. 

(600) IP, págs. 256 y ss. 
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Tortosa, Pablo (Sichar), obispo de Barcelona, Francisco (Dueña y Cisneros), obis¬ 
po de Urgel, Blas Joaquín (Alvarez de Palma), obispo de Teruel, y Fray Vere- 
mundo (Arias Teijeiro), obispo de Pamplona (601).. Que, como hemos dicho, fue 
el más importante emanado de la Iglesia de España por aquellos días y que de¬ 
notó gran valor en los obispos firmantes. La acogida fue extraordinaria. Menéndez 
Pelayo cita tres ediciones (la inicial de Mallorca, una de Málaga de ese mismo 
año de 1813 y otra hecha en Valencia en 1814) (602). Herrero nos habla de 
dos más, ambas de 1814, en Mallorca y Santiago (603). 

Herrero afirma que «la ocasión inmediata de su aparición es la abolición de 
la Inquisición en febrero de 1813 (604). La fecha de la Pastoral es anterior y 
habla siempre de la Inquisición como suspensa en el ejercicio de sus funciones 
y no como extinguida. Aunque es posible que se tratara de una medida de pru¬ 
dencia de los obispos. 

La interpretación que de ella hace Herrero (605) es tan parcial como el resto 
de su libro. No creemos que «fuera un poderosísimo factor en la futura destruc¬ 
ción del naciente liberalismo» (606). Fue más bien una muestra más de que la 
nación, en su inmensa mayoría, no aceptaba ese liberalismo. La crítica que hace 
a Villapadierna (607) nos parece poco fundada y creemos con el religioso, pese a 
la opinión de Herrero, que se puede sostener perfectamente que el fin de la 
Pastoral era precaver a los españoles contra la invasión del espíritu irreligioso. 
Según Herrero se trataba solo de la mera e interesada defensa de las propiedades 
de la Iglesia (608). Aunque, con buen gusto, nos ahorra la vieja cantilena de los 
canónigos glotones, frailes holgazanes, etc. La intemporalidad que censura en Villa¬ 
padierna, al coincidir con los obispos, es también aplicable a él por sus coinci¬ 
dencias con Gallardo. 

De cómo fue recibida por los españoles de entonces, salvo naturalmente los 
liberales, pueden dar fe estas palabras del Filósofo Rancio: «La leí con la misma 
emoción con que pudiera haber leído las cartas del mártir San Ignacio y las obras 
de San Atanasio, San Basilio, San Hipólito y otros tales de los primeros tiempos. 
Habiendo acabado de leerla me puse indeliberadamente a besarla» (609). 

Otro religioso, solo que éste de nuestros días, el jesuíta Revuelta, se muestra 
mucho más crítico con aquella Pastoral en que «quedaban las Cortes tildadas de 
irreligión y radicalmente desacreditadas ante el pueblo católico» (610). Para este 
historiador, cada vez más inclinado a posiciones irenistas, «en vez de tender un 
puente de comprensión, estos obispos ahondaron el abismo entre la Iglesia y el 

(601) IP, pág. 271. 

(602) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 837. 

(603) Herrero: Op. cit., pág. 364. 

(604) Herrero: Op. cit., pág. 364. 

(605) Herrero: Op. cit., págs. 363-372. 

(606) Herrero: Op. cit., pág. 364. 

(607) Herrero: Op. cit., pág. 365. 

(608) Herrero: Op. cit., pág. 365. 

(609) Alvarado: Op. cit., III, pág. 289. 

(610) Revuelta: La Iglesia..., pág. 64. 
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naciente Estado liberal español. ;En vez de disimular y comprender, prefirieron 
condenar. En su pastoral se habían quejado, con razón, de que los críticos libe¬ 
rales generalizaban los defectos particulares de algunos sacerdotes, aplicándolos a 
todo el clero; pero ellos mismos cayeron en el mismo defecto al endilgar a toda 
la familia reformadora los deslices dogmáticos que veían en algunos escritores» (611). 

Debían haber comprendido y disimulado la Iglesia despojada, los obispos deste¬ 
rrados, el nuncio expulsado, los religiosos amenazados de extinción y que estaban 
pasando frío y hambre a la vista de sus casas incautadas y que las autoridades se 
negaban a devolverles, el Papa ridiculizado, la Iglesia privada de toda libertad y 
sometida al poder civil como cualquier funcionario, los pastores que veían reco¬ 
gidos sus escritos ministeriales, el pueblo fiel que observaba con creciente irritación 
cómo sus más sagradas creencias eran objeto de burla diaria... Demasiada compren¬ 
sión y disimulo sería en unos obispos, en unos buenos obispos. Es como si dijéramos 
al jesuíta Revuelta que la Compañía de Jesús, en vez de condenar el asesinato de 
sus hijos en El Salvador, debió comprender, disimular y tender puentes con los 
asesinos. Siempre ha sido fácil ofrecer la otra mejilla de los demás. Pero Jesu¬ 
cristo lo que recomendó era ofrecer la propia. 

El desenlace de la Instrucción Pastoral fue el de siempre: se les principió a 
formar otra causa (...). Se les denigró con el mayor vilipendio y se les mandó 
que se dividiesen y fuesen cada uno a residir a sus pueblos. El Redactor del 9 de 
junio de 1813 los sentenció a Filipinas y el del 25 dijo que al Gran Mogol» (612). 
Una muestra más del liberal trato que la Iglesia estaba recibiendo. 

Los religiosos y la libertad de imprenta 

La proposición que el 25 de mayo de 1813 había hecho Antillón la recomienda 
la comisión de Libertad de imprenta el 5 de junio en los siguientes térrpinos: 
«Si el autor de un impreso denunciado fuere eclesiástico regular y del expediente 
resultaren méritos para proceder criminalmente contra su persona, el juez secular 
pasará al efecto los documentos necesarios al Ordinario diocesano, el cual seguirá 
la causa conforme a las leyes, considerando al acusado como eclesiástico secular. 
Si además el delito fuese de los que inducen desafuero, el juez secular procederá 
con arreglo a lo prevenido por las leyes para estos casos» (613). 

Inmediatamente señaló Alcaina que la proposición era anticanónica al separar 
a los religiosos de sus propios prelados (614), mierítras que Rodríguez Bahamon- 
de (615), Villanueva (616) y Argüelles (617) sostienen la adición que será apro¬ 
bada en contra de lo que disponen las leyes eclesiásticas. 

(611) Revuelta: La Iglesia..., pág. 64. 

(612) Vélez: Apología ..., I, pág. 260. Cfr. también Goñi Gaztambide, José: Historia de 
los obispos de Pamplona, EUNSA, IX, págs. 75-83, Pamplona, 1991. 

(613) DS, pág. 5426. 

(614) DS, pág. 5426. 

(615) DS, pág. 5426. 

(616) DS, págs. 5426-5427. 

(617) DS, pág. 5427. 
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Ataques a diputados tradicionalistas 

El 20 de junio de 1813 el diputado por Salamanca Andrés Sánchez Ocaña de¬ 
nuncia (618) que en periódicos como El Diario Mercantil y El Redactor General 
se calificara, a él expresamente y a otros diputados en general, «del modo más 
grosero e injurioso». La ignorancia de estos diputados, evidentemente tradiciona¬ 
listas, conducía a la nación a los peores males. Cree que esto es una injuria no 
sólo a los diputados, sino también a las provincias que les han elegido y a las 
Cortes mismas, cuya autoridad se deprime, vuelve a reclamar contra los murmu¬ 
llos de las tribunas hacia estos diputados y pide que las Cortes exijan de la Re¬ 
gencia providencias adecuadas para cortar estas, en su opinión, ofensas al Congreso. 
Argüelles (619) le responde que si se da por ofendido debe recurrir a los tribunales 
y que otros diputados, de ideas contrarias, eran injuriados con «otros dictados 
que en un país católico debían excitar escándalo e indignación». No se admitió 
a discusión la proposición de Sánchez Ocaña, pero el incidente nos parece muy 
ilustrativo sobre la situación. Los liberales eran presentados como herejes, por la 
prensa tradicionalista y los contrarrevolucionarios como ignorantes por la liberal. 


El «Filósofo Rancio» y sus «Cartas críticas» 

De entre todos los escritores antiliberales que proliferaron en este período, 
ninguno alcanzó la fama del dominico Francisco Alvarado que, bajo el seudónimo 
de El Filósofo Rancio, se constituyó en el debelador por antonomasia de las nuevas 
doctrinas que surgían en España. Como dice Menéndez Pelayo, «apenas hay máxima 
revolucionaria, ni ampuloso discurso de las Constituyentes ni folleto o papel vo¬ 
lante que no tenga en ellas impugnación o correctivo» (620). Afortunadamente la 
bibliografía sobre el dominico es mucho más abundante que sobre otros tradicio¬ 
nalistas de la época, lo que nos permite conocer bastante bien al personaje y su 
obra (621). 

Las Cartas críticas (622) se publicaron entre mayo de 1811 y marzo de 1814 
en Cádiz y tuvieron tal éxito que hay por lo menos ediciones de Sevilla, Galicia 


(618) DS, págs. 5524-5525. 

(619) DS, pág. 5525. 

(620) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 846. 

(621) Diz-Lois: Fray Francisco..., págs. 118-208; March, José M.: «El Filósofo Rancio», 
en Razón y Fe, págs 34, 141-154, 316-328, 425-433, 1912; págs. 35, 17-29, 1913; Fernández 
Largo, Jacinto, O.FM.: «Introducción al Filósofo Rancio», en Verdad y Vida, págs. 17, 419-469, 
647-727, 1959; Lobato, A.: «Vida y obra del P. Francisco Alvarado», en Archivo Hispalense, 
págs. 1-88, 1954; Getino, Luis Alonso: El Filósofo Rancio. Su significación en la ciencia 
española, Madrid, 1912; Miguel López Raimundo de: El Filósofo Rancio, sus ideas políticas 
y las de su tiempo. Publicaciones del Seminario metropolitano de Burgos. Burgos, 1964: Vida 
y escritos del Filósofo Rancio. Introducción a sus Obras, I, III-XII. 

(622) En adelante CC. 
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y Mallorca (623). También dice la historiadora que «todos los años del sexenio 
son pródigos en reimpresiones» (624). A ella nos remitimos para más precisio¬ 
nes (625). 

Respecto de estas ediciones de las Cartas, hechas con paginación independiente 
para cada una de ellas, es arriesgado opinar, por cuanto la encuademación, si se 
producía, era obra de quienes las poseían, cabiendo todas las combinaciones. Así, 
Diz-Lois habla de la edición en Mallorca en cuatro tomos, en la imprenta de 
Guasp. En la edición que utilizo existe un quinto tomo que contiene las Cartas XLI 
a XLV, reimpresas todas en la imprenta de Felipe Guasp, en Mallorca. Las car¬ 
tas XLI y XLII en 1817 y las restantes en 1818. Concluye el tomo con un Breve 
análisis de la vida y muerte del M. R. P. M. Fr. Francisco Alvarado de la Orden 
de predicadores, autor de las Cartas tituladas «El Filósofo Rancio», que es la carta 
que el prior de su convento de Sevilla escribió a los demás de su provincia comu¬ 
nicándoles la muerte del P. Alvarado y que fue seguida literalmente —las varia¬ 
ciones son mínimas— en la Vida y escritos del Filósofo Rancio, que encabeza la 
edición general de sus cartas iniciada en 1824 (626), con la reproducción de la 
necrológica que publicó el Diario de Sevilla el 3 de septiembre de 1814 y con un 
Indice referido a la paginación de las Cartas reimpresas en Mallorca, si bien este 
último folleto de XIII y 31 páginas, está impreso en Barcelona, por Brusi, en 1820. 

La edición general, y la más conocida, por la que citaremos, es de 1824 y 1825, 
en cuatro volúmenes, más un quinto que contiene las Cartas Filosóficas. Las editó 
E. Aguado en Madrid. Diz-Lois habla de una edición de Gerona en 1824 y de 
otra de Cádiz de 1826 (627) que desconocemos. Hay por último una edición 
de 1881 (628). 

Las cartas estaban dirigidas al diputado Rodríguez de la Bárcena, que buena 
parte debió tener en ellas, pues sin duda era quien informaba al dominico de las 
ocurrencias de Cádiz y son en total cuarenta y siete. I 

La primera, fechada el 16 de mayo de 1811, está destinada a combatir un 
discurso de Arguelles sobre los diezmos, pronunciado el 23 de marzo (629). Tras 
señalar agudamente las contradicciones del asturiano (630), se refiere a su dudoso 
catolicismo, pese a sus protestas en contrario (631), y afirma que es la autoridad 
de la Iglesia la única competente para legislar en esta materia (632). Advierte que 
su maestro es Pereira (633) y va realmente demoliendo los argumentos del dipu¬ 
tado (634) al tiempo que denuncia los ataques del Conciso , la Tertulia y otros pe- 


(623) 

Diz-Lois: Fray Francisco.. 

pág. 204. 

(624) 

Diz-Lois: Fray Francisco.. 

pág. 204. 

(625) 

Diz-Lois: Fray Francisco.. 

., págs. 204-206. 

(626) 

CC, I, III-XII. 


(627) 

Diz-Lois: Fray Francisco.. 

pág. 207. 

(628) 

Imprenta Peninsular, Barcelona. 

(62?) 

CC, I, págs. 3-46. 


(630) 

CG, I, pág. 6. 


(631) 

CC, I, pág, 6. 


(632) 

CC, I, pág. 7. 


(633) 

CC, I, pág. 8. 


(634) 

CC, I, págs. 8 y ss. 
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riódicos al clero: «que son en la república lo que los zánganos en la colmena. 
Que no sirven en ella de cosa de provecho y que comen, beben y se regalan á 
costa de la ignorancia y la superstición del vecino» (635), argumentos que vienen 
a coincidir con los de Argüelles, aunque éste cuidara más las palabras. 

Tenía razón el asturiano en decir que se ponía en solfa su catolicismo (634). 
Pero ¿no daba sobrados motivos para ello? Y algunas consideraciones del dominico 
tendrían que hacer mella en los diputados liberales: «siendo como son represen¬ 
tantes de un pueblo supersticioso deben, o seguir la superstición del pueblo, o 
dejar la comisión que éste les ha dado» (637). Porque «el pueblo abomina estos 
modos de pensar» (638). Aprovecha también para censurar la proclama de la 
Regencia en el día de San Fernando, que atribuye a Quintana: «¿Cómo puede 
hablarse de San Fernando sin hacer mención ni del Dios de quien San Fernando 
nunca se olvidaba ni de la religión que inspiraba sus expediciones y a quien el 
santo consagraba sus victorias?» (639). 

La carta segunda (640) es una apología de la Inquisición. Señala la siguiente 
contradicción: «Nos dicen, y es una verdad sin que estos señores nos lo digan, 
que el gran objeto de las Cortes es sacudir el yugo de ese filósofo ladrón que viene 
a regenerarnos (Napoleón). Y nos añaden que para conseguir esto, el medio in¬ 
falible, el único, el necesario es la libertad de la imprenta y una nueva Cons¬ 
titución que sea trasunto de la francesa» (641). Vuelve a atacar los escritos anti¬ 
religiosos (642) y al jansenismo (643), concluyendo con nuevos cargos contra Ar¬ 
güelles (644). 

La tercera, muy breve (645) es una reconvención a El Conciso que le había 
hecho blanco de sus ataques. La cuarta (646), quinta (647), sexta (648) y sép¬ 
tima (649) son una impugnación del pacto social y de las doctrinas roussonianas 
expuestas por Gordillo en las Cortes, con condena de los ya citados versos de 
Quintana (650), que conoce por el Diccionario razonado. 

La octava (651), novena (652) y décima (653) son una impugnación de 
La Inquisición sin máscara, de Puigblanch y, sensu contrario, una defensa del San- 


(635) CC, I, pág. 17. 

(636) CC, I, págs. 22 y ss. 

(637) CC, I, pág. 28. 

(638) CC, I, pág. 36. 

(639) CC, I, pág. 44. 

(640) CC, I, págs. 46-129. 

(641) CC, I, pág. 73. 

(642) CC, I, págs. 73-74. 

(643) CC, I, pág. 107. 

(644) CC, I, págs. 122 y ss. 

(645) CC, I, págs. 129-135. 

(646) CC, I, págs. 136-163. 

(647) CC, I, págs. 163-186. 

(648) CC, I, págs. 186-206. 

(649) CC, I, págs. 207-231. 

(650) CC, I, pág. 139. 

(651) CC, I, págs. 232-262. 

(652) CC, I, págs. 262-295. 

(653) CC, I, págs. 295-324. 
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to Oficio. Da por cierto «el plan que los jansenistas trataron en la Cartuja de 
Bourg Fontaine» (654), por tantos considerado como una falsificación histórica 
pero entonces tenido por verdadero por muchos, con nuevos ataques a «los sacri¬ 
legos ’Versos” de un vil poeta, oprobio de su nación y peste de su Estado» (655). 

De la once a la dieciocho (656) pulveriza al jansenismo y en especial a Villa- 
nueva que, bajo el seudónimo de Ireneo Nistactes acababa de escribir El jansenismo 
dedicado al Filósofo Rancio. Contienen notables noticiás sobre puntos interesantes 
relacionados con la secta. Así, el intento de publicar las Actas del sínodo de Pis- 
toya (657) y de la intervención de Villanueva en ello -—¿cuál es si no el sentido 
del murciélago intentando conseguir una censura favorable cuando unas paginas 
antes había escrito «murciélago o ratpennat, como lo llaman en San Felipe dé 
Játiva» (658)—, aunque resultara fallida. También parece que conocía quién era 
el autor de la Banderilla de fuego al Filósofo Rancio (659), publicada por Martínez 
de la Rosa con el seudónimo de Ingenuo Tostado (660), ya que al citarlo le llama 
«cara de Rosa» (661), que nos parece definitivo. También creemos del mayor 
interés el que atribuya el cese de la publicación del Semanario patriótico a la 
«falta de compradores» (662), siendo «un escrito que abominaba y no compraba 
la nación» (663). 

Asimismo consideramos importante, y cargada de razón, la afirmación siguien¬ 
te: «V. V., en vez dé la Inquisición que hasta aquí se ha llamado y sido Apostólica, 
desean poner una Inquisición jacobina» (664), como la precisión de que los Luce- 
redis que habían escrito contra Villanueva eran tío y sobrino (665). 

La diecinueve (666) es una defensa de los obispos refugiados en Mallorca por 
su escrito en defensa de la Inquisición. Era el anterior al que hemos reflejado con 
más detención, firmado por ocho obispos. La veinte (667) es un ataque a Las An¬ 
gélicas Fuentes o el Tomista en las Cortes, también de Villanueva, del que denuncia 
sus contradicciones con obras anteriores (668). 

(654) . CC, I, pág. 269; Bourg-Fontaine o sea el jansenismo descubierto . Traducción del 
francés L. D. F. C. L. dedicada especialmente al Excmo. e limo. Sr. Dr. D. José Domingo Costa 
y Borrás por el Iltre. Dr. D. José Ricart, canónigo penitenciario de esta Santa Catedral de 
Lérida, 2 tomos, Lérida, 1855. 

(655) CC, I, pág.; II, pág. 18. 

(656) CC, II, págs. 3-305. 

(657) CC, II, págs. 31-33. 

(658) CC, II, pág. 28. 

(659) Palma, 1812, aunque seguro que hubo una edición gaditana. 

(660) En la edición que utilizo no figura nombre de autor. 

(661) CC, II, pág. 197. 

(662) CC, II, pág. 247. 

(663) CC, II, pág. 254. 

(664) CC, II, pág. 249. 

(665) CC, II, pág. 276. Parece, sin embargo, era seudónimo compuesto con muchas letras 
de los aullidos del jesuita Elizalde Urdiroz. Cfr.: Un prebendado de la Santa Iglesia de Toledo: 
Bosquejo del jansenismo, Biblioteca de la Religión, XVIII, Madrid, 1828, pág. 24; Gil No¬ 
vales: DBTL, 199. 

(666) CC, II, págs. 306-343. 

(667) CC, II, págs. 343-375. 

(668) CC, II, págs. 359-361. 
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Las veintiuna (669) y veintidós (670) son una impugnación del Diccionario 
de Gallardo, «uña pelota que este laborioso y asqueroso escarabajo ha ido a sacar 
de todos los estercoleros de la Iglesia de donde ha recogido cuanto ha podido 
encontrar de hediondo y cuanto sin serlo, ha querido él que lo sea» (671). 

En las cartas veintitrés (672) y veinticuatro (673), que en realidad fueron 
la veintiocho y veintinueve en el orden cronológico en que fueron escritas, im¬ 
pugna el proyecto de decreto de los tribunales protectores de la religión, cuya 
discusión iba a comenzar, con un nuevo ataque al Semanario de Quintana, que 
«fue una cartilla de impiedades» (674) y, naturalmente, con una defensa de la 
Inquisición. 

Las trece cartas siguientes, de la veinticinco a la treinta y siete (675), son una 
defensa de los religiosos insultados, calumniados y despojados por los periódicos 
y las Cortes. Es un texto imprescindible para conocer el pensamiento y los pro¬ 
pósitos del liberalismo sobre los frailes en el que el ministro Cano Manuel y otros 
conmilitones quedan bien servidos. 

Las cinco cartas siguientes (676) están destinadas a impugnar al Solitario de 
Alicante que había escrito el Juicio histórico, canónico, político de la autoridad 
de las naciones sobre los bienes eclesiásticos que pretendía autorizar todos los 
despojos del patrimonio de la Iglesia (677). 

Las cartas cuarenta y tres (678), cuarenta y cuatro (679) y cuarenta y cin¬ 
co (680) se refieren a los religiosos. Retengamos de ellas esta insinuación sobre 
los canónigos de San Isidro: «¿Tendremos por desgracia en éstos alguna colonia 
de Port-Royal?» (681). 

Las cartas cuarenta y seis (682) y cuarenta y siete (683), publicadas después 
de la muerte de Alvarado en 1814, contienen una «Constitución filosófica que el 
Rancio transformado en liberal escribió antes que las Cortes extraordinarias de 
Cádiz sancionasen la Constitución política de la monarquía española». Es más, un 
divertimento como se verá por algunos artículos que reproducimos. Aunque no 
faltan en ellos la profunda carga ideológica antiliberal de las cartas anteriores. 


(669) CC, II, págs. 376-406. 

(670) CC, II, págs. 401-443. 

(671) CC, II, pág. 440. 

(672) CC, II, págs. 444-473. 

(673) CC, II, págs. 473-504. 

(674) CC, II, pág. 450. 

(675) CC, III, págs. 3-366. 

(676) CC, IV, págs. 1-224. 

(677) Del que volveremos a hablar. 

(678) CC, IV, págs. 225-262. 

(679) CC, IV, págs. 263-324. 

(680) CC, IV, págs. 324387. 

(681) CC, IV, pág. 333. 

(682) CC, IV, págs. 388-424. 

(683) CC, IV, págs. 425-461. 
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«Ley que se promulgue, aunque disponga un absurdo, debe ser cumplida» (684). 
«Sería irreligioso, temerario y contrario al sentido común solo el sospechar algo 
de francesismo en las Cortes» (685). «La inviolabilidad de los diputados filósofos 
es mayor que la que corresponde a la persona del Monarca, a la de los Regentes 
que han sido o van a ser, a la de los obispos, aunque sean de Orense, y a la de 
todo el mundo en general» (686). «En fuerza de esta inviolabilidad podrán los 
diputados filósofos declarar violables los pactos más sagrados» (687). «Si los dipu¬ 
tados que no son filósofos titubean por un momento en obedecer a la voluntad 
de la filosofía, o suspenden su sanción para otro tiempo, se llevará el diablo la 
inviolabilidad» (688). La realidad se parecía mucho a esta caricatura. 


Las «Cartas inéditas» 


Mucho después, en 1846, se publican (689) unas Cartas inéditas de Padre Maes¬ 
tro Fr. Francisco Alvarado, del Orden de Predicadores, conocido con el nombre del 
Filósofo Pando, dirigidas diez al Excmo. Señor Don Francisco Javier Cien fuegos, 
hoy Cardenal de la Santa Iglesia Romana y Arzobispo de Sevilla y una a don Fran¬ 
cisco Gómez Fernández que Raimundo de Miguel, con acertado criterio, juzga «no 
menos interesante que las Criticas y aún más bajo ciertos aspectos» (690). Crono¬ 
lógicamente son anteriores a las que conocieron tan asombrosa difusión, pues la 
primera está fechada el 5 de agosto de 1810 (691) y la última el 14 de febrero 
de 1811 (692). Las nueve primeras son, por tanto, anteriores a la instalación de 
las Cortes, por lo que sus discusiones hubieron de ser ajenas a las mismas. 

Ya desde el primer momento Alvarado sostiene lo que aparecerá constante¬ 
mente en los tradicionalistas: «Primero es saber si nos libraremos del usurpador 
y podremos repeler sus fuerzas, que mezclarnos en cosas que deben ser mpy des¬ 
pués, y que será inútil calentamos con ellas la cabeza, si el enemigo prevalece» (693). 
Y curiosamente coincide con los jansenistas preconizando la necesidad de un Con¬ 
cilio nacional (694). 

Hace en su segunda carta un canto a la Inquisición (695), señalando incluso 
su benignidad en comparación con otros tribunales. Y llega a afirmar: «Es, pues, 
este tribunal el principal recurso que debe tomarse para salvar al reino, así como 
lo ha sido para conservarlo hasta nuestros días. No hay casi enemigo de la patria 

(684) CC, IV, pág. 392. 

(685) CC, IV, pág. 395. 

(686) CC, IV, pág. 413. 

(687) CC, IV, pág. 413. 

(688) CC, IV, pág. 414. 

(689) Imprenta de D. José Félix Palacios, editor, Madrid, 1846; en adelante, CI. 

(690) Miguel: Op. cit., pág. 16. 

(691) CI, pág. 3. 

(692) CI, pág. 109. 

(693) CI, pág. 4. 

(694) CI, pág. 6. 

(695) CI, págs. 9-12. 
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que no comience o no acabe por enemigo de la religión. Amplíense al Tribunal de 
la fe las facultades para que busque y juzgue a los enemigos de la religión, y 
presto veremos acabar los de la patria» (696). 

En esta misma carta hay una denuncia contra la corrupción que no nos re¬ 
sistimos a reproducir porque no hay nada nuevo bajo el sol: «No son traidores, 
pero a veces hacen más daño que ellos los que influyen en las enormes estafas 
que se hacen en los ejércitos, por donde éstos suelen quedar hambrientos y des¬ 
nudos, y expuestos a lo que hemos visto, a abandonar nuestra causa en la mejor 
ocasión, o a subscribir a la del enemigo de aburridos y desesperados. Desde el 
comisario y asentista (por no comenzar más arriba) hasta el último cabo de es¬ 
cuadra roban al pobre soldado, y de consiguiente venden la causa pública. El 
soldado, a imitación de todos, vende el vestuario, el cartucho y cuanto cae en 
sus manos, y así nuestro caudal se pierde y nuestra libertad peligra» (697). 

En la tercera carta hallamos una alabanza a la educación impartida por los je¬ 
suítas (698), de los que lamenta la expulsión (699), al tiempo que postula su re¬ 
greso (700). Censura los excesos del regalismo (701) y en especial los recursos 
de fuerza (702). En la cuarta recuerda con nostalgia nuestros años áureos y cons¬ 
tata que en España «el siglo de sus sabios ha sido igualmente el siglo de sus 
santos» (703), para denunciar la conspiración del siglo xvm de «los filósofos ateís¬ 
tas» y los «jansenistas» (704), con elogiosa mención de Fr. Fernando de Ceballos 
y Vicente Valcarce (705). 

La quinta trata de una cuestión también común entre los contrarrevoluciona¬ 
rios. España ya tenía su Constitución y «la más completa y racional de cuantas 
se conocían en el mundo» (706). Y si alguna expresión puede ser considerada 
como muestra del más exacerbado absolutismo: «cuando es un Fernando el que 
gobierna están de más las Cortes; y cuando es un Enrique, las Cortes aumentan 
los males en vez de ponerles remedio» (707), no puede ser tenido por un enemi¬ 
go de toda novedad sino que postula algunas que a no pocos les parecerían revo¬ 
lucionarias. 

Así: «El pueblo español, aun cuando hasta aquí hubiese sido por derecho es¬ 
clavo de los señores, es en el día acreedor no sólo a su consideración, mas tam¬ 
bién a su agradecimiento. O si no, díganme a quien sino al pueblo debemos lo 
que nos resta de patria, de religión, de propiedades, de grandeza, etc.» (708). 
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Si bien quiere a la nobleza con asiento en Cortes no vacila en afirmar que «tene¬ 
mos la desgracia de que los grandes muchas veces lo son por la casualidad del 
nacimiento» (709) y muchos no han heredado de sus mayores «más que los títulos 
y el caudal y tal vez fueron o viciosos, o estúpidos, o egoístas, etc.» (710), llegan¬ 
do a postular «la abolición de las vinculaciones» (711) que eran el baluarte de 
la aristocracia: «mas yo no veo que haya razón para que si esta posteridad se 
hace viciosa, la ley en vez de castigarla trate de conservarle el caudal y los hono¬ 
res de que abusa para sus vicios. No lo castigue, si así se quiere, despojándolo 
de ellos. Mas déjelo al menos que él mismo se despoje. Divídase su caudal entre 
sus hijos. El que de éstos fuere un perdido dará en breve al través, el que fuere 
hombre de bien seguirá las pisadas de sus mayores, servirá bien a su patria y 
acrecentará su propia fortuna» (712). Y remacha: «Estoy contra todas las vincu¬ 
laciones a excepción de la de la corona. Ni me cabe en la cabeza que porque un 
digno español hizo ahora cuatro siglos servicios a la patria haya ésta de estar 
honrando y aguantando a una caterva de nietos capaz cada cual de hacer más 
daño en un día que beneficios hizo su quinto abuelo en 20 ó 30 años» (713). 

Quizá algún lector se sorprenda de estas afirmaciones en una persona que 
es presentada como modelo de todos los reaccionarismos. Y es que la mayoría 
de los calificadores no se han molestado en leer al Ranció ni en intentar enten¬ 
der el tradicionalismo español. Más radical se muestra todavía en el siguiente 
texto: «Ultimamente son vocales (en Cortes) los diputados de los pueblos, y yo 
hallo muchos inconvenientes en el modo con que se confía esta diputación. Por 
lo común son algunos de sus regidores y jurados. Y bien ,¿por dónde les ha ve¬ 
nido esta diputación? A unos por merced de los reyes hicieron regidores perpe¬ 
tuos, a otros porque heredaron a éstos, y el empleo les viene por familia. A otros 
porque la justicia o el ayuntamiento del año anterior los presentó para el año 
presente, y el señor del territorio o la chancillería los nombraron. A ninguno porque 
el pueblo lo diputó ni para las Cortes ni para el empleo en fuerza del cual han 
venido a ellas. No merece en mi concepto este tratamiento el pueblo español, 
ni en este sistema se puede contar con que las Cortes tengan dignos vocales. Al 
hombre más despreciable se le concede que nombre procurador a su gusto hasta 
para los negocios de menos momento. ¿Por qué, pues, se le ha usurpado este 
derecho al pueblo más noble y leal? Vender una veinteycuatría es lo mismo que 
vender un pueblo. Concederla por gracia es lo mismo que regalar a usted con 
lo que es mío. Que otros me nombren procurador es tratarme de pupilo. Premie 
el rey con otra cosa a quien tuviere que premiar. Compre quien tuviese dineros 
las cosas que se pueden vender, y déseles procurador a los locos y a los meno¬ 
res. Mas déjesele al pueblo el derecho de confiar su bien a quien tenga por con¬ 
veniente (...). Había el pueblo de ser libre en nombrar a quien quisiese aunque 


(709) CI, pág. 37. 

(710) CI, pág. 38. 
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fuese reelegir al mismo. Había de poder echar mano de cualquier eclesiástico que 
mereciese su confianza, con tal que el empleo no estuvise en oposición con lo 
que prescriben los cánones; finalmente había de dejársele en este punto toda la 
acción que fuese compatible con lo que debe a Dios y al rey. En tal caso, si la 
elección de este año no saliese derecha, podría enmendarla para el año siguiente; 
y si siempre salía mala tendría al menos la satisfacción de que se hacía a su 
gusto, y no como ahora que pocos de sus jefes son a su gusto, y más pocos los 
que en vez de padres no son los lobos de su pueblo» (714). 

Los tradicionalistas, o al menos algunos de sus más caracterizados represen¬ 
tantes, no se oponían a las reformas necesarias del Antiguo Régimen. En algunos 
puntos iban incluso más lejos que los liberales que no querían la representación 
popular, sino que pasase a su ideología el mismo absolutismo anterior. Lo su¬ 
friría ese pueblo que el Rancio quería protagonista de sus intereses y que, con 
el nuevo régimen, siguió tan ajeno a la política como lo estaba antes. Aunque 
ahora se le dijera que era el titular de la soberanía. 

En la carta sexta hay una crítica de la dinastía borbónica que chocará también 
a quienes vean en nuestros tradicionalistas unos serviles adoradores de los mo¬ 
narcas reinantes: «Cada vez que yo considere lo muchísimo que pudiéramos haber 
esperado de la bella índole de nuestros Borbones, y el muchísimo mal que se 
nos ha hecho a su nombre, no puedo menos que indignarme contra la abominable 
política que de tantos príncipes que debieron ser buenos, no ha hecho tantos 
inertes simulacros» (715). Es difícil hacer con tanta mesura más severos cargos 
contra una Casa que apenas llevaba cien años reinando en España. Que apro¬ 
vecha para un nuevo ataque al regalismo, en verdad una losa que pesaba sobre 
la Iglesia de España (716). En esta carta hay otros puntos anecdóticos de los 
que sin duda podríamos prescindir: su oposición a las corridas de toros (717) y 
a las comedias (718), la aversión a los «soplones» (719), una más que chocante 
simpatía hacia los contrabandistas (720), la ya vieja condena del lujo (721)... Hace 
también una defensa del estado regular que ya comenzaba a ser atacado, aun antes 
de promulgarse el decreto de libertad de imprenta (722). 

En la séptima se opone al absolutismo regio: «Me parece, pues, que el mo¬ 
narca no es tan dueño de la legislación como pudiera serlo en un pueblo esclavo 
y que al menos debe explorar la voluntad de la nación para no abusar de su po¬ 
testad legislativa. Y si esto ha sido hasta aquí un deber, mucho más deberá serlo 
de aquí en addante, en que el pueblo español puede y debe ser considerado el 
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restaurador de la monarquía. No puede ser, pues, el rey en este punto lo que 
pudiera Bonaparte si saliera con sus depravados designios. 

Otra limitación pone a la autoridad del monarca su mismo juramento por don¬ 
de se obliga a guardar al reino y sus provincias sus respectivos fueros y exen¬ 
ciones (...). Es verdad que parece una cosa muy dura que componiendo ya todos 
nosotros una misma familia, sobre unos caiga todo el peso de los gravámenes 
y otros estén en el libre goce de sus fueros. Pero esta disonancia podría compo¬ 
nerse muy a gusto, no oprimiendo a los que están libres, sino librando a los que 
estaban oprimidos. Cuanto más se amplíe la libertad prudente del vasallo, tanto 
más feliz es el rey, y tanto más poderoso el reino» (723). Se extiende a conti¬ 
nuación en consideraciones sobre la ley, en la que debe ser tenido en cuenta el 
pueblo (724), deben ser pocas (725), ciertas (726) y observadas por todos (727), 
especialmente por el mismo legislador. Llega incluso a proponer la existencia del 
jurado (728). Se muestra, por último, contrario al excesivo lujo de la Corte (729) 
y la multitud de privilegios (730). 

En la octava se ocupa de las contribuciones, que «necesitan de mucha circuns¬ 
pección si han de guardar unos términos razonables» (731), con críticas a las 
que recaen sobre artículos de primera necesidad (732) y sobre el consumo (733). 
El dedicarse al comercio no está bien visto en España, «sin embargo, el rey en 
el día es el príncipe de los negociantes. Vende sal, tabaco, barajas, nitro, polvos 
de salvadera, pólvora y qué sé yo qué más» (734). Como resultado de todo el 
sistema «quien debe pagar no paga y al pobre que paga se le saca mucho más de 
lo que debe» (735). 

Postula la inviolabilidad de la persona. «Mientras ;sus desórdenes no le de* 
graden de su dignidad, y le constituyan en la clase de reo, no hay potestad sobre 
la tierra que esté autorizada para llegarle al pelo de la ropa. Y con todo eso el 
maldito sistema de rentas no pone en estado de que nos registren hasta el cuero, 
y hasta sin respetar el pudor del sexo femenino por la sola sospecha o la posi¬ 
bilidad de que traigamos una onza de tabaco, una botija de aguardiente o media 
docena de huevos» (736). El Rancio en nuestros días sería un opositor a la ley 
Corcuera. Y curiosamente vuelve a mostrar notables simpatías hacia el contra¬ 
bando (737). 
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Todas esas opresiones llevan a un desafecto de los pueblos por la monarquía. 
«Los sucesos del día están mostrando cuánto había perdido la España de su 
antiguo amor a los reyes, y para mí es indubitable que si las esperanzas que el 
pueblo concibió de las virtudes de nuestro Femando, su innata aversión a los 
franceses, y la guerra que éstos hacen a la religión, no hubiesen animado sus 
esfuerzos, se hubiera repetido entre nosotros, como se ha repetido en las otras 
potencias de Europa, lo del asno de la fábula, a quien su dueño apresuraba para 
que huyese, y que nunca quiso huir porque aun cuando lo cogiese el enemigo 
no había de ponerle dos albardas. 

Es interés del rey ser obedecido; pero para esto debe ser prudencia suya me¬ 
ditar lo que manda. Ningunas leyes necesitan de más meditación que las que tocan 
en los intereses del vasallo. Ninguna se meditan menos; y de aquí es que se pre¬ 
tende de ellos una obediencia que nunca se obtendrá» (738). 

La carta novena es una defensa de los religiosos e incluso de los jesuítas (739). 
La décima, y última de las dirigidas a Cienfuegos, contiene una exagerada crí¬ 
tica del teatro (740), en lo que prácticamente todos los tradicionalistas de la 
época se mostraban conformes, y de los toros (741). 

La carta undécima, dirigida al diputado Gómez Fernández (742), es una crí¬ 
tica de las primeras actuaciones de las Cortes y de los primeros efectos del decreto 
de libertad de imprenta, como el famoso número de la Triple Alianza que hemos 
comentado. 

Rousseau, Montesquieu, Barbeyrac, Febronio, Pereira, Tamburini, el Sínodo de 
Pistoya, los escritos jansenistas son para el Rancio las luces que se pretenden 
para España (743). Frente a ellos, las simpatías del dominico están, naturalmente, 
con el obispo de Orense, «honor y admiración de la nación» (744), con el mar¬ 
qués del Palacio... No se puede decir que dudara ni por un momento cuál era 
su campo. 

¿Por qué no se publicaron estas cartas en la época? Diz-Lois piensa que por¬ 
que «quizá no se conocía su existencia entonces, o también es posible que los 
tiempos no fueran los más apropiados para la clase de ideas que Alvarado expre¬ 
saba» (745). Nos inclinamos per esta última interpretación. El absolutismo res¬ 
taurado no podía ver con simpatía las doctrinas del Rancio que alguna mente 
superficial podría tachar de liberales. Fernando VII no sintonizó nunca con aque¬ 
llos adversarios del liberalismo que no eran pura y simplemente absolutistas. Nun¬ 
ca quiso seguir el camino que abría el Manifiesto de los persas, pues en algún 
modo limitaba su poder. Al igual que las ideas de Alvarado. Ambos responden 
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a lo que venimos llamando tradicionalismo para distinguirlos del conservadurismo 
puro y duro de la restauración del Régimen absoluto. 

Los citados trabajos sobre el Rancio nos excusan de extendernos en comenta¬ 
rios sobre su importantísima figura que, en expresión de Menéndez Pelayo «per¬ 
sonificó la apologética católica en aquellos días» (746). Que Herrero piense que 
carece de toda categoría intelectual» (747) y le llame «un necio, de bastardos 
intereses temporales» (748), no descalifica al fraile sino al historiador. 

El capuchino Vélez 

Aunque menos apreciado por Menéndez Pelayo (749) que el dominico, cree¬ 
mos que no cede en importancia la obra de Rafael de Vélez, uno de los decidi¬ 
dos adversarios del liberalismo gaditano, que terminaría sus días como arzobispo 
de Santiago y que fue, creemos que con toda razón, calificado por Federico Suá- 
rez como «el martillo pilón de la Constitución de 1812» (750). 

Figura destacadísima de la Iglesia española, no ha tenido todavía la atención 
que se merece. Aunque es citado en numerosas obras y artículos, son. escasos los 
libros o trabajos dedicados a su persona (751). La caracterización es muy diver¬ 
sa. Entre las desfavorables figura, cómo no, la de Herrero (752). Tampoco le 
tenía simpatía Le Brun: «capuchinito acicalado de Cádiz, muy afeitadito siempre, 
pisaverde a la descalced, su barba poblada y ensortijadita, muy preciado de buen 
mozo» (753). Dérozier, en su eterno lamentable tono, habla del «bilioso» capu¬ 
chino (754), «ese Rafael Vélez, arzobispo de Santiago, a quien su odio mal re¬ 
primido por Quintana ha bastado para ser. célebre» (755), confundiéndolo con 
Muzquiz y como si alguno de los dos basaran su celebridad en la enemistad con 
Quintana, el Preservativo es una obra difamatoria» (756) y su autor «un obispo, 
hipócrita» (757) y un «obispo indeseable» (758). Si bien cuando la escribió no 
era aún obispo. 

(746) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 846. 

(747) Herrero: Op. cit., pág. 320. 

(748) Herrero: Op. cit., pág. 323. 

(749) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 897. 
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Revista de Estudios Políticos, págs. 47, 126, 1962. 
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Rafael Vélez, obispo de Ceuta y arzobispo de Santiago», en Hispania Sacra , págs. 25, 75-109, 
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Para Pazos, y creemos que con mucha más razón, fue un «egregio personaje, 
varón de grandes virtudes y eterno y denodado luchador en las batallas de la 
pluma en beneficio de la religión y de los sanos principios» (759). El jesuíta 
Revuelta (760) es también de los críticos: «mostraba Vélez una inflexibilidad 
mental absoluta. Su pluma era, indudablemente, suelta y hábil, pero su mente 
era simple, rígida, incapaz de hacer las menores concesiones. Su integrismó le lle¬ 
vará a identificar a los liberales con los iluminados, materialistas, ateos, incrédu¬ 
los, libertinos, francmasones, impíos». 

La Apología del Altar y del Trono será para Revuelta «la más clara siste¬ 
matización de las ideas político-religiosas del absolutismo; la que le convierte 
en el teórico oficial de la Iglesia y el Estado del Antiguo Régimen» (761), en lo 
que coincide casi literalmente con Herrero: «la más sistemática construcción de 
la ideología reaccionaria de la época» (762). 

No insistiremos en la tan debatida cuestión de si la Constitución española 
fue o no copia de la francesa de 1791, como Vélez no sólo indicó sino intentó de¬ 
mostrar. La tesis contraria fue defendida últimamente por Diego Sevilla An¬ 
drés (763), siendo apoyado después por Artola (764). Suárez da la razón a Vé¬ 
lez (765) y, tras el estudio de Diem (766), la cuestión de la influencia de los tex¬ 
tos galos de 1789, 1791, 1793 y 1795 y de la Constitución de Bayona en la de 
Cádiz resulta inapelable (767). 

El joven capuchino, que al instalarse las Cortes contaba treinta y tres años, 
publicó en 1813, es decir, en pleno mandato liberal, su famoso Preservativo con¬ 
tra la irreligión o los planes de la Filosofía contra la Religión y el Estado , realiza¬ 
dos por la Francia para subyugar la Europa , seguidos por Napoleón en la con¬ 
quista de España, y dados a luz por algunos de nuestros sabios en perjuicio de 
nuestra patria, por Fr. Rafael de Vélez, examinador sinodal del obispado de Si - 
güenza y lector de Sagrada Teología en su convento de PP. capuchinos (768). 

El éxito del libro de Vélez fue impresionante. Herrero habla de ediciones de 
Cádiz y Palma en 1812 y de Santiago y Manila en 1813 (769). De este mismo 
año son las ediciones que utilizamos de Madrid y Valencia. La edición madrileña 

(759) Pazos: Op. dt., pág. 381. 

(760) Revudta: Política..., pág. 42. 

(761) Revuelta: Política..., pág. 42. 

(762) Herrero: Op. dt., pág. 294. 

(763) Sevilla Andrés, Diego: «La Constitudón española de 1812 y la francesa de 1791», 
en Saitabi, VII, págs. 212-232, 1949; Idem: «La Constitución de 1812, obra de transición», en 
Revista de Estudios Políticos, pág. 126, 1962; págs. 118-119. 

(764) Artola: Estudio..., XXXVII; ídem: Los orígenes..., II, pág. 415. 

(765) Suárez: Sobre las raíces..., pág. 60. 

(766) Diem: Op. cit., págs. 355 y ss. 

(767) Diem: Op. cit, págs. 391 y ss. 

(768) Hasta aquí en la edición de Valencia, en la imprenta de Francisco Brusola, año 1813. 
En la otra edición que utilizamos añade a continuación de capuchinos «de la ciudad de Cádiz» 
Cuarta edición aumentada con varias observaciones importantes sobre el Espíritu público de 
la «Gaceta de Madrid» por el doctor D. Matías Vinuesa López de Alfaro, cura de Tamajón 
Imprenta de D. Leonardo Núñez de Arce, Madrid, 1813. 

(769) Herrero: Op. cit., pág. 301. 
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es la cuarta. En la última página de esta última (770) se dice: «Después de con¬ 
cluida esta impresión ha sabido el editor que se han hecho en el corto tiempo de 
un año diez impresiones de la obra del P. Vélez; lo que ciertamente manifiesta 
su mérito extraordinario.» Se le podrá discutir el ideológico o el literario pero 
el editorial es imposible. 

El Filósofo Rancio saludó inmediatamente la obra, que era un poderoso alia¬ 
do en la batalla que estaba riñendo: «el Preservativo contra la incredulidad , que 
con tanto tino, religión, juicio, sabiduría, dignidad y elocuencia ha dado a luz 
el P. Fr. Rafael Vélez, capuchino» (771). 

En el Preservativo (772), Vélez se declara contra los filósofos (773), señala 
el afrancesamiento de los liberales (774), denuncia el ataque a los religiosos como 
obra de la «filosofía» y una primera fase en la lucha contra la Iglesia (775). De¬ 
fiende la Inquisición si bien la consideraba inoperante en sus últimos tiem¬ 
pos (776). Sus referencias a Fernando VII son ditirámbicas (777) y en ocasiones 
inadmisibles como cuando habla de su «valor sobrenatural» en Bayona. Nos pa¬ 
rece irrebatible su caracterización de religiosa a la guerra de Independencia (778) 
con menciones expresas al Semanario patriótico (780), La Triple Alianza (781), 
El Conciso (782), El Diario Mercantil (783), El Redactor General (784). Gallar¬ 
do es, por su Diccionario, objeto de numerosas menciones adversas (785), se pro¬ 
nuncia como el Rancio , al que elogia expresamente (786), contra las vinculacio¬ 
nes (787), denuncia los ataques a los frailes (788)... 

Son los mismos argumentos que utilizaban los diputados tradicionalistas en 
las Cortes, pero que, en un libro y tan profusamente difundido, alcanzaban una 
contundencia mucho mayor que en la fugacidad de los discursos parlamentarios. 

Su segundo libro, más importante aún que el Preservativo, la Apología del 
Altar y del Trono, publicado en el sexenio, aunque referido a esta época, lo estu¬ 
diaremos al ocuparnos de aquellos años. ! 

(770) Pag. 142 de la Adición que hizo Vinuesa y que lleva paginación distinta del Pre 
servativo. 

(771) CC, III, pág. 36. 

(772) Citamos por la edición de Madrid; en adelante, P. 

(773) P, págs. 3 y ss. 

(774) P, pág. 7. 

(775) P, págs. 71-73. 

(776) P, págs. 74-77. 

(777) P, págs. 77-79, 82, 93-94. 

(778) P, págs. 109 y ss. 

(779) P, págs. 123 y ss. 

(780) P, pág. 123. 

(781) P, págs. 124-125. 

(782) P, pág. 124. 

(783) P, pág. 125. 

(784) P, pág. 125. 

(785) P, págs. 135-140, 153, 160-167, 198, 200-209. 

(786) P, págs. 197-198. 

(787) P, pág. 155. 

(788) P, págs. 169 y ss. 
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No podemos concluir el hablar de Vélez sin mencionar que también desarrolló 
una importante acción antiliberal desde los periódicos gaditanos. Ferrer (789) le 
hace responsable de El Sol de Cádiz y de El Realista Gaditano . Solís, asombrosa¬ 
mente, se muestra respetuoso con el primero de estos periódicos: «mayor importancia 
tuvo El Sol de Cádiz, del que hacemos referencia en el capítulo dedicado a las 
sociedades secretas. A pesar de sus esfuerzos no logró identificar, como era su 
deseo, las sectas francmasónicas con los liberales gaditanos. Fue un periódico bien 
informado que supo marcar una clarividente postura frente a la masonería. Ni libe¬ 
rales ni serviles lo tomaron muy en serio, no porque pensasen de distinta manera, 
sino porque en el ambiente de Cádiz nadie defendía la postura contraria. Apareció 
el 19 de septiembre de 1812 y se publicaron de él 19 números» (790). 

Gómez Aparicio nos da una versión aún más favorable: «Durante un año —el 
que va del 29 de septiembre de 1812 al 16 de septiembre de 1813— se publica¬ 
ron en Cádiz los diecinueve números, sin regularidad de aparición, de uno de los 
periódicos más valientes y más tenazmente perseguidos de toda la primera época 
constitucionalista: El Sol de Cádiz, redactado por autores anónimos que más que 
juicios, exponían documentos» (791). 

El antimasonismo del periódico (792) ha sido señalado por algunos como un 
invento, más incluso que una exageración. En el caso de que no hubiera acertado 
hay que reconocerle, al menos, que fue profeta. Porque, si no en Cádiz, muy poco 
después, la unión entre masonería y liberalismo fue tan íntima, que resultará casi 
imposible distinguirlos. 


Escritos contra la religión 

Es imposible dar una relación completa de los escritos anticatólicos que se 
multiplicaron por aquellos días. De algunos hemos hablado ya: el Diccionario de 
Gallardo, Os rogos, las poesías de Quintana, diversos periódicos... Citaremos sola¬ 
mente algunos de los que alcanzaron más resonancia entonces. 


a) Antonio Bernabéu 

Especial eco alcanzó el Juicio histórico-canónico-político de la autoridad de 
las naciones en los bienes eclesiásticos, o disertación sobre la pertenencia de su 
dominio, según el espíritu invariable de la Iglesia y los principios inconcusos del 
derecho público (793) que, ocultándose bajo el seudónimo de El Solitario de 


(789) Ferrer: Op. cit., I, págs. 222, 224, 232. 

(790) Solís: Op. cit., pág. 430. 

(791) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 100. 

(792) Gómez Aparicio: Op. cit., I, págs. 100-101; Solís: Op. cit., págs. 284-288; Herrero: 
Op. cit., págs. 294-300. 

(793) Alicante, 1813. 
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Alicante, publicó el clérigo y diputado por Valencia en las Cortes ordinarias An¬ 
tonio Bemabéu (794). 

«El Solitario llama sagrados vampiros a las comunidades religiosas; afirma que 
la Iglesia no tiene el privilegio de la infabilidad en los puntos de disciplina, sino 
que debe conformarse con las disposiciones políticas; excita a los pueblos a sacu¬ 
dir el yugo de la insensata corte de Roma; aconseja al Gobierno que se eche sobre 
los bienes de las iglesias y haga una saludable distribución de ellos, y hasta llega 
a insinuar que el purgatorio es una socaliña de los frailes» (795). 

El escándalo que produjo fue casi comparable al del Diccionario de Gallardo 
y recibió numerosas contestaciones. La más notable fue la del Rancio, que le 
dedicó sus cartas críticas XXXIX, XL, XLI y XLII (796), llevando la primera 
de ellas este ilustrativo título: En que se demuestra la legítima e indisputable 
propiedad de la Iglesia en sus bienes, contra los sofismas del Solitario de Alicante 
en su impío y sacrilego folleto intitulado: Juicio histórico, canónico, político de 
la autoridad de las naciones sobre los bienes eclesiásticos. También Vélez se pro¬ 
nunció contra él (797). 

«Este aborto semiprotestante» (798) desencadenó otras muchas réplicas. Artola 
cita las Cartas (primera, segunda, tercera y cuarta) en que se continúa la_ impug¬ 
nación del discurso titulado Juicio histórico-canónico-pólítico de la autoridad de 
las naciones en los bienes eclesiásticos (799). Las cartas, ni fueron cuatro, ni se 
publicaron en 1813, sino ese año y el siguiente, y es conocido el autor. Lo diremos 
más adelante. 

El doctoral de Plasencia, José Vicente de Mier y Terán, en Los derechos de pro¬ 
piedad y posesión de la Iglesia vindicados (800), señala diez años después qué «la 
obra maestra que redujo primero a sistema estas falsas y lamentables teorías, es 
la publicada en Venecia año de 1766 con el título de Discurso sobre los bienes 
temporales que las iglesias poseen. Esta obra, mudadas las frases y acomodada 
a las circunstancias del tiempo, se dejó ver en Francia en 1770 con el nombre de 
Derechos del Soberano sobre los fondos del clero. Volvió a presentarse mudando 
las formas, y con el nuevo disfraz de Los bienes del clero pertenecen a la nación, 
en 1790, en auxilio del trastorno que trazaban los furiosos revolucionarios; y por 
ultimo penetró en nuestra patria (a lo menos en su sustancia) en 1813, reimpri¬ 
miéndose con notas en 1820 con el título de Autoridad de las aciones sobre los 
bienes eclesiásticos » (801). 

(794) ASL013, págs. 101, 117. 

(795) Menéndez Pelayo: Op. cit., pág. 843. 

(796) CC, IV, págs. 1-224. 

(797) Vélez: Apología, I,pág. 437. 

(798) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 843. 

(799) Madrid, 1813, págs. 18, 21, 31 y 36 págs., según Artola: Los orígenes..., pág. 27; en 
Colección..., I, pág. 87, vienen citadas como Cartas en que se impugna el discurso titulado 
Juicio histórico-canónico-político de la autoridad de las naciones en los bienes eclesiásticos. 
Vicente Lema, Cádiz, 1813. Utilizamos la edición gaditana para la primera de estas Cartas 
y para las siguientes la general de la que después damos referencia. 

(800) José Cordero, Plasencia, 1823. 

(801) Mier: Op. cit., págs. 12-13. 
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La paternidad está señalada, la descendencia son las desamortizaciones del si¬ 
glo xix. ¿Conoció Bernabéu el original veneciano o sus continuaciones? Al me¬ 
nos algunos de los libros que las impugnaron fueron conocidos en España, pues po¬ 
seemos, adquirido en una librería de lance, con sello Biblioth. Reg. Conv. SS. XLMM, 
un tomo, el primero, Del diritto libero della Chiesa di acquistare e di possedere beni 
temporali si mobile, che stabile. Libri III. Contro gVimpugnatori dello stesso 
diritto, especialmente contro Vautore del Ragionamento intorno ai beni temporali 
posseduti dalle Chiese, etc., stampato in Venezia Vanno 1766, con fecha de edi¬ 
ción de 1769 (802). 

Estas Cartas gaditanas en las que se impugna el Juicio se adelantaron casi 
un mes a las del Rancio, pues la primera está fechada el 31 de julio (803), mientras 
que la de Alvarado es del 20 de septiembre de 1813 (804). Según el anónimo 
gaditano, que resultó ser el diputado Pedro Inguanzo, el folleto del Solitario es 
«una invectiva furiosa, toda hiel, veneno y virulencia, contra el Papa y contra 
todo el estado eclesiástico en general. Salen a la palestra las reservas, las gracias 
expectativas, las annatas, los espolios, las falsas decretales, la jurisdicción temporal, 
el purgatorio, las indulgencias, las cruzadas, hasta las misas, sus limosnas, el fruto 
y aplicación de ellas, los falsos milagros; en fin, cuanto ha habido y no ha habido, 
cuanto puede y mal decirse, denigrando, calumniando y vituperando sin tino, orden 
ni vergüenza. Un frenético que se ponga a vomitar blasfemias e improperios, no 
puede decir más. Solo le faltó llamar, como Lutero, Anticristo al Papa, a Roma 
la Babilonia, la sinagoga de Satanás, aunque no sé qué le falte que decir a quien 
no ve en Roma ni en los Papas sino un sistema de injusticias, de usurpaciones 
escandalosas de todos géneros, de pretensiones ignominiosas que han deshonrado 
la religión, amortiguado y casi extinguido la disciplina antigua, y hecho correr a 
ríos la sangre del género humano, etc., etc., y en el clero, imitador del sistema 
usurpador de la Corte de Roma, un conjunto de todos los desórdenes, y un plan 
seguido de interés sórdido, de que encontró, dice, minas inagotables en la credu¬ 
lidad de los pueblos, en la ignorancia universal, en las esperanzas, en los terrores 
y en las tinieblas de la superstición; especies que repite y vuelve a repetir de mil 
maneras, con otras que vierte a cada paso para representarle con los más feos y 
abominables colores» (805). 

El anónimo impugnador le acusa de luterano (806), richerista (807) y febro- 
niano (808) y creemos que no sin razón. El Catón cristiano, que así se firma, es 
realmente demoledor. 

Años después se descubrió el anonimato al publicarse la más elaborada refu¬ 
tación de aquellas doctrinas bajo el título de El dominio sagrado de la Iglesia en 


(802) S. 1. 

(803) Por D. Vicente Lema, Cádiz, 1813, pág. 3. 

(804) CC, IV, pág. 1. 

(805) Cartas, pág.4. 

(806) Cartas, pág. 4. 

(807) Cartas, pág. 6* 

(808) Cartas, págs. 6, 8¿ 
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sus bienes temporales. Cartas contra los impugnadores de esta propiedad, especial - 
mente en ciertos libelos de estos tiempos. Y contra otros críticos modernos, los 
cuales, aunque la reconocen, impugnaron la libre adquisición a pretexto de daños 
de amortización y economía política. Escribíalas don Pedro de Inguanzo y Rivero, 
diputado en las Cortes extraordinarias de Cádiz, año de 1813, hoy obispo de Za¬ 
mora (809). Evidentemente el Trienio impidió la publicación del segundo volumen. 

En la cuarta de las cartas señala el carácter jansenista del escrito de Berna- 
béu (810). Fueron bastantes más de las cuatro que había señalado Artola, si bien 
no podemos precisar cuántas se publicaron bajo el régimen constitucional. Las trece 
primeras llevan fecha, siendo la de la última el 24 de abril de 1814 (811), pocos 
días antes de la restauración del régimen absoluto. Y aún hay dos más y un 
apéndice. 

Estas Cartas de Inguanzo, que nos parecen un documento de la mayor im¬ 
portancia para el estudio de los intentos predesamortizadores, han tenido escasa 
fortuna con los historiadores. Artola parece desconocer que eran del diputado astu¬ 
riano, pues no hace de él la menor mención cuando las cita (812), al contrario de 
lo que acostumbra con otros anónimos. Así nos dice que el Juicio es del «pres¬ 
bítero D. Antonio Bernabéu» (813), que Pedro Martín de Campos era Benito 
Ramón Hermida (814), «el buen patriota que reside disimulado en Sevilla», Cap- 
many (815), un miembro del pueblo e Y. de A., Antillón (816), si bien da la 
fecha de 1813 para una primera edición gaditana de la obra de Inguanzo con el 
título con que apareció en 1820 (y en 1823 el segundo tomo, aunque Artola nada 
dice de ello), edición que creemos nunca existió. Damos, por tanto, la razón a 
Cuenca cuando en su biografía de Inguanzo, tras dar la mayor importancia a este 
escrito —«el libro de Inguanzo constituye una pieza indispensable para la com¬ 
prensión y el estudio de la desamortización y de la historia eclesiástica española 
a fines del Antiguo Régimen. Incluso en el terreno literario, por la jugosidad, 
riqueza y aticismo de su estilo, debería ocupar un puesto sobresaliente en la lite¬ 
ratura decimonónica»—, manifiesta: «obra que fue muy alabada por sus contem¬ 
poráneos y por Menéndez Pelayo, pero sistemáticamente silenciada, no obstante 
su valor objetivo y testimonial, por la historiografía liberal, y casi desconocida por 
la presente, hasta el punto de correr impresos abundantes errores sobre ella» (817). 

María Giovanna Tomsich sigue a Cuenca, si bien con alguna de esas sorpresas 
a que nos tienen acostumbrados muchos de los hispanistas de hoy que, mostrando 
un interés digno de agradecer por nuestra historia, estudian bastantes o muchos 

(809) 2 vols. Imprenta de D. Vicente Blanco, Salamanca, 1820 y 1823. 

(810) Inguanzo: Op. cit., I, págs. 93 y ss. 

(811) Inguanzo: Op. cit., II, pág. 145. 

(812) Artola: Los orígenes..., II, pág. 27. 

(813) Artola: Los orígenes..., II, pág. 72. 

(814) Artola: Los orígenes..., II, pág. 22. 

(815) Artola: Los orígenes..., II, pág. 28. 

(816) Artola: Los orígenes..., II, págs. 32, 39. 

(817) Cuenca, José Manuel: Don Pedro de Inguanzo y Rivero ( 1764 - 1836 ). Ultimo Primado 
del Antiguo Régimen, pág. 131, Universidad de Navarra, Pamplona, 1965. 
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documentos, pero ignoran absolutamente el contexto. Y así nos dice que las Cartas 
de Inguanzo, o mejor su recopilación en libro, «se publican en un período can¬ 
dente de la historia de España durante el trienio constitucional 1811-1814» (818). 
Años que si bien constituyen un trienio nada tienen que ver con el que es gene¬ 
ralmente conocido como Trienio constitucional. 

Dejemos a Inguanzo, del que nos volveremos a ocupar, para seguir con Ber- 
nabéu. Su Juicio fue condenado por decreto de la Sagrada Congregación del 
Indice de 27 de noviembre de 1820, aunque sin mencionar nombre de autor (819), 
prohibido por la Inquisición española «aun para los que tienen licencia», según 
edicto de la Inquisición de Valladolir de 25 de julio de 1815 (820) «por contener 
proposiciones heréticas, sapientes haeresim, temerarias, cismáticas e injuriosas a los 
Sumos Pontífices y a todo el clero» y por los gobernadores, provisores y vicarios 
generales del obispado de Palencia, sede vacante, el 13 de abril de 1824 (821), 
dado el éxito que conoció el libro en el Trienio, en esta ocasión el verdaderamente 
constitucional, de 1820-1823. 

Aún escribió otra obrita el canónigo valenciano, de similar éxito y parecida 
doctrina y también del más puro oportunismo. Nos referimos a España venturosa 
por la vida de la Constitución y muerte de la Inquisición. Nos referiremos a él 
cuando nos ocupemos del segundo período constitucional. 


b) Joaquín Lorenzo Villanueva 

De las intervenciones parlamentarias de Joaquín Lorenzo Villanueva hemos 
tratado ampliamente. Ahora damos cuenta de dos folletos polémicos que publicó 
ocultando su nombre. El primero de ellos se tituló El jansenismo, diálogo dedicado 
al Filósofo Rancio (822) y que apareció bajo el seudónimo de Ireneo Nistactes. 

«Hasta el mismo nombre de Ireneo, con que se cubrió Nicole, para anotar 
las cartas de Pascal jansenista se usurpó por un español llamándose Ireneo Nic- 
tacthes para escribir con más libertad contra el Santo Oficio» (823). «Redúcese, 
según Menéndez Pelayo, a querer probar que el jansenismo, o lo que así se llamaba 
en España, es un mito y herejía fantástica, cosa de risa, delirio de visionarios y 
cantilena de necios (...). El Filósofo Rancio probó que tal folleto era una sarta 
de errores y desvarios teológicos imperdonables hasta en un principiante, puesto 
que confunde la libertad con el albedrío, y la libertad de contrariedad con la de 
contradicción» (824). 


(818) Tomsich: Op. cit., pág. 37. 

(819) biblioteca de la Religión, IX, pág. 143, Madrid, 1827; en adelante, B. 

(820) B, págs. 190-191. 

(821) B, pág. 243. 

(822) Imprenta de la Junta Superior, Cádiz, 1811. 

(823) Vélez: Apología, I, pág. 425. 

(824) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 842. 
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«El más jansenista de los diputados» (825), que escribía al cardenal Borbón 
pastorales liberales (826), por la gran influencia que sobre él ejercía (827) y que se 
dijo fue uno de los que animaron a Gallardo a escribir su anticatólico Diccio¬ 
nario (828), fue enseguida descubierto por el Rancio, que en su carta XI se 
refiere al «ratpennat como lo llaman en San Felipe de Játiva» (829), en clara 
alusión a Villanueva. La Carta XII, de 13 de febrero de 1812, lleva ya el siguiente 
título: Reflexiones sobre el papel titulado el Jansenismo en la persona de su 
Procurador general Ireneo Nistactes, y primera sobre esta materia (830). En 
la XIII (831) le hace autor de Las fuentes angélicas y del Aviso a la Nación (832). 
Continúa sobre el mismo asunto en las cartas XIV (833), XV (834), XVI (835), 
XVII (836) y XVIII (837), en las que pulveriza al valenciano. El folleto de 
Villanueva será mandado recoger en 1815 por la Inquisición, «con conocimiento 
y aprobación de S. M.» (838). 

Poco después del jansenismo dio a luz Las angélicas fuentes o el tomista 
en las Cortes (839) «para probar que el dogma de la soberanía nacional estaba 
contenido en la Summa de Santo Tomás y que los legisladores de Cádiz no habían 
hecho más que atemperarse a las enseñanzas del santo, maestro y luz de todos 
los liberales futuros» (840). 

No iba a dejar Alvarado pasar esta nueva ocasión de dar otro repaso al clé¬ 
rigo de Játiva y lo hace en la carta XX (841), en la que da cuenta de otros 
opúsculos de Villanueva (842). El Diccionario de Gallardo, mucho más contrario 
a la religión, distrajo al dominico de este asunto, aunque no dejó de echarle en 
cara, entre otras cosas, el que falsificara citas (843). Sería otro dominico quien le 
diera contundente réplica en las Notas a El tomista en las Cortes, o sea demos¬ 
tración de la falsedad con que atribuye a Santo Tomás la doctrina de las Angélicas 


(825) Villapadierna: Óp. cit., pág. 300. 

(826) Villapadierna: Op. cit., pág. 317. 

(827) Revuelta: La Iglésia..., pág. 59; Martí: La Iglesia..., pág. 92. 

(828) Torra: Op. cit., pág. 229. 

(829) CC, II, pág. 28. 

(830) CC, II, págs. 46-97. 

(831) CC, II, págs. 98-144. 

(832) CC, II, pág. 108. 

(833) CC, TI, págs. 144-172. 

(834) CC, II, págs. 172-198. 

(835) CC, II, págs. 199-230. 

(836) CC, II, págs. 231-270. 

(837) CC, II, págs. 270-305. 

(838) B, pág. 197. 

(839) Cádiz, Imprenta de D. Diego García Campoy. Hay otra edición posterior en una 
colección de folletos progresistas que publicaron Baralt y Fernández Cuesta. Cfr. Menéndez 
Pelayo: Op. cit., II, pág. 842, y una anterior, hecha en Cádiz en 1811, citada por Artola: 
Los orígenes..., II, pág. 109. 

(840) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 843. 

(841) CC, II, págs. 343-375. 

(842) CC, II, págs. 346-347. 

(843) CC, III, págs. 381-382, 384. 
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fuentes, por el M. R. P. M. Fr. Felipe Puigserver, de la Orden de Predicado¬ 
res (844). Contestó Villanueva y replicó el fraile con El teólogo democrático aho¬ 
gado en las angélicas fuentes... en el que se examina a fondo y se explica el sistema 
de los antiguos teólogos sobre el origen del poder civil, demostrando que la doc¬ 
trina política de Santo Tomás destruye de raíz la pretendida soberanía del pueblo 
y el derecho de establecer leyes fundamentales sin sanción ni conocimiento del 
príncipe (845). Dos años antes había publicado el dominico una Contestación al 
artículo inserto en los números 581 y 584 del «Redactor General », contra la 
demostración de la falsedad con que se atribuye a Santo Tomás la doctrina de las 
«Angélicas Fuentes» (846). 

Más ataques sufrió Villanueva en esta época. Ya nos hemos referido al de 
Luceredi (847). También se opuso a nuestro clérigo el carmelita descalzo Manuel 
de Santo Tomás Traggia, hermano del marqués del Palacio, belicoso fraile que 
en Mallorca y desde El Amigo de la Verdad fue uno dé los más caracterizados 
escritores contrarrevolucionarios. En réplica a Villanueva escribió El antitomista 
en las Cortes. Diálogo entre ameno y vigilante sobre las Angélicas fuentes, fechado 
el 2 de abril de 1812 en Mallorca. También son obra del carmelita, entre otros, 
un Diálogo entre ameno y vigilante sobre la calumnia atroz y amenaza que se hace 
al P. Traggia en la «Aurora», núm. 53, día 6 de agosto, aunque dice día 5 (848), 
una Memoria sobre el derecho de los religiosos al voto en Cortes extraordina¬ 
rias (849) que ya hemos mencionado, un Manifiesto del Amigo de la Verdad a 
la nación española, manifestando sencillamente y de buena fe sus ideas político- 
religiosas contra el editor o autor de la Aurora patriótica mallorquína (850), un 
diálogo más, también entre ameno y vigilante, sobre La Aurora, núms. 10 y 11, 
acerca de la afirmación del periódico de que es un error pernicioso decir que Dios 
castiga aquí de ordinario a los malos, que las amenazas se desmienten por la expe¬ 
riencia y aun las profecías de los santos (851) y otros títulos similares que El Ami¬ 
go de la Verdad solía dedicar a los liberales (852). 

La citada Colección del Fraile nos suministra noticias de algún folleto más 
de la polémica con Villanueva como el que lleva el siguiente peregrino título: 
Elogio al estático y estítico B.B.B.B.J.L.V.A. o Franco Nistectes y otras yervas, 
dignísimo procurador del Jansenismo, por el Lego del Filósofo Rancio (853), que 
son unas décimas manuscritas o el que bajo el seudónimo de Agustín Verísimo 


(844) Palma, 1812. Imprenta de Brusi. 

(845) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 843. 

(846) Palma, 1813. Imprenta de Brusi; Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 843. 

(847) Conciliación político cristiana del sí y el no. Diálogo entre el señor Joaquín Lorenzo 
Villanueva, diputado en Cortes, el doctor Luceredi y D. Joaquín Lorenzo Villanueva, calificador 
del Santo Oficio y doctoral de S. M. en la Real Capilla de la Encarnación por los años de 1793 . 
Cádiz, 1812. 

(848) Imprenta de Brusi, Mallorca, 1812. 

(849) Valencia, 1811. 

(850) Imprenta de Brusi, Palma, 1812. 

(851) Imprenta de Brusi, Palma, 1812. 

(852) Colección..., I, pág. 61. 

(853) Colección..., III, pág. 14. 
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Vilavella y Reintengo y con el título de Jansenomaquia contra el jansenismo de 
Ireneo Nystactes (854) escribió el diputado Manuel Freire Castrillón (855). 

La Inquisición también mandó recoger el Discurso de D. Lorenzo Villanueva 
a la apertura de la Audiencia de Valencia, impreso en aquella ciudad (856) y 
prohibió, «aun para los que tienen licencia», el Dictamen del señor don Joaquín 
Lorenzo Villanueva ,diputado en Cortes por Valencia, acerca de la segunda propo¬ 
sición preliminar del proyecto de decreto sobre los tribunales protectores de la 
religión, leído en las sesiones del 20 y 21 de enero (857), del que ya hemos dado 
cuenta, «por contener proposiciones falsas, erróneas, calumniosas, heréticas, sapientes 
haeresim, escandalosas, piarum aurium offensivas y atrozmente injuriosas a los 
Romanos Pontífices, a los Reyes, al Clero y al Santo Oficio» (858). 


c) Antonio Puigblancb 

«Entre los escritores que, no con máscara jansenística, sino casi de frente, 
atacaron entonces el catolicismo merece citarse, a par de Gallardo, al catalán 
D. Antonio Puigblanch, natural de Mataró, antiguo novicio de la cartuja de Mon- 
tealegre, seminarista de Barcelona después, catedrático de lengua hebrea en la 
Universidad de Alcalá (...). Para preparar la abolición dél Santo Oficio publicó 
en 1811, oculto con el seudónimo de Natanael Jomtob, dieciséis cuadernos que 
juntos luego formaron el libro de La Inquisición sin máscara o disertación en que 
se prueban hasta la evidencia los vicios de este tribunal y la necesidad de que se 
suprima» (859), del que hay edición inglesa, aparecida en 1816, con el título de 
The Inquisition unmasked (860). 

Quien habría de ser encarnizado enemigo de Villanueva en el destierro (861), 
mucho más por motivos literarios y personales que ideológicos, pues en éstos iban 
de la mano —polémica en la que Puigblanch «mostró superioridad de saber;', pero 
empleada en sustentar extravagancias, haciéndole mucha ventaja como escritor 
el primero» (862)—, fue impugnado por el Filósofo Rancio en sus cartas VIII, 
IX, X y XI (863). 

También contra él aparecieron otros escritos como el de Teófilo Sanz, La ver¬ 
dad triunfante, o la Sagrada Escritura, la tradición y la historia, despojando a 
Natanael Jomtob de la máscara de religión con que se cubre para batir en brecha 


(854) Imprenta de Manuel María de Vila. Santiago, 1812; Colección..., IV, pág. 195. 

(855) Vilanova Rodríguez, Alberto: Freire Castrillón, Manuel, en GEG, XIV, pág. 110. 

(856) B, pág. 195. 

(857) Imprenta de D. Diego García Campoy, Cádiz, 1813. 

(858) B, pág. 190. 

(859) Imprenta de D. Josef Niel, Cádiz, 1811; Menéndez Pelayo: Op. cit., II, págs. 844-845. 

(860) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 846. 

(861) Opúsculos gramático-satíricos del Dr. Antonio Puigblanch contra el Dr. P. Joaquín 
Lorenzo Villanueva, escritos en defensa propia en los que también se tratan materias de interés 
común. Londres, 1832. 

(862) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 240. 

(863) CC, I, págs. 232-324; II, págs. 3-46. 
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La intolerancia religiosa sancionada por la nación, infamando al Santo Tribunal de 
la Inquisición (864). 

Según Menéndez Pelayo (865), al que sigue literalmente Moreno Alonso (866), 
la obra de Puigblanch fue el almacén donde se proveyeron los diputados liberales 
para atacar al Santo Oficio, pues «los constituyentes de Cádiz apenas usaron en la 
discusión más argumentos que los que ese libro les suministraba» (867). Es com¬ 
prensible que fuera de los ordenados recoger por la Inquisición una vez resta¬ 
blecida (868). 

d) Otros escritos contra la Inquisición 

Los escritos antiinquisitoriales que el Santo Oficio persiguió tras la restaura¬ 
ción de Fernando VII, «con conocimiento y aprobación de S. M.», fueron nume¬ 
rosos. Además de los mencionados fueron mandados recoger los Anales de la In¬ 
quisición (869), de Llórente, la Colección de felicitaciones a las Cortes por la abo¬ 
lición de la Inquisición (870), la Conferencia de dos liberales sobre el papel 
intitulado Vindicación de la Inquisición, editado en Mallorca (871), la Represen¬ 
tación del Rmo. Obispo de Barbas tro, dando gracias por la abolición de la Inqui¬ 
sición (872), la Discusión del Proyecto de decreto sobre el tribunal de la Inqui¬ 
sición (873), que hemos seguido en el capítulo en el que tratamos de la extinción 
del Santo Oficio, la Felicitación del Ayuntamiento de Madrid a las Cortes por la 
abolición de la Inquisición (874), la Incompatibilidad de la libertad española con 
el restablecimiento de la Inquisición, que publicó Ingenuo Tostado (875), seudó¬ 
nimo que utilizaba Martínez de la Rosa, que vio también recogidos su Banderilla de 
fuego al Filósofo Rancio, publicada bajo el mismo nombre, y el Discurso pronun¬ 
ciado en las Cortes el 21 de abril de 1814 (876). 

Se recogieron también la Inquisición confundida: representación hecha a las 
Cortes por el P. Maestro Andrés del Corral, leída en la sesión pública de 17 de 
agosto de 1813, e inserta en las Gacetas de La Coruña y Valladolid de 9 de sep¬ 
tiembre y 3 de octubre del mismo año (877), agustino que verá otra obra suya 
recogida: Respuesta del P. Fr. Andrés Corral a su contemporáneo Come-pimienta 


(864) 

Cádiz, 1812. Citado por Artola: 

Los orígenes..., II, pág. 68. 

(865) 

Menéndez Pelayo: Op. cit., 

n. 

pág. 845. 

(866) 

Moreno: Op. cit., pág. 68. 



(867) 

Menéndez Pelayo: Op. cit., 

ii, 

pág. 845. 

(868) 

B, 

pág. 197. 



(869) 

B, 

pág. 192. 



(870) 

B, 

pág. 193. 



(871) 

B, 

pág. 194. 



(872) 

B, 

pág. 194. 



(873) 

B, 

pág. 195. 



(874) 

B, 

pág. 196. 



(875) 

B, 

pág. 196. 



(876) 

B, 

págs. 192, 195. 



(877) 

B, 

pág. 197. 
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y escribe-pimiento Fr. Veremundo Andróminas de Cascalaliendre (878) --los seu¬ 
dónimos en verdad se las traían—, la Inquisición vengada (879), El pueblo gallego 
en el Tribunal de la Inquisición (880), cuyo exacto título era El pueblo gallego 
no hizo gestión alguna para que el Supremo Gobierno restablezca el Tribunal de 
la Inquisición, que no debe confundirse con el título que figuró en el edicto 
de 1815 y que corresponde a uno escrito por el agustino Antonio Fernández y que 
debía ser ortodoxo, según se deduce de la rectificación que publicó el Santo Oficio 
en 1817 (881). 

Por decreto de la Congregación romana del Indice, de 27 de noviembre de 1820, 
se prohibieron la ya citada España venturosa , un Compendio de historia de la In¬ 
quisición (882) y «el famoso libelo» (883) Cornelia Bororquia, a veces publicado 
como Cornelia o la víctima de la Inquisición y, según Caro Baroja, Cornelia Bohor- 
quia (884), que escribió el clérigo, apóstata según el Rancio (885) y ex fraile 
trinitario para Menéndez Pelayo (886), Luis Gutiérrez, que fue ejecutado por 
agente de los franceses (887). 

El «absurdo y sentimental» argumento de esta última obra se reduce a «los 
brutales amores de un cierto arzobispo de Sevilla que, no pudiendo expugnar la 
pudicia de Cornelia, la condenó a las llamas» (888). Caro Baroja afirma que no se 
publicó hasta 1820, pero que corría manuscrita desde fines del siglo pasado (889). 
Se refiere sin duda a la edición que cita Menéndez Pelayo hecha aquel año en 
Valencia, aunque el santanderino habla de dos ediciones anteriores, francesas pero 
en castellano, la segunda de 1800 (890). Nuestros vecinos nos obsequiaban con esa 
basura, tan histórica y tan religiosa, que parece ya prohibió nuestra Inquisición 
en 1804 y ciertamente confirma en 1817 (891). ' 

Asimismo se prohibieron por la Inquisición española, en 1815, la Conversación 
entre el cura y el boticario de la villa de Porrino sobre el Tribunal de la Inqui¬ 
sición (892), el Discurso de Ruiz de Padrón en el debate sobre la extinción del 
Santo Oficio y su Apéndice, ambos impresos en Cádiz en 1813 (893), los de Villa- 
nueva y Serra, que aparecieron en la misma ciudad y año (894), la Historia de 


(878) B, pág. 200. 

(879) B, pág. 197. 

(880) B, pág. 199. 

(881) B, pág. 216. 

(882) B, pág. 150. 

(883) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 789. 

(884) Caro Baroja, Julio: Introducción a una historia contemporánea del anticlericalismo 
español, pág. 119. Ediciones Istmo, Madrid 1980 

(885) CC, III, pág. 85. 

(886) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 789. 

(887) DS, pág. 5276; Toreno: Op. cit., pág. 176. 

(888) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 789. 

(889) Caro: Op. cit., págs. 119-120. 

(890) Menéndez Pelayo: Op. cit , II pá» 789 

(891) B, pág. 208. 

(892) Cádiz, 1812; B, pág. 189. 

(893) B, pág. 189. 

(894) B, págs. 189-190. 
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una famosa hechicera que escapó de la Inquisición de Valencia., valiéndose de un 
artificio el mas endiablado (895) y dos sonetos, ambos impresos en Canarias (896). 
Por edicto de la misma Inquisición, de 1819, se prohíbe in totum para los que 
no tienen licencia, la Exposición de la Universidad de Valencia dando gracias al 
Soberano Congreso por haber abolido la Inquisición (897). 

Si hubo una verdadera inundación de escritos antiinquisitoriales, también la 
hubo de los que se pronunciaban a su favor. Señalemos, entre otros, Vindicación 
de la Inquisición y relación exacta de su modo de enjuiciar y proceder (898), que 
irritó especialmente a los liberales, a juzgar por las contestaciones que recibió. 
A alguna ya citada podemos añadir la Apología de la Inquisición. Respuesta a las 
reflexiones que hacen contra ella el Semanario patriótico, núm. 61 y el periódico 
titulado «El Español», núm. 13, y breve aviso a los señores arzobispos, obispos 
y diputados en Cortes (899). El duelo de la Inquisición o pésame que un filósofo 
rancio de la América septentrional da a sus amados compatriotas los verdaderos 
españoles por la extinción de tan santo y útilísimo tribunal (900). Representación 
que el Ilustrísimo Señor obispo de Segovia ha hecho al augusto Congreso de las 
Cortes, pidiendo el restablecimiento del Santo Tribunal de la Inquisición. Dala a 
luz un español amante de la religión (901). Representación de los Ilusivísimos seño¬ 
res arzobispo de Tarragona y obispos de Lérida, Tortosa, Barcelona, Urgel, Teruel, 
Ramplona y Cartagena dirigida a las Cortes generales y extraordinarias, en que 
piden el restablecimiento del Santo Tribunal de la Inquisición al ejercicio de sus 
funciones. Leída en la sesión pública dél lunes 18 de mayo (902). Pensamientos 
ocurridos a un observador sobre el voto que el señor Ruiz de Padrón, diputado 
en Cortes, dio con el objeto de promover la abolición del Tribunal de la Inqui¬ 
sición. Publícalas el editor del Sensato (903). El Tribunal de la Santa Inquisición 
de España vindicado de los sofismas de la falsa filosofía. Sencillas reflexiones que 
un católico español hace al autor del Semanario Patriótico sobre su discurso del 
número 61 de 6 de junio de 1811, por J. A. J. M. G. (904), del que habría que 
comprobar las coincidencias, o la identidad, con la Vindicación citada en primer 
lugar. Reflexiones del V. P. Fr. Diego José de Cádiz sobre la utilidad del San¬ 
to Tribunal de la Inquisición (905). Carta sobre el establecimiento del Tribunal 
de la Inquisición, de Ostolaza (906). Sabio discurso de un sensato escrito contra 


(895) 

(896) 

(897) 


Madrid, 1811; B, pág. 190. 

B, pág. 191. 

Impresa en Cádiz y reimpresa en Valencia por los yernos de José Esteban, 1813; 


B, pags. 227-228. , 

(898) Cádiz, 1812, 46 págs.; Mallorca, 1812, 44 págs.; Santiago, 1813, 27 pags. Cfr. Ar- 
tola: Los orígenes..., II, 68. 

(899) Cádiz, 1811, 48 págs.; Artola: Los orígenes..., II, pág. 68. 

(900) Madrid, 1814, 231 págs.; Artola: Los orígenes..., II, pág. 69. 

(901) Cádiz, 1812, 12 págs.; Artola: Los orígenes..., II, pág. 69. 

(902) Cádiz, 1812, 11 págs.; Artola: Los orígenes..., II, pág. 69. 

(903) Santiago, 1813, 61 págs.; Artola: Los orígenes..., II, pág. 69. 

(904) Cádiz, Imprenta de Carreño, 1811; Colección..., II, pág. 230. 

(905) Cádiz, Imprenta de la Junta de Provincia, 1811; Colección..., II, P a 8* 230. 

(906) Cádiz, 1811; Colección..., II, pág. 230. 
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el que, lleno de paralogismos, dijo en el Congreso el Sr. diputado Ruiz Padrón 
pidiendo se aboliese el Santo Tribunal de la Inquisición (907). Representación que 
los limos. Arzobispo de Santiago y Obispos de Galicia dirigen a la Regencia del 
Reino solicitando suspendiesen la ejecución de los Decretos de abolición de la 
Inquisición (908). Copia de un discurso dicho por el diputado D. Manuel Ximé- 
nez Guazo, de la provincia de Granada, relativo al Decreto y manifiesto sobre la 
abolición del Tribunal de la Inquisición, en la sesión de Cortes del día 13 de mayo 
último (909). Representación hecha por el pueblo de Sevilla solicitando se restituya 
el Santo Tribunal de la Inquisición ... (910). 

Esta larguísima relación, incompleta por otra parte, es buena confirmación 
de la importancia que tuvo aquel debate. Afirmar que la Iglesia española estaba 
de un lado creemos que no necesita más prueba. Cierto que curas apóstatas, clérigos 
díscolos y el obispo de Barbastro se alinearon con los liberales. Pero la Iglesia 
de España estaba, con Roma, en la otra orilla. 


e) Juan Antonio Llórente 

Juan Antonio Llórente, el campeón de la lucha contra el Santo Oficio, si 
bien desde el campo afrancesado, fue también el que batió el récord de condenas 
y prohibiciones. La Congregación del Indice prohibió el 26 de agosto de 1822 
su Histoire crtique de ITnquisition d'Espagne (911), así como otras obras suyas, 
entre ellas la tan utilizada por nosotros Colección diplomática (912). De libros de 
Llórente posteriores a este período nos ocuparemos en su momento. 

Por edicto de la Inquisición de Valladolid de 25 de julio de 1815 se man¬ 
daron recoger los Anales de la Inquisición de España (913), el Discurso sobre la 
opinión nacional de España acerca de la guerra con Francia (914) y las Obser¬ 
vaciones sobre los diaristas de España (915). Por el de la misma Inquisición del 
2 de marzo de 1817 se prohíbe in totum para los que no tienen licencia el 
Discurso antes citado, «en todas las ediciones de este cuaderno núm. 8:°, por 
estar escrito con un espíritu seductor y revolucionario y por contener proposiciones 
injuriosas al Santo Oficio, al clero secular y regular y a ciertas y determinadas 


(907) Imprenta de D. Nicolás Gómez de Requena, Cádiz; Colección..., pág. 231. 

(908) Oficina de D. Manuel María de Vila, Santiago; Colección..., II, pág. 231. 

(909) Impreso en Cádiz, 1813; reimpreso en Málaga, en la imprenta de Martínez, Co¬ 
lección..., II, pág. 231. 

( 910 ) Sevilla, 1814; Colección..., II, pág. 232. 

(911) B, pág. 148. 

(912) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., págs. 149 y ss. 

(913) 2 tomos, Madrid, 1812; B, pág. 192. 

(914) Lama Cereceda, Enrique de la: J. A. Llórente, un ideal de burguesía, EUNSA, 
Pamplona, 1991: «Se publicó primero en francés: Discours sur Vopinión nationale de VEspagne 
concernant la guerre avec la Trance (Valence, 1812); la edición castellana salió de los talleres 
de Sancha en Madrid el año siguiente, 1813», pág. 225. 

(915) Zaragoza, 1813; B, pág. 198. 

(916) B, pág. 209. 
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personas» (916), las Observaciones sobre las dinastías de España (917) por «seduc¬ 
tivo, incendiario e injurioso a los generosos sacrificios que la nación española hizo 
para reponer en su trono a su legítimo soberano» (918) y las Memorias p ara 
historia de la revolución de España con documentos justificativos , recogidos y corn ‘ 
pilados por Juan Nellerto, publicadas ya en París en 1814 (919). 

Por edicto de la Inquisición vallisoletana de 30 de mayo de 1819 se prohíben 
para los que no tienen licencia los Anales (920), que también serán prohibidos por 
el obispo de Oviedo el 25 de marzo de 1824 (921), por el arzobispo de Toledo 
el 4 de abril dé 1827 (922). Quienes regían Palencia, sede vacante, prohíben a su 
vez el 13 de abril de 1824 la Colección diplomática (923) y la Historia crítica de 
la Inquisición (924), que también es objeto de la prohibición de Inguanzo, « en 
francés y en castellano», ya en 1827 (925). 

También fue prohibida por la Congregación del Indice, por decreto de 6 de 
septiembre de 1824, la disertación sobre el poder que los reyes españoles ejercieron 
hasta el siglo duodécimo en la división de obispados y otros puntos conexos de 
disciplina eclesiástica, con un Apéndice de Escrituras en que constan los hechos 
citados en la Disertación (926). Uno de los más acabados prototipos de un regali smo 
exacerbado. «Para Llórente, el monarca es el supremo árbitro que debe decidir 
sobre la provisión de obispados oyendo —eso sí— al Consejo de Estado, P er0 
sin necesidad de escuchar la opinión de los obispos ni de convocar concilio alg 11 " 
no» (927). Verdaderamente esta vergüenza eclesial que fue Llórente aún superaba 
a quienes en Cádiz tenían parecida ideología, aunque divergieran en el modo de 
entender el patriotismo en el caso de que se pudiese llamar patriotismo al afran- 
cesamiento. 

f) Leandro Fernández de Moratín 

Si traemos a estas páginas al discreto comediógrafo, más bien tuerto en época 
de ciegos que gloria de nuestra literatura, no es tanto por su agnosticismo personal, 

(917) 2. a edición, oficina de Miedes, Zaragoza, 1813; Lama: Op. cit., pág. 226. 

(918) B, pág. 209. 

(919) B, pág, 219; Las Memorias para la historia de la revolución española, con ao 

mentos justificativos, recogidos y compilados por don Juan Nellerto, 3 vols., París, 1814-18 , 

aparecieron simultáneamente en castellano y francés. Nellerto era un anagrama de Llórente. 
Cfr. Lama: Op. cit., pág. 223. Cuando las prohibió la Inquisición española sólo habían aparecí o 
los dos primeros tomos, pero en el edicto se hace mención expresa de que «se prohíben estos 
y los demás tomos de esta obra que fueren saliendo», B, pág. 219, como si los inquisidor 
estuviesen seguros que de la pluma de Llórente no podía salir nada bueno. 

(920) 2 tomos, Ibarra, Madrid, 1812-1813; B, pág. 228. 

(921) B, pág. 238. 

(922) B, pág. 261. 

(923) B, pág. 246. 

(924) B, pág. 244. 

(925) B, pág. 261. . ¿ 

(926) Su autor don Juan Antonio Llórente, consejero de Estado, caballero comenda 

de la Real Orden de España y Director General de Bienes nacionales. Ibarra, Madrid, 18 > 

B, pág. 157; Lama: Op. cit., págs. 280-283. 

(927) Lama: Op. cit., pág. 283. 
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en el que no andaba a la zaga de un Quintana o un Lista, sino porque uno de sus 
escritos fue una de las piezas capitales en la campaña contra la Inquisición. Nos re¬ 
ferimos al Auto de fe celebrado en la ciudad de Logroño en los días 7 y 8 de no¬ 
viembre de 1610 (928). El folleto, escrito bajo el seudónimo de Ginés de bosa¬ 
dilla (929), contiene en «su prólogo y las notas de que todo él está sembrado 
proposiciones sapientes haeresim, impías, cismáticas, sediciosas, simplicium seducti¬ 
vas, escandalosas, temerarias y atrozmente injuriosas al Santo Oficio, a nuestros 
reyes católicos, al Gobierno, a los regulares, autores clásicos y a la nación espa¬ 
ñola» (930). Fue prohibido también por el arzobispo de Toledo, Inguanzo, el 4 
de abril de 1827 (931). La Inquisición ordenó recoger asimismo su célebre comedia 
El sí de las niñas (932). 

Este hombre de temperamento cobarde y adulador, que no siempre conseguía 
disimular su vanidad, era «en punto a ideas religiosas laxo por demás, si hemos 
de tomar por testimonio sus obras, donde se complace en satirizar no sólo la supers¬ 
tición, sino la devoción, como dejando traslucir lo que calla» (933). Hábil para 
granjearse las simpatías del poder vivió feliz y considerado con Godoy y con José 
y, bajo éste último, «parece que empleó bien su influencia librando de una muerte 
segura a muchos españoles, lo que, de ser cierto, dice no poco en su favor, dada 
«su habitual cobardía». «Como buen afrancesado y más que otros del mismo grupo, 
Moratín fue completamente impío. En sus obras hay muchas alusiones satíricas a 
la religión, pero como Inarco era muy discreto y muy tímido, las alusiones son 
muy veladas en las obras que escribió antes de la invasión francesa; en las que 
escribió después campea ya con desenfado el volterianismo. Moratín murió pagana¬ 
mente. Ni él pidió los sacramentos, ni su amigo D. Manuel Silvela, en cuya com¬ 
pañía vivía, pensó en dárselos», ni en su testamento aparece la menor fórmula re¬ 
ligiosa (934). 

g) Escritos contra los frailes 

También proliferaron los escritos contra el estado religioso. De algunos hemos 
hablado ya. Citaremos ahora algunos otros títulos que excusarán todo comentario. 
La Inquisición ordenó recoger en 1815, entre otros, la Batería para los frailes o 
el Reformador de antaño es ogaño, por AAC (935), ¿De qué sirven los frailes? (936), 
la Exposición del ministro de Gracia y Justicia Cano Manuel sobre el restableci- 

(928) Segunda edición ilustrada con notas por el bachiller Ginés de Posadilla, natural de 
Yébenes. Imprenta Real, Madrid, 1811. 

(929) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 787; Caro: Op. cit., pág. 113. 

(930) B, pág. 230. 

(931) B, pág. 258. 

(932) B, pág. 200. 

(933) Alcalá Galiano: Recuerdos..:, pág. 27. 

(934) El Henares: 23 de enero de 1910. 

(935) Valencia, 1813; B, pág. 192. 

(936) Valencia; B, pág. 194. 
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miento de conventos (937), la Insinuación patriótica sobre la necesidad de extinguir 
los frailes, por M. N. (938), las Observaciones históricas y críticas sobre el origen 
del monaquismo (939), el Proyecto de extinción de regulares (940), la Reforma de 
regulares de España (941), la Segunda insinuación patriótica contra los frailes de 
Madrid (942)... 

Artola (943) da noticia de algunos títulos más, así como de algunos de los ya 
mencionados, con más precisas referencias bibliográficas e incluso el número de 
páginas. Por ellas vemos que no pasaban de folletos y algunos brevísimos. La Insi¬ 
nuación patriótica sobre los perjuicios que acarrearía al Estado el restablecimiento 
de los frailes, o por mejor decir, sobre lo útil que sería su total extinción (944) 
tiene solo 7 páginas. Dio lugar a una Advertencia amistosa , también de 7 páginas, 
a una Contestación, de 8, y a una Segunda insinuación patriótica, de 12. 

En defensa de los religiosos —parece— se publicó un escrito algo más exten¬ 
so, 43 páginas (945) con el título de Qué pueden y deben pedir los frailes a la 
patria en las actuales circunstancias, con motivo de los papeles publicados contra 
ellos en estos días, de A. G. P. Sin duda adversas fueron las Reflexiones al señor 
público para que suplique a las Cortes generales la extinción de los frailes, por 
H. D. M. T. En esta obrita se exponen con sencillez y claridad las razones que 
exigen la extinción de los frailes (946). No cabrían muchas razones en sus 15 pá¬ 
ginas. Título breve y expresivo es el siguiente: ¿De qué sirven los frailes? El ejem¬ 
plar que existe en el antes Instituto de Estudios Políticos es una tercera edición 
hecha en Valencia en 1811 y tiene 16 páginas. Fue replicado, según Artola, en 
Medalla de honor en premio del papel intitulado De qué sirven los frailes, editado 
en Valencia y Tarragona ese mismo año, con 14 páginas. 

La Colección Documental del Fraile, que es un modelo de cómo no debe 
hacerse un Indice, sólo menciona dos títulos en la voz fraile. El fraile en las Cortes. 
Resentimientos sobre la sesión de las Cortes de 18 de septiembre de 1812 (947), 
obra de Fr. Facundo Sidro Villaroig que publicaba parece que con alguna perio¬ 
dicidad El fraile en las Cortes que fue, según se dice en Los albores de la España 
fernandina (948) «muy combatido»,, aunque no sabemos por quién. Hemos indica¬ 
do (949) sus veleidades jansenistas, por lo que cabría suponer que se le mostra¬ 
ron en contra los tradicionalistas, pero creemos que debieron ser los liberales, 


(937) B, pág. 196. 

(938) B, pág. 197. 

(939) B, pág. 198. 

(940) B, pág. 199. 

(941) Palma, Imprenta de Domingo, 1813; B, pág. 199. 

(942) B, pág. 200. 

(943) Artola: Los orígenes..., II, págs. 57-58. 

(944) Madrid, 1812. 

(945) Madrid, 1812. 

(946) Madrid, 1812. 

(947) Alicante, 1812; Colección..., II, pág. 145. 

(948) Taurus, Madrid, 1968, pág. 170. 

(949) Fernández de la Cigoña: El liberalismo..., pág. 304 
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pues por estos días se mostraba muy monárquico (950). El otro título citado 
es ¿Qué han hecho los frailes para merecer su extinción? (951). 

A lo largo de los cuatro volúmenes de la Colección aparecen otros títulos rela¬ 
cionados con el estado regular, favorables o contrarios, que sería prolijo relacionar. 
Y a ellos, tanto en lo referente a la Inquisición como a los frailes y demás temas 
que hemos tratado o trataremos, hay que añadir la infinidad de artículos de perió¬ 
dico de uno u otro bando que aparecieron en la también infinidad de diarios 
de la época. 

Muy relacionados con los religiosos, aunque con identidad propia, se publicaron 
diversos escritos contra el celibato eclesiástico que ya venía siendo objeto de 
numerosos ataques (952). Tanto la Congregación romana del Indice como la In¬ 
quisición española o la autoridad diocesana condenaron o mandaron recoger diver¬ 
sas publicaciones contrarias a esta regla eclesial que se publicaron anónimamente 
en España (953). Fueron, en cambio, muy escasos los libros prohibidos referentes 
a la masonería (954) y varios de ellos posteriores a la época que venimos estu¬ 
diando. 


h) Escritos regalistas 

Hay otra cuestión que debemos individualizar en esta somera sistematización: 
el regalismo que tantas veces ha aparecido en estas páginas. Así, los Abusos intro¬ 
ducidos en la disciplina de la Iglesia y potestad de los príncipes en su corrección, 
que a la soberanía de la nación en sus Cortes generales ofrece, por mano del 
Excmo. Sr. Secretario de ellas, un prebendado de estos reinos (955), mandado 
recoger por la Inquisición en 1815 (956) y prohibido por Roma en 1820 (957). 

Entran sin duda alguna en este epígrafe los ya mencionados títulos de Llórente 
Disertación sobre el poder de los reyes y la Colección diplomática y el Juicio de 
Bernabéu. Hubo muchos más. La Inquisición mandó recoger, entre otros, la 
Defensa de las Cortes y de las regalías de la nación contra la Pastoral de los 
obispos refugiados en Mallorca (958), la Disciplina eclesiástica nacional (959), el 
Ensayo de un dictamen sobre la inmunidad del clero (960), la Impugnación de la 
doctrina moral y poítica del Reverendísimo obispo de Orense (961), diversas pu- 


(950) Los albores..., págs. 91, 170. 

(951) Colección..., II, pág. 145. 

(952) Sarrailh: Op. cit., págs. 648-652; CC, IV, págs. 282-285; págs. 145 y ss.; Blanco: 
Autobiografía, págs. 68-70, 118-119; Idem: Cartas..., págs. 89-90, 114-115, 189. 

(953) B, págs. 146, 150, 193, 237, 240, 244, 246, 260-261. 

(954) B, 143-144, 150, 199, 207, 243-244, 246, 260. 

(955) Imprenta de Ibarra, Madrid, 1813; Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 844. 

(956) B, pág. 192. 

(957) B, pág. 143. 

(958) Cádiz, B, pág. 194. 

(959) Palma; B, pág. 195. 

(960) B, pág. 196. 

(961) B, pág. 196. 
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blicaciones de Política Eclesiástica sobre la conducta del nuncio (962), el juramento 
de obediencia de los obispos al Papa (963), contra los predicadores que no se 
muestran sumisos al nuevo régimen (964), las Reglas de obediencia para los pueblos 
en tiempo de disensión de las dos potestades (965)... 


i) Escritos políticos 

Fueron también objeto de persecución por la Inquisición restablecida nume¬ 
rosos libros y folletos que defendían el nuevo sistema político. Y entre ellos los 
Catecismos constitucionales que prolif eraron en la época. Se ordenó recoger un 
Catecismo civil, el Catecismo natural del hombre libre, un Catecismo patriótico, 
el Catecismo político arreglado a la Constitución, impreso en Córdoba, un Catecismo 
político constitucional, impreso en Málaga y el Catecismo político sentencioso, o 
doctrina del buen ciudadano, amante de su religión, de su patria y de su rey (966), 
este último, obra de D. D. V. Y. D., impreso en Madrid, reimpreso en Zaragoza 
en 1814, fue además prohibido in totum para los que no tienen licencia por edicto 
de la Inquisición de 2 de marzo de 1817, «por el abuso que en él se hace del 
método catequístico con que se enseñan las verdades más principales de la reli¬ 
gión católica, por la profanación con que se mezclan las preguntas más sagradas 
con las respuestas más ridiculas y por contener estas proposiciones falsas, erróneas, 
temerarias, escandalosas y próximas a la herejía» (967). 

Fueron también numerosos los libros y folletos prohibidos o mandados recoger 
que hacían la apología de la Constitución o de las reformas políticas de Cádiz, 
aunque algunos se escribieran desde el afrancesamento. Citemos las Cartas del 
amigo de la Constitución, impresas en Madrid (968), las Cuatro verdades sobre la 
sabia Constitución (969), los Derechos de la Soberanía Nacional, por Y. M. (970), 
el Discurso de don Juan Antonio Pose, cura párroco de San Andrés en el obispa¬ 
do de León sobre la Constitución española (971), la Instalación de la cátedra de 
Constitución de Valencia a cargo del pavorde don Nicolás Garelli, impreso en aque¬ 
lla ciudad en 1814 (972), la Oración apologética de la Constitución, de Julián 
González, canónigo de la colegiata dé Valpuesta, impresa en Vitoria (973), las 
Reflexiones sobre los puntos más importantes en que deben ocuparse las Cor - 


(962) B, pág. 198. 

(963) Imprenta de Domingo, Palma, 1813; B, pág. 198. 

(964) Imprenta de Domingo, Palma, 1813; B, pág. 198. 

(965) B, pág. 199. 

(966) B, pág. 193. 

(967) B, pág. 209. 

(968) B, pág. 193. 

(969) Imprenta de Domingo, Palma, 1812; B, pág. 194. 

(970) Palma, 1810; B, pág. 194. 

(971) B, pág. 195. 

(972) B, pág. 197. 

(973) B, pág. 198. 
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tes (974), la Relación de la solemne apertura de la cátedra de Constitución en 
Madrid (975)... 

Mención especial merecen, por tratarse de obras de más enjundia, alguna 
de las cuales llegó a convertirse en clásico, las prohibiciones que experimentaron 
tres importantes figuras de la época: Martínez Marina, Alvarez Guerra y Canga 
Argüelles. 

Francisco Martínez Marina vio condenados por decreto de la Sagrada Congre¬ 
gación del Indice de 26 de marzo de 1825 la Teoría de las Cortes y el 'Ensayo 
histórico crítico sobre la antigua legislación (976) y mandada recoger por la Inqui¬ 
sición española, en 1815, la primera de esas obras (977): Ya nos hemos referido 
a él y a esas páginas nos remitimos. 

Juan. Alvarez Guerra vio también mandado recoger en 1815 su «estrafala¬ 
rio» (978) Proyecto para extinguir la deuda pública (979) que, naturalmente, era 
a costa de los bienes de la Iglesia. Inguanzo lo rebatió en sus Cartas (980). 

Asimismo se mandaron recoger en la misma fecha las Instrucciones para los 
representantes de Cortes (981) y las Reflexiones sociales, o idea para la Constitu¬ 
ción española que un patriota ofrece a los representantes de Cortes (982) que, 
según Artola (983), son una misma obra. La Inquisición, sin embargo, las distingue 
y ordena la recogida de ambas. También fueron prohibidas las Reflexiones por el 
deán y cabildo de Toledo, sede vacante, en 1823 (984), y por el obispo de Oviedo 
en 1824 (985). 

Fueron recogidos de igual modo diversos folletos, algunos ya citados, de Villa- 
nueva, Ruiz de. Padrón, Serra, Mejía (986), Rodríguez de Ledesma (987), Martí¬ 
nez de la Rosa —cuya citada Banderilla al Rancio no pasa de un folletitp de 
ocho páginas (988) en el que se opone a la defensa que de la Inquisición hizo 
Alvarado basándose fundamentalmente en el escrito de Moratín sobre el Auto 
de fe de 1610 y en la que hay que reconocer notables apuntes de humor negro, con 
no pocos atisbos volterianos, la propaganda pro-francesa del canónigo de Lérida 
José Vidal, que no debe confundirse con el dominico de igual nombre (989), el 
Elogio fúnebre de Eugenio de la Peña (990), las Noticias históricas de don Gaspar 


(974) Palma, 1810; B, pág. 199. 

(975) B, pág. 199. 

(976) B, págs. 160-161. 

(977) B, pág. 201. 

(978) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 836. 

(979) B, pág. 199. 

(980) Inguanzo: El dominio ..., I, págs. 115 y ss. 

(981) Valencia, 1811; B, pág. 197. 

(982) Valencia, 1811; B, pág. 200. 

(983) Artola: Los orígenes..., II, pág. 23. 

(984) B, pág. 234. 

(985) B, pág. 239. 

(986) B, pág. 195. 

(987) B, págs. 195, 197. 

(988) Utilizamos la edición de Miguel Domingo, Palma, 1812. 

(989) B, págs. 195, 210-211. 

(990) B, pág. 195. 
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Melchor de ]ovellanos, de Y. M. de A. M. (Antillón) (991), la Vindicación del 
benemérito patriota Argüelles (992)... 


j) Los periódicos 

La lista de periódicos ordenados recoger por la Inquisición en 1815 es suma¬ 
mente ilustrativa, pues nos da un cumplido elenco de la prensa liberal. Estos fue¬ 
ron los afectados: 

La Abeja Española, «periódico de Cádiz», y La Abeja madrileña (993). La pri¬ 
mera era un periódico de Gallardo y Mejía (994) que evidentemente se empleó 
a fondo en defensa del Diccionario crítico burlesco (995). Según Vélez, «el primero 
de septiembre del año 12 salió este periódico a hacer la guerra con el ridículo, 
mordacidad, sátiras y burlas más pesadas a la Inquisición, a monseñor Nuncio, a 
los señores regentes, a la Iglesia, a la religión. Sus autores inventaron sobrenombres 
insultantes a los señores regentes que no les adaptaban, a los diputados que se les 
oponían, a todo hombre que no les acomodaba. Véanse los boletines de las batallas 
dadas contra la plaza del freidero. Allí se verán nombrados e indicados por las 
primeras sílabas de sus propios nombres y apellidos a los diputados que la defen¬ 
dieron. Allí se notarán los términos de Barba trompa, de Brama mi alma, de 
Cañuti, de Borrajas, del general Panzoni..., los términos más ridículos. Allí se 
hallará a monseñor Nuncio delineado como un animal extraño que no hace más 
que comer y gruñir, oyéndosele solo macarroni ... heretichi. .. Allí se vio pintarse a 
los regulares como a animales, dañinos, que chupaban la sangre humana y se 
mantenían de sus carnes. Allí se ve a la Iglesia retratada en una barca haciendo 
aguas por todas partes, varada en la playa sin que de ella nadie haga caso» (996). 

Alcalá Galiano, que no es sospechoso, nos dice: «En aquellos días gozaba 
del aura popuar por excelencia, un periódico titulado La Abeja, distinguido por 
personalidades malignas; y si en algunos casos ingenioso y chistoso, por lo general 
mal escrito, y en punto a doctrina, pobre e ignorante» (997). 

Ya sin nada que hacer en Cádiz, por el traslado de las Cortes, marchó en pos 
de ellas a Madrid, donde se publicó bajo el título de La Abeja madrileña bajo la 
inspiración de Gallardo (998). La perspicacia del malévolo extremeño se dio cuenta 
de lo que significaba el regreso de Fernando VII y alertó contra él (999). Hizo 
gala de una «agresividad insultante y desgarrada para los serviles» (1000), sin- 


(991) Palma, 1812; B, pág. 197. 

(992) B, pág. 201. 

(993) B, pág. 192. 

(994) Moreno: Op. rit., pág. 215. 

(995) Torra: Op. cit., pág. 313; Vélez: Apología, I, pág. 152. 

(996) Vélez: Apología, I, pág. 175. 

(997) Alcalá Galiano: Memorias, pág. 408. 

(998) Gómez Aparicio: Op. cit., I, págs. 115-117. 

(999) Fuentes: Op. cit., págs. 57-60; Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 115. 
(1000) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 116. 
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gularizándose especialmente contra El Procurador General. A Ostolaza, diputado 
también en las ordinarias, lo designaba «con el blasfemo apodo de Ostiones» (1001). 

Fue mandada recoger también La Abeja barcelonesa (1002), de la que no tene¬ 
mos referencias. Debió ser periódico de vida efímera, pues Barcelona estuvo en 
poder de los franceses hasta última hora. Tampoco tenemos noticia de El amante 
de la libertad civil, «periódico de Madrid» (1003) —Solís sitúa en Cádiz uno de 
igual nombre en lo que pudo ser una fase previa (1004)— ni de los también 
madrileños El Amigo de las leyes (1005) y El Amigo del pueblo (1006). 

De El Amigo de los frailes no sabemos si fue folleto o publicación periódica, 
aunque podemos hacernos idea de su amistad. El Anti-Lucindo fue sin duda una 
réplica al periódico que se publicó en Valencia preparando la llegada del rey (1007). 

La Aurora mallorquína (1008) fue el adalid liberal de la isla y objeto de las 
iras de los tradicionalistas de entonces (1009). Editada por Antillón (1010), su 
responsable no llegó a ver su periódico recogido, pues fallecería en 1814. También 
fueron mandadas recoger otras producciones de aquel aragonés que, pese a su 
juventud, fue una de las principales figuras del liberalismo radical. Sus Noticias 
históricas de don Gaspar Melchor de Jovellanos (1011) ya hemos dicho que fueron 
mandadas recoger en 1815 y se prohibió su lectura «para los que no tienen licen¬ 
cia» por edicto de 2 de marzo de 1817 «por contener proposiciones escanda¬ 
losas, falsas, sediciosas, impías, blasfemas, antimonárquicas, sapientes haeresim, 
inductivas a la revolución y al Deísmo, e injuriosas al Estado, a la Iglesia y a la 
religión cristiana» (1012). , Curiosamente este trabajo sobre Jovellanos no figura 
citado prácticamente en ninguna de las obras que tratan del asturiano. 

Antillón vio prohibido, por el mismo edicto, «aun para los que tienen licencia», 
y es el primero de los libros prohibidos, «el folleto titulado Disciplina eclesiás¬ 
tica nacional, observaciones sobre la autoridad del Papa y mudanzas en la Iglesia 
española, impreso en Mallorca en la oficina de Miguel Domingo, año de 1813, su 
autor Y. M. de A. M., por ser un libelo infamatorio contra la suprema autoridad 
del Romano Pontífice y estado eclesiástico» (1013). 

Todo hace suponer que fue también obra de Antillón el opúsculo mandado 
recoger en 1815 Derechos de la soberanía nacional publicado en Palma en 1810 


(1001) Gómez Aparicio: Op. cit., pág. 116. 
(1002) B, pág. Í92 
(1003) B, pág. 192. 

(1004) Solís: Op. cit., pág. 438. 

(1005) B, pág. 192. 

(1006) B, pág. 192. 

(1007) B, pág. 192. 

(1008) B, pág. 192. 

(1009) Ferrer: Op. cit., I, págs. 224-227. 
(1010) Herrero: Op. cit., pág. 345. 

(1011) Herrero: Op. cit., pág. 346. 

(1012) B, pág. 214. 

(1013) B, págs. 206-207. 
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bajo las iniciales de Y. M. (1014). También se prohibió en 1817, «aun para los 
que tienen licencia», «Política eclesiástica: observaciones sobre el juramento de 
obediencia que los obispos prestan al Papa en el acto de la consagración . Folleto 
impreso en Palma en la imprenta de Miguel Domingo, año 1813, su autor M. A.: 
por contener proposiciones escandalosas, falsas, sediciosas, temerarias, erróneas, blas¬ 
femas, cismática, heréticas e inujriosas al Romano Pontífice, RR. Obispos y santo 
tribunal de la Inquisición» (1015). El lugar y la imprenta son los mismos y las 
iniciales tienen demasiadas coincidencias. De ser este folleto obra de Antillón, posi¬ 
blemente lo sean también otros dos folletos, ya mencionados, que al igual que 
éste, y con el mismo título de Política eclesiástica se recogieron en 1815, editado 
en Palma y en la misma imprenta (1016). 

Con estas atribuciones, que no sabemos si somos los primeros en adjudicar, 
salvo la de Jovellanos que ya hizo Herrero, creemos que queda mucho mejor si¬ 
tuada la persona de uno de los más significativos liberales de la época cuya pre¬ 
matura muerte —rondaba los treinta y seis años al fallecer, pues había nacido 
en Santa Eulalia, Teruel, en 1778—, le impidió ser una figura estelar en el libe¬ 
ralismo español. Y una de las personalidades más anticatólicas de la época. Aun¬ 
que esto último tal vez lo fuera ya. 

Encontró en el Semanario cristiano político de Mallorca, que regía 
Strauch (1017) -—y también en el P. Traggia—, un adversario notable. La polé¬ 
mica entre ambos contribuye a realzar el nombre de los contendientes. El trágico 
final de los dos cabecillas, una partida realista desenterró los restos de Antillón 
y los aventó en 1823 (1018) y los liberales asesinaron a Strauch, ya obispo de 
Vich, ese mismo año, pueden ser buen ejemplo de a qué extremos había llegado 
España. 

De La campana del lugar, «periódico de Cádiz» (1019 no tenemos más refe¬ 
rencias que las que da Solís: «semanario liberal, que adopta una postura antibri¬ 
tánica y que fue uno de los más duramente perseguidos por el edicto inquisitorial 
de 1815» (1020). Es una afirmación puramente gratuita, pues el decreto de 
aquel año, que Solís no debió leer, no estableció graduaciones en la persecución. 

El Cartel, «periódico de Santiago» (1021) no dejó mayor huella. De El Ciu¬ 
dadano, «periódico de Madrid» (1022) poseemos alguna noticia más. Matías Vi- 
nuesa, el desgraciado cura de Tamajón brutalmente asesinado por los liberales 


(1014) B, pág. 194. 

(1015) B, pág. 207. 

(1016) B, pág. 198. 

(1017) Herrero: Op. cit., pág. 348. 
(1018) Herrero: Op. cit., pág. 346. 
(1019) B, pág. 192. 

(1020) Solís: Op. cit., págs. 437-438. 
(1021) B, pág. 193. 

(1022) B, pág. 193. 
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en el Trienio, en ia misma prisión donde le habían encerrado, nos dejó de él una 
visión antimonárquica (1023) y anticatólica (1024). 

El Ciudadano por la Constitución (1025) fue un periódico de La Coruña 
«considerado el más liberal de España» (1026) en opinión de alguno. Nos parece 
uña exageración, pero es bastante ilustrativa de su ideología. Se publicó diaria¬ 
mente del 16 de septiembre de 1812 al 1 de enero de 1813 y a partir de esta 
fecha dos veces por semana, lo que dice no poco del desafecto de sus lectores. Lo 
editaba Antonio de la Peña (1027) y colaboraban en él Pardo de Andrade y Mar¬ 
celo Calero (1028). No creemos lo que dice la Enciclopedia Gallega sobre que el 
Gobierno absolutista «lo hace desaparecer en 1815», pues no pudo sobrevivir al 
naufragio liberal del año anterior. El redactor de la voz confundiría, sin duda, la 
disposición inquisitorial de mandarle recoger en ese año con el cese de la pu¬ 
blicación cuando nada tenía qüe ver lo uno con lo otro. 

El Conciso fue, esta vez ciertamente, el más famoso periódico liberal de la 
época. Ramón Solís (1029) le cita en primer lugar entre los periódicos de Cádiz. 
Sin embargo, hay discrepancias sobre su estilo, aunque no sobre su liberalismo. 
Alcalá Galiano dice que «pobre cosa era El Conciso, pero tal cual era, si no 
ayudaba, servía» (1030). Para Solís fue, en cambio, «uno de los mejor escri¬ 
tos» (1031). Martínez Quinteiro opina que «tal vez pueda ser equiparado por su 
valor al Semanario patriótico: Su tono era mucho más apasionado y su estilo, 
aunque inteligente, más vulgar» (1032). 

Fue fundado y dirigido por Ogirando, colaborando con él Pérez Ramajo, Ro¬ 
bles y Sánchez Barbero (1033) y «tuvo una tremenda difusión que no sé atre¬ 
vieron a negarle sus mismos detractores (1034). Apareció el 24 de agosto de 
1810 (1035) y «probablemente llegó a ser el periódico de más circulación, si es 
que no el más importante de todos los publicados en Cádiz durante los tres años 
de las Cortes» (1036). Según Gómez Aparicio fue una imitación de los ¡periódi¬ 
cos revolucionarios franceses de Marat, Hébert y Desmoulins (1037) y fue el 
blanco de los ataques de los tradicionalistas (1038). También fue mandado recoger 

(1023) Vinuesa: Op. cit., págs. 102-103. 

(1024) Vinuesa: Op. cit., págs. 104 y ss. 

. (1025) B, pág. 193. 

(1026) GEG, VI, pág. 196. 

(1027) GEG, VI, pág. 196. 

(1028) GEG, VI, pág. 196. 

(1029) Solís: Op. cit., págs. 398-404. 

(1030) Alcalá Galiano: Recuerdos ..., pág. 70. 

(1031) Solís: Op. cit., pág. 399. 

(1032) Martínez Quinteiro: Op. cit., pág. 85. 

(1033) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 84; Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 70. 

(1034) Martínez Quinteiro: Op. cit., pág. 86. 

(1035) Martínez Quinteiro: Op. cit., pág. 86; Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 85. 

(1036) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 85. 

(1037) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 85. 

(1038) CC, I, págs. 26, 203 y ss, 232-262; II, 3-46; Vélez: págs. 124, 143, 162, 165, 195, 
199, 201; Idem: Apología..., I, págs. 97 y ss, 123 y ss. 
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su hijo El Concisón, que aparecía en ocasiones a modo de suplemento de su pro¬ 
genitor (1039). 

El Diario cívico patriótico de Santiago (1040) fue periódico de escasa rele¬ 
vancia, publicado entre el 15 de octubre de 1812 y finales de 1813, redactado 
por José Verea y Aguiar (1041). 

El Diario mercantil, de Cádiz (1042) se publicaba ya antes del alzamiento 
contra Napoleón. Producido éste asumió posiciones tradicionalistas, pero puesto 
al frente del mismo Jérica, experimentó un cambio total, según las ideas de su 
director, y «llegó a extremos de inesperada agresividad contra los no libera¬ 
les» (1043). Habiendo atacado al Rancio (1044), es replicado por éste (1045) y 
por Vélez (1046), que le acusa de haberse convertido «en un predicador incan¬ 
sable del filosofismo y de su ilustración» (1047). En todas las famosas polémicas 
de las Cortes estuvo con los liberales, caracterizándose por sus ataques al nun¬ 
cio (1048), a los obispos refugiados en Mallorca (1049) y por su apoyo a Ga¬ 
llardo (1050). 

El Diario de Palma (1057) dejó mucha menor huella y no trascendió de las 
polémicas locales. El Duende, «periódico de Cádiz», y El Duende de los ca¬ 
fés (1052) inducen a no pocas confusiones por la similitud de los títulos. Solís 
habla de El Duende político, «que no hay que confundir con El Duende. Estaba 
redactado por el presbítero don Miguel Cabral de Noroña y era de ideas libera¬ 
les avanzadas» (1053). Llegó a ser acusado por el fiscal del Consejo Real, Cano 
Manuel, a quien había tachado de colaborador con los franceses (1054). Algún 
tiempo después hallamos a Cabral nada menos que en Filadelfia, donde pronunció 
un discurso al concluir la jura de la Constitución por los españoles allí residen¬ 
tes (1055). También prohibió la Inquisición su Oración pronunciada el día 27 
de julio de 1805 en la iglesia parroquial de la Concepción de la ciudad de La 
Laguna de Tenerife en elogio del mártir San Cristóbal, su patrono titular, por 
don Miguel Cabral de Noroña, capellán del ejército, «manuscrito en 4.° mayor, 
por contener doctrina peligrosa e injuriosa a la nación española y sus monarcas. 


(1039) B, pág. 194. 

(1040) B, pág. 194. 

(1041) Dobarro Paz, Xosé María: GEG, IX, pág. 66. 

(1042) Solís: Op. cit., págs. 406-410; B, pág. 194. 

(1044) Diz Lois: Fr. Francisco..., pág. 133; CC, II, págs. 192-193. 
(1045) CC, IV, págs. 85 y ss. 

(1046) P, págs. 125, 134-142, 162, 188, 201, 212, 289. 

(1047) P, pág. 125. 

(1048) P, págs. 162, 289. 

(1049) P, pág. 188. 

(1050) P, pág. 201. 

(1051) B, pág. 194. 

(1052) B, pág. 195. 

(1053) Solís: Op. cit., pág. 427. 

(1054) DD, VI, págs. 278279, 289. 

(1055) DS, pág. 5863. 
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Y por la misma razón se prohíbe el Apéndice curioso del mismo por ser una 
apología de dicha oración» (1056). 

El Duende de los cafés fue un periódico ultraliberal de Cádiz, publicado del 
1 de agosto de 1813 al 14 de mayo de 1814, que llevó a Gómez Aparicio a titu¬ 
lar las páginas que le dedica con este elocuente encabezamiento: La clerofobia 
de El Duende de los cafés (1057). Fue combatido por el P. Alvarado (1058). 

De La España libre, «periódico de Madrid» (1059), apenas sabemos nada. De 
La Gaceta de Madrid se ordenaron recoger solos números del 17 de agosto al 
29 de octubre de 1812 (1060). La de Valencia, en su integridad, y lo mismo 
la Marcial de Santiago y la Política militar de La Coruña (1061). La Gaceta de 
Madrid había sido denunciada por Vinuesa y por El Procurador General de la 
Nación y del Rey (1062). Se había pronunciado contra la clerigalla y la fraile¬ 
ría (1063) y contra la Inquisición (1064). La Gaceta política y marcial de San¬ 
tiago fue señalada por Vélez como liberal, caracterizándose por sus ataques al 
nuncio, mientras que La Gaceta política y militar de La Coruña fue una de las 
etapas de la Gaceta instructiva . de la Junta Suprema de Galicia , periódico que 
de junio de 1811 a mayo de 1812 era el órgano de la Junta de Galicia y, trasla¬ 
dada ésta a Santiago, continuó publicándose en aquella ciudad con diversos nom¬ 
bres, el último de los cuales es el que ahora nos ocupa (1065). 

De El Loco constitucional, «periódico de Granada» (1066) no tenemos refe¬ 
rencias, aunque el nombre lo dice todo. También eran granadinos, y también ca¬ 
recemos de datos de ellos, la Minerva constitucional (1067) y El Publicista (1068). 
Este último debió ser mucho más templado, pues sólo--se ordenaron recoger los 
números 42 y 127 de 13 de diciembre de 1812 y 7 de mayo de 1813. 

El Observador de Segura (1069), periódico de Murcia, fue no sólo mandado 
recoger, sino que la Inquisición de Valladolid, por edicto del 2 de marzo de 
1817, lo prohibió «para los que no tienen licencia» en «todos sus números, 
por contener proposiciones alarmantes, injuriosas a los soberanos, denigrativas de 
muchas sabios y juiciosos españoles, temerarias, sediciosas, impías, escandalosas e 


(1056) B, pág. 185. 

(1057) Gómez Aparicio: Op. cit., I, págs. 96*97. 
(1058) CC, IV, págs. 80 y ss, 134. 

(1059) B, pág. 196. 

(1060) B, pág. 196. 

(1061) B, pág. 196. 

(1062) Vinuesa: Op. cit, V, VI. 

(1063) Vinuesa: Op. cit, págs. Jl, 17, 18. 
(1064) Vinuesa: Op. cit, pág. 65. 

(1065) GEG, XIV, pág. 183. ' 

(1066) B, pág. 197. 

(1067) B, pág. 197. 

(1068) B, pág. 199. 

(1069) B, pág. 198. 
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injuriosas a los predicadores de la divina palabra y a la Santa Iglesia, y contrarias 
a las Santas Escrituras» (1070). 

El Patrióla en las Cortes, «periódico de Cádiz» (1071), «desde el principio 
quiso darse a conocer por sus opiniones atrevidas en punto de política, por su 
aversión a los reyes y por sus dicterios contra los ministros de la religión» (1072) 
y contra la religión misma (1073). En más de una ocasión el Congreso hubo de 
ocuparse de sus invectivas» (1074). Solís (1073) nos dice que duró muy poco. 

Del Centinela de la patria no se dice que sea un periódico (1076), Hubo uno 
de tal título que publicó Capmany y que, según Solís, «era templado, no provo¬ 
caba polémicas ni defendía ideas avanzadas» (1077). En el libro que hemos pu¬ 
blicado, en colaboración con Estanislao Cantero, sobre el catalán, damos más 
precisiones sobre la publicación de Capmany y manifestamos nuestras dudas res¬ 
pecto a que sea esta obra la recogida por la Inquisición (1078). 

El Filósofo cristiano, que, según la Inquisición, era un «folleto en 4.°» (1079), 
para Solís se trataba de un «periódico liberal de vida efímera» (1080). Tampoco 
hace mención el edicto de que sea periódico El Español libre (1081), que Solís 
considera tal y «de muchísimo más interés» que otros (1082), y que era una ré¬ 
plica a El Español que en Londres publicaba Blanco White. 

El Patriota era un «periódico de Madrid» 1083) que dirigía Mor de Fuen¬ 
tes, «desde el que anduvo a la gresca con el del padre Castro e incluso con 
el Redactor General de España» (1084). 

El Redactor General, «periódicos de Madrid, Cádiz y Valencia» (1085). El 
gaditano fue uno de los grandes periódicos de aquella ciudad, más tarde trasla¬ 
dado a Madrid (1086), fundado por Pedro Daza Guzmán y, según Solís, «el más 
interesante de cuantos periódicos se publican en aquellos años en Cádiz» (1087). 


(1070) B, págs. 212-213. 

(1071) B, pág. 198. 

(1072) P, pág. 125. 

1073) P, pág. 138. 

(1074) Villanueva: Mi viaje..., págs. 118-119; ASS, págs. 121, 123. 

(1075) Solís: Op. cit., pág. 422. 

(1076) B, pág. 193. 

(1077) Solís: Op. cit., pág. 421. 

(1078) Fernández de la Cigoña y Cantero: Op. cit., pág. 88. 

(1079) B, pág. 196. 

(1080) Solís: Op. cit., pág. 437. 

(1081) B, pág. 196. 

(1082) Solís: Op. cit, pág. 437. 

(1083) B, pág. 198. 

(1084) Moreno: Op. cit, pág. 37; Dérozier: Quintana..., págs. 633-634; Gómez Aparicio: 
Op. cit, I, pág. 110. 

(1085) B, pág. 199. 

(1086) Solís: Op. cit, págs. 412-416. 

(1087) Solís: Op. cit, pág. 412. 
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Los liberales lo apoyan decididamente en las Cortes (1088) y él se lo agradece 
defendiendo a Gallardo (1089) y mostrando «un odio mortal contra la Inquisi¬ 
ción» (1090), el nuncio (1091) y los obispos antiliberales (1092). 

El Robespierre español (1093), es periódico cuyo título también lo dice todo. 
Se publicaba bajo la dirección de Pedro Pascasio Fernández Sardinó, al que el 
mismo régimen liberal tuvo que encarcelar por sus excesos, continuando su mu¬ 
jer la publicación (1094). 

El Semanario patriótico, que se manda recoger desde su número 15 (1095), fue 
el órgano de Quintana, que comenzó a publicarlo en Madrid el 1 de septiembre 
de 1808, Aparecieron en la capital catorce números, hasta que la llegada de los 
franceses impuso le huida y la suspensión. Esos primeros ejemplares madrileños 
son los que salva la Inquisición expresamente, pues limita la recogida a los que 
se publicaron en Sevilla y después en Cádiz (1096). Alvarado lo consideraba «una 
cartilla de impiedades» (1097). Alcalá Galiano señala «la poco menos que irre¬ 
ligión del Semanario patriótico» (1098) y lo considera «igual en ideas a los fran¬ 
ceses de 1789 ó 1890 en punto a doctrinas» (1099), mientras que para Vélez 
era un «órgano de los filósofos » (1100). 

También se mandaron recoger dos Telégrafos, el mallorquín (1101) y el de 
Santiago (1102). El gallego dejó poca huella (1103). El Tribuno del pueblo es¬ 
pañol (1104), «periódico de Cádiz y de Madrid», se caracterizó «por su exaltado 
liberalismo» (1105). En él colaboraban Gallardo, Calvo de Rozas, Antillón, Fray 
Andrés del Corral y otros (1106). 


(1088) DD, XIV, págs. 339-341. 

(1089) Torra: Op. cit., págs. 242-244; Vélez: P, págs. 242-243; Idem: Apología ..., I, 
págs. 139, 152. 

(1090) P, pág. 125. 

(1091) P, pág. 162; Apología..., I, pág. 289. 

(1092) P, págs. 164, 190. 

(1093) B, pág. 200. 

(1094) Fuentes: Op. cit., págs. 38, 76-81; Morán: Poder..., pág. 154; Gómez Aparicio: 
Op. cit., I, págs. 95-96; DD, VII, págs. 32 y ss., 49 y ss., 65, 238; ASS, pág. 334. 

(1095) B, pág. 200. 

(1096) Gómez Aparicio: Op. cit., I, págs. 72-75; Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 70; 
Dérozier: Quintana..., págs. 567-571, 603-604, 623, 648, 652-654; Blanco: Autobiografía, págs. 151 
y ss.; Martínez Quinteiro: Op. cit.j págs. 80-73. 

(1097) CC, II, pág. 450. 

(1098) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 42. 

(1099) Alcalá Galiano: Recuerdos..., pág. 46. 

(1100) P, pág. 123. 

(1101) B, pág. 201. 

(1102) B, pág. 201. 

(1103) GEG, XXIX, pág. 63. 

(1104) B, pág. 201. 

(1105) Solís: Op cit, pág. 434. 

(1106) Solís: Op. cit, pág. 434. 
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Sobre La Triple Alianza (1107) ya hemos dicho lo suficiente. Cierra la lista 
de los periódicos recogidos, de la que pudo pasársenos algún título por no espe¬ 
cificarse que fuera periódico, El Universal, que se publicaba en Madrid (1108). 

La relación nos parece sumamente importante por reflejar cuáles fueron los 
periódicos que alarmaron a la Inquisición y al Gobierno absolutista de Feman¬ 
do VIL Y hay que reconocer que los inquisidores sabían bien de lo que trata¬ 
ban. El día en que se publiquen monografías de todos estos periódicos y de los 
tradicionalistas, de los que luego hablaremos, se habrá dado un paso gigantesco 
para el conocimiento de esta época. 

Dará cuenta también de lo que supuso para una España en la que hasta ese 
momento el fenómeno era desconocido. Nadie se había atrevido nunca, salvo al¬ 
gún caso aislado del que pronto daba cuenta la Inquisición, a pronunciarse con¬ 
tra la religión o sus ministros. Y de la noche a la mañana proliferaron periódicos 
y folletos en los que el ridículo, la sátira e incluso el ataque abierto al dogma 
eran moneda corriente. Se comprende la irritación de la Iglesia y de muchos cató¬ 
licos, . fueran clérigos o laicos. Lo raro hubiera sido que disculparan y compren¬ 
dieran aquella serie de injurias y amenazas que comprometían gravemente la 
suerte de la Iglesia, como parece ser que lamenta no hubiesen hecho el jesuíta 
Revuelta. 


k) Manuel José Quintana 

Fueron mandadas recoger también unas Poesías patrióticas (1109) de las que 
no se cita al autor, pero que sin duda fueron las de Quintana, publicadas bajo 
ese título en Madrid (1110). 

No es éste el momento ni el lugar de estudiar la figura de Quintana, verda¬ 
dera eminencia gris del liberalismo español. La obra de Dérozier sobre el poeta, 
que venimos citando, es lástima que, siendo muy trabajada, adolezca de una ra¬ 
dical incomprensión de la época y de un sectarismo ideológico verdaderamente 
lamentable. Por lo que se refiere a sus poesías ya hemos mencionado la indigna¬ 
ción que produjo su segunda versión de la oda A la invención de la Impren¬ 
ta (lili) con sus famosos versos «¡Ay del alcázar que al error fundaron...!», 
prudentemente suprimidos en la edición de 1802 (1112). Precisamente aquella 
que dedicó al entonces su gran amigo Toribio Núñez Sessé (lili), que pronto 
rompería la amistad y el matrimonio de Quintana (1114). 


(1107) B, pág. 201. 

(1108) B, pág. 201. 

(1109) B, pág, 198. 

(1110) Imprenta Real, 1808; Dérozier: Edición, introducción y notas a Quintana, Manuel 
José: Poesías completas. Clásicos Castalia, Madrid, 1969, pág. 40. 

(lili) Ouintana: Poesías..., págs. 260-267; Idem: Obras completas, BAE, XIX, Madrid, 
1946, págs. 33-34. 

(1112) Quintana: Poesías..., págs. 253-259. 

(1113) Quintana: Poesías..., págs. 278-283. 

(1114) Dérozier: Quintana..., págs. 60, 181. 
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No fue el poeta nunca personaje heroico y pasó mucho tiempo contando 
sus osadías en secreto a sus más íntimos amigos que compartían con él la irreli¬ 
giosidad en aquella famosa tertulia madrileña de la que dejó Capmany un retrato 
malévolo y definitivo que todo hace pensar que era exacto: «También la fre¬ 
cuenté yo, y una noche conté hasta nueve poetas que se quitaban las palabras 
de la boca. Allí vi un sacerdote que renegaba de su madre porque le había acon¬ 
sejado aquella carrera —la alusión a Blanco White es meridiana (1115)—; allí 
vi dos clérigos otra noche, que el uno, paseándose con ademanes cómico-trágicos, 
hacía la apología del suicidio, y el otro, versado en los autores clásicos griegos 
y latinos, hacía el elogio de la sodomía, repantingado en un sillón —seguramente 
Alea y Marchena (1116)—. Allí vi al autor del poema El incordio y a otro ecle¬ 
siástico que escribió una comedia con el título de Laberinto de las monjas, abu¬ 
sando del confesonario y de su cargo apostólico de Visitador de Monjas en Cór¬ 
doba. Allí vi cuerdos y locos, buenos y malos; pero debo añadir que el señor 
Quintana nunca aprobó cosas irracionales ni con sus palabras ni con su semblan¬ 
te» (1117). Bastante aprobación era mantener tal tertulia. Hemos dado esta ver¬ 
sión abreviada, tal como la reproduce Gómez Aparicio. El texto íntegro de Cap¬ 
many en el Manifiesto en respuesta a la contestación de D. Manuel José Quin¬ 
tana (Cádiz, 1811), lo reproducimos en nuestra obra sobre el escritor catalán (1118), 
al tratar de su famosa polémica con el madrileño. 

En el prólogo de las Poesías patrióticas confiesa que no pudo ser publicada 
la versión auténtica, o por lo menos definitiva, de alguna poesía a causa de lá 
Inquisición (1119). Esa doblez de Quintana era proverbial en . él. Una de sus 
más logradas composiciones poéticas, la Oda a Jovellanos, que conoció también 
dos versiones (1120), fue suprimida en la edición de 1802 porque el asturiano 
estaba en la cárcel. Aunque lo más significativo de ese carácter del poeta, perse¬ 
guido y encarcelado por el gobierno. absolutista de Fernando VII en sus dos 
etapas, fue sin duda la obsequiosidad con su perseguidor en la Canción epitalá- 
mica al feliz enlace de S M.C. (y la C quiere decir Católica) el Señor don Fernan¬ 
do VII con la Serenísima Infanta doña María Cristina de Borbón (1121), que 
hz Obras completas que hemos citado tuvieron la deferencia con el poeta de 
no publicarla. La índole celeste de Cristina, el refulgente sol que ya adoramos, 
el a los reales pies de Vuestra Majestad en 1829 resultan, en el máximo corifeo 
del liberalismo, cuando menos sorprendentes. Y repetiría ese mismo año, con 
calificativos incluso más entusiásticos, o más impetradores de benevolencias, sus 


(1115) Blanco: Cartas.,., pág. 89. 

(1116) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 638; Fuentes, Juan Francisco: José Marchena. 
Biografía política e intelectual, pág. 230, Editorial Crítica, Barcelona, 1989. 

(1117) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 73. 

(1118) Fernández de la Cigoña y Cantero: Op. cit., págs. 244-245. 

(1119) Dérozier: Edición..., pág. 175. 

(1120) Quintana: Poesías..., págs. 195-201, 203-209; Idem: Obras..., págs. 24-25. 

(1121) Quintana: Poesías..., págs. 361-362. 
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cantos a la nueva reina, que entonces nada tenía de liberal, en una Canción (1122) 
con alusiones al santo himeneo (1123) y otras cursiladas parecidas. 

En la Advertencia de las Poesías patrióticas de 1808 escribió Quintana: «Nun¬ 
ca se confiaron al papel: el miedo a la opresión no lo consentía. Y el autor se 
contentaba con recitadlos alguna vez de memoria a sus amigos en la confianza y 
franqueza de un festín, o en la soledad de los campos» (1124). Cuando creyó que 
las podía dar al público ya sin riesgo, las corrigió o publicó en la versión original 
e inédita, no lo sabemos, y enseguida se vio atacada desde Galicia a Palma de 
Mallorca e incluso en el mismo Cádiz. Es decir, desde toda la España libre de 
los franceses. 

Dérozier da cuenta de una Delación a la patria de las Poesías patrióticas de 
D. Manuel Quintana (1125) y de «un artículo de violencia inaudita, dirigido «Al 
Filósofo Rancio» y destinado a denunciar el ateísmo» de unos versos de Quin¬ 
tana (1126), ambos ataques de procedencia gallega. 

Si fue en la Oda a la Imprenta donde el poeta descubrió más abiertamente 
sus sentimientos, causaron también escándalo otras composiciones suyas como 
las odas A Juan de Padilla (1127) o El Panteón de El Escorial (1128), que irritó 
especialmente a los monjes del monasterio (1129). 

Menéndez Pelayo, que le tuvo siempre por gran poeta —«no es posible leerle 
sin admirarle y sin dejarse arrebatar por la impetuosa corriente de sus versos, 
encendidos, viriles y robustos» (1130)—, señala que «fue en todo un hombre del 
siglo xviii y que, habiendo vivido ochenta y cinco años y muerto ayer de ma¬ 
ñana, vivió y murió progresista, con todos los resabios y preocupaciones de su 
juventud y de su secta, sin que la experiencia le enseñase nada ni una sola idea 
penetrase en aquella cabeza después de 1812. Por eso se condenó al silencio en 
lo mejor de su vida. Se había anclado en la Enciclopedia y en Rousseau; todo 
lo que tenía que decir ya estaba dicho en sus odas. Así envejeció, como una ruina 
venerable, estéril e infructuoso, y, lo que es más, ceñudo y hostil para todo lo 
que se levantase en torno suyo, no por envidia, sino porque le ofendía el desen¬ 
gaño» (1131). 

Son ciertísimas las palabras de Menéndez Pelayo. Quintana, proclamador ofi¬ 
cial de la Junta Central y de las sucesivas Regencias, maestro de la filosofía 
francesa en los jóvenes liberales gaditanos, punto de referencia de todo el libe¬ 
ralismo incipiente, pasó del todo a la nada. Restablecido el absolutismo en 1814, 
Quintana desapareció. Fue, ciertamente, ayo de la reina niña y gloriosamente co- 

(1122) Quintana: Poesías..., págs. 363-369. 

(1123) Quintana: Poesías..., pág. 365. 

(1124) Quintana: Poesías..., pág. 332. 

(1125) Dérozier: Edición..., pág. 177. 

(1126) Dérozier: Edición..., pág. 93. 

(1127) Quintana: Poesías..., págs. 175-182; ídem: Obras..., págs. 34. 

(1128) Quintana: Poesías..., págs. 175-178; ídem: Obras..., págs. 34-38. 

(1129) Alcalá Galiano: Memorias, págs. 357-358. 

(1130) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 634. 

(1131) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, págs. 633-634. 
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roñado como poeta. Pero eso no era nada para quien fue, más que nadie, padre 
del liberalismo español. 

La España histórica le revolvía (1132), la. triste y estéril figura de Juan de 
Padilla le debe su postuma y efímera glorificación (1133), la leyenda negra de 
nuestra civilización americana le es deudora de no pocas aportaciones (1134), 
pero este francés de alma, por una inconsecuencia que no fue única entre los 
liberales, abrazó la causa patriótica y ejerció gran influjo en todos los ejecutivos 
que se sucedieron en la España en guerra que le encargaron toda clase de pro¬ 
clamas y manifiestos (1135), escritos, según García de León y Pizarro, «en un 
estilo tan pedante y tan afrancesado, que más parecían malas traducciones del 
francés que originales castellanos» (1136). 

Tenga o no razón Pizarro en la apreciación del estilo de Quintana, lo que sí 
fue cierto es que aquellos encargos políticos produjeron no poco escándalo por 
su liberalismo y por la total ausencia del más mínimo espíritu religioso, coca 
bien chocante cuando España combatía una guerra de religión (1137). 

No es de extrañar que llovieran las críticas sobre él. Prescindiendo de las 
literarias o personalistas de un Capmany o un Gallardo, ajenas a nuestro estudio, 
citemos algún otro título, además de los ya mencionados: «Se tiró de la manta 
y se descubrieron los ladrones », que puede servir de respuesta a Mr. Quintana y 
al Semanario patriótico (1138) o unos versos a imitación de ¡Ay del alcázar...» 
que se publicaron por primera vez en el Semanario cristiano político de Mallorca 
y que no desmerecen de los de Quintana (1139). 

El Rancio le hizo objeto de sus ataques en repetidas ocasiones (1140), lo mis¬ 
mo que Vélez (1141). Dérozier afirma, y en esta ocasión creemos que con toda 
razón, que era «un librepensador» y un «ateo» (1142) y rechaza la versión de 
que se confesó in articulo mortis (1143), por olerle a «impostura», llegando a 
afirmar: «la religión católica qiie degenera pronto en superstición y fanatismo, 
como la monarquía degenera en tiranía, fue el enemigo jurado de Quintana» (1144). 


(1132) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, págs. 634-635. 

(1133) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 635. 

(1134) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 635. 

(1135) Suárez: El proceso..., págs. 451-458; Dérozier: Quintana..., págs. 381 y ss., 466, 
470 y ss.; Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 797; Martínez Quinteiro: Op. cit., págs. 44-53. 
(1136) García de León: Op. cit., pág. 159. 

(1137) DD, VI, págs. 422-423; Martínez Quinteiro: Op. cit., págs. 87-88, 216. 

(1138) Reimpresión a costa de un celoso patriota, católico, español rancio F. M. G. P. A, 
Cádiz, en la imprenta de D. Agapito Fernández Figueroa, 1812, citado en Colección..., III, 
pág. 65. 

(1139) Quintana: Poesías..., págs. 268-270. 

(1140) CC, I, págs. 44-45, 139, 151-152, 173, 299; II, págs. 18, 247-248, 450; III, pág. 37; 
IV, págs. 410. 

(1141) Vélez: Apología, I, págs. 58, 71-94. 

(1142) Dérozier: Quintana..., págs. 655-656. 

(1143) Dérozier: Quintana..., pág. 240. 

(1144) Dérozoer: Quintana..., pág. 241. 
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La prensa antiliberal 

a) Manuel Freire Castrillón 

Es de inexcusada cita el diputado en las Cortes extraordinarias Manuel Freire 
Castrillón, representante de Mondoñedo, que fue uno de los más acérrimos 
enemigos del liberalismo. Algo hemos dicho ya sobre el desconocimiento que exis¬ 
te acerca de su figura. Y podríamos extendernos en ello mucho más. Las discre¬ 
pancias comienzan desde la fecha de su nacimiento, que unos dicen fue en 
1757 (1145) y otros en 1751 (1146) y la ignorancia llega hasta su muerte, que 
Vilanova sitúa en el exilio (1147) durante el Trienio, sin especificar lugar ni 
año. Vicente de la Fuente también nos habla de esta última persecución liberal 
que le obliga a la huida (1148). 

Alguno de sus numerosos enemigos denunció que había tenido juveniles des¬ 
viaciones religiosas que le llevaron a los calabozos inquisitoriales (1149), pero, 
si las tuvo, pronto se convirtió en decidido defensor de las ideas tradicionales, 
tanto en las Cortes, que abandonó pronto, como sobre todo en Galicia, donde 
fue el periodista más destacado en el combate antiliberal. 

Dirigió el bisemanario Estafeta de Santiago (1150), que se publicó desde 
el 21 de abril de 1813 hasta el 2 de septiembre de 1814, colaborando con él 
los dominicos Nicolás de Castro y José Bentín. Los autores de este breve artícu¬ 
lo, que sin duda oyeron campanas pero nunca supieron bien dónde, dicen de 
Freire que «después de ser liberal y el más activo colaborador que tuvieron los 
periódicos liberales pasó a ser absolutista». Es una muestra más del descono¬ 
cimiento que se tiene del gallego. En el que también incurre Vilanova al hablar 
de su «primitiva ideología liberal» (115). La Filingrina (1152), que no hemos 
podido leer, sus burlas de algunas actuaciones del hoy beato Diego José de Cá¬ 
diz (1153) y alguna otra actuación semejante, de haber sido ciertas, no pueden 
ser adscritas a un liberalismo entonces inexistente, sino en el filosofismo o en el 
jansenismo españoles. 

La Estafeta fue uno de los periódicos alabados por el Rancio (1154) y desde 
ella atacó a Foronda y a Quintana (1155). Antes había inspirado y dirigido otro 


(1145) Vilanova Rodríguez: Alberto: Freire Castrillón, Manuel, GEG, XIV, pág. 110. 
(1146) Suárez: Las Cortes..., pág. 36; Ferrer: Op. cit., I, pág. 228. 

(1147) Vilanova: Op. cit., pág. 111. 

(1148) Fuente: Historia de las sociedades..., I, pág. 261. 

(1149) Vilanova: Op. cit., pág. 110; Barreiro Fernández, José Ramón: Anticlericalismo, 
GEG, II, pág. 114. 

(1150) Dobarro Paz, Xosé María y Fandiño Veiga, Xosé Ramón: Estafeta de Santiago, 
GEG, X, pág. 231. 

(1151) Vilanova: Op. cit., pág. 110. 

(1152) Santiago, 1803. 

(1153) Pieve, Paolo dalla: Vita del Beato Diego Giuseppe da Cadice, sacerdote professo 
delVordine de Minori Cappuccine. Tipografía Salviucci, Roma, 1894. págs. 344-360. 

(1154) CC, IV, pág. 136. 
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periódico tradicionalista, El Correo de la Comisión provincial de Santiago, que 
apareció a fines de 1811, sin que podamos precisar cuándo dejó de publicar¬ 
se (1156), tal vez al cesar aquella comisión en 1813. 

Fue también uno de los principales colaboradores de El Sensato, periódico 
de las mismas ideas que los anteriores, fundado el 15 de agosto de 1811 por 
Antonio Javier Alvarez y en cuya redacción se encontró con otros significados 
compañeros de las contiendas antiliberales: Sotelo de Novoa (1157), Bentín, Ber¬ 
nardo Caamaño, Francisco Cabrera Fernández... (1158). Parece ser que colaboró 
también en algún otro periódico, naturalmente de la misma línea (1159). 

Utilizó los seudónimos de El Estafetero y Agustín Verísimo Vilavella y Rey- 
tengo (1160), de alguno de los cuales hemos hablado ya. Había acudido a las 
Cortes, en virtud de su nombramiento como diputado, jurando el 27 de noviembre 
de 1810 (1161). Nada más llegar, aquel liberal impenitente, asiduo colaborador 
de la prensa de ese partido, según hoy se nos dice, se opuso a la proposición 
de Argüelles por la que pretendía disponer de los bienes de la Iglesia. Era el día 
1 de diciembre de 1810 (1162). Su quinto día en las Cortes. Al año siguiente, 
el último que pisó el Congreso, firmó un voto particular contra la exclusión de 
los religiosos como electores (1163). Muy poco después pide licencia para ir a 
Galicia a recuperar su salud (1164) y ya nunca más volverán a verle sus com¬ 
pañeros del Congreso. Renovó algunas veces su petición de prórroga (1165) hasta 
que, mandándosele reintegrarse a Cádiz, se limitó a poner un recibí en el reque¬ 
rimiento, por lo que las Cortes quieren volver a actuar contra él (11<66). Poco 
después es denunciado por el canónigo liberal Manuel Acuña Malvar, al que ya 
conocemos (1167). Nuevo motivo para que el belicoso periodista rehúya la com¬ 
parecencia. 

Hablamos de una nueva actuación contra Freire porque hubo una primera 
muy sonada y en línea con el respeto que siempre mostraron los liberales a la 
inviolabilidad de los diputados que no eran de su cuerda, de la libertad de im¬ 
prenta para los tradicionalistas y de lo que se quiera. Nos referimos a la denuncia 
fiscal del 3 de abril de 1811 del Apéndice a La Gaceta de Cádiz que publicó un 
alarmista Aviso al público denunciando los peligros que se cernían sobre la pa- 


(1155) Dérozier: Quintana..., págs. 633, 668. 

(1156) GEG, VII, pág. 172. 

(1157) Fernández de la Cigoña: «Benito María Sotelo de Noboa, marqués de Villaverde 
de Limia», Verbo, págs. 165-166; 1978, págs. 713-755. 

(1158) GEG, XXVIII, pág. 124. 

(1159) Vilanova: Op. cit., pág. 110. 

(1160) Vilanova: Op. cit., pág. 110. 

(1161) DD, I, pág. 105. 

(1162) DD, I, pág. 115. 

(1163) DD, VIII, pág. 421. 

(1164) DD, IX, pág. 114. 

(1165) DD, XV, pág. 40; XVI, pág. 173 
(1166) DD, XVII, págs. 207, 209. 

,(1167) DS, pág. 5213. 
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tria (1168). Se pasó inmediatamente el asunto al Tribunal de Cortes (1169), 
quedando el diputado a disposición del Tribunal (1170). No le fueron favorables 
sus compañeros encargados de juzgarle y, tras resolver algunas cuestiones proce¬ 
sales (1171), las Cortes, oída la intervención de Gómez Fernández, correligiona¬ 
rio de Freire, disintieron del Tribunal (1172), con rechazo expreso, en voto 
particular, de los más conspicuos liberales (1173). 

Publicó también Freire Castrillón innumerables folletos (1174) en defensa 
de sus ideas. Podríamos hablar ahora —pues tomaron el título del de Freire— 
de los numerosos Avisos dirigidos a la nación advirtiendo de los males que se 
avecinaban, algunos de ellos liberales (1175). No nos ocuparemos de ellos ni de 
otras mil publicaciones de tono menor, pues su estudio nos llevaría demasiadas 
páginas. 

b) Otros periódicos tradicionalistas gallegos 

Hemos citado ya prácticamente todos los periódicos tradicionalistas gallegos 
al hablar de Freire y también los liberales mandados recoger por la Inquisición 
en 1815 (1176). Añadamos, entre los tradicionalistas, Los Guerrilleros por la 
Religión, la Patria y el Rey (1177), que apareció en La Coruña a comienzos 
de 1813, discrepando los que nos dan noticia de ello sobre si fue en febrero o 
en marzo. Manuel Martínez, Nicolás de Castro y Nicolás de Santa María, todos 
ellos religiosos, fueron sus más directos responsables. El título, de tantas resonan¬ 
cias carlistas, lo dice todo. Parece que fue el sustituto, a causa de alguna sus¬ 
pensión 1178), de El Diario de la Aurora (1179), según otras versiones del título, 
del Diario de La Coruña a la Aurora (1180), que comenzó a publicarse el 1 de 
enero de 1813 bajo la responsabilidad de los tres religiosos citados y que al 
parecer desapareció en junio de 1814. 

El Exacto Correo de España en La Coruña, publicado desde fines de 1810 y 
que en 1812 pasa a llamarse El Exacto Diario (1181), fue obra también de Manuel 
Martínez, Juan Chacón y Nicolás Martínez y estaba en la misma línea. No pode¬ 
mos opinar sobre el Postillón del Exacto Correo de España en La Coruña, pues 
no hemos visto ningún ejemplar. Parece ser que tenía «las mismas intenciones 


(1168) ASS, pág. 240. 

(1169) ASS, pág. 255. 

(1170) ASS, pág. 259. 

(1171) ASS, pág. 411. 

(1172) ASS, pág. 413. 

(1173) ASS, pág. 415. 

(1174) Vilanova: Op. cit., pág. 110. 

(1175) Colección..., I, págs. 88-89; Artola: Los orígenes..., II, págs. 17-18. 

(1176) Pére 2 Pais, María del Carmen: Prensa, GEG, XXV, págs. 219-220. 

(1177) GEG, XVII, págs. 21-22. 

(1178) GEG, XVII, pág. 22. El segundo Nicolás debe ser Fray Vicente de Santa María. 
(1179) GEG, XVII, pág. 22 

(1180) Dobarro Paz, Xosé María: Diario de La Cortina a la Aurora, GEG, IX, pág. 67. 
(1181) Dobarro y Fandiño: Op. dt., pág. 38. 
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que el Exacto Correo de España en La Coruña, pero con un tono más procaz y 
con la pretención de arrstrar a los liberales a la violencia» (1182). Dobarro y 
Fandiño lo alinean entre los absolutistas citándolo como El Postillón (1183), si 
bien a continuación engloban en uno, El Sensato Correo de la Comisión Provincial, 
lo que fueron dos periódicos. Una muestra más del terreno movedizo en el que 
nos encontramos. 

Mencionemos por último El Filósofo de Antaño, títido con tantas referencias 
al Rancio, que viene siendo citado como periódico gallego por Dobarro y Fandiño, 
pero que, según la misma Enciclopedia (1184), no era tal, sino «la reimpresión 
del folleto del mismo título que se editaba en Cádiz en 1813». Lo atribuye a 
J. A. B., si bien su autor, según Solís, fue F. A. B. (1185), siendo su exacto 
título Prodigiosa vida, admirable doctrina, preciosa muerte de los venerables her¬ 
manos los filósofos liberales de Cádiz. Su entierro y oración fúnebre hasta el 
requiescat amén. Por D. F. A. y B., Filósofo de antaño, devoto de los venerables. 

c) Castro, Martínez y Santa María 

Fray Nicolás de Castro era un dominico nacido en Galicia. Dirigió La Aurora 
y Los Guerrilleros (1186), colaboró en La Estafeta de Santiago y tradujo el libro 
de Bolgeni El Obispado. Disertación sobre la potestad de gobernar la Iglesia, en 
que se demuestra la divina institución de su jerarquía (1187), si bien en el volumen 
que poseemos se dice que el traductor fue D. F. O. P., iniciales que nada tienen 
que ver con Castro (1188). 

Otro gallego más que notable fue el mercedario Manuel Martínez Ferro, que 
suele ser citado solo por el primer apellido. Su prematura muerte en 1827, cuando 
acababa de ser nombrado obispo de Málaga, según se dijo porque «era tanta su 
influencia que muchos pensaron que el episcopado era un medio discreto d$ ale¬ 
jarlo de Madrid» (1189), impidió que este hombre «de vasta cultura y destácado 
orador», que «dominaba varias lenguas (griego, hebreo, latín, italiano, francés)» 
y que poseía «conocimientos musicales muy notables» (1190), diera toda la me¬ 
dida de sus capacidades. 

Nacido en Caldas de Reyes en 1774 fue, como dice G. Placer (1191), «uno 
de los hombres más influyentes de su época en España, consejero de reyes, mentor 
de Universidades y Ministerios, batallador incansable en la cátedra, en los púlpitos, 
en la prensa y en las visitas pastorales». «Puso todó su ardor en la causa de la 


(1182) GEG, XXV, pág. 184. 

(1183) Dobarro y Fandiño: Op. cit., pág. 38. 

(1184) GEG, XIII, pág. 38. 

(1185) Solís: Op. cit., pág. 435. 

(1186) GEG, I, pág. 78.. 

(1187) GEG, V, pág. 250; IX, pág. 679; X, pág. 231; XVII, págs. 21-22. 
(1188) José Urrutia, Madrid, 1792. 

(1189) Vázquez Fernández, Lois: Martínez Ferro, Manuel, GEG, XX, pág. 147. 
(1190) Vázquez: Op. cit., pág. 147. 

(1191) Placer, G.: Martínez Ferro, Manuel, Diccionario..., III, pág. 1433. 
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Independencia. Luchó, habló y escribió contra franceses y afrancesados; teniendo 
que huir de Madrid a Valladolid, y de aquí a Galicia, su tierra natal. Caldas, San¬ 
tiago y La Coruña saben de su actividad patriótica. Pronto la lucha se extiende 
a liberales, masones y Cortes de Cádiz. Su discurso en Valladolid sobre la «Jura 
de la Constitución» (1192), el año 12, alcanzó enorme difusión. Al año siguiente 
publica en La Coruña El militar Enfrailado, al que sigue, en la misma imprenta, 
Unión y Fuerza, colección de diez discursos contra los innovadores. Adicto a la 
Iglesia y al rey, multiplica su labor periodística. En 1814 dio a luz Los famosos 
traidores refugiados en Francia ...» 

El militar enfrailado por la liberalidad del señor don Valentín de Foronda 
y el fraile militar por la gracia de Dios y del Rey (1193), como su título indica, 
iba dirigido contra el acreditado liberal vasco que se encontraba refugiado en 
Galicia, donde era una de las primeras figuras de su partido. En Los famosos 
traidores ... (1194) deja en muy mal lugar al obispo afrancesado Suárez de San¬ 
tander (1195), lo que daría lugar a una sonada polémica (1196). 

Fue redactor de Los guerrilleros por la Religión, la Patria y el Rey (1197), 
dirigió el Diario de La Coruña a la Aurora (1198) y entre él y el Jerónimo Agustín 
de Castro publicaron el famosísimo periódico antiliberal La atalaya de la Mancha, 
después continuada en Madrid (1199), auténtica batería contra el liberalismo. 

De sus escritos posteriores, contra Llórente y el Trienio, y especialmente de 
su nuevo periódico El Restaurador, nos ocuparemos en otro momento, pues no 
corresponden a esta época. En la que venimos estudiando escribió, aparte de 
los mencionados, otros muchos folletos. Entre ellos, El clero vindicado (1200), 
Discurso sobre la potestad civil del clero para diputados a Cortes (1201), Unico 
remedio para la conversión de los nuevos judíos españoles (1202)... (1203). 

(1192) Discurso que en la solemnidad de jurar la Constitución política de la monarquía 
española el clero, pueblo y todas las autoridades de la ciudad de Valladolid en la Santa Iglesia 
Catedral en manos del señor comandante general del Sexto Ejército, don José María Santocildes, 
pronunció, por encargo del limo. Sr. obispo D. Vicente de Soto y Valcárcel, en trece de sep¬ 
tiembre de 1812, el limo. Manuel Martínez, mercedario calzado, doctor y catedrático de 
Teología en la Real Universidad. Cfr. Almuiña Fernández, Celso, y Sánchez Movellán, Elena: 
La Constitución gaditana. El marco histórico inmediato y sus azarosas « proclamaciones ». En 
Gades, pág. 16; 1987, pág. 181. Aunque debieron ser dos mercedarios distintos con el mismo 
nombre. Cfr. Miñano, Salvador de: Sátiras y panfletos del Trienio constitucional, CEC, Ma¬ 
drid, 1994, pág. 198. 

(1193) Oficina del Exacto Correo, La Coruña, 1813. 

(1194) Madrid, 1813. 

(1195) Revuelta: La Iglesia..., pág. 30. Según Vázquez Fernández, GEG, XX, pág. 147, 
es de 1814. 

(1196) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, pág. 712. 

(1197) Odriozola: GEG, XVII, págs. 21-22. 

(1198) Dobarro: GEG, IX, pág. 67. 

(1199) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 113; CC, IV, pág. 136; Dérozier: Quintana..., 
págs. 633-634, 672. 

(1200) La Coruña, 1813. 

(1201) La Coruña, 1814. 

(1202) Madrid, 1814. 

(1203) Vázquez: Op. cit., pág. 147- 
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Parece que en el monasterio de Poyo existe un manuscrito con su biografía 
redactado área 1828 (1204). En la voz citada del Diccionario de Historia Ecle¬ 
siástica de España hay una buena nota bibliográfica sobre tan interesante clérigo. 
Dérozier, que no puede sufrir que nadie discrepe de su héroe, como Quintana 
fuese atacado por La Atalaya nos hablará de «ésta obra maestra de rencor y 
bajeza» (1205) y de que «todas las expresiones denotan un intenso odio» (1206). 
Eso es lo que él parece sentir por todos los que no venéran al poeta del que se 
enamoró. 

De menos importancia que los dos anteriores pero también denodados comba¬ 
tientes contra el liberalismo en Galicia fueron el carmelita Vicente de Santa María, 
que se distinguió sobre todo por sus ataques a Foronda (1207), y el dominico 
José Bentín (1208). 


d) La prensa tradicionalista de Cádiz 

De los periódicos contrarrevolucionarios de Cádiz nos referiremos a El Censor 
General de la Mañana, publicado entre 1810 y 1812 (1209), atacado despiadada¬ 
mente por Solís —«la obtusidad de sus ideas y la poca elegancia en el estilo 
y en el manejo, en general, del idioma» (1210)—, como si sus adversarios fueran 
un dechado de todo lo que lamenta el historiador. Fue duramente combatido, y aun 
perseguido, por los liberales (1211). 

Más importancia tuvo El Diario de la Tarde (1212), del que eran responsables 
el marqués de Villapanés y Molle y en el que escribían conocidos contrarrevolu¬ 
cionarios, entre ellos Ostolaza. Los liberales hicieron todo lo posible para que se 
suprimiera (1213). 

Con el espantoso nombre de Diarrea de las Imprentas (1214) se publicó en 
Cádiz, más que un periódico, solo aparecieron escasos números y sin periodicidad 
fija, Solís habla de tres (1215), un folleto abiertamente antiliberal que sacaba 
a la luz Pedro Recio de Tirte Afuera, seudónimo que no sabemos a quién ocultaba. 
Llevaba como subtítulo el de Memoria sobre la epidemia de este nombre que 
reina actualmente en Cádiz. Se describe su origen, sus síntomas, su índole peculiar, 
su terminación y su duración. Escríbela en obsequio de su patria afligida el Doc - 


(1204) Placer: Op. dt., pág. 1433. 

(1205) Dérozier: Quintana..., pág. 475. 

(1206) Dérozier: Quintana..., pág. 478. 

(1207) Dobarro: GEG, IX, pág. 67. 

(1208) GEG, II, pág. 10; III, pág. 190; X, pág. 231. 

(1209) Solís: Op. cit., págs. 404-406. 

(1210) Solís: Op. cit., pág. 1197. 

(1211) Villanueva: Mi viaje..., págs. 281, 308; Torra: Op. dt., págs. 241, 242; ASS, 
pág. 656. 

(1$Í2) Solís: Op. cit., págs. 410-412. 

(l|Í3) Vélez: Apología..., I, pág. 197; Villanueva: Mi- viaje..., págs. 306, 313; ASS, 
págs. 649, 656, 664. 

(1214) Solís: Op. dt., págs. 428-429. 

(1215) Solís: Op. dt., pág. 428. 
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tor D. Pedro Recio de Tirte Afuera (1216). Poco después apareció un Nuevo y 
funesto síntoma de la epidemia llamada Diarrea de las Imprentas. Segunda me¬ 
moria médica escrita por el Doctor D. Pedro Recio de Tirte Afuera. Se da un 
estado de los principales enfermos que ha habido y hay de dos meses acá, de 
diarreas periódicas y agudas (1217). Ferrer aún habla de un Suplemento publicado 
el mismo año (1218). Y Diz-Lois de una reimpresión en Sevilla, al menos de 
la primera parte, el año 1815 (1219). Fue atacada por El Conciso y El Duen¬ 
de (1220) y defendida y alabada por el Rancio (1221). 

Algo hemos dicho ya de El Sol de Cádiz (1222), por lo qué nos limitamos a 
mencionarlo. El gran periódico tradicionalista fue sin duda El Procurador General 
de la Nación y del Rey (1223), de cuya aparición, subvencionada por la Regencia, 
ya hemos hablado. Estamos de acuerdo con Gómez Aparicio, que lo considera 
«el más importante diario anticonstitucionalista de su tiempo» (1224). 

El Procurador General, además del periódico, publicó algunos libros. Al menos, 
en dos tomos, la Respuesta de Nuestro Santísimo Padre Pío Papa VI a los metro¬ 
politanos de Maguncia , Treveris, Colonia y Saltzburg sobre las nunciaturas apos¬ 
tólicas a que van añadidas dos letras del mismo Sumo Pontífice, dirigidas al arzobis¬ 
po y cabildo de Colonia. Traducidas del idioma latino al castellano por... quien la 
dedica al actual Sumo Pontífice Nuestro Santísimo Padre Pío VII (1225). 

Esta importantísima respuesta del Papa a las puntualizaciones de Ems, que 
es también una contestación a las ideas de Pereira y Febronio y al jansenismo de 
la época, tenía la mayor actualidad en la España de entonces, con el pontífice 
cautivo, el nuncio expulsado y el episcopalismo difuso que sostenían los libe¬ 
rales en las Cortes. Así lo expresa el traductor en el prólogo que inserta en 
cabeza del segundo tomo de la obra que, al ser una defensa del nuncio y de la 
autoridad pontificia es, al mismo tiempo, una desautorización de la política eclesial 
de los liberales de Cádiz. 


e) La prensa tradicionalista en otros puntos de España 

Hubo un tercer punto en el que la prensa, liberal o tradicionalista, tuvo un 
notable desarrollo e influencia por haber estado en todo momento libre de fran¬ 
ceses: Mallorca. Ya hemos mencionado a las dos grandes figuras antiliberales de 
la isla Strauch y Traggia y a su principal enemigo Isidoro de Antillón. No insis¬ 
tiremos en ello. 


(1216) Cádiz, 1811. 

(1217) Cádiz, 1811. 

(1218) Ferrer: Op. cit., I, págs. 220-221. 

(1219) Diz-Lois: Fr. Francisco..., pág. 134. 

(1220) Diz-Lois: Fr. Francisco..., pág. 134; CC, I, pág. 236; Solís: Op. cit., pág. 429. 
(1221) CC, I, pág. 255; II, pág. 4. 

(1222) Solís: Op. cit., pág. 430. 

(1223) Solís: Op. cit., págs. 432-434. 

(1224) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 101. 

(1225) Imprenta de Carreño, Cádiz, 1813. 
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Madrid, aunque fue liberado definitivamente en 1813, en marzo, no adqui¬ 
rirá su específico peso político hasta que casi un año después se instalan allí las 
Cortes y el Gobierno, Y ese período fue brevísimo, pues en mayo se derrumba 
el régimen liberal. No hubo por tanto condiciones para un desarrollo de la prensa 
comparable al de Cádiz o, incluso al de Galicia. Allí llegaron unos desde Cádiz 
como El Procurador General, instalado en la capital el 14 de enero de 1814 (1226), 
otros desde La Mancha como La Atalaya de la Mancha en Madrid (1227), que 
fueron los campeones de unas ideas cuyo triunfo se veía cada vez más próximo. 

En Ciudad Real inició el Jerónimo Agustín de Castro su famosísima Atalaya, 
desde la que «acometían a los liberales con violencia y gracejo» (1228). Alvarado 
decía del fraile de El Escorial que «el menor parrafillo vale más que cuanto han 
escrito, escriben y escribirán, y son capaces de escribir, cuantos liberales nos han 
apestado y apestan» (1229). Ya hemos visto que tuvo un gran colaborador en 
Manuel Martínez. 

Barcelona fue francesa todo este período y no cabe hablar de su prensa. 
Pero por aquellos días surgió un nombre, el de Brusi, que resultó paradigmático 
en la historia del periodismo español basta el punto de que el más popular de los 
periódicos de aquella capital durante muchísimos años fue conocido como d Brusi. 
Si las empresas periodísticas de Antonio Brusi durante estos años tuvieron más 
de novela de aventuras, publicando el diario patriótico de la Junta del Principado 
en condiciones realmente precarias e itinerantes, tuvo una intervención más sose¬ 
gada e ideológica enviando a su mujer a Mallorca, donde creó una imprenta que 
publicó el Diario de Palma y la mayoría de los folletos tradicionales que proli- 
feraron en la isla. 

Citemos por último a Valencia. El mariscal Suchet abandonó también la ciudad 
a última hora. Entonces se produjo un fenómeno oportunista para inclinar a Fer¬ 
nando VII a posiciones antiliberales en el que El Fernandino y El Lucindo jugaron 
un importante papel con Justo Pastor Pérez y Ostolaza como sus más destacados 
personajes. 


El obispo de Santander 

Hemos hecho mención más de una vez del prelado santanderino Rafael Me- 
néndez de Luarca. Que no sólo se distinguió como patriota insigne y opositor a 
las medidas antieclesiales de las Cortes, sino que, en más de una ocasión, tomó 
la pluma para dejar constancia expresa de sus ideas y con un lenguaje tan barroco 
y rebuscado que ciertamente aleja a cualquiera de la intención de leerle. 


(1226) Gómez Aparicio: Op. cit., I, pág. 101. 
(1227) Gómez Aparicio: Op. cit., I, págs. 113-115. 
(1228) Revuelta: La Iglesia..., pág. 65. 

(1229) CC, II, pág. 216. 
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De la relación de títulos del obispo que nos da Maruri (1230), varios de ellos 
fueron recogidos en la edición hecha por el mismo obispo en su destierro gallego 
obligado por la invasión napoleónica (1231). El rebuscado nombre de la edición 
bien se merece el calificativo de Menéndez Pelayo referente a «lo estrafalario, 
macarrónico y gerundiano de su estilo» (1232) que aún superará en alguna otra 
obra que a continuación citaremos. 

Los opúsculos (1233) fueron seis, aparecidos en Santiago en 1812, recogiendo 
varios de ellos obras anteriores, como su famosa pastoral de 1794 predicando 
la guerra contra los franceses. Hay también trabajos nuevos como el Dictamen que, 
asociado de avisos acerca de la reforma moral que necesitan las Españas para 
evitar la extrema ruina con que les amenaza, y obtener la suma felicidad que les 
está ofreciendo la Fuerte Suave Divina Providencia, daba el año de 1811 al 
Supremo Consejo de Castilla, residente en la ciudad de Cádiz, y deseaba subiese 
a las Cortes de la Nación, congregadas allí, el obispo de Santander don Raphael 
Tbomás Menéndez de Luarca, preguntado, como los otros obispos del Reyno, sobre 
lo que debería practicarse para que, durante la imposibilidad de recurrir al cautivo 
Summo Pontífice Pío VII, se supliese la falta de confirmación de la Santa Sede 
en las personas presentadas para los Arzobispados y Obispados y o que hubiesen 
de trasladarse de unas a otras diócesis o La España futura, feliz, o infeliz en extre¬ 
mo, según lo que fuere el que al presente (año de 1812) se piensa celebrar en ella 
Concilio Nacional. Y España, la España miserable que, dibujada a tan distantes 
aspectos sobre el fondo del estado en que yace, se presenta, solicitando sus mayores 
felicidades, a los padres de la Iglesia que deben componer aquel gran Congreso y 
a los de la Patria que deben tratar de que se celebre. 

Mas son sus dos últimas obras las que llegan al paroxismo. El recíproco sin 
y con de Dios y de los hombres buscado por medio de aloquios al mismo Dios 
con la luz de la fe y la razón entre atheas tinieblas, mentidas luces filosóficas 
esparcidas en los que el Christianismo cuenta siglos XVIII y XIX. Y reconocido 
del propio modo en lo que son el Summo Ser y los otros seres, especialmente el 
hombre, así cómo en lo que éste puede ser y dexar de ser según la elección de 
su alvedrío. Poema de diez difusos cantos o tratados en décimas y octavas rhimas 
que don Clemente Pastor de la Montaña, presbítero español perseguido por el 
Guerrero Rector de dichas tinieblas, Napoleón Bouna (¿será Buona, y una errata 
de imprenta?) Parte, escribía fugitivo de tanta furia desde el año 1809 queriendo, 


(1230) Maruri: Op. cit., págs. 197-201. 

(1231) Viva Jesús. Opúsculos christiano-patrios que el obispo de Santander, Don Raphael 
Tbomás Menéndez de Luarca. escribía antes y después de exasperarse los extremados tras¬ 
tornos en que al presente (año de 1811) se hallan las Españas. Y opúsculos que él mismo 
publica desde el destierro de su diócesis, en que le tiene la común persecución, cooperando 
a la justiciera gracia con que, por los extraños de su misericordia, nos visita el Altísimo para 
dar la ciencia de salud a su pueblo, y que todos, aprovechándose de la ilustración dispensada 
a los sentidos en tinieblas, dirijamos nuestros pasos por el camino de la verdadera paz. 
Oficina de Juan Francisco Montero, Santiago, 1812. 

(1232) Menéndez Pelayo, Op. cit., II, pág. 713. 

(1233) Maruri: Op. cit., págs. 88 y ss., 197 y ss. 
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entre christianos consuelos, descubrirse y ofrecer descubiertos al público los mejores 
arbitrios de pasar desde nuestro Todo-Nada (Nada doble, uno natural, otro cri¬ 
minal o uno que somos por naturaleza, otro que somos por nuestros pecados), al 
que por la Divina Gracia y exercicio de las virtudes podemos, y que, para ser 
felices hemos de ser Nada-Todo: Divídese el poema en siete tomos manuales 
añadido (apéndice suyo) un otro y segundo poema en silvas, que, dirigido singu¬ 
larmente a los indicados Philosofos del tiempo, y en especial a los españoles 
Philosophantes con ellos, procura la verdadera felicidad de todos, exponiendo a 
su consideración las que, conforme a lo hallado en el primer poema, se vieron, 
ven y habrán de ver conseqüencias del maldito Philosophismo (1234). Menos mal 
que de los siete proyectados tomos —jcon ese título y en décimas reales!—, que 
confesamos no haber leído ni intentado buscar—, solo se publicaron dos, si bien 
de 368 y 512 páginas (1235). 

Aunque publicada en 1816 citamos ahora la última obra que el obispo san- 
tanderiense imprimió por referirse a las cuestiones que nos vienen ocupando: Reme¬ 
dio fumigatorio, Ígneo, fulminante, extremo (extremo de ordenada caridad) que 
el obispo de Santander ... procuraba a los que puedan hallarse por su Obispado y, 
en confianza de la eléctrica, christiana fraternidad difundida por todos los otros 
Obispados del reyno, a los que hay en España enfermos, pestíferos, moribundos, 
víctimas de la infernal Philosophia Volteri-Napoleonina (1236). 

Si los títulos que el obispo elegía eran absolutamente desafortunados, y aunque 
el contenido, al menos en su aspecto literario también lo fuera, no es lícito extra¬ 
polar esas censuras a toda la conducta del prelado, que fue hombre más que nota¬ 
ble en muchos aspectos de su vida, tanto desde el punto de vista eclesial como 
desde el político. Las descalificaciones de Toreno: «desbarros que tocaban casi en 
locura» (1237) o de Mor de Fuentes (1238): «era una especie de asturiano ton¬ 
tiloco que solía poner sus documentos en coplas ridiculas y estrafalarias», no 
concuerdan con la personalidad del obispo salvo en el lenguaje que empleaba, en 
el que no parecía haber hecho mella la ingeniosísima sátira del jesuíta Isla. 

Sobre la popularidad de que gozaba entre sus diocesanos hay mil constancias. 
Desde la sublevación de la provincia, en la que tuvo parte principalísima hasta la 
elección como diputado para las Cortes ordinarias que no pudo hacer efectiva por 
hallarse extrañado en Portugal. Alvarez-Cascos nos habla de la Pastoral que dirigió 
desde Lorenzana (Lugo) a sus fieles en los siguientes términos: «les exhortaba 
entre otras cosas que no procediesen a publicar los decretos y manifiestos de S. M. 
(las Cortes) relativo a la abolición del Tribunal de la Inquisición, declarando in¬ 
cursos a los que lo hiciesen en las penas impuestas por las bulas que cita, y en 
entredicho el templo así profanado por espacio de treinta días; que no se hiciera 
novedad en el rezo de Santa Teresa, aunque se la haya mandado celebrar como 


(1234) Santander, 1814. 

(1235) Maruri: Óp. dt., pág. 201. 
(1236) Santander, 1816. 

(1237) Toreno: Óp. dt., pág. 62. 
(1238) Mor: Op. dt., pág. 382. 
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patroha de España; y que no se diese cumplimiento a orden alguna general que 
directa o indirectamente se oponga a las leyes con que antes de estas turbulencias 
se gobernaba la Iglesia española» (1239). 


Otros frailes contrarrevolucionarios 

El benedictino Miguel Gayoso escribió La Filosofía sin máscara, o Espejo 
de los sofistas españoles, que presenta a la consideración de sus amados compa¬ 
triotas, en obsequio de la verdad y para desengaño del público (1240), en el que 
Valentín de Foronda es el principal encausado (1241). 

Y, ya que los agustinos de aquellos días aparecen con notoria frecuencia entre 
las filas de los enemigos de la Iglesia, no sería justo omitir el nombre de Luis 
Cerezo y de su obrita El ateísmo bajo el nombre de pacto social propuesto como 
idea para la Constitución española por don J. C. A. (José Canga Argüelles). Im¬ 
pugnación escrita por Fr. Luis Cerezo. De la que hubo al menos dos ediciones, 
en Valencia, en 1811 y 1814 (1242). Precisamente en esa ciudad había aparecido, 
en 1812, El Contrato Social, o Principios del Derecho Político «por Juan Santiago 
Rousseau, ciudadano de Ginebra» (1243). 

No podemos continuar, salvo que hiciéramos interminable este trabajo, men¬ 
cionando las innumerables obras, de mayor o menor mérito y extensión, que la 
España tradicional opuso a las innovaciones de Cádiz. Aunque su análisis lo está 
reclamando la historia. Creemos que, con lo expuesto, queda sustancialmente re¬ 
flejada la trágica división de España en dos mitades o, mejor dicho, partes, pues 
no se correspondían entonces a igualdad de número, sino que una de ellas, la 
tradicional, tenía tras sí a la inmensa mayoría de los españoles, hecho nuevo en 
nuestra historia desde hacía muchos siglos, al menos en el aspecto ideológico, y 
que condicionará los años posteriores. Tal vez incluso nuestros días y los que 
vendrán. 

No negaremos que en algunas, o bastantes, de las exigencias liberales había 
una necesidad de modernidad, y aun de justicia, que imponían los tiempos. Era 
preciso un cambio. El absolutismo estaba agotado y, además, no era bueno. 
La Iglesia, como siempre, tenía cosas que corregir fruto de las adherencias hu¬ 
manas a la obra que ella quiere, y los católicos pensamos, divina. Pero todo se 
hizo mal. Y, sin negar responsabilidades en los agredidos, creemos que primaron 
con mucho las de los agresores. Los que se defendían, seguramente con excesos 
que no debemos negar, tenían a su favor la posesión pacífica y aceptada por todos, 
o por la inmensa mayoría de los españoles. 


(1239) Alvarez-Cascos: Op. cit., pág. 93; Vélez, P., págs. 105-110; Idem, Apología..., I, 
págs. 197, 259-260; DS, 5188; ASLÜ14, pág. 268. 

(1240) Ignacio Aguayo, Santiago, 1812. Publicado en tres cuadernos de 30, 32 y 46 págs. 
(1241) Odriozola: GEG, XIII, pág. 223; Artola: Los orígenes..., II, pág. 61. 

(1242) CC, II, págs. 216, 449. 

(1243) Imprenta de José Ferrer de Orga. 
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Estamos a punto de concluir este período. Aunque ya ha quedado reflejada 
en numerosas ocasiones debemos señalar una vez más la hostilidad sufrida por 
los tradicionalistas: obispos, diputados, escritores, religiosos, periódicos, que tenían 
conciencia segura y acreditada de que representaban la voluntad del pueblo es¬ 
pañol. Fueron insultados, perseguidos, expulsados, procesados y hasta agredidos 
por lo que ellos sabían era solo una minoría reducidísima de la nación. Lqs obispos 
tuvieron que huir al extranjero. Los diputados fueron, unos no admitidos en las 
Cortes pese al voto de los electores, otros expulsados, alguno corrió peligro de 
muerte, bastantes sufrieron retrasos incomprensibles en el reconocimiento de sus 
poderes, casi todos insultados por la prensa o desde las mismas tribunas de las 
Cortes. Basta con citar los nombres de Ostolaza, Ros, Simón López, Valiente, 
Freire, Jiménez Hoyo, Riesco, Esteban y Gómez, Tenreiro, el obispo de Orense, 
Menéndez de Luarca, Jerónimo Antonio Diez, Múzquiz, Escobar, Rodríguez Rico, 
Arias Teijeiro, López Reina, el obispo de As torga, los diputados que sostenían 
el traslado a Madrid de las Cortes... para ver que no se trataba solamente de 
ganar o perder una votación sino que se iba mucho más allá. 

La agresión sufrida por Ántillón evidentemente no equilibra la balanza. Y el 
tratamiento que las Cortes dieron a este caso refleja mejor que nada las dos me¬ 
didas que se utilizaban. Hasta se creó una comisión del Congreso para seguir 
cuanta novedad se produjera en la búsqueda del agresor. Los diputados tradicio¬ 
nalistas eran sin duda de mucha peor condición y se les podía insultar, amenazar, 
agredir, procesar o expulsar sin reacción alguna o apenas sin ella. 

El régimen ¿recién nacido se derrumbaba. Los tradicionalistas ya eran mayoría 
en las Cortes. Napoleón iba a desaparecer de la escena política. Femando VII 
llegaba entre el delirio de los pueblos. Sesenta y nueve diputados le entregaban 
en Valencia el Manifiesto de los persas... Todo ello será cuestión de otro libro 
que abarcará el reinado del Deseado. ; 
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EPILOGO 


Con lo dicho, puede el lector juzgar por sí cuál fue la actitud del liberalismo 
y de las Cortes para con la Iglesia. Menéndez Pelayo la juzga con extraordinaria 
severidad que no nos parece carente de fundamento: «Tal fue la obra de aquellas 
Cortes, ensalzadas hasta hoy con pasión harta, y aún más dignas de acre censura 
que por lo que hicieron y consintieron, por los efectos próximos y remotos de lo 
uno y de lo otro (...). Llevaron hasta el más ciego furor y ensañamiento la 
hostilidad contra la Iglesia, persiguiéndola en sus ministros y atropellándola en 
su inmunidad (...). Huyeron sistemáticamente de lo antiguo, fabricaron alcázares 
en el viento, y si algo de su obra quedó, no fue ciertamente la parte positiva y 
constituyente, sino las ruinas que en torno de ella amontonaron. Gracias a aquellas 
reformas quedó España dividida en dos bandos iracundos e irreconciliables: llegó 
en alas de la libertad de imprenta, hasta los últimos confines de la Península, la 
voz de sedición contra el orden sobrenatural lanzada por los enciclopedistas fran¬ 
ceses; dieron calor y fomento el periodismo y las sociedades secretas a todo linaje 
de ruines ambiciones y osado charlatanismo de histriones y sofistas; fuese anu¬ 
blando por días el criterio moral y creciendo el indiferentismo religioso, y, a la 
larga, perdido en la lucha el prestigio del trono, socavado de mil maneras el orden 
religioso, constituidas y fundadas las agrupaciones políticas no en principios, que 
generalmente no tenían, sino en odios y venganzas o en intereses y miedos, llenan 
las cabezas de viento y los corazones de saña, comenzó esa interminable tela de 
acciones y de reacciones, de anarquías y dictaduras, que llena la torpe y miserable 
historia de España en el siglo xix. 

Ahora solo resta consignar que todavía en 1812 nada había más impopular 
en España que las tendencias y opiniones liberales, encerradas casi en los muros 
de Cádiz y limitadas a las Cortes, a sus empleados, a los periodistas y oradores 
de café y a una parte de los jefes militares. Como, a pesar de eso, lograban en el 
Congreso mayoría los reformadores, no lo preguntará ciertamente quien conozca 
el mecanismo del sistema parlamentario; pues sabido es, y muy cándido será quien 
lo niegue, que mil veces se ha visto en el mundo ir por un lado la voluntad 
nacional y por otro la de sus procuradores. Fuera de que aquellas Cortes gaditanas 
tuvieron, entre sus muchas extrañezas, la de haber sido congregadas por los pro¬ 
cedimientos más desusados y anómalos, no siendo propietarios, sino suplentes ele¬ 
gidos en Cádiz por sus amigos y paisanos, muchos de aquellos diputados; lo cual 
valía tanto como si se hubieran elegido a sí mismo. Con esto y con haber excluido 
de las deliberaciones al brazo eclesiástico y al de la nobleza, que por cálculo pru- 
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dente, seguro tratándose del primero, hubieran dado fuerza al elemento conser¬ 
vador, el resultado no podía ser dudoso, y aquellas Cortes tenían que ser un fiel, 
aunque descolorido y apagado trasunto, de la Asamblea legislativa francesa. Y, aun 
suponiendo que la elección se hubiera hecho en términos ordinarios y legales, quizá 
habría acontecido lo mismo, porque desacostumbrados los pueblos al régimen re¬ 
presentativo, ni conocían a los hombres que mandaban al Congreso, ni los tenían 
probados ni experimentados, ni era fácil, en la confusión de ideas y en la triste 
ignorancia reinante a fines del siglo xvm, hacer muchas distinciones y deslindes 
cobre pureza de doctrinas sociales, que los pueblos no entendían, si bien de sus 
efectos comenzasen luego a darse cuenta, festejando con inusitado entusiasmo la 
caída de los reformadores. Bien puede decirse que el decreto de Valencia fue 
ajustadísimo al universal clamor de la voluntad nacional. ¡Ojalá hubiesen sido 
tales los desaciertos de Fernando VII!» (1). 

No cabe aquí recoger las infinitas opiniones que sobre las Cortes gaditanas 
se han producido. Muchas de ellas se refieren solo a aspectos políticos de la refor¬ 
ma liberal. Algunas, circunscritas a las reformas religiosas, aplauden o rechazan 
cuanto hemos venido narrando. Que hubo una persecución a la Iglesia creemos 
que por todo lo expuesto no lo podrá negar nadie. 

Tampoco defectos en la situación eclesial. La vinculación entre la Iglesia y el 
Antiguo Régimen era demasiado estrecha en merma de su libertad apostólica. 
Pero los liberales no pretendían su libertad, sino ahogarla más con un regalismo 
que superó al anterior. Los bienes eclesiásticos eran excesivos y discutible su 
distribución. Pero el liberalismo pretendía un despojo puro y simple. Los religio¬ 
sos, o al menos bastantes de ellos, precisaban de una reforma canónicamente 
efectuada. El liberalismo buscaba su extinción. Los estudios habían decaído y ya 
no existían Canos, Suáreces o Vitorias. Los liberales pretendían que fueran Perei- 
ras, Febronios y Tamburinis. La Inquisición arrastraba con ella, si bien más de 
fama que de hecho, el peso de los siglos pasados y podía y debía corregir aspectos 
procesales y penales. Los liberales deseaban que se pudiera hablar y escribir impu¬ 
nemente contra la religión. La intervención de la nación en el gobierno era solo 
un recuerdo de eruditos. Los reformadores de Cádiz quisieron, y consiguieron, 
un sistema político inviable e inoperante en el que el poder real prácticamente 
desaparecía y en el que el absolutismo regio pasaba a serlo parlamentario. 

Lo que pudo intentarse resolver con un acuerdo entre la potestad civil y la 
eclesiástica se quiso a las bravas, por imposición de la primera y con medidas 
anticanónicas que la Iglesia no podía aceptar. Lo que faltó, sobre todo, fue 
liberalismo , en la más noble acepción de la palabra. Fue una dictadura pura y 
dura la que cayó sobre la Iglesia de España. Mucho peor que la que había sufrido 
bajo el absolutismo. Eso es lo que hemos querido probar. Que el liberalismo no 
fue tal si por eso se entiende respeto al adversario, a la voluntad popular, diálogo 
y buenas maneras. Y solo estaba recogiendo la Iglesia la primera cosecha. Las si¬ 
guientes aún serían peores. Muchos años tendrían que pasar para que el liberalismo 


(1) Menéndez Pelayo: Op. cit., II, págs. 840-841. 
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hiciera honor a su nombre. Más de un siglo si es que en España se ha dado ese 
caso. En el xix no fue lo contrario de la dictadura, sino una dictadura en 
contrario. 

Ello exacerbó a la Iglesia y al pueblo católico, que reaccionaron contra la 
agresión. Abriéndose un abismo que de ideológico se convirtió en visceral y que, 
en más de una ocasión, se llenó de sangre. Si la concordia era difícil, el liberalismo 
la hizo imposible porque no la quiso nunca. Ya que lo único que aceptaba era 
el más servil y absoluto sometimiento. En cosas, además, en que era imposible. 
Pues iban contra la esencia misma de la Iglesia. 

Grave fue el despojo de los bienes eclesiales. La Iglesia lo perdonó. Con una 
generosidad admirable que a no pocos pareció excesiva. Del apoyo decidido de los 
monarcas católicos se pasó a la desconfianza y aun a la persecución. Resignóse 
la Iglesia a ello e intentó, en la nueva circunstancia, continuar su misión. Pero 
por lo que no podía pasar era por el silencio impuesto e incluso por la adulación 
exigida y la santificación de lo que era antieclesial, porque le nombraran sus obis¬ 
pos en clérigos de más que dudosa doctrina y conducta o se expulsara o encarcelara 
a los que no eran gratos al poder perseguidor, por el intento de crear una Iglesia 
nacional separada de Roma, por la supresión por decreto de los religiosos o el 
asesinato de los mismos... Que ante todo eso mirara con simpatía al carlismo es 
lo menos que se podía esperar. De todo ello se hablará cuando tratemos del 
reinado siguiente en el que la persecución que ahora se iniciaba llegará a su plena 
madurez. 

Dictadura anticatólica institucional por medio de un exacerbado regalismo, 
ataques, muchas veces procaces, de una imprenta desatada y manipulada por la 
minoría qué apoyaba a los legisladores liberales, en un intento de unos y otros 
por separar al pueblo de sus profundos y heredados sentimientos católicos. Todo 
eso dio lugar a que las cuestiones eclesiásticas fueran el tema favorito de las 
Cortes que casi llegaron en no pocas ocasiones a parecer un Concilio. Un concilio 
antirromano, eso sí, en el que los padres eran en buena proporción clérigos desafec¬ 
tos a la doctrina común de la Iglesia y a su cabeza el Romano Pontífice. Mucho 
más que la lucha contra el francés, más todavía que los aspectos constitucionales 
del nuevo régimen, preocupó a los legisladores el someter y despojar a la Iglesia, 
como si ésa fuera cuestión encomendada a un Congreso de diputados. No se 
podrá librar a las Cortes, por mucho que lo intenten el jesuíta Revuelta u otros 
historiadores en su línea, de esa injerencia abusiva e ilegítima en cuestiones que 
eran, muchas de la exclusiva competencia y otras, sobre todo o también, de la 
competencia de la Iglesia de España unida a su cabeza romana. Esas fueron las 
Cortes de Cádiz. Una desgracia eclesial. 
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NOTA FINAL 


Cuando ya este libro estaba compuesto y corregidas las segundas pruebas, 
hemos tenido ocasión de consultar dos textos que se refieren directamente a cuanto 
hemos expuesto. El primero, que habíamos citado por referencia de Federico 
Suárez, es el de José Belda y Rafael María de Labra (hijo): Las Cortes de Cádiz 
en el Oratorio de San Felipe, Imprenta de Fortanet, Madrid, 1912. Efectivamente 
dice que fueron 97 los diputados eclesiásticos (pág. 65), pero no da referencia de 
los mismos. En páginas siguientes señala el carácter o profesión de no pocos 
diputados, con notables errores hasta en el nombre de los mismos. Así, Ros es 
Ríos; Abadín, Abadía; Mosquera y Lera, Mosquera y Leral; Quiroga y Uría, Quiroga 
Mira; Cortiñas, Cortinas (pág. 70), etc. Damos el ejemplo gallego, pero esos errores 
se repiten en las demás provincias. 

Más interesante es el hecho de hacer canónigo al asturiano Francisco del Calello 
Miranda, al que llama Rodríguez del Calello (pág. 80), de lo que ya hemos hablado. 
Y pocas referencias más podemos obtener de este libro escrito con mucha más 
voluntad que acierto. 

El otro texto es una discusión parlamentaria producida con motivo de una 
extraña enmienda republicana presentada en el Congreso el 4 de diciembre dfc 1889 
{La Cruz, 1890, I, págs. 192-231). En el debate, el diputado Becerro de Bengoá leyó 
las listas de los diputados eclesiásticos en las Cortes extraordinarias de 1810, en 
las ordinarias de 1813, en las del Trienio y en las Constituyentes de 1836-1837, faci¬ 
litadas, según dice el diputado, por el archivero de las Cortes Manuel Calvo 
(pág. 202). 

Respecto a las Cortes extraordinarias se dice que ejercieron su cargo en las 
mismas 303 diputados, de los cuales fueron eclesiásticos 87. Se ve que al «digno 
archivero» se le perdieron algunos. Y de los que cifa (págs. 202-205), también hay 
diputados que sobran como el gallego García Quintana, que no fue «presbítero» 
(pág. 203) o el murciano González, del que curiosamente se dice que era «Teniente 
general del Ejército» (pág. 203), grado que tanto al archivero como al diputado les 
debería haber bastado para tachar de la lista a don Pedro González Llamas. También 
se incluye entre los eclesiásticos al canario Llarena (pág. 204). 

Respecto a las Cortes de 1813-1814, Becerro de Bengoa dice que fueron ecle¬ 
siásticos 74 de sus 252 diputados (págs. 205-207). Como nosotros habíamos iden¬ 
tificado a 62, la aportación sería esta vez importante en el caso de que fuera 
verdadera. 
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A los que ya hemos identificado como eclesiásticos habría que añadir el dipu¬ 
tado por Méjico, Angel Alonso y Pantiga, tradicionalista notorio y después persa; 
el representante ,por Panamá, Juan José Cabarcas, que fue liberal y, según Becerro 
de Bengoa, «Maestrescuela»; el andaluz Manuel Carasa, al que hace canónigo y que 
también firmará el Manifiesto de 1814. 

Mayores dificultades nos encontramos con el siguiente diputado. Federico Suárez 
cita entre los de Cuenca a un Juan María Domingo, de quien no aporta ningún otro 
dato (Las Cortes..., pág. 148), En las Actas de las sesiones aparece repetidamente 
como liberal el conquense Juan María Domínguez. Becerro de Bengoa le hace 
presbítero, sigue diputado por Cuenca, pero ahora se llama «J. A.». Gil Novales, 
en su Diccionario del Trienio nos señala un diputado por Cuenca en las Cortes 
de 1820-1822 que se llama Juan Antonio Domínguez (pág. 184), pero nada dice 
de su carácter eclesiástico. Y, por último, Becerro de Bengoa señala en esas 
Cortes del Trienio un Domínguez, ahora sin nombre, presbítero y diputado por 
Cuenca {La Cruz , 1890, I, 207). ¿Se apellidaba Domínguez o Domingo? ¿Son la 
misma persona el diputado de 1813 y el de 1820? ¿Se llamaba Juan María o Juan 
Antonio? ¿Por ser dos eran verdaderos ambos nombres? ¿Era sacerdote? 

También, según Becerro de Bengoa, era canónigo el diputado por Guadalajara 
Manuel Fernández Manrique, que si bien en su respuesta a la Consulta de la 
Comisión de Cortes en 1809 se había manifestado como preliberal (Artola, Los 
orígenes..., II, págs. 620-625), en el Congreso estuvo con los tradicionalistas (ASL013, 
págs. 353, 387, 395, 399). 

Arcediano y, por tanto, eclesiástico sería el diputado por Toledo, García, sin 
duda Eugenio García González, que en las Cortes se manifestó como tradiciona¬ 
lista. Presbítero era asimismo el diputado por Puebla de los Angeles, Miguel 
García Paredes, que actuó como liberal. Y deán el peruano Gregorio Guinea, que 
pasó por las Cortes como el rayo de sol por el cristal, pues juró como diputado 
el 21 de abril de 1814, unos días antaes de que fueran disueltas manu militan 
(ASL014, pág. 283). También sería sacerdote, siempre en boca de Becerro de 
Bengoa, el diputado manchego Salvador Jiménez Coronado, a quien su falleci¬ 
miento en Jerez el 24 de septiembre de 1813 le impidió cualquier labor en las 
Cortes. 

Arcediano y diputado por Granada sería el tradicionalista Juan Antonio Jimé¬ 
nez Pérez y simplemente presbítero el diputado por Toro Jerónimo Lorenzo, que 
se manifestó como tradicionalista y suscribió el Manifiesto de los persas. Arce¬ 
diano el catalán José Llocer, que se alineó con los diputados tradicionales. Tradi¬ 
cionalista, persa, y al parecer presbítero el peruano Gabino Ortega. Y eclesiástico 
y catedrático de Cánones el extremeño Diego Antonio Ramos Aparicio, al que 
Becerro de Bengoa llama Ramos Aparici. Si bien explicar Cánones no suponía 
necesariamente carácter sacerdotal. En las Cortes estuvo con los liberales. 

Cita también como eclesiástico al americano Mariano Robles que, por error 
nuestro, no le habíamos dado tal carácter en estas Cortes cuando sí lo habíamos 
hecho en las primeras. Basados en que era «secretario del obispo». Aunque es 
una presunción fundada, no es definitiva, por cuanto Argüelles lo fue del prelado 
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de Barcelona Díaz Valdés. Y al catalán Mariano Ros. También hace sacerdote al 
diputado por Valencia Sombiela, que creemos no lo fue. Dice asimismo que era 
canónigo el diputado por Valladolid Gabriel Ugarte Alegría, y todos los datos 
consultados nos confirman que lo era (DS, pág. 5725; Almuiña y Sánchez Movellán: 
Op. cit., pág. 174; Gil Novales: DBTL, pág. 655). Fue también del bando tra¬ 
dicional. 

No incluye, en cambio, en su lista al diputado por Burgos y persa , Cerezo; 
al catalán suplente, Dou; al valenciano Colomer y a los americanos Castillo, Dávila, 
Fernández Munilla, Franco de la Vega, en el caso de que hubiese tomado posesión, 
y Gordoa. 

De ser ciertas todas las atribuciones, resultarían 77 diputados eclesiásticos 
y, ciertamente, una cifra entre 63 y 77, que es muy importante. 

Los lectores disculparán esta nota tan fuera de contexto, pero nos ha parecido 
de interés por cuanto puede señalar pistas de investigación en el intento de 
aclarar la personalidad, hasta hoy tan desconocida, de muchos de nuestros pri¬ 
meros diputados. Creemos también que lo expuesto no altera en nada, sino que 
confirma, la tesis del libro. 
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Dionisio de Siracusa, 91. 

Diz-Lois, María Cristina, 84, 278, 333, 
365, 366, 375, 401, 415. 

Dobarro Paz, Xosé María, 315, 401, 409, 
411-414. 
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Fernández Golfín, Francisco, 25, 40, 53, 
93, 138, 152, 153, 158, 163, 164, 
165, 193, 244, 331, 342, 347. 
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Fernández de Moratín, Leandro, 391, 
392, 396. 

Fernández Munilla, Francisco, 277, 425. 

Fernández Sardinó, Pedro Pascasio, 326, 
404. 

Fernando, San, 367, 371. 

Fernando IV de Nápoles, 206. 
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Galiano: Cfr., Alcalá Galiano y Villavi- 
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y Varea, Francisco. 

Garcés y Varea, Francisco, 23, 120, 197, 
205, 215, 250, 264. 


García Benito, Juan, 217, 272, 284. 

García Coronel, Pedro, 27, 277, 288, 
292. 

García Domenech, Joaquín, 229. 
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424. 

García Santos, Nicanor, 269. 

García Urrego, Joaquín, 19, 21. 

García Zamora, Mariano, 277. 

Garelly, Nicolás, 317, 318, 395. 
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Gómez, Tadeo Segundo, 294. 

Gómez Aparicio, Pedro, 310, 311, 318, 

449 




552, 379, 397, 398, 400, 402-404, 
406, 413, 415, 416. 
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Jiménez Padilla, Salvador, 341. 
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López, Simón, 26, 68, 71, 72, 74, 75, 
78, 96, 97, 106, 110, 120, 129, 130, 
138, 153, 170, 171, 172, 173, 182, 

190, 191, 197, 200, 203, 205, 215, 

245, 259, 264, 265, 273, 320, 343, 

346, 354, 355, 420. 
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Mariana, Juan de, SJ, 339. 
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Molé: Cfr., Molle, Francisco Javier de. 

Molina, Luis de, SJ, 340. 

Molinos, Miguel de, 340. 

Molle, Francisco Javier de, 85, 343-345, 
350, 352, 414. 

Mon y Velarde, Romualdo, 170, 361, 
389. 

Montenegro: Cfr., Moreno Montenegro 
de Velasco, Indalecio. 

Montero, Juan José, 269. 

Montero, Ramón, 21, 25, 269. 

Montes: Cfr., Rodríguez del Monte, 
Luis. 

Montesquieu, Barón de, 375. 

Montijo, Condesa de: Cfr., Portocarre- 
ro, María Francisca de. 

Montoliú, Plácido de, 54, 120, 198, 264. 

Moñino y Redondo, José, 325. 

Mor de Fuentes, José, 315, 403, 418. 

Moragues, Guillermo, 124, 125, 170, 
226, 314, 348. ; 

Morales, José Isidoro, 49. 

Morales Duárez, Vicente, 28, 52, 64, 65, 
78. 

Morales Gallego, José, 23, 45, 54, 61, 
96, 154, 179, 180, 251, 328, 349. 

Morán Ortí, Manuel, 20, 21, 22, 31, 




44, 53, 59, 146, 161, 315, 326, 329, 
351, 404. 

Moratín: Cír., Fernández de Moratín, 
Leandro. 

Moreno, Manuel María, 27, 28. 

Moreno, Miguel, 311. 

Moreno Alonso, Manuel, 49, 318, 376, 
387, 397, 403. 

Moreno Garino, Agustín, 23, 270. 

Moreno Montenegro de Velasco, Inda¬ 
lecio, 264, 270. 

Moreto, Agustín, 206. 

Morros y Cibila, Francisco, 25, 54, 66, 
89, 97, 120, 122, 197, 198, 242, 270, 
321. 

Mosquera, Gonzalo, 316. 

Mosquera y Cabrera, Francisco, 54, 181, 
259, 264. 

Mosquera Figueroa, Joaquín, 146, 351. 

Mosquera y Lera, Benito María, 424. 

Moyano Rodríguez, Tomás, 292. 

Muñoz Torrero, Diego, 25, 29, 30, 31, 
39, 41, 47, 51, 53, 54, 61, 63, 65, 
75, 83, 97, 105, 106, 109-112, 114, 
118, 122, 124, 126-129, 135, 137, 
147, 148, 152, 160, 161, 169, 170, 
177, 194-197, 200, 206, 212, 214, 
215, 217, 226, 228, 233, 235, 260, 
268, 325, 331, 337, 347, 354,4 355, 
357. 

Muriel, Andrés, 50. 

Murillo, Bartolomé Esteban, 206. 

Múzquiz y Aldunate, Ignacio de, 156. 

Múzquiz y Aldunate, Rafael de, 80, 81, 
83, 99, 143, 144, 156, 187, 258, 272, 
284, 293, 315, 354, 376, 390, 420. 

Nabot, 91. 

Nadal y Crespí, Bernardo, 24, 91, 92, 
94, 103, 104, 124, 125, 136, 157, 
160, 161, 217, 255, 256, 264, 265, 
353. 

Nákens, José, 338, 339. 

Napoleón Bonaparte, 30, 62, 66, 165, 
168, 188, 190, 198, 201, 207, 219, 


222, 298, 338, 340, 367, 374, 377, 
401, 417. 

Natanael Jomtob: Cfr., Puigblanch, An¬ 
tonio. 

Navarro, Fernando, 198. 

Navas, Martín: Cfr., González de Navas. 

Nellerto, Juan: Cfr., Llórente, Juan An¬ 
tonio. 

Nerón, 298. 

Nestorio, 224. 

Ney, 316. 

Nicole, Pierre, 216, 232, 383. 

Nieto, Diego María, 269. 

Nieto Fernández, Francisco, 20. 

Nieto Fernández, Juan, 20, 21, 23, 200, 
205, 264. 

Nistactes, Ireneo: Cfr., Villanueva As- 
tengo, Joaquín Lorenzo. 

Noguera, Vicente, 79, 120, 215, 322. 

Noroña, Conde de, 87, 88, 89. 

Norzagaray, Mateo de, 286, 289, 290. 

Nuncio de Su Santidad: Cfr., Gravina, 
Pedro. 

Núñez Sessé, Toribio, 405. 

Obispo de Albarracín: Cfr., González de 
Terán, Joaquín. 

Obispo de Almería: Cfr., Mier y Cam¬ 
pillo, Francisco Javier. 

Obispo de Antequera: Cfr., Bergósa y 
Jordán, Antonio. 

Obispo de Arequipa: Cfr., Chaves de 
la Rosa, Pedro José. 

Obispo de Astorga: Cfr., Martínez Ji¬ 
ménez, Manuel Vicente. 

Obispo de" Badajoz: Cfr., Delgado Mo¬ 
reno, Mateo. 

Obispo de Barbastro: Cfr., Abad y La- 
sierra, Agustín Iñigo. 

Obispo de Barcelona: Cfr., Sichar, Pa¬ 
blo. 

Obispo de Blóis: Cfr., Grégoire, Henri 
Baptiste. 

Obispo de Calahorra: Cfr., Aguiriano y 
Gómez, Francisco Mateo. 
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Obispo de Canarias: Cfr., Verdugo Al- 
biturria, Manuel. 

Obispo de Caristo: Cfr., Puyal y Po- 
veda, Atanasio. 

Obispo de Cartagena: Cfr., Jiménez, 
José, 389. 

Obispo de Cartagena de Indias: Cfr., 
Díaz de Merino, Custodio. 

Obispo de Ceuta: Cfr., Benaocaz, Do¬ 
mingo de. 

Obispo de Cuenca: Cfr., Falcón y Sal¬ 
cedo, Ramón. 

Obispo de Cuenca (Ecuador): Cfr., Quin- 
tián, Andrés. 

Obispo de Ibiza: Cfr., Beltrán, Blas Ja- 
cobo. 

Obispo de Iprés: Cfr., Jansenio. 

Obispo de Jaén: Cfr., Meló de Portugal, 
Diego. 

Obispo de La Habana: Cfr., Díaz Es¬ 
pada, Juan José. 

Obispo de Lérida: Cfr., Torres, Jeróni¬ 
mo María de. 

Obispo de Lugo: Cfr., Peláez Caunedo, 
Felipe. 

Obispo de Mallorca: Cfr., Nadal y Cres- 
pí, Bernardo. 

Obispo de Menorca: Cfr., Juano, Pedro 
Antonio. 

Obispo de Mondoñedo: Cfr., Aguiar y 
Caamaño, Andrés. 

Obispo de Orense: Cfr., Quevedo y 
Quintano, Pedro. 

Obispo de Orihuela: Cfr., Cebrián y 
Valdá, Francisco. 

Obispo de Oviedo: Cfr., Hermida y 
Camba, Gregorio. 

Obispo de Pamplona: Cfr., Arias Tei- 
jeiro, Veremundo. 

Obispo de Plasencia: Cfr., Igual de So¬ 
ria, Lorenzo. 

Obispo de Rosas: Cfr., Casaús y Torres, 
Francisco Ramón Valentín. 

Obispo Prior de San Marcos de León: 


Cfr., Casquete de Prado y Bootello, 
José. 

Obispo de Salamanca: Cfr., Vázquez de 
Parga, Gerardo. 

Obispo de Santander: Cfr., Menéndez 
de Luarca, Rafael Tomás. 

Obispo de Segovia: Cfr., Sáenz de San¬ 
ta María, José Antonio. 

Obispo de Sigüenza: Cfr., Bejaraño, Pe¬ 
dro Inocencio. 

Obispo de Teruel: Cfr., Alvarez de Pal¬ 
ma, Blas Joaquín. 

Obispo de Tortosa: Cfr., Salinas Moreno, 
Antonio José. 

Obispo de Trujillo: Cfr., Carrión, José. 

Obispo de Tuy: Cfr., García Benito, 
Juan. 

Obispo de Urgel: Cfr., Dueña y Cisne- 
ros, Francisco de la. 

Obispo de Vich: Cfr., Veyán y Mola, 
Francisco. 

Obregón, Octaviano, 41, 45, 79. 

Ocerín: Cfr., Ibáñez Ocerín, Aniceto. 

Ocharán, Francisco Javier, 270. 

O’Conoch, José, 316. 

O’Donnell, Enrique, 14. 

Odriozola, Antonio, 315, 334, 419. 

O’Farril, Gonzalo, 298. 

O’Gavan, Juan Bautista, 27, 228, 230, 
233, 234, 254. 

Ogirando, Gaspar María, 400. 

Olavarrieta, Francisco, 269. 

Olavide, Pablo de, 206. 

Oliveros, Antonio, 25, 32, 41, 42, 48, 
51, 52, 53, 64, 65, 66, 76, 106, 119, 
146, 159, 169, 174, 195, 218, 233, 
260, 271, 321, 337, 357. 

Oller, Andrés, 292. 

Orive, A., 316. 

Ortega, Gabino, 425. 

Ortiz, Bernardo, 287. 

Ortiz Bardají, Tiburcio, 250, 259, 264, 
316, 349 . 

Ortiz Gálvez, José Joaquín, 163. 

Osio, 97. 
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Osorio y Patiño, Ramón, 148. 

Ostolaza y de los Ríos, Blas de, 27, 65, 
75, 79, 82, 84, 120, 146, 148, 150, 

153, 163, 172, 181, 196, 197, 200, 

202, 203, 205, 221, 222, 244, 245, 

264, 273, 276, 277, 286, 291, 294, 

313, 342-344, 347, 389, 398, 414, 
416, 420. 

Padilla, Juan de, 179, 407, 408. 

Pedre Vevita: Cfr., Caraballo y Vera, 
Salvador Joaquín. 

Palacín, Joaquín, 277. 

Palacio, Marqués del: Cfr., Traggia, Do¬ 
mingo Mariano. 

Palacios, Esteban de, 51. 

Palafox y Croy, Antonio, 219. 

Palafox, general: Cfr., Rebolledo de Pa¬ 
lafox y Melci, José. 

Palafox, marqués de Lazan: Cfr., Rebo¬ 
lledo de Palafox y Melci, Luis. 

Pan: Cfr., López del Pan, José Salvador. 

Panés, Miguel María de, 350, 351, 414. 

Papiol, Francisco, 25, 54, 120, 197, 199, 
215, 242, 264. 

Pardo Patiño, Francisco, 54. 

Pardo de Andrade, Manuel, 315, 400. 

Pardo de Xas, Manuel: Cfr., Pardo de 
Andrade, Manuel. 

Parque Cas trillo, Duque del, 300. 

Pascal, Blas, 216, 232, 383. 

Pascual, Vicente, 23, 72, 76, 82, 100, 
102, 120, 154, 169, 246, 247, 249, 
255, 274, 277. 

Pastor, Martiniano Francisco, 292. 

Pastor Pérez: Cfr., Pérez, Justo Pastor. 

Pazos, Manuel R., OFM, 377. 

Pedro de Alcántara, San, 289, 296. 

Peinado, José María, 276. 

Peláez Caunedo, Felipe, 284. 

Peña, Antonio de la, 400. 

Peña, Eugenio de la, 276, 285, 314, 
396. 

Pereira de Figueiredo, Antonio, 51, 97, 
358, 366, 375, 415, 422. 


Pérez, Antonio, 208. 

Pérez, Justo Pastor, 84, 85, 333, 344, 
350, 351, 416. 

Pérez Calvillo, Mariano, 296. 

Pérez del Camino, Manuel, 297. 

Pérez de Castro, Evaristo, 26, 27, 40, 
41, 50, 51, 52, 53, 69, 70, 110, 142, 
195, 202, 241. 

Pérez y Freire, Pastor, 85. 

Pérez Martínez de Robles, Antonio Joa¬ 
quín, 27, 67, 73, 77, 78, 95, 106, 
120, 146, 158, 159, 160, 161, 194, 
195, 264, 277, 293, 321, 322. 

Pérez Montero, Juan, 149. 

Pérez Pais, María del Carmen, 411. 

Pérez Pastor, Juan, 351. 

Pérez Pastor, Justo, 84. 

Pérez Ramajo, Manuel, 400. 

Pérez Vidal, Alejandro, 333, 334. 

Pérez Villamil, Juan, 146. 

Perin, Francisco, 326. 

Pezuela, Ignacio de la, 148. 

Pieve, Paolo dalla, 409. 

Pintos Vieites, María del Carmen, 57. 

Pío VI, 415. 

Pío VII, 100, 173, 247, 261, 415, 417. 

Pizarro: Cfr., García de León y Pizarro, 
José. 

Placer, G., 412, 414. 

Polo Catalina, Juan, 24, 152, 163, 191, 
200, 331, 342. 

Pombal, Marqués de, 102. 

Porcel, Antonio, 230-232, 240, 260, 

355. 

Portocarrero, María Francisca de, 218, 
308. * 

Posada y Rubín de Celis, Antonio, 297, 
314. 

Posadilla, Ginés de: Cfr., Fernández de 
Moratín, Leandro. 

Pose, Juan Antonio, 395. 

Pouget, Frangois Aimé, 97. 

Power Giralt, Ramón, 41. 

Prieto, Angel Celedonio, 353. 

Puig de Samper, José María, 58. 
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Puigblanch, Antonio, 299, 367, 386, 
387. 

Puigserver, Felipe, OP, 385. 

Puyal y Poveda, Atanasio, 297, 305, 

309. 

Puyol, Julio, 308. 

Queipo de Llano y Ruiz de Saravia, José 
María, 24, 28, 31, 39, 44, 59, 98, 99, 
110, 111, 123, 124> 132, 135, 150, 

152, 153, 156, 169-171, 181, 185- 

189, 191, 192, 202, 207, 208, 216, 

236, 237, 239, 245, 254, 255, 308, 

310, 313, 327, 329, 336, 341, 342, 

347, 351, 418. 

Quesnel, Pascasio, 97, 201, 359. 
Quevedo y Quintano, Pedro, 31-48, 57, 
58, 83, 99, 113, 177, 179-184, 187, 
217, 258, 283, 284, 315, 328, 332, 
339, 370, 375, 394, 420. 

Quintana: Cfr., García Quintana, Do¬ 
mingo. 

Quintana, Manuel José, 46, 51, 56, 57, 
83, 308, 310, 311, 318, 319, 324, 
328, 335, 336, 361, 367, 369, 376, 
379, 392, 403-410, 413, 414. 
Quintanilla, Vizconde de, 49. 

Quintano, Juan Clímaco, 21. 

Quintano Ripollés, Alfonso, 43. 
Quintián, Andrés, 302. 

Quiroga y Uría, Juan Bernardo, 215, 
424. 

Racine, Buenaventura, 216, 232. 
Ramírez, José Miguel, 311. 

Ramírez Castillejo, Rafael, 200, 205, 250, 
264. 

Ramírez de Villaurrutia y Villaurrutia, 
Wenceslao, 135, 310. 

Ramiro I, 154. 

Ramos Aparicio, Diego Antonio, 425. 
Ramos Arispe, José Miguel, 20, 27, 120, 
249, 257, 277, 332, 333, 345. 

Ramos García, Vicente, 277. 

Ramos Pérez, Demetrio, 17. 


Rebolledo de Palafox y Melci, José, 264. 

Rebolledo de Palafox y Melci, Luis, 264, 
288. 

Rebollo, José, 311. 

Recaredo, 106, 236. 

Rech, José, 264. 

Recio de Tirte Afuera, Pedro, 414. 

Reguera, Iñaki, 316. 

Reinoso, Félix José, 312, 336. 

Rengifo, Juan Manuel de, 277, 286, 
292, 319. 

Rentería y Reyes, Simón, 356. 

Revuelta González, Manuel, SJ, 237, 
240, 258, 319, 343, 356, 363, 364, 
377, 384, 405, 416, 423. 

Reyes Católicos, 179. 

Ribes, José, 24, 120, 197, 215, 230, 
242. 

Ribo te Rodríguez de Cosío, Manuel, 
277. 

Ric y Montserrat, Pedro María, 21, 54, 
120, 194, 195, 215, 264. 

Ricart, José, 368. 

Rich: Cfr., Ric y Montserrat, Pedro Ma¬ 
ría. 

Rico Osorio, José, 309, 312. 

Riega y Solares, Bernardo, 44, 56, 57. 

Riesco, Francisco María, 25, 54, 93, 120, 
160, 163, 172, 197, 205, 206, 215, 
322, 344, 420. 

Riesco y Puente, Miguel, 146. 

Río, Diego del, 296. 

Rieu-Millán, Marie Laure, 22. 

Rivas: Cfr., Ribes, José. 

Rivas, Duque de: Cfr., Saavedra y Ra¬ 
mírez de Baquedano, Angel. 

Rivera y Pardo, Pedro, 26. 

Roa y Fabián, José, 19, 24, 72, 120, 215. 

Robespierre, Maximiliano, 326, 404. 

Robles, José, 400. 

Robles Domínguez de Mazariegos, Ma¬ 
riano, 22, 425. 

Roda, Ignacio Ramón de, 277. 

Roda y Arrieta, Manuel de, 218. 

Rodrigo, Manuel, 53. 
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Rodríguez Bahamondé, Agustín, 74, 75, 
76, 80, 81, 260, 364. 

Rodríguez de la Bárcena, Francisco de 
Sales, 23, 27, 41, 52, 54, 92, 107, 
120, 127, 194, 195, 198, 215, 264, 
366. 

Rodríguez del Calello: Cfr., Calello Mi¬ 
randa, Francisco del. 

Rodríguez de Campomanes, Pedro, 83, 
102, 202, 206, 212. 

Rodríguez de Ledesma, Francisco, 396. 

Rodríguez del Monte, Luis, 39, 41, 51. 

Rodríguez Olmedo y Valle, Mariano, 27, 
272, 277, 292, 293, 319. 

Rodríguez Rico, Jacinto, 277, 291, 420. 

Rodríguez de Rivas, Ignacio, 146. 

Romana, Marqués de la: Cfr., Caro y 
Sureda, Pedro. 

Romero, Cristóbal, 25. 

Romero Alpuente, Juan, 85. 

Romero y Pavón, José Antonio, 322. 

Roque Leal: Cfr., Villanueva As tengo, 
Joaquín Lorenzo. 

Ros, Mariano, 425. 

Ros y Medrano, Manuel, 26, 39, 41, 42, 
54, 61, 93, 98, 120, 129, 153, 172, 
175, 176, 177, 205, 264, 344, 346, 
347, 349, 350, 420, 424. 

Rousseau, Jean Jacques/51, 131, 139, 
224, 315, 316, 375, 407, 419. 

Rovira Gálvez, Alfonso, 26, 61, 75, 100, 

102 . 

Rozier, 310. 

Ruiz, Jerónimo, 25, 54, 120, 154, 197, 
205, 215, 250, 264. 

Ruiz, Lorenzo, 244, 264. 

Ruiz de Alcalá, Antonio, 329. 

Ruiz del Burgo, Manuel Fernando, 56, 
57. 

Ruiz Lagos, Manuel, 312. 

Ruiz de Padrón, Antonio José, 24, 28, 
153, 215, 216, 218, 221, 388-390, 
396. 

Rus, José Domingo, 257, 349. 


Saavedra, Francisco de, 31. 

Saavedra Ramírez de Baquedano, Angel, 

202 , 299 . 

Sáenz de Santa María, José Antonio, 172, 
215, 217, 342, 389. 

Saint-Cyran, Abbé de: Cfr., Duvergier 
de Hauranne, Jean. 

Sainz Rodríguez, Pedro, 336. 

Salas, 138. 

Salas, Juan de, 23, 120, 197, 205, 215, 
264. 

Salas Boxadors, José, 24, 111, 120, 264. 
Salazar y Carrillo, Francisco, 19, 22. 
Salgado dé Somoza, Francisco, 141, 142, 
228. 

Salinas Moreno, Antonio José, 170, 217, 
353,362,389. 

Samartín y Cuevas, Salvador, 19, 27, 54, 
87, 89, 120, 205, 277, 292. 
Samosata, Pablo de, 224. 

Samper, Antonio, 28. 

San Gil, José, 269. 

San Miguel y Valledor, Evaristo, 317. 
San Miguel y Valledor, Juan Nepomu- 
ceno, 317. 

Sánchez, Celestino, 269. 

Sánchez, Victoriano, 20, 269. 

Sánchez Agesta, Luis, 315, 318! 
Sánchez Andújar, Juan, 26. 

Sánchez Barbero, Francisco, 400. 
Sánchez Movellán, Elena, 413, 425. 
Sánchez Ocaña, Andrés, 195, 206, 242, 
245, 349, 365. 

Sancho, Vicente, 311. 

Sancirán.-^ Cfr., Saint-Cyran, Abbé de. 
Sans y Barutell, Ramón, 28, 54, 198. 
Santa María, Nicolás de: Cfr., Santa Ma¬ 
ría, Vicente de. 

Santa María, Vicente de, 411, 414. 
Santalla y Quindós, Francisco, 21, 54. 
Santiago Apóstol, 154. 

Santísima Trinidad, Antonio de la, 296. 
Santocildes, José María, 413. 

Santos, José Teodoro, 269, 272. 

Sanz, Teófilo, 386. 
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Sauz Cid, Carlos, 298. 

Sarrailh, Jean, 316, 394. 

Satalla: Cfr., Santalla y Quindós, Fran¬ 
cisco. 

Sedeño Pastor, Santiago, 319. 

Seguenot, Claude, 97. 

Sergio, 224. 

Serra, Francisco, 26, 100, 102, 223, 247, 
277, 357, 388, 396. 

Serrés, Juan Bautista, 120, 197, 199, 
242, 264. 

Severa: Cfr., Cervera, Pedro Juan. 

Sevilla Andrés, Diego, 377. 

Sichar, Pablo, 170, 217, 353, 363, 389. 

Sidro Villaroig, Facundo, OSA, 393. 

Sierra, Nicolás María de, 264. 

Sierra y Llanes, Francisco, 158. 

Sierra Nava-Lasa, Luis, 101. 

Siles, Antonio, 314. 

Silvela, Manuel, 392. 

Silves, Pedro, 264. 266. 

Sisen ando, 106. 

Soanen, Jean, 97. 

Soler, Bartolomé, 260. 

Solís, Francisco de, O. de M., 219. 

Salís, Ramón, 19, 20, 84, 320, 323, 326, 
379, 398-401, 403, 404, 412, 414, 
415. 

Solitario de Alicante / El: Cfr., Bernabéu, 
Antonio. 

Sombiela y Mestre, José Antonio, 26, 
120, 130, 215, 250, 260, 288, 313, 
425. ! 

Sota y Lastra, Pío de la, 316. 

Sotelo de Noboa, Benito, 410. 

Soto y Valcárcel, Vicente de, 413. 

Strauch Vidal, Raimundo, OFM, 356, 
399,415. 

Suárez, Francisco, SJ, 206, 422. 

Suárez de Riobóo, José María, 26. 

Suárez de Santander, Miguel, OFM, 
Cap., 413. 

Suárez Verdeguer, Federico, 17, 19, 20, 
21, 22, 24, 49, 59, 63, 75, 161, 163, 


220, 276, 278, 376, 377, 408, 409, 
424, 425. 

Suárez del Villar, Joaquín, 316. 

Suchet, 416. 

Suelves, Juan de, 120, 197, 199, 242, 
250, 264. 

Suintila, 106. 

Tacón, Francisco, 285. 

Talleyrand Perigord, Charles Maurice de, 
338. 

Tamarit, Marqués de: Cfr., Suelves, 
Juan de. 

Tamburini, Pietro, 51, 359, 375, 422. 

Tanucci, Bernardo, 102. 

Tapia, Eugenio de, 148, 311. 

Tarancón y Morón, Manuel Joaquín, 316. 

Tauste, Tomás, 23. 

Tavira Almazán, Antonio, 219, 303, 305, 
308. 

Téllez Girón y Pimentel, Pedro de Al¬ 
cántara, 148. 

Tello, Pedro José, 276. 

Tenreiro y Montenegro, Joaquín, 18, 24, 
28, 53, 54, 279, 420. 

Teodosio, 97. 

Terán: Cfr., Gutiérrez de Teráii, José 
María. 

Teresa de Jesús, Santa, 160, 206, 296, 
418. 

Terrero, Vicente, 23, 41, 50, 52, 54, 90, 
99, 110, 120, 121, 122, 127, 128, 
153, 161, 197, 200, 205, 213-215, 
244, 251, 252, 264, 325, 350. 

Terreros, Valentín, 260. 

Tirso de Molina, 206. 

Tomás de Aquino, Santo, 384, 385. 

Tomista en las Cortes, El: Cfr., Villa- 
nueva Astengo, Joaquín Lorenzo. 

Tomsich, María Giovanna, 382, 383. 

Toreno, Conde de: Cfr., Queipo de Lla¬ 
no y Ruiz de Saravia, José María. 

Torquemada, 220. 

Torra, Cristina, 85, 312, 333-337, 341- 
343, 384, 397, 404, 414. 
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Torre, Martiniano Juan de la, 20, 23, 
205, 222, 227. 

Torre Múzquiz, Conde de: Cfr., Múzquiz 
y Aldunate, Ignacio de. 

Torres, Jerónimo María de, 170, 217, 
353, 362, 389. 

Torres Guerra, Alonso María, 245. 

Tosan tos y Hurtado de Corcuera, Bonifa¬ 
cio de, 277. 

Traggia, Domingo Mariano, 58, 59, 83, 
164, 375, 385. 

Traggia, Manuel de Santo Tomás, 58, 
362, 385, 399, 415. 

Traver, Vicente Tomás, 63, 64, 65, 238- 
240,259,271. 

Trigueros, Silvestre, 20, 269. 

Ugarte Alegría, Gabriel, 425. 

Uría y Berrueco, José Simeón o Simón 
de, 27, 78, 118, 120. 

Urquijo, Mariano Luis de, 33, 159, 224, 
284, 335. 

Utgés y Aixalá, Ramón, 54, 198, 348. 

Utrera, Francisco Javier ,de, 100. 

Vadillo, José Manuel, 309. 

Valcarce, Vicente, 371. 

Valcárcel Dato, José, 19, 242. 

Valcárcel Saavedra, Manuel, 19, 54, 264. 

Valerio Máximo, 91. 

Valiente, José Pablo, 24, 64, 120, 160, 
161, 164, 172, 420. 

Valiente, Juan Pablo: Cfr., Valiente, 
José Pablo. 

Valla, José, 97. 

Vallarino, Bruno o Lorenzo, 309. 

Valle, Juan de, 196, 199, 217, 347. 

Valle Salazar, José del, 269. 

Van Espen, Bemard Zegers, 222. 

Varela Suárez Carpegna, Joaquín, 23. 

Vázquez Aldana, Antonio, 278. 

Vázquez Canga, Felipe, 144, 167. 

Vázquez Fernández, Lois, 412, 413. 

Vázquez de Parga, Gerardo, O. Cist., 
217, 277, 293. 
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